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OBRAS SOCIALES
LEy 23.660

El senado y camara de diputados de la nacion argentina reunidos en congreso, etc. Sancionan con 
fuerza de ley:

Artículo 1° — Quedan comprendidos en las disposiciones de la presente ley:

a) Las obras sociales sindicales correspondientes a las asociaciones gremiales de trabajadores con 
personería gremial, signatarias de convenios colectivos de trabajo;

b) Los institutos de administración mixta, las obras sociales y las reparticiones u organismos que 
teniendo como fines los establecidos en la presente ley hayan sido creados por leyes de la Nación;

c) Las obras sociales de la administración central del Estado Nacional y sus organismos autárquicos 
y descentralizados; (Inciso sustituido por art. 1° de la Ley N° 23890 B.O. 30/10/90).

d) Las obras sociales de las empresas y sociedades del Estado;

e) Las obras sociales del personal de dirección y de las asociaciones profesionales de empresarios;

f) Las obras sociales constituidas por convenio con empresas privadas o públicas y las que fueron 
originadas a partir de la vigencia del artículo 2° inciso g) punto 4 de la ley 21.476;

g) Las obras sociales del personal civil y militar de las Fuerzas Armadas, de seguridad, Policía Federal 
Argentina, Servicio Penitenciario Federal y los retirados, jubilados y pensionados del mismo ámbito, 
cuando adhieran en los términos que determine la reglamentación;

h) Toda otra entidad creada o a crearse que, no encuadrándose en la enumeración precedente, tenga 
como fin lo establecido por la presente ley.

Artículo 2° — Las obras sociales comprendidas en los incisos c), d) y h) del artículo 1 funciona-
rán como entidades de derecho público no estatal, con individualidad jurídica, financiera y adminis-
trativa y tendrán el carácter de sujeto de derecho, con el alcance que el Código Civil establece para 
las personas jurídicas; las obras sociales señaladas en los incisos a), e) y f) de dicho artículo funcio-
narán con individualidad administrativa, contable y financiera y tendrán el carácter de sujeto de de-
recho con el alcance que el Código Civil establece en el inciso 2 del segundo apartado del artículo 33.

Las obras sociales señaladas en el inciso b) del artículo 1, creados por leyes especiales al efecto, 
vigentes a la sanción de la presente ley, mantendrán sus modalidades administrativas, contables y 
financieras conforme a las leyes que le dieron origen, con las salvedades especificadas en los artículos 
37, 38, 39 y 40 de la presente ley.

Artículo 3° — Las obras sociales destinarán sus recursos en forma prioritaria a prestaciones de 
salud. Deberán, asimismo, brindar otras prestaciones sociales.

En lo referente a las prestaciones de salud formarán parte del Sistema Nacional del Seguro de Salud 
-en calidad de agentes naturales del mismo- sujetos a las disposiciones y normativas que lo regulan.
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Artículo 4° — Las obras sociales, cualquiera sea su naturaleza y forma de administración pre-
sentarán anualmente, en lo referente a su responsabilidad como agentes del seguro, la siguiente do-
cumentación ante la Administración Nacional del Seguro de Salud (ANSSAL):

a) Programa de prestaciones médico-asistenciales para sus beneficiarios;

b) Presupuesto de gastos y recursos para su funcionamiento y la ejecución del programa;

c) Memoria general y balance de ingresos y egresos financieros del período anterior;

d) Copia legalizada de todos los contratos de prestaciones de salud que celebre durante el mismo 
período, a efectos de confeccionar un registro de los mismos.

Artículo 5° — Las obras sociales deberán destinar como mínimo el ochenta por ciento (80%) de 
sus recursos brutos, deducidos los aportes al Fondo Solidario de Redistribución creado en jurisdic-
ción de la ANSSAL, a la prestación de los servicios de atención de la salud establecidos por el seguro, 
a sus beneficiarios.

Las obras sociales que recauden centralizadamente deberán remitir mensualmente el setenta por 
ciento (70%) de lo recaudado en cada jurisdicción para atender las necesidades de salud de sus bene-
ficiarios residentes en la misma jurisdicción. Asimismo asegurarán en sus estatutos mecanismos de 
redistribución regional solidaria que asegure el acceso de sus beneficiarios a los servicios de salud sin 
discriminaciones de ningún tipo.

Artículo 6° — Las obras sociales comprendidas en el régimen de la presente ley, como agentes 
del Seguro de Salud, deberán inscribirse en el registro que funcionará en el ámbito de la ANSSAL y 
en las condiciones que establezca la ley del Sistema Nacional del Seguro de Salud y su decreto regla-
mentario.

El cumplimiento de este requisito será condición necesaria para aplicar los fondos percibidos con 
destino a las prestaciones de salud.

Artículo 7° — Las resoluciones que adopten la Secretaría de Salud de la Nación y la ANSSAL, 
en ejercicio de las funciones, atribuciones y facultades otorgadas por la legislación, serán de cumpli-
miento obligatorio para las obras sociales, exclusivamente en lo que atañe a su condición de agentes 
del Seguro de Salud.

Artículo 8° — Quedan obligatoriamente incluidos en calidad de beneficiarios de las obras sociales:

a) Los trabajadores que presten servicios en relación de dependencia, sea en el ámbito privado o en el 
sector público del Poder Ejecutivo o en sus organismos autárquicos y descentralizados; en empresas 
y sociedades del Estado, en la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y en el Territorio Nacional 
de la Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur; (Inciso sustituido por Art. 2° de la Ley N° 
23.890 B.O. 30/10/1990).

b) Los jubilados y pensionados nacionales y los de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires;

c) Los beneficiarios de prestaciones no contributivas nacionales.

Artículo 9º — Quedan también incluidos en calidad de beneficiarios:

a) Los grupos familiares primarios de las categorías indicadas en el artículo anterior. Se entiende 
por grupo familiar primario el integrado por el cónyuge del afiliado titular, los hijos solteros hasta los 
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veintiún años, no emancipados por habilitación de edad o ejercicio de actividad profesional, comer-
cial o laboral, los hijos solteros mayores de veintiún años y hasta los veinticinco años inclusive, que 
estén a exclusivo cargo del afiliado titular que cursen estudios regulares oficialmente reconocidos 
por la autoridad pertinente, los hijos incapacitados y a cargo del afiliado titular, mayores de veintiún 
años; los hijos del cónyuge; los menores cuya guarda y tutela haya sido acordada por autoridad judi-
cial o administrativa, que reúnan los requisitos establecidos en este inciso;

b) Las personas que convivan con el afiliado titular y reciban del mismo ostensible trato familiar, 
según la acreditación que determine la reglamentación.

La Dirección Nacional de Obras Sociales podrá autorizar, con los requisitos que ella establezca, la 
inclusión como beneficiarios, de otros ascendientes o descendientes por consanguinidad del benefi-
ciario titular y que se encuentren a su cargo, en cuyo caso se fija un aporte adicional del uno y medio 
por ciento (1.5%) por cada una de las personas que se incluyan.

Artículo 10 — El carácter de beneficiario otorgado en el inciso a) del artículo 8 y en los incisos 
a) y b) del artículo 9 de esta ley subsistirá mientras se mantenga el contrato de trabajo o la relación 
de empleo público y el trabajador o empleado reciba remuneración del empleador, con las siguientes 
salvedades:

a) En caso de extinción del contrato de trabajo, los trabajadores que se hubieran desempeñado en 
forma continuada durante más de tres (3) meses mantendrán su calidad de beneficiarios durante un 
período de tres (3) meses, contados de su distracto, sin obligación de efectuar aportes;

b) En caso de interrupción del trabajo por causa de accidente o enfermedad inculpable, el trabajador 
mantendrá su calidad de beneficiario durante el plazo de conservación del empleo sin percepción de 
remuneración, sin obligación de efectuar aportes;

c) En caso de suspensión del trabajador sin goce de remuneración, éste mantendrá su carácter de 
beneficiario durante un período de tres (3) meses. Si la suspensión se prolongare más allá de dicho 
plazo, podrá optar por continuar manteniendo ese carácter, cumpliendo con las obligaciones del 
aporte a su cargo y de la contribución a cargo del empleador;

d)En caso de licencia sin goce de remuneración por razones particulares del trabajador, éste podrá 
optar por mantener durante el lapso de la licencia la calidad de beneficiario cumpliendo con las obli-
gaciones de aportes a su cargo y contribución a cargo del empleador;

e) Los trabajadores de temporada podrán optar por mantener el carácter de beneficiarios durante el 
período de inactividad y mientras subsista el contrato de trabajo cumpliendo durante ese período con 
las obligaciones del aporte a su cargo y de la contribución a cargo del empleador que establece la pre-
sente ley. Este derecho cesará a partir del momento en que, en razón de otro contrato de trabajo, pa-
sen a ser beneficiarios titulares en los términos previstos en el artículo 8 inciso a) de la presente ley;

f) En caso que el trabajador deba prestar servicio militar obligatorio por llamado ordinario, movili-
zación o convocatorias especiales, durante el período que aquél no perciba remuneración por esta 
causa mantendrá la calidad de beneficiario titular, sin obligación de efectuar aportes;

g) La mujer que quedare en situación de excedencia podrá optar por mantener su calidad de benefi-
ciaria durante el período de la misma, cumpliendo con las obligaciones del aporte a su cargo y de la 
contribución a cargo del empleador que establece la presente ley;

h) En caso de muerte del trabajador, los integrantes de su grupo familiar primario mantendrán el 
carácter de beneficiarios, por el plazo y en las condiciones del inciso a) de este artículo. Una vez ven-
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cido dicho plazo podrán optar por continuar en ese carácter, cumpliendo con los aportes y contribu-
ciones que hubieren correspondido al beneficiario titular. Este derecho cesará a partir del momento 
en que por cualquier circunstancia adquieran la calidad de beneficiarios titulares prevista en esta ley.

En los supuestos de los incisos precedentes, el mantenimiento de la calidad de beneficiario del traba-
jador en relación de dependencia se extiende a su respectivo grupo familiar primario.

La autoridad de aplicación facultada para resolver los casos no contemplados en este artículo, como 
también los supuestos y condiciones en que subsistirá el derecho al goce de las prestaciones, deriva-
dos de los hechos ocurridos en el período durante el cual el trabajador o su grupo familiar primario 
revestían la calidad de beneficiarios, pudiendo ampliar los plazos de las coberturas cuando así lo 
considere.

Artículo 11 — Cada obra social elaborará su propio estatuto conforme con la presente ley y las 
normas que se dicten en consecuencia, el que presentará ante la Dirección Nacional de Obras Socia-
les para su registro.

Artículo 12 — Las obras sociales comprendidas en el régimen de la presente ley serán adminis-
tradas conforme con las siguientes disposiciones:

a) Las obras sociales sindicales son patrimonio de los trabajadores que las componen. Serán conduci-
das y administradas por autoridad colegiada que no supere el número de cinco (5) integrantes, cuyos 
miembros serán elegidos por la asociación sindical con personería gremial signataria de los convenios 
colectivos de trabajo que corresponda, a través de su secretariado nacional, consejo directivo nacio-
nal o asamblea general de delegados congresales, conforme al estatuto de la obra social sindical. No 
existirá incompatibilidad en el ejercicio de cargos electivos entre las obras sociales comprendidas en 
el régimen de la presente ley y la correspondiente asociación sindical;

b) Las obras sociales e institutos de administración mixta, creados por leyes especiales al efecto, 
vigentes a la sanción de la presente ley, continuarán desarrollando sus funciones conforme a las dis-
posiciones legales que le dieron origen, con las salvedades especificadas en los artículos 37, 38, 39 y 
40 de la presente ley;

c) Las obras sociales de la administración central del Estado Nacional y de sus organismos autárqui-
cos y descentralizados serán conducidas y administradas por un presidente propuesto por la Sub-
secretaría de Salud de la Nación, cuatro (4) vocales en representación del Estado propuestos por el 
respectivo organismo autárquico o descentralizado que corresponda y cuatro (4) vocales en repre-
sentación de los beneficiarios que serán propuestos por la asociación sindical, con personería gremial 
pertinente. Todos serán designados por el Ministerio de Salud y Acción Social; (Inciso sustituido por 
Art. 3° de la Ley N° 23.890 B.O. 30/10/1990).

d) Las obras sociales de las empresas y sociedades del Estado serán conducidas y administradas por 
un directorio integrado según las normas del inciso c). En estos casos la mitad de los vocales estatales 
serán designados a propuesta de la respectiva empresa. El presidente será designado por el Ministerio 
de Salud y Acción Social;

e) Las obras sociales del personal de dirección y de las asociaciones profesionales de empresarios 
serán administradas por una autoridad colegiada de hasta cinco (5) miembros en representación de 
los beneficiarios designados conforme a lo establecido en sus respectivos estatutos;

f) Las obras sociales constituidas por convenio con empresas privadas o públicas -a la fecha de la 
presente ley- serán administradas de conformidad con lo dispuesto en los respectivos acuerdos o 
disposiciones mientras dure su vigencia;
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g) Las asociaciones de obras sociales serán conducidas y administradas por cuerpos colegiados que no 
superen el número de siete (7) miembros elegidos por las obras sociales integrantes de la asociación;

h) Las obras sociales que adhieran a la presente ley mantendrán su propio régimen de administración 
y gobierno.

Artículo 13 — Los miembros de los cuerpos colegiados de conducción de las obras sociales debe-
rán ser mayores de edad, no tener inhabilidades e incompatibilidades civiles ni penales, su mandato 
no podrá superar el término de cuatro (4) años y podrán ser reelegidos.

Serán personal y solidariamente responsables por los actos y hechos ilícitos en que pudieran incurrir 
con motivo y en ocasión del ejercicio de las funciones de conducción y administración de dichas 
entidades.

Artículo 14 — Las obras sociales podrán constituir asociaciones de obras sociales que abarquen 
los beneficiarios residentes en el ámbito de funcionamiento de la asociación e integren sus recursos 
a fin de otorgar las prestaciones médico-asistenciales que corresponda a su calidad de agentes del 
Seguro de Salud.

Constituida la asociación tendrá la misma capacidad, derechos y obligaciones que las obras sociales 
en cuanto actúan en calidad de agentes del Seguro de Salud.

Artículo 15 — Cuando la Administración Nacional del Seguro de Salud realice tareas de control y 
fiscalización en las obras sociales, en ejercicio y dentro de las facultades comprendidas por los artícu-
los 7, 8, 9, 21 y concordantes de la Ley del Seguro Nacional de Salud, aquéllas facilitarán el personal 
y elementos necesarios para el cumplimiento de la aludida misión.

Artículo 16 — Se establecen los siguientes aportes y contribuciones para el sostenimiento de las 
acciones que deben desarrollar las obras sociales según la presente ley:

a) Una contribución a cargo del empleador equivalente al cinco por ciento (5 %) de la remuneración 
de los trabajadores que presten servicios en relación de dependencia; (Inciso sustituido por art. 23 
de la Ley N° 25.239 B.O. 31/12/1999).

(Nota Infoleg: por art. 80 de la Ley N° 25.565 B.O. 21/3/2002, se restituye la alícuota en concepto de 
contribución patronal al Sistema de Obras Sociales)

b) Un aporte a cargo de los trabajadores que presten servicios en relación de dependencia equivalen-
te al tres por ciento (3%) de su remuneración. Asimismo, por cada beneficiario a cargo del afiliado 
titular, a que se refiere el artículo 9 último apartado, aportará el uno y medio por ciento (1.5%) de su 
remuneración;

c) En el caso de las sociedades o empresas del Estado, la contribución para el sostenimiento de la 
obra social no podrá ser inferior, en moneda constante, al promedio de los doce (12) meses anteriores 
a la fecha de promulgación de la presente ley.

Asimismo, mantendrán su vigencia los aportes de los jubilados y pensionados y los recursos de dis-
tinta naturaleza destinados al sostenimiento de las obras sociales determinados por leyes, decretos, 
convenciones colectivas u otras disposiciones particulares.

Mantienen su vigencia los montos o porcentajes de los actuales aportes y/o contribuciones estable-
cidos en las convenciones colectivas de trabajo u otras disposiciones, cuando fueren mayores que 
los dispuestos en la presente ley, como así también los recursos de distinta naturaleza a cargo de las 
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mismas partes o de terceros, destinados al sostenimiento de las obras sociales.

Artículo 17 — Las contribuciones, aportes y recursos de otra naturaleza que se mencionan en el 
artículo anterior no podrán ser aumentados sino por ley.

Artículo 18 — A los fines del artículo 16 de la presente ley, se entiende por remuneración la de-
finida por las normas del régimen nacional de jubilaciones y pensiones para trabajadores en relación 
de dependencia.

A los efectos de establecer los aportes y contribuciones, la remuneración no podrá ser inferior a la 
fijada en disposiciones legales o convenios colectivos de trabajo o a la retribución normal de la acti-
vidad de que se trate.

Establécese que, a los efectos de los beneficios que otorga la presente ley, los aportes y contribucio-
nes deberán calcularse para los casos de jornadas reducidas de trabajo, sobre una base mínima igual 
a ocho horas diarias de labor calculadas conforme a la categoría laboral del beneficiario titular y en 
base al convenio colectivo de trabajo de la actividad de que se trate, aplicándose sobre veintidós (22) 
días mensuales de dicha jornada mínima, para el personal jornalizado.

Para el personal mensualizado, los aportes y contribuciones mínimos serán calculados sobre las re-
muneraciones establecidas en los convenios colectivos de trabajo para la actividad y de acuerdo a la 
categoría laboral del trabajador, en base a la cantidad de doscientas horas mensuales, salvo autoriza-
ción legal o convención colectiva de trabajo que permita al empleador abonar una retribución menor.

Artículo 19 — Los empleadores, dadores de trabajo o equivalentes en su carácter de agentes de 
retención deberán depositar la contribución a su cargo junto con los aportes que hubieran debido 
retener -al personal a su cargo-, dentro de los quince (15) días corridos, contados a partir de la fecha 
en que se deba abonar la remuneración:

a) A la orden de la Obra Social que corresponda, el NOVENTA POR CIENTO (90%) de la suma de la 
contribución y los aportes que prevén los incisos a) y b) del artículo 16 de esta Ley, cuando las remu-
neraciones brutas mensuales sean de hasta PESOS UN MIL ($ 1.000.-) inclusive, y del OCHENTA Y 
CINCO POR CIENTO (85%) cuando dichas remuneraciones superen los PESOS UN MIL ($ 1.000.-). 
Para el caso de las Obras Sociales del Personal de Dirección y de las Asociaciones Profesionales de 
Empresarios, dicho porcentaje será del OCHENTA Y CINCO POR CIENTO (85%) cuando las remu-
neraciones brutas mensuales sean de hasta PESOS UN MIL ($ 1.000.-) inclusive, y del OCHENTA 
POR CIENTO ($ 80%) cuando superen ese tope; (Inciso sustituido por art. 21 del Decreto Nacional 
N° 486/2002 B.O. 13/2/2002)

b) Conforme los niveles remunerativos mencionados, el DIEZ POR CIENTO (10%) o el QUINCE POR 
CIENTO (15%), respectivamente, de la suma de la contribución y los aportes que prevén los incisos 
a) y b) del artículo 16 de esta Ley, y cuando se trate de las Obras Sociales del Personal de Dirección y 
de las Asociaciones Profesionales de Empresarios, el QUINCE POR CIENTO (15%) o el VEINTE POR 
CIENTO (20%), respectivamente, de la suma a depositarse se destinarán al Fondo Solidario de Redis-
tribución, a la orden de las cuentas recaudadoras que determine la reglamentación. (Inciso sustituido 
por art. 21 del Decreto Nacional N° 486/2002 B.O. 13/2/2002)

c) El cincuenta por ciento (50%) de los recursos de distinta naturaleza que prevé la presente ley en 
su artículo 16, a la orden de la obra social correspondiente;

d) El cincuenta por ciento (50%) de los recursos de distinta naturaleza que prevé la presente ley en su 
artículo 16 a la orden de la ANSSAL, en los mismos términos que los indicados en el inciso b) precedente;
e) Cuando las modalidades de la actividad laboral lo hagan conveniente, la autoridad de aplicación 
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podrá constituir a entidades en agentes de retención de contribuciones y aportes calculados sobre la 
producción, que equivalgan y reemplacen a los calculados sobre el salario, a cuyo efecto aprobará los 
convenios de corresponsabilidad suscriptos entre dichas entidades y las respectivas obras sociales.

Artículo 20 — Los aportes a cargo de los beneficiarios mencionados en los incisos b) y c) del 
artículo 8 serán deducidos de los haberes jubilatorios de pensión o de prestaciones no contributi-
vas que les corresponda percibir, por los organismos que tengan a su cargo la liquidación de dichas 
prestaciones, debiendo transferirse a la orden de la respectiva obra social en la forma y plazo que 
establezca la reglamentación.

Artículo 21 — Para la fiscalización y verificación de las obligaciones emergentes de la presente 
ley por parte de los responsables y obligados, los funcionarios e inspectores de la Dirección Nacional 
de Obras Sociales y de las obras sociales tendrán, en lo pertinente, las facultades y atribuciones que 
la ley asigna a los de la Dirección Nacional de Recaudación Previsional.

Las actas de inspección labradas por los funcionarios e inspectores mencionados en el párrafo ante-
rior hacen presumir, a todos los efectos legales, la veracidad de su contenido.

Artículo 22 — Las obras sociales destinarán a sus gastos administrativos, excluidos los origina-
dos en la prestación directa de servicio, hasta un ocho por ciento (8%) de sus recursos brutos deduci-
dos los aportes al Fondo Solidario de Redistribución creado por la ley del Sistema Nacional del Seguro 
de Salud. La reglamentación establecerá el plazo dentro del cual las obras sociales deberán ajustarse 
a esa proporción de gastos administrativos.

Artículo 23 — Los fondos previstos por la presente ley como también los que por cualquier mo-
tivo correspondan a las obras sociales deberán depositarse en instituciones bancarias oficiales nacio-
nales, provinciales o municipales y serán destinados exclusivamente a la atención de las prestaciones 
y demás obligaciones de las mismas y de los gastos administrativos que demande su funcionamiento.

Las reservas y disponibilidades de las obras sociales sólo podrán ser invertidas en operaciones con las 
instituciones bancarias mencionadas en el párrafo anterior y/o en títulos públicos, con garantía del 
Estado, que aseguren una adecuada liquidez conforme a lo que determine la reglamentación.

Artículo 24 — El cobro judicial de los aportes, contribuciones, recargos, intereses y actualizacio-
nes adeudados a las obras sociales, y de las multas establecidas en la presente ley se hará por la vía de 
apremio prevista en el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sirviendo de suficiente título 
ejecutivo el certificado de deuda expedido por las obras sociales o los funcionarios en que aquéllas 
hubieran delegado esa facultad.

Serán competentes los Juzgados Federales de Primera Instancia en lo Civil y Comercial. En la Capital 
Federal será competente la Justicia Nacional del Trabajo.

Las acciones para el cobro de los créditos indicados en el párrafo anterior prescribirán a los diez (10) 
años.

Artículo 25 — Créase en el ámbito del Ministerio de Salud y Acción Social -Secretaría de Coor-
dinación de Salud y Acción Social- la Dirección Nacional de Obras Sociales que actuará como autori-
dad de aplicación de la presente ley, con jurisdicción sobre las obras sociales del artículo 1°.

Artículo 26 — La Dirección Nacional de Obras Sociales tendrá como fin promover, coordinar e 
integrar las actividades de las obras sociales en todo aquello que no se encuentren obligadas por la 
ley del Sistema Nacional del Seguro de Salud. Actuará también como organismo de control para los 
aspectos administrativos y contables de las obras sociales.
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Artículo 27 — Para el cumplimiento de estos fines tendrá las siguientes atribuciones:

1° Requerirá y aprobará la memoria anual y balances de las obras sociales.

2° Requerirá y suministrará información adecuada para el mejor contralor de las obras sociales a la 
Dirección Nacional de Recaudación Previsional y a la ANSSAL.

3° Propondrá al Poder Ejecutivo Nacional la intervención de las obras sociales cuando se acrediten 
irregularidades o graves deficiencias en su funcionamiento.

En este caso, cuando la denuncia provenga de la ANSSAL, por incumplimiento de sus obligaciones 
como agentes del seguro, se instrumentarán mecanismos sumarios para asegurar las prestaciones de 
salud garantizadas por la ley del Sistema Nacional del Seguro de Salud.

4° Llevará un Registro de Obras Sociales en el que deberán inscribirse todas las obras sociales com-
prendidas en la presente ley, con los recaudos que establezca la autoridad de aplicación.

5° A los efectos de la verificación del cumplimiento de las disposiciones establecidas en la presente 
ley y demás normas complementarias, la Dirección Nacional de Obras Sociales podrá solicitar de las 
obras sociales la información necesaria, su ampliación y/o aclaraciones. Sin perjuicio de ello podrá 
requerir a la ANSSAL la colaboración de su sindicatura para que, constituida en la entidad, constate 
y/u obtenga la información que expresamente le recabe la Dirección Nacional de Obras Sociales.

6° Resolver los conflictos sobre encuadramiento de los beneficiarios de las obras sociales, determi-
nando el destino de los aportes y contribuciones.

Artículo 28 — Las violaciones a las disposiciones legales y reglamentarias o las que establezca el 
órgano de aplicación harán pasibles a las obras sociales de las siguientes sanciones, sin perjuicio de 
las que pudieren corresponder por otras leyes:

a) Apercibimiento;

b) Multa desde una (1) vez el monto del haber mínimo de jubilación ordinaria del régimen nacional 
de jubilaciones y pensiones para trabajadores en relación de dependencia, hasta cien (100) veces el 
monto del haber mínimo de dicha jubilación vigente al momento de hacerse efectiva la multa;

c) Intervención.

El órgano de aplicación dispondrá las sanciones establecidas en los incisos a) y b), graduándolas con-
forme a la gravedad y reiteración de las infracciones y la prevista en el inciso c) será dispuesta por el 
Poder Ejecutivo Nacional.

La intervención de la obra social implicará la facultad del interventor de disponer de todos los fondos 
que le correspondan en virtud de esta ley y se limitará al ámbito de la misma.

Artículo 29 — Solamente serán recurribles las sanciones previstas en los incisos b) y c) del ar-
tículo 28 de esta ley dentro de los diez (10) días hábiles de notificadas por el órgano de aplicación o 
desde la publicación del acto pertinente por el Poder Ejecutivo Nacional, en su caso, ante la Cámara 
Nacional de Apelaciones en lo Federal y Contencioso Administrativo o la Cámara Nacional de Ape-
laciones del Trabajo de la Capital Federal a opción del recurrente. El recurso deberá interponerse y 
fundarse dentro del término aludido ante el órgano de aplicación, el que remitirá las actuaciones al 
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tribunal competente sin más trámite.

En las jurisdicciones provinciales, será competente la Cámara Federal con jurisdicción en el domi-
cilio del sancionado.

La sanción prevista en el artículo anterior, inciso c), será recurrible al solo efecto devolutivo.

Artículo 30 — Los bienes pertenecientes a la administración central del Estado, organismos des-
centralizados, empresas y sociedades del Estado, para estatales o de administración mixta afectados 
a la prestación de los servicios médico-asistenciales del Seguro Nacional de Salud, serán transferidos 
a la obra social correspondiente.

Artículo 31 — Dispónese la condonación de la deuda que las obras sociales y las asociaciones de 
obras sociales mantienen con el Instituto Nacional de Obras Sociales (Fondo de Redistribución) por 
los conceptos enumerados en el artículo 21 inciso c) de la ley 18610 y artículo 13 incisos a) y b) de 
la ley 22.269, contraída hasta el último día del mes inmediato anterior al de la fecha de promulgación 
de la presente.

Artículo 32 — Los bienes afectados al funcionamiento de las obras sociales cuyo dominio perte-
nezca a una asociación sindical de trabajadores continuarán en el patrimonio de la asociación, pero 
las respectivas obras sociales no reconocerán usufructos a título oneroso por la utilización de dichas 
instalaciones, quedando a cargo de la obra social los gastos de mantenimiento, administración y 
funcionamiento.

Artículo 33 — Las obras sociales del régimen de la ley 22.269 actualmente existente, cualquiera 
sea su naturaleza jurídica, continuarán en su desenvolvimiento durante el período de la adecuación 
a las disposiciones de la presente ley.

Artículo 34 — Las obras sociales deberán adecuarse al régimen de la presente ley dentro del 
plazo de un (1) año a contar de la fecha de su vigencia. Este plazo podrá ser prorrogado por el Poder 
Ejecutivo Nacional si las circunstancias lo hicieren necesario.

Artículo 35 — Durante el período comprendido entre la entrada en vigencia de esta ley y la nor-
malización de las obras sociales, la administración de las mismas será:

a) En las obras sociales sindicales correspondientes a sindicatos que estén normalizados, dichos 
sindicatos designarán un administrador que será reconocido por la Dirección Nacional de Obras So-
ciales como representante legal de la obra social.

Del mismo modo se procederá a medida que las demás asociaciones sindicales completen su norma-
lización institucional;

b) Las obras sociales constituidas por leyes especiales se normalizarán conforme a lo dispuesto por 
esta ley, dentro de los cien (100) días corridos contados a partir del siguiente al de su promulgación.

c) Las obras sociales de la administración central del Estado nacional sus organismos autárquicos y 
descentralizados y del Poder Judicial serán conducidas por una comisión normalizadora conformada 
de acuerdo con lo establecido en el inciso c) del artículo 12 de esta ley y presidida por un represen-
tante del Estado;

d) En las obras sociales del personal de dirección, las actuales autoridades serán las encargadas de 
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continuar con la administración debiendo cumplimentar los recaudos de esta ley.

Artículo 36 — Las autoridades provisionales a que hace referencia el artículo anterior procede-
rán a elaborar los estatutos de la obra social, que elevarán para su registro a la Dirección Nacional de 
Obras Sociales, de acuerdo con las normas que ésta dicte.

Artículo 37 — Sustitúyese el artículo 5° de la ley 19.772, el que queda así redactado:

Artículo 5° - La dirección y administración de la obra social estará a cargo de un directorio, designado 
por el Ministerio de Salud y Acción Social, con observancia de los recaudos previstos en el artículo 
7° de la presente ley, integrado por un presidente, un vicepresidente y cuatro directores, todos ellos 
a propuesta de la Confederación General de Empleados de Comercio de la República Argentina y dos 
directores en representación del Estado. El Ministerio de Salud y Acción Social deberá designar a 
los integrantes del directorio conforme al párrafo anterior, dentro del término de treinta (30) días de 
recibida la propuesta.

Artículo 38 — Sustitúyese el artículo 4° de la ley 18.299, el que quedará redactado así:

Artículo 4° - La administración del Instituto estará a cargo de un consejo de administración el que 
será integrado por un presidente propuesto por el consejo de administración, seis (6) vocales en re-
presentación del personal de la industria del vidrio y sus actividades afines, cinco (5) de los cuales 
provendrán del sindicato obrero y uno (1) por el sindicato de empleados, dos (2) vocales en repre-
sentación de los empleadores, que serán propuestos por entidades suficientemente representativas 
de la industria del vidrio y afines y dos (2) vocales en representación del Estado, propuestos por la 
Secretaría de Estado de Salud de la Nación.

Todos ellos serán designados por el Ministerio de Salud y Acción Social.

Los vocales podrán ser reemplazados por sus representados, en cuyo caso el nuevo vocal ejercerá su 
mandato hasta la finalización del período que le correspondiere al sustituido.

Artículo 39 — Sustitúyese el artículo 5° de la ley 19.032, modificada por sus similares 19.465; 
21.545; 22.245 y 22.954, el que queda así redactado.

Artículo 5° - El gobierno y administración del Instituto estarán a cargo de un directorio integrado por 
un presidente en representación del Estado y doce (12) directores, cuatro (4) en representación de 
los beneficiarios, dos (2) en representación de los trabajadores activos y seis (6) en representación 
del Estado, designados todos ellos por el ministerio de Salud y Acción Social.

La designación de los directores en representación de los beneficiarios se hará a propuesta de las 
entidades representativas y deberán ser jubilados o pensionados del Régimen Nacional de Previsión.

La designación de los directores en representación de los trabajadores activos, se hará a propuesta de 
la Confederación General del Trabajo de la República Argentina.

El presidente y los directores durarán cuatro (4) años en sus funciones, pudiendo ser reelegidos y 
gozarán de la remuneración que establezca el Presupuesto.

Artículo 40 — Sustitúyense los artículos 5° y 7° de la ley 19.518, los que quedan así redactados:

Artículo 5° - El Instituto será dirigido y administrado por un directorio integrado por un (1) presiden-
te, un (1) vicepresidente, doce (12) directores y un (1) síndico.
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Artículo 7° - Los directores del Instituto serán designados por el Ministerio de Salud y Acción Social 
a propuesta de las siguientes entidades: uno (1) por la Asociación Argentina de Compañías de Segu-
ros, uno (1) por la Asociación de Cooperativas y Mutualidades de Seguro, uno (1) por la Asociación 
Argentina de Sociedades de Capitalización, uno (1) por la Asociación de Aseguradores Extranjeros 
en la Argentina, seis (6) por la asociación profesional de trabajadores con personería gremial repre-
sentativa de las actividades comprendidas y dos (2) en representación del Estado, a propuesta de la 
Secretaría de Salud de la Nación.

El síndico será designado por el Ministerio de Salud y Acción Social a propuesta de la ANSSAL.

Artículo 41 — Las obras sociales por convenio a que se refiere el artículo 1’ inciso f), existentes 
en la actualidad, continuarán desarrollando su actividad dentro del sistema de la presente ley, salvo 
que dentro del plazo de noventa (90) días cualquiera de las partes denunciara el respectivo acuerdo 
ante la Dirección Nacional de Obras Sociales.

Artículo 42 — A partir de la fecha de promulgación de la presente ley las funciones y atribucio-
nes previstas para la Dirección Nacional de Obras Sociales serán asumidas por el Instituto Nacional 
de Obras Sociales (INOS), hasta tanto se reglamente esta ley y comience a funcionar el nuevo orga-
nismo.

El personal del Instituto Nacional de Obras Sociales tendrá garantizada su continuidad laboral en el 
ámbito de la Administración Pública Nacional.

Artículo 43 — Los integrantes de los directorios de las obras sociales comprendidas en el inciso 
b) del artículo 1’ de la presente ley podrán o no ser confirmados en sus cargos por las autoridades 
constitucionales que asuman en el año 1989. Tanto los confirmados como los reemplazantes comple-
tarán los períodos legales que en cada caso corresponda.

Artículo 44 — Deróganse las leyes 18.610, 22.269, decretos y toda otra disposición que se opon-
ga a lo regulado por la presente ley.
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SIStEmA NACIONAL DEL 
SEguRO DE SALuD 

LEy 23.661
Creación. Ámbito de aplicación. Beneficiarios. Administración del Seguro. Agentes del Seguro. Fi-
nanciación. Prestaciones del Seguro. Jurisdicción, infracciones y penalidades. Participación de las 
Provincias. Disposiciones transitorias.

Sancionada diciembre 29 de 1988.

Promulgada Enero 5 de 1989.

Buenos Aires, 20/01/89

El senado y la camara de diputados de la nacion argentina reunido en congreso, etc. Sancionan con 
fuerza de ley:

CAPÍTULO I
DEL ámBItO DE ApLICACIóN

Artículo 1º - Créase el Sistema Nacional del Seguro de Salud, con los alcances de un seguro so-
cial, a efectos de procurar el pleno goce del derecho a la salud para todos los habitantes del país sin 
discriminación social, económica, cultural o geográfica. El seguro se organizará dentro del marco 
de una concepción integradora del sector salud donde la autoridad pública afirme su papel de con-
ducción general del sistema y las sociedadas intermedias consoliden su participación en la gestión 
directa de las acciones, en consonancia con los dictados de una democracia social moderna.

Artículo 2º - El seguro tendrá como objetivo fundamental proveer el otorgamiento de prestacio-
nes de salud igualitarias, integrales y humanizadas, tendientes a la promoción, protección, recupe-
ración y rehabilitación de la salud, que respondan al mejor nivel de calidad disponible y garanticen 
a los beneficiarios la obtención del mismo tipo y nivel de prestaciones eliminando toda forma de 
discriminación en base a un criterio de justicia distributiva.

Se consideran agentes del seguro a las obras sociales nacionales, cualquiera sea su naturaleza o deno-
minación, las obras sociales de otras jurisdicciones y demás entidades que adhieran al sistema que se 
constituye, las que deberán adecuar sus prestaciones de salud a las normas que se dicten y se regirán 
por lo establecido en la presente ley, su reglamentación y la ley de Obras Sociales, en lo pertinente.

Artículo 3º - El seguro adecuará sus acciones a las políticas que se dicten e instrumenten a través 
del Ministerio de Salud y Acción Social.

Dichas políticas estarán encaminadas a articular y coordinar los servicios de salud de las obras so-
ciales, de los establecimientos públicos y de los prestadores privados en un sistema de cobertura 
universal, estructura pluralista y participativa y administración descentralizada que responda a la 
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organización federal de nuestro país. Se orientarán también a asegurar adecuado control y fiscaliza-
ción por parte de la comunidad y afianzar los lazos y mecanismos de solidaridad nacional que dan 
fundamento al desarrollo de un seguro de salud.

Artículo 4º - La Secretaría de Salud de la Nación promoverá la descentralización progresiva del 
seguro en las jurisdicciones provinciales, la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, y el territo-
rio nacional de la Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur.

A ese efecto, las funciones, atribuciones y facultades que la presente ley otorga a la Secretaría de 
Salud de la Nación y a la Administración Nacional del Seguro de Salud podrán ser delegadas en las 
aludidas jurisdicciones mediante la celebración de los convenios correspondientes.

CAPÍTULO II
DE LOS BENEfICIARIOS

Artículo 5º - Quedan incluídos en el seguro:

a) Todos los beneficiarios comprendidos en la Ley de Obras Sociales.

b) Los trabajadores autónomos comprendidos en el régimen nacional de jubilaciones y pensiones, 
con las condiciones, modalidades y aportes que fija la reglamentación y el respectivo régimen legal 
complementario en lo referente a la inclusión de productores agropecuarios.

c) Las personas que, con residencia permanente en el país, se encuentren sin cobertura médico-asis-
tencial por carecer de tareas remuneradas o beneficios previsionales, en las condiciones y modalida-
des que fije la reglamentación.

ART. 6.- El personal dependiente de los gobiernos provinciales y sus municipalidades y los jubilados, 
retirados y pensionados del mismo ámbito no serán incluídos obligatoriamente en el seguro. Sin 
embargo podrá optarse por su incorporación parcial o total al seguromediante los correspondientes 
convenios de adhesión.

Los organismos que brinden cobertura asistencial al personal militar y civil de las fuerzas armadas y 
de seguridad y el organismo que brinde cobertura asistencial al personal del Poder Legislativo de la 
nación y/o a los jubilados, retirados y pensionados de dichos ámbitos podrán optar por su incorpora-
ción total o parcial al seguro mediante los correspondientes convenios de adhesión.

CAPÍTULO III
DE LA ADmINIStRACIóN DEL SEguRO

Artículo 7º - La autoridad de aplicación del seguro será la Secretaría de Salud de la nación. En su 
ámbito, funcionará la Administración Nacional del Seguro de Salud (ANSSAL), como entidad estatal 
de derecho público con personalidad jurídica y autarquía individual, financiera y administrativa.

En tal carácter está facultada para ejecutar el ciento por ciento (100%) de los ingresos genuinos que perciba.
La fiscalización financiera patrimonial de la Administración Nacional del Seguro de Salud, prevista 
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en la Ley de Contabilidad, se realizará exclusivamente a través de las rendiciones de cuentas y esta-
dos contables, los que serán elevados mensualmente al Tribunal de Cuentas de la Nación.

Artículo 8º - Corresponde a los agentes del seguro y a las entidades que adhieran al mismo el 
cumplimiento de las resoluciones que adopten la Secretaría de Salud de la Nación y la ANSSAL en 
ejercicio de las funciones, atribuciones y facultades otorgadas por la presente ley.

Artículo 9º - La ANSSAL tendrá la competencia que le atribuye la presente ley en lo concernien-
te a los objetivos del seguro, promoción e integración del desarrollo de las prestaciones de salud y la 
conducción y supervisión del sistema establecido.

Artículo 10 - La ANSSAL estará a cargo de un directorio integrado por un (1) presidente y 
catorce (14) directores. El presidente tendrá rango de subsecretario y será designado por el Poder 
Ejecutivo Nacional, a propuesta del Ministerio de Salud y Acción social. Los directores serán siete (7) 
en representación del Estado Nacional, cuatro (4) en representación de los trabajadores organizados 
en la Confederación General del Trabajo, uno (1) en representación de los empleadores y uno (1) en 
representación del Consejo Federal de Salud. Este último tendrá como obligación presentar, como 
mínimo dos (2) veces al año, un informe sobre la gestión del Seguro y la administración del Fondo 
Solidario de Redistribución.

Los directores serán designados por la Secretaria de Salud de la nación, en forma directa para los 
representantes del Estado, a propuesta de la Confederación General del Trabajo los representantes de 
los trabajadores organizados, el del Consejo Federal de Salud a propuesta del mismo, y a propuesta de 
las organizaciones que nuclean a los demás sectores, de acuerdo con el procedimiento que determine 
la reglamentación.

Artículo 11 - Los directores durarán dos (2) años en sus funciones, podrán ser nuevamente de-
signados por otros períodos de ley y gozarán de la retribución que fije el Poder ejecutivo Nacional.

Deberán ser mayores de edad, no tener inhabilidades ni incompatibilidades civiles o penales. Serán 
personal y solidariamente responsables por los actos y hechos ilícitos en que pudieran incurrir con 
motivo y en ocasión del ejercicio de sus funciones.

En caso de ausencia o impedimento del presidente, será reemplazado por uno de los directores esta-
tales, según el orden de prelación de su designación.

Artículo 12 - Corresponde al presidente:

a) Representar a la ANSSAL en todos sus actos;

b) Ejercer las funciones, facultades y atribuciones y cumplir con los deberes y obligaciones estable-
cidos en la presente ley, su reglamentación y disposiciones que la complementen;

c) Convocar y presidir las reuniones del directorio en las que tendrá voz y voto el que prevalecerá 
en caso de empate;

d) Invitar a participar, con voz pero sin voto, a un representante de sectores interesados, no repre-
sentados en el directorio, cuando se traten temas específicos de su área de acción;

e) Convocar y presidir las reuniones del consejo asesor y de la comisión, permanente de concerta-
ción, que crea la presente ley;
f) Aplicar apercibimientos y multas de hasta cuatro (4) veces el monto mínimo, según lo establecido 
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en el artículo 43 de la presente ley;

g) intervenir en lo atinente a la estructura orgánica funcional y dotación de personal del organismo;

h) Adoptar todas las medidas que, siendo competencia del directorio, no admitan dilación, sometién-
dolas a la consideración en la sesión inmediata;

i) Delegar funciones en otros miembros del directorio o empleados superiores del organismo.

Artículo 13 - Corresponde al directorio:

a) Dictar su reglamento interno;

b) Intervenir en la elaboración del presupuesto anual de gastos, cálculo de recursos y cuenta de in-
versiones y elaborar la memoria y balance al finalizar cada ejercicio;

c) Designar a los síndicos y fijarles su remuneración;

d) Asignar los recursos del Fondo Solidario de Redistribución dictando las normas para el otorga-
miento de subsidios, préstamos y subvenciones;

e) Intervenir en la elaboración y actualización de los instrumentos utilizados para la regulación de 
efectores y prestadores;

f) Dictar las normas que regulen las distintas modalidades en las relaciones contractuales entre los 
agentes del seguro y los prestadores;

g) Autorizar inscripciones y cancelaciones en el Registro Nacional de Agentes del Seguro;

h) Aplicar las sanciones previstas en el artículo 43 de la presente ley;

i) Delegar funciones en el presidente por tiempo determinado;

j) Aprobar la estructura orgánica funcional, dictar el estatuto, escalafón y fijar la retribución de los 
agentes de la ANSSAL;

k) Designar, promover, remover y suspender al personal de la Institución.

Artículo 14 - En el ámbito de la ANSSAL, funcionará un Consejo Asesor que tendrá por cometido 
asesorarlo sobre los temas vinculados con la organización y funcionamiento del seguro y proponer 
iniciativas encuadradas en sus objetivos fundamentales.

Estará integrado por los representes de los agentes del seguro, de las entidades adherentes inscriptas 
como tales, de las entidades representativas mayoritarias de los prestadores y representantes de las 
jurisdicciones que hayan celebrado los convenios que establece el artículo 48.

Podrán integrarlo además representantes de sectores interesados, no representados en el directorio 
de la ANSSAL, a propuesta del propio Consejo Asesor, con el carácter y en las condiciones que de-
termine la reglamentación.

El Consejo Asesor elaborará su reglamento de funcionamiento el que será aprobado por el directorio 
de la ANSSAL.
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Los integrantes del Consejo Asesor no percibirán remuneración por parte de la ANSSAL.

CAPÍTULO IV
DE LOS AgENtES DEL SEguRO

Artículo 15 - Las obras sociales comprendidas en la Ley de Obras Sociales serán agentes natu-
rales del seguro, así como aquellas otras obras sociales que adhieran al régimen de la presente ley.

Artículo 16 - Las entidades mutuales podrán integrarse al seguro, suscribiendo los correspon-
dientes convenios de adhesión con la Secretaría de Salud de la Nación. En tal caso las mutuales se 
inscribirán en el Registro Nacional de Agentes del Seguro tienen respecto de sus beneficiarios y del 
sistema.

Artículo 17 - La ANSSAL, llevará un Registro Nacional de agentes del Seguro, en el que inscribirá:

a) A las obras sociales comprendidas en la Ley de Obras Sociales;

b) A las asociaciones de obras sociales;

c) A otras obras sociales que adhieran el régimen de la presente ley;

d) A las entidades mutuales inscriptas en las condiciones del artículo anterior.

Formalizada la inscripción expedirá un certificado que acredita la calidad de agente del seguro.

La inscripción, habilitará el agente para aplicar los recursos destinados a las prestaciones de salud, 
previstos en la ley de Obras Sociales.

Artículo 18 - Los agentes del seguro, cualquiera sea su naturaleza, dependencia y forma de ad-
ministración, deberán presentar anualmente a la ANSSAL para su aprobación, en el tiempo y forma 
que establezca la reglamentación;

a) El programa de prestaciones médico-asistenciales para su beneficiarios;

b) El presupuesto de gastos y recursos para la ejecución del mencionado programa.

La ANSSAL resolverá dentro de los treinta (30) días hábiles inmediatos a su presentación la aproba-
ción, observaciones o rechazo de las proposiciones referidas en los inciso precedentes. Transcurrido 
el plazo antes señalado sin resolución expresa, se considerarán aprobadas las propuestas.

Asimismo deberán enviar para conocimiento y registro de la ANSSAL;

1. La memoria general y balance de ingresos y egresos financieros del período anterior.

2. Copia legalizada de todos los contratos de prestaciones que celebre durante el mismo período.

Artículo 19 - La ANSSAL designará síndicos que tendrán por cometido la fiscalización y control 
de los actos de los órganos y funcionarios de los agentes del seguro vinculados con el cumplimiento 
de las normas y disposiciones de la presente ley y su reglamentación.
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Estas sindicaturas serán colegiadas y cada una de ellas podrá abarcar más de un agente del seguro.

Su actuación será rotativa con un máximo de cuatro años de funciones en un mismo agente del se-
guro.

Los síndicos podrán ser removidos por ANSSAL y percibirán la remuneración que la misma determi-
ne, con cargo a su presupuesto.

La ANSSAL establecerá las normas referidas a las atribuciones y funcionamiento de la sindicatura.

Artículo 20 - Las resoluciones de los órganos de conducción deberán ser notificados a la sin-
dicatura dentro de los cinco (5) días hábiles de producidas. Esta, en igual plazo deberá expedirse y 
en caso de efectuar observaciones las mismas deberán ser fundadas y podrán ser recurridas ante la 
ANSSAL de acuerdo al siguiente procedimiento.

1.- En el término de cinco (5) días hábiles subsiguientes a la notificación de la observación, el agente 
del seguro elevará a la ANSSAL la actuación observada y los fundamentos para su insistencia, sin que 
ello implique la suspensión de la ejecutoriedad de la resolución cuestionada.

2.- El directorio de la ANSSAL deberá resolver la cuestión planteada dentro de los diez (10) días 
hábiles de recepcionadas las actuaciones, notificando al agente la decisión adoptada, la que será 
irrecurrible en sede administrativa.

Vencido el plazo antes mencionado, y no mediando resolución expresa, quedará firme el acto obser-
vado.

La sindicatura podrá asistir a las sesiones del órgano conductivo del agente del seguro, con voz pero 
sin voto, y sus opiniones deberán constar en las respectivas actas.

CAPÍTULO V
DE LA fINANCIACIóN

Artículo 21 - El Sistema Nacional del Seguro de Salud, para garantizar las prestaciones a que se 
refiere el artículo 2 de la presente ley, contará con:

a) La cobertura de prestaciones que tienen que dar a sus beneficiarios las obras Sociales, a la que des-
tinarán como mínimo el ochenta por ciento (80%) de sus recursos brutos en los términos del artículo 
5 de la Ley de Obras Sociales, que a tal fin serán administrados y dispuestos por aquéllos.

b) Los aportes que se determinen en el Presupuesto General de la Nación, discriminados por jurisdic-
ción adherida, y los de éstas, con destino a la incorporación de la población sin cobertura y carente 
de recursos. A tal efecto, y a partir de la fecha de promulgación de la presente ley, se creará en el 
ámbito de la Secretaria de Salud, dependiente del Ministerio de Salud y Acción social, una cuenta 
especial, a través de la cual se recepcionarán las contribuciones del Tesoro nacional con destino al 
Fondo Solidario de Redistribución, como contrapartida de lo que las jurisdicciones adheridas aporten 
en igual sentido en sus respectivos ámbitos, dándose apertura a las partidas necesarias en el presu-
puesto de gastos de dicha Secretaría.

La base de cálculo que deberá tenerse en cuenta en la elaboración del Presupuesto General de la 
nación para dotar de recursos a la cuenta antes indicada, será el equivalente al cincuenta por ciento 
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(50%) del valor promedio del ingreso por aportes y contribuciones que, por cada beneficiario obli-
gado, recibieran las obras sociales de las jurisdicciones adheridas durante sus respectivos ejercicios 
presupuestarios del año inmediato anterior, a valores constantes, multiplicado por la población sin 
cobertura y carente de recursos que se estime cubrir en sus respectivos ámbitos por período presu-
puestario. El cincuenta por ciento (50%) que corresponde aportar a las jurisdicciones adheridas se 
considerará cumplido con lo invertido en sus presupuestos de salud para la atención de carenciados 
de sus respectivos ámbitos. En dicho presupuesto deberá individualizarse la partida originada para 
atender a carenciados.

El convenio de adhesión previsto en el artículo 48, siguientes y concordantes establecerá, a su vez, la 
responsabilidad de las partes y los mecanismos de transferencia;

c) El aporte del Tesoro Nacional que, según las necesidades adicionales de financiación del seguro, 
determine el Presupuesto General de la Nación;

d) Con las sumas que ingresen al Fondo Solidario de Redistribución.

Artículo 22 - En el ámbito de la ANSSAL funcionará, bajo su administración y como cuenta es-
pecial, un Fondo Solidario de Redistribución ;que se integrará con los siguientes recursos:

a) El diez por ciento (10%) de la suma de las contribuciones y aportes que preveen los incisos a) y 
b) del artículo 16 de la Ley de Obras Sociales. Para las obras sociales del personal de dirección y de 
las asociaciones profesionales de empresarios el porcentaje mencionado precedentemente será del 
quince por ciento (15%) de dicha suma de contribuciones y aportes;

b) El cincuenta por ciento (50%) de los recursos de distinta naturaleza a que se refiere la última parte 
del artículo 16 de la Ley de Obras Sociales;

c) Los reintegros de los préstamos a que se refiere el artículo 24 de la presente ley ;

d) Los montos reintegrados por apoyos financieros que se revoquen con más su actualización e in-
tereses;

e) El producido de las multas que se apliquen en virtud de la presente ley;

f) Las rentas de las inversiones efectuadas con recursos del propio fondo;

g) Los subsidios, subvenciones, legados y donaciones y todo otro recurso que corresponda ingresar al 
Fondo Solidario de Redistribución;

h) Los aportes que se establezcan en el Presupuesto General de la Nación, según lo indicado en los 
incisos b) y c) del artículo 21 de la presente ley;

i) Con el cinco por ciento (5%) de los ingresos que por todo concepto, perciba el Instituto Nacional 
de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados;

j) Los aportes que se convengan con las obras sociales de las jurisdicciones, con las asociaciones 
mutuales o de otra naturaleza que adhieran al sistema;
k) Los saldos del Fondo de Redistribución creado por el artículo 13 de la ley 22.269, así como los 
créditos e importes adeudados al mismo.

Artículo 23 - La recaudación y fiscalización de los aportes, contribuciones y recursos de otra na-
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turaleza destinados al Fondo Solidario de Redistribución lo hará la ANSSAL directamente o a través 
de la Dirección Nacional de Recaudación Previsional, conforme a lo que determine la reglamenta-
ción, sin perjuicio de la intervención de organismos provinciales o municipales que correspondieren.

En caso de que la recaudación se hiciere por la Dirección Nacional de Recaudación Previsional, la 
ANSSAL podrá controlar y fiscalizar directamente a los obligados el cumplimiento del pago con el 
Fondo Solidario de Redistribución.

Artículo 24 - Los recursos del Fondo Solidario de Redistribución serán destinados por la ANSSAL;

a) Los establecidos en el inciso b) del artículo 21 de la presente ley, para brindar apoyo financiero a 
las jurisdicciones adheridas, con destino a la incorporación de las personas sin cobertura y carentes 
de recursos, de conformidad con lo establecido en el artículo 49 inciso b) de la presente ley;

b) Los demás recursos:

1.- Para atender los gastos administrativos y de funcionamiento de la ANSSAL con un límite de hasta 
el cinco por ciento (5%) que podrá ser elevado hasta el seis por ciento (6%) por decreto del Poder 
Ejecutivo, en cada período presupuestario, a propuesta fundada del directorio de la ANSSAL.

2.- Para su distribución automática entre los agentes en un porcentaje no menor al setenta por cien-
to (70%), deducidos los recursos correspondientes a los gastos administrativos y de funcionamiento 
de la ANSSAL, con el fin de subsidiar a aquéllos que, por todo concepto, perciban menores ingresos 
promedio por beneficiario obligado, con el propósito de equiparar niveles de cobertura obligatoria, 
según la reglamentación que establezca la ANSSAL.

3.- Para apoyar financieramente a los agentes del seguro, en calidad de préstamos, subvenciones y 
subsidios, de conformidad con las normas que la ANSSAL dicte al efecto.

4.- Para la financiación de planes y programas de salud destinados a beneficiarios del seguro.

5.- Los excedentes del fondo correspondiente a cada ejercicio serán distribuidos entre los agentes del 
seguro, en proporción a los montos con que hubieran contribuido durante el mismo período, en las 
condiciones que dicte la ANSSAL y exclusivamente para ser aplicados al presupuesto de prestaciones 
de salud.

CAPÍTULO VI
DE LAS pREStACIONES DEL SEguRO

Artículo 25 - Las prestaciones del seguro serán otorgadas de acuerdo con las políticas nacionales 
de salud, las que asegurarán la plena utilización de los servicios y capacidad instalada existente y es-
tarán basadas en la estrategia de la atención primaria de la salud y descentralización operativa, pro-
moviendo la libre elección de los prestadores por parte de los beneficiarios, donde ello fuere posible.

Artículo 26 - Los agentes del seguro mantendrán y podrán desarrollar los servicios propios exis-
tentes en la actualidad. Para desarrollar mayor capacidad instalada deberán adecuarse a las norma-
tivas que la ANSSAL y la Secretaría de Salud de la Nación establezcan.

Asimismo articularán sus programas de prestaciones médico asistenciales con otras entidades del 
seguro, procurando su efectiva integración en las acciones de salud con las autoridades sanitarias que 
correspondan. En tal sentido, los servicios propios de los agentes del seguro estarán disponibles para 
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los demás beneficiarios del sistema, de acuerdo con las normas generales que al respecto establezca 
la Secretaría de Salud de la nación o el directorio de la ANSSAL, y las particulares de los respectivos 
convenios.

Artículo 27 - Las prestaciones de salud serán otorgadas por los agentes del seguro según las mo-
dalidades operativas de contratación y pago que normatice la ANSSAL de conformidad a lo estableci-
do en los artículos 13, inciso f) y 35 de esta ley, las que deberán asegurar a sus beneficiarios servicios 
accesibles, suficientes y oportunos.

Artículo 28 - Los agentes del seguro deberán desarrollar un programa de prestaciones de salud, 
a cuyo efecto la ANSSAL establecerá y actualizará periódicamente, de acuerdo a lo normado por la 
Secretaría de Salud de la nación, las prestaciones que deberán otorgarse obligatoriamente, dentro 
de las cuales deberán incluirse todas aquéllas que requieran la rehabilitación de las personas disca-
pacitadas. Asimismo, deberán asegurar la cobertura de medicamentos que las aludidas prestaciones 
requieran.

Artículo 29 - La ANSSAL llevará un Registro Nacional de Prestadores que contraten con los agen-
tes del seguro, que será descentralizado progresivamente por jurisdicción, a cuyo efecto la ANSSAL 
convendrá la delegación de sus atribuciones en los organismos que correspondan. La inscripción en 
dicho registro será requisito indispensable para que los prestadores puedan celebrar contrato con los 
agentes del seguro.

Deberán inscribirse en el Registro Nacional de Prestadores:

a) Las personas físicas, individualmente o asociada con otras:

b) Los establecimientos y organismos asistenciales públicos y privados;

c) Las obras sociales, agentes del seguro, cooperativas o mutualidades que posean establecimientos 
asistenciales;

d) Las asociaciones que representen a profesionales de la salud o a establecimientos asistenciales que 
contraten servicios en nombre de sus miembros;

e) Las entidades y asociaciones privadas que dispongan de recursos humanos y físicos y sean presta-
dores directos de servicios médico asistenciales.

Cada prestador individual, sea persona física, establecimiento o asociación, no podrá figurar más de 
una vez en el Registro.

No podrán inscribirse en el Registro ni recibir pago por prestaciones otorgadas al seguro, las personas 
o entidades que ofrezcan servicios a cargo de terceros.

Artículo 30 - Los hospitales y demás centros asistenciales dependientes de la Ciudad de Buenos 
Aires y del territorio nacional de la Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, se incorpora-
rán al seguro en calidad de prestadores, en las condiciones que determina la reglamentación.
Artículo 31 - La Secretaría de Salud de la Nación establecerá las definiciones y normas de acre-
ditación y categorización para profesionales y establecimientos asistenciales sobre cuya base la ANS-
SAL fijará los requisitos a cumplir por parte de las personas o entidades que se inscriban en el Regis-
tro Nacional de Prestadores.

La aplicación de dichas normas así como su adaptación a las realidades locales, serán convenidas por 



Compendio de Leyes | SEGURIDAD SOCIAL

28

la Secretaría de Salud de la nación con las jurisdicciones adheridas.

Artículo 32 - La inscripción en el Registro Nacional de Prestadores implicará para los prestado-
res la obligación de respetar las normas y valores retributivos que rijan las contrataciones con los 
agentes del seguro, mantener la prestación del Servicio en las modalidades convenidas durante el 
lapso de inscripción y por un tiempo adicional de sesenta (60) días corridos y ajustarse a las normas 
que en ejercicio de sus facultades, derechos y atribuciones establezca la ANSSAL.

Artículo 33 - Las prestaciones de salud garantizadas por la presente ley, que sean comprome-
tidas por los prestadores de servicio durante el lapso y según las modalidades convenidas con los 
agentes del Seguro, se consideran servicio de asistencia social de interés público.

La interrupción de las prestaciones convenidas -sin causa justificada- se considerará infracción en los 
términos del inciso b) del artículo 42 de la presente ley.

Artículo 34 - La Secretaría de Salud de la Nación aprobará las modalidades, los nomencladores 
y valores retributivos para la contratación de las prestaciones de salud, los que serán elaborados por 
la ANSSAL.

Artículo 35 - A los fines dispuestos precedentemente, funcionará en el ámbito de la ANSSAL la 
Comisión Permanente de Concertación, que será presidida por uno de sus directores e integrada por 
representantes de los agentes del seguro y de las entidades representativas mayoritarias de los presta-
dores en el ámbito nacional o provincial, cuyo número y proporción fijará el directorio de la ANSSAL.

La Comisión Permanente de Concertación participará en la elaboración de las normas y procedi-
mientos a que se ajustará la prestación de servicios y las modalidades y valores retributivos.

La ANSSAL dictará el reglamento de funcionamiento de la citada comisión, el que preverá la consti-
tución ;de subcomisiones y la participación de la autoridad sanitaria correspondiente.

En los casos que la Comisión Permanente de Concertación deba considerar aspectos relativos a dis-
tintas ramas profesionales y actividades de atención de la salud podrá integrar, con voz pero sin voto, 
al correspondiente representante para el tratamiento del tema.

La Comisión Permanente de Concertación funcionará como paritaria periódica a los efectos de la 
actualización de los valores retributivos.

Cuando no se obtengan acuerdos el presidente de la ANSSAL actuará como instancia de conciliación 
y si subsistiera la diferencia laudará el ministro de Salud y Acción Social.

Artículo 36 - La política en materia de medicamentos será implementada por el Ministerio de 
Salud y Acción Social de acuerdo con las atribuciones que al efecto determina la legislación vigente.

Artículo 37 - Las normas referidas al régimen de prestaciones de salud del seguro serán de apli-
cación para las entidades mutuales que adhieran al régimen de la presente ley.

CAPÍTULO VII
DE LA juRISDICCIóN, INfRACCIONES y pENALIDADES
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Artículo 38 - La ANSSAL y los agentes del seguro estarán sometidos exclusivamente a la juris-
dicción federal, pudiendo optar por la correspondiente justicia ordinaria cuando fueren actoras. El 
sometimiento de los agentes del seguro a la justicia ordinaria estará limitado a su actuación como 
sujeto de derecho en los términos dispuestos en la Ley de Obras Sociales.

Artículo 39 - La ANSSAL y los agentes del seguro estarán exentos del pago de tasas y contribu-
ciones nacionales y de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires. El Poder Ejecutivo nacional 
gestionará una exención similar de los gobiernos provinciales.

Artículo 40 - A instancia de la ANSSAL, previo traslado por diez (10) días hábiles al agente del 
seguro cuestionado, la Secretaría de Salud de la nación podrá requerir al Poder Ejecutivo Nacional la 
intervención de la entidad cuando se produzcan en ella acciones u omisiones que por su carácter o 
magnitud impidan o alteren su funcionamiento en cuanto a las prescripciones de la presente ley. Al 
mismo tiempo la ANSSAL deberá disponer los mecanismos sumarios que permitan la continuidad y 
normalización de las prestaciones de salud.

Artículo 41 - Será reprimido con prisión de un mes a seis años el obligado que dentro de los quin-
ce (15) días corridos de intimado formalmente no depositare los importes previstos en los incisos b), 
d) y e) del artículo 19 de la Ley de Obras Sociales, destinados al Fondo Solidario de Redistribución.

Cuando se tratare de personas jurídicas, sociedades, asociaciones y otras entidades de derecho pri-
vado, fallidos o incapaces, la pena corresponderá a los directores, gerentes o representantes respon-
sables de la omisión.

Los órganos de recaudación establecidos en la presente ley y los agentes del seguro deberán formular 
la denuncia correspondiente o asumir el carácter de parte querellante en las causas penales que se 
sustancien con motivo de lo dispuesto en este artículo.

La justicia federal será competente para conocer sobre los delitos previstos en el presente artículo.

Artículo 42 - Se considera infracción:

a) La violación de las disposiciones de la presente ley y su reglamentación, las normas que establez-
can la Secretaría de Salud de la Nación, la ANSSAL y las contenidas en los estatutos de los agentes 
del seguro;

b) La violación por parte de los prestadores de las condiciones contenidas en las contrataciones de 
los servicios;

c) La negativa de un ataque del seguro a proporcionar la documentación informativa y demás ele-
mentos de juicio que la ANSSAL o los síndicos requieran en el ejercicio de sus funciones, derechos 
y atribuciones;

d) El incumplimiento de las directivas impartidas por las autoridades de aplicación;
e) La no presentación en tiempo y forma de los programas, presupuestos, balances y memorias ge-
nerales y copia de los contratos celebrados, a que hace referencia el artículo 18 de la presente ley.

Artículo 43 - Las infracciones previstas en el artículo anterior acarrearán las siguientes sanciones:

a) Apercibimiento;

b) Multa desde una (1) vez el monto del haber mínimo de jubilación ordinaria del régimen nacional 

de jubilaciones y pensiones para Trabajadores en relación de dependencia, vigente al momento de 
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hacerse efectiva la multa, y hasta cien (100) veces, dicho monto.

La multa se aplicará por cada incumplimiento comprobado a los agentes del seguro;

c) Suspensión de hasta un año a cancelación de la inscripción en el Registro Nacional de Prestadores.

Para la aplicación de cada una de las sanciones y su graduación se tendrán en cuenta la gravedad y 

reiteración de las infracciones.

Artículo 44 - El juzgamiento de las infracciones previstas en el artículo anterior se hará conforme al 

procedimiento que establezca la ANSSAL que deberá asegurar el derecho de defensa y el debido proceso.

La suspensión o cancelación de inscripción en el Registro Nacional de Prestadores que se menciona 

en el artículo anterior tendrá efecto para todos los agentes del seguro.

Artículo 45 - Sólo serán recurridas las sanciones previstas en los incisos b) y c) del artículo 43 

de la presente ley, dentro de los diez (10) días hábiles de notificadas, fehacientemente y en domicilio 

legal del agente del seguro o del prestador.

Será irrecurrible la sanción de multa que no exceda de cuatro (4) veces el monto mínimo fijado en 

el inciso b) de dicho artículo.

Será competente para conocer el recurso la Cámara Federal que corresponda de acuerdo con el do-

micilio del recurrente.

El recurso se deducirá ante la Secretaría de Salud de la Nación con la expresión de su fundamento. 

Interpuesto el recurso las actuaciones se elevarán inmediatamente al tribunal correspondiente, pu-

diendo en el mismo acto, la Secretaría de Salud de la Nación, contestar los agravios del recurrente.

Artículo 46 - La ANSSAL podrá delegar en las jurisdicciones que hayan adherido al seguro la 

sustanciación de los procedimientos a que den lugar las infracciones previstas en el artículo 42 de la 

presente ley y otorgarles su representación en la tramitación de los recursos judiciales que se inter-

pongan contra las sanciones que aplique.

Artículo 47 - El cobro judicial de los aportes, contribuciones, recargos, intereses y actualización 

adeudados al Fondo Solidario de Redistribución y de las multas establecidas por la presente ley, se hará 

por la vía de ejecución fiscal prevista en el Código de Procedimientos Civil y Comercial de la Nación, sir-

viendo de suficiente título ejecutivo el certificado de deuda expedido por el presidente de la ANSSAL. Las 

acciones para el cobro de los créditos indicados en el párrafo anterior, prescribirán a los diez (10) años.

CAPÍTULO VIII
DE LA pARtICIpACIóN DE LAS pROvINCIAS

Artículo 48 - Las jurisdicciones que adhieran al Sistema administrarán el seguro dentro de su 

ámbito, a cuyo efecto celebrarán los respectivos convenios con la Secretaría de Salud de la Nación.
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La adhesión de las distintas jurisdicciones implicará la articulación de sus planes y programas con lo 

que la autoridad de aplicación establezca, y el cumplimiento de las normas técnicas y administrativas 

del seguro, sin perjuicio de la adecuación que se requiera para su utilización local.

Artículo 49 - La adhesión al Sistema Nacional del Seguro de Salud implicará para las distintas 

jurisdicciones:

a) incorporar en su ámbito, en las condiciones que se hayan determinado según lo previsto en el 

inciso b) del artículo 5 de la presente ley, a los trabajadores autónomos del régimen nacional con 

residencia permanente en la jurisdicción que no sean beneficiarios de otros agentes del seguro, y a 

los pertenecientes a los regímenes de su respectivo ámbito, si los hubiere;

b) Incorporar en su ámbito a las personas indicadas en el inciso c) del artículo 5 de la presente ley, a 

cuyo efecto recibirán apoyo financiero del Tesoro nacional a través del Fondo Solidario de Redistri-

bución por un monto igual al que la provincia aporte a esta finalidad.

Este apoyo financiero se hará efectivo con los recursos de la cuenta especial a que hace referencia el 

inciso b) del artículo 21 de la presente ley, en forma mensual, en función de la población que se es-

time cubrir y con sujeción a las demás condiciones que se establezcan en los respectivos convenios;

c) Administrar sobre la base de las normas generales del sistema, el Registro de Prestadores para la 

provincia, a cuyo fin establecerá las normas particulares y complementarias que resulten menester.

d) Aplicar en su ámbito las normas de acreditación y categorización para profesionales y estableci-

mientos de salud que serán requisito para la inscripción en el Registro Nacional de Prestadores;

e) Participar en el Fondo Solidario de Redistribución a través del organismo que se determine, efec-

tuando las contribuciones previstas en al inciso j) del artículo 22 de la presente ley y recibiendo los 

apoyos financieros referidos en el artículo 24 de esta ley;

f) Establecer y coordinar dentro de su ámbito una subcomisión de la Comisión Permanente de Con-

certación sujeta a la aprobación de ésta, con representantes de los agentes del seguro y de los presta-

dores propuestos por sus organizaciones representativas mayoritarias

g) Suministrar la información que le sea requerida por la ANSSAL en relación con la administración 

y desarrollo en su ámbito del Sistema Nacional del Seguro de Salud;

h) Ejercer las demás facultades, atribuciones a funciones que se le deleguen según el convenio de 

adhesión y cumplir con las obligaciones que le imponga el mismo.

Artículo 50 - Las jurisdicciones que asuman la administración del Sistema Nacional del Seguro 

de Salud en su respectivo ámbito determinarán el organismo a cuyo cargo estarán dichas funciones.

CAPÍTULO IX
DISpOSICIONES tRANSItORIAS

Artículo 51 - Las autoridades de la ANSSAL asumirán sus funciones en un plazo máximo e im-
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prorrogable de noventa (90) días corridos a partir de la promulgación de la presente ley, lapso dentro 
del cual el Poder Ejecutivo reglamentará el artículo 10. Mientras tanto, las funciones y atribuciones 
previstas para la ANSSAL serán asumidas por el Instituto Nacional de Obras Sociales (INOS).

Artículo 52 - Los directores que a partir de la sanción de esta ley sean designados para integrar 
el directorio de la ANSSAL cesarán automáticamente el día 10 de diciembre de 1989. Podrán ser 
designados nuevamente por el plazo y en las demás condiciones establecidas en los artículos 10 y 11 
de la presente.

Artículo 53 - Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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LEy RIESgOS DEL 
tRABAjO - N° 24.557

Objetivos y ámbito de aplicación. Prevención de los riesgos del trabajo. Contingencias y situaciones 
cubiertas. Prestaciones dinerarias y en especie. Determinación y revisión de las incapacidades. Régi-
men financiero. Gestión de las prestaciones. Derechos, deberes y prohibiciones. Fondos de Garantía 
y de Reserva. Entes de Regulación y Supervisión. Responsabilidad Civil del Empleador. Órgano Tri-
partito de Participación. Normas Generales y Complementarias. Disposiciones Finales.

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con 
fuerza de Ley:

CAPÍTULO I
OBjEtIvOS y AmBItO DE ApLICACION DE LA LEy

Artículo 1° — Normativa aplicable y objetivos de la Ley sobre Riesgos del Trabajo (LRT).

1. La prevención de los riesgos y la reparación de los daños derivados del trabajo se regirán por esta 
LRT y sus normas reglamentarias.

2. Son objetivos de la Ley sobre Riesgos del Trabajo (LRT):

a) Reducir la siniestralidad laboral a través de la prevención de los riesgos derivados del trabajo;

b) Reparar los daños derivados de accidentes de trabajo y de enfermedades profesionales, incluyendo 
la rehabilitación del trabajador damnificado;

c) Promover la recalificación y la recolocación de los trabajadores damnificados;

d) Promover la negociación colectiva laboral para la mejora de las medidas de prevención y de las 
prestaciones reparadoras.

Artículo 2° — Ámbito de aplicación.

1. Están obligatoriamente incluidos en el ámbito de la LRT:

a) Los funcionarios y empleados del sector público nacional, de las provincias y sus municipios y de 
la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires;

b) Los trabajadores en relación de dependencia del sector privado;

c) Las personas obligadas a prestar un servicio de carga pública.

2. E1 Poder Ejecutivo nacional podrá incluir en el ámbito de la LRT a:
a) Los trabajadores domésticos;
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b) Los trabajadores autónomos;

c) Los trabajadores vinculados por relaciones no laborales;

d) Los bomberos voluntarios.

Artículo 3° — Seguro obligatorio y autoseguro.

1. Esta LRT rige para todos aquellos que contraten a trabajadores incluidos en su ámbito de aplica-
ción.

2. Los empleadores podrán autoasegurar los riesgos del trabajo definidos en esta ley, siempre y cuan-
do acrediten con la periodicidad que fije la reglamentación;

a) Solvencia económico-financiera para afrontar las prestaciones de ésta ley;

b) Garanticen los servicios necesarios para otorgar las prestaciones de asistencia médica y las demás 
previstas en el artículo 20 de la presente ley.

3. Quienes no acrediten ambos extremos deberán asegurarse obligatoriamente en una “Aseguradora 
de Riesgos del Trabajo (ART)” de su libre elección.

4. E1 Estado nacional, las provincias y sus municipios y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos 
Aires podrán igualmente autoasegurarse.

CAPÍTULO II
DE LA pREvENCIóN DE LOS RIESgOS DEL tRABAjO

Artículo 4° — Obligaciones de las partes.

1. Los empleadores y los trabajadores comprendidos en el ámbito de la LRT, así como las ART están 
obligados a adoptar las medidas legalmente previstas para prevenir eficazmente los riesgos del trabajo.

A tal fin y sin perjuicio de otras actuaciones establecidas legalmente, dichas partes deberán asumir 
compromisos concretos de cumplir con las normas sobre higiene y seguridad en el trabajo. Estos 
compromisos podrán adoptarse en forma unilateral, formar parte de la negociación colectiva, o in-
cluirse dentro del contrato entre la ART y el empleador.

2. Las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo deberán establecer exclusivamente para cada una de las 
empresas o establecimientos considerados críticos, de conformidad a lo que determine la autoridad 
de aplicación, un plan de acción que contemple el cumplimiento de las siguientes medidas:

a) La evaluación periódica de los riesgos existentes y su evolución;

b) Visitas periódicas de control de cumplimiento de las normas de prevención de riesgos del trabajo 
y del plan de acción elaborado en cumplimiento de este artículo;
c) Definición de las medidas correctivas que deberán ejecutar las empresas para reducir los riesgos 
identificados y la siniestralidad registrada;
d) Una propuesta de capacitación para el empleador y los trabajadores en materia de prevención de 
riesgos del trabajo.
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Las ART y los empleadores estarán obligados a informar a la Superintendencia de Riesgos del Trabajo 
o a las Administraciones de Trabajo provinciales, según corresponda, la formulación y el desarrollo 
del plan de acción establecido en el presente artículo, conforme lo disponga la reglamentación.

(Apartado sustituido por art. 1º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del 
primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.)

3. A los efectos de la determinación del concepto de empresa crítica, la autoridad de aplicación de-
berá considerar especialmente, entre otros parámetros, el grado de cumplimiento de la normativa 
de higiene y seguridad en el trabajo, así como el índice de siniestralidad de la empresa. (Apartado 
sustituido por art. 1º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del primer día del 
mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.)

4. La ART controlará la ejecución del plan de acción y estará obligada a denunciar los incumpli-
mientos a la Superintendencia de Riesgos del Trabajo. (Apartado sustituido por art. 1º del Decreto Nº 
1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del primer día del mes subsiguiente a su publicación 
en el Boletín Oficial.)

5. Las discrepancias acerca de la ejecución del plan de acción serán resueltas por la Superintendencia 
de Riesgos del Trabajo. (Apartado sustituido por art. 1º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. 
Vigencia: a partir del primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.)

(Nota Infoleg: Por art. 4º del Decreto Nº 617/97 B.O. 11/07/1997, se establece que el plazo para la 
formulación o reformulación de los Planes de Mejoramiento para la actividad agraria, previstos en el 
presente artículo será de SEIS (6) meses, a partir de la vigencia del mismo.)

Artículo 5° — Recargo por incumplimientos.

1. Si el accidente de trabajo o la enfermedad profesional se hubiere producido como consecuencia 
de incumplimientos por parte del empleador de la normativa de higiene y seguridad en el trabajo, 
éste deberá pagar al Fondo de Garantía, instituido por el artículo 33 de la presente ley, una suma de 
dinero cuya cuantía se graduará en función de la gravedad del incumplimiento y cuyo tope máximo 
será de treinta mil pesos ($ 30.000).

2. La SRT es el órgano encargado de constatar y determinar la gravedad de los incumplimientos, fijar 
el monto del recargo y gestionar el pago de la cantidad resultante.

CAPÍTULO III
CONtINgENCIAS y SItuACIONES CuBIERtAS

Artículo 6° — Contingencias.

1. Se considera accidente de trabajo a todo acontecimiento súbito y violento ocurrido por el hecho o 
en ocasión del trabajo, o en el trayecto entre el domicilio del trabajador y el lugar de trabajo, siem-
pre y cuando el damnificado no hubiere interrumpido o alterado dicho trayecto por causas ajenas al 
trabajo. El trabajador podrá declarar por escrito ante el empleador, y éste dentro de las setenta y dos 
(72) horas ante el asegurador, que el itinere se modifica por razones de estudio, concurrencia a otro 
empleo o atención de familiar directo enfermo y no conviviente, debiendo presentar el pertinente 
certificado a requerimiento del empleador dentro de los tres (3) días hábiles de requerido.
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2 a) Se consideran enfermedades profesionales aquellas que se encuentran incluidas en el listado que 
elaborará y revisará el Poder Ejecutivo, conforme al procedimiento del artículo 40 apartado 3 de esta 
ley. El listado identificará agente de riesgo, cuadros clínicos, exposición y actividades en capacidad 
de determinar la enfermedad profesional.

Las enfermedades no incluidas en el listado, como sus consecuencias, no serán consideradas resarci-
bles, con la única excepción de lo dispuesto en los incisos siguientes:

2 b) Serán igualmente consideradas enfermedades profesionales aquellas otras que, en cada caso con-
creto, la Comisión Médica Central determine como provocadas por causa directa e inmediata de la eje-
cución del trabajo, excluyendo la influencia de los factores atribuibles al trabajador o ajenos al trabajo.

A los efectos de la determinación de la existencia de estas contingencias, deberán cumplirse las si-
guientes condiciones:

i) El trabajador o sus derechohabientes deberán iniciar el trámite mediante una petición fundada, 
presentada ante la Comisión Médica Jurisdiccional, orientada a demostrar la concurrencia de los 
agentes de riesgos, exposición, cuadros clínicos y actividades con eficiencia causal directa respecto 
de su dolencia.

ii) La Comisión Médica Jurisdiccional sustanciará la petición con la audiencia del o de los interesados 
así como del empleador y la ART; garantizando el debido proceso, producirá las medidas de prueba 
necesarias y emitirá resolución debidamente fundada en peritajes de rigor científico.

En ningún caso se reconocerá el carácter de enfermedad profesional a la que sea consecuencia in-
mediata, o mediata previsible, de factores ajenos al trabajo o atribuibles al trabajador, tales como la 
predisposición o labilidad a contraer determinada dolencia.

2 c) Cuando se invoque la existencia de una enfermedad profesional y la ART considere que la misma 
no se encuentra prevista en el listado de enfermedades profesionales, deberá sustanciarse el proce-
dimiento del inciso 2b. Si la Comisión Médica Jurisdiccional entendiese que la enfermedad encuadra 
en los presupuestos definidos en dicho inciso, lo comunicará a la ART, la que, desde esa oportunidad 
y hasta tanto se resuelva en definitiva la situación del trabajador, estará obligada a brindar todas las 
prestaciones contempladas en la presente ley. En tal caso, la Comisión Médica Jurisdiccional deberá 
requerir de inmediato la intervención de la Comisión Médica Central para que convalide o rectifique 
dicha opinión. Si el pronunciamiento de la Comisión Médica Central no convalidase la opinión de 
la Comisión Médica Jurisdiccional, la ART cesará en el otorgamiento de las prestaciones a su car-
go. Si la Comisión Médica Central convalidara el pronunciamiento deberá, en su caso, establecer 
simultáneamente el porcentaje de incapacidad del trabajador damnificado, a los efectos del pago de 
las prestaciones dinerarias que correspondieren. Tal decisión, de alcance circunscripto al caso indi-
vidual resuelto, no importará la modificación del listado de enfermedades profesionales vigente. La 
Comisión Médica Central deberá expedirse dentro de los 30 días de recibido el requerimiento de la 
Comisión Médica Jurisdiccional.

2 d) Una vez que se hubiera pronunciado la Comisión Médica Central quedarán expeditas las posibles 
acciones de repetición a favor de quienes hubieran afrontado prestaciones de cualquier naturaleza, 
contra quienes resultaren en definitiva responsables de haberlas asumido.

(Apartado sustituido por art. 2º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del 
primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.)

3. Están excluidos de esta ley:
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a) Los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales causados por dolo del trabajador o por 
fuerza mayor extraña al trabajo:

b) Las incapacidades del trabajador preexistentes a la iniciación de la relación laboral y acreditadas 
en el examen preocupacional efectuado según las pautas establecidas por la autoridad de aplicación.

Artículo 7° — Incapacidad Laboral Temporaria.

1. Existe situación de Incapacidad Laboral Temporaria (ILT) cuando el daño sufrido por el trabajador 
le impida temporariamente la realización de sus tareas habituales.

2. La situación de Incapacidad Laboral Temporaria (ILT) cesa por:

a) Alta médica;

b) Declaración de Incapacidad Laboral Permanente (ILP);

c) Transcurso de dos (2) años desde la primera manifestación invalidante;

d) Muerte del damnificado.

3. Si el trabajador damnificado, dentro del plazo previsto en el inciso c) del apartado anterior, se 
hubiera reincorporado al trabajo y volviera a estar de baja por idéntico accidente o enfermedad pro-
fesional, su situación de Incapacidad Laboral Temporaria (ILT) continuará hasta el alta médica, de-
claración de Incapacidad Laboral Permanente, en caso de corresponder, su deceso o hasta completar 
dos (2) años efectivos de baja, sumándose todos los períodos en los cuales se hubiera visto impedido 
de trabajar.

(Artículo sustituido por art. 10 de la Ley Nº 27.348 B.O. 24/02/2017)

Artículo 8° — Incapacidad Laboral Permanente.

1. Existe situación de Incapacidad Laboral Permanente (ILP) cuando el daño sufrido por el trabajador 
le ocasione una disminución permanente de su capacidad laborativa.

2. La Incapacidad Laboral Permanente (ILP) será total, cuando la disminución de la capacidad labo-
rativa permanente fuere igual o superior al 66 %, y parcial, cuando fuere inferior a este porcentaje.

3. El grado de incapacidad laboral permanente será determinado por las comisiones médicas de esta 
ley, en base a la tabla de evaluación de las incapacidades laborales, que elaborará el Poder Ejecutivo 
Nacional y, ponderará entre otros factores, la edad del trabajador, el tipo de actividad y las posibili-
dades de reubicación laboral.

4. El Poder Ejecutivo nacional garantizará, en los supuestos que correspondiese, la aplicación de 
criterios homogéneos en la evaluación de las incapacidades dentro del Sistema Integrado de Jubila-
ciones y Pensiones (SIJP) y de la LRT.

Artículo 9° — Carácter provisorio y definitivo de la ILP.

1. La situación de Incapacidad Laboral Permanente (ILP) que diese derecho al damnificado a perci-
bir una prestación de pago mensual, tendrá carácter provisorio durante los 36 meses siguientes a su 
declaración.
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Este plazo podrá ser extendido por las comisiones médicas, por un máximo de 24 meses más, cuando 
no exista certeza acerca del carácter definitivo del porcentaje de disminución de la capacidad laborativa.

En los casos de Incapacidad Laboral Permanente parcial el plazo de provisionalidad podrá ser redu-
cido si existiera certeza acerca del carácter definitivo del porcentaje de disminución de la capacidad 
laborativa.

Vencidos los plazos anteriores, la Incapacidad Laboral Permanente tendrá carácter definitivo.

2. La situación de Incapacidad Laboral Permanente (ILP) que diese derecho al damnificado a perci-
bir una suma de pago único tendrá carácter definitivo a la fecha del cese del período de incapacidad 
temporaria.

Artículo 10 — Gran invalidez.

Existe situación de gran invalidez cuando el trabajador en situación de Incapacidad Laboral Permanen-
te total necesite la asistencia continua de otra persona para realizar los actos elementales de su vida.

CAPÍTULO IV
pREStACIONES DINERARIAS

Artículo 11 — Régimen legal de las prestaciones dinerarias.

1. Las prestaciones dinerarias de esta ley gozan de las franquicias y privilegios de los créditos por 
alimentos. Son, además, irrenunciables y no pueden ser cedidas ni enajenadas.

2. Las prestaciones dinerarias por Incapacidad Laboral Temporaria (ILT) o permanente provisoria 
se ajustarán en función de la variación del AMPO definido en la ley 24.241, de acuerdo a la norma 
reglamentaria. (Nota Infoleg: por art. 6° primer párrafo del Decreto N° 1694/2009 B.O. 6/11/2009 se 
establece que las prestaciones dinerarias por Incapacidad Laboral Temporaria (ILT) o permanente 
provisoria mencionadas en el presente inciso, se calcularán, liquidarán y ajustarán de conformidad 
con lo establecido por el artículo 208 de la Ley de Contrato de Trabajo Nº 20.744 (t.o. 1976) y sus 
modificatorias. Vigencia: a partir de su publicación en el Boletín Oficial y se aplicarán a las contin-
gencias previstas en la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones cuya primera manifestación invalidante 
se produzca a partir de esa fecha)

3. El Poder Ejecutivo nacional se encuentra facultado a mejorar las prestaciones dinerarias estable-
cidas en la presente ley cuando las condiciones económicas financieras generales del sistema así lo 
permitan.

4. En los supuestos previstos en el artículo 14, apartado 2, inciso “b”; artículo 15, apartado 2; y artículos 
17 y 18, apartados 1 de la presente ley, junto con las prestaciones allí previstas los beneficiarios percibi-
rán, además, una compensación dineraria adicional de pago único, conforme se establece a continuación:

a) En el caso del artículo 14, apartado 2, inciso “b”, dicha prestación adicional será de PESOS TREIN-
TA MIL ($ 30.000).

b) En los casos de los artículos 15, apartado 2 y del artículo 17, apartado 1), dicha prestación adicio-
nal será de PESOS CUARENTA MIL ($ 40.000).
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c) En el caso del artículo 18, apartado 1, la prestación adicional será de PESOS CINCUENTA MIL ($ 
50.000).

(Apartado 4 incorporado por art. 3º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del 
primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial)

(Nota Infoleg: por art. 1° de la Resolución N° 387/2016 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 
7/9/2016 se establece que para el período comprendido entre el 01/09/2016 y el 28/02/2017 inclusive, 
las compensaciones dinerarias adicionales de pago único, previstas en el presente artículo, inciso 4, 
apartados a), b) y c), se elevan a PESOS CUATROCIENTOS OCHENTA Y CUATRO MIL OCHOCIEN-
TOS SESENTA Y CINCO ($484.865), PESOS SEISCIENTOS SEIS MIL OCHENTA Y UNO ($606.081) 
y PESOS SETECIENTOS VEINTISIETE MIL DOSCIENTOS NOVENTA Y SIETE ($727.297), respec-
tivamente.)

(Nota Infoleg: por art. 1° de la Resolución N° 1/2016 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 
1/3/2016 se establece que para el período comprendido entre el 01/03/2016 y el 31/08/2016 inclusi-
ve, las compensaciones dinerarias adicionales de pago único, previstas en el presente artículo, inciso 
4, apartados a), b) y c), se elevan a PESOS CUATROCIENTOS DIECINUEVE MIL CIENTO SESENTA 
Y CUATRO ($ 419.164), PESOS QUINIENTOS VEINTITRES MIL NOVECIENTOS CINCUENTA Y 
CINCO ($ 523.955) y PESOS SEISCIENTOS VEINTIOCHO MIL SETECIENTOS CUARENTA Y SEIS 
($ 628.746), respectivamente.)

(Nota Infoleg: por art. 1° de la Resolución N° 28/2015 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 
9/9/2015 se establece que para el período comprendido entre el 01/09/2015 y el 29/02/2016 inclusive, 
las compensaciones dinerarias adicionales de pago único, previstas en el presente artículo, inciso 4, 
apartados a), b) y c), se elevan a PESOS TRESCIENTOS SETENTA Y CUATRO MIL CIENTO CIN-
CUENTA Y OCHO ($374.158), PESOS CUATROCIENTOS SESENTA Y SIETE MIL SEISCIENTOS 
NOVENTA Y OCHO ($467.698) y PESOS QUINIENTOS SESENTA Y UN MIL DOSCIENTOS TREINTA 
Y OCHO ($561.238), respectivamente)

(Nota Infoleg: por art. 1° de la Resolución N° 6/2015 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 
02/03/2015 se establece que para el período comprendido entre el 01/03/2015 y el 31/08/2015 in-
clusive, las compensaciones dinerarias adicionales de pago único, previstas en el presente artículo, 
inciso 4, apartados a), b) y c), se elevan a PESOS TRESCIENTOS DIECISIETE MIL CIENTO UNO 
($ 317.101), PESOS TRESCIENTOS NOVENTA Y SEIS MIL TRESCIENTOS SETENTA Y SEIS ($ 
396.376) y PESOS CUATROCIENTOS SETENTA Y CINCO MIL SEISCIENTOS CINCUENTA Y UNO 
($ 475.651), respectivamente)

(Nota Infoleg: por art. 1° de la Resolución N° 22/2014 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 
03/09/2014 se establece que para el período comprendido entre el 01/09/2014 y el 28/02/2015 in-
clusive, las compensaciones dinerarias adicionales de pago único, previstas en el presente artículo, 
inciso 4, apartados a), b) y c), se elevan a PESOS DOSCIENTOS SETENTA Y CINCO MIL SETECIEN-
TOS CUARENTA ($ 275.740), PESOS TRESCIENTOS CUARENTA Y CUATRO MIL SEISCIENTOS 
SETENTA Y CINCO ($ 344.675) y PESOS CUATROCIENTOS TRECE MIL SEISCIENTOS DIEZ ($ 
413.610), respectivamente)
(Nota Infoleg: por art. 1° de la Resolución N° 3/2014 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 
25/02/2014 se establece que para el período comprendido entre el 01/03/2014 y el 31/08/2014 in-
clusive, las compensaciones dinerarias adicionales de pago único, previstas en el presente artículo, 
inciso 4, apartados a), b) y c), se elevan a PESOS DOSCIENTOS TREINTA Y UN MIL NOVECIENTOS 
CUARENTA Y OCHO ($ 231.948), PESOS DOSCIENTOS OCHENTA Y NUEVE MIL NOVECIENTOS 
TREINTA Y CINCO ($ 289.935) y PESOS TRESCIENTOS CUARENTA Y SIETE MIL NOVECIENTOS 
VEINTIDOS ($ 347.922), respectivamente)
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(Nota Infoleg: Ver artículos 1°, 2° y 3° de la Resolución N° 34/2013 de la Secretaría de Seguridad So-
cial B.O. 24/12/2013 que establecen nuevos montos para las compensaciones dinerarias adicionales 
de pago único previstas en el presente artículo)

(Nota Infoleg: por art. 1° del Decreto N° 1694/2009 B.O. 6/11/2009 se elevan las sumas de las com-
pensaciones dinerarias adicionales de pago único, previstas en los apartados a), b) y c) del presente 
artículo, inciso 4, a PESOS OCHENTA MIL ($ 80.000), PESOS CIEN MIL ($ 100.000) y PESOS 
CIENTO VEINTE MIL ($ 120.000) respectivamente. Vigencia: a partir de su publicación en el Boletín 
Oficial y se aplicarán a las contingencias previstas en la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones cuya 
primera manifestación invalidante se produzca a partir de esa fecha)

Artículo 12 — Ingreso base. 

Establécese, respecto del cálculo del monto de las indemnizaciones por incapacidad laboral definitiva 
o muerte del trabajador, la aplicación del siguiente criterio:

1°. A los fines del cálculo del valor del ingreso base se considerará el promedio mensual de todos los 
salarios devengados —de conformidad con lo establecido por el artículo 1° del Convenio N° 95 de 
la OIT— por el trabajador durante el año anterior a la primera manifestación invalidante, o en el 
tiempo de prestación de servicio si fuera menor. Los salarios mensuales tomados a fin de establecer 
el promedio se actualizarán mes a mes aplicándose la variación del índice RIPTE (Remuneraciones 
Imponibles Promedio de los Trabajadores Estables).

2°. Desde la fecha de la primera manifestación invalidante y hasta el momento de la liquidación de 
la indemnización por determinación de la incapacidad laboral definitiva, deceso del trabajador u ho-
mologación, el monto del ingreso base devengará un interés equivalente al promedio de la tasa activa 
cartera general nominal anual vencida a treinta (30) días del Banco de la Nación Argentina.

3°. A partir de la mora en el pago de la indemnización será de aplicación lo establecido por el artículo 
770 del Código Civil y Comercial acumulándose los intereses al capital, y el producido devengará un 
interés equivalente al promedio de la tasa activa cartera general nominal anual vencida a treinta (30) 
días del Banco de la Nación Argentina, hasta la efectiva cancelación.

(Artículo sustituido por art. 11 de la Ley Nº 27.348 B.O. 24/02/2017)

Artículo 13 — Prestaciones por Incapacidad Laboral Temporaria.

1. A partir del día siguiente a la primera manifestación invalidante y mientras dure el período de 
Incapacidad Laboral Temporaria (ILT), el damnificado percibirá una prestación de pago mensual, de 
cuantía igual al valor mensual del ingreso base.

La prestación dineraria correspondiente a los primeros diez días estará a cargo del empleador. Las 
prestaciones dinerarias siguientes estarán a cargo de la ART la que, en todo caso, asumirá las pres-
taciones en especie.
El pago de la prestación dineraria deberá efectuarse en el plazo y en la forma establecida en la Ley Nº 
20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias para el pago de las remuneraciones a los trabajadores.
(Apartado sustituido por art. 5º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del 
primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.)
2. El responsable del pago de la prestación dineraria retendrá los aportes y efectuará las contribu-
ciones correspondientes a los subsistemas de Seguridad Social que integran el SUSS o los de ámbito 
provincial que los reemplazan, exclusivamente, conforme la normativa previsional vigente debiendo 
abonar, asimismo, las asignaciones familiares.
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(Apartado sustituido por art. 5º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del 
primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.)

3. Durante el periodo de Incapacidad Laboral Temporaria, originada en accidentes de trabajo 0 en en-
fermedades profesionales, el trabajador no devengará remuneraciones de su empleador, sin perjuicio 
de lo dispuesto en el segundo párrafo del apartado 1 del presente articulo.

Artículo 14 — Prestaciones por Incapacidad Permanente Parcial (IPP).

1. Producido el cese de la Incapacidad Laboral Temporaria y mientras dure la situación de provisio-
nalidad de la Incapacidad Laboral Permanente Parcial (IPP), el damnificado percibirá una prestación 
de pago mensual cuya cuantía será igual al valor mensual del ingreso base multiplicado por el por-
centaje de incapacidad, además de las asignaciones familiares correspondientes, hasta la declaración 
del carácter definitivo de la incapacidad.

2. Declarado el carácter definitivo de la Incapacidad Laboral Permanente Parcial (IPP), el damnifica-
do percibirá las siguientes prestaciones:

a) Cuando el porcentaje de incapacidad sea igual o inferior al CINCUENTA POR CIENTO (50%) una 
indemnización de pago único, cuya cuantía será igual a CINCUENTA Y TRES (53) veces el valor 
mensual del ingreso base, multiplicado por el porcentaje de incapacidad y por un coeficiente que 
resultará de dividir el número SESENTA Y CINCO (65) por la edad del damnificado a la fecha de la 
primera manifestación invalidante.

Esta suma en ningún caso será superior a la cantidad que resulte de multiplicar PESOS CIENTO 
OCHENTA MIL ($ 180.000) por el porcentaje de incapacidad.

b) Cuando el porcentaje de incapacidad sea superior al CINCUENTA POR CIENTO (50%) e inferior 
al SESENTA Y SEIS POR CIENTO (66%), una Renta Periódica —contratada en los términos de esta 
ley— cuya cuantía será igual al valor mensual del ingreso base multiplicado por el porcentaje de inca-
pacidad. Esta prestación está sujeta a la retención de aportes de la Seguridad Social y contribuciones 
para asignaciones familiares hasta que el damnificado se encuentre en condiciones de acceder a la 
jubilación por cualquier causa. El valor actual esperado de la renta periódica en ningún caso será 
superior a PESOS CIENTO OCHENTA MIL ($ 180.000). Deberá asimismo adicionarse la prestación 
complementaria prevista en el artículo 11, apartado cuarto de la presente ley. 

(Artículo sustituido por art. 6º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del pri-
mer día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial)

(Nota Infoleg: por art. 2° de la Resolución N° 387/2016 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 
7/9/2016 se establece que para el período comprendido entre el 01/09/2016 y el 28/02/2017 inclusive, 
la indemnización que corresponda por aplicación del presente artículo, inciso 2, apartados a) y b), 
no podrá ser inferior al monto que resulte de multiplicar PESOS UN MILLÓN NOVENTA MIL NOVE-
CIENTOS CUARENTA Y CINCO ($1.090.945) por el porcentaje de incapacidad.)
(Nota Infoleg: por art. 2° de la Resolución N° 1/2016 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 1/3/2016 
se establece que para el período comprendido entre el 01/03/2016 y el 31/08/2016 inclusive, la in-
demnización que corresponda por aplicación del presente artículo, inciso 2, apartados a) y b), no 
podrá ser inferior al monto que resulte de multiplicar PESOS NOVECIENTOS CUARENTA Y TRES 
MIL CIENTO DIECINUEVE ($ 943.119) por el porcentaje de incapacidad.)

(Nota Infoleg: por art. 2° de la Resolución N° 28/2015 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 
9/9/2015 se establece que para el período comprendido entre el 01/09/2015 y el 29/02/2016 inclusive, 
la indemnización que corresponda por aplicación del presente artículo, inciso 2, apartados a) y b), no 
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podrá ser inferior al monto que resulte de multiplicar PESOS OCHOCIENTOS CUARENTA Y UN MIL 
OCHOCIENTOS CINCUENTA Y SEIS ($ 841.856) por el porcentaje de incapacidad)

(Nota Infoleg: por art. 2° de la Resolución N° 6/2015 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 
02/03/2015 se establece que para el período comprendido entre el 01/03/2015 y el 31/08/2015 inclu-
sive, la indemnización que corresponda por aplicación del presente artículo, inciso 2, apartados a) 
y b), no podrá ser inferior al monto que resulte de multiplicar PESOS SETECIENTOS TRECE MIL 
CUATROCIENTOS SETENTA Y SEIS ($ 713.476) por el porcentaje de incapacidad)

(Nota Infoleg: por art. 2° de la Resolución N° 22/2014de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 
03/09/2014 se establece que para el período comprendido entre el 01/09/2014 y el 28/02/2015 inclu-
sive, la indemnización que corresponda por aplicación del presente artículo, inciso 2, apartados a) 
y b), de la Ley 24.557 y sus modificatorias, no podrá ser inferior al monto que resulte de multiplicar 
PESOS SEISCIENTOS VEINTE MIL CUATROCIENTOS CATORCE ($ 620.414) por el porcentaje de 
incapacidad)

(Nota Infoleg: por art. 2° de la Resolución N° 3/2014 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 
25/02/2014 se establece que para el período comprendido entre el 01/03/2014 y el 31/08/2014 inclu-
sive, la indemnización que corresponda por aplicación del presente artículo, inciso 2, apartados a) 
y b), no podrá ser inferior al monto que resulte de multiplicar PESOS QUINIENTOS VEINTIUN MIL 
OCHOCIENTOS OCHENTA Y TRES ($ 521.883) por el porcentaje de incapacidad)

(Nota Infoleg: Ver art. 4° de la Resolución N° 34/2013 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 
24/12/2013 que establece nuevos montos para la indemnización que corresponda por aplicación del 
presente artículo)

(Nota Infoleg: por art. 2° del Decreto N° 1694/2009 B.O. 6/11/2009 se suprimen los topes previstos en 
los apartados a) y b) del presente artículo, inciso 2. Por art. 3° de la misma norma se establece que la 
indemnización que corresponda por aplicación de dicho inciso nunca será inferior al monto que re-
sulte de multiplicar PESOS CIENTO OCHENTA MIL ($ 180.000.-) por el porcentaje de incapacidad. 
Vigencia: a partir de su publicación en el Boletín Oficial y se aplicarán a las contingencias previstas 
en la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones cuya primera manifestación invalidante se produzca a partir 
de esa fecha)

Artículo 15 — Prestaciones por Incapacidad Permanente Total (IPT).

1. Mientras dure la situación de provisionalidad de la Incapacidad Laboral Permanente Total, el dam-
nificado percibirá una prestación de pago mensual equivalente al SETENTA POR CIENTO (70%) del 
valor mensual del ingreso base. Percibirá, además, las asignaciones familiares correspondientes, las 
que se otorgarán con carácter no contributivo.

Durante este período, el damnificado no tendrá derecho a las prestaciones del sistema previsional, 
sin perjuicio del derecho a gozar de la cobertura del seguro de salud que le corresponda, debiendo 
la ART retener los aportes respectivos para ser derivados al Instituto Nacional de Servicios Sociales 
para Jubilados y Pensionados, u otro organismo que brindare tal prestación.
2. Declarado el carácter definitivo de la Incapacidad Laboral Permanente Total (IPT), el damnificado 
percibirá las prestaciones que por retiro definitivo por invalidez establezca el régimen previsional al 
que estuviere afiliado.

Sin perjuicio de la prestación prevista por el apartado 4 del artículo 11 de la presente ley, el damni-
ficado percibirá, asimismo, en las condiciones que establezca la reglamentación, una prestación de 
pago mensual complementaria a la correspondiente al régimen previsional. Su monto se determinará 
actuarialmente en función del capital integrado por la ART. Ese capital equivaldrá a CINCUENTA Y 
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TRES (53) veces el valor mensual del ingreso base, multiplicado por un coeficiente que resultará de 
dividir el número 65 por la edad del damnificado a la fecha de la primera manifestación invalidante 
y no podrá ser superior a PESOS CIENTO OCHENTA MIL ($ 180.000). 

(Nota Infoleg: por art. 3° de la Resolución N° 387/2016 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 
7/9/2016 se establece que para el período comprendido entre el 01/09/2016 y el 28/02/2017 inclusi-
ve, la indemnización que corresponda por aplicación del presente inciso 2, no podrá ser inferior a 
PESOS UN MILLÓN NOVENTA MIL NOVECIENTOS CUARENTA Y CINCO ($ 1.090.945).)

(Nota Infoleg: por art. 3° de la Resolución N° 1/2016 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 1/3/2016 
se establece que para el período comprendido entre el 01/03/2016 y el 31/08/2016 inclusive, la in-
demnización que corresponda por aplicación del presente inciso 2, de la Ley 24.557 y sus modificato-
rias, no podrá ser inferior a PESOS NOVECIENTOS CUARENTA Y TRES MIL CIENTO DIECINUEVE 
($ 943.119).)

(Nota Infoleg: por art. 4° del Decreto N° 1694/2009 B.O. 6/11/2009 se establece que la indemniza-
ción que corresponda por aplicación del presente inciso 2, nunca será inferior a PESOS CIENTO 
OCHENTA MIL ($ 180.000.-). Vigencia: a partir de su publicación en el Boletín Oficial y se aplicarán 
a las contingencias previstas en la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones cuya primera manifestación 
invalidante se produzca a partir de esa fecha)

(Nota Infoleg: Ver art. 5° de la Resolución N° 34/2013 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 
24/12/2013 que establece nuevos montos para la indemnización que corresponda por aplicación del 
presente artículo)

(Nota Infoleg: por art. 3° de la Resolución N° 3/2014 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 
25/02/2014 se establece que para el período comprendido entre el 01/03/2014 y el 31/08/2014 inclu-
sive, la indemnización que corresponda por aplicación del presente inciso 2, no podrá ser inferior a 
PESOS QUINIENTOS VEINTIUN MIL OCHOCIENTOS OCHENTA Y TRES ($ 521.883).)

(Nota Infoleg: por art. 3° de la Resolución N° 22/2014de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 
03/09/2014 se establece que para el período comprendido entre el 01/09/2014 y el 28/02/2015 inclu-
sive, la indemnización que corresponda por aplicación del presente inciso 2, no podrá ser inferior a 
PESOS SEISCIENTOS VEINTE MIL CUATROCIENTOS CATORCE ($ 620.414).)

(Nota Infoleg: por art. 3° de la Resolución N° 6/2015 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 
02/03/2015 se establece que para el período comprendido entre el 01/03/2015 y el 31/08/2015 inclu-
sive, la indemnización que corresponda por aplicación del presente inciso 2, no podrá ser inferior a 
PESOS SETECIENTOS TRECE MIL CUATROCIENTOS SETENTA Y SEIS ($ 713.476).)

(Nota Infoleg: por art. 3° de la Resolución N° 28/2015 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 
9/9/2015 se establece que para el período comprendido entre el 01/09/2015 y el 29/02/2016 inclusive, 
la indemnización que corresponda por aplicación del presente inciso 2, de la Ley 24.557 y sus mo-
dificatorias, no podrá ser inferior a PESOS OCHOCIENTOS CUARENTA Y UN MIL OCHOCIENTOS 
CINCUENTA Y SEIS ($ 841.856).)
3. Cuando la Incapacidad Permanente Total no deviniere en definitiva, la ART se hará cargo del 
capital de recomposición correspondiente, definido en la Ley Nº 24.241 (artículo 94) o, en su caso, 
abonará una suma equivalente al régimen provisional a que estuviese afiliado el damnificado.

(Artículo sustituido por art. 7º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del pri-
mer día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.)

Artículo 16 — Retorno al trabajo por parte del damnificado.
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1. La percepción de prestaciones dinerarias por Incapacidad Laboral Permanente es compatible con 
el desempeño de actividades remuneradas por cuenta propia o en relación de dependencia.

2. El Poder Ejecutivo Nacional podrá reducir los aportes y contribuciones al Sistema de Seguridad 
Social, correspondientes a supuestos de retorno al trabajo de trabajadores con Incapacidad Laboral 
Permanente.

3. Las prestaciones establecidas por esta ley son compatibles con las otras correspondientes al régi-
men previsional a las que el trabajador tuviere derecho, salvo lo previsto en el artículo 15, segundo 
párrafo del apartado 1, precedente.

(Artículo sustituido por art. 8º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del pri-
mer día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.)

Artículo 17 — Gran invalidez.

1. El damnificado declarado gran inválido percibirá las prestaciones correspondientes a los distintos 
supuestos de Incapacidad Laboral Permanente Total (IPT).

2. Adicionalmente, la ART abonará al damnificado una prestación de pago mensual equivalente a tres 
veces el valor del AMPO definido por la ley 24.241 (artículo 21), que se extinguirá a la muerte del 
damnificado. (Nota Infoleg: por art. 5° del Decreto N° 1694/2009 B.O. 6/11/2009 se establece en la 
suma de PESOS DOS MIL ($ 2.000) la prestación adicional de pago mensual prevista en el presente 
inciso. Por art. 6° segundo párrafo de la misma norma se establece que dicha prestación se ajustará 
en la misma proporción en que lo sean las prestaciones del Sistema Integrado Previsional Argentino 
(SIPA), de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 32 de la Ley Nº 24.241, modificado por su similar Nº 
26.417. Vigencia: a partir de su publicación en el Boletín Oficial y se aplicarán a las contingencias 
previstas en la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones cuya primera manifestación invalidante se pro-
duzca a partir de esa fecha)

Artículo 18 — Muerte del damnificado.

1. Los derechohabientes del trabajador accederán a la pensión por fallecimiento prevista en el ré-
gimen previsional al que estuviera afiliado el damnificado y a las prestaciones establecidas en el 
segundo párrafo del apartado 2 del artículo 15 de esta ley, además de la prevista en su artículo 11, 
apartado cuarto.

2. Se consideran derechohabientes a los efectos de esta Ley, a las personas enumeradas en el artí-
culo 53 de la Ley Nº 24.241, quienes concurrirán en el orden de prelación y condiciones allí señala-
das. El límite de edad establecido en dicha disposición se entenderá extendido hasta los VEINTIUN 
(21) años, elevándose hasta los VEINTICINCO (25) años en caso de tratarse de estudiantes a cargo 
exclusivo del trabajador fallecido. En ausencia de las personas enumeradas en el referido artículo, 
accederán los padres del trabajador en partes iguales; si hubiera fallecido uno de ellos, la prestación 
será percibida íntegramente por el otro. En caso de fallecimiento de ambos padres, la prestación 
corresponderá, en partes iguales, a aquellos familiares del trabajador fallecido que acrediten haber 
estado a su cargo. La reglamentación determinará el grado de parentesco requerido para obtener el 
beneficio y la forma de acreditar la condición de familiar a cargo.

(Artículo sustituido por art. 9º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del pri-
mer día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.)

Artículo 19 — (Artículo derogado por art. 17, punto 1 de la Ley N° 26.773 B.O. 26/10/2012)
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CAPÍTULO V
pREStACIONES EN ESpECIE

Artículo 20 —

1. Las ART otorgaran a los trabajadores que sufran algunas de las contingencias previstas en esta ley 
las siguientes prestaciones en especie:

a) Asistencia médica y farmacéutica:

b) Prótesis y ortopedia:

c) Rehabilitación;

d) Recalificación profesional; y

e) Servicio funerario.

2. Las ART podrán suspender las prestaciones dinerarias en caso de negativa injustificada del damni-
ficado, determinada por las comisiones médicas, a percibir las prestaciones en especie de los incisos 
a), c) y d).

3. Las prestaciones a que se hace referencia en el apartado 1, incisos a), b) y c) del presente articulo, 
se otorgaran a los damnificados hasta su curación completa o mientras subsistan los síntomas inca-
pacitantes, de acuerdo a como lo determine la reglamentación.

CAPÍTULO VI
DEtERmINACIóN y REvISIóN DE LAS INCApACIDADES

Artículo 21 — Comisiones médicas.

1. Las comisiones médicas y la Comisión Médica Central creadas por la ley 24.241 (artículo 51), 
serán las encargadas de determinar:

a) La naturaleza laboral del accidente o profesional de la enfermedad;

b) El carácter y grado de la incapacidad;
c) El contenido y alcances de las prestaciones en especie.

2. Estas comisiones podrán, asimismo, revisar el tipo, carácter y grado de la incapacidad, y —en las 
materias de su competencia— resolver cualquier discrepancia que pudiera surgir entre la ART y el 
damnificado o sus derechohabientes.

3. La reglamentación establecerá los procedimientos a observar por y ante las comisiones médicas, 
así como el régimen arancelario de las mismas.

4. En todos los casos el procedimiento será gratuito para el damnificado, incluyendo traslados y es-
tudios complementarios.
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5. En lo que respecta específicamente a la determinación de la naturaleza laboral del accidente 
prevista en el inciso a) del apartado 1 de este artículo y siempre que al iniciarse el trámite quedare 
planteada la divergencia sobre dicho aspecto, la Comisión actuante, garantizando el debido proceso, 
deberá requerir, conforme se establezca por vía reglamentaria, un dictamen jurídico previo para 
expedirse sobre dicha cuestión. (Apartado incorporado por art. 11 del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 
03/01/2001. Vigencia: a partir del primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín 
Oficial.)

Artículo 22 — Revisión de la incapacidad.

Hasta la declaración del carácter definitivo de la incapacidad y a solicitud del obligado al pago de las 
prestaciones o del damnificado, las comisiones médicas efectuaran nuevos exámenes para revisar el 
carácter y grado de incapacidad anteriormente reconocidos.

CAPÍTULO VII
RÉgImEN fINANCIERO

Artículo 23 — Cotización.

1. Las prestaciones previstas en esta Ley a cargo de las ART, se financiarán con una cuota mensual 
a cargo del empleador.

2. Para la determinación de la base imponible se aplicarán las reglas de la Ley 24.241 (artículo 9), 
incluyéndose todas las prestaciones que tengan carácter remuneratorio a los fines del SIJP.

3. La cuota debe ser declarada y abonada conjuntamente con los aportes y contribuciones que inte-
gran la CUSS. Su fiscalización, verificación y ejecución estará a cargo de la ART.

Artículo 24 — (Artículo derogado por art. 17, punto 1 de la Ley N° 26.773 B.O. 26/10/2012)

Artículo 25 — Tratamiento impositivo.

1. Las cuotas del articulo 23 constituyen gasto deducible a los efectos del impuesto a las ganancias.

2. Los contratos de afiliación a una ART están exentos de todo impuesto o tributo nacional.

3. El contrato de renta periódica goza de las mismas exenciones impositivas que el contrato de renta 
vitalicia provisional.

4. Invitase a las provincias a adoptar idénticas exenciones que las previstas en el apartado anterior.

5. Las reservas obligatorias de la ART están exentas de impuestos.

CAPÍTULO VIII
gEStIóN DE LAS pREStACIONES

Artículo 26 — Aseguradoras de Riesgo del Trabajo.
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1. Con la salvedad de los supuestos del régimen del autoseguro, la gestión de las prestaciones y demás 
acciones previstas en la LRT estará a cargo de entidades de derecho privado, previamente autoriza-
das por la SRT, y por la Superintendencia de Seguros de la Nación, denominadas “Aseguradoras de 
Riesgo del Trabajo” (ART), que reúnan los requisitos de solvencia financiera, capacidad de gestión, y 
demás recaudos previstos en esta ley, en la ley 20.091, y en sus reglamentos.

2. La autorización conferida a una ART será revocada:

a) Por las causas y procedimientos previstos en esta ley, en la ley 20.091, y en sus respectivos regla-
mentos;

b) Por omisión de otorgamiento integro y oportuno de las prestaciones de ésta LRT;

c) Cuando se verifiquen deficiencias graves en el cumplimiento de su objeto, que no sean subsanadas 
en los plazos que establezca la reglamentación.

3. Las ART tendrán como único objeto el otorgamiento de las prestaciones que establece esta ley, en 
el ámbito que —de conformidad con la reglamentación— ellas mismas determinen.

4. Las ART podrán, además, contratar con sus afiliados:

a) El otorgamiento de las prestaciones dinerarias previstas en la legislación laboral para los casos de 
accidentes y enfermedades inculpables; y,

b) La cobertura de las exigencias financieras derivadas de los juicios por accidentes y enfermedades 
de trabajo con fundamento en leyes anteriores.

Para estas dos operatorias la ART fijará libremente la prima, y llevará una gestión económica y finan-
ciera separada de la que corresponda al funcionamiento de la LRT.

Ambas operatorias estarán sometidas a la normativa general en materia de seguros. *

* 5. El capital mínimo necesario para la constitución de una ART será de tres millones de pesos ($ 
3.000.000) que deberá integrarse al momento de la constitución. El Poder Ejecutivo nacional podrá 
modificar el capital mínimo exigido, y establecer un mecanismo de movilidad del capital en función 
de los riesgos asumidos.

6. Los bienes destinados a respaldar las reservas de la ART no podrán ser afectados a obligaciones 
distintas a las derivadas de esta ley, ni aun en caso de liquidación de la entidad.

En este último caso, los bienes serán transferidos al Fondo de Reserva de la LRT.

7. Las ART deberán disponer, con carácter de servicio propio o contratado. de la infraestructura 
necesaria para proveer adecuadamente las prestaciones en especie previstas en esta ley. La contrata-
ción de estas prestaciones podrá realizarse con las obras sociales.

Artículo 27 — Afiliación.

1. Los empleadores no incluidos en el régimen de autoseguro deberán afiliarse obligatoriamente a la 
ART que libremente elijan, y declarar las altas y bajas que se produzcan en su plantel de trabajadores.

2. La ART no podrá rechazar la afiliación de ningún empleador incluido en su ámbito de actuación.
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3. La afiliación se celebrara en un contrato cuya forma, contenido, y plazo de vigencia determinara la SRT.

4. La renovación del contrato será automática, aplicándose el Régimen de Alícuotas vigente a la fecha 

de la renovación.

5. La rescisión del contrato de afiliación estará supeditada a la firma de un nuevo contrato por parte 

del empleador con otra ART o a su incorporación en el régimen de autoseguro.

6. La Aseguradora de Riesgos del Trabajo podrá extinguir el contrato de afiliación de un empleador 

en caso que se verifique la falta de pago de dos (2) cuotas mensuales, consecutivas o alternadas, o la 

acumulación de una deuda total equivalente a dos (2) cuotas, tomando como referencia la de mayor 

valor en el último año. La extinción del contrato deberá ajustarse a los requisitos, modalidades y 

plazos que determine la reglamentación. A partir de la extinción, el empleador se considerará no ase-

gurado y estará en la situación prevista en el apartado 1 del artículo 28 de esta ley. Sin perjuicio de 

ello, la aseguradora deberá otorgar prestaciones en especie, con los alcances previstos en el Capítulo 

V de esta ley, por las contingencias ocurridas dentro de los tres (3) meses posteriores a la extinción 

por falta de pago. La aseguradora podrá repetir del empleador el costo de las prestaciones otorgadas 

conforme lo dispuesto en el párrafo anterior. (Apartado sustituido por art. 12 de la Ley Nº 27.348 

B.O. 24/02/2017. Vigencia: de aplicación a las contingencias cuya primer manifestación invalidante 

resulte posterior a la entrada en vigencia de la presente ley)

Artículo 28 — Responsabilidad por omisiones.

1. Si el empleador no incluido en el régimen de autoseguro omitiera afiliarse a una ART, responderá 

directamente ante los beneficiarios por las prestaciones previstas en esta ley.

2. Si el empleador omitiera declarar su obligación de pago o la contratación de un trabajador, la ART 

otorgará las prestaciones, y podrá repetir del empleador el costo de éstas.

3. En el caso de los apartados anteriores el empleador deberá depositar las cuotas omitidas en la 

cuenta del Fondo de Garantía de la ART.

4. Si el empleador omitiera —total o parcialmente— el pago de las cuotas a su cargo, la ART otorgará 

las prestaciones, y podrá ejecutar contra el empleador las cotizaciones adeudadas.

Artículo 29 — Insuficiencia patrimonial.

Declarada judicialmente la insuficiencia patrimonial del empleador no asegurado, o en su caso au-

toasegurado, para asumir las obligaciones a su cargo, las prestaciones serán financiadas por la SRT 

con cargo al Fondo de Garantía de la LRT.

La insuficiencia patrimonial del empleador será probada a través del procedimiento sumarísimo 

previsto para las acciones meramente declarativas conforme se encuentre regulado en las distintas 

jurisdicciones donde la misma deba acreditarse.

Artículo 30 — Autoseguro.

Quienes hubiesen optado por el régimen de autoseguro deberán cumplir con las obligaciones que esta 

ley pone a cargo del empleador y a cargo de las ART, con la excepción de la afiliación, el aporte al 

Fondo de Reserva de la LRT y toda otra obligación incompatible con dicho régimen.
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CAPÍTULO
DERECHOS, DEBERES y pROHIBICIONES;

Artículo 31 — Derechos, deberes y prohibiciones.

1. Las Aseguradoras de Riesgos del Traba)o:

a) Denunciarán ante la SRT los incumplimientos de sus afiliados de las normas de higiene y seguridad 
en el trabajo, incluido el Plan de Mejoramiento;

b) Tendrán acceso a la información necesaria para cumplir con las prestaciones de la LRT:

c) Promoverán la prevención, informando a la Superintendencia de Riesgos del Trabajo acerca de los 
planes y programas exigidos a las empresas:

d) Mantendrán un registro de siniestralidad por establecimiento:

e) Informarán a los interesados acerca de la composición de la entidad, de sus balances, de su régi-
men de alícuotas, y demás elementos que determine la reglamentación:

f) No podrán fijar cuotas en violación a las normas de la LRT, ni destinar recursos a objetos distintos 
de los previstos por esta ley;

g) No podrán realizar exámenes psicofísicos a los trabajadores, con carácter previo a la celebración 
de un contrato de aflicción.

2. Los empleadores:

a) Recibirán información de la ART respecto del régimen de alícuotas y de las prestaciones, así como 
asesoramiento en materia de prevención de riesgos:

b) Notificarán a los trabajadores acerca de la identidad de la ART a la que se encuentren afiliados;
c) Denunciarán a la ART y a la SRT los accidentes y enfermedades profesionales que se produzcan 
en sus establecimientos;

d) Cumplirán con las normas de higiene y seguridad, incluido el plan de mejoramiento:
e) Mantendrán un registro de siniestralidad por establecimiento.

3. Los trabajadores:

a) Recibirán de su empleador información y capacitación en materia de prevención de riesgos del 
trabajo, debiendo participar en las acciones preventivas;

b) Cumplirán con las normas de higiene y seguridad, incluido el plan de mejoramiento, así como con 
las medidas de recalificación profesional;

c) Informaran al empleador los hechos que conozcan relacionados con los riesgos del trabajo;

d) Se someterán a los exámenes medicas y a los tratamientos de rehabilitación;

e) Denunciarán ante el empleador los accidentes y enfermedades profesionales que sufran.
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Artículo 32 — Sanciones.

1. El incumplimiento por parte de empleadores autoasegurados, de las ART las compañías de seguros 

de retiro de obligaciones a su cargo, será sancionado una multa de 20 a 2.000 AMPOs (Aporte Medio 

Previsional Obligatorio), si no resultare un delito más severamente penado.

2. El incumplimiento de los empleadores autoasegurados, de las ART y de las companías de seguros 

de retiro, de las prestaciones establecidas en el artículo 20, apartado 1 inciso a) (Asistencia medica y 

farmacéutica), será reprimido con la pena prevista en el artículo 106 del Código Penal.

3. Si el incumplimiento consistiera en la omisión de abonar las cuotas o de declarar su pago, el em-

pleador será sancionado con prisión, de seis meses a cuatro años.

4. El incumplimiento del emplea autoasegurado, de las ART y de las companías de seguros de retiro 

de las prestaciones dinerarias a su cargo, o de los aportes a fondos creados por esta ley será sanción 

con prisión de dos a seis años.

5. Cuando se trate de personas jurídicas la pena de prisión se aplicará a los directores, gerentes, sín-

dicos, miembros del consejo vigilancia, administradores, mandatarios o representantes que hubiesen 

intervenido e hecho punible.

6. Los delitos tipificados en los apartado 3 y 4 del presente artículo se configurarán cuando el obli-

gado no diese cumplimiento a los deberes aludidos dentro de los quince días corrido intimado a ello 

en su domicilio legal.

7. Será competente para entender en delitos previstos en los apartados 3 y 4 presente artículo la 

justicia federal.

CAPÍTULO X
fONDO DE LA gARANtIA DE LA LRt

Artículo 33 — Creación y recursos.

1. Créase el Fondo de Garantía de la LRI cuyos recursos se abonarán las prestaciones en caso de 

insuficiencia patrimonial del empleador, judicialmente declarada.

2. Para que opere la garantía del apartado anterior, los beneficiarios o la ART en su caso, deberán rea-

lizar las gestiones indispensables para ejecutar la sentencia y solicitar la declaración de insuficiencia 

patrimonial en los plazos que fije la reglamentación.

3. El Fondo de Garantía de la LRT será administrado por la SRT y contará con los siguientes recursos:

a) Los previstos en esta ley, incluido el importe de las multas por incumplimiento de las normas sobre 

daños del trabajo y de las normas de higiene y seguridad:

b) Una contribución a cargo de los empleadores privados autoasegurados, a fijar por el Poder Ejecu-

tivo nacional, no inferior al aporte equivalente al previsto en el artículo 34.2;
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c) Las cantidades recuperadas por la SRT de los empleadores en situación de insuficiencia patrimonial;

d) Las rentas producidas por los recursos del Fondo de Garantía de la LRT, y las sumas que le trans-

fiera la SRT:

e) Donaciones y legados:

4. Los excedentes del fondo, así como también las donaciones y legados al mismo, tendrán como 

destino único apoyar las investigaciones, actividades de capacitación, publicaciones y campañas pu-

blicitarias que tengan como fin disminuir los impactos desfavorables en la salud de los trabajadores. 

Estos fondos serán administrados y utilizados en las condiciones que prevea la reglamentación.

CAPÍTULO XI
fONDO DE RESERvA DE LA LRt

Artículo 34 — Creación y recursos.

1. Créase d Fondo de Reserva de la LRT con cuyos recursos se abonarán o contratarán las prestacio-

nes a cargo de la ART que éstas dejarán de abonar como consecuencia, de su liquidación.

2. Este fondo será administrado por la Superintendencia de Seguros de la Nación, y se formará con 

los recursos previstos en esta ley, y con un aporte a cargo de las ART cuyo monto será anualmente 

fijado por el Poder Ejecutivo Nacional.

CAPÍTULO XII
ENtES DE REguLACIóN y SupERvISIóN DE LA LRt

Artículo 35 — Creación.

Créase la Superintendencia de Riesgos de Trabajo (SRT), como entidad autárquica en jurisdicción 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación. La SRT absorberá las funciones y atribu-
ciones qué actualmente desempeña la Dirección Nacional de Salud y Seguridad en el Trabajo.

Artículo 36 — Funciones.

1. La SRT tendrá las funciones que esta ley I asigna y. en especial, las siguientes:

a) Controlar el cumplimiento de las norma de higiene y seguridad en el trabajo pudiendo dictar las 
disposiciones complementarias que resulten de delegaciones de esta ley o de lo Decretos reglamen-
tarios:

b) Supervisar y fiscalizar el funcionamiento de las ART;

c) Imponer las sanciones previstas en est ley;
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d) Requerir la información necesaria para cumplimiento de sus competencias, pudiendo peticionar 
órdenes de allanamiento y el auxilio de la fuerza pública;

e) Dictar su reglamento interno, administrar su patrimonio, gestionar el Fondo de Garantía, determi-
nar su estructura organizativa y su régimen interno de gestión de recursos humanos;

f) Mantener el Registro Nacional de Incapacidades Laborales en el cual se registrarán los datos identi-
ficatorios del damnificado y su empresa, época del infortunio. prestaciones abonadas, incapacidades 
reclamadas y además, deberá elaborar los índices de siniestralidad;

g) Supervisar y fiscalizar a las empresas autoaseguradas y el cumplimiento de las normas de higiene 
y seguridad del trabajo en ellas.

2. La Superintendencia de Seguros de la Nación tendrá las funciones que le confieren esta ley, la ley 
20.091, y sus reglamentos.

Artículo 37 — Financiamiento. 

Los gastos de los entes de supervisión y control serán financiados por las Aseguradoras de Riesgos del 
Trabajo, los empleadores autoasegurados públicos provinciales y los empleadores autoasegurados, 
conforme aquellos entes lo determinen.

En ningún supuesto dicha contribución podrá superar:

a) En el caso de las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo, el uno coma cuatro por ciento (1,4 %) del 
total de los importes percibidos por cuotas de contratos de afiliación.
b) En el caso de los empleadores públicos autoasegurados y los empleadores autoasegurados, el cero 
coma cinco por mil (0,5‰) de su masa salarial promedio de los últimos seis (6) meses.
(Artículo sustituido por art. 13 de la Ley Nº 27.348 B.O. 24/02/2017)

Artículo 38 — Autoridades y régimen del personal.

1. Un superintendente, designado por el Poder Ejecutivo Nacional previo proceso de selección, será 
la máxima autoridad de la SRT.

2. La remuneración del superintendente y de los funcionarios superiores del organismo serán fijadas 
por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación.

3. Las relaciones del personal con la SRT se regirán por la legislación laboral.

CAPÍTULO XIII
RESpONSABILIDAD CIvIL DEL EmpLEADOR

Artículo 39 — Responsabilidad civil.

1. (Inciso derogado por art. 17, punto 1 de la Ley N° 26.773 B.O. 26/10/2012)

2. (Inciso derogado por art. 17, punto 1 de la Ley N° 26.773 B.O. 26/10/2012)
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3. (Inciso derogado por art. 17, punto 1 de la Ley N° 26.773 B.O. 26/10/2012)

4. Si alguna de las contingencias previstas en el artículo 6. de esta ley hubieran sido causadas por 
un tercero, el damnificado o sus derechohabientes podrán reclamar del responsable la reparación 
de los daños y perjuicios que pudieren corresponderle de acuerdo con las normas del Código Civil. 
de las que se deducirá el valor de las prestaciones que haya percibido o deba recibir de la ART o del 
empleador autoasegurado.

5. En los supuestos de los apartados anteriores, la ART o el empleador autoasegurado, según corres-
ponda, están obligados a otorgar al damnificado o a sus derechohabientes la totalidad de las presta-
ciones prescriptas en esta ley, pero podrán repetir del responsable del daño causado el valor de las 
que hubieran abonado, otorgado o contratado.

CAPÍTULO XIV
óRgANO tRIpARtItO DE pARtICIpACIóN

Artículo 40 — Comité Consultivo Permanente.

1. Créase el Comité Consultivo Permanente de la LRT, integrado por cuatro representantes del Go-
bierno, cuatro representantes de la CGT, cuatro representantes de las organizaciones de empleado-
res, dos de los cuales serán designados por el sector de la pequeña y mediana empresa, y presidido 
por el Ministro de Trabajo y Seguridad Social de la Nación.
El Comité aprobará por consenso su reglamento interno, y podrá proponer modificaciones a la nor-
mativa sobre riesgos del trabajo y al régimen de higiene y seguridad en el trabajo.
(Nota Infoleg: por art. 9° de la Ley Nº 27.348 B.O. 24/02/2017 se incorpora como miembros del Co-
mité Consultivo Permanente creado por el presente artículo, a dos (2) representantes de las jurisdic-
ciones que hayan optado por el régimen de Autoseguro Público Provincial, los que se integrarán a la 
representación del sector gubernamental.)

2. Este comité tendrá funciones consultivas en las siguientes materias:

a) Reglamentación de esta ley;

b) Listado de enfermedades profesionales previo dictamen de la Comisión Médica Central; (Inciso 
sustituido por art. 12 del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del primer día del 
mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.)

c) Tablas de evaluación de incapacidad laborales;

d) Determinación del alcance de las prestaciones en especie;

e) Acciones de prevención de los riesgos del trabajo;

f) Indicadores determinantes de la solvencia económica financiera de las empresas que pretendan 
autoasegurarse;

g) Definición del cronograma de etapas de las prestaciones dinerarias;

i) Determinación de las pautas y contenidos del plan de mejoramiento.
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3. En las materias indicadas, la autoridad de aplicación deberá consultar al comité con carácter pre-
vio a la adopción de las medidas correspondientes.

Los dictámenes del comité en relación con los incisos b), c). d) y f) del punto anterior, tendrán ca-
rácter vinculante.

En caso de no alcanzar unanimidad, la materia en consulta será sometida al arbitraje del Presidente 
del Comité Consultivo Permanente de la LRT previsto en el inciso 1, quien laudara entre las propues-
tas elevadas por los sectores representados.

El listado de enfermedades profesionales deberá confeccionarse teniendo en cuenta la causa directa 
de la enfermedad con las tareas cumplidas por el trabajador y por las condiciones medio ambientales 
de trabajo.

CAPÍTULO XV
NORmAS gENERALES y COmpLEmENtARIAS

Artículo 41 — Normas aplicables.

1. En las materias no reguladas expresamente por esta ley, y en cuanto resulte compatible con la 
misma, será de aplicación supletoria la ley 20.091.

2. No es aplicable al régimen de esta ley, el artículo 188 de la ley 24.241.
Artículo 42 — Negociación colectiva.
La negociación colectiva laboral podrá:

a) Crear Aseguradoras de Riesgos de Trabajo in fines de lucro, preservando el principio de libre afilia-
ción de los empleadores comprendidos en el ámbito del Convenio Colectivo de Trabajo;

b) Definir medidas de prevención de los riesgos derivados del trabajo y de mejoramiento de las con-
diciones de trabajo.

Artículo 43 — Denuncia.

1. El derecho a recibir las prestaciones de esta ley comienza a partir de la denuncia de los hechos 
causantes de daños derivados del trabajo.

2. La reglamentación determinará los requisitos de esta denuncia.

Artículo 44 — Prescripción.

1. Las acciones derivadas de esta ley prescriben a los dos años a contar de la fecha en que la presta-
ción debió ser abonada o prestada y, en todo caso, a los dos años desde el cese de la relación laboral.

2. Prescriben a los 10 (diez) años a contar desde la fecha en que debió efectuarse el pago, las acciones 
de los entes gestores y de los de la regulación y supervisión de esta ley, para reclamar el pago de sus 
acreencias.

Artículo 45 — Situaciones especiales.
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Encomiéndase al Poder Ejecutivo de la Nación el dictado de normas complementarias en materia de:

a) Pluriempleo;

b) Relaciones laborales de duración determinada y a tiempo parcial;

c) Sucesión de siniestros: y

d) Trabajador jubilado o con jubilación postergada.

Esta facultad esta restringida al dictado de normas complementarias que hagan a la aplicación y 
cumplimiento de la presente ley.

Artículo 46 — Competencia judicial.

1. Una vez agotada la instancia prevista ante las comisiones médicas jurisdiccionales las partes po-
drán solicitar la revisión de la resolución ante la Comisión Médica Central.

El trabajador tendrá opción de interponer recurso contra lo dispuesto por la comisión médica juris-
diccional ante la justicia ordinaria del fuero laboral de la jurisdicción provincial o de la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires según corresponda al domicilio de la comisión médica que intervino.
La decisión de la Comisión Médica Central será susceptible de recurso directo, por cualquiera de 
las partes, el que deberá ser interpuesto ante los tribunales de alzada con competencia laboral o, de 
no existir éstos, ante los tribunales de instancia única con igual competencia, correspondientes a la 
jurisdicción del domicilio de la comisión médica jurisdiccional que intervino.
Los recursos interpuestos procederán en relación y con efecto suspensivo, a excepción de los siguien-
tes casos, en los que procederán con efecto devolutivo:

a) cuando medie apelación de la A.R.T. ante la Comisión Médica Central en el caso previsto en el 
artículo 6°, apartado 2, punto c) de la ley 24.557, sustituido por el artículo 2° del decreto 1278/2000;

b) cuando medie apelación de la A.R.T. ante la Comisión Médica Central, en caso de reagravamiento 
del accidente de trabajo o de la enfermedad profesional.

El recurso interpuesto por el trabajador atraerá al que eventualmente interponga la aseguradora de 
riesgos del trabajo ante la Comisión Médica Central y la sentencia que se dicte en instancia laboral 
resultará vinculante para todas las partes.

Los decisorios que dicten las comisiones médicas jurisdiccionales o la Comisión Médica Central que 
no fueren motivo de recurso alguno por las partes así como las resoluciones homologatorias, pasarán 
en autoridad de cosa juzgada administrativa en los términos del artículo 15 de la ley 20.744 (t.o. 
1976).

Las resoluciones de la respectiva comisión médica jurisdiccional y de la Comisión Médica Central 
deberán ser notificadas a las partes y al empleador.

Para todos los supuestos, resultará de aplicación lo dispuesto en el artículo 9° de la ley 26.773.

Todas las medidas de prueba producidas en cualquier instancia serán gratuitas para el trabajador.

(Apartado sustituido por art. 14 de la Ley Nº 27.348 B.O. 24/02/2017)
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2. Para la acción derivada del artículo 1072 del Código Civil en la Capital Federal será competente 
la justicia civil.

Invitase a las provincias para que determinen la competencia en esta materia según el criterio esta-
blecido precedentemente.

3. El cobro de cuotas, recargos e intereses adeudados a las ART así como las multas, contribuciones a 
cargo de los empleadores privados autoasegurados y aportes de las ART, se harán efectivos por la vía 
del apremio regulado en los códigos procesales civiles y comerciales de cada jurisdicción, sirviendo 
de suficiente titulo ejecutivo el certificado de deuda expedido por la ART o por la SRT.

En la Capital Federal se podrá optar por la justicia nacional con competencia en lo laboral o por los 
juzgados con competencia en lo civil o comercial.

En las provincias serán los tribunales con competencia civil o comercial.

Artículo 47 — Concurrencia.

1. Las prestaciones serán abonadas, otorgadas o contratadas a favor del damnificado o sus derecho-
habientes, según el caso, por la ART a la que se hayan efectuado o debido efectuarse las cotizaciones 
a la fecha de la primera manifestación invalidante.
Cuando la contingencia se hubiera originado en un proceso desarrollado a través del tiempo y en 
circunstancias tales que se demostrara que hubo cotización o hubiera debido haber cotización a dife-
rentes ART;; la ART obligada al pago según el párrafo anterior podrá repetir de las restantes los costos 
de las prestaciones abonadas u otorgadas a los pagos efectuados, en la proporción en la que cada una 
de ellas sea responsable conforme al tiempo e intensidad de exposición al riesgo.

Las discrepancias que se originen en torno al origen de la contingencia y las que pudieran plantearse 
en la aplicación de los párrafos anteriores, deberán ser sometidas a la SRT.

2. Cuando la primera manifestación invalidante se produzca en circunstancia en que no exista ni 
deba existir cotización a una ART las prestaciones serán otorgadas, abonadas, o contratadas por la 
última ART a la que se hayan efectuado o debido efectuarse las cotizaciones y en su caso serán de 
aplicación las reglas del apartado anterior.

Artículo 48 — Fondos de garantía y de reserva.

1. Los fondos de garantía y de reserva se financiaran exclusivamente con los recursos previstos por la 
presente ley. Dichos recursos son inembargables frente a beneficiarios y terceros.

2. Dichos fondos no formarán parte del presupuesto general de la administración nacional.

Artículo 49 — Disposiciones adicionales y finales.

Disposiciones adicionales

PRIMERA: Modificación de la ley 20.744.

Sustitúyese el artículo 75 de la ley 20.744 por el siguiente texto:

1. El empleador esta obligado a observar las normas legales sobre higiene y seguridad en el trabajo. y 
a hacer observar las pausas y limitaciones a la duración del trabajo establecidas en el ordenamiento 
legal.
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2. Los daños que sufra el trabajador como consecuencia del incumplimiento de las obligaciones del 
apartado anterior, se regirán por las normas que regulan la reparación de los daños provocados por 
accidentes en el trabado y enfermedades profesionales, dando lugar únicamente a las prestaciones 
en ellas establecidas.

SEGUNDA: Modificaciones a la ley 24.241.

Sustitúyese el artículo 177 de la ley 24.241 por el siguiente texto:

El seguro del articulo anterior sólo podrá ser celebrado por las entidades aseguradoras que limiten en 
forma exclusiva su objeto a esta cobertura y a las prestaciones de pago periódico previstas en la Ley 
de Riesgos del Trabajo.

Tales entidades podrán operar en otros seguros de personas, que resulten complementarios de las 
coberturas de seguros de retiro, deberán estar autorizadas por la Superintendencia de Seguros de la 
Nación, y su razón social deberá contener la expresión “seguros de retiro”.

TERCERA: Modificaciones a la ley 24.028.

Reemplázase el primer párrafo del articulo 15 de la ley 24.028 por el siguiente:
El trabajador que sufra un daño psicofísico por el hecho o en ocasión del trabaja durante el tiempo 
que estuviese a disposición del empleador. Deberá —previo al inicio de cualquier acción Judicial— 
denunciarlo, a fin de iniciar el procedimiento administrativo obligatorio de conciliación, ante la au-
toridad administrativa del trabajo. Los jueces no darán traslado de las demandas que no acrediten el 
cumplimiento de esta obligación.

CUARTA: Compañías de seguros.

1. Las aseguradoras que a la fecha de promulgación de esta ley se encuentren operando en la rama 
de accidentes de trabajo podrán:

a) Gestionar las prestaciones y demás acciones previstas en la LRT, siendo sujeto, exclusivamente en 
lo referente a los riesgos del trabajo, de idénticos derechos y obligaciones que las ART, a excepción 
de la posibilidad de contratar con un beneficiario una renta periódica, de la obligación de tener objeto 
único y las exigencias de capitales mínimos. En este último caso, serán de aplicación las normas que 
rigen la actividad aseguradora general. Recibirán además igual, tratamiento impositivo que las ART.

Los bienes que respalden las reservas derivadas de esta operatoria estarán sujetos al régimen de esta 
LRT, deberán ser registrados y expresados separadamente de los correspondientes al resto de sus 
actividades, y no podrán ser afectados al respaldo de otros compromisos.

En caso de liquidación, estos bienes serán transferidos al Fondo de Reserva de la LRT y no podrán 
ser afectados por créditos o acciones originados en otras operatorias.

b) Convenir con una ART la transferencia de la totalidad de los siniestros pendientes como conse-
cuencia de esa operatoria, a la fecha que determine la Superintendencia de Seguros de la Nación 
debiendo, en tal caso ceder igualmente los activos que respalden la totalidad de dichos pasivos.

QUINTA Contingencias anteriores.

1. Las contingencias que sean puestas en conocimiento del empleador, con posterioridad a la entra-
da. en vigencia de esta ley darán derecho únicamente a las prestaciones de la LRT, aun cuando la 
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contingencia fuera anterior, y siempre que no hubiere prescripto el derecho conforme a las normas 
de esta ley.

2. En este supuesto el otorgamiento de las prestaciones estará a cargo de la ART a la que el empleador se 
encuentre afiliado, a menos que hubiere optado por el régimen de autoseguro o que la relación laboral 
con el damnificado se hubiere extinguido con anterioridad a la afiliación del empleador a la ART.

DISPOSICIONES FINALES
PrIMErA: 
Esta LRT entrará en vigencia una vez que el comité consultivo permanente apruebe por consenso el 
listado de enfermedades profesionales y la tabla de evaluación de incapacidades.

Tal aprobación deberá producirse dentro de los 180 días desde la promulgación de esta ley

Hasta tanto el comité consultivo permanente se expida, el Poder Ejecutivo Nacional se encuentra 
facultado por única vez y con carácter provisorio a dictar una lista de enfermedades y la tabla de 
evaluación de incapacidades.
(Nota Infoleg: Por art. 2º del Decreto Nº 659/1996 se establece como fecha de entrada en vigencia de 
la presente Ley, el día 1 de julio de 1996.)

SEGuNDA:
1. El régimen de prestaciones dinerarias previsto en esta ley entrara en vigencia en forma progresiva. 
Para ello se definirá un cronograma integrado por varias etapas previendo alcanzar el régimen defini-
tivo dentro de los tres años siguientes a partir de la vigencia de esta ley.

2. El paso de una etapa a la siguiente estará condicionado a que la cuota promedio a cargo de los em-
pleadores asegurados permanezca por debajo del 3 % de la nómina salarial. En caso que este supuesto 
no se verifique se suspenderá transitoriamente la aplicación del cronograma hasta tanto existan evi-
dencias de que el tránsito entre una etapa a otra no implique superar dicha meta de costos.

3. Durante la primera etapa el régimen de prestaciones dinerarias correspondiente a la incapacidad 
permanente parcial será el siguiente:

Para el caso en que el porcentaje de incapacidad permanente fuera igual o superior al 50 % e inferior 
al 66 % y mientras dure la situación de provisionalidad, el damnificado percibirá una prestación de 
pago mensual cuya cuantía será igual al porcentaje de incapacidad multiplicado por el 55 % del valor 
mensual del ingreso base, con más las asignaciones familiares correspondientes. Una vez finalizada 
la etapa de provisionalidad se abonará una renta, periódica cuyo monto será igual al porcentaje de 
incapacidad multiplicado por el 55 % del valor mensual del ingreso base con más las asignaciones 
familiares correspondientes. En ningún caso el valor actual esperado de la renta periódica en esta 
primera etapa podrá ser superior a $ 55.000. Este límite se elevará automáticamente a $ 110.000. 
cuando el Comité Consultivo Permanente resuelva el paso de la primera etapa a la siguiente.

En el caso de que el porcentaje de incapacidad sea inferior al 50 % se abonará, una indemnización de 
pago único cuya cuantía será igual a 43 veces el valor mensual del ingreso base multiplicado por el 
porcentaje de incapacidad y por el coeficiente que resultará de dividir el número 65 por la edad del 
damnificado a la fecha de la primera manifestación invalidante.

Esa suma en ningún caso será superior a la cantidad que resulte de multiplicar 55.000 por el porcen-
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taje de incapacidad.

tErcErA:
1. La .LRT no será de aplicación a las acciones judiciales iniciadas con anterioridad a su vigencia 
salvo lo dispuesto en el apartado siguiente.

2. Las disposiciones adicionales primera y~ tercera entrarán en vigencia en la fecha de promulgación 
de la presente ley.

3. A partir de la vigencia de la presente ley, deróganse la ley 24.028; sus normas complementarias y 
reglamentarias y toda otra norma que se oponga a la presente.

Artículo 50 — Sustitúyese el artículo 51 de la ley 24.241 por el siguiente:

Artículo 51: Las comisiones médicas y la Comisión Médica Central estarán integradas por cinco (5} 
médicos que serán designados: tres (3) por la Superintendencia de Administradoras de Fondos de 
Jubilaciones y Pensiones y, dos (2) por la Superintendencia de Riesgos del Trabajo, los que serán. 
seleccionados por concurso público de oposición y antecedentes. Contarán con la colaboración de 
personal profesional, técnico y administrativo.
Los gastos que demande el funcionamiento de las comisiones serán financiados por las Administrado-
ras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones y las Aseguradoras del Riesgo del Trabajo, en e porcentaje 
que fije la reglamentación.

Como mínimo funcionará una comisión médica en cada provincia y otra en la ciudad de Buenos Aires.

Artículo 51 — Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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LEy EmpLEO - 24.013
Ámbito de aplicación, objetivos y competencias. Regularización del empleo no registrado. Promoción 
y defensa del empleo. Protección de los trabajadores desempleados. Servicios de formación, de empleo 
y de estadísticas. Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil. 
Salario mínimo, vital y móvil. Financiamiento. Organismo de Contralor. Prestación Transitoria por 
Desempleo. Indemnización por despido injustificado. Disposiciones Transitorias.

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con 
fuerza de Ley

TÍTULO I
ámBItO DE ApLICACIóN, OBjEtIvOS y COmpEtENCIAS

CAPÍTULO ÚNICO
Artículo 1° — Las acciones del Poder Ejecutivo dirigidas a mejorar la situación socioeconómica 
de la población adoptarán como un eje principal la política de empleo, entendido éste como situación 
social jurídicamente configurada. Dicha política, que a través de los mecanismos previstos en esta 
ley tiende a hacer operativo el derecho constitucional a trabajar, integra en forma coordinada las 
políticas económico sociales.

Artículo 2º — Son objetivos de esta ley:

a) Promover la creación del empleo productivo a través de las distintas acciones e instrumentos con-
tenidos en las diferentes políticas del gobierno nacional, así como a través de programas y medidas 
específicas de fomento del empleo;

b) Prevenir y regular las repercusiones de los procesos de reconversión productiva y de reforma es-
tructural sobre el empleo, sin perjuicio de salvaguardar los objetivos esenciales de dichos procesos;

c) Inducir la transferencia de las personas ocupadas en actividades urbanas o rurales de baja produc-
tividad e ingresos, a otras actividades de mayor productividad;

d) Fomentar las oportunidades de empleo para los grupos que enfrentan mayores dificultades de 
inserción laboral;

e) Incorporar la formación profesional como componente básico de las políticas y programas de 
empleo;

f) Promover el desarrollo de políticas tendientes a incrementar la producción y la productividad;

g) Atender la movilidad sectorial y geográfica de la mano de obra, de modo de contribuir a una mayor 
adecuación entre la disponibilidad de mano de obra y la generación de puestos de trabajo; h) Orga-
nizar un sistema eficaz de protección a los trabajadores desocupados;
i) Establecer mecanismos adecuados para la operatoria del régimen del salario mínimo, vital y móvil;
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j) Promover la regularización de las relaciones laborales, desalentando las prácticas evasoras;

k) Implementar mecanismos de participación tripartita y federal en el nivel de toma de decisiones, y 
de federalización y descentralización municipal en el nivel de ejecución y gestión.

Artículo 3º — La política de empleo comprende las acciones de prevención y sanción del empleo 
no registrado, de servicios de empleo, de promoción y defensa del empleo, de protección a trabaja-
dores desempleados, de formación y orientación profesional para el empleo y las demás previstas en 
esta ley. Su formulación y ejecución es misión del Poder Ejecutivo a través de la acción coordinada 
de sus distintos organismos.

Artículo 4º — Inclúyense como incisos 21, 22 y 23 del artículo 23 de la Ley de Ministerios (t.o. 
1983) los siguientes:

21. Entender en la elaboración de políticas y programas de empleo.

22. Entender en la elaboración de estadísticas, estudios y encuestas que proporcionen un mejor co-
nocimiento de la problemática del empleo, la formación profesional y los ingresos.

23. Intervenir en la definición de contenidos y el diseño de los censos y encuestas que realicen los 
organismos oficiales, en lo referente al empleo, la formación profesional y los ingresos.

Artículo 5º — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social será la autoridad de aplicación de esta 
ley y deberá elaborar regularmente el Plan Nacional de Empleo y Formación Profesional. Asimismo, 
podrá delegar las facultades de policía derivadas de la aplicación de políticas fijadas por esta ley me-
diante convenios celebrados con las provincias.

Artículo 6º — El Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, es-
tablecerá un mecanismo de coordinación interministerial para facilitar la aplicación de esta ley que 
asegure una fluida información, la adopción de criterios comunes y una adecuada ejecución de las 
medidas.

TÍTULO II
DE LA REguLARIzACIóN DEL EmpLEO NO REgIStRADO

CAPÍTULO I
EmpLEO NO REgIStRADO

Artículo 7º — Se entiende que la relación o contrato de trabajo ha sido registrado cuando el 
empleador hubiere inscripto al trabajador:

a) En el libro especial del artículo 52 de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976) o en la documenta-
ción laboral que haga sus veces, según lo previsto en los regímenes jurídicos particulares;

b) En los registros mencionados en el artículo 18, inciso a).
Las relaciones laborales que no cumplieren con los requisitos fijados en los incisos precedentes se 
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considerarán no registradas.

Artículo 8º — El empleador que no registrare una relación laboral abonará al trabajador afec-
tado una indemnización equivalente a una cuarta parte de las remuneraciones devengadas desde el 
comienzo de la vinculación, computadas a valores reajustados de acuerdo a la normativa vigente.

En ningún caso esta indemnización podrá ser inferior a tres veces el importe mensual del salario que 
resulte de la aplicación del artículo 245 de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976).

Artículo 9º — El empleador que consignare en la documentación laboral una fecha de ingreso 
posterior a la real, abonará al trabajador afectado una indemnización equivalente a la cuarta parte 
del importe de las remuneraciones devengadas desde la fecha de ingreso hasta la fecha falsamente 
consignada, computadas a valores reajustados de acuerdo a la normativa vigente.

Artículo 10 — El empleador que consignare en la documentación laboral una remuneración 
menor que la percibida por el trabajador, abonará a éste una indemnización equivalente a la cuarta 
parte del importe de las remuneraciones devengadas y no registradas, debidamente reajustadas desde 
la fecha en que comenzó a consignarse indebidamente el monto de la remuneración.

Artículo 11 — Las indemnizaciones previstas en los artículos 8°, 9° y 10 procederán cuando el traba-
jador o la asociación sindical que lo representen cumplimente en forma fehaciente las siguientes acciones:

a. intime al empleador a fin de que proceda a la inscripción, establezca la fecha real de ingreso o el 
verdadero monto de las remuneraciones, y b. proceda de inmediato y, en todo caso, no después de 
las 24 horas hábiles siguientes, a remitir a la Administración Federal de Ingresos Públicos copia del 
requerimiento previsto en el inciso anterior.

Con la intimación el trabajador deberá indicar la real fecha de ingreso y las circunstancias verídicas 
que permitan calificar a la inscripción como defectuosa. Si el empleador contestare y diere total 
cumplimiento a la intimación dentro del plazo de los treinta días, quedará eximido del pago de las 
indemnizaciones antes indicadas.

A los efectos de lo dispuesto en los artículos 8°, 9° y 10 de esta ley, solo se computarán remuneracio-
nes devengadas hasta los dos años anteriores a la fecha de su entrada en vigencia.

(Artículo sustituido por art. 47 de la Ley N° 25.345 B.O. 17/11/2000)

Artículo 12 — El empleador que registrare espontáneamente y comunicare de modo fehaciente 
al trabajador dentro de los 90 días de la vigencia de esta ley las relaciones laborales establecidas con 
anterioridad a dicha vigencia y no registradas, quedará eximido del pago de los aportes, contribu-
ciones, multas y recargos adeudados, incluyendo obras sociales, emergentes de esa falta de registro.

El empleador que, dentro del mismo plazo, rectificare la falsa fecha de ingreso o consignare el ver-
dadero monto de la remuneración de una relación laboral establecida con anterioridad a la vigencia 
de esta ley y comunicare simultánea y fehacientemente al trabajador esta circunstancia, quedará 
eximido del pago de los aportes, contribuciones, multas y recargos adeudados hasta la fecha de esa 
vigencia, derivados del registro insuficiente o tardío.

No quedan comprendidas en este supuesto las deudas verificadas administrativa o judicialmente.

A los fines previsionales, las relaciones laborales registradas según lo dispuesto en este artículo:

a) Podrán computarse como tiempo efectivo de servicio;
b) No acreditarán aportes ni monto de remuneraciones.
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Artículo 13 — En los casos previstos en el artículo anterior el empleador quedará eximido del 
pago de las indemnizaciones que correspondieren por aplicación de los artículos 8, 9 y 10 de la pre-
sente ley.

Artículo 14 — Para la percepción de las indemnizaciones previstas en los artículos 8, 9 y 10 de 
la presente ley, no será requisito necesario la previa extinción de la relación de trabajo.

Artículo 15 — Si el empleador despidiere sin causa justificada al trabajador dentro de los dos 
años desde que se le hubiere cursado de modo justificado la intimación prevista en el artículo 11, 
el trabajador despedido tendrá derecho a percibir el doble de las indemnizaciones que le hubieren 
correspondido como consecuencia del despido. Si el empleador otorgare efectivamente el preaviso, 
su plazo también se duplicará.

La duplicación de las indemnizaciones tendrá igualmente lugar cuando fuere el trabajador el que 
hiciere denuncia del contrato de trabajo fundado en justa causa, salvo que la causa invocada no tu-
viera vinculación con las previstas en los artículos 8, 9 y 10, y que el empleador acreditare de modo 
fehaciente que su conducta no ha tenido por objeto inducir al trabajador a colocarse en situación de 
despido.

Artículo 16 — Cuando las características de la relación existente entre las partes pudieran haber 
generado en el empleador una razonable duda acerca de la aplicación de la Ley de Contrato de Tra-
bajo (t.o. 1976), el juez o tribunal podrá reducir la indemnización prevista en el artículo 8, hasta una 
suma no inferior a dos veces el importe mensual del salario que resulte de la aplicación del artículo 
245 de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976).

Con igual fundamento los jueces podrán reducir el monto de la indemnización establecida en el artí-
culo anterior hasta la eliminación de la duplicación allí prevista.

Artículo 17 — Será nulo y sin ningún valor todo pago por los conceptos indicados en los artículos 
8, 9 y 10 que no se realizare ante la autoridad administrativa o judicial.

Dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha en que quede firme la resolución que reconozca 
el derecho a percibir dichas indemnizaciones o de la resolución homologatoria del acuerdo conci-
liatorio o transaccional que versare sobre ellas, la autoridad administrativa o judicial, según el caso, 
deberá poner en conocimiento del Sistema Unico de Registro Laboral o, hasta su efectivo funciona-
miento, del Instituto Nacional de Previsión Social, Caja de asignaciones y subsidios familiares y obras 
sociales, las siguientes circunstancias:

a) Nombre íntegro o razón social del empleador y su domicilio;

b) Nombre y apellido del trabajador;

c) Fecha de comienzo y fin de la vinculación laboral si ésta se hubiere extinguido;

d) Monto de las remuneraciones.

Constituirá falta grave del funcionario actuante si éste no cursare la comunicación referida en el 
plazo establecido.

No se procederá al archivo del expediente judicial o administrativo respectivo hasta que el funcionario 
competente dejare constancia de haberse efectuado las comunicaciones ordenadas en este artículo.
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CAPÍTULO II
DEL SIStEmA uNICO DE REgIStRO LABORAL

Artículo 18 — El Sistema Unico de Registro Laboral concentrará los siguientes registros:

a) la inscripción del empleador y la afiliación del trabajador al Instituto Nacional de Previsión Social, 

a las cajas de subsidios familiares y a la obra social correspondiente;

b) (Inciso derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

c) el registro de los trabajadores beneficiarios del sistema integral de prestaciones por desempleo.

Artículo 19 — El Poder Ejecutivo Nacional, a través del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 

tendrá a su cargo la organización, conducción y supervisión del Sistema Unico de Registro Laboral, a 

cuyo fin tendrá las siguientes atribuciones:

a) Coordinar las acciones de los organismos mencionados en el artículo 18 inciso a) de modo de ob-

tener el máximo de uniformidad, celeridad y eficacia en la organización del sistema;

b) Elaborar el padrón único base del Sistema Unico de Registro Laboral, con los datos existentes en 

esos organismos y los que surjan de los nuevos empadronamientos;

c) Aprobar los formularios de inscripción de los obligados al registro;

d) Disponer la habilitación de las distintas bocas de recepción de las solicitudes de inscripción de los 

obligados al registro sobre la base de las oficinas existentes en los mismos organismos;

e) Disponer la compatibilización y posterior homogeneización de los sistemas y procedimientos in-

formáticos de registro a fin de establecer un sistema integrado;

f) Disponer el adecuado, inmediato y exacto conocimiento por parte de esos organismos, de los datos 

que conforman el Sistema Unico de Registro Laboral, facilitando sus respectivas tareas de fiscaliza-

ción y ejecución judicial;

g) Diseñar y hacer aplicar la boleta única de pago de aportes y contribuciones emergentes de la rela-

ción laboral, con excepción de las obras sociales. Por este último concepto, y con fines informativos 

sólo constará la fecha y la institución recaudadora del pago correspondiente al mes anterior de que 

se trate; (Inciso vetado por art. 1° del Decreto Nacional N° 2565/1991 B.O. 17/12/1991)

h) Establecer el código único de identificación laboral.

El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social designará el funcionario que ejercerá las atribuciones 

enumeradas, fijando su jerarquía y retribución.

Artículo 20 — El Instituto Nacional de Previsión Social, las cajas de subsidios familiares y los 

entes de obras sociales, deberán poner a disposicióndel Ministerio de Trabajo y Seguridad Social los 

datos y los medios necesarios para la creación y organización del Sistema Unico de Registro Laboral.
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TÍTULO III
DE LA pROmOCIóN y DEfENSA DEL EmpLEO

CAPÍTULO I
mEDIDAS E INCENtIvOS pARA LA gENERACIóN DE EmpLEO

Artículo 21 — El Poder Ejecutivo incorporará el criterio de la generación de empleo en el aná-
lisis y diseño de las políticas nacionales que tengan una incidencia significativa en el nivel y compo-
sición del empleo.

Artículo 22 — A los efectos del artículo anterior, además de las medidas específicas que contem-
pla la presente ley, el Poder Ejecutivo instrumentará acciones dirigidas a:

a) Elevar los niveles de utilización de la capacidad instalada, en un contexto de crecimiento económico;

b) Facilitar la inversión productiva en el sector privado, en particular la que genere mayor impacto 
ocupacional directo o indirecto;

c) Establecer la exigencia, para los proyectos de inversión pública y para aquellos del área privada 
que reciban apoyo crediticio del Estado nacional, de cuantificar sus efectos ocupacionales y el costo 
por unidad de empleo;

d) Incluir proyectos de alta incidencia ocupacional en la programación de la inversión pública na-
cional;

e) Atender a los efectos sobre el empleo de las políticas tecnológicas de modo que, a la par de buscar 
una mayor eficiencia económica en áreas prioritarias, preserve para otros sectores un balance más 
equilibrado en el uso de recursos;

f) Atenuar los efectos negativos en el empleo de los sectores en declinación y áreas geográficas en 
crisis;

g) Desarrollar una asociación más estrecha entre la capacitación y formación de la fuerza laboral y 
el sistema productivo;

h) Regular y armonizar la fuerza de trabajo con el crecimiento productivo.

Artículo 23 — La incorporación de tecnología constituye una condición para el crecimiento de 
la economía nacional. Es un derecho y una obligación del empresario que la ley reconoce, garantiza 
y estimula, y en la medida que afecta las condiciones de trabajo y empleo debe ser evaluada desde el 
punto de vista técnico, económico y social.

Artículo 24 — Las comisiones negociadoras de convenios colectivos tendrán obligación de nego-
ciar sobre las siguientes materias:

a) La incorporación de la tecnología y sus efectos sobre las relaciones laborales y el empleo;
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b) Establecimiento de sistemas de formación que faciliten la polivalencia de los trabajadores;

c) Los regímenes de categorías y la movilidad funcional;

d) La inclusión de una relación apropiada sobre la mejora de la productividad, el aumento de la pro-
ducción y el crecimiento de los salarios reales;

e) Implementación de las modalidades de contratación previstas en esta ley;

f) Las consecuencias de los programas de reestructuración productiva, en las condiciones de trabajo 
y empleo;

g) El establecimiento de mecanismos de oportuna información y consulta.

La falta de conclusiones sobre cualquiera de estas materias, no impedirá la homologación del con-
venio.

Artículo 25 — Sustitúyese el artículo 198, de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976), por el 
siguiente:

“Artículo 198. — Jornada reducida. La reducción de la jornada máxima legal solamente procederá 
cuando lo establezcan las disposiciones nacionales reglamentarias de la materia, estipulación parti-
cular de los contratos individuales o convenios colectivos de trabajo. Estos últimos podrán establecer 
métodos de cálculo de la jornada máxima en base a promedio, de acuerdo con las características de 
la actividad.”

Artículo 26 — Derógase el artículo 173 de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976). En conse-
cuencia, denúncianse el Convenio 4 y el Convenio 41 de la Organización Internacional del Trabajo, 
ratificados por las leyes 11.726 y 13.560, respectivamente.

CAPÍTULO II
mODALIDADES DEL CONtRAtO DE tRABAjO

Disposiciones Generales

Artículo 27 — Ratifícase la vigencia del principio de indeterminación del plazo, como modalidad 
principal del contrato de trabajo, de acuerdo a lo establecido en el primer párrafo del artículo 90 de la 
ley 20.744 (t.o. 1976). Con relación a las modalidades de contratación previstas en esta ley, en caso 
de duda se considerará que el contrato es por tiempo indeterminado.

Artículo 28 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 29 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 30 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 31 — Los contratos de trabajo que se celebren bajo las modalidades reguladas en este 
capítulo, salvo el contrato de trabajo de temporada, deberán instrumentarse por escrito y entregarse 
copias al trabajador y a la asociación sindical que lo represente, en el plazo de 30 días.
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(Segundo párrafo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 32 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 33 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 34 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 35 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 36 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 37 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 38 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 39 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 40 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 41 — Los trabajadores contratados bajo cualquiera de las modalidades mencionadas 
en esta ley deberán ser inscriptos en la obra social correspondiente al resto de los trabajadores del 
plantel de su misma categoría y actividad de la empresa. Idéntico criterio se seguirá para la determi-
nación de la convención colectiva de trabajo aplicable y del sindicato que ejerce su representación.

La cobertura asistencial del trabajador y su grupo familiar primario comenzará desde el inicio de la 
relación laboral, sin la exigencia del período de carencia alguna, de conformidad a lo dispuesto por 
las leyes núms. 236606 y 236617.

Artículo 42 — En el caso de que el trabajador a contratar acredite discapacidad conforme a la 
normativa vigente, las modalidades de contratación de tiempo determinado como medida de fomento 
del empleo, de tiempo determinado por lanzamiento de nueva actividad, de práctica laboral, de tra-
bajo-formación y a plazo fijo se duplicarán en sus plazos máximos de duración.

Contrato de trabajo de tiempo determinado como medida de fomento del empleo

Artículo 43 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 44 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 45 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 46 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Contrato de trabajo de tiempo determinado por lanzamiento de una nueva actividad

Artículo 47 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 48 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 49 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 50 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)
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Contrato de práctica laboral para jóvenes

Artículo 51 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 52 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 53 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 54 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 55 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 56 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 57 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Contrato de trabajo-formación

Artículo 58 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 59 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 60 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 61 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 62 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 63 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 64 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Artículo 65 — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998)

Contrato de trabajo de temporada

Artículo 66 — Sustitúyese el artículo 96 de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976) por el si-
guiente:

“ARTICULO 96. — Caracterización: Habrá contrato de trabajo de temporada cuando la relación 
entre las partes, originada por actividades propias del giro normal de la empresa o explotación, se 
cumpla en determinadas épocas del año solamente y esté sujeta a repetirse en cada ciclo en razón 
de la naturaleza de la actividad.”

Artículo 67 — Sustitúyese el artículo 98 de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976) por el siguiente:

“Artículo 98. — Con una antelación no menor a 30 días respecto del inicio de cada temporada, el 
empleador deberá notificar en forma personal o por medios públicos idóneos a los trabajadores de su 
voluntad de reiterar la relación o contrato en los términos del ciclo anterior. El trabajador deberá ma-
nifestar su decisión de continuar o no la relación laboral en un plazo de cinco días de notificado, sea 
por escrito o presentándose ante el empleador. En caso que el empleador no cursara la notificación a 
que se hace referencia en el párrafo anterior, se considerará que rescinde unilateralmente el contrato 
y, por lo tanto, responderá por las consecuencias de la extinción del mismo.”
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Contrato de trabajo eventual

Artículo 68 — Sustitúyese el artículo 99 de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976) por el siguiente:

“Artículo 99. — Caracterización: Cualquiera sea su denominación, se considerará que media con-
trato de trabajo eventual cuando la actividad del trabajador se ejerce bajo la dependencia de un em-
pleador para la satisfacción de resultados concretos, tenidos en vista por éste, en relación a servicios 
extraordinarios determinados de antemano o exigencias extraordinarias y transitorias de la empresa, 
explotación o establecimiento, toda vez que no pueda preverse un plazo cierto para la finalización 
del contrato. Se entenderá además que media tal tipo de relación cuando el vínculo comienza y ter-
mina con la realización de la obra, la ejecución del acto o la prestación del servicio para el que fue 
contratado el trabajador. El empleador que pretenda que el contrato inviste esta modalidad, tendrá a 
su cargo la prueba de su aseveración.”

Artículo 69 — Para el caso que el contrato de trabajo eventual tuviera por objeto sustituir transi-
toriamente trabajadores permanentes de la empresa que gozaran de licencias legales o convenciona-
les o que tuvieran derecho a reserva del puesto por un plazo incierto, en el contrato deberá indicarse 
el nombre del trabajador reemplazado.

Si al reincorporarse el trabajador reemplazado, el trabajador contratado bajo esta modalidad conti-
nuare prestando servicios, el contrato se convertirá en uno por tiempo indeterminado. Igual conse-
cuencia tendrá la continuación en la prestación de servicios una vez vencido el plazo de licencia o de 
reserva del puesto del trabajador reemplazado.

Artículo 70 — Se prohíbe la contratación de trabajadores bajo esta modalidad para sustituir 
trabajadores que no prestaran servicios normalmente en virtud del ejercicio de medidas legítimas de 
acción sindical.

Artículo 71 — Las empresas que hayan producido suspensiones o despidos de trabajadores por 
falta o disminución de trabajo durante los seis meses anteriores, no podrán ejercer esta modalidad 
para reemplazar al personal afectado por esas medidas.

Artículo 72 — En los casos que el contrato tenga por objeto atender exigencias extraordinarias 
del mercado, deberá estarse a lo siguiente:

a) en el contrato se consignará con precisión y claridad la causa que lo justifique;

b) la duración de la causa que diera origen a estos contratos no podrá exceder de seis meses por año 
y hasta un máximo de un año en un período de tres años.

Artículo 73 — El empleador no tiene el deber de preavisar la finalización del contrato.

Artículo 74 — No procederá indemnización alguna cuando la relación laboral se extinga con mo-
tivo de finalización de la obra o tarea asignada, o del cese de la causa que le diera origen. En cualquier 
otro supuesto, se estará a lo dispuesto en la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976).

De las empresas de servicios eventuales8

Artículo 75 — Derógase el último párrafo del artículo 29 de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 
1976), el que se sustituye por el siguiente:
“Los trabajadores contratados por empresas de servicios eventuales habilitadas por la autoridad com-
petente para desempeñarse en los términos de los artículos 99 de la presente y 77 a 80 de la Ley 
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Nacional de Empleo, serán considerados en relación de dependencia, con carácter permanente con-
tinuo o discontinuo, con dichas empresas.”

Artículo 76 — Incorpórase como artículo 29 bis de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976) el 
siguiente:

“Artículo 29 bis. — El empleador que ocupe trabajadores a través de una empresa de servicios even-
tuales habilitada por la autoridad competente, será solidariamente responsable con aquélla por todas 
las obligaciones laborales y deberá retener de los pagos que efectúe a la empresa de servicios eventua-
les los aportes y contribuciones respectivos para los organismos de la seguridad social y depositarlos 
en término. El trabajador contratado a través de una empresa de servicios eventuales estará regido 
por la convención colectiva, será representado por el sindicato y beneficiado por la obra social de la 
actividad o categoría en la que efectivamente preste servicios en la empresa usuaria.”

Artículo 77 — Las empresas de servicios eventuales deberán estar constituidas exclusivamente 
como personas jurídicas y con objeto único. Sólo podrán mediar en la contratación de trabajadores 
bajo la modalidad de trabajo eventual.

Artículo 78 — Las empresas de servicios eventuales estarán obligadas a caucionar una suma 
de dinero o valores además de una fianza o garantía real. Los montos y condiciones de ambas serán 
determinadas por la reglamentación.

Artículo 79 — Las violaciones o incumplimientos de las disposiciones de esta ley y su reglamen-
tación por parte de las empresas de servicios eventuales serán sancionadas con multas, clausura o 
cancelación de habilitación para funcionar, las que serán aplicadas por la autoridad de aplicación 
según lo determine la reglamentación.

Todo ello sin perjuicio de las responsabilidades que puedan corresponder a la empresa usuaria en 
caso de violación del artículo 29 bis de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976), de acuerdo a las 
disposiciones de la ley 18.694.

Artículo 80 — Si la empresa de servicios eventuales fuera sancionada con la cancelación de la 
habilitación para funcionar, la caución no será devuelta y la autoridad de aplicación la destinará a 
satisfacer los créditos laborales que pudieran existir con los trabajadores y los organismos de la se-
guridad social. En su caso, el remanente será destinado al Fondo Nacional de Empleo. En todos los 
demás casos en que se cancela la habilitación, la caución será devuelta en el plazo que fije la regla-
mentación.

CAPÍTULO III
pROgRAmAS DE EmpLEO pARA gRupOS 

ESpECIALES DE tRABAjADORES

Artículo 81 — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social establecerá periódicamente programas 
destinados a fomentar el empleo de los trabajadores que presenten mayores dificultades de inserción 
laboral. Estos programas deberán atender a las características de los trabajadores a quienes van diri-
gidos y tendrán una duración determinada. Sin perjuicio de los enumerados en este capítulo, podrán 
incorporarse otros programas destinados a otros sectores de trabajadores que así lo justifiquen.
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Artículo 82 — Estos programas podrán contemplar, entre otras medidas:

a) actualización y reconversión profesional hacia ocupaciones de expansión más dinámica;

b) orientación y formación profesional;

c) asistencia en caso de movilidad geográfica;

d) asistencia técnica y financiera para iniciar pequeñas empresas, principalmente en forma asociada.

Artículo 83 — Programas para jóvenes desocupados. Estos programas atenderán a las personas 
desocupadas entre 14 y 24 años de edad. Las medidas que se adopten para crear nuevas ocupaciones 
deberán incluir capacitación y orientación profesionales prestadas en forma gratuita y complemen-
tadas con otras ayudas económicas cuando se consideren indispensables.

Artículo 84 — Programas para trabajadores cesantes de difícil reinserción ocupacional. Estos 
programas se dirigirán a aquellas personas desocupadas que cumplan alguna de las condiciones si-
guientes:

a) que su calificación o desempeño fuere en ocupaciones obsoletas o en vías de extinción;

b) que sean mayores de 50 años; •c) que superen los ocho meses de desempleo.

Estos programas deberán atender a características profesionales y sociales de los trabajadores en 
relación con los requerimientos de las nuevas ocupaciones y a la duración prolongada del desempleo.

Artículo 85 — Programas para grupos protegidos. A los efectos de esta ley, se considerará como 
tales a las personas mayores de 14 años que estén calificadas por los respectivos estatutos legales 
para liberados, aborígenes, ex-combatientes y rehabilitados de la drogadicción. Estos programas to-
marán en cuenta la situación especial de sus beneficiarios y el carácter del trabajo como factor de 
integración social. Los empleadores que participen en estos programas podrán contratar a trabajado-
res de estos grupos protegidos por tiempo indeterminado, gozando de la exención del artículo 46 de 
esta ley por el período de un año.

Artículo 86 — Programas para discapacitados. A los efectos de la presente ley, se considerará 
como discapacitadas a aquellas personas calificadas como tales de acuerdo a los artículos 2 y 3 de la 
ley 22.431 y que sean mayores de 14 años.

Los programas deberán atender al tipo de actividad laboral que las personas puedan desempeñar, 
según su calificación. Los mismos deberán contemplar, entre otros aspectos, los siguientes:

a) promoción de talleres protegidos de producción; apoyo a la labor de las personas discapacitadas a 
través del régimen de trabajo a domicilio, y prioridad para trabajadores discapacitados en el otorga-
miento o concesión de uso de bienes del dominio público o privado del Estado nacional o de la Mu-
nicipalidad de la Ciudad de Buenos Aires para la explotación de pequeños comercios o sobre los in-
muebles que les pertenezcan o utilicen conforme lo establecen los artículos 11 y 12 de la ley 22.431;

b) proveer al cumplimiento de la obligación de ocupar personas discapacitadas que reúnan condi-
ciones de idoneidad en una proporción no inferior al 4 por ciento del personal (artículo 8 de la ley 
22.431) en los organismos públicos nacionales, incluidas las empresas y sociedades del Estado;

c) impulsar que en las convenciones colectivas se incluyan reservas de puestos de trabajo para dis-
capacitados en el sector privado.
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Artículo 87 — Los empleadores que contraten trabajadores discapacitados por tiempo indeter-
minado gozarán de la exención prevista en el artículo 46 sobre dichos contratos por el período de un 
año, independientemente de las que establecen las leyes 22.431 y 23.031.

Artículo 88 — Los empleadores que contraten un 4 por ciento o más de su personal con traba-
jadores discapacitados y deban emprender obras en sus establecimientos para suprimir las llamadas 
barreras arquitectónicas, gozarán de créditos especiales para la financiación de las mismas.

Artículo 89 — Los contratos de seguro de accidentes de trabajo no podrán discriminar ni en la 
prima ni en las condiciones, en razón de la calificación de discapacitado del trabajador asegurado.

CAPÍTULO IV
fOmENtO DEL EmpLEO mEDIANtE NuEvOS 

EmpRENDImIENtOS y RECONvERSION 
DE ACtIvIDADES INfORmALES

Artículo 90 — Se establecerán programas dirigidos a apoyar la reconversión productiva de acti-
vidades informales para mejorar su productividad y gestión económica y a nuevas iniciativas gene-
radoras de empleo.

Se considerarán como actividades informales, aquellas cuyo nivel de productividad esté por debajo 
de los valores establecidos periódicamente por el Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el 
Salario Mínimo, Vital y Móvil, o bien presenten otras características asimilables según lo establezca 
dicho Consejo.

Artículo 91 — En estos programas se promoverán la pequeña empresa, microemprendimientos, 
modalidades asociativas como cooperativas de trabajo, programas de propiedad participada, empre-
sas juveniles y sociedades de propiedad de los trabajadores.

Artículo 92 — Se establecerán para esta modalidad de generación de empleo, conjunta o alterna-
tivamente, las siguientes medidas de fomento, con los alcances que fije la reglamentación:

a) simplificación registral y administrativa;

b) asistencia técnica;

c) formación y reconversión profesional;

d) capacitación en gestión y asesoramiento gerencial;

e) constitución de fondos solidarios de garantía para facilitar el acceso al crédito;

f) prioridad en el acceso a las modalidades de pago único de la prestación por desempleo prevista en 
el artículo 127.

Artículo 93 — Los proyectos que se incluyan en estos programas requerirán una declaración 
expresa de viabilidad económica formulada a partir de estudios técnicos específicos, por el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social.
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Artículo 94 — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social deberá constituir y mantener un ban-
co de proyectos, definir los lineamientos básicos para su diseño y brindar asistencia técnica para su 
ejecución y evaluación.

CAPÍTULO V
REEStRuCtuRACIóN pRODuCtIvA

Artículo 95 — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social podrá declarar en situación de rees-
tructuración productiva, de oficio o a petición de las partes interesadas, a las empresas públicas o 
mixtas, o sectores productivos privados, públicos o mixtos, cuando se encuentren o pudieren encon-
trarse afectados por reducciones significativas del empleo.

Artículo 96 — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en la resolución que declare la rees-
tructuración productiva, convocará a la comisión negociadora del convenio colectivo aplicable para 
negociar sobre las siguientes materias:

a) un programa de gestión preventiva del desempleo en el sector;

b) las consecuencias de la reestructuración productiva en las condiciones de trabajo y de empleo;

c) medidas de reconversión profesional y de reinserción laboral de los trabajadores afectados.

La comisión negociadora se expedirá en un plazo de 30 días, plazo que la autoridad de aplicación 
podrá prorrogar por un lapso que no exceda de 30 días más.

El empleador no podrá adoptar medidas que afecten el empleo hasta que se expida la comisión o 
venzan los plazos previstos.

Artículo 97 — En los sectores declarados en situación de reestructuración productiva, el Minis-
terio de Trabajo y Seguridad Social podrá:

a) constituir en el marco del Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital 
y Móvil una comisión técnica tripartita para realizar un estudio sobre la situación sectorial que permita 
conocer las posibilidades de reinserción laboral y las necesidades de formación profesional planteadas;

b) autorizar a las empresas no reestructuradas con establecimientos con más de 25 trabajadores, la 
ampliación en un 10 por ciento del límite fijado en el artículo 34 de la presente ley para contratar 
trabajadores afectados por la reestructuración durante un plazo máximo de 12 meses, en la misma 
región de su residencia;

c) elaborar un programa de empleo y de reconversión profesional destinado a los trabajadores afectados.

CAPÍTULO VI
pROCEDImIENtO pREvENtIvO DE CRISIS DE EmpRESAS

Artículo 98 — Con carácter previo a la comunicación de despidos o suspensiones por razones 
de fuerza mayor, causas económicas o tecnológicas, que afecten a más del 15 por ciento de los tra-
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bajadores en empresas de menos de 400 trabajadores; a más del 10 por ciento en empresas de entre 
400 y 1.000 trabajadores; y a más del 5 por ciento en empresas de más de 1.000 trabajadores, deberá 
sustanciarse el procedimiento preventivo de crisis previsto en este capítulo.

Artículo 99 — El procedimiento de crisis se tramitará ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, a instancia del empleador o de la asociación sindical de los trabajadores.

En su presentación, el peticionante fundamentará su solicitud, ofreciendo todos los elementos pro-
batorios que considere pertinentes.

Artículo 100 — Dentro de las 48 horas de efectuada la presentación, el Ministerio dará traslado 
a la otra parte, y citará al empleador y a la asociación sindical a una primera audiencia, dentro de 
los cinco días.

Artículo 101 — En caso de no existir acuerdo en la audiencia prevista en el artículo anterior, 
se abrirá un período de negociación entre el empleador y la asociación sindical, el que tendrá una 
duración máxima de 10 días.

Artículo 102 — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de oficio o a petición de parte, podrá:

a) Recabar informes aclaratorios o ampliatorios acerca de los fundamentos de la petición;

b) Realizar investigaciones, pedir dictámenes y asesoramiento, y cualquier otra medida para mejor proveer.

Artículo 103 — Si las partes, dentro de los plazos previstos en este capítulo, arribaren a un acuer-
do, lo elevarán al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, quien dentro del plazo de 10 días podrá:

a) Homologar el acuerdo con la misma eficacia que un convenio colectivo de trabajo;

b) Rechazar el acuerdo mediante resolución fundada.

Vencido el plazo sin pronunciamiento administrativo, el acuerdo se tendrá por homologado.

Artículo 104 — A partir de la notificación, y hasta la conclusión del procedimiento de crisis, 
el empleador no podrá ejecutar las medidas objeto del procedimiento, ni los trabajadores ejercer la 
huelga u otras medidas de acción sindical.

La violación de esta norma por parte del empleador determinará que los trabajadores afectados man-
tengan su relación de trabajo y deba pagárseles los salarios caídos.

Si los trabajadores ejercieren la huelga u otras medidas de acción sindical, se aplicará lo previsto en 
la ley 14.786.

Artículo 105 — Vencidos los plazos previstos en este capítulo sin acuerdo de partes se dará por 
concluido el procedimiento de crisis.

CAPÍTULO VII
pROgRAmAS DE EmERgENCIA OCupACIONAL

Artículo 106 — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social podrá declarar la emergencia ocu-
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pacional de sectores productivos o regiones geográficas en atención a catástrofes naturales, razones 
económicas o tecnológicas.

Artículo 107 — A efectos del artículo anterior se establece que:

a) La declaración de la emergencia ocupacional podrá ser requerida por la autoridad local u organis-
mo provincial competente o declarada de oficio por la autoridad de aplicación;

b) Las causales de emergencia ocupacional mencionadas más arriba serán consideradas en cuanto 
tengan repercusión en los niveles de desocupación y subocupación de la zona afectada o cuando 
superen los promedios históricos locales una vez efectuado el ajuste correctivo de las variaciones 
cíclicas estacionales normales de la región.

Artículo 108 — Los programas de emergencia ocupacional consistirán en acciones tendientes a 
generar empleo masivo por un período determinado a través de contratación directa del Estado na-
cional, provincial y municipal para la ejecución de obras o prestación de servicios de utilidad pública 
y social, e intensivos en mano de obra, a través de la modalidad prevista en los artículos 43 a 46 de 
esta ley. En este supuesto, el plazo mínimo de contratación se reducirá a tres meses, así como el de 
las renovaciones que se dispusieren.

Artículo 109 — Durante la vigencia de la emergencia, la autoridad de aplicación podrá habilitar 
las modalidades promovidas previstas en esta ley, mediante acto fundado. Esta habilitación concluirá 
al término del período por el cual fue declarada la emergencia ocupacional, manteniéndose los con-
tratos promovidos vigentes, hasta la finalización de su plazo.

Artículo 110 — Los programas de emergencia ocupacional se ejecutarán en las zonas de emer-
gencia más altamente pobladas dentro de la zona declarada en emergencia ocupacional y sus benefi-
ciarios serán los residentes en las áreas más próximas a la ejecución de las obras, dándole prioridad 
a los trabajadores desocupados sin prestaciones por desempleo.

TÍTULO IV
DE LA pROtECCIóN DE LOS tRABAjADORES DESEmpLEADOS

CAPÍTULO ÚNICO
SIStEmA INtEgRAL DE pREStACIONES pOR DESEmpLEO

Artículo 111 — La protección que se instituye a través de la presente ley regirá en todo el terri-
torio de la Nación de conformidad con sus disposiciones y las normas reglamentarias que se dicten.

Artículo 112 — Las disposiciones de este título serán de aplicación a todos los trabajadores 
cuyo contrato de trabajo se rija por la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976). No será aplicable a los 
trabajadores comprendidos en el Régimen Nacional de Trabajo Agrario12, a los trabajadores del ser-
vicio doméstico y a quienes hayan dejado de prestar servicios en la Administración Pública Nacional, 
provincial o municipal afectados por medidas de racionalización administrativa.

El Poder Ejecutivo remitirá al Honorable Congreso de la Nación, dentro del plazo de 90 días de pro-
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mulgada la presente, un proyecto de ley que regulará el sistema de prestaciones por desempleo para 
los trabajadores comprendidos en el Régimen Nacional de la Industria de la Construcción.

Artículo 113 — Para tener derecho a las prestaciones por desempleo los trabajadores deberán 
reunir los siguientes requisitos:

a) Encontrarse en situación legal de desempleo y disponible para ocupar un puesto de trabajo adecuado;

b) Estar inscriptos en el Sistema Unico de Registro Laboral o en el Instituto Nacional de Previsión 
Social hasta tanto aquél comience a funcionar;

c) Haber cotizado al Fondo Nacional del Empleo durante un período mínimo de SEIS (6) meses du-
rante los TRES (3) años anteriores al cese del contrato de trabajo que dio lugar a la situación legal de 
desempleo; (Inciso sustituido por art. 2° del Decreto N° 267/2006 B.O. 13/3/2006)

d) Los trabajadores contratados a través de las empresas de servicios eventuales habilitadas por la 
autoridad competente, tendrán un período de cotización mínimo de 90 días durante los 12 meses 
anteriores al cese de la relación que dio lugar a la situación legal de desempleo;

e) No percibir beneficios previsionales, o prestaciones no contributivas;

f) Haber solicitado el otorgamiento de la prestación en los plazos y formas que corresponda.

Artículo 114 — Se encontrarán bajo situación legal de desempleo los trabajadores comprendidos 
en los siguientes supuestos:

a) Despido sin justa causa (artículo 245, Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976));

b) Despido por fuerza mayor o por falta o disminución de trabajo no imputable al empleador (artículo 
247, Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976));

c) Resolución del contrato por denuncia del trabajador fundada en justa causa (artículos 242 y 246, 
Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976));

d) Extinción colectiva total por motivo económico o tecnológico de los contratos de trabajo;

e) Extinción del contrato por quiebra o concurso del empleador (artículo 251, Ley de Contrato de 
Trabajo (t.o. 1976));

f) Expiración del tiempo convenido, realización de la obra, tarea asignada, o del servicio objeto del 
contrato;

g) Muerte, jubilación o invalidez del empresario individual cuando éstas determinen la extinción del 
contrato;

h) No reiniciación o interrupción del contrato de trabajo de temporada por causas ajenas al trabajador.

Si hubiere duda sobre la existencia de relación laboral o la justa causa del despido se requerirá ac-
tuación administrativa del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación, de los organismos 
provinciales o municipales del trabajo para que determinen sumariamente la verosimilitud de la 
situación invocada. Dicha actuación no podrá hacerse valer en juicio laboral.

Artículo 115 — La solicitud de la prestación deberá presentarse dentro del plazo de 90 días a 
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partir del cese de la relación laboral.

Si se presentare fuera del plazo, los días que excedan de aquél, serán descontados del total del perío-
do de prestación que le correspondiere.

Artículo 116 — La percepción de las prestaciones luego de presentada la solicitud, comenzará 
a partir del cumplimiento de un plazo de 60 días corridos que podrá ser reducido por el Consejo del 
Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil.

En los casos de trabajadores que hubieran percibido gratificaciones por cese de la relación laboral 
dentro de los seis meses anteriores a la presentación de la solicitud de prestación por desempleo, el 
Consejo podrá establecer un período de espera diferenciado de hasta 120 días corridos.

Artículo 117 — El tiempo total de prestación estará en relación al período de cotización dentro 
de los TRES (3) años anteriores al cese del contrato de trabajo que dio origen a la situación legal de 
desempleo con arreglo a la siguiente escala:

Período de Cotización

De 6 a 11 meses

De 12 a 23 meses

De 24 a 35 meses

36 meses

Duración de las prestaciones

2 meses

4 meses

8 meses

12 meses

Para los trabajadores eventuales comprendidos en el inciso d) del artículo 113, la duración de las 
prestaciones será de un día por cada tres de servicios prestados con cotización, computándose a ese 
efecto, exclusivamente, contrataciones superiores a 30 días.

(Artículo sustituido por art. 3° del Decreto N° 267/2006 B.O. 13/3/2006)

Artículo 118 — La cuantía de la prestación por desempleo para trabajadores convencionados o 
no convencionados será calculada como un porcentaje del importe neto de la mejor remuneración 
mensual, normal y habitual del trabajador en los seis meses anteriores al cese del contrato de trabajo 
que dio lugar a la situación de desempleo.

El porcentaje aplicable durante los primeros cuatro meses de la prestación será fijado por el Consejo 
Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil.

Del quinto al octavo mes la prestación será equivalente al 85 por ciento de la de los primeros cuatro meses.
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Del noveno al duodécimo mes la prestación será equivalente al 70 por ciento de la de los primeros 
cuatro meses.

En ningún caso la prestación mensual podrá ser inferior al mínimo ni superior al máximo que a ese 
fin determine el mismo Consejo.

(Nota Infoleg: por art. 2° de la Resolución N° 3/2016 del Consejo Nacional del Empleo, la Productivi-
dad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil B.O. 28/6/2017 se incrementan los montos mínimo y máximo 
de la prestación por desempleo, conforme lo normado por el artículo 135, inciso b) de la presente Ley 
y sus modificatorias, fijándose las sumas siguientes:
a. A partir del 1° de julio de 2017, en PESOS DOS MIL SESENTA Y UNO ($ 2.061) y PESOS TRES 
MIL DOSCIENTOS NOVENTA Y SIETE CON SESENTA CENTAVOS ($ 3.297,60) respectivamente.
b. A partir del 1° de enero de 2018, en PESOS DOS MIL DOSCIENTOS NUEVE CON OCHENTA CEN-
TAVOS ($ 2.209,80) y PESOS TRES MIL QUINIENTOS TREINTA Y CINCO CON SESENTA Y OCHO 
CENTAVOS ($ 3.535,68) respectivamente.
c. A partir del 1° de julio de 2018, en PESOS DOS MIL TRESCIENTOS VEINTISEIS CON TRES 
CENTAVOS ($ 2.326,03) y PESOS TRES MIL SETECIENTOS VEINTIUNO CON SESENTA Y CINCO 
CENTAVOS ($ 3.721,65) respectivamente.)

Artículo 119 — Las siguientes prestaciones formarán parte de la protección por desempleo:

a) La prestación económica por desempleo, establecida en el artículo anterior;

b) Prestaciones médico-asistenciales de acuerdo a lo dispuesto por las leyes 23.660 y 23.661;

c) Pago de las asignaciones familiares que correspondieren a cargo de las cajas de asignaciones y 
subsidios familiares;

d) Cómputo del período de las prestaciones a los efectos previsionales, con los alcances de los incisos 
a) y b) del artículo 12 de esta ley.

Artículo 120 — Los empleadores están obligados a:

a) Efectuar las inscripciones del artículo 7 de esta ley;

b) Ingresar sus contribuciones al Fondo Nacional del Empleo;

c) Ingresar los aportes de los trabajadores al Fondo Nacional del Empleo como agente de retención 
responsable;

d) Proporcionar a la autoridad de aplicación la documentación, datos y certificaciones que reglamen-
tariamente se determinen;

e) Comprobar fehacientemente que el trabajador en el caso de que fuera perceptor de prestaciones 
por desempleo, hubiera cursado la correspondiente baja al momento de incorporarse a la empresa.

Artículo 121 — Los beneficiarios están obligados a:

a) Proporcionar a la autoridad de aplicación la documentación que reglamentariamente se determi-
ne, así como comunicar los cambios de domicilio o de residencia;

b) Aceptar los empleos adecuados que le sean ofrecidos por el Ministerio de Trabajo y Seguridad So-
cial y asistir a las acciones de formación para las que sean convocados;
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c) Aceptar los controles que establezca la autoridad de aplicación;

d) Solicitar la extinción o suspensión del pago de prestaciones por desempleo, al momento de incor-
porarse a un nuevo puesto de trabajo;

e) Reintegrar los montos de prestaciones indebidamente percibidas de conformidad con los que de-
termine la reglamentación;

f) Declarar gratificaciones por cese de la relación laboral, correspondientes a los últimos seis meses.

Artículo 122 — La percepción de las prestaciones se suspenderá cuando el beneficiario:

a) No comparezca ante requerimiento de la autoridad de aplicación sin causa que lo justifique;

b) No dé cumplimiento a las obligaciones establecidas en los incisos a), b) y c) del artículo 121;

c) Cumpla el servicio militar obligatorio salvo que tenga cargas de familia;

d) Sea condenado penalmente con pena de privación de la libertad;

e) Celebre contrato de trabajo de duración determinada por un plazo menor a 12 meses.

La suspensión de la prestación no afecta el período de prestación que le restaba percibir al beneficia-
rio pudiendo reanudarse al finalizar la causa que le dio origen.

Artículo 123 — El derecho a la prestación se extinguirá en caso que el beneficiario quede com-
prendido en los siguientes supuestos:

a) Haber agotado el plazo de duración de las prestaciones que le hubiere correspondido;

b) Haber obtenido beneficios previsionales o prestaciones no contributivas;

c) Haber celebrado contrato de trabajo por un plazo superior a 12 meses;

d) Haber obtenido las prestaciones por desempleo mediante fraude, simulación o reticencia;

e) Continuar percibiendo las prestaciones cuando correspondiere su suspensión;

f) Incumplir las obligaciones establecidas en los incisos d) y e) del artículo 121;

g) No haber declarado la percepción de gratificaciones por cese de la relación laboral correspondiente 
a los últimos seis meses;

h) Negarse reiteradamente a aceptar los empleos adecuados ofrecidos por la entidad de aplicación.

Artículo 124 — Las acciones u omisiones contrarias a las obligaciones dispuestas en el presente 
capítulo serán consideradas como infracciones y serán sancionadas conforme determine la regla-
mentación.

Artículo 125 — Las normas de procedimiento a aplicar serán las siguientes:

a) La resolución de la autoridad de aplicación de reconocimiento, suspensión, reanudación y extin-
ción del derecho a las prestaciones de desempleo deberá fundarse y contra ella podrá interponerse 
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reclamación administrativa o judicial.

b) 1. Cuando la actuación administrativa sea denegada expresamente podrá interponerse recurso por 
ante la Cámara Nacional de Apelaciones de la Seguridad Social, en el plazo de 30 días siguientes a la 
fecha en que sea notificada la denegatoria.

2. Si no recae resolución expresa en la reclamación administrativa en el plazo de 45 días de pre-
sentada, el interesado podrá requerir pronto despacho y si transcurrieren otros 30 días sin emitir 
resolución, se considerará que existe silencio de la administración y quedará expedita la vía judicial.

c) En todo lo no contemplado expresamente por esta ley, reglará supletoriamente la ley 19.549 de 
procedimientos administrativos.

Artículo 126 — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social como autoridad de aplicación de esta 
ley tendrá facultades para aumentar la duración de las prestaciones conforme a las disponibilidades 
financieras del sistema.

(Nota Infoleg: Por art. 1° de la Resolución N° 14/2003 del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad 
Social B.O. 11/6/2003 se prorrogan hasta el 30 de noviembre de 2003 los vencimientos de las Pres-
taciones por Desempleo de la presente Ley que se produzcan entre el 1° de mayo de 2003 y el 31 de 
octubre de 2003, otorgadas a los beneficiarios que no se hayan reinsertado en el mercado laboral y 
con domicilio en la zona de desastre establecida en el artículo 1° de la Ley N° 25.735.)

Artículo 127 — La reglamentación contemplará la modalidad de pago único de las prestaciones 
como medida de fomento del empleo, para beneficiarios que se constituyan como trabajadores aso-
ciados o miembros de cooperativas de trabajo existentes, a crear u otras formas jurídicas de trabajo 
asociado, en actividades productivas, en los términos que fije la misma.

TÍTULO V
DE LOS SERvICIOS DE fORmACIóN, DE EmpLEO 

y DE EStADíStICAS

CAPÍTULO I
fORmACIóN pROfESIONAL pARA EL EmpLEO

Artículo 128 — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social deberá elaborar programas de forma-
ción profesional para el empleo que incluirán acciones de formación, calificación, capacitación, re-
conversión, perfeccionamiento y especialización de los trabajadores tendientes a apoyar y a facilitar:

a) Creación de empleo productivo;

b) Reinserción ocupacional de los trabajadores desocupados;

c) Reasignación ocupacional derivada de las reformas del sector público y la reconversión productiva;

d) El primer empleo de los jóvenes y su formación y perfeccionamiento laboral;
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e) Mejora de la productividad y transformación de las actividades informales.

Artículo 129 — Serán atribuciones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social:

a) Integrar la formación profesional para el empleo en la política nacional laboral;

b) Coordinar la ejecución de programas de formación profesional para el empleo con los organismos 
del sector público nacional, provincial o municipal y del sector privado, a través de la celebración de 
convenios;

c) Validar la certificación de calificaciones adquiridas en contratos de práctica laboral y de traba-
jo-formación;

d) Formular los programas de alternancia de formación y práctica laboral en los contratos de traba-
jo-formación.

CAPÍTULO II
SERvICIO DE EmpLEO

Artículo 130 — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social organizará y coordinará la Red de 
Servicios de Empleo, gestionará los programas y actividades tendientes a la intermediación, fomento 
y promoción del empleo y llevará el registro de trabajadores desocupados.

Artículo 131 — La Red de Servicios de Empleo tendrá como función la coordinación de la ges-
tión operativa de los Servicios de Empleo a fin de garantizar la ejecución en todo el territorio nacional 
de las políticas del sector.

Artículo 132 — Las provincias podrán integrarse a la Red de Servicios de Empleo por medio de 
convenios con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, por los cuales se tenderá a facilitar la des-
centralización a nivel municipal de la gestión de dichos servicios. Asimismo, el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social promoverá la integración a la Red de Servicios de Empleo de las organizaciones 
empresariales, sindicales y otras sin fines de lucro.

CAPÍTULO III
EStADíStICAS LABORALES

Artículo 133 — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social diseñará y ejecutará programas de 
estadísticas e información laboral, los que deberán coordinarse con el Instituto Nacional de Estadís-
tica y Censos e integrarse al Sistema Estadístico Nacional, según la ley 17.622. A tales fines:

a) Elaborará encuestas e investigaciones sobre relaciones laborales;

b) Organizará un banco de datos;

c) Intervendrá en la definición de contenidos y el diseño de los censos y encuestas que realicen los 
organismos oficiales en lo referente al empleo, la formación profesional, los ingresos y la productividad.
Artículo 134 — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social suministrará al Consejo Nacional del 
Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil la información necesaria para cumplir 
lo dispuesto por el artículo 135 de esta ley, y coordinará con el Instituto Nacional de Estadística y 
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Censos el seguimiento de los precios y la valorización mensual de la canasta básica.

TÍTULO VI
DEL CONSEjO NACIONAL DEL EmpLEO, LA pRODuCtIvIDAD 

y EL SALARIO míNImO, vItAL y móvIL

CAPÍTULO ÚNICO
Artículo 135 — Créase el Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, 
Vital y Móvil con las siguientes funciones:

a) Determinar periódicamente el salario mínimo, vital y móvil;

b) Determinar periódicamente los montos mínimos y máximos y el porcentaje previsto en el artículo 
118 correspondiente a los primeros cuatro meses de la prestación por desempleo;

c) Aprobar los lineamientos, metodología, pautas y normas para la definición de una canasta básica 
que se convierta en un elemento de referencia para la determinación del salario mínimo, vital y mó-
vil;

d) Constituir, en su caso, las comisiones técnicas tripartitas sectoriales referidas en el artículo 97, 
inciso a);

e) Fijar las pautas de delimitación de actividades informales de conformidad con el artículo 90 de 
esta ley;

f) Formular recomendaciones para la elaboración de políticas y programas de empleo y formación 
profesional;

g) Proponer medidas para incrementar la producción y la productividad.

Artículo 136 — El Consejo estará integrado por 16 representantes de los empleadores y 16 de 
los trabajadores, que serán ad-honorem y designados por el Poder Ejecutivo y por un presidente 
designado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y durarán cuatro años en sus funciones.

La representación de los empleadores estará integrada por dos del Estado nacional en su rol de em-
pleador, dos de las provincias que adhieran al régimen del presente título, en igual carácter, y 12 de 
los empleadores del sector privado de las distintas ramas de actividad propuestos por sus organiza-
ciones más representativas.

La representación de los trabajadores estará integrada de modo tal que incluya a los trabajadores del 
sector privado y del sector público de las distintas ramas de actividad, a propuesta de la central de 
trabajadores con personería gremial.
Artículo 137 — Las decisiones del Consejo serán tomadas por mayoría de dos tercios. En caso de 
no lograrse ésta al término de dos sesiones, su presidente laudará respecto de los puntos en controversia.

Artículo 138 — A petición de cualquiera de los sectores representados en el Consejo, se podrá 
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modificar el monto del salario mínimo, vital y móvil establecido.

TÍTULO VII
EL SALARIO míNImO, vItAL y móvIL

CAPÍTULO ÚNICO
Artículo 139 — El salario mínimo, vital y móvil garantizado por el artículo 14 bis de la Constitu-
ción Nacional y previsto por el artículo 116 de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976) será determi-
nado por el Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil teniendo 
en cuenta los datos de la situación socioeconómica, los objetivos del instituto y la razonabilidad de 
la adecuación entre ambos.

Artículo 140 — Todos los trabajadores comprendidos en la Ley de Contrato de Trabajo 20.744 
(t.o. 1976) y sus modificatorios, en el Régimen de Trabajo Agrario, de la Administración Pública 
Nacional y de todas las entidades y organismos en que el Estado Nacional actúe como empleador, 
tendrán derecho a percibir una remuneración no inferior al salario mínimo, vital y móvil que se es-
tablezca de conformidad a lo preceptuado en esta ley.

(Artículo sustituido por art. 105 de la Ley N° 26.727 B.O. 28/12/2011)
Artículo 141 — (Artículo derogado por art. 1° de la Ley N° 26.598 B.O. 6/7/2010)

Artículo 142 — El salario mínimo, vital y móvil tendrá vigencia y será de aplicación obligatoria 
a partir del primer día del mes siguiente de la publicación. Excepcionalmente, se podrá disponer que 
la modificación entre en vigencia y surta efecto a partir del día siguiente de su publicación.

En todos los casos, dentro de los tres días de haberse tomado la decisión deberá publicarse por un 
día en el Boletín Oficial o en otros órganos periodísticos que garanticen una satisfactoria divulgación 
y certeza sobre la autenticidad de su texto.

TÍTULO VIII
DEL fINANCIAmIENtO

CAPÍTULO I
ARTICULO 143. — Créase el Fondo Nacional del Empleo, con el objeto de proveer al financiamiento 
de los institutos, programas, acciones, sistemas y servicios contemplados en la presente ley.
Artículo 144 — El Fondo Nacional del Empleo se constituirá con recursos de dos tipos distintos:

a) Aportes y contribuciones establecidos en el artículo 145, inciso a), a fin de que el Fondo financie 
el Sistema Integral de Prestaciones por Desempleo;

b) Los recursos previstos en los incisos b) y c) del artículo siguiente, a fin que el Fondo financie pro-
gramas y proyectos tendientes a la generación de empleo productivo y los servicios administrativos, 
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de formación y de empleo encomendados al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.

Artículo 145 — Los recursos destinados al Fondo Nacional del Empleo son los siguientes:

a) Aportes y contribuciones:

1. 1,5 punto porcentual de la contribución a las cajas de subsidios y asignaciones familiares según lo 
establecido en el artículo 146 de la presente ley.

2. Una contribución del 3 por ciento del total de las remuneraciones pagadas por las empresas de 
servicios eventuales, a cargo de dichas empresas.

3. (Punto vetado por art. 3 del Decreto Nacional N° 2565/1991 B.O. 17/12/1991)

4. (Punto vetado por art. 3 del Decreto Nacional N° 2565/1991 B.O. 17/12/1991)

5. Los aportes personales de los beneficiarios de prestaciones previsionales que reingresen a la acti-
vidad. (Punto incorporado por art. 5 de la Ley N° 24.347 B.O. 29/6/1994)

Los empleadores y trabajadores amparados por el Régimen Nacional de la Industria de la Construc-
ción, quedarán eximidos de las contribuciones y aportes previstos en los incisos 3 y 4 del presente 
artículo de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 112, segundo párrafo de esta ley;

b) Aportes del Estado:

1. Las partidas que asigne anualmente la Ley de Presupuesto.

2. Los recursos que aporten las provincias y, en su caso, los municipios, en virtud de los convenios 
celebrados para la instrumentación de la presente ley.

c) Otros recursos:

1. Donaciones, legados, subsidios y subvenciones y todo ingreso compatible con la naturaleza y fines 
del Fondo.

2. Las rentas provenientes de la inversión de las sumas ingresadas al Fondo por cualquier concepto.

3. Las actualizaciones, intereses, cargos o multas originados en infracciones a las normas de la pre-
sente ley.

4. Los saldos no utilizados de ejercicios anteriores.

5. Los recursos provenientes de la cooperación internacional en la medida que fueren destinados a 
programas, acciones y actividades generadoras de empleo y de formación profesional, previstas en 
la presente ley.

Artículo 146 — Sustitúyese el artículo 23 de la ley 18.017, modificado por la ley 23.568, por el 
siguiente:

“Artículo 23. — Fíjase como aporte obligatorio de los empleadores comprendidos en el ámbito de la 
Caja de Subsidios Familiares para Empleados de Comercio, la Caja de Subsidios Familiares para el 
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Personal de la Industria y la Caja de Asignaciones Familiares para el Personal de la Estiba, Fluviales 
y de la Industria Naval, el 9 por ciento sobre el total de las remuneraciones incluido el sueldo anual 
complementario. De ese 9 por ciento, 1,50 puntos porcentuales serán destinados al Fondo Nacional 
del Empleo, y los 7,50 puntos porcentuales restantes a la correspondiente caja de asignaciones fami-
liares.”

Artículo 147 — (Artículo vetado por art. 4 del Decreto Nacional N° 2565/1991 B.O. 17/12/1991)

Artículo 148 — (Artículo vetado por art. 5 del Decreto Nacional N° 2565/1991 B.O. 17/12/1991)

Artículo 149 — El Fondo Nacional del Empleo creado por la presente ley se constituirá como 
Cuenta Especial presupuestaria en jurisdicción del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.

Las sumas recaudadas para el Fondo Nacional del Empleo no podrán destinarse a otro fin que el ex-
presamente dispuesto en esta ley.

CAPÍTULO II
ADmINIStRACIóN y gEStIóN DEL fONDO 

NACIONAL DEL EmpLEO.

Artículo 150 — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tendrá a su cargo la administración 
y gestión del Fondo Nacional del Empleo.

(Segundo párrafo vetado por art. 6 del Decreto Nacional N° 2565/1991 B.O. 17/12/1991)

TÍTULO IX
ORgANISmO DE CONtRALOR

CAPÍTULO ÚNICO
Artículo 151 — Créase una Comisión Bicameral integrada por tres Senadores y tres Diputados, la 
que tendrá por función supervisar el cumplimiento de la presente ley, quedando facultada para requerir 
todo tipo de información de los organismos gestores y de la autoridad de aplicación de la misma.

La Comisión estará integrada por el Presidente y Vicepresidente de la Comisión de Trabajo y Previ-
sión Social del Senado de la Nación y el Presidente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda de la 
misma Cámara, y los Presidentes de las Comisiones de Legislación del Trabajo, de Previsión y Segu-
ridad Social y de Presupuesto y Hacienda de la Cámara de Diputados.

TÍTULO X
pREStACIóN tRANSItORIA pOR DESEmpLEO
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CAPÍTULO ÚNICO
Artículo 152 — Institúyese una prestación por desempleo con carácter transitorio hasta tanto 
comience a efectivizarse el beneficio establecido en el título IV de esta ley. Los requisitos, plazos, 
montos y demás condiciones serán establecidos por la reglamentación que se dictará e implementará 
dentro de los 60 días de sancionada la presente.

El pago de esta prestación deberá comenzar a realizarse en un plazo no mayor de 90 días de sancio-
nada la presente ley.

(Tercer párrafo vetado por art. 7 del Decreto Nacional N° 2565/1991 B.O. 17/12/1991)

TÍTULO XI
INDEmNIzACIóN pOR DESpIDO INjuStIfICADO

CAPÍTULO ÚNICO
Artículo 153 — Sustitúyese el artículo 245 de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976) por el 
siguiente:

“Artículo 245. — Indemnización por antigüedad o despido. En los casos de despido dispuesto por el 
empleador sin justa causa, habiendo o no mediado preaviso, éste deberá abonar al trabajador una 
indemnización equivalente a un mes de sueldo por cada año de servicio o fracción mayor de tres 
meses, tomando como base la mejor remuneración mensual, normal y habitual, percibida durante el 
último año o durante el tiempo de prestación de servicios si éste fuera menor.

Dicha base no podrá exceder el equivalente de tres veces el importe mensual de la suma que resulta 
del promedio de todas las remuneraciones previstas en el convenio colectivo de trabajo aplicable al 
trabajador al momento del despido por la jornada legal o convencional, excluida la antigüedad. Al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social le corresponderá fijar y publicar el monto que corresponda 
juntamente con las escalas salariales de cada convenio colectivo de trabajo.

Para aquellos trabajadores no amparados por convenios colectivos de trabajo el tope establecido en el 
párrafo anterior será el que corresponda al convenio de actividad aplicable al establecimiento donde 
preste servicio o al convenio más favorable, en el caso de que hubiera más de uno.
Para aquellos trabajadores remunerados a comisión o con remuneraciones variables, será de aplica-
ción el convenio de la actividad a la que pertenezcan o aquel que se aplique en la empresa o estable-
cimiento donde preste servicios, si éste fuere más favorable.

El importe de esta indemnización en ningún caso podrá ser inferior a dos meses del sueldo calculados 
en base al sistema del primer párrafo.”

Artículo 154 — Derógase el artículo 48 de la ley 23.697 de emergencia económica, y el artículo 
19 de la ley 23.769.

Artículo 155 — Sustitúyese el inciso a) del artículo 76 de la ley 22.248 por el siguiente:
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Artículo 76: inciso a): Un mes de sueldo por cada año de servicio o fracción mayor de tres meses, 
tomando como base la mejor remuneración mensual normal y habitual percibida durante el último 
año o durante el plazo de prestación de servicios si éste fuera menor. Dicha base no podrá exceder 
de tres veces el importe mensual de la suma que resulta del promedio de todas las remuneraciones 
fijadas por la Comisión Nacional de Trabajo Agrario y vigentes a la fecha de despido. Dicha Comisión 
deberá fijar y publicar el monto que corresponda juntamente con las escalas salariales. El importe de 
esta indemnización en ningún caso podrá ser inferior a dos meses de sueldo, calculados en base al 
sistema del primer párrafo.”

TÍTULO XII
DISpOSICIONES tRANSItORIAS

CAPÍTULO ÚNICO
Artículo 156 — Los aportes y contribuciones establecidas por el título VIII de la presente ley 
serán exigibles a partir de los sueldos devengados desde el primer día del mes siguiente al de vigencia 
de la presente ley.

Artículo 157 — El Sistema Integral de Prestaciones por Desempleo comenzará a efectivizar 
las prestaciones enunciadas en el título IV, capítulo 1, a los 180 días de dictada la presente ley. El 
requisito previsto en el inciso c) del artículo 113 podrá ser acreditado conforme lo establezca la re-
glamentación.

Artículo 158 — Facúltase al Poder Ejecutivo Nacional para gestionar con los gobiernos provin-
ciales la firma de los convenios y acuerdos necesarios para la ejecución de esta ley.

Artículo 159 — Derógase toda disposición que se oponga a la presente ley.

Artículo 160 — Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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LEy tRABAjADORES 
RuRALES - 25.191

Declárase obligatorio el uso de la Libreta del Trabajador Rural. Créase el Registro Nacional de Traba-
jadores y Empleadores Agrarios (RENATEA) . Recursos del mencionado Registro. Sanciones. Sistema 
Integral de Prestaciones por Desempleo y Servicio de Sepelio. Disposiciones generales y transitorias.

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con 
fuerza de 

CAPÍTULO I
LIBREtA DE tRABAjO pARA EL tRABAjADOR RuRAL

Artículo 1º — Declárase obligatorio el uso de la Libreta del Trabajador Rural en todo el territorio 
de la República Argentina para los trabajadores permanentes, temporarios o transitorios que cum-
plan tareas en la actividad rural y afines, en cualquiera de sus modalidades. Tendrá el carácter de 
documento personal, intransferible y probatorio de la relación laboral.

(Artículo restablecido vigencia en su redacción original junto con la normativa reglamentaria por art. 
61 de la Ley Nº 27.341 B.O. 21/12/2016. Vigencia: a partir del 1º de enero de 2017)

Artículo 2º — La Libreta de Trabajo Rural será instrumento válido:

a) como principio de prueba por escrito para acreditar la calidad de inscripto al sistema de previsión 
social, los aportes y contribuciones efectuados y los años trabajados;

b) Como principio de prueba por escrito para acreditar las personas a cargo que generen derecho al 
cobro de asignaciones familiares y prestaciones de salud;

c) Como certificación de servicios y remuneraciones, inicio y cese de la relación laboral;

d) Como principio de prueba por escrito del importe de los haberes y otros conceptos por los cuales 
la legislación obliga al empleador a entregar constancias de lo pagado;

e) En el caso de que el trabajador esté afiliado a un sindicato con personería gremial, como prueba 
de su carácter cotizante a ese sindicato.

La autoridad de aplicación en función de los datos que contenga la Libreta de Trabajo y con el objeto 
de simplificar las cargas administrativas a los empleadores, determinará qué obligaciones registrales 
o de comunicación podrán quedar liberadas, siempre que no afecte los derechos de los trabajadores, 
de la asociación gremial con personería gremial de los trabajadores rurales y estibadores y de los 
organismos de seguridad social.

Artículo 3º — La reglamentación determinará los datos personales, laborales y de seguridad so-
cial que deberá contener la Libreta del Trabajador Rural. Sin perjuicio de ello, en la misma deberán 
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constar necesariamente:

a) La identificación del trabajador, incluyendo la Clave Unica de Identificación Laboral (CUIL) y de 
los sucesivos empleadores, con indicación de su Clave Unica de Identificación Tributaria (CUIT);

b) La enumeración sucinta de los derechos y deberes del trabajador y el empleador rural con la cita 
de las disposiciones normativas que los establecen;

c) Constancias de los sucesivos aportes y contribuciones a la seguridad social efectuados y en caso 
que el trabajador esté afiliado a un sindicato con personería gremial de las cuotas sindicales retenidas 
y aportadas.

Artículo 4º — A los efectos de esta ley, será considerado trabajador rural todo aquel trabajador 
que desempeñe tareas agrarias relacionadas principal o accesoriamente con la actividad rural en 
cualquiera de sus especializaciones, tales como la agrícola, frutihortícola, pecuaria, forestal, avícola 
o apícola de acuerdo con lo establecido por el Régimen Nacional de Trabajo Agrario, aprobado por la 
ley 22.248, incluyéndose los trabajadores comprendidos en la ley 23.808. Será considerado emplea-
dor toda persona física o jurídica, que directa o indirectamente utilice su capacidad de trabajo, ello 
sin perjuicio de las obligaciones recíprocas entre empleadores directos e indirectos que se generen 
como consecuencia del vínculo que entre sí establezcan.

(Artículo restablecido vigencia en su redacción original junto con la normativa reglamentaria por art. 
61 de la Ley Nº 27.341 B.O. 21/12/2016. Vigencia: a partir del 1º de enero de 2017)

Artículo 5º — Son obligaciones del empleador:

a) Requerir al trabajador rural la libreta de trabajo en forma previa a la iniciación de la relación labo-
ral, o en caso que el trabajador no contare con la misma por ser éste su primer empleo o por haberla 
extraviado, gestionarla ante el Registro Nacional de Trabajadores y Empleadores Agrarios (RENA-
TEA) dentro de los cinco (5) días de iniciada la relación de trabajo. La omisión del empleador podrá 
ser denunciada por el trabajador o la asociación sindical que lo represente ante el Registro Nacional 
de Trabajadores y Empleadores Agrarios (RENATEA). Sin perjuicio de ello la asociación gremial o el 
trabajador personalmente podrán tramitar la obtención de la referida libreta;

b) Informar al Registro Nacional de Trabajadores y Empleadores Agrarios (RENATEA) o su Delega-
ción, trimestralmente, lo que requiera la autoridad de aplicación sobre la celebración, ejecución y 
finalización del trabajo rural. Cada nueva contratación deberá informarse dentro del plazo de treinta 
días de haberse llevado a cabo, con independencia de la residencia habitual del trabajador o del em-
pleador;

c) Registrar en la libreta desde la fecha de ingreso todos los datos relativos al inicio, desarrollo y 
extinción de la relación laboral. La libreta deberá permanecer en poder del empleador en el lugar de 
prestación de servicios debiendo ser devuelta al trabajador al finalizar cada relación;

d) Ser agente de retención de la cuota sindical de la entidad gremial con personería gremial a la que 
el trabajador se encuentra afiliado, registrando sus aportes mensualmente.
Artículo 6º — Son obligaciones del trabajador:

a) Presentar al inicio de la relación laboral al empleador la Libreta de Trabajo Rural o en su caso 
informarle que es su primer empleo para que el empleador inicie los trámites para la obtención de la 
misma, adjuntando la documentación que a tales efectos resultare pertinente;

b) Acompañar toda la documentación que acredite las cargas de familia y sus modificaciones;
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c) En caso de pérdida de la libreta, efectuar la pertinente denuncia por ante la autoridad policial más 
cercana al lugar del hecho o de su residencia, o en el Juzgado de Paz correspondiente, y posterior-
mente iniciar las gestiones tendientes a obtener una nueva libreta.

CAPÍTULO II
REgIStRO NACIONAL DE tRABAjADORES 

RuRALES y EmpLEADORES

Artículo 7º — Créase el Registro Nacional de Trabajadores Rurales y Empleadores (RENATRE), 
que tendrá el carácter de Ente Autárquico de Derecho Público no Estatal.

En él deberán inscribirse obligatoriamente los empleadores y trabajadores comprendidos en el régi-
men de esta ley según lo determinado por el artículo 3º.

(Artículo restablecido vigencia en su redacción original junto con la normativa reglamentaria por art. 
61 de la Ley Nº 27.341 B.O. 21/12/2016. Vigencia: a partir del 1º de enero de 2017)

Artículo 8º — La dirección y administración del RENATRE estará a cargo de un Directorio, inte-
grado por cuatro (4) directores en representación de entidades empresarias de la actividad y cuatro 
(4) directores provenientes de la asociación de trabajadores rurales con personería gremial con ma-
yor representación nacional de la actividad.

El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación designará un Síndico titular y un suplente 
que tendrán por función fiscalizar y vigilar todas las operaciones contables, financieras y patrimonia-
les del RENATRE, y tendrán los derechos que establezca la reglamentación.

(Artículo restablecido vigencia en su redacción original junto con la normativa reglamentaria por art. 
61 de la Ley Nº 27.341 B.O. 21/12/2016. Vigencia: a partir del 1º de enero de 2017)

Artículo 9º — Los directores serán designados por las entidades mencionadas en el artículo pre-
cedente, quienes nombrarán un igual número en calidad de suplentes. En la primera sesión, elegirán 
de entre ellos al presidente del RENATRE, cuyo mandato será de un (1) año. La presidencia será 
ejercida anualmente y en forma alternativa por un representante de la entidad gremial y un represen-
tante empresario, correspondiendo el ejercicio de la primera presidencia a uno de los representantes 
designado a propuesta de la entidad gremial.

El mandato de los directores durará cuatro (4) años, pudiendo ser reelegidos. Su retribución será 
fijada en el respectivo presupuesto.

(Artículo restablecido vigencia en su redacción original junto con la normativa reglamentaria por art. 
61 de la Ley Nº 27.341 B.O. 21/12/2016. Vigencia: a partir del 1º de enero de 2017) 

Artículo 10 — No podrán formar parte del directorio los quebrados, los concursados, los conde-
nados en causa criminal no culposa y los exonerados de la administración pública nacional, provin-
cial o municipal.

(Artículo restablecido vigencia en su redacción original junto con la normativa reglamentaria por art. 
61 de la Ley Nº 27.341 B.O. 21/12/2016. Vigencia: a partir del 1º de enero de 2017)
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Artículo 11 — El Registro Nacional de Trabajadores Rurales y Empleadores tendrá por objeto:

a) Expedir la Libreta de Trabajo sin cargo alguno para el trabajador, procediendo a la distribución y 
contralor del instrumento y asegurando su autenticidad;

b) Centralizar la información y coordinar las acciones necesarias para facilitar la contratación de los 
trabajadores agrarios

c) Conformar las estadísticas de trabajo agrario permanente y no permanente;

d) Supervisar el Régimen de Bolsa de Trabajo Rural para personal transitorio y propender su pleno 
funcionamiento;

e) Proveer la coordinación y cooperación de la Nación con las provincias en la actividad laboral 
agraria;

f) Brindar al trabajador rural la prestación social prevista en el Capítulo V de la presente ley;

g) Dictar la reglamentación interna por la cual se integrará y regirán los distintos estamentos consti-
tutivos del RENATRE.

h) Controlar el cumplimiento por parte de los trabajadores y empleadores de las obligaciones que les 
impone la presente ley. El RENATRE podrá además desarrollar otras funciones de policía de trabajo 
que le sean delegadas por los organismos nacionales o provinciales competentes.

(Artículo restablecido vigencia en su redacción original junto con la normativa reglamentaria por art. 
61 de la Ley Nº 27.341 B.O. 21/12/2016. Vigencia: a partir del 1º de enero de 2017)

Artículo 12 — El Registro Nacional de Trabajadores Rurales y Empleadores tiene las siguientes 
atribuciones:

a) Atender todas las erogaciones que demande su funcionamiento con los recursos establecidos en 
la presente ley, así como administrar los recursos establecidos en la misma de acuerdo con el objeto 
previsto en el artículo 11 y su funcionamiento. Asimismo podrá fijar aranceles por la prestación de 
servicios administrativos ajenos al objeto de esta ley. El gasto administrativo no podrá exceder el diez 
por ciento (10%) de los recursos.

b) Abrir y usar a los fines de la gestión encomendada, una cuenta especial denominada “Registro 
Nacional de Trabajadores Rurales y Empleadores” (RENATRE), a la cual ingresan los fondos prove-
nientes en virtud de la presente;

c) Invertir sus disponibilidades de dinero en títulos emitidos por la Nación o en colocaciones a plazo 
fijo en instituciones financieras oficiales;

d) Aprobar su estructura orgánica, administrativa y funcional, así como la dotación de su personal y 
el número y carácter de sus empleados zonales;

e) Inscribir y llevar el registro de todas las personas comprendidas en la presente norma de acuerdo a 
lo establecido en el Capítulo I, otorgando constancias fehacientes de las presentaciones que efectúen 
los obligados;

f) Exigir a todo empleador la exhibición de sus libros y demás documentación requerida por la legis-
lación laboral aplicable a la actividad al solo efecto de verificación del cumplimiento de lo establecido 
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por la presente, de acuerdo con las normas reglamentarias previstas en el inciso h) del art. 11.

(Artículo restablecido vigencia en su redacción original junto con la normativa reglamentaria por art. 
61 de la Ley Nº 27.341 B.O. 21/12/2016. Vigencia: a partir del 1º de enero de 2017)

CAPÍTULO III
RECuRSOS DEL REgIStRO NACIONAL DE tRABAjADORES 

RuRALES y EmpLEADORES AgRARIOS (RENAtEA)

Artículo 13 — Los recursos económico-financieros del organismo provendrán:

a) Del pago de los aranceles fijados por el registro de conformidad a lo establecido en el artículo 12, inc. a);

b) De la contribución a cargo de los empleadores, de conformidad a lo establecido en el artículo 14, 
de la presente ley;

c) Del importe de las multas por infracciones cometidas a esta norma, reglamentaciones y normas 
complementarias que al efecto pudieran dictarse;

d) De las herencias, legados, subsidios y subvenciones que se reciban;

e) Del producido de las inversiones que realizare el registro;

f) De los saldos remanentes de ejercicios anteriores;

g) De cualquier otro ingreso lícito compatible con los fines de esta ley.

Artículo 14 — El empleador rural deberá aportar una contribución mensual con destino al Re-
gistro Nacional de Trabajadores y Empleadores Agrarios (RENATEA) del uno y medio por ciento 
(1,5%) del total de la remuneración abonada a cada trabajador. Dicha contribución reemplazará a la 
establecida por el artículo 145, inciso a)1., de la ley 24.013 y deberá ser depositada en la cuenta que 
a los efectos abra el Registro, de acuerdo a lo establecido en el artículo 12, inc. b).

CAPÍTULO IV
DE LAS SANCIONES

Artículo 15 — El incumplimiento por parte del empleador de las obligaciones establecidas en la 
presente, lo hará pasible de las sanciones previstas en el presente Régimen.

Se considerará infracción leve:

— No informar al Registro Nacional de Trabajadores y Empleadores Agrarios (RENATEA) o su Dele-
gación, trimestralmente, lo que requiera la autoridad de aplicación sobre la celebración, ejecución y 
finalización del trabajo rural.

Se considerará infracción grave:



Compendio de Leyes | SEGURIDAD SOCIAL

96

— No exhibir la Libreta de Trabajo.

— No registrar en la libreta desde la fecha de ingreso todos los datos relativos al inicio, desarrollo y 
extinción de la relación laboral.

— No tener la Libreta de Trabajo en el lugar de prestación de servicios hasta la finalización de la 
relación laboral.

— No entregar la Libreta de Trabajo al finalizar la relación laboral.

Se considerará infracción muy grave:

— No requerir del trabajador la Libreta en forma previa a la concertación de la relación laboral.

— No tramitar la Libreta de Trabajo ante el organismo correspondiente, en caso que el trabajador no 
contara con la misma por ser éste su primer empleo o por haberla extraviado.

1) Las infracciones leves se sancionarán de acuerdo a la siguiente regulación:

a) Apercibimiento, para la primer infracción leve, de acuerdo a los antecedentes y circunstancias de 
cada caso, evaluados con la autoridad administrativa de aplicación.

b) Multas de ochenta pesos ($ 80) a doscientos cincuenta pesos ($ 250).

2) Las infracciones graves se sancionarán con multas de doscientos cincuenta pesos ($ 250) a mil 
pesos ($ 1.000), por cada trabajador afectado por la infracción.

En caso de reincidencia respecto a las infracciones graves, la autoridad administrativa podrá adicio-
nar a los montos máximos de la multa una suma que no supere el diez por ciento (10%) del total de las 
remuneraciones que se hayan devengado en el establecimiento en el mes inmediatamente anterior al 
de la constatación de la infracción.

3) Las infracciones muy graves serán sancionadas con multa de mil pesos ($ 1.000) a cinco mil pesos 
($ 5.000) por cada trabajador afectado por la infracción.

En los supuestos de reincidencias en infracciones muy graves se podrá clausurar el establecimiento 
hasta un máximo de diez días manteniéndose entre tanto el derecho de los trabajadores al cobro de 
las remuneraciones.

CAPÍTULO V
SIStEmA INtEgRAL DE pREStACIONES pOR DESEmpLEO

Artículo 16 — Institúyase el Sistema Integral de Prestaciones por Desempleo, el que se regirá por 
las disposiciones establecidas en este capítulo.

(Artículo restablecido vigencia en su redacción original junto con la normativa reglamentaria por art. 
61 de la Ley Nº 27.341 B.O. 21/12/2016. Vigencia: a partir del 1º de enero de 2017)

Artículo 17 — En el plazo de un año el RENATEA deberá efectuar un censo de trabajadores y 
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empleadores incluidos en el ámbito de aplicación de la presente ley y los cálculos actuariales necesa-
rios a fin de poner en funcionamiento el Sistema Integral de Prestaciones por Desempleo y Servicio 
de Sepelio para la actividad.

Hasta que se inicie el funcionamiento del Sistema Integral de Prestaciones por Desempleo y Servicio 
de Sepelio, el noventa por ciento (90%) de la contribución prevista por el artículo 14 de esta ley, se 
depositará en una cuenta especial para utilizarlos oportunamente a esos fines, y el restante diez por 
ciento (10%) depositado de la misma forma se destinará para afrontar los gastos administrativos del 
RENATEA, de acuerdo con lo establecido en el inciso a) del mismo artículo.

CAPÍTULO VI
DISpOSICIONES gENERALES

Artículo 18 — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación, a través del Registro 
Nacional de Trabajadores y Empleadores Agrarios (RENATEA), será la autoridad de aplicación de la 
presente ley.

Artículo 19 — El cobro judicial de los aportes, multas e intereses, así como los aranceles adeu-
dados al Registro Nacional de Trabajadores y Empleadores Agrarios (RENATEA), se hará por la vía 
de apremio prevista en el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sirviendo de suficiente 
título ejecutivo el certificado de deuda expedido por dicho registro o por los funcionarios en que éste 
hubiere delegado tal facultad.

Serán competentes los Juzgados Federales de Primera Instancia en lo Civil y Comercial. En la Capital 
Federal será competente la Justicia Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social.

En todo procedimiento relativo a la percepción de estos créditos y certificados de deuda se tendrá 
especialmente en cuenta el derecho de defensa de los empleadores como previo a la expedición del 
título ejecutivo.

Disposiciones transitorias

Artículo 20 — A los efectos de la instrumentación de la primera Libreta de Trabajo para el traba-
jador rural, a partir de la vigencia de la presente ley, la autoridad de aplicación emitirá un formulario 
provisorio donde se volcarán los datos que sean necesarios para la confección de la libreta, y en un 
plazo no mayor de ciento veinte (120) días de emitido el mismo deberá hacerse entrega del instru-
mento definitivo.

Dicho formulario provisorio también será utilizado para acreditar servicios prestados por personal 
transitorio.

Artículo 21 — Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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LEy INDuStRIA DE LA 
CONStRuCCIóN - 25.371
SIStEmA INtEgRADO DE pREStACIONES pOR DESEmpLEO 

pARA LOS tRABAjADORES COmpRENDIDOS EN EL RÉgImEN 
NACIONAL DE LA INDuStRIA DE LA CONStRuCCIóN.

Sancionada: Noviembre 29 de 2000

Promulgada de Hecho: Diciembre 28 de 2000

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso etc., sancionan con 
fuerza de Ley:

Artículo 1º — De la creación. 
Créase el sistema integrado de prestaciones por desempleo para los trabajadores comprendidos en 
el Régimen Nacional de la Industria de la Construcción estatuido por la Ley 22.250, de conformidad 
con lo previsto por el artículo 112 in fine de la Ley Nacional de Empleo (Ley 24.013).

Artículo 2º — La protección del desempleo que se instituye de conformidad con el artículo ante-
rior será de aplicación en todo el ámbito del territorio nacional.

Artículo 3º — De las prestaciones. 
Las prestaciones del sistema integrado por desempleo son las siguientes:

a) La prestación económica por desempleo con las modalidades, plazos y cuantías establecidas en la 
presente ley;

b) Las prestaciones médico-asistenciales, para el beneficiario y su grupo familiar correspondientes 
al Programa Médico Obligatorio (PMO), establecidas de conformidad con el decreto 492/95, las que 
serán brindadas por la obra social en la que el trabajador se hallare afiliado al tiempo del cese laboral, 
con cargo al Fondo Nacional del Empleo;

c) Las asignaciones familiares que le correspondieren de conformidad con las prescripciones de la 
Ley 24.714 durante el período en que percibiere la prestación del inciso a).

Artículo 4º — Requisitos. 
A los fines del otorgamiento de las prestaciones establecidas en el artículo anterior serán exigibles 
los siguientes requisitos:

a) Encontrarse en situación legal de desempleo y en disposición para ocupar un puesto de trabajo 
adecuado;

b) Estar inscrito en el Instituto de Estadística y Registro de la Industria de la Construcción;

c) Haber cotizado al Fondo Nacional del Empleo durante un período mínimo, continuo o discontinuo, 
de ocho (8) meses durante los dos años anteriores al cese de la relación laboral que dio lugar a la 
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situación legal de desempleo. Dicho período mínimo estará sujeto al tiempo de vigencia del régimen 
de la presente, pudiendo la reglamentación fijar un lapso menor de cotización;

d) Solicitar las prestaciones del presente régimen dentro de los 90 días contados a partir de la fina-
lización de la relación laboral que diera origen a la situación de desempleo. La presentación de la 
solicitud vencido el plazo fijado, dará lugar al descuento del total del período que correspondiera, de 
los días que excedieran el término establecido.

Artículo 5º — Situación legal de desempleo. 
A los fines de esta ley se considerará al trabajador en situación legal de desempleo, cuando ocurriesen 
algunas de las causales que a continuación se enumeran:

a) Cese de la relación laboral por parte del empleador;

b) Cese de la relación laboral por fuerza mayor o por falta o disminución del trabajo no imputable al 
empleador;

c) Extinción colectiva total o parcial de la relación laboral por motivo económico o tecnológico, o 
emergencia nacional;

d) Extinción de la relación laboral por quiebra o concurso del empleador;

e) Expiración del tiempo convenido o finalización de la obra o tarea asignada al trabajador;

f) Extinción de la relación laboral por contingencias acaecidas al dador individual de trabajo que 
impidan la prosecución de la misma obra o tarea asignada al trabajador;

g) Finalización de la obra para cuya construcción hubiera sido ocupada la mano de obra del traba-
jador.

Para el pago de la prestación prevista en la presente ley, y verificados cualquiera de los supuestos 
enumerados en los incisos a), b), c), d), e), f) y g) deberán diferenciarse las siguientes situaciones:

1. Caso que el trabajador haya percibido el fondo de desempleo previsto en la Ley 22.250 y no se 
reinsertase en el mercado laboral dentro de los 60 días de operado el distracto.

2. Caso en que el trabajador no hubiese percibido el fondo de desempleo previsto en la Ley 22.250.

En el supuesto previsto en el apartado 1, el trabajador podrá tramitar la prestación por desempleo 
prevista en la presente ley una vez transcurrido el plazo indicado.

En el supuesto previsto en el apartado 2, el trabajador podrá tramitar de inmediato la prestación por 
desempleo prevista en la presente ley debiendo acreditar de manera fehaciente la intimación de pago.

Artículo 6º — Del tiempo de duración de las prestaciones. 
El tiempo total de la prestación estará en relación al período de cotización dentro de los dos (2) años 
anteriores al cese del contrato laboral que dio lugar a la situación legal de desempleo con arreglo a la 
siguiente escala:

(Ver cuadro A en pág. 331)

Artículo 7º — De la cuantía de las prestaciones. 
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La cuantía de las prestaciones económicas por desempleo será calculada como un porcentaje del 
importe neto de la remuneración sujeta a aportes percibida durante el período de seis meses anterio-
res a la desvinculación laboral. El porcentaje aplicable durante los primeros cuatro (4) meses de la 
prestación será el fijado al efecto de conformidad con lo establecido en la Ley 24.013.

Del quinto al octavo mes la prestación será equivalente al ochenta y cinco por ciento (85 %) del mon-
to mensual percibido durante los primeros cuatro meses.

Artículo 8º — De las obligaciones del empleador. 
Los empleadores están obligados al cumplimiento de las disposiciones del artículo 12 de la Ley 
24.241, además de:

a) Efectuar la inscripción del artículo 7°, inciso a), de la Ley 24.013;

b) Depositar los importes que correspondan al aporte destinado a la obra social en la que el trabaja-
dor se encontrare afiliado.

Artículo 9º — De las obligaciones del beneficiario. 
Los beneficiarios están obligados a:

a) Proporcionar a la autoridad de aplicación la documentación que reglamentariamente se determi-
ne, así como comunicar los cambios de domicilio o de residencia;

b) Aceptar los empleos adecuados que le sean ofrecidos por el Ministerio de Trabajo, Empleo y For-
mación de Recursos Humanos a través de la Red Nacional de Servicios de Empleos y las bolsas de 
trabajo de la UOCRA integrantes de la misma, y asistir a las acciones de formación para las que sean 
convocados;

c) Aceptar los controles que establezca la autoridad de aplicación;

d) Solicitar la extinción o suspensión del pago de prestaciones por desempleo al momento de incor-
porarse a un nuevo puesto de trabajo;

e) Reintegrar los montos de las prestaciones indebidamente percibidas de conformidad con lo que 
determine la reglamentación.

Artículo 10 — De la suspensión de las prestaciones. 
La percepción de las prestaciones se suspenderá cuando el beneficiario:

a) No comparezca ante el requerimiento de la autoridad de aplicación sin justa causa;

b) No dé cumplimiento a las obligaciones establecidas en los incisos a), b) y c) del artículo 9° de esta ley;

c) Sea condenado penalmente con pena privativa de la libertad;

d) Celebre contrato de trabajo cuya duración sea menor a doce (12) meses. La suspensión de la pres-
tación no afectará el período que le restare percibir al beneficiario pudiendo reanudarse al finalizar 
la causa que le dio origen.

Artículo 11 — De la extinción de las prestaciones. 
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El derecho a la prestación se extinguirá en caso que el beneficiario quede comprendido en los si-
guientes supuestos:

a) Haber agotado el plazo de duración de las prestaciones que le hubiere correspondido;

b) Haber obtenido beneficios previsionales o prestaciones no contributivas;

c) Haber celebrado contrato de trabajo por un plazo superior a doce (12) meses;

d) Haber celebrado contrato de trabajo por tiempo indeterminado y que se extinga después de los 
doce (12) meses;

e) Haber obtenido las prestaciones por desempleo mediante fraude;

f) Continuar percibiendo las prestaciones cuando correspondiere su suspensión;

g) Negarse reiteradamente a aceptar los empleos adecuados ofrecidos por la autoridad de aplicación.

Artículo 12 — Del cómputo de los períodos cotizados a ambos sistemas. 
Para la determinación de la duración de las prestaciones en el caso de los trabajadores que hayan 
cotizado a los dos (2) sistemas de prestaciones por desempleo, el normado por la Ley 24.013 y el del 
presente régimen, se tendrá en cuenta el siguiente criterio:

a) El período mínimo considerado estará en relación a la última desarrollada y ésta determinará la 
duración de las prestaciones según la Ley 24.013 o la presente ley;

b) Para alcanzar los períodos mínimos de cotización se podrán sumar los meses trabajados en otras 
actividades contempladas por la Ley 24.013, Título IV, o en esta ley.

Artículo 13 — Las acciones u omisiones contrarias a las obligaciones establecidas en la presente, 
serán consideradas como infracciones y sancionadas conforme lo determine la reglamentación.

Artículo 14 — Modifícase el Capítulo V de la Ley 22.250 en cuanto a la denominación “Fondo de 
Desempleo”, la que se sustituye por “Fondo de Cese Laboral”.

Artículo 15 — Las prestaciones que establece esta ley son inembargables, no pudiendo ser obje-
to de deducciones ni gravámenes en ningún supuesto.

Artículo 16 — A los fines de la presente ley serán de aplicación supletoria las disposiciones del 
Título IV, de la Ley 24.013, sus modificatorias y reglamentarias.

Artículo 17 — Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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LEy RÉgImEN 
DE ASIgNACIONES 
fAmILIARES - 24.714

Se instituye el mismo con alcance nacional y obligatorio. Derógase la Ley N° 18.017 y sus modifi-
catorias, y los Decretos Nros. 770/96, 771/96, 991/96 y toda otra norma que se oponga al presente.

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso etc., sancionan con 
fuerza de Ley:

Artículo 1º - Se instituye con alcance nacional y obligatorio, y sujeto a las disposiciones de la 
presente ley, un Régimen de Asignaciones Familiares basado en:

a) Un subsistema contributivo fundado en los principios de reparto de aplicación a los trabajadores 
que presten servicios remunerados en relación de dependencia en la actividad privada, cualquiera 
sea la modalidad de contratación laboral, beneficiarios de la Ley sobre Riesgos de Trabajo y benefi-
ciarios del Seguro de Desempleo, el que se financiará con los recursos previstos en el artículo 5° de 
la presente ley.

a’) Un subsistema contributivo de aplicación a las personas inscriptas y con aportes realizados en 
el Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes (RS) establecido por la Ley N° 24.977, sus 
complementarias y modificatorias, el que se financiará con los recursos previstos en el artículo 5° de 
la presente Ley. (Inciso incorporado por art. 1° del Decreto N° 593/2016 B.O. 19/4/2016. Vigencia: 
regirá para las asignaciones familiares que se perciban en el mes de Mayo de 2016.)

b) Un subsistema no contributivo de aplicación a los beneficiarios del Sistema Integrado Previsional 
Argentino (SIPA), beneficiarios del régimen de pensiones no contributivas por invalidez, y para la 
Pensión Universal para el Adulto Mayor, el que se financiará con los recursos del régimen previsional 
previstos en el artículo 18 de la ley 24.241. (Inciso sustituido por art. 18 de la Ley N° 27.260 B.O. 
22/7/2016. Vigencia: a partir del día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial.)

c) Un subsistema no contributivo compuesto por la Asignación por Embarazo para Protección Social 
y la Asignación Universal por Hijo para Protección Social, destinado, respectivamente, a las mujeres 
embarazadas y a aquellos niños, niñas y adolescentes residentes en la REPUBLICA ARGENTINA; que 
pertenezcan a grupos familiares que se encuentren desocupados o se desempeñen en la economía 
informal. (Inciso sustituido por art. 1° del Decreto N° 446/2011 B.O. 19/4/2011)

(Nota Infoleg: por art. 4° de la Resolución N° 33/2017 de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social B.O. 10/3/2017 se establece que el límite de ingresos mínimo y máximo aplicable a los titula-
res de los incisos a) y b) del artículo 1° de la Ley N° 24.714 y sus modificatorias, correspondiente al 
grupo familiar referido en el artículo 1° del Decreto N° 1667/12, será de PESOS DOSCIENTOS ($200) 
y PESOS SETENTA Y TRES MIL SEISCIENTOS OCHO ($73.608) respectivamente.)

Artículo 2º - Las empleadas/os del Régimen Especial de Contrato de Trabajo para el Personal de 
Casas Particulares se encuentran incluidas en el inciso c) del artículo 1°, siendo beneficiarias de la 
Asignación por Embarazo para Protección Social y de la Asignación Universal por Hijo para Protec-
ción Social, quedando excluidas de los incisos a) y b) del citado artículo con excepción del derecho 
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a la percepción de la Asignación por Maternidad establecida por el inciso e) del artículo 6° de la 
presente ley.

Facúltase al Poder Ejecutivo nacional para que dicte las normas pertinentes a efectos de adecuar y 
extender a las empleadas/os de dicho régimen especial estatutario las demás asignaciones familiares 
previstas en la presente ley.

Facúltase a la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) para establecer las alícuotas co-
rrespondientes para el financiamiento de la asignación familiar por maternidad correspondiente a 
las empleadas del Régimen Especial de Contrato de Trabajo para el Personal de Casas Particulares.

(Artículo sustituido por art. 72 inc. b) de la Ley N° 26.844. Vigencia: de aplicación a todas las relacio-
nes laborales alcanzadas por este régimen al momento de su entrada en vigencia)

Artículo 3º - Quedan excluidos de las prestaciones de esta ley, con excepción de las asignaciones 
familiares por maternidad y por hijos con discapacidad, los trabajadores que perciban una remune-
ración inferior a PESOS CIEN ($ 100) o igual o superior a PESOS CUATRO MIL CON UN CENTAVO 
($ 4.000,01). (Tope máximo de remuneración sustituido por art. 1° del Decreto N° 1345/2007 B.O. 
5/10/2007. Vigencia: a partir del 1º de julio de 2007).

Para los que trabajen en las Provincias de LA PAMPA, NEUQUEN, RIO NEGRO, CHUBUT, SANTA 
CRUZ, TIERRA DEL FUEGO, ANTARTIDA E ISLAS DEL ATLANTICO SUR; o en los Departamentos 
de Antofagasta de la Sierra (exclusivamente para los que se desempeñen en la actividad minera) de 
la Provincia de CATAMARCA; o en los Departamentos de Cochinoca, Humahuaca, Rinconada, Santa 
Catalina, Susques y Yavi de la Provincia de JUJUY; o en el Distrito Las Cuevas del Departamento de 
Las Heras, en los Distritos Potrerillos, Carrizal, Agrelo, Ugarteche, Perdriel y Las Compuertas del 
Departamento de Luján de Cuyo, en los Distritos de Santa Clara, Zapata, San José y Anchoris del 
Departamento Tupungato, en los Distritos de Los Arboles, Los Chacayes y Campo de los Andes del 
Departamento de Tunuyán, en el Distrito de Pareditas del Departamento San Carlos, en el Distrito de 
Cuadro Benegas del Departamento San Rafael, en los Distritos Malargüe, Río Grande, Río Barrancas, 
Agua Escondida del Departamento Malargüe, en los Distritos Russell, Cruz de Piedra, Las Barrancas 
y Lumlunta del Departamento Maipú, en los Distritos de El Mirador, Los Campamentos, Los Arboles, 
Reducción y Medrano del Departamento Rivadavia de la Provincia de MENDOZA; o en los Departa-
mentos de General San Martín (excepto Ciudad de Tartagal y su ejido urbano), Rivadavia, Los An-
des, Santa Victoria y Orán (excepto Ciudad de San Ramón de la Nueva Oran y su ejido urbano) de 
la Provincia de SALTA; o en los Departamentos Bermejo, Ramón Lista y Matacos de la Provincia de 
FORMOSA, la remuneración deberá ser inferior a PESOS CIEN ($100) o igual o superior a PESOS 
CUATRO MIL CON UN CENTAVO ($ 4.000,01) para excluir al trabajador del cobro de las prestacio-
nes previstas en la presente ley (Tope máximo de remuneración sustituido por art. 1° del Decreto N° 
1345/2007 B.O. 5/10/2007. Vigencia: a partir del 1º de julio de 2007)

Quedan excluidos del beneficio previsto en el artículo 1° inciso c) de la presente los trabajadores que 
se desempeñen en la economía informal, que perciban una remuneración superior al salario mínimo, 
vital y móvil. (Último párrafo sustituido por art. 72 inc. e) de la Ley N° 26.844. Vigencia: de aplicación 
a todas las relaciones laborales alcanzadas por este régimen al momento de su entrada en vigencia) 
(Nota Infoleg: en la edición del Boletón Oficial se publicó la modificación de referencia como inc. e) 
cuando debería ser consignada como inc. c))

(Artículo sustituido por art. 1° del Decreto N° 368/2004 B.O. 1/4/2004. Vigencia: a partir del 1º de 
marzo de 2004).

Artículo 4º - Se considerará remuneración a los efectos de esta ley, la definida por el Sistema 
Integrado de Jubilaciones y Pensiones (Ley Nº 24.241, artículos 6º y 9º) con excepción de las horas 
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extras y el sueldo anual complementario (SAC).

Los límites que condicionan el otorgamiento de las asignaciones familiares o la cuantía de las mis-
mas, se calcularán, en cada caso, en función de la totalidad de las remuneraciones y prestaciones 
dinerarias y asignación por maternidad o prestación por desempleo o haberes previsionales corres-
pondientes al período que se liquide, excluyéndose las horas extras y el sueldo anual complementario 
(SAC) en los casos de trabajadores en relación de dependencia y la prestación anual complementaria 
en los casos de beneficiarios del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones.

Para los trabajadores a que hace referencia el segundo párrafo del artículo 3º y sólo a los efectos del 
cobro de las asignaciones familiares, se excluirán del total de la remuneración las sumas que perci-
biera el trabajador en concepto de horas extras, sueldo anual complementario (SAC) y zona desfavo-
rable, inhóspita o importes zonales.

(Artículo sustituido por art. 2° del Decreto N° 368/2004 B.O. 1/4/2004. Vigencia: a partir del 1º de 
marzo de 2004).

Artículo 5º - Las asignaciones familiares previstas en esta ley se financiarán:

a) Las, que correspondan al inciso a) del artículo 1º de esta ley, con los siguientes recursos:

1. Una contribución a cargo del empleador del nueve por ciento (9 %) que se abonara sobre el total de 
las remuneraciones de los trabajadores comprendidos en el ámbito de aplicación de esta ley. De ese 
nueve por ciento (9 %), siete y medio puntos porcentuales (7,5 %), se destinarán exclusivamente a 
asignaciones familiares y el uno y medio (1,5 %) restante al Fondo Nacional del Empleo, con la escala 
de reducciones prevista en el Decreto N° 2609/93, y sus modificatorios Decretos N° 372/95, 292/95 
y 492/95, los que mantienen su vigencia en los porcentajes y alícuotas especificados para cada caso.

2. Una contribución de igual cuantía a la establecida en el punto anterior, a cargo del responsable del 
pago de prestaciones dinerarias derivadas de la Ley N° 24.557, sobre Riesgos de Trabajo.

3. Intereses, multas y recargos.

4. Rentas provenientes de inversiones.

5. Donaciones, legados y otro tipo de contribuciones.

a’) Las que correspondan al inciso a’) del artículo 1° de esta Ley, con los siguientes recursos:

1. El porcentaje de impuesto integrado que corresponda, con destino al SISTEMA INTEGRADO PRE-
VISIONAL ARGENTINO (SIPA) a cargo de las personas adheridas al Régimen Simplificado para Pe-
queños Contribuyentes (RS). (Inciso incorporado por art. 2° del Decreto N° 593/2016 B.O. 19/4/2016. 
Vigencia: regirá para las asignaciones familiares que se perciban en el mes de Mayo de 2016.)
b) Las que correspondan al inciso b) del artículo 1º de esta ley con los siguientes recursos:

1. Los establecidos en el artículo 18 de la Ley

c) Las que correspondan al inciso c) del artículo 1º de esta ley con los siguientes recursos:

1. Los establecidos en el artículo 18 de la Ley Nº 24.241 y sus modificatorias;

2. (Apartado derogado por art. 35 de la Ley N° 27.260 B.O. 22/7/2016. Vigencia: a partir del día si-
guiente al de su publicación en el Boletín Oficial.)
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(Inciso c) incorporado por art. 3° del Decreto N° 1602/2009 B.O. 30/10/2009. Vigencia: a partir del 
1º de noviembre de 2009)

Artículo 6º - Se establecen las siguientes prestaciones:

a) Asignación por hijo.

b) Asignación por hijo con discapacidad.

c) Asignación prenatal.

d) Asignación por ayuda escolar anual para la educación inicial, general básica y polimodal. (Inciso 
sustituido por art. 2° de la Ley N° 25.231 B.O. 31/12/1999)

e) Asignación por maternidad.

f) Asignación por nacimiento.

g) Asignación por adopción.

h) Asignación por matrimonio.

i) Asignación Universal por Hijo para Protección Social. (Inciso incorporado por art. 4° del Decreto 
N° 1602/2009 B.O. 30/10/2009. Vigencia: a partir del 1º de noviembre de 2009)

j) Asignación por Embarazo para Protección Social. (Inciso incorporado por art. 2° del Decreto N° 
446/2011 B.O. 19/4/2011)

Artículo 7º - La asignación por hijo consistirá en el pago de una suma mensual por cada hijo 
menor de 18 anos de edad que se encuentre a cargo del trabajador.

Artículo 8º -La asignación por hijo con discapacidad consistirá en el pago de una suma mensual 
que se abonara al trabajador por cada hijo que se encuentre a su cargo en esa condición, sin limite 
de edad, a partir del mes en que se acredite tal condición ante el empleador. A los efectos de esta ley 
se entiende por discapacidad la definida en la Ley N° 22.431, artículo 2°.

Artículo 9º - La asignación prenatal consistirá en el pago de una suma equivalente a la asigna-
ción por hijo, que se abonara desde el momento de la concepción hasta el nacimiento del hijo. Este 
estado debe ser acreditado entre el tercer y cuarto mes de embarazo, mediante certificado médico. 
Para el goce de esta asignación se requerirá una antigüedad mínima y continuada en el empleo de 
tres meses.

Artículo 10 - La asignación por ayuda escolar anual consistirá en el pago de una suma de dinero 
que se hará efectiva en el mes de marzo de cada año. Esta asignación se abonará por cada hijo que 
concurra regularmente a establecimientos de enseñanza básica y polimodal o bien, cualquiera sea 
su edad, si concurre a establecimientos oficiales o privados donde se imparta educación diferencial. 
(párrafo modificado por art. 3° de la Ley N° 25.231 B.O. 31/12/1999)

Artículo 11 - La asignación por maternidad consistirá en el pago de una suma igual a la remune-
ración que la trabajadora hubiera debido percibir en su empleo, que se abonara durante el periodo de 
licencia legal correspondiente. Para el goce de esta asignación se requerirá una antigüedad mínima y 
continuada en el empleo de tres meses.
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Artículo 12 - La asignación por nacimiento de hijo consistirá en el pago de una suma de dinero 
que se abonará en el mes que se acredite tal hecho ante el empleador. Para el goce de esta asignación 
se requerirá una antigüedad mínima y continuada de seis meses a la fecha del nacimiento.

Artículo 13 - La asignación por adopción consistirá en el pago de una suma dinero, que se abo-
nará al trabajador en el mes en que acredite dicho acto ante el empleador. Para el goce de esta asig-
nación se requerirá una antigüedad mínima y continuada en el empleo de seis meses.

Artículo 14 - La asignación por matrimonio consistirá en el pago de una suma de dinero, que se 
abonara en el mes en que se acredite dicho acto ante el empleador. Para el goce de este beneficio se 
requerirá una antigüedad mínima y continuada en el empleo de seis meses. Esta asignación se abo-
nará a los dos cónyuges cuando ambos se encuentren en las disposiciones de la presente ley.

Artículo 14 bIS - La Asignación Universal por Hijo para Protección Social consistirá en una pres-
tación monetaria no retributiva de carácter mensual, que se abonará a uno solo de los padres, tutor, 
curador o pariente por consanguinidad hasta el tercer grado, por cada menor de DIECIOCHO (18) 
años que se encuentre a su cargo o sin límite de edad cuando se trate de un discapacitado; en ambos 
casos, siempre que no estuviere empleado, emancipado o percibiendo alguna de las prestaciones 
previstas en la Ley Nº 24.714, modificatorias y complementarias.

Esta prestación se abonará por cada menor acreditado por el grupo familiar hasta un máximo acumu-
lable al importe equivalente a CINCO (5) menores.

(Artículo incorporado por art. 5° del Decreto N° 1602/2009 B.O. 30/10/2009. Vigencia: a partir del 1º 
de noviembre de 2009)

Artículo 14 tEr. - Para acceder a la Asignación Universal por Hijo para Protección Social, se 
requerirá:

a)Que el menor sea argentino, hijo de argentino nativo o por opción, naturalizado o residente, con 
residencia legal en el país no inferior a TRES (3) años previos a la solicitud.

b) Acreditar la identidad del titular del beneficio y del menor, mediante Documento Nacional de 
Identidad.

c) Acreditar el vínculo entre la persona que percibirá el beneficio y el menor, mediante la presenta-
ción de las partidas correspondientes y en los casos de adopción, tutelas y curatelas los testimonios 
judiciales pertinentes.

d) La acreditación de la condición de discapacidad será determinada en los términos del artículo 2º 
de la Ley Nº 22.431, certificada por autoridad competente.

e) Hasta los CUATRO (4) años de edad —inclusive—, deberá acreditarse el cumplimiento de los con-
troles sanitarios y del plan de vacunación obligatorio. Desde los CINCO (5) años de edad y hasta los 
DIECIOCHO (18) años, deberá acreditarse además la concurrencia de los menores obligatoriamente 
a establecimientos educativos públicos.

f) El titular del beneficio deberá presentar una declaración jurada relativa al cumplimiento de los 
requisitos exigidos por la presente y a las calidades invocadas, de comprobarse la falsedad de algunos 
de estos datos, se producirá la pérdida del beneficio, sin perjuicio de las sanciones que correspondan.

(Artículo incorporado por art. 6° del Decreto N° 1602/2009 B.O. 30/10/2009. Vigencia: a partir del 1º 
de noviembre de 2009)
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Artículo 14 quAtEr. - La Asignación por Embarazo para Protección Social consistirá en una 
prestación monetaria no retributiva mensual que se abonará a la mujer embarazada desde la DECI-
MO SEGUNDA semana de gestación hasta el nacimiento o interrupción del embarazo.

Sólo corresponderá la percepción del importe equivalente a UNA (1) Asignación por Embarazo para 
Protección Social, aún cuando se trate de embarazo múltiple. La percepción de esta asignación no 
será incompatible con la Asignación Universal por Hijo para Protección Social por cada menor de 
DIECIOCHO (18) años, o sin límite de edad cuando se trate de un discapacitado, a cargo de la mujer 
embarazada.

(Artículo incorporado por art. 3° del Decreto N° 446/2011 B.O. 19/4/2011)

Artículo 14 quINquIES. - Para acceder a la Asignación por Embarazo para Protección Social, 
se requerirá:

a) Que la embarazada sea argentina nativa o por opción, naturalizada o residente, con residencia 
legal en el país no inferior a TRES (3) años previos a la solicitud de la asignación.

b) Acreditar identidad, mediante Documento Nacional de Identidad.

c) La acreditación del estado de embarazo mediante la inscripción en el “Plan Nacer” del MINISTE-
RIO DE SALUD. En aquellos casos que prevea la reglamentación, en que la embarazada cuente con 
cobertura de obra social, la acreditación del estado de embarazo será mediante certificado médico 
expedido de conformidad con lo previsto en dicho plan para su acreditación.

Si el requisito se acredita con posterioridad al nacimiento o interrupción del embarazo, no corres-
ponde el pago de la asignación por el período correspondiente al de gestación.

d) La presentación por parte del titular del beneficio de una declaración jurada relativa al cumpli-
miento de los requisitos exigidos por la presente y a las calidades invocadas. De comprobarse la fal-
sedad de alguno de estos datos, se producirá la pérdida del beneficio, sin perjuicio de las sanciones 
que correspondan.

(Artículo incorporado por art. 4° del Decreto N° 446/2011 B.O. 19/4/2011)

Artículo 14 SExIES - Los titulares de la Asignación Universal por Hijo para Protección Social 
establecida en el artículo 1°, inciso c) de la presente Ley tendrán derecho a la Asignación por Ayuda 
Escolar Anual prevista en el artículo 6°, inciso d) y definida por el artículo 10 de esta ley.

(Artículo incorporado por art. 1° del Decreto N° 504/2015 B.O. 8/4/2015)

Artículo 15 - Los beneficiarios del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones gozarán de las 
siguientes prestaciones:

a) Asignación por cónyuge.

b) Asignación por hijo.

c) Asignación por hijo con discapacidad.

d) Asignación por ayuda escolar anual para la educación básica y polimodal. (Inciso agregado por 
art. 1° del Decreto Nacional N° 256/1998 B.O. 11/3/1998) (Nota Infoleg: por art. 2° del Decreto N° 
337/2008 B.O. 3/3/2008, se establece en la suma de PESOS CIENTO SETENTA ($ 170) el monto de la 
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asignación por ayuda escolar anual para la educación inicial, básica y polimodal o sus niveles equiva-
lentes dispuestos por la Ley Nº 26.206, prevista en el presente inciso d). Vigencia: de aplicación a par-
tir del ciclo lectivo 2008 correspondiendo el pago de la prestación durante el curso del mes de marzo)

Artículo 16 - La asignación por cónyuge del beneficiario del Sistema Integrado de Jubilaciones y 
Pensiones consistirá en el pago de una suma de dinero que se abonara al beneficiario por su cónyuge.

Artículo 17 - Las asignaciones por hijo y por hijo con discapacidad son las previstas en los artí-
culos 7° y 8° de esta ley.

Artículo 18 - Fíjanse los montos de las prestaciones que otorga la presente ley en los siguientes 
valores:

(Nota Infoleg: por art. 2° de la Resolución N° 175/2017 de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social B.O. 19/9/2017 se establece que los rangos y montos de las Asignaciones Familiares y Univer-
sales contempladas en la Ley N° 24.714, sus modificatorias y complementarias a partir de septiembre 
de 2017, serán los que surgen de los Anexos I, Anexo II, Anexo III, Anexo IV, Anexo V, Anexo VI, de 
la Resolución de referencia, abonándose de acuerdo a los parámetros establecidos en el artículo 1° 
de la Resolución D.E.-N N° 616/2015)

(Nota Infoleg: por art. 2° de la Resolución N° 33/2017 de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social B.O. 10/3/2017 se establece que los rangos y montos de las Asignaciones Familiares y Univer-
sales contempladas en la Ley N° 24.714, sus modificatorias y complementarias a partir de marzo de 
2017, serán los que surgen de los Anexos I, II, III, IV, V y VI de la Resolución de referencia, abonán-
dose de acuerdo a los parámetros establecidos en el artículo 1° de la Resolución D.E.-N N° 616/2015.)
(Nota Infoleg: por art. 8° del Decreto N° 593/2016 B.O. 19/4/2016. Se aprueba la tabla de valores 
únicos de asignaciones familiares y categorías de personas adheridas al Régimen Simplificado para 
Pequeños Contribuyentes que se incluye como ANEXO I, que forma parte integrante del Decreto de 
referencia. Vigencia: regirá para las asignaciones familiares que se perciban en el mes de Mayo de 
2016.)

(Nota Infoleg: por art. 4° del Decreto N° 492/2016 B.O. 17/3/2016 se establece que los rangos, topes 
y montos de las Asignaciones Familiares correspondientes a los titulares incluidos en los incisos a) y 
b) del artículo 1° de la Ley N° 24.714 y sus modificatorias, serán los que surgen de los Anexos I, II y 
III del decreto de referencia. Ver aplicación art. 5° de la misma norma.)

a) Asignación por Hijo: la suma de PESOS CIEN ($ 100) para los trabajadores que perciban remune-
raciones desde PESOS CIEN ($ 100) e inferiores a PESOS DOS MIL CON UN CENTAVO ($ 2.000,01); 
la suma de PESOS SETENTA Y CINCO ($ 75) para los trabajadores que perciban remuneraciones 
desde PESOS DOS MIL CON UN CENTAVO ($ 2.000,01) e inferiores a PESOS TRES MIL CON UN 
CENTAVO ($ 3.000,01) y la suma de PESOS CINCUENTA ($ 50) para los que perciban remunera-
ciones desde PESOS TRES MIL CON UN CENTAVO ($ 3.000,01) e inferiores a PESOS CUATRO 
MIL CON UN CENTAVO ($ 4.000,01). (Inciso sustituido por art. 3° del Decreto N° 1345/2007 B.O. 
5/10/2007. Vigencia: a partir del 1º de julio de 2007).

b) Asignación por Hijo con Discapacidad: la suma de PESOS CUATROCIENTOS ($ 400) para los 
trabajadores que perciban remuneraciones inferiores a PESOS DOS MIL CON UN CENTAVO ($ 
2.000,01); la suma de PESOS TRESCIENTOS ($ 300) para los trabajadores que perciban remune-
raciones desde PESOS DOS MIL CON UN CENTAVO ($ 2.000,01) e inferiores a PESOS TRES MIL 
CON UN CENTAVO ($ 3.000,01) y la suma de PESOS DOSCIENTOS ($ 200) para los que perciban 
remuneraciones desde PESOS TRES MIL CON UN CENTAVO ($ 3.000,01). (Inciso sustituido por art. 
3° del Decreto N° 1345/2007 B.O. 5/10/2007. Vigencia: a partir del 1º de julio de 2007).
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c) Asignación prenatal: una suma igual a la de asignación por hijo.

d) Asignación por ayuda escolar anual para la educación inicial, general básica y polimodal: la suma 
de $ 130. (Inciso sustituido por art. 4° de la Ley N° 25.231 B.O. 31/12/1999) (Nota Infoleg: por art. 
1° del Decreto N° 337/2008 B.O. 3/3/2008, se establece en la suma de PESOS CIENTO SETENTA ($ 
170) la asignación por ayuda escolar anual para la educación inicial, general básica y polimodal o sus 
niveles equivalentes dispuestos por la Ley Nº 26.206, prevista en el presente inciso d). Vigencia: de 
aplicación a partir del ciclo lectivo 2008 correspondiendo el pago de la prestación durante el curso 
del mes de marzo)

e) Asignación por maternidad: la suma que corresponda de acuerdo a lo establecido en el artículo 11 
de la presente ley.

f) Asignación por nacimiento: la suma de $ 400.

g) Asignación por adopción: la suma de $ 2.400.

h) Asignación por matrimonio: la suma de $ 600.

i) Asignación por Cónyuge del beneficiario del SISTEMA INTEGRADO DE JUBILACIONES Y PEN-
SIONES: la suma de PESOS TREINTA ($ 30) para los que perciban haberes inferiores a PESOS CUA-
TRO MIL CON UN CENTAVO ($ 4.000,01).

Para los beneficiarios que residan en las Provincias de CHUBUT, NEUQUEN, RIO NEGRO, SANTA 
CRUZ, TIERRA DEL FUEGO, ANTARTIDA E ISLAS DEL ATLANTICO SUR, LA PAMPA y el Partido 
de Carmen de Patagones de la Provincia de BUENOS AIRES, la suma de PESOS SESENTA ($ 60) para 
los que perciban haberes inferiores a PESOS CUATRO MIL CON UN CENTAVO ($ 4.000,01).

(Inciso i) sustituido por art. 3° del Decreto N° 1345/2007 B.O. 5/10/2007. Vigencia: a partir del 1º de 
julio de 2007).
(Tope máximo de remuneración sustituido por art. 2° del Decreto N° 1345/2007 B.O. 5/10/2007. Vi-
gencia: a partir del 1º de julio de 2007).

j) Asignaciones por hijo y por hijo con discapacidad de beneficiarios del Sistema Integrado de Jubi-
laciones y Pensiones:

 j.1) Asignación por Hijo: la suma de PESOS CIEN ($ 100) para los beneficiarios que perciban 
haberes inferiores a PESOS DOS MIL CON UN CENTAVO ($ 2.000,01); la suma de PESOS SETENTA 
Y CINCO ($ 75) para los beneficiarios que perciban haberes desde PESOS DOS MIL CON UN CENTA-
VO ($ 2.000,01) e inferiores a PESOS TRES MIL CON UN CENTAVO ($ 3.000,01) y la suma de PE-
SOS CINCUENTA ($ 50) para los que perciban haberes desde PESOS TRES MIL CON UN CENTAVO 
($ 3.000,01) e inferiores a PESOS CUATRO MIL CON UN CENTAVO ($ 4.000,01).

Para los beneficiarios que residan en las Provincias de CHUBUT, NEUQUEN, RIO NEGRO, SANTA 
CRUZ, TIERRA DEL FUEGO, ANTARTIDA E ISLAS DEL ATLANTICO SUR, LA PAMPA y el Partido 
de Carmen de Patagones de la Provincia de BUENOS AIRES, la suma de PESOS CIEN ($ 100) para los 
que perciban haberes inferiores a PESOS CUATRO MIL CON UN CENTAVO ($ 4.000,01).

(Tope máximo de remuneración sustituido por art. 2° del Decreto N° 1345/2007 B.O. 5/10/2007. Vi-
gencia: a partir del 1º de julio de 2007)

 j.2) Asignación por Hijo con Discapacidad: la suma de PESOS CUATROCIENTOS ($ 400) 
para los beneficiarios que perciban haberes inferiores a PESOS DOS MIL CON UN CENTAVO ($ 
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2.000,01); la suma de PESOS TRESCIENTOS ($ 300) para los beneficiarios que perciban haberes 
desde PESOS DOS MIL CON UN CENTAVO ($ 2.000,01) e inferiores a PESOS TRES MIL CON UN 
CENTAVO ($ 3.000,01) y la suma de PESOS DOSCIENTOS ($ 200) para los que perciban haberes 
desde PESOS TRES MIL CON UN CENTAVO ($ 3.000,01).

Para los beneficiarios que residan en las provincias de CHUBUT, NEUQUEN, RIO NEGRO, SANTA 
CRUZ, TIERRA DEL FUEGO, ANTARTIDA E ISLAS DEL ATLANTICO SUR, LA PAMPA y el Partido 
de Carmen de Patagones de la Provincia de BUENOS AIRES, la suma de PESOS CUATROCIENTOS 
($ 400) cualquiera fuere su haber.

(Inciso j) sustituido por art. 3° del Decreto N° 1345/2007 B.O. 5/10/2007. Vigencia: a partir del 1º de 
julio de 2007).

Para los trabajadores a que hace mención el párrafo segundo del artículo 3º el tope de PESOS UN 
MIL SETECIENTOS VEINTICINCO ($ 1.725) se eleva a PESOS CUATRO MIL CON UN CENTAVO ($ 
4.000,01). (Último Párrafo sustituido por art. 4° del Decreto N° 368/2004 B.O. 1/4/2004. Vigencia: a 
partir del 1º de marzo de 2004).

(Tope máximo de remuneración sustituido por art. 1° del Decreto N° 1345/2007 B.O. 5/10/2007. Vi-
gencia: a partir del 1º de julio de 2007)

k) Asignación Universal por Hijo para Protección Social: la mayor suma fijada en los incisos a) o b), 
según corresponda.

El OCHENTA POR CIENTO (80%) del monto previsto en el primer párrafo se abonará mensualmente 
a los titulares de las mismas a través del sistema de pagos de la ADMINISTRACION NACIONAL DE 
LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES).

El restante VEINTE POR CIENTO (20%) será reservado en una Caja de Ahorro a nombre del titular 
en el BANCO DE LA NACION ARGENTINA percibido a través de tarjetas magnéticas emitidas por el 
banco, sin costo para los beneficiarios.

Las sumas podrán cobrarse cuando el titular acredite, para los menores de CINCO (5) años, el cum-
plimiento de los controles sanitarios y el plan de vacunación y para los de edad escolar, la certifica-
ción que acredite además, el cumplimiento del ciclo escolar lectivo correspondiente.
La falta de acreditación producirá la pérdida del beneficio.

(Inciso k) incorporado por art. 7° del Decreto N° 1602/2009 B.O. 30/10/2009. Vigencia: a partir del 
1º de noviembre de 2009)

l) Asignación por Embarazo para Protección Social: la mayor suma fijada en el inciso a).
Durante el período correspondiente entre la DECIMO SEGUNDA y la última semana de gestación, se 
liquidará una suma igual al OCHENTA POR CIENTO (80%) del monto previsto en el primer párrafo, 
la que se abonará mensualmente a las titulares a través del sistema de pago de la ADMINISTRACION 
NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES). El VEINTE POR CIENTO (20%) restante será 
abonado una vez finalizado el embarazo y en un solo pago, a través del mismo sistema que se utilice 
para la liquidación mensual de esta asignación, en la medida que se hubieran cumplido los controles 
médicos de seguimiento previstos en el “Plan Nacer” del MINISTERIO DE SALUD.

La falta de acreditación producirá la pérdida del derecho al cobro del VEINTE POR CIENTO (20%) 
reservado.

(Inciso l) incorporado por art. 5° del Decreto N° 446/2011 B.O. 19/4/2011)
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Artículo 19 - Facúltase al PODER EJECUTIVO NACIONAL a establecer la cuantía de las asigna-
ciones familiares establecidas en la presente ley, los topes y rangos remuneratorios que habilitan al 
cobro de las mismas y los coeficientes zonales o montos diferenciales de acuerdo al desarrollo de la 
actividad económica, índices de costo de vida o de variación salarial y situación económica social de 
las distintas zonas. (Párrafo sustituido por art. 5° del Decreto N° 368/2004 B.O. 1/4/2004. Vigencia: 
a partir del 1º de marzo de 2004).

Créase un Consejo de Administración para el subsistema contributivo integrado por representantes 
del Estado, de los trabajadores y de los empresarios, con carácter “ad honorem” cuyo número de 
integrantes y funcionamiento determinará la reglamentación. Dicho Consejo tendrá a su cargo fijar 
las políticas de asignaciones de los recursos, teniendo en cuenta, para ello la variación de los ingresos 
de dicho régimen.

El Poder Ejecutivo garantizará un ingreso mínimo de PESOS UN MIL QUINIENTOS MlLLONES ($ 
1.500.000.000) anuales, destinados al pago de las asignaciones familiares del sub-sistema contributi-
vo a que hace referencia el artículo 1° de la presente ley. Los ingresos que excedan dicho monto no 
podrán destinarse a otra finalidad que no sea el pago de las prestaciones previstas en la presente ley 
su incremento. En ningún caso las prestaciones a abonarse podrán ser inferiores a las establecidas 
en el artículo 18 de la presente ley. (Expresión “y deberán abonarse por los montos establecidos en 
dicho artículo desde el 1° de agosto de 1996” vetada por el art. 1° del Decreto Nacional N° 1165/1996 
B.O. 18/10/1996)

Anualmente la ley de presupuesto establecerá las partidas necesarias para garantizar el sistema.

Artículo 20 - Cuando ambos progenitores estén comprendidos en el presente régimen, las pres-
taciones enumeradas en los artículos 6º y 15 serán percibidas por uno solo de ellos.

Artículo 21 -Cuando el trabajador se desempeñare en más de un empleo tendrá derecho a la 
percepción de las prestaciones de la presente ley en el que acredite mayor antigüedad, a excepción 
de la asignación por maternidad, que será percibida en cada uno de ellos.

Artículo 22 - A los fines de otorgar las asignaciones por hijo, hijo con discapacidad y ayuda es-
colar anual, serán considerados como hijos los menores o personas con discapacidad cuya guarda, 
tenencia o tutela haya sido acordada al trabajador por autoridad judicial o administrativa compe-
tente. En tales supuestos, los respectivos padres no tendrán, por ese hijo, derecho al cobro de las 
mencionadas asignaciones.

Artículo 23 -Las Asignaciones Familiares dispuestas en la presente ley son inembargables, no 
constituyen remuneración ni están sujetas a gravámenes, atento su naturaleza jurídica, tampoco se-
rán tenidas en cuenta para la determinación del sueldo anual complementario, ni para el pago de las 
indemnizaciones por despido, enfermedad, accidente o para cualquier otro efecto.

No pueden ser enajenadas ni afectadas a terceros por derecho alguno.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGU-
RIDAD SOCIAL podrá afectar dichas prestaciones a los fines del inciso n) del artículo 74 de la Ley N° 
24.241, previa conformidad formal y expresa de los titulares”.

Artículo 24 - Las asignaciones familiares correspondientes a los trabajadores del sector público 
y a los beneficiarios de pensiones no contributivas se regirán, en cuanto a las prestaciones monto y 
topes, por lo establecido en el presente régimen.

Artículo 25 - Derógase la Ley N° 18.017 y sus modificatorias, y los Decretos 770/96, 771/96, 
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991/96 y toda otra norma que se oponga a la presente.

Artículo 26 - Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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LEy HIjO CON SíNDROmE 
DE DOwN - 24.716

Establécese para la madre trabajadora en relación de dependencia una licencia especial, a conse-
cuencia del nacimiento de un hijo con Síndrome de Down.

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con 
fuerza de Ley:

Artículo 1º - El nacimiento de un hijo con Síndrome de Down otorgará a la madre trabajadora 
en relación de dependencia el derecho a seis meses de licencia sin goce de sueldo desde la fecha del 
vencimiento del período de prohibición de trabajo por maternidad.

Artículo 2º - Para el ejercicio del derecho otorgado en el artículo anterior la trabajadora deberá 
comunicar fehacientemente el diagnóstico del recién nacido al empleador con certificado médico 
expedido por autoridad sanitaria oficial, por lo menos con quince días de anticipación al vencimiento 
del período de prohibición de trabajo por maternidad.

Artículo 3º - Durante el período de licencia previsto en el artículo 1° la trabajadora percibirá 
una asignación familiar cuyo monto será igual a la remuneración que ella habría percibido si hubiera 
prestado servicios. Esta prestación será percibida en las mismas condiciones y con los mismos requi-
sitos que corresponden a la asignación por maternidad.

Artículo 4º - Las disposiciones de esta ley no derogan los mayores derechos que acuerdan dispo-
siciones legales o convencionales vigentes.

Artículo 5º - Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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LEy SIStEmA INtEgRADO 
DE juBILACIONES 

y pENSIONES - 24.241
Creación. Ámbito de aplicación. Disposiciones complementarias y transitorias. Consejo Nacional de 
Previsión Social. Creación y Misión. Compañías de Seguros. Prestaciones No Contributivas. Normas 
sobre el Financiamiento.

Sancionada: Setiembre 23 de 1993

Promulgada parcialmente: Octubre 13 de 1993

Ver Antecedentes Normativos

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con 
fuerza de ley:

LEy NACIONAL DEL SIStEmA INtEgRADO DE 
juBILACIONES y pENSIONES

(Nota Infoleg: por art. 1° de la Resolución General N° 4006/2017 de la AFIP B.O. 3/3/2017 se fijan las 
alícuotas reducidas para la determinación y el pago de las contribuciones patronales con destino al 
Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA), sobre la nómina salarial correspondiente a las Juris-
dicciones Provinciales y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, las que sustituyen a la prevista en la 
Ley N° 24.241 y sus modificaciones, conforme se indica en la norma de referencia. Vigencia: a partir 
del día de su publicación en el Boletín Oficial.)

(Nota Infoleg: por art. 1° de la Ley N° 26.425 B.O. 9/12/2008 se dispone la unificación del Sistema In-
tegrado de Jubilaciones y Pensiones en un único régimen previsional público que se denominará Sis-
tema Integrado Previsional Argentino (SIPA), financiado a través de un sistema solidario de reparto, 
garantizando a los afiliados y beneficiarios del régimen de capitalización vigente hasta la fecha idén-
tica cobertura y tratamiento que la brindada por el régimen previsional público, en cumplimiento 
del mandato previsto por el artículo 14 bis de la Constitución Nacional. En consecuencia, elimínase 
el actual régimen de capitalización, que será absorbido y sustituido por el régimen de reparto, en las 
condiciones de la presente ley. Vigencia: a partir de la fecha de su publicación en el Boletín Oficial.)

(Nota Infoleg: por art. 13 de la Ley N° 26.417 B.O. 16/10/2008 se establece que se sustituyen todas las 
referencias al Módulo Previsional (MOPRE) existentes en las disposiciones legales y reglamentarias 
vigentes, las que quedarán reemplazadas por una determinada proporción del haber mínimo garanti-
zado a que se refiere el artículo 125 de la Ley 24.241 y sus modificatorias, según el caso que se trate.

La reglamentación dispondrá la autoridad de aplicación responsable para determinar la equivalencia 
entre el valor del Módulo Previsional (MOPRE), y el del haber mínimo garantizado a la fecha de vi-
gencia de la ley de referencia. Ver art. 16 de la ley de referencia)
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LIBRO I
SIStEmA INtEgRADO DE juBILACIONES y pENSIONES

TÍTULO I
DISpOSICIONES gENERALES

CAPÍTULO I
CREACIóN. ámBItO DE ApLICACIóN

Artículo 1º — Institución del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones.  Institúyase 
con alcance nacional y con sujeción a las normas de esta ley, el Sistema Integrado de Jubilaciones y 
Pensiones (SIJP), que cubrirá las contingencias de vejez, invalidez y muerte y se integrará al Sistema 
Único de Seguridad Social (SUSS).

Conforman este sistema: 1) Un régimen previsional público, fundamentado en el otorgamiento de 
prestaciones por parte del Estado que se financiarán a través de un sistema de reparto, en adelante 
también Régimen de Reparto, y 2) Un régimen previsional basado en la capitalización individual, en 
adelante también Régimen de Capitalización.

Artículo 2º — Incorporación obligatoria. Están obligatoriamente comprendidas en el SIJP y 
sujetas a las disposiciones que sobre afiliación establece esta ley y las normas reglamentarias que se 
dicten, las personas físicas mayores de dieciocho (18) años de edad que a continuación se detallan:

a) Personas que desempeñen alguna de las actividades en relación de dependencia que se enumeran 
en los apartados siguientes, aunque el contrato de trabajo o la relación de empleo público fueren a 
plazo fijo:

1. Los funcionarios, empleados y agentes que en forma permanente o transitoria desempeñen cargos, 
aunque sean de carácter electivo, en cualquiera de los poderes del Estado nacional, sus reparticiones 
u organismos centralizados, descentralizados o autárquicos, empresas del Estado, sociedades del 
Estado, sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, sociedades de economía mixta, 
servicios de cuentas especiales y obras sociales del sector público, con exclusión del personal militar 
de las fuerzas armadas y del personal militarizado o con estado policial de las fuerzas de seguridad y 
policiales.

2. El personal civil de las fuerzas armadas y de las fuerzas de seguridad y policiales.

3. Los funcionarios, empleados y agentes que en forma permanente o transitoria desempeñen cargos 
en organismos oficiales interprovinciales, o integrados por la Nación y una o más provincias, cuyas 
remuneraciones se atiendan con fondos de dichos organismos.

4. Los funcionarios, empleados y agentes civiles dependientes de los gobiernos y municipalidades 
provinciales, a condición que previamente las autoridades respectivas adhieran al SIJP, mediante 
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convenio con el Poder Ejecutivo Nacional.
5. Las personas que en cualquier lugar del territorio del país presten en forma permanente, transito-
ria o eventual, servicios remunerados en relación de dependencia en la actividad privada.

6. Las personas que en virtud de un contrato de trabajo celebrado o relación laboral iniciada en la 
República, o de un traslado o comisión dispuestos por el empleador, presten en el extranjero servicios 
de la naturaleza prevista en el apartado anterior, siempre que dichas personas tuvieran domicilio real 
en el país al tiempo de celebrarse el contrato, iniciarse la relación laboral o disponerse el traslado o 
comisión.

7. En general, todas las personas que hasta la vigencia de la presente ley estuvieran comprendidas en 
el régimen nacional de jubilaciones y pensiones por actividades no incluidas con carácter obligatorio 
en el régimen para trabajadores autónomos.

Cuando se trate de socios en relación de dependencia con sociedades, se estará a lo dispuesto en el 
inciso d).

b) Personas que por sí solas o conjunta o alternativamente con otras, asociadas o no, ejerzan habi-
tualmente en la República alguna de las actividades que a continuación se enumeran, siempre que 
éstas no configuren una relación de dependencia:

1. Dirección, administración o conducción de cualquier empresa, organización, establecimiento o 
explotación con fines de lucro, o sociedad comercial o civil, aunque por esas actividades no obtengan 
retribución, utilidad o ingreso alguno.

2. Profesión desempeñada por graduado en universidad nacional o en universidad provincial o pri-
vada autorizada para funcionar por el Poder Ejecutivo, o por quien tenga especial habilitación legal 
para el ejercicio de profesión universitaria reglamentada.

3. Producción o cobranza de seguros, reaseguros, capitalización, ahorro, ahorro y préstamo, o simi-
lares.

4. Cualquier otra actividad lucrativa no comprendida en los apartados precedentes.

c) Personas al servicio de las representaciones y agentes diplomáticos o consulares acreditados en el 
país, como también el dependiente de organismos internacionales que preste servicios en la Repúbli-
ca, si de conformidad con las convenciones y tratados vigentes resultan aplicables a dicho personal 
las leyes de jubilación y pensiones argentinas. Al personal que quede excluido le será de aplicación 
lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 4º.

d) Cuando se trate de socios o sociedades, a los fines de su inclusión obligatoria en los incisos a) o b), 
o en ambos, serán de aplicación las siguientes normas:

1. No se incluirán obligatoriamente en el inciso a):

1.1. Los socios de sociedades de cualquier tipo cuya participación en el capital sea igual o superior al 
porcentual que resulte de dividir el número cien (100) por el número total de socios.

1.2. El socio comanditado único de las sociedades en comandita simple o por acciones. Si hubiera 
más de un socio comanditado se aplicará lo dispuesto en el punto anterior, tomando en consideración 
solamente el capital comanditado.
1.3. Los socios de las sociedades civiles y de las sociedades comerciales irregulares o de hecho, aun-
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que no se cumpla el requisito a que se refiere el punto 1.1.
1.4. Los socios de sociedades de cualquier tipo —aunque no estuvieran comprendidos en los puntos 
anteriores—, cuando la totalidad de los integrantes de la sociedad estén ligados por un vínculo de 
parentesco de hasta el segundo grado de consanguinidad y/o afinidad.

2. Sin perjuicio de su inclusión en el inciso b), cuando un socio quede incluido obligatoriamente en 
el inciso a) la sociedad y el socio estarán sujetos a las obligaciones de aportes y contribuciones obli-
gatorios por la proporción de la remuneración y participación en las utilidades que el socio perciba 
y/o se le acrediten en cuenta, en la medida que exceda el monto que le hubiera correspondido de 
conformidad con su participación en el capital social.

Artículo 3º — Incorporación voluntaria. La incorporación al SIJP es voluntaria para las perso-
nas mayores de dieciocho (18) años de edad que a continuación se detallan:

a) Con las obligaciones y beneficios que corresponden a los incluidos en el inciso a) del artículo an-
terior:

1. Los directores de sociedades anónimas por las asignaciones que perciban en la misma sociedad por 
actividades especialmente remuneradas que configuren una relación de dependencia.

2. Los socios de sociedades de cualquier tipo que no resulten incluidos obligatoriamente conforme a 
lo dispuesto en el inciso d) del artículo anterior;

b) Con las obligaciones y beneficios que corresponden a los incluidos en el inciso b) del artículo anterior:

1. Los miembros de consejos de administración de cooperativas que no perciban retribución alguna 
por esas funciones, socios no gerentes de sociedades de responsabilidad limitada, síndicos de cual-
quier sociedad y fiduciarios.

2. Los titulares de condominios y de sucesiones indivisas que no ejerzan la dirección, administración 
o conducción de la explotación común.

3. Los miembros del clero y de organizaciones religiosas pertenecientes al culto católico apostólico 
romano, u otros inscriptos en el Registro Nacional de Cultos.

4. Las personas que ejerzan las actividades mencionadas en el artículo 2º, inciso b), apartado 2, y que 
por ellas se encontraren obligatoriamente afiliadas a uno o más regímenes jubilatorios provinciales 
para profesionales, como asimismo aquellas que ejerzan una profesión no académica autorizada con 
anterioridad a la promulgación de esta ley. Esta incorporación no modificará la obligatoriedad que 
dimana de los respectivos regímenes locales.

5. Las amas de casa que decidan incorporarse voluntariamente al Sistema Integrado de Jubilaciones 
y Pensiones lo harán en la categoría mínima de aportes, pudiendo optar por cualquier otra categoría 
superior. (Inciso sustituido por art. 1º de la Ley Nº 24.347 B.O. 28/6/1994).

Artículo 4º — Excepción. Quedan exceptuados del SIJP los profesionales, investigadores, cientí-
ficos y técnicos contratados en el extranjero para prestar servicios en el país por un plazo no mayor 
de dos (2) años y por una sola vez, a condición que no tengan residencia permanente en la República 
y estén amparados contra las contingencias de vejez, invalidez y muerte por las leyes del país de su 
nacionalidad o residencia permanente. La solicitud de exención deberá ser formulada ante la autori-
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dad de aplicación por el interesado o su empleador.

La precedente exención no impedirá la afiliación a este sistema, si el contratado y el empleador ma-
nifestaren su voluntad expresa en tal sentido, o aquél efectuare su propio aporte y la contribución 
correspondiente al empleador.

Las disposiciones precedentes no modifican las contenidas en los convenios sobre seguridad social 
celebrados por la República con otros países, ni las de la Ley Nº 17.514.

(Nota Infoleg: por art. 5º de la Ley Nº 26.566 B.O. 24/12/2009 se amplía a cuatro (4) años, respecto del 
personal indicado en el primer párrafo del artículo 4º de la norma de referencia, el plazo establecido 
en el presente artículo. Vigencia: a partir del día de su publicación en el Boletín Oficial y surtirán 
efecto para los hechos imponibles que se perfeccionen a partir del primer día del mes siguiente al de 
dicha publicación.)

Artículo 5º — Actividades simultáneas. La circunstancia de estar también comprendido en 
otro régimen jubilatorio nacional, provincial o municipal, así como el hecho de gozar de cualquier 
jubilación, pensión o retiro, no eximen de la obligatoriedad de efectuar aportes y contribuciones a 
este sistema, salvo en los casos expresamente determinados en la presente ley.

Las personas que ejerzan en forma simultánea más de una actividad de las comprendidas en los in-
cisos a), b), o c) del artículo 2º, así como los empleadores en su caso, contribuirán obligatoriamente 
por cada una de ellas.

CAPÍTULO II
REmuNERACIóN, ApORtES y CONtRIBuCIONES

Artículo 6º — Concepto de remuneración. Se considera remuneración, a los fines del SIJP, todo 
ingreso que percibiere el afiliado en dinero o en especie susceptible de apreciación pecuniaria, en 
retribución o compensación o con motivo de su actividad personal, en concepto de sueldo, sueldo 
anual complementario, salario, honorarios, comisiones, participación en las ganancias, habilitación, 
propinas, gratificaciones y suplementos adicionales que tengan el carácter de habituales y regulares, 
viáticos y gastos de representación, excepto en la parte efectivamente gastada y acreditada por medio 
de comprobantes, y toda otra retribución, cualquiera fuere la denominación que se le asigne, perci-
bida por servicios ordinarios o extraordinarios prestados en relación de dependencia.

La autoridad de aplicación determinará las condiciones en que los viáticos y gastos de representación 
no se considerarán sujetos a aportes ni contribuciones, no obstante la inexistencia total o parcial de 
comprobantes que acrediten el gasto.

Las propinas y retribuciones en especie de valor incierto serán estimadas por el empleador. Si el 
afiliado estuviera disconforme, podrá reclamar ante la autoridad de aplicación, la que resolverá te-
niendo en cuenta la naturaleza y modalidad de la actividad y de la retribución. Aun mediando confor-
midad del afiliado, la autoridad de aplicación podrá rever la estimación que no considerara ajustada 
a estas pautas.

Se consideran asimismo remuneración las sumas a distribuir a los agentes de la administración pú-
blica o que éstos perciban en carácter de:
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1. Premio estímulo, gratificaciones u otros conceptos de análogas características. En este caso tam-
bién las contribuciones estarán a cargo de los agentes, a cuyo efecto antes de proceder a la distribu-
ción de dichas sumas se deberá retener el importe correspondiente a la contribución.

2. Cajas de empleados o similares, cuando ello estuviere autorizado. En este caso el organismo o 
entidad que tenga a su cargo la recaudación y distribución de estas sumas, deberá practicar los des-
cuentos correspondientes a los aportes personales y depositarlos dentro del plazo pertinente.

Artículo 7º — Conceptos excluidos . No se consideran remuneración las asignaciones familiares, 
las indemnizaciones derivadas de la extinción del contrato de trabajo, por vacaciones no gozadas y 
por incapacidad permanente provocada por accidente del trabajo o enfermedad profesional, las pres-
taciones económicas por desempleo, ni las asignaciones pagadas en concepto de becas. Tampoco se 
considera remuneración las sumas que se abonen en concepto de gratificaciones vinculadas con el 
cese de la relación laboral en el importe que exceda del promedio anual de las percibidas anterior-
mente en forma habitual y regular.

Artículo 8º — Renta imponible. Los trabajadores autónomos efectuarán los aportes previsiona-
les obligatorios establecidos en el artículo 10, sobre los niveles de rentas de referencia calculadas en 
base a categorías que fijarán las normas reglamentarias de acuerdo con las siguientes pautas:

a) Capacidad contributiva.

b) La calidad de sujeto o no en el impuesto al valor agregado y en su caso, su condición de responsa-
ble inscripto, de responsable no inscripto o no responsable por dicho impuesto.

(Nota Infoleg: por art. 3° de la Ley N° 26.417 B.O. 16/10/2008 se establece que las rentas de referen-
cia que se establecen en el artículo 8º de la Ley 24.241 y sus modificatorias se ajustarán conforme la 
evolución del índice previsto en el artículo 32 de la mencionada ley, con la periodicidad que establez-
ca el Poder Ejecutivo nacional.)

Artículo 9º — Base imponible. A los fines del cálculo de los aportes y contribuciones corres-
pondientes al SISTEMA INTEGRADO DE JUBILACIONES Y PENSIONES (SIJP) las remuneraciones 
no podrán ser inferiores al importe equivalente a TRES (3) veces el valor del módulo previsional 
(MOPRE) definido en el artículo 21. A su vez, a los fines exclusivamente del cálculo de los aportes 
previstos en los incisos a) y c) del artículo 10, la mencionada base imponible previsional tendrá un lí-
mite máximo equivalente a SETENTA Y CINCO (75) veces el valor del módulo previsional (MOPRE).

Si un trabajador percibe simultáneamente más de una remuneración o renta como trabajador en re-
lación de dependencia o autónomo, cada remuneración o renta será computada separadamente a los 
efectos del límite inferior establecido en el párrafo anterior. En función de las características parti-
culares de determinadas actividades en relación de dependencia, la reglamentación podrá establecer 
excepciones a lo dispuesto en el presente párrafo.

Facúltase al PODER EJECUTIVO NACIONAL a modificar la base imponible establecida en el pri-
mer párrafo del presente artículo, proporcionalmente al incremento que se aplique sobre el haber 
máximo de las prestaciones a que refiere el inciso 3) del artículo 9º de la Ley Nº 24.463, texto según 
Decreto Nº 1199/04.
(Artículo sustituido por art. 1° de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007)

(Nota Infoleg: por art. 3° de la Resolución N° 28/2018 de la Administración de Seguridad Social se 
establece que las bases imponibles mínima y máxima previstas en el presente artículo, texto según 
la Ley Nº 26.222, quedan establecidas en la suma de PESOS DOS MIL SEISCIENTOS SESENTA Y 
CUATRO CON CINCUENTA Y DOS CENTAVOS ($ 2.664,52.-) y PESOS OCHENTA Y SEIS MIL QUI-
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NIENTOS NOVENTA Y SEIS CON DIEZ CENTAVOS ($ 86.596,10.-) respectivamente, a partir del 
período devengado marzo de 2018.)

(Nota Infoleg: por art. 7° de la Resolución N° 176/2017 de la Administración Nacional de la Seguri-
dad Social B.O. 19/9/2017 se establece que las bases imponibles mínima y máxima previstas en el 
presente artículo, texto según la Ley Nº 26.222, quedan establecidas en la suma de PESOS DOS MIL 
QUINIENTOS VEINTE CON SESENTA CENTAVOS ($ 2.520,60) y PESOS OCHENTA Y UN MIL NO-
VECIENTOS DIECIOCHO CON CINCUENTA Y CINCO CENTAVOS ($ 81.918,55) respectivamente, 
a partir del período devengado septiembre de 2017.)

(Nota Infoleg: por art. 7° de la Resolución N° 34/2017 de la Administración Nacional de la Seguri-
dad Social B.O. 10/3/2017 se establece que las bases imponibles mínima y máxima previstas en el 
presente artículo, texto según la Ley Nº 26.222, quedan establecidas en la suma de PESOS DOS MIL 
DOSCIENTOS VEINTICUATRO CON TREINTA Y DOS CENTAVOS ($ 2.224,32) Y PESOS SETENTA 
Y DOS MIL DOSCIENTOS OCHENTA Y NUEVE CON SESENTA Y DOS CENTAVOS ($ 72.289,62) 
respectivamente, a partir del período devengado marzo de 2017.)

(Nota Infoleg: por art. 7° de la Resolución N° 298/2016 de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social B.O. 5/9/2016 se establece que las bases imponibles mínima y máxima previstas en el primer 
párrafo del presente artículo, texto según la Ley N° 26.222, quedan establecidas en la suma de PE-
SOS UN MIL NOVECIENTOS SESENTA Y NUEVE CON DOCE CENTAVOS ($ 1.969,12) y PESOS 
SESENTA Y TRES MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y CINCO CON SETENTA Y TRES CENTAVOS ($ 
63.995,73) respectivamente, a partir del período devengado septiembre de 2016.)

(Nota Infoleg: por art. 7° de la Resolución N° 28/2016 de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social B.O. 26/2/2016 se establece que las bases imponibles mínima y máxima previstas en el pri-
mer párrafo del presente artículo, texto según la Ley N° 26.222, quedan establecidas en la suma de 
PESOS UN MIL SETECIENTOS VEINTICUATRO CON OCHENTA Y OCHO CENTAVOS ($ 1.724,88) 
y PESOS CINCUENTA Y SEIS MIL CINCUENTA Y SIETE CON NOVENTA Y TRES CENTAVOS ($ 
56.057,93) respectivamente, a partir del período devengado marzo de 2016.)

(Nota Infoleg: por art. 10 de la Ley N° 26.417 B.O. 16/10/2008 se establece que la base imponible 
máxima prevista en el primer párrafo del presente artículo, se ajustará conforme la evolución del 
índice previsto en el artículo 32 de la misma)

(Nota Infoleg: por art. 5° del Decreto N° 279/2008 B.O. 21/2/2008 se sustituye a partir del 1º de marzo 
de 2008 y del 1º de julio de 2008, el límite máximo que hace referencia el presente artículo para el 
cálculo de los aportes previstos en los incisos a) y c) del artículo 10, el cual tendrá un monto equi-
valente a NOVENTA CON SETENTA CENTESIMOS (90,70) de veces el valor del módulo previsional 
(MOPRE), y NOVENTA Y SIETE CON CINCUENTA CENTESIMOS (97,50) de veces el valor del mó-
dulo previsional (MOPRE), respectivamente)

(Nota Infoleg: por art. 5° del Decreto N° 1346/2007 B.O. 5/10/2007 se sustituye a partir del 1º de 
septiembre de 2007 el límite máximo para el cálculo de los aportes previstos en los incisos a) y c) 
del artículo 10, el cual tendrá un monto equivalente a OCHENTA Y CUATRO CON TRESCIENTOS 
SETENTA Y CINCO MILESIMOS (84,375) de veces el valor del módulo previsional (MOPRE))

Artículo 10 — Aportes y contribuciones obligatorias. Los aportes y contribuciones obligatorios 
al SIJP se calcularán tomando como base las remuneraciones y rentas de referencias, y serán los 
siguientes.

a) Aporte personal de los trabajadores en relación de dependencia comprendidos en este sistema;
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b) Contribución a cargo de los empleadores;

c) Aporte personal de los trabajadores autónomos comprendidos en el presente sistema.

Artículo 11 — Porcentaje de aportes y contribuciones. El aporte personal de los trabajadores 
en relación de dependencia será del once por ciento (11 %), y la contribución a cargo de los emplea-
dores del dieciséis por ciento (16 %).

El aporte personal de los trabajadores autónomos será del veintisiete por ciento (27 %).

Los aportes y contribuciones obligatorios serán ingresados a través del SUSS. A tal efecto, los mismos 
deberán ser declarados e ingresados por el trabajador autónomo o por el empleador en su doble carác-
ter de agente de retención de las obligaciones a cargo de los trabajadores y de contribuyente al SIJP, 
según corresponda, en los plazos y con las modalidades que establezca la autoridad de aplicación.

CAPÍTULO III
OBLIgACIóN DE LOS EmpLEADORES, DE LOS AfILIADOS 

y DE LOS BENEfICIARIOS

Artículo 12 — Obligaciones de los empleadores. Son obligaciones de los empleadores, sin per-
juicio de las demás establecidas en la presente ley:

a) Inscribirse como tales ante la autoridad de aplicación y comunicar a la misma toda modificación en 
su situación como empleadores, en los plazos y con las modalidades que dicha autoridad establezca.

b) Dar cuenta a la autoridad de aplicación de las bajas que se produzcan en el personal.

c) Practicar en las remuneraciones los descuentos correspondientes al aporte personal, y depositar-
los en la orden del SUSS.

d) Depositar en la misma forma indicada en el inciso anterior las contribuciones a su cargo.

e) Remitir a la autoridad de aplicación las planillas de sueldos y aportes correspondientes al personal.
f) Suministrar todo informe y exhibir los comprobantes justificativos que la autoridad de aplicación 
les requiera en ejercicio de sus atribuciones y permitir las inspecciones, investigaciones, compro-
baciones y compulsas que aquella ordene en los lugares de trabajo, libros, anotaciones, papeles y 
documentos.

g) Otorgar a los afiliados y beneficiarios y sus derechohabientes, cuando éstos lo soliciten, y en todo 
caso a la extinción de la relación laboral, las certificaciones de los servicios prestados, remuneracio-
nes percibidas y aportes retenidos y toda otra documentación necesaria para el reconocimiento de 
servicios u otorgamiento de cualquier prestación.

h) Requerir de los trabajadores comprendidos en el SIJP, al comienzo de una relación laboral, en 
los plazos y con las modalidades que la autoridad de aplicación establezca, la presentación de una 
declaración jurada escrita de si son o no beneficiarios de jubilación, pensión, retiro o prestación no 
contributiva, con indicación, en caso afirmativo, del organismo otorgante y datos de individualiza-
ción de la prestación;
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i) Denunciar a la autoridad de aplicación todo hecho o circunstancia concerniente a los trabajadores, 
que afecten o puedan afectar el cumplimiento de las obligaciones que a éstos y a los empleadores 
imponen las leyes nacionales de previsión.

j) En general, dar cumplimiento en tiempo y forma a las demás disposiciones que la presente ley 
establece, o que la autoridad de aplicación disponga.

Las reparticiones y organismos del Estado mencionados en el apartado 1. del inciso a) del artículo 2º, 
están también sujetos a las obligaciones enumeradas precedentemente.

Artículo 13 — Obligaciones de los afiliados y de los beneficiarios.

a) Son obligaciones de los afiliados en relación de dependencia, sin perjuicio de las demás estableci-
das en la presente Ley:

1. Suministrar los informes requeridos por la autoridad de aplicación, referentes a su situación frente 
a las leyes de previsión.

2. Presentar al empleador la declaración jurada a la que se refiere el inciso h) del artículo 12, y ac-
tualizar la misma cuando adquieran el carácter de beneficiarios de jubilación, pensión, retiro o pres-
tación no contributiva, en el plazo y con las modalidades que la autoridad de aplicación establezca.

3. Denunciar a la autoridad de aplicación todo hecho o circunstancia que configure incumplimiento 
por parte del empleador a las obligaciones establecidas por las leyes nacionales de jubilaciones y 
pensiones.

La autoridad de aplicación, en un plazo no mayor de 45 días, deberá investigar los hechos denuncia-
dos, dictar resolución desestimando la denuncia o imponiendo las sanciones pertinentes y efectuar 
la denuncia penal, según corresponda y notificar fehacientemente al denunciante todo lo actuado y 
resuelto. El funcionario público que no diera cumplimiento a las obligaciones establecidas en este 
inciso incurrirá en falta grave.

b) Son obligaciones de los afiliados autónomos sin perjuicio de las demás establecidas en la presente ley:
1. Depositar el aporte a la orden del SUSS.

2. Suministrar todo informe referente a su situación frente a las leyes de previsión y exhibir los com-
probantes y justificativos que la autoridad de aplicación les requiera en ejercicio de sus atribuciones, 
y permitir las inspecciones, investigaciones, comprobaciones y compulsas que aquélla ordene en los 
lugares de trabajo, libros, anotaciones, papeles y documentos.

3. En general, dar cumplimiento en tiempo y forma a las demás disposiciones que la presente ley 
establece, o que la autoridad de aplicación disponga.
c) Son obligaciones de los afiliados, sin perjuicio de las demás establecidas en la presente ley:

1. Suministrar los informes requeridos por la autoridad de aplicación, referentes a su situación frente 
a las leyes de previsión.

2. Comunicar a la autoridad de aplicación toda situación prevista en las disposiciones legales que 
afecte o pueda afectar el derecho a la percepción total o parcial de la prestación que gozan.

3. Presentar al empleador la declaración jurada respectiva en el caso que volvieren a la actividad.
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Si el beneficiario fuera incapaz, el cumplimiento de las obligaciones, precedentemente establecidas 
incumbe a su representante legal.

Si existiera incompatibilidad total o limitada ente el goce de la prestación y el desempeño de la acti-
vidad, y el beneficiario omitiere denunciar esta circunstancia, a partir del momento en que la autori-
dad de aplicación tome conocimiento de la misma, se suspenderá o reducirá el pago de la prestación 
según corresponda. El beneficiario deberá además reintegrar lo cobrado indebidamente en concepto 
de haberes previsionales, con los accesorios correspondientes, importe que será deducido íntegra-
mente de la prestación que tuviere derecho a percibir, si continuare en actividad; en caso contrario 
se le formulará cargo en los términos del inciso d) del artículo 14.

El empleador que conociendo que el beneficiario se halla en infracción a las normas sobre incompa-
tibilidad no denunciara esta circunstancia a la autoridad de aplicación, se hará pasible de una multa 
equivalente a diez (10) veces lo percibido indebidamente por el beneficiario en concepto de haberes 
previsionales. El hecho de que el empleador no practique las retenciones en concepto de aportes 
hace presumir, cuando el trabajador fuere el beneficiario de prestación previsional, que aquél cono-
cía la circunstancia señalada precedentemente.

CAPÍTULO IV
CARACtERES DE LAS pREStACIONES

Artículo 14 — Caracteres de las prestaciones. Las prestaciones que se acuerden por el SIJP 
reúnen los siguientes caracteres:

a) Son personalísimas, y sólo corresponden a sus titulares.

b) No pueden ser enajenadas ni afectadas a terceros por derecho; alguno, salvo las prestaciones men-
cionadas en los incisos a) y b) del artículo 17, las que previa conformidad formal y expresa de los 
beneficiarios, pueden ser afectadas a favor de organismos públicos, asociaciones sindicales de traba-
jadores con personería gremial, asociaciones de empleadores, obras sociales, cooperativas, mutuales 
y entidades bancarias y financieras comprendidas en la Ley Nº 21.526, con las cuales los beneficia-
rios convengan el anticipo de las prestaciones o el otorgamiento de créditos. Las deducciones por 
el pago de obligaciones dinerarias no podrán exceder del CUARENTA POR CIENTO (40%) del haber 
mensual de la prestación resultante del previo descuento de las retenciones impuestas por las leyes; 

Fíjase un límite máximo para el costo de los créditos otorgados a través de la operación del sistema 
de código de descuento a favor de terceras entidades, en la forma de Costo Financiero Total (C.F.T.) 
expresado como Tasa Efectiva Anual (T.E.A.), que permita determinar la cuota mensual final a pagar 
por los beneficiarios de los mismos, la cual incluirá el importe abonado en concepto de cuota social, 
los cargos, impuestos y erogaciones por todo concepto. El C.F.T. máximo no podrá exceder en un 
CINCO POR CIENTO (5%) adicional la tasa informada mensualmente por el BANCO DE LA NACION 
ARGENTINA como aplicable a las operaciones de préstamos personales para Jubilados y Pensionados 
del SISTEMA INTEGRADO PREVISIONAL ARGENTINO, que sean reembolsados a través del sistema 
de código de descuento. (Párrafo incorporado por art. 1° del Decreto N° 246/2011 B.O. 22/12/2011. 
Vigencia: a partir del día de su publicación en el BOLETIN OFICIAL. Ver aplicación art. 4° de la 
misma norma)

(Inciso sustituido por art. 1º del Decreto Nº 1099/2000 B.O. 27/11/2000).
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c) Son inembargables, con la salvedad de las cuotas por alimentos y litisexpensas.

d) Las prestaciones del Régimen de Reparto están sujetas a las deducciones que las autoridades ju-
diciales y administrativas competentes dispongan en concepto de cargos provenientes de créditos 
a favor de organismos de seguridad social o por la percepción indebida de haberes de jubilaciones, 
pensiones, retiros o prestaciones no contributivas.

Dichas deducciones no podrán exceder del veinte por ciento (20%) del haber mensual de la pres-
tación, salvo cuando en razón del plazo de duración de ésta no resultara posible cancelar el cargo 
mediante ese porcentaje, en cuyo caso la deuda se prorrateará en función de dicho plazo.

e) Son imprescriptibles, salvo las establecidas en el artículo 17, que se regirán por las normas del 
artículo 82 de la Ley Nº 18.037 (texto ordenado 1976).

f) Sólo se extinguen por las causas previstas por la ley.

Todo acto jurídico que contraríe lo dispuesto precedentemente será nulo y sin valor alguno.

Artículo 15 — Reapertura del procedimiento. Nulidad. Cuando hubiere recaído resolución 
judicial o administrativa firme, que denegare en todo o en parte el derecho reclamado, se estará al 
contenido de la misma. Si como consecuencia de la reapertura del procedimiento, frente a nuevas 
invocaciones, se hiciera lugar al reconocimiento de este derecho se considerará como fecha de soli-
citud la del pedido de reapertura del procedimiento.

Cuando la resolución otorgante de la prestación estuviere afectada de nulidad absoluta que resultara 
de hechos o actos fehacientemente probados, podrá ser suspendida, revocada, modificada o susti-
tuida por razones de ilegitimidad en sede administrativa, mediante resolución fundada, aunque la 
prestación se hallare en curso de pago.

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que incorporó el artículo 15 bis pero cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una reso-
lución judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en 
vigencia de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran te-
nido efecto hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en 
que quede firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente 
Judicial Nº 700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

TÍTULO II
RÉgImEN pREvISIONAL púBLICO

CAPÍTULO I
gARANtíA. fINANCIAmIENtO. pREStACIONES

Artículo 16 — Naturaleza del Régimen y Garantía del Estado.

1. El régimen público es un régimen de reparto asistido, basado en el principio de solidaridad.
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Sus prestaciones serán financiadas con los recursos enumerados en el artículo 18 de esa Ley.

2. El Estado Nacional garantiza el otorgamiento y pago de las prestaciones establecidas en este Capí-
tulo, hasta el monto de los créditos presupuestarios expresamente comprometidos para su financia-
miento por la respectiva Ley de Presupuesto.

(Artículo sustituido por art. 2° de la Ley Nº 24.463 B.O. 30/3/1995. Vigencia: a partir del día de su 
publicación en el Boletín Oficial).

Artículo 17 — Prestaciones. El régimen instituido en el presente título otorgará las siguientes 
prestaciones:

a) Prestación básica universal.

b) Prestación compensatoria.

c) Retiro por invalidez.

d) Pensión por fallecimiento.

e) Prestación adicional por permanencia.

f) Prestación por edad avanzada (Inciso incorporado por art. 3º de la Ley Nº 24.463 B.O. 30/3/1995. 
Vigencia: a partir del día de su publicación en el Boletín Oficial).

La Ley de Presupuesto determinará el importe mínimo y máximo de las prestaciones a cargo del 
régimen previsional público. Ningún beneficiario tendrá derecho a recibir prestaciones por encima 
del tope máximo legalmente determinado (Párrafo incorporado por art. 3º de la Ley Nº 24.463 B.O. 
30/3/1995. Vigencia: a partir del día de su publicación en el Boletín Oficial).

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 18 — Financiamiento. Las prestaciones del régimen previsional público serán finan-
ciadas exclusivamente con los siguientes recursos:

a) Los aportes personales de los afiliados comprendidos en el régimen previsional público;

b) Las contribuciones a cargo de los empleadores, establecidas en el artículo 11 de esta Ley;

c) Dieciséis (16) puntos de los veintisiete (27) correspondientes a los aportes de los trabajadores au-
tónomos; (Nota Infoleg: por art. 10 de la Ley N° 26.425 B.O. 9/12/2008 se establece que la totalidad 
de los aportes correspondientes a los trabajadores autónomos financiará las prestaciones del régimen 
previsional público, modificándose, en tal sentido, el presente inciso c). Vigencia: a partir de la fecha 
de su publicación en el Boletín Oficial.)

d) La recaudación del Impuesto sobre los Bienes Personales no incorporados al Proceso Económico 
o aquel que lo sustituya en el futuro, y otros tributos de afectación especifica al sistema jubilatorio;
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e) Los recursos adicionales que anualmente fije el Congreso de la Nación en la Ley de Presupuesto;

f) Intereses, multas y recargos;

g) Rentas provenientes de inversiones;

h) Todo otro recurso que legalmente corresponda ingresar al régimen previsional público.

(Artículo sustituido por art. 4º de la Ley Nº 24.463 B.O. 30/3/1995. Vigencia: a partir del día de su 
publicación en el Boletín Oficial).

CÁPITULO II
pREStACIóN BáSICA uNIvERSAL

Artículo 19 — Requisitos. Tendrán derecho a la prestación básica universal (PBU) y a los demás 
beneficios establecidos por esta Ley, los afiliados:

a) Hombres que hubieran cumplido sesenta y cinco (65) años de edad.
b) Mujeres que hubieran cumplido sesenta (60) años de edad.

c) Acrediten treinta (30) años de servicios con aportes computables en uno o más regímenes com-
prendidos en el sistema de reciprocidad.

En cualquiera de los regímenes previstos en esta ley, las mujeres podrán optar por continuar su acti-
vidad laboral hasta los sesenta y cinco (65) años de edad; en este supuesto, se aplicará la escala del 
artículo 128.

Al único fin de acreditar el mínimo de servicios necesarios para el logro de la prestación básica uni-
versal se podrá compensar el exceso de edad con la falta de servicios, en la proporción de dos (2) años 
de edad excedentes por uno (1) de servicios faltantes.

A los efectos de cumplimentar los requisitos establecidos precedentemente, se aplicarán las disposi-
ciones de los artículos 37 y 38, respectivamente.

(Nota Infoleg: por art. 8° de la Resolución N° 176/2017 de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social B.O. 19/9/2017 se establece que el importe de la Prestación Básica Universal (PBU), prevista 
en el presente artículo y sus modificatorias, aplicable a partir del mes de septiembre de 2017, en la 
suma de PESOS TRES MIL CUATROCIENTOS VEINTITRES CON CINCUENTA Y OCHO CENTAVOS 
($ 3.423,58)).

(Nota Infoleg: por art. 8° de la Resolución N° 34/2017 de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social B.O. 10/3/2017 se establece que el importe de la Prestación Básica Universal (PBU), prevista 
en el presente artículo y sus modificatorias, aplicable a partir del mes de marzo de 2017, en la suma 
de PESOS TRES MIL VEINTIUNO CON DIECISEIS CENTAVOS ($ 3.021,16)).

(Nota Infoleg: por art. 8° de la Resolución N° 298/2016 de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social B.O. 5/9/2016 se establece el importe de la Prestación Básica Universal (PBU), prevista en el 
presente artículo y sus modificatorias, aplicable a partir del mes de septiembre de 2016, en la suma 
de PESOS DOS MIL SEISCIENTOS SETENTA Y CUATRO CON CINCUENTA Y CUATRO CENTAVOS 
($ 2.674,54).)
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(Nota Infoleg: por art. 8° de la Resolución N° 28/2016 de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social B.O. 26/2/2016 se establece el importe de la Prestación Básica Universal (PBU) prevista en el 
presente artículo, aplicable a partir del mes de marzo de 2016, en la suma de PESOS DOS MIL TRES-
CIENTOS CUARENTA Y DOS CON OCHENTA CENTAVOS ($ 2.342,80).)

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 20 — Haber de la prestación. El monto del haber mensual de la Prestación Básica 
Universal se establece en la suma de PESOS TRESCIENTOS VEINTISEIS ($ 326).

(Artículo sustituido por art. 4° de la Ley N° 26.417 B.O. 16/10/2008. Vigencia: la reglamentación 
establecerá las fechas a partir de las cuales comenzarán a regir las distintas normas incluidas en la 
presente ley)
Módulo previsional (Título sustituido por art. 1º del Decreto Nº 833/97 B.O. 29/8/1997 Vigencia: a 
partir del día de su publicación en el Boletín Oficial).

Artículo 21 — (Artículo derogado por art. 5° de la Ley N° 26.417 B.O. 16/10/2008. Vigencia: la 
reglamentación establecerá las fechas a partir de las cuales comenzarán a regir las distintas normas 
incluidas en la presente ley)

Artículo 22 — Cómputo de servicios. A los fines del artículo 19, inciso c), serán computables los 
servicios comprendidos en el presente sistema, como también los prestados con anterioridad. Dicho 
cómputo comprenderá exclusivamente las actividades desarrolladas hasta el momento de solicitar la 
prestación básica universal.

CAPÍTULO III
pREStACIóN COmpENSAtORIA

Artículo 23 — Requisitos. Tendrán derecho a la prestación compensatoria, los afiliados que:

a) Acrediten los requisitos para acceder a la prestación básica universal.

b) Acrediten servicios con aportes comprendidos en el sistema de reciprocidad jubilatorio, prestados 
hasta la fecha de vigencia del presente libro.

c) No se encuentren percibiendo retiro por invalidez, cualquiera fuere el régimen otorgante.

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que derogó el presente artículo pero cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una reso-
lución judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en 
vigencia de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran te-
nido efecto hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en 
que quede firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente 
Judicial Nº 700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 24 — Haber de la prestación. El haber mensual de la prestación compensatoria se 
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determinará de acuerdo a las siguientes normas:

a) Si todos los servicios con aportes computados lo fueren en relación de dependencia, el haber será 
equivalente al UNO Y MEDIO POR CIENTO (1,5%) por cada año de servicio con aportes o fracción 
mayor de SEIS (6) meses, hasta un máximo de TREINTA Y CINCO (35) años, calculado sobre el 
promedio de remuneraciones sujetas a aportes y contribuciones actualizadas y percibidas durante 
el período de DIEZ (10) años inmediatamente anterior a la cesación del servicio. No se computarán 
los períodos en que el afiliado hubiere estado inactivo, y consecuentemente no hubiere percibido 
remuneraciones.

Facúltase a la Secretaría de Seguridad Social del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social 
a dictar las normas reglamentarias que establecerán los procedimientos de cálculo del correspon-
diente promedio. (Inciso a) sustituido por art. 12 de la Ley N° 26.417 B.O. 16/10/2008. Vigencia: la 
reglamentación establecerá las fechas a partir de las cuales comenzarán a regir las distintas normas 
incluidas en la presente ley)

b) Si todos los servicios con aportes computados fueren autónomos, el haber será equivalente al uno 
y medio por ciento (1,5%) por cada año de servicios con aportes o fracción mayor de seis (6) meses, 
hasta un máximo de treinta y cinco (35) años, calculado sobre el promedio mensual de los montos 
actualizados de las categorías en que revistó el afiliado. A los referidos efectos, se computará todo el 
tiempo con aportes computados en cada una de las categorías;

c) Si se computaren sucesiva o simultáneamente servicios con aportes en relación de dependencia y 
autónomos, el haber se establecerá sumando el que resulte para los servicios en relación de depen-
dencia, y el correspondiente a los servicios autónomos, en forma proporcional al tiempo computado 
para cada clase de servicios.

Las normas reglamentarias establecerán la forma de determinación del haber para los diferentes su-
puestos de servicios sucesivos y simultáneos buscando la equiparación con lo dispuesto en los incisos 
b) y c) anteriores.

Si el período computado excediera de treinta y cinco (35) años, a los fines de este inciso se conside-
rarán los treinta y cinco (35) más favorables.

Para determinar el haber de la prestación, se tomarán en cuenta únicamente servicios de los indica-
dos en el inciso b) del artículo anterior.
(Artículo sustituido por art. 1º de la Ley Nº 24.347 B.O. 28/6/1994).

(Nota Infoleg: por art. 2° de la Ley 26.417 B.O. 16/10/2008, se establece que a fin de practicar la ac-
tualización de las remuneraciones a las que se refiere el artículo 24, inciso a) y las mencionadas en el 
artículo 97 de la ley 24.241 y sus modificaciones, se aplicará un índice combinado entre el previsto 
en el inciso b) del apartado I del artículo 5° de la ley 27.260 y su modificatorio y el índice establecido 
por la Remuneración Promedio de los Trabajadores Estables, texto según art. 3° de la Ley N° 27.426 
B.O. 28/12/2017. Vigencia: el día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial)

(Nota Infoleg: por art. 2° de la Resolución N° 34/2017 de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social B.O. 10/3/2017 se dispone que las remuneraciones de los afiliados que cesaren en la actividad 
a partir del 28 de febrero de 2017 o los que, encontrándose encuadrados en la compatibilidad estable-
cida por el artículo 34 de la Ley Nº 24.241 y sus modificatorias, continúen en actividad y solicitaren 
la prestación a partir del 1° de marzo de 2017, se actualizarán a los fines establecidos por el artículo 
24 inciso a) de la Ley Nº 24.241 y sus modificatorias, según el texto introducido por el artículo 12 de 
la Ley Nº 26.417, mediante la aplicación de los índices de actualización, aprobados en el artículo 1° 
de la Resolución de referencia.)
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(Nota Infoleg: por art. 2° de la Resolución N° 298/2016 de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social B.O. 5/9/2016 se dispone que las remuneraciones de los afiliados que cesaren en la actividad a 
partir del 31 de agosto de 2016 los que, encontrándose encuadrados en la compatibilidad establecida 
por el artículo 34 de la presente Ley y sus modificatorias, continúen en actividad y solicitaren la pres-
tación a partir del 1° de septiembre de 2016, se actualizarán a los fines establecidos por el artículo 
24 inciso a) de la Ley N° 24.241 y sus modificatorias, según el texto introducido por el artículo 12 de 
la Ley N° 26.417, mediante la aplicación de los índices de actualización, aprobados en el artículo 1° 
de la Resolución de referencia.)

(Nota Infoleg: por art. 1° de la Resolución N° 6/2016 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 3/8/2016 
se aprueba el índice a utilizar para la actualización de las remuneraciones de los afiliados al SISTEMA 
INTEGRADO PREVISIONAL ARGENTINO (SIPA), de conformidad con lo dispuesto por el artículo 
24, inciso a) de la presente Ley y sus modificatorias, cuyos valores se consignan en el ANEXOque 
integra la resolución de referencia.)

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 25 — Promedio de las remuneraciones. Para establecer el promedio de las remunera-
ciones no se considerará el sueldo anual complementario ni los importes que en virtud de lo estable-
cido en el segundo párrafo del artículo 9º excedan el máximo fijado en el primer párrafo del mismo 
artículo.

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 26 — Haber máximo. El haber máximo de la prestación compensatoria será equivalen-
te a una (1) vez el AMPO por cada año de servicios con aportes computados.

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

CAPÍTULO IV
pREStACIONES DE REtIRO pOR INvALIDEz y DE 

pENSIóN pOR fALLECImIENtO
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Artículo 27 — Normas aplicables. (Párrafos 1°, 2°, 3° y 4° vetados por art. 1° del Decreto N° 
2091/1993 B.O. 18/10/1993)

En ningún caso la prestación establecida en este artículo será superior al haber de las prestaciones 
establecido en el artículo 28.
Las normas reglamentarias establecerán el procedimiento a seguir relacionado con la determinación 
de la invalidez en el caso de los afiliados que hubieran ejercido la opción por el régimen de reparto, el 
que deberá ser compatible en lo pertinente, con lo dispuesto en el capítulo II del título III.

Las prestaciones por invalidez o fallecimiento a otorgarse a los beneficiarios que opten por permane-
cer en el régimen de reparto, serán equivalentes a las que se establece en los artículos 97 y 98.

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 28 — Haber de las prestaciones. El haber de las prestaciones mencionadas en el artí-
culo anterior se determinará de acuerdo con las siguientes normas

a) El retiro por invalidez, según lo establecido en el artículo 97.

b) La pensión por fallecimiento del afiliado en actividad, según lo establecido en el apartado 2 del 
artículo 98.

c) La pensión por fallecimiento del beneficiario, establecida en el segundo párrafo del artículo ante-
rior, según las disposiciones del apartado 3 del artículo 98.

Artículo 29 — Pago de las prestaciones. Las prestaciones indicadas en el primer párrafo del 
artículo 27, y la pensión derivada de la prestación mencionada en el inciso c) del artículo 17, serán 
abonadas a los beneficiarios en forma directa por el SUSS.

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que derogó el presente artículo pero cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una reso-
lución judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en 
vigencia de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran te-
nido efecto hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en 
que quede firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente 
Judicial Nº 700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 30 — Opción de los afiliados. Las personas físicas comprendidas en el artículo 2º, po-
drán optar por el Régimen Previsional Público de Reparto o por el de Capitalización, dentro del plazo 
de NOVENTA (90) días contados desde la fecha de ingreso a la relación laboral de dependencia o a la 
de inscripción como trabajador autónomo. En caso de no ejercerse la referida opción, se entenderá 
que la misma ha sido formalizada por el Régimen Previsional Público.

La opción por este último Régimen, producirá los siguientes efectos para los afiliados:

a) Los aportes establecidos en el artículo 11 serán destinados al financiamiento del Régimen Previ-
sional Público;
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b) Los afiliados tendrán derecho a la percepción de una Prestación Adicional por Permanencia que 
se adicionará a las prestaciones establecidas en los incisos a) y b) del artículo 17. El haber mensual 
de esta prestación se determinará computando el UNO Y MEDIO POR CIENTO (1,5%) por cada año 
de servicios con aportes realizados al Régimen Previsional Público, en igual forma y metodología que 
la establecida para la Prestación Compensatoria. Para acceder a esta prestación los afiliados deberán 
acreditar los requisitos establecidos en los incisos a) y c) del artículo 23;

c) Las prestaciones de Retiro por Invalidez y Pensión por Fallecimiento del Afiliado en Actividad 
serán financiadas por el Régimen Previsional Público;

d) A los efectos de aspectos tales como movilidad, Prestación Anual Complementaria y otros inheren-
tes a la Prestación Adicional por Permanencia, ésta es asimilable a las disposiciones que a tal efecto 
se establecen para la Prestación Compensatoria.

Los afiliados al SISTEMA INTEGRADO DE JUBILACIONES Y PENSIONES podrán optar por cambiar 
el régimen al cual están afiliados una vez cada CINCO (5) años, en las condiciones que a tal efecto 
establezca el Poder Ejecutivo.

(Artículo sustituido por art. 2° de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007)

Artículo 30 bis.- Los afiliados al Régimen de Capitalización, mayores de CINCUENTA Y CINCO (55) 
años de edad, los hombres y mayores de CINCUENTA (50) años de edad las mujeres, cuya cuenta 
de capitalización individual arroje un saldo que no supere el importe equivalente a DOSCIENTOS 
CINCUENTA (250) MOPRES, serán considerados afiliados al Régimen Previsional Público. En tal 
caso, las Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones deberán transferir al citado régi-
men el mencionado saldo, dentro del plazo de NOVENTA (90) días contados desde la fecha en que el 
afiliado alcanzó la referida edad, salvo que este último manifieste expresamente su voluntad de per-
manecer en el Régimen de Capitalización, en las condiciones que establezca el PODER EJECUTIVO 
NACIONAL. La SECRETARIA DE SEGURIDAD SOCIAL del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
SEGURIDAD SOCIAL fijará los conceptos de la cuenta de capitalización individual que integrarán la 
mencionada transferencia.

(Artículo incorporado por art. 3° de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007)

CAPÍTULO V
DISpOSICIONES COmuNES

Artículo 31 — Prestación anual complementaria. Se abonará una prestación anual comple-
mentaria, pagadera en dos (2) cuotas, equivalentes cada una al cincuenta por ciento (50 %) de las 
prestaciones mencionadas en el artículo 17, en los meses de junio y diciembre.

Cuando se hubiere tenido derecho a gozar de las prestaciones sólo durante parte de un semestre, la 
cuantía respectiva se determinará en proporción al tiempo en que se devengaron los haberes.

Artículo 32 — Movilidad de las prestaciones.
Las prestaciones mencionadas en los incisos a), b), c), d), e) y f) del artículo 17 de la ley 24.241 y sus 
modificaciones, serán móviles.

La movilidad se basará en un setenta por ciento (70%) en las variaciones del Nivel General del Índice 
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de Precios al Consumidor Nacional elaborado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (IN-
DEC) y en un treinta por ciento (30%) por el coeficiente que surja de la variación de la Remuneración 
Imponible Promedio de los Trabajadores Estables (RIPTE), conforme la fórmula que se aprueba en el 
Anexo de la presente ley, y se aplicará trimestralmente en los meses de marzo, junio, septiembre y 
diciembre de cada año calendario.

En ningún caso la aplicación de dicho índice podrá producir la disminución del haber que percibe el 
beneficiario.

(Artículo sustituido por art. 1° de la Ley N° 27.426 B.O. 28/12/2017. Por art. 2° de la misma norma 
se establece que la primera actualización en base a la movilidad dispuesta en el artículo 1° de la Ley 
de referencia, se hará efectiva a partir del 1° de marzo de 2018. Vigencia: el día siguiente de su pu-
blicación en el Boletín Oficial)

(Nota Infoleg: por art. 1° de la Resolución N° 2/2018 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 
15/02/2018 se establece que el valor de movilidad prevista en el presente artículo y sus modificato-
rias, correspondiente al mes de MARZO de 2018, es de cinco con setenta y un centésimos por ciento 
( 5,71 %), conforme lo previsto en el ANEXO I de la Ley N° 27.426)

(Nota Infoleg: por art. 4° de la Resolución N° 176/2017 de la Administración Nacional de la Seguri-
dad Social B.O. 19/9/2017 se establece que el valor de la movilidad prevista en el presente artículo 
y sus modificatorias, según el texto introducido por el artículo 6° de la Ley Nº 26.417, correspon-
diente al mes de septiembre de 2017 es de TRECE CON TREINTA Y DOS CENTECIMOS POR CIEN-
TO(13,32%) para las prestaciones mencionadas en el artículo 2° de la Resolución SSS Nº 6/09, el cual 
se aplicará al haber mensual total de cada una de ellas, que se devengue o hubiese correspondido 
devengar al mes de agosto de 2017.)

(Nota Infoleg: por art. 4° de la Resolución N° 34/2017 de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social B.O. 10/3/2017 se establece que el valor de la movilidad prevista en el en el presente artículo y 
sus modificatorias, según el texto introducido por el artículo 6° de la Ley Nº 26.417, correspondiente 
al mes de marzo de 2017 es de DOCE CON NOVENTA Y SEIS CENTESIMOS POR CIENTO (12,96%) 
para las prestaciones mencionadas en el artículo 2° de la Resolución SSS Nº 6/09, el cual se aplicará 
al haber mensual total de cada una de ellas, que se devengue o hubiese correspondido devengar al 
mes de febrero de 2017.)

(Nota Infoleg: por art. 4° de la Resolución N° 298/2016 de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social B.O. 5/9/2016 se establece que el valor de la movilidad prevista en el presente artículo y sus 
modificatorias, según el texto introducido por el artículo 6° de la Ley N° 26.417, correspondiente al 
mes de septiembre de 2016 es de CATORCE CON DIECISEIS CENTÉSIMOS POR CIENTO (14,16%) 
para las prestaciones mencionadas en el artículo 2° de la Resolución SSS N° 6/09, el cual se aplicará 
al haber mensual total de cada una de ellas, que se devengue o hubiese correspondido devengar al 
mes de agosto de 2016.)

(Nota Infoleg: por art. 6° de la Resolución N° 298/2016 de la Administración Nacional de la Seguri-
dad Social B.O. 5/9/2016 se establece que el haber máximo vigente a partir del mes de septiembre 
de 2016 establecido de conformidad con las previsiones del artículo 9° de la Ley N° 26.417 será de 
PESOS CUARENTA Y UN MIL CUATROCIENTOS SETENTA Y CUATRO CON SESENTA Y NUEVE 
CENTAVOS ($ 41.474,69).)
(Nota Infoleg: por art. 4° de la Resolución N° 28/2016 de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social B.O. 26/2/2016 se establece que el valor de la movilidad prevista en el presente artículo y sus 
modificatorias, según el texto introducido por el artículo 6° de la Ley N° 26.417, correspondiente al 
mes de marzo de 2016 es de QUINCE CON TREINTA Y CINCO CENTÉSIMOS POR CIENTO (15,35 
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%) para las prestaciones mencionadas en el artículo 2° de la Resolución SSS N° 6/09, el cual se apli-
cará al haber mensual total de cada una de ellas, que se devengue o hubiese correspondido devengar 
al mes de febrero de 2016.)

(Nota Infoleg: por art. 6° de la Resolución N° 28/2016 de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social B.O. 26/2/2016 se establece que el haber máximo vigente a partir del mes de marzo de 2016 
establecido de conformidad con las previsiones del presente artículo, será de PESOS TREINTA Y 
SEIS MIL TRESCIENTOS TREINTA CON TREINTA Y DOS CENTAVOS ($ 36.330,32).)

Artículo 33 — Línea de acumulación. La misma persona no podrá ser titular de más de una (1) 
prestación básica universal y, en caso de corresponder, de más de una (1) prestación compensatoria, 
ni más de una (1) prestación adicional por permanencia, debiendo optar por cada una de ellas.

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que derogó el presente artículo pero cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una reso-
lución judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en 
vigencia de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran te-
nido efecto hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en 
que quede firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente 
Judicial Nº 700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 34 — Régimen de compatibilidades.

1. Los beneficiarios de prestaciones del Régimen Previsional Público podrán reingresar a la actividad 
remunerada tanto en relación de dependencia como en carácter de autónomos.

2. El reingresado tiene la obligación de efectuar los aportes que en cada caso correspondan, los que 
serán destinados al Fondo Nacional de Empleo.

3. Los nuevos aportes no darán derecho a reajustes o mejoras en las prestaciones originarias.

4. Los beneficiarios de prestaciones previsionales que hubieren accedido a tales beneficios ampara-
dos en los regímenes especiales para quienes presten servicios en tareas penosas, riesgosas o insalu-
bres, determinantes de vejez o agotamiento prematuro, no podrán reingresar a la actividad ejercien-
do algunas de las tareas que hubieran dado origen al beneficio previsional. Si así lo hicieren, se le 
suspenderán el pago de los haberes correspondientes al beneficio previsional otorgado.

5. El goce de la prestación del retiro por invalidez es incompatible con el desempeño de cualquier 
actividad en relación de dependencia.

6. Sin perjuicio de las demás obligaciones establecidas en el artículo 12 de la presente ley, el emplea-
dor deberá comunicar la situación a que se refiere el apartado 1 de este artículo a la autoridad de 
aplicación, en el plazo y con las modalidades que la misma establezca. La omisión de esta obligación 
hará pasible al empleador de una multa equivalente a diez (10) veces lo percibido por el beneficiario 
en concepto de haberes previsionales.
(Artículo sustituido por art. 6º de la Ley Nº 24.463 B.O. 30/3/1995 Vigencia: a partir del día de su 
publicación en el Boletín Oficial).

(Nota Infoleg: por art. 2° de la Resolución N° 176/2017 de la Administración Nacional de la Seguridad 

Social B.O. 19/9/2017 se dispone que las remuneraciones de los afiliados que cesaren en la actividad 

a partir del 31 de agosto de 2017 o los que, encontrándose encuadrados en la compatibilidad estable-
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cida por el presente artículo y sus modificatorias, continúen en actividad y solicitaren la prestación a 

partir del 1° de septiembre de 2017, se actualizarán a los fines establecidos por el artículo 24 inciso 

a) de la Ley Nº 24.241 y sus modificatorias, según el texto introducido por el artículo 12 de la Ley 

Nº 26.417, mediante la aplicación de los índices de actualización, aprobados en el artículo 1° de la 

Resolución de Referencia.)

(Nota Infoleg: por art. 2° de la Resolución N° 34/2017 de la Administración Nacional de la Seguridad 

Social B.O. 10/3/2017 se dispone que las remuneraciones de los afiliados que cesaren en la actividad 

a partir del 28 de febrero de 2017 o los que, encontrándose encuadrados en la compatibilidad estable-

cida por el presente artículo y sus modificatorias, continúen en actividad y solicitaren la prestación 

a partir del 1° de marzo de 2017, se actualizarán a los fines establecidos por el artículo 24 inciso a) 

de la Ley Nº 24.241 y sus modificatorias, según el texto introducido por el artículo 12 de la Ley Nº 

26.417, mediante la aplicación de los índices de actualización, aprobados en el artículo 1° de la Re-

solución de Referencia.)

(Nota Infoleg: por art. 2° de la Resolución N° 298/2016 de la Administración Nacional de la Seguridad 

Social B.O. 5/9/2016 se dispone que las remuneraciones de los afiliados que cesaren en la actividad a 

partir del 31 de agosto de 2016 los que, encontrándose encuadrados en la compatibilidad establecida 

por el presente artículo y sus modificatorias, continúen en actividad y solicitaren la prestación a 

partir del 1° de septiembre de 2016, se actualizarán a los fines establecidos por el artículo 24 inciso 

a) de la Ley N° 24.241 y sus modificatorias, según el texto introducido por el artículo 12 de la Ley 

N° 26.417, mediante la aplicación de los índices de actualización, aprobados en el artículo 1° de la 

Resolución de referencia.)

(Nota Infoleg: por art. 2° de la Resolución N° 28/2016 de la Administración Nacional de la Seguridad 

Social B.O. 26/2/2016 se dispone que las remuneraciones de los afiliados que cesaren en la actividad 

a partir del 29 de febrero de 2016 o los que, encontrándose encuadrados en la compatibilidad estable-

cida por el presente artículo y sus modificatorias, continúen en actividad y solicitaren la prestación 

a partir del 1° de marzo de 2016, se actualizarán a los fines establecidos por el artículo 24 inciso a) 

de la  presente Ley y sus modificatorias, según el texto introducido por el artículo 12 de la Ley N° 

26.417, mediante la aplicación de los coeficientes elaborados según las pautas fijadas por la Resolu-

ción SSS N° 6/09, aprobados en el artículo 1° de la Resolución de referencia.)

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 

que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 

judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 

de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 

hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 

firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 

700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Prestación por edad avanzada

Artículo 34 bIS —

1. Institúyese la prestación por edad avanzada para trabajadores que presten servicios en relación de 
dependencia y para trabajadores autónomos.

2. Tendrán derecho a esta prestación los afiliados que:
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a) Hubieran cumplido setenta (70) años, cualquiera fuera su sexo;

b) Acrediten diez (10) años de servicios con aportes computables en uno o más regímenes jubilato-
rios comprendidos en el sistema de reciprocidad, con una prestación de servicios de por lo menos 
cinco (5) años durante el período de ocho (8) inmediatamente anteriores al cese en la actividad;
c) Los trabajadores autónomos deberán acreditar, además, una antigüedad en la afiliación no inferior 
a cinco (5) años, en las condiciones que establezcan las normas reglamentarias.

3. El haber mensual de la prestación por edad avanzada será equivalente al setenta por ciento (70 %) 
de la prestación establecida en el inciso a) del artículo 17 de la presente ley, más la prestación com-
pensatoria y la prestación adicional por permanencia o jubilación ordinaria en su caso.

El haber de la pensión por fallecimiento del beneficiario se determinará según las pautas que estable-
cen los artículos 28 y 98 de esta ley y su reglamentación.

4. El goce de la prestación por edad avanzada es incompatible con la percepción de toda jubilación, 
pensión o retiro civil o militar, nacional, provincial o municipal, sin perjuicio del derecho del benefi-
ciario a optar por percibir únicamente la prestación mencionada en primer término.

5. Las prestaciones de retiro por invalidez y/o pensión por fallecimiento del afiliado en actividad se 
otorgarán a los afiliados cuya edad no exceda de sesenta y cinco (65) años.

Si el afiliado mayor de sesenta y cinco (65) años se incapacitare, tendrá derecho a la prestación por 
edad avanzada: en caso de fallecimiento, el haber de pensión de los causahabientes será equivalente 
al setenta por ciento (70 %) del que le hubiera correspondido percibir al causante.

(Artículo incorporado por art. 3º de la Ley Nº 24.347 B.O. 28/6/1994).
(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 35 — Percepción unificada. Las prestaciones previstas en el artículo 17 de la Ley 
24.241 y sus modificatorias serán abonadas en forma coordinada con el haber de la jubilación ordina-
ria o con alguna de las prestaciones del artículo 27 otorgadas a través del Régimen de Capitalización. 
Las normas reglamentarias instrumentarán los mecanismos a fin de procurar la inmediatez y simul-
taneidad de los pagos respectivos.
(Artículo sustituido por art. 11 de la Ley N° 26.417 B.O. 16/10/2008. Vigencia: la reglamentación 
establecerá las fechas a partir de las cuales comenzarán a regir las distintas normas incluidas en la 
presente ley)

CAPÍTULO VI
AutORIDAD DE ApLICACIóN, fISCALIzACIóN y CONtROL

Artículo 36 — Facultades y atribuciones. La ANSES tendrá a su cargo la aplicación, control y 
fiscalización del Régimen de Reparto (La expresión “así como la recaudación de la Contribución 
Unica de la Seguridad Social (CUSS), la que además de los conceptos que constituyen recursos del 
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Régimen de Reparto, incluirá el aporte personal de los trabajadores, que se orientará al Régimen de 

Capitalización” fue vetada por art. 2° del Decreto N° 2091/1993 B.O. 18/10/1993). Corresponderá al 

citado organismo el dictado de normas reglamentarias en relación a los siguientes ítems:

a) (Inciso vetado por art. 3° del Decreto N° 2091/1993 B.O. 18/10/1993)

b) (Inciso vetado por art. 3° del Decreto N° 2091/1993 B.O. 18/10/1993)

c) (Inciso vetado por art. 3° del Decreto N° 2091/1993 B.O. 18/10/1993)

d) (Inciso vetado por art. 3° del Decreto N° 2091/1993 B.O. 18/10/1993)

e) (Inciso vetado por art. 3° del Decreto N° 2091/1993 B.O. 18/10/1993)

f) La certificación de los requisitos necesarios para acceder a las prestaciones estatuidas en el pre-

sente título.

g) La instrumentación de normas y procedimientos para dar cumplimiento a lo establecido en el 

artículo 35.

h) El requerimiento de toda información periódica u ocasional a los responsables de la declaración e 

ingreso de los aportes y contribuciones, necesaria para un adecuado cumplimiento de sus funciones 

de control.

i) La concesión de las prestaciones establecidas en el presente título.

j) El procedimiento para la tramitación de denuncias a que se refiere el apartado 3 del inciso a) del 

artículo 13.

(Penúltimo párrafo vetado por art. 4° del Decreto N° 2091/1993 B.O. 18/10/1993)

Esta enumeración es meramente enunciativa, pudiendo el citado organismo realizar todas aquellas 

funciones no especificadas que hagan al normal ejercicio de sus facultades de administración del 

Sistema Unico de Seguridad Social.

CAPÍTULO VII
DISpOSICIONES tRANSItORIAS

Artículo 37 — Gradualismo de edad. La edad establecida en el artículo 19, inciso b) para el 
logro de la prestación básica universal, se aplicará de acuerdo con la siguiente escala:

(Ver cuadro B en pág. 331)

Artículo 38 — Declaración jurada de servicios con aportes. Para el cómputo de los años de 
servicios con aportes requeridos por el artículo 19 para el logro de la prestación básica universal, sólo 
podrán acreditarse mediante declaración jurada, como máximo, la cantidad de años que a continua-
ción se indican, según el año de cese del afiliado:
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1994  |  7 años
1995  |  7 años
1996  |  6 años
1997  |  6 años
1998  |  5 años
1999  |  5 años
2000  |  4 años
2001  |  4 años
2002  |  3 años
2003  |  3 años
2004  |  2 años
2005  |  2 años
2006  |  1 año
2007  |  1 año

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

TÍTULO III
RÉgImEN DE CApItALIzACIóN

CAPÍTULO I
DISpOSICIONES gENERALES

Artículo 39 — Financiamiento. Se destinarán al régimen de capitalización los aportes persona-
les de los trabajadores en relación de dependencia establecidos en el artículo 11, y once (11) puntos 
de los veintisiete (27) correspondientes a los aportes de los trabajadores autónomos, que no hubieran 
ejercido la opción prevista en el artículo 30.

Artículo 40 — Entidades receptoras de los aportes. La capitalización de los aportes destinados 
a este régimen será efectuada por sociedades anónimas denominadas Administradoras de Fondos de 
Jubilaciones y Pensiones (AFJP), en adelante también administradoras, las que estarán sujetas a los 
requisitos, normas y controles previstos en esta ley y en sus normas reglamentarias.

Asimismo, los estados provinciales, la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, otras sociedades, 
entidades o asociaciones de diversa naturaleza con o sin fines de lucro, que se erigieren con este ob-
jeto exclusivo podrán constituirse como administradoras, las que sin perjuicio de adoptar una figura 
jurídica diferente, quedarán sujetas a idénticos requisitos, normas y controles.

Toda administradora sin distinción de su forma jurídica quedará bajo el control y la supervisión 
directa de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones, que insti-
tuye el artículo 117 de la presente, ello no obstante el contralor que pudieren desarrollar los diversos 
órganos de fiscalización pertinentes, según la forma legal que hubieren adoptado. Dichos órganos de-
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berán actuar sin interferir en las funciones específicas de la citada Superintendencia, cuyas normas 
serán de observancia obligatoria para las administradoras.

Queda derogada toda norma que impida a las asociaciones profesionales de trabajadores o empleado-
res, mutuales, cooperativas, colegios públicos de profesionales que ejerzan libremente su profesión y 
cualquier otro ente de derecho público no estatal que tenga por objeto principal atender a la seguri-
dad social, constituir o participar como accionistas de una administradora de fondos de jubilaciones 
y pensiones.

Dispónese que el Banco de la Nación Argentina constituya sin perjuicio de las actividades que le per-
mite su Carta Orgánica, una administradora de fondos de jubilaciones y pensiones.
Agrégase al art. 3° de la Ley 21.799:

Inciso g): Administrar fondos de jubilaciones y pensiones y la actividad aseguradora exclusivamente 
inherente a este efecto dando cumplimiento en lo pertinente a la ly 20.091 sometiéndose a su orga-
nismo de control.

La AFJP así constituida quedará bajo el control y supervisión directa de la Superintendencia de Ad-
ministradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones, estando sujeta a los mismos requisitos, normas 
y controles que rigen el resto de las AFJP.

El Banco de la Nación Argentina garantiza a los afiliados de su AFJP que el saldo de su cuenta de 
capitalización individual, generado por los aportes obligatorios efectuados hasta el momento del re-
tiro, muerte o invalidez definitiva, en ningún caso será inferior a sus aportes obligatorios en pesos, 
convertibles conforme la ley 23.928, menos las primas del seguro previsto en el art. 99, más los inte-
reses que esos importes netos hubieran devengado de haber estado depositados en pesos en caja de 
ahorro común de acuerdo al Indice publicado por el Banco Central de la República Argentina. Esta 
garantía será aplicable durante todo el período de tiempo inmediato anterior al retiro, muerte o inva-
lidez definitiva en el que los aportes hayan sido administrados en forma ininterrumpida por la AFJP 
constituida por el Banco de la Nación Argentina.
Esta Administradora del Banco de la Nación Argentina orientará no menos del veinte por ciento 
(20%) de los aportes que constituyan su fondo a créditos o inversiones con destino a las economías 
regionales en las condiciones que fije la reglamentación

Toda otra AFJP podrá otorgar garantías a su costo y riesgo.

(Artículo sustituido por art. 1º de la Ley Nº 24.347 B.O. 28/6/1994).

Artículo 41 — Elección de la administradora. Toda persona que quede incorporada al régimen 
de capitalización deberá elegir individual y libremente una administradora, la cual capitalizará en su 
respectivo fondo de jubilaciones y pensiones los aportes establecidos en el artículo 39 y las imposi-
ciones y depósitos a que se refieren los artículos 56 y 57. La libertad de elección de la administradora 
no podrá ser afectada por ningún mecanismo ni acuerdo, quedando prohibido condicionar el otor-
gamiento de beneficios, a la afiliación o cambio del trabajador a una determinada administradora. 
Cualquier acuerdo contractual respecto resultará nulo de nulidad absoluta, sin que ello afecte al 
beneficio concedido.

El afiliado deberá incorporarse a una única administradora aunque el mismo prestare servicios para 
varios empleadores o realizare simultáneamente tareas como trabajador dependiente y en forma 
autónoma.

Artículo 42 — Obligaciones de las administradoras relativas a la incorporación. Las admi-
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nistradoras no podrán rechazar la incorporación de un afiliado efectuada conforme a las normas de 
esta ley ni realizar discriminación alguna entre los mismos, salvo las expresamente contempladas en 
la presente.

Las administradoras deberán hacer llegar al empleador una copia de la solicitud de incorporación o 
traspaso de cada trabajador en relación de dependencia.

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 43 — Obligaciones del afiliado y del empleador. Los aportes previstos en el artículo 
39 de la presente ley que hayan sido ingresados al SISTEMA UNICO DE LA SEGURIDAD SOCIAL 
(SUSS) correspondientes a trabajadores incorporados al Régimen de Capitalización que no hubieran 
elegido Administradora en el plazo establecido en el artículo 30, serán depositados en una cuenta que 
a tal efecto abrirá la ADMINISTRACION NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES) que no 
devengará intereses. La SECRETARIA DE SEGURIDAD SOCIAL deberá dictar la normativa pertinen-
te para la instrumentación de la asignación de los afiliados entre las Administradoras que perciban 
la menor comisión del trabajador comprendido, teniendo en cuenta la distribución geográfica de la 
red de sucursales de la Administradora, transfiriendo a ellas los aportes acumulados en la cuenta 
transitoria.

La SUPERINTENDENCIA DE ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE JUBILACIONES Y PENSIONES 
dictará las normas pertinentes estableciendo los requisitos mínimos exigibles para que las Adminis-
tradoras participen en este proceso de asignación.

Los trabajadores asignados de acuerdo al procedimiento establecido precedentemente podrán hacer 

uso del derecho previsto en el artículo 44 sin las restricciones del artículo 45, inciso a), para el primer 

traspaso.”

(Artículo sustituido por art. 2º del Decreto Nº 1495/2001 B.O. 23/11/2001 Vigencia: a partir del día 

siguiente al de su publicación).

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 

que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 

judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 

de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 

hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 

firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 

700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 44 — Derecho de traspaso a otra administradora. Todo afiliado o beneficiario que 

cumpla las normas del artículo 45 tiene derecho a cambiar de administradora, para lo cual deberá 

notificar fehacientemente aquella en la que se encuentre incorporado y a su empleador en caso de 

corresponder. El cambio tendrá efecto a partir del segundo mes siguiente al de la solicitud y estará 

sujeto a lo que dispongan las normas reglamentarias.
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(Nota Infoleg: por art. 8º del Decreto Nº 1375/2004 B.O. 12/10/2004 se suspende el ejercicio del dere-

cho previsto en el Artículo 44 de la Ley Nº 24.241 y sus modificaciones, por el término de NOVENTA 

(90). días corridos a contar desde la fecha de entrada en vigencia de este decreto. La Autoridad de 

Aplicación podrá disponer su prórroga por un término igual o menor, por una única vez. Lo dispuesto 

en este artículo no será aplicable respecto de los traspasos que hayan sido solicitados con anteriori-

dad a la fecha de entrada en vigencia de este decreto. Vigencia: a partir de su publicación en el Bo-

letín Oficial. Por art. 3° de la Resolución N° 824/2004 del Ministerio de Economía y Producción B.O. 

4/1/2005 se prorroga el plazo del presente artículo por el término de NOVENTA (90) días corridos, 

que será computado a partir del vencimiento establecido en el referido artículo).

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 

que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 

judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 

de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 

hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 

firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 

700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 45 — Condiciones para el traspaso . El derecho a traspaso por parte del afiliado o 

beneficiario se limitará a dos (2) veces por año calendario y se regirá por las siguientes normas:

a) Tratándose de afiliados, el traspaso podrá ser efectuado en la medida en que éste registre al menos 

cuatro (4) meses de aportes en la entidad que abandona.

b) Tratándose de beneficiarios bajo las modalidades establecidas en los incisos b) o c) del artículo 

100, el traspaso podrá ser efectuado siempre que el beneficiario registre al menos cuatro (4) cobros 

en la entidad que abandona.

c) Tratándose de beneficiarios que se encuentren percibiendo retiro transitorio por invalidez, el derecho 

a traspaso de administradora no podrá ser ejercido mientras aquellos perciban el correspondiente haber.

CAPÍTULO II

Artículo 46 — Prestaciones.  El régimen instituido en el presente título otorgará las siguientes 
prestaciones:

a) Jubilación ordinaria.

b) Retiro por invalidez.

c) Pensión por fallecimiento del afiliado o beneficiario.

Dichas prestaciones se financiarán a través de la capitalización individual de los aportes previsionales 
destinados a este régimen.

Artículo 47 — Jubilación ordinaria. Tendrán derecho a la jubilación ordinaria los afiliados hom-
bres que hubieran cumplido sesenta y cinco (65) años de edad y mujeres que hubieran cumplido sesen-
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ta (60) años de edad, con la salvedad de lo que dispone el artículo 128 y sin perjuicio de lo establecido 
en el artículo 110.

Si un afiliado permanece en actividad con posterioridad a la fecha en que cumpla la edad establecida 
para acceder al beneficio de jubilación ordinaria, se aplicarán las disposiciones del artículo 111.

Retiro por invalidez

Artículo 48 — Tendrán derecho al retiro por invalidez, los afiliados que:

a) Se incapaciten física o intelectualmente en forma total por cualquier causa. Se presume que la 
incapacidad es total cuando la invalidez produzca en su capacidad laborativa una disminución del 
sesenta y seis por ciento (66 %) o más; se excluyen las invalideces sociales o de ganancias;

b) No hayan alcanzado la edad establecida para acceder a la jubilación ordinaria ni se encuentren 
percibiendo la jubilación en forma anticipada.

La determinación de la disminución de la capacidad laborativa del afiliado será establecida por una 
comisión médica cuyo dictamen deberá ser técnicamente fundado, conforme a los procedimientos 
establecidos en esta ley y los que dispongan el decreto reglamentario de la presente.

No da derecho a la prestación la invalidez total temporaria que sólo produzca una incapacidad ve-
rificada o probable que no exceda del tiempo en que el afiliado en relación de dependencia fuere 
acreedor a la percepción de remuneración u otra prestación sustitutiva, o de un (1) año en el caso 
del afiliado autónomo.

Artículo 49 — Dictamen transitorio por invalidez.

1. Solicitud.

El afiliado que esté comprendido en la situación indicada en el inciso b) del artículo 48 y que consi-
dere estar comprendido en la situación descripta en el inciso a) del mismo artículo, podrá solicitar el 
retiro por invalidez ante la administradora a la cual se encuentre incorporado.

Para efectuar tal solicitud el afiliado deberá acreditar su identidad, denunciar su domicilio real, ad-
juntar los estudios, diagnósticos y certificaciones médicas que poseyera, las que deberán ser formu-
ladas y firmadas exclusivamente por los médicos asistentes del afiliado, detallando los médicos que lo 
atendieron o actualmente lo atienden, si lo supiera, así como también la documentación que acredite 
los niveles de educación formal alcanzados, si la poseyera, y en su defecto una declaración jurada 
sobre el nivel de educación formal alcanzado.

La administradora no podrá requerir ninguna otra información o documentación de la descripta para 
dar curso a la solicitud. En el mismo momento de presentarse ésta, deberá verificar si el afiliado se 
encuentra incorporado a la misma.

Si la verificación fuere negativa, rechazará la solicitud, sirviendo el certificado emitido por la admi-
nistradora de resolución fundada suficiente, entregándole un duplicado de igual tenor al solicitante. 
Si la verificación fuere positiva, la administradora deberá remitirla dentro de las 48 horas a la comi-
sión médica con jurisdicción en el domicilio real del afiliado. Atento lo normado en el artículo 91 in 
fine, la administradora deberá remitir a la dependencia de la ANSES que la reglamentación determi-
ne, copia de la solicitud del afiliado.
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2. Actuación ante las comisiones médicas.

La comisión médica analizará los antecedentes y citará fehacientemente al afiliado en su domicilio 
real denunciado a revisación, la que deberá practicarse dentro de los quince (15) días corridos de 
efectuada la solicitud.

Si el afiliado no concurriere a la citación, se reservarán las actuaciones hasta que el mismo compa-
rezca.

Si el afiliado diere cumplimiento a la citación o se presentara posteriormente, en primer lugar se le 
efectuará un psicodiagnóstico completo; el informe deberá contener en sus conclusiones las aptitu-
des del afiliado para capacitarse en la realización de tareas acordes con su minusvalía psicofísica.

Asimismo si la comisión médica lo considerare oportuno podrá solicitar la colaboración de médicos 
especialistas en la afección que padezca el afiliado.

Si con los antecedentes aportados por el afiliado y la revisación practicada al mismo por los médicos, 
éstos no estuvieran en condiciones de dictaminar, la comisión médica deberá en ese mismo momen-
to: a) Indicar los estudios diagnósticos necesarios que deben practicarse al afiliado; b) Concertar con 
los profesionales que los efectuarán, el lugar, fecha y hora en que el afiliado deberá concurrir a prac-
ticarse los mismos; c) Extender las órdenes correspondientes; d) Entregar dichas órdenes al afiliado 
con las indicaciones pertinentes; e) Fijar nueva fecha y hora para una segunda revisación del afiliado 
y f) Dejar constancia de lo actuado en un acta que suscribirá el afiliado y los médicos designados por 
los interesados, si concurrieran.

Los estudios complementarios serán gratuitos para el afiliado y a cargo de la comisión médica, al 
igual que los de traslado del afiliado para practicarse los estudios complementarios y asistir a las 
citaciones de la comisión médica, cuando estuviera imposibilitado de movilizarse por sus propios 
medios. Estos gastos se financiarán conforme a los estipulados en el artículo 51. El afiliado podrá 
realizar los estudios solicitados y los que considere pertinentes para aportar a la comisión médica con 
los profesionales que él designe, pero a su costa. Ello no lo releva de la obligación de practicárselos 
conforme las indicaciones de la comisión médica.
Si el afiliado no concurriera ante la comisión médica a la segunda revisación o lo hiciere sin los estu-
dios complementarios solicitados por la misma, se reservarán las actuaciones hasta que se presente 
nuevamente con dichos estudios, en cuyo caso se le fijará nueva fecha de revisación dentro de los 
diez (10) días corridos siguientes.

Si el afiliado concurriera ante la comisión médica con los estudios complementarios solicitados, la 
comisión médica, dentro de los diez (10) días siguientes, deberá emitir dictamen considerando veri-
ficados o no los requisitos establecidos en el inciso a) del artículo 48, conforme a las normas a que se 
refiere el artículo 52. Este dictamen deberá ser notificado fehacientemente dentro de los tres (3) días 
corridos al afiliado, a la administradora a la cual el afiliado se encuentre incorporado, a la compañía 
de seguros de vida con la cual la administradora hubiera contratado el seguro previsto en el artículo 
99 o a La ANSES en los casos del artículo 91 in fine.

En el supuesto de considerar verificados en el afiliado dichos requisitos por parte de la comisión 
médica, el trabajador tendrá derecho al retiro transitorio por invalidez a partir de la fecha en que se 
declare la incapacidad. En este caso el dictamen deberá indicar el tratamiento de rehabilitación psi-
cofísica y de recapacitación laboral que deberá seguir el afiliado. Dichos tratamientos serán gratuitos 
para el afiliado y si éste se negare a cumplirlos en forma regular percibirá el setenta por ciento (70 
%) del haber de este retiro.
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En caso de existir tratamientos médicos curativos de probada eficacia para la curación de la o las 
afecciones invalidantes del afiliado, la comisión médica los prescribirá.

Si el afiliado se negare a someterse a ellos o no los concluyera sin causa justificada, será suspendido 
en la percepción del retiro transitorio por invalidez. Estos tratamientos también serán gratuitos para 
el afiliado.

Si la comisión médica no emitiera dictamen en el plazo estipulado, el afiliado tendrá derecho al retiro 
transitorio por invalidez hasta tanto se pronuncie la comisión médica.

El afiliado, la administradora a la cual se encuentre incorporado, la compañía de seguros de vida con 
la cual la administradora hubiera contratado el seguro previsto en el artículo 99 y la ANSES, podrán 
designar un mediador para estar presentes y participar durante los actos que realice la comisión mé-
dica para evaluar la incapacidad del afiliado. Los honorarios que los mismos irroguen serán a cargo de 
los proponentes. Estos profesionales tendrán derecho a ser oídos por la comisión médica, presentar 
los estudios diagnósticos realizados a su costa y una síntesis de sus dichos será volcada en las actas 
que se labren, las que deberán ser suscriptas por ellos, haciéndose responsables de sus dichos y opi-
niones, pero no podrán plantear incidencias en la tramitación del expediente.

La comisión médica informará toda actuación realizada a la administradora en la cual estuviere in-
corporado e afiliado, a su aseguradora y a la ANSES.

3. Actuación ante la comisión médica central.

Los dictámenes que emitan las comisiones médicas serán recurribles ante una comisión médica cen-
tral por: a) El afiliado; b) La administradora ante la cual el afiliado se encuentre incorporado; c) La 
compañía de seguros de vida con la cual la administradora hubiera contratado el seguro establecido 
en el artículo 99; y d) la ANSES. Bastará para ello con hacer una presentación, dentro de los cinco (5) 
días de notificado el dictamen, consignando que se apela la resolución notificada.

En cuanto a las modalidades y plazos para la actuación en esta instancia, rige íntegramente lo dis-
puesto en el procedimiento establecido para las comisiones médicas, fijándose un plazo de 48 horas 
desde la finalización del plazo de apelación para que la comisión médica remita las actuaciones a la 
comisión médica central.

4. Procedimiento ante la Cámara Nacional de Seguridad Social.

Las resoluciones de la comisión médica central serán recurribles por ante la Cámara Nacional de 
Seguridad Social por las personas indicadas en el punto 3 del presente artículo y con las modalidades 
en él establecidas.

La comisión médica central elevará las actuaciones a la Cámara dentro de las 48 horas de concluido 
el plazo para interponer la apelación.

La Cámara deberá expedirse dentro de los cuarenta y cinco (45) días de recibidas las actuaciones por 
la comisión médica central, conforme el siguiente procedimiento: a) Inmediatamente de recibidas las 
actuaciones, dará vista por diez (10) días al cuerpo médico forense para que dé su opinión sobre el 
grado de invalidez del afiliado en los términos del inciso a) del artículo 48, y conforme a las normas 
a que se refiere el artículo 52; b) En casos excepcionales y suficientemente justificados el cuerpo mé-
dico forense podrá someter a nueva revisión médica al afiliado y solicitarle nuevos estudios comple-
mentarios, los que deberán concluirse en diez (10) días; c) Del dictamen del cuerpo médico forense 
se dará vista al recurrente y al afiliado, por el término de cinco (5) días para que aleguen sobre el 
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mérito de las actuaciones y pruebas producidas; d) Vencido dicho plazo, la Cámara dictará sentencia 
dentro de los diez (10) días siguientes.

Los honorarios y gastos que irrogue la apelación ante la Cámara Nacional de Seguridad Social serán 
soportados por el recurrente vencido.

5. Efecto de las apelaciones.

Las apelaciones en estos procedimientos serán con efecto devolutivo.

6. Fondos para tratamientos de rehabilitación psicofísica y recapacitación laboral.

Créase un fondo para tratamientos de rehabilitación psicofísica y recapacitación laboral constituido 
por los recursos que a tal efecto determine el Poder Ejecutivo Nacional, y el treinta por ciento (30%) 
de haber del retiro transitorio por invalidez que se les descontará a los afiliados que no cumplan 
regularmente los tratamientos de rehabilitación o recapacitación laboral prescriptos por la comisión 
médica.

Este fondo será administrado por el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensio-
nados y destinado exclusivamente para organizar los programas para implementar los tratamientos 
prescriptos por las comisiones médicas.

Sin perjuicio de ello, las compañías de seguro de vida podrán, con autorización de la comisión médica 
correspondiente, sustituir o complementar el tratamiento indicado con otro u otros a su exclusivo 
cargo.

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 50 — Los profesionales e institutos que lleven adelante los tratamientos de rehabilita-
ción psicofísica y recapacitación laboral deberán informar, en los plazos que establezcan las normas 
reglamentarias, la evolución del afiliado a las comisiones médicas.

Cuando la comisión médica conforme los informes recibidos, considere rehabilitado al afiliado pro-
cederá a citar al afiliado a través de la administradora, y emitirá un dictamen definitivo revocando 
el derecho a retiro transitorio por invalidez. Transcurridos tres (3) años desde la fecha del dictamen 
transitorio, la comisión médica deberá citar al afiliado, a través de la administradora, y procederá a la 
emisión del dictamen definitivo de invalidez que ratifique el derecho al retiro definitivo por invalidez 
o lo deje sin efecto de un todo de acuerdo con los requisitos establecidos en el inciso a) del artículo 48 
y conforme las normas a que se refiere el artículo 52. Este plazo podrá prorrogarse excepcionalmente 
por dos (2) años más, si la comisión médica considerare que en dicho plazo se podrá rehabilitar el 
afiliado.

El dictamen definitivo será recurrible por las mismas personas y con las mismas modalidades y pla-
zos que las establecidas para el dictamen transitorio.
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(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 51 — Comisiones médicas. Integración y financiamiento.  Las comisiones médicas y 
la Comisión Médica Central estarán integradas por cinco (5) médicos que serán designados: tres (3) 
por la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones y dos (2) por la 
Superintendencia de Riesgos del Trabajo, los que serán seleccionados por concurso público de oposi-
ción y antecedentes. Contarán con la colaboración de personal profesional, técnico y administrativo.

Los gastos que demande el funcionamiento de las comisiones serán financiados por las Administrado-
ras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones y las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo, en el porcentaje 
que fije la reglamentación.
Como mínimo funcionará una comisión médica en cada provincia y otra en la ciudad de Buenos 
Aires.

(Artículo sustituido por art. 50 de la Ley Nº 24.557 B.O. 4/10/1995).

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 52 — Normas de evaluación, calificación y cuantificación del grado de invalidez. 
Las normas de evaluación, calificación y cuantificación del grado de invalidez a que se refiere el artículo 
48, inciso a) estarán contenidas en el decreto reglamentario de la presente ley.

Las normas deberán contener: a) Pruebas y estudios diagnósticos que deban practicarse a las per-
sonas, conforme a las afecciones denunciadas o detectadas; b) el grado de invalidez por cada una de 
las afecciones diagnosticadas; c) el procedimiento de compatibilización de los mismos a fin de deter-
minar el grado de invalidez psicofísica de la persona; d) los coeficientes de ponderación del grado de 
invalidez psicofísica conforme el nivel de educación formal que tengan las personas; e) Los coeficien-
tes de ponderación del grado de invalidez psicofísica conforme la edad de las personas. De la com-
binación de los factores de los incisos c), d) y e) deberá surgir el grado de invalidez de las personas.

La autoridad de aplicación convocará a una comisión honoraria para la preparación de las normas de 
evaluación, calificación y cuantificación del grado de invalidez, invitando a integrarla al decano del 
cuerpo médico forense, al presidente de la Academia Nacional de Medicina y a los representantes de 
las universidades públicas o privadas del país. Esta comisión honoraria será convocada por el secreta-
rio de Seguridad Social de la Nación, quien la presidirá, dentro de los sesenta (60) días de promulgada 
la presente ley y deberá expedirse dentro de los seis (6) meses de constituida.

Artículo 53 — Pensión por fallecimiento. Derechohabientes. En caso de muerte del jubilado, 
del beneficiario de retiro por invalidez o del afiliado en actividad, gozarán de pensión los siguientes 
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parientes del causante:

a) La viuda.

b) El viudo.

c) La conviviente.

d) El conviviente.

e) Los hijos solteros, las hijas solteras y las hijas viudas, siempre que no gozaran de jubilación, pen-
sión, retiro o prestación no contributiva, salvo que optaren por la pensión que acuerda la presente, 
todos ellos hasta los dieciocho (18) años de edad.

La limitación a la edad establecida en el inciso e) no rige si los derechohabientes se encontraren in-
capacitados para el trabajo a la fecha de fallecimiento del causante o incapacitados a la fecha en que 
cumplieran dieciocho (18) años de edad.

Se entiende que el derechohabiente estuvo a cargo del causante cuando concurre en aquél un estado 
de necesidad revelado por la escasez o carencia de recursos personales, y la falta de contribución 
importa un desequilibrio esencial en su economía particular. La autoridad de aplicación podrá esta-
blecer pautas objetivas para determinar si el derechohabiente estuvo a cargo del causante.

En los supuestos de los incisos c) y d) se requerirá que el o la causante se hallase separado de hecho 
o legalmente, o haya sido soltero, viudo o divorciado y hubiera convivido públicamente en aparente 
matrimonio durante por lo menos cinco (5) años inmediatamente anteriores al fallecimiento. El 
plazo de convivencia se reducirá a dos (2) años cuando exista descendencia reconocida por ambos 
convivientes.

El o la conviviente excluirá al cónyuge supérstite cuando éste hubiere sido declarado culpable de la 
separación personal o del divorcio. En caso contrario, y cuando el o la causante hubiere estado con-
tribuyendo al pago de alimentos o éstos hubieran sido demandados judicialmente, o el o la causante 
hubiera dado causa a la separación personal o al divorcio, la prestación se otorgará al cónyuge y al 
conviviente por partes iguales.

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 54 — Transmisión hereditaria.
En caso de no existir derechohabientes, según la enumeración efectuada en el artículo precedente, 
se abonará el saldo de la cuenta de capitalización individual a los herederos del causante declarados 
judicialmente.

CAPÍTULO III
ApORtES E ImpOSICIONES vOLuNtARIAS
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Artículo 55 — Aportes. Los aportes personales con destino al Régimen de Capitalización es-
tablecidos en el artículo 39, una vez transferidos conforme al procedimiento indicado en el inciso 
b) del artículo 36 de la presente ley, serán acreditados en las respectivas cuentas de capitalización 
individual de cada afiliado.

Artículo 56 — Imposiciones voluntarias. Con el fin de incrementar el haber de jubilación ordi-
naria o de anticipar la fecha de su percepción, conforme lo establece el artículo 110, el afiliado podrá 
efectuar imposiciones voluntarias en su cuenta de capitalización individual. A opción del afiliado 
estas imposiciones podrán ser ingresadas a través del SUSS una vez que las normas reglamentarias 
establezcan los respectivos procedimientos, o bien en forma directa en la administradora.

Artículo 57 — Depósitos convenidos. Los depósitos convenidos consisten en importes de ca-
rácter único o periódico, que cualquier persona física o jurídica convenga con el afiliado depositar en 
su respectiva cuenta de capitalización individual. Estos depósitos tendrán la misma finalidad que la 
descripta para las imposiciones voluntarias y podrán ingresarse a la administradora en forma similar.

Los depósitos convenidos deberán realizarse mediante contrato por escrito que será remitido a la 
administradora en la que se encuentre incorporado el afiliado con una anticipación de treinta (30) 
días a la fecha en que deba efectuarse el único o primer depósito.

Artículo 58 — Registro de las imposiciones voluntarias y depósitos convenidos. Las cuotas 
representativas de las imposiciones voluntarias y depósitos convenidos si bien integran la cuenta 
de capitalización individual, no serán consideradas en la determinación del saldo de la misma a los 
efectos del cálculo del capital complementario señalado en el artículo 92.

CAPÍTULO IV
ADmINIStRADORAS DE fONDOS DE juBILACIONES 

y pENSIONES

Artículo 59 — Objeto. Las administradoras tendrán como objeto único y exclusivo:

a) Administrar un fondo que se denominará fondo de jubilaciones y pensiones.

b) Otorgar las prestaciones y beneficios que establece la presente Ley.

Cada administradora podrá administrar solamente un fondo de jubilaciones y pensiones, debiendo 
llevar su propia contabilidad separada de la del respectivo fondo.

Las administradoras no podrán formular ofertas complementarias fuera de su objeto, ni podrán acor-
dar sorteos, premios u otras formas que implicaren un medio de captación indebido de afiliaciones.

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)



Edición especial - CEDyCS

153

Artículo 60 — Inhabilitaciones. No podrán ser directores, administradores, gerentes ni síndicos de 
una administradora:

a) Los afectados por las inhabilidades e incompatibilidades establecidas en los artículos 264 y 286 de la 
Ley de Sociedades, ni los inhabilitados por aplicación del inciso 5 del artículo 41 de la Ley Nº 21.526;
b) Los que por decisión firme de autoridad competente hubieran sido declarados responsables de 
irregularidades en el gobierno, administración y control de entidades financieras o compañías de 
seguros;

c) Los que hayan sido condenados por delitos cometidos con ánimo de lucro o por delitos contra la 
propiedad o la fe pública o por delitos comunes, excluidos los delitos culposos con penas privativas de 
libertad o inhabilitación, mientras no haya transcurrido otro tiempo igual al doble de la condena y los 
que se encuentren sometidos a prisión preventiva por esos mismos delitos, hasta sus sobreseimientos 
definitivo; los inhabilitados para el uso de las cuentas corrientes bancarias y el libramiento de che-
ques, hasta un año después de su rehabilitación; los que hayan sido sancionados como directores, 
administradores o gerentes de una sociedad declarada en quiebra, mientras dure su inhabilitación.

Artículo 61 — Denominación. La denominación social de las administradoras deberá incluir la 
frase “Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones” o la sigla “AFJP”, quedando vedado 
consignar en la misma: a) Nombre de personas físicas existentes; b) Nombres o siglas de personas 
jurídicas existentes o que hubieran existido en el lapso de cinco (5) años anteriores a la vigencia de la 
presente ley; c) Nombres de entidades extranjeras que actúen en ramas financieras, aseguradoras, de 
administración de fondos u otras similares; d) Nombres de fantasía que pudieran inducir a equívocos 
respecto de la responsabilidad patrimonial o administrativa de la entidad. En los casos de apartados 
c) y d), corresponderá a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pen-
siones resolver, en función de las normas reglamentarias que se dicten, sobre la procedencia de la 
denominación que se pretenda asignar a una administradora.

Artículo 62 — Requisitos para la autorización. Procedimiento. Las administradoras de fondos 
de jubilaciones y pensiones serán autorizadas a administrar fondos de jubilaciones y pensiones y 
otorgar los beneficios y servicios que establece esta ley, cuando reúnan las siguientes condiciones y 
se ajusten al procedimiento que en este artículo se estatuyen:

1. Condiciones:

a) Se hayan constituido bajo las formas jurídicas mencionadas en el artículo 40.

b) Demuestren la integración total del capital mínimo a que se refiere el artículo 63 y del encaje a 
que se refiere el artículo 89.

c) Se verifique que sus directores, administradores, gerentes y síndicos no se encuentren inhabilita-
dos conforme a lo normado por el artículo 60 de esta ley y éstos hayan presentado un detalle com-
pleto de su patrimonio personal.

d) Se acredite el cumplimiento de los niveles de idoneidad técnica para la conducción y administra-
ción empresaria, de la calidad de organización para el cumplimiento de su objeto, existencia de un 
ámbito físico para el desarrollo de sus actividades, sistemas de comercialización, toda otra informa-
ción que demuestre la viabilidad económico— financiera del proyecto.

2. Procedimiento

Cuando se presente ante la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pen-
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siones una solicitud de autorización, ésta verificará y evaluará la documentación acompañada acredi-
tando los requisitos exigidos en los incisos a) al d) del apartado 1., así como también habrá de obtener 
los informes de los organismos pertinentes a fin de verificar lo prescripto en el inciso c) del apartado 
de referencia, debiendo dichos datos estar proporcionados dentro de los quince (15) días de haber 
sido requeridos.

Dentro de los treinta (30) días de presentada la solicitud y producido los informes mencionados 
precedentemente, el superintendente deberá dictar una resolución fundada, dando curso al pedido 
o denegando el mismo.

La resolución que denegara la autorización contendrá una relación completa, precisa y circunstan-
ciada de todos los requisitos que se consideran no cumplimentados con la documentación acompaña-
da y/o con los informes producidos. La solicitante podrá elevar nuevo pedido de autorización adjun-
tando nueva documentación que acredite los requisitos no probados y/o sustituyendo los directores, 
administradores, gerentes o síndicos inhabilitados.

En este supuesto regirá el procedimiento indicado en el segundo párrafo del apartado 2.

El superintendente no podrá denegar la autorización solicitada, si ello no obedeciere a la falta de 
acreditación de los requisitos exigidos por esta Ley y las restantes condiciones que fijaren las normas 
reglamentarias.

Artículo 63 — Capital mínimo. El capital mínimo necesario para la constitución de una admi-
nistradora será de tres millones de pesos ($ 3.000.000), el cual deberá encontrarse suscripto e inte-
grado en efectivo al momento de la constitución. El capital mínimo exigido podrá ser modificado por 
resolución de la autoridad de contralor de acuerdo con el procedimiento que establezcan las normas 
reglamentarias.
Todo capital inicial superior al mínimo deberá integrarse dentro del plazo establecido en la Ley de 
Sociedades Comerciales.

Si el capital mínimo exigido de la administradora se redujere por cualquier causa, deberá ser rein-
tegrado totalmente dentro del plazo de tres (3) meses de producido el hecho. En caso contrario la 
Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones procederá a revocar la 
autorización para funcionar y la liquidación de la administradora.

La reintegración del capital mínimo deberá ser efectuada por la administradora, en el plazo señalado, 
sin necesidad de intimación o notificación previa por parte de la autoridad de control.

Además del capital mínimo exigido, la administradora deberá constituir el encaje establecido en el 
artículo 89.

Artículo 64 — Publicidad. Las administradoras sólo podrán realizar publicidad a partir de la 
fecha que a tal efecto establezcan las normas reglamentarias y siempre que haya sido dictada la reso-
lución que autorice su funcionamiento como administradora de fondos de jubilaciones y pensiones.

Toda publicidad o promoción por parte de las administradoras deberá estar de acuerdo con las nor-
mas generales que la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones 
fije a tal efecto. La información deberá ser veraz y oportuna, y no inducir a equívocos ni confusiones, 
ya sea en cuanto a las características patrimoniales de la administradora o a los fines, fundamentos 
y beneficios del sistema.

Artículo 65 — Información al público. Las administradoras deberán mantener en sus oficinas, 
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en un lugar de fácil acceso al público, la siguiente información escrita y actualizada:

1. Antecedentes de la institución, indicando el nombre y apellido de sus directores, administradores, 
gerentes y síndicos.

2. Balance general del último ejercicio, estado de resultado y toda otra información contable que 
determine la autoridad de aplicación.

3. Valor del fondo de jubilaciones y pensiones, del fondo de fluctuación a que se refiere el artículo 87 
y del encaje.

4. Valor de la cuota del fondo de jubilaciones y pensiones.

5. Esquema e importe de las comisiones vigentes.

6. Composición de la cartera de inversiones del fondo de jubilaciones y pensiones y nombre de las 
cajas de valores y bancos donde se encuentren depositados los títulos, y de la compañía de seguros 
de vida con la que hubiera contratado el seguro referido en el artículo 99 de esta ley.

Esta información deberá ser actualizada mensualmente, dentro de los primeros diez (10) días de 
cada mes, o cuando cualquier acontecimiento externo o interno pueda alterar en forma significativa 
el contenido de la información a disposición del público.

Artículo 66 — Información al afiliado o beneficiario. La administradora deberá enviar pe-
riódicamente a cada uno de sus afiliados o beneficiarios, a su domicilio y al menos cada cuatro (4) 
meses, la siguiente información referente a la composición del saldo de su cuenta de capitalización 
individual:

1. Número de cuotas registradas al inicio del período que se informa.

2. Tipo de movimiento, fecha de importe en cuotas. Cuando el movimiento se refiera al débito por 
comisiones se deberá discriminar en su importe el costo imputable a la prima del seguro por invalidez 
y fallecimiento del resto de los conceptos que forman parte de la comisión. A tal efecto las normas 
reglamentarias establecerán los procedimientos para tal discriminación.

3. Saldo de la respectiva cuenta en cuotas.

4. Valor de la cuota al momento de cada movimiento.

5. Variación porcentual del valor de la cuota para cada uno de los meses comprendidos en el período 
de información.

6. Rentabilidad del fondo.

7. Rentabilidad promedio del sistema y comisión promedio del sistema.

Esta comunicación podrá suspenderse para todo afiliado que no registre movimientos por aportes, 
imposiciones voluntarias o depósitos convenidos en su cuenta durante el último período que deba 
ser informado. No obstante ello, la administradora que suspenda el envío de esta información, deberá 
comunicar al afiliado al menos una (1) vez al año el estado de su cuenta.

Las normas reglamentarias podrán disponer la reducción de los plazos de información al afiliado.
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(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 67 — Comisiones. La administradora tendrá derecho a una retribución mediante el 
cobro de comisiones, las que serán debitadas de las respectivas cuentas de capitalización individual.

Las comisiones serán el único ingreso de la administradora por cuenta de sus afiliados y beneficia-
rios, debiendo contemplar el financiamiento de la totalidad de los servicios, obligaciones y beneficios 
por los que en definitiva resulte responsable, en favor de los afiliados y beneficiarios a ella incorpora-
dos, conforme lo prescribe esta ley y sus normas reglamentarias.

El importe de las comisiones será establecido libremente por cada administradora. Su aplicación será 
con carácter uniforme para todos sus afiliados o beneficiarios, salvo las situaciones que esta ley o sus 
normas reglamentarias prevean.

Artículo 68 — Régimen de comisiones. El régimen de comisiones que cada Administradora fije 
se ajustará a las siguientes pautas

a) Sólo podrán estar sujetos al cobro de comisiones la acreditación de los aportes, la acreditación de 
imposiciones voluntarias y depósitos convenidos, la obtención de rentabilidad del fondo de jubilacio-
nes y pensiones, y el pago de los retiros que se practiquen bajo la modalidad de retiro programado.

Podrá debitarse del saldo de las cuentas de capitalización individual de los afiliados que no registren 
acreditación de aportes en un período determinado, la porción de la comisión del presente inciso 
correspondiente al costo del seguro colectivo de invalidez y fallecimiento, conforme lo establezcan 
las normas reglamentarias, las que deberán tener concordancia con lo determinado en el artículo 95, 
inciso a).

b) La comisión por la acreditación de los aportes obligatorios sólo podrá establecerse como un por-
centaje de la base imponible que le dio origen y no podrá ser superior al UNO POR CIENTO (1%) 
de dicha base. No se aplicará esta comisión sobre los importes que en virtud de lo establecido en el 
segundo párrafo del artículo 9º, excedan el máximo fijado en el primer párrafo del mismo artículo. 
Facúltase al PODER EJECUTIVO NACIONAL a disminuir el porcentaje establecido en este inciso. 
(Inciso sustituido por art. 4° de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007)

c) Las comisiones por la acreditación de imposiciones voluntarias y depósitos convenidos sólo po-
drán establecerse sobre la base de un porcentaje sobre los valores involucrados.

d) La comisión por la rentabilidad de las inversiones del fondo de jubilaciones y pensiones se calcula-
rá tomando como referencia el valor de la cuota correspondiente al 2 de julio de 2001 y se establecerá 
de modo uniforme para todas las Administradoras en un VEINTE POR CIENTO (20%) del excedente 
a una rentabilidad anualizada del CINCO POR CIENTO (5%). Dicha comisión no podrá exceder en 
ningún caso el UNO CON CINCUENTA POR CIENTO (1.50%) del fondo de jubilaciones y pensiones. 
(Inciso suspendido por art. 1º del Decreto Nº 216/2002 B.O. 6/2/2002. Vigencia: a partir del día si-
guiente de su publicación en el Boletín Oficial).

e) La comisión por el pago de los retiros programados sólo podrá establecerse como un porcentaje 
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mensual sobre el saldo de la cuenta de capitalización individual del beneficiario.
Facúltase a la SUPERINTENDENCIA DE ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE JUBILACIONES Y 
PENSIONES para que establezca el procedimiento, plazos y demás requisitos para la aplicación de lo 
dispuesto en el presente artículo.

(Artículo sustituido por art. 3° del Decreto Nº 1495/2001 B.O. 23/11/2001 Vigencia: a partir del día 
siguiente al de su publicación).

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 69 — Bonificación de las comisiones. Las administradoras que así lo estimen conve-
niente podrán introducir un esquema de bonificación a las comisiones establecidas en el inciso b) del 
artículo 68, el que no podrá admitir discriminaciones para los afiliados o beneficiarios que se encuentren 
comprendidos en una misma categoría.

La definición de estas categorías de afiliados o beneficiarios sólo podrá ser efectuada en atención a 
la permanencia, entendiéndose por tal a la cantidad de meses que registren aportes o retiros en la 
correspondiente Administradora y con independencia de su devengamiento u oportunidad de pago, 
respectivamente. A estos efectos se computarán los registros producidos durante el período contado 
desde la última incorporación a la Administradora. Las normas reglamentarias establecerán el proce-
dimiento para la determinación de las respectivas categorías.

El importe de la bonificación deberá establecerse como un porcentaje de quita sobre el esquema de 
comisiones vigente. El importe bonificado quedará acreditado en la respectiva Cuenta de Capitaliza-
ción Individual del afiliado o beneficiario según corresponda.

(Artículo sustituido por art. 4º del Decreto Nº 1495/2001 B.O. 23/11/2001 Vigencia: a partir del día 
siguiente al de su publicación).

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 70 — Vigencia del régimen de comisiones. El régimen de comisiones determinado por 
cada administradora deberá ser informado a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de 
Jubilaciones y Pensiones en la forma que señalen las normas reglamentarias y sus modificaciones 
entrarán en vigencia noventa (90) días después de su aprobación.

Artículo 71 — Liquidación de una administradora. La Superintendencia de Administradora 
de Fondos de Jubilaciones y Pensiones procederá a la liquidación de una administradora de fondos 
de jubilaciones y pensiones cuando se verifique cualquiera de los siguientes supuestos:
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a) El capital de la administradora se redujere a un importe inferior al mínimo establecido en el artí-
culo 63, y no se hubiere reintegrado totalmente el mismo dentro del plazo establecido.

b) Se verifique, dentro de un año calendario, déficit de encaje en más de dos (2) oportunidades. A los 
fines de este cómputo no se tendrá en cuenta la generación de déficit como consecuencia del proceso 
establecido por el artículo 90.

c) No hubiere cubierto la rentabilidad mínima establecida en el artículo 86 o recompuesto el encaje 
afectado dentro de los plazos fijados en el artículo 90.

d) La Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones hubiera verifica-
do cualquier otro hecho de los que tengan previsto como sanción tal consecuencia.

e) Hubiera entrado la administradora en estado de cesación de pagos, cualquiera sea la causa y la 
naturaleza de las obligaciones que afecte.
El Estado concurrirá como acreedor en el proceso de liquidación de una administradora, por los 
pagos que hubiere realizado en virtud del cumplimiento de la garantía de rentabilidad mínima esta-
blecida en el artículo 90.

Artículo 72 — Procedimiento de liquidación. Dentro de las 72 horas hábiles de llegado a cono-
cimiento de la Superintendencia de Administradoras de Jubilaciones y Pensiones cualquiera de los 
hechos enunciados en el artículo precedente que afecten a una administradora, el Superintendente 
deberá:

a) Dictar resolución revocando la autorización para operar en la administración de un fondo de 
jubilaciones y pensiones a la administradora incursa en los supuestos indicados en el artículo ante-
rior. Esta resolución implicará la disolución por pérdida de objeto de la administradora, y conlleva 
la caducidad de todos los derechos de la administradora de fondos de jubilaciones y pensiones, de 
sus directores, representantes, gerente y síndicos, y restantes organismos de dirección, adminis-
tración y fiscalización, a administrar el fondo. La resolución será comunicada fehacientemente a la 
administradora y a todas las entidades bancarias autorizadas por la Ley Nº 21.526 y cajas de valores 
donde estuvieren depositados el fondo de jubilaciones y pensiones y el fondo transitorio, debiéndose 
requerir a tal fin la colaboración a que estarán obligados el Banco Central de la República Argentina 
y la Comisión Nacional de Valores.

b) Sustituirla en la administración del fondo de jubilaciones y pensiones que administra, de su fondo 
transitorio y de cualquier otro bien que perteneciera al fondo, para lo cual designará a los funcionarios 
de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones que transitoria-
mente ejercerán la administración, tomando posesión de las dependencias de la administradora, y 
comunicando su designación conforme a lo establecido en el inciso anterior y al director, represen-
tante, sindico, gerente o cualquier miembro de los organismos de dirección, administración y control 
que fuere hallado. Si al personal designado por la Superintendencia de Administradoras de Fondos de 
Jubilaciones y Pensiones se le negare él ingreso y el cumplimiento de sus funciones, podrá solicitar el 
inmediato y debido auxilio de la fuerza pública a fin de garantizar que no se sustraiga o destruya docu-
mentación o información de la administradora, requiriendo la pertinente orden de allanamiento al juez 
competente, si por cuestiones de celeridad no lo hubiera podido hacer con anterioridad a la diligencia.

c) Poner en conocimiento todo lo actuado al juez nacional en lo comercial, o juez federal con com-
petencia en lo comercial, según la jurisdicción correspondiente al domicilio de la administradora, 
solicitándole:

1. Decrete la liquidación de la administradora y la designación de un interventor liquidador de la misma.
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2. Trabe embargo sobre todos los bienes de la administradora.

3. Si se diera el supuesto indicado en el apartado siguiente deberá solicitar también se decrete la 
inhibición general de los bienes de los directores, representantes, síndicos, gerentes y de todo otro 
integrante de los organismos de dirección, administración y control de la administradora.

d) Si hubiere indicios de haberse cometido un ilícito deberá denunciarlo ante el juez federal con 
competencia en lo penal de la jurisdicción del domicilio de la administradora.

e) En los cuarenta y cinco días hábiles siguientes, prorrogables por resolución fundada por otros 
cuarenta y cinco días más, la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y 
Pensiones continuará administrando el fondo de jubilaciones y pensiones, pudiendo contratar, para 
colaborar en la administración, personal temporario, inclusive de la propia administradora liquidada. 
Asimismo deberá:
1. Determinar el importe que sea necesario para efectivizar las garantías establecidas en el capítulo 
XII de este título.

2. Las comisiones que perciba en este período serán aplicables a la recomposición del fondo, y al pago 
de los insumos indispensables para la administración del fondo.

3. Si efectuado el procedimiento indicado en los apartados anteriores y no se hubiera recompuesto el 
fondo, la Superintendencia solicitará a la Secretaría de Hacienda que, en mérito a la garantía prevista 
en el capítulo XII, remita el importe faltante para cubrir estos objetivos, el que deberá ser enviado 
dentro de los cinco días.

4. Efectivizada la garantía, la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y 
Pensiones intimará a todos los afiliados incorporados a la administradora en liquidación para que 
pasen a otra en el término de noventa días, bajo apercibimiento de proceder en la forma indicada 
en el segundo párrafo del artículo 43, notificando tal resolución al empleador de cada afiliado. El 
derecho de traspaso de los afiliados quedará suspendido hasta la recomposición del fondo al nivel de 
rentabilidad mínima. El decreto reglamentario de la presente Ley fijará el procedimiento de traspaso 
de los afiliados autónomos.

Vencido el plazo establecido en el inciso e) de este artículo, cesa la intervención de la Superinten-
dencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones salvo para garantizar el traspaso 
efectivo de las cuentas de los afiliados a la nueva administradora que hayan elegido y para represen-
tar al Estado nacional en el proceso de liquidación de la administradora.

El Estado nacional, por los aportes efectuados en virtud de la garantía efectivizada, tendrá en la liqui-
dación de la administradora igual preferencia que los acreedores del concurso.
Las resoluciones que durante este proceso dicte la Superintendencia de Administradoras de Fondos 
de Jubilaciones y Pensiones serán recurribles, con efecto devolutivo, ante la Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Comercial o la Cámara Federal de Apelaciones con competencia en lo comercial, 
según sea el domicilio de la administradora en Capital Federal o en provincias, respectivamente.

Si la liquidación de una administradora se debiera a hechos ilícitos cometidos por sus directivos, 
representantes, gerentes, síndicos, y en general los integrantes de los organismos de dirección, admi-
nistración y fiscalización, quienes lo hayan cometido o consentido responderán por las deudas de la 
administradora con sus bienes personales.

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
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judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 73 — Absorción. La disolución de dos o más administradoras que se fusionan para 
constituir una nueva o la disolución de una o más administradoras por absorción de otra, deberá ser 
autorizada por la autoridad de contralor, dando cumplimiento a los requisitos que las normas regla-
mentarias establezcan para estos casos.

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo e incorporó el artículo 73 bis y cuya entrada en vigencia se sus-
pendió en virtud de una resolución judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció 
como fecha de entrada en vigencia de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 
2000, que no hubieran tenido efecto hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer 
mes siguiente a aquel en que quede firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar 
dictada en el Expediente Judicial Nº 700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad 
Social—.)

CAPÍTULO V
INvERSIONES

Artículo 74 — Criterio general. Inversiones permitidas. El activo del Fondo de Garantía de 
Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsional Argentino (FGS) se invertirá de acuerdo con cri-
terios de seguridad y rentabilidad adecuados, respetando los límites fijados por esta ley y las normas 
reglamentarias. El Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsional Argentino 
(FGS) podrá invertir el activo del Fondo administrado en:

a) Operaciones de crédito público de las que resulte deudor el Estado nacional a través de la Secre-
taría de Hacienda del Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas, ya sean títulos públicos, letras 
del Tesoro o préstamos hasta el cincuenta por ciento (50%) de los activos totales del Fondo. Podrá 
aumentarse al cien por ciento (100%) neto de los topes previstos en el presente artículo en la medida 
que el excedente cuente con recursos afectados específicamente a su cumplimiento o con garantías 
reales u otorgadas por organismos o entidades internacionales de los que la Nación sea parte. Que-
dan excluidas del tope establecido en el presente inciso las tenencias de títulos representativos de la 
deuda pública del Estado nacional que fueron recibidos en canje por las administradoras de fondos 
de jubilaciones y pensiones en el marco de la reestructuración de la deuda pública en los términos 
de los artículos 65 de la ley 24.156 y sus modificaciones y 62 de la ley 25.827 y su modificatorio, 
independientemente de que no cuenten con las garantías allí contempladas;

b) Títulos valores emitidos por las provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, las municipa-
lidades, el Banco Central de la República Argentina, otros entes autárquicos del Estado nacional y 
provincial, empresas del Estado, nacionales, provinciales o municipales, hasta el treinta por ciento 
(30%) de los activos totales del Fondo;

c) Obligaciones negociables, debentures y otros títulos valores representativos de deuda emitidos por 
sociedades anónimas nacionales, entidades financieras, cooperativas y asociaciones civiles y sucur-
sales de sociedades extranjeras, autorizadas a la oferta pública por la Comisión Nacional de Valores, 
hasta el cuarenta por ciento (40%) de los activos totales del Fondo;
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d) Depósitos a plazo fijo en entidades financieras regidas por la ley 21.526 y sus modificaciones, hasta 
el treinta por ciento (30%) de los activos totales del Fondo;

e) Acciones y/u obligaciones negociables convertibles en acciones de sociedades anónimas naciona-
les, mixtas o privadas cuya oferta pública esté autorizada por la Comisión Nacional de Valores y que 
estén listadas en mercados autorizados por dicha Comisión cuyo objeto sea organizar las operaciones 
con valores negociables que cuenten con oferta pública, como mínimo el siete por ciento (7%) y hasta 
un máximo del cincuenta por ciento (50%) de los activos totales del Fondo.
La operatoria en acciones incluye a los futuros y opciones sobre estos títulos valores, con las limita-
ciones que al respecto establezcan las normas reglamentarias.

Se encuentra prohibida la transferencia y/o cualquier otro acto o acción que limite, altere, suprima o 
modifique el destino, titularidad, dominio o naturaleza de los activos previstos en el presente inciso 
siempre que resulte en una tenencia del Fondo inferior a la establecida en el primer párrafo del pre-
sente inciso, sin previa autorización expresa del Honorable Congreso de la Nación, con las siguientes 
excepciones:

1. Ofertas públicas de adquisición dirigidas a todos los tenedores de dichos activos y a un precio 
equitativo autorizado por la Comisión Nacional de Valores, en los términos de los capítulos II, III y 
IV del Título III de la ley 26.831.

2. Canjes de acciones por otras acciones de la misma u otra sociedad en el marco de procesos de 
fusión, escisión o reorganización societaria.

f) Acciones de sociedades del Estado y sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria 
hasta el veinte por ciento (20%) de los activos totales del Fondo;

g) Cuotas parte de fondos comunes de inversión autorizados por la Comisión Nacional de Valores, de 
capital abierto o cerrado, hasta el veinte por ciento (20%) de los activos totales del Fondo;

h) Contratos que se negocien en los mercados de futuros y opciones que el Comité Ejecutivo del 
Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsional Argentino (FGS) determine, 
hasta el diez por ciento (10%) de los activos totales del Fondo;
i) Cédulas hipotecarias, letras hipotecarias y otros títulos valores que cuenten con garantía hipoteca-
ria o cuyos servicios se hallen garantizados por participaciones en créditos con garantía hipotecaria, 
autorizados a la oferta pública por la Comisión Nacional de Valores, hasta el veinticinco por ciento 
(25%) de los activos totales del Fondo;

j) Títulos valores representativos de cuotas de participación en fondos de inversión directa, de carác-
ter fiduciario y singular, con oferta pública autorizada por la Comisión Nacional de Valores, hasta el 
diez por ciento (10%) de los activos totales del Fondo;

k) Títulos valores emitidos por fideicomisos financieros no incluidos en los incisos i) o j), hasta el 
treinta por ciento (30%) de los activos totales del Fondo;

l) Títulos valores representativos de deuda, certificados de participación, acciones, activos u otros 
títulos valores y préstamos cuya finalidad sea financiar proyectos productivos, inmobiliarios o de 
infraestructura a mediano y largo plazo en la República Argentina. Deberá destinarse a estas inver-
siones como mínimo el cinco por ciento (5%) y hasta un máximo del cincuenta por ciento (50%) de 
los activos totales del Fondo;
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m) El otorgamiento de financiamiento a los beneficiarios del Sistema Integrado Previsional Argentino 
(SIPA), hasta el veinte por ciento (20%) de los activos totales del Fondo, bajo las modalidades y en las 
condiciones que establezca la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES).

(Artículo sustituido por art. 30 de la Ley N° 27.260 B.O. 22/7/2016. Vigencia: a partir del día siguiente 
al de su publicación en el Boletín Oficial.)

Artículo 75 — Prohibiciones. El activo del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema 
Integrado Previsional Argentino (FGS) no podrá ser invertido en acciones de sociedades gerentes de 
fondos de inversión, ya sean comunes o directos, de carácter fiduciario y singular ni en acciones de 
sociedades calificadoras de riesgo.

(Artículo sustituido por art. 31 de la Ley N° 27.260 B.O. 22/7/2016. Vigencia: a partir del día siguiente 
al de su publicación en el Boletín Oficial.)

Artículo 76 — Limitaciones. Las inversiones del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sis-
tema Integrado Previsional Argentino (FGS) estarán sujetas a las siguientes limitaciones:

a) Calificación de Riesgo. Los siguientes activos o entidades deberán tener calificación otorgada por 
una calificadora de riesgo debidamente autorizada:

1. Los activos del inciso b) del artículo 74, excepto por los títulos valores emitidos por el Banco Cen-
tral de la República Argentina.

2. Los activos de los incisos c), i) y k) del artículo 74.

3. Las entidades financieras en las que se realicen las inversiones previstas en el inciso d) del artículo 
74 o que mantengan activos del artículo 77.

4. Las obligaciones negociables convertibles en acciones previstas en el inciso e) del artículo 74.

5. Los activos del inciso g) del artículo 74, cuando el objeto de inversión del fondo común de inver-
sión de que se trate sea principalmente la inversión en instrumentos de deuda.

b) Otras Inversiones. El Comité Ejecutivo del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema In-
tegrado Previsional Argentino (FGS) podrá establecer los requisitos mínimos adicionales que deberá 
cumplir cada una de las inversiones previstas en el artículo 74 para ser susceptibles de inversión por 
parte del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsional Argentino (FGS);

c) Caución. Cuando el Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsional Ar-
gentino (FGS) realice operaciones de caución con sus activos u operaciones financieras que requie-
ran prendas o gravámenes sobre sus activos, solo lo podrá hacer sobre hasta un máximo del veinte 
por ciento (20%) del total de los activos del Fondo.

(Artículo sustituido por art. 32 de la Ley N° 27.260 B.O. 22/7/2016. Vigencia: a partir del día siguiente 
al de su publicación en el Boletín Oficial.)

Artículo 77 — Fondos transitorios. Cuentas corrientes. El activo del Fondo, en cuanto no deba 
ser inmediatamente aplicado, según lo establecido en el artículo 29 de la ley de creación del Pro-
grama Nacional de Reparación Histórica para Jubilados y Pensionados y en el artículo 74 y las con-
diciones y situaciones especiales que fijen las normas reglamentarias, será depositado en entidades 
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financieras en cuentas destinadas exclusivamente al Fondo, en las que deberá depositarse la totalidad 

del producto de las inversiones.

De dichas cuentas sólo podrán efectuarse extracciones destinadas a la realización de inversiones para 

el Fondo, a las erogaciones previstas en el artículo 29 de la ley de creación del Programa Nacional 

de Reparación Histórica para Jubilados y Pensionados, al pago de endeudamiento y satisfacción de 

cauciones emitidas con los topes del artículo 76 inciso c) y al pago de las prestaciones.

Las cuentas serán mantenidas en entidades financieras bancarias autorizadas por la ley 21.526 y sus 

modificaciones.

(Artículo sustituido por art. 33 de la Ley N° 27.260 B.O. 22/7/2016. Vigencia: a partir del día siguiente 

al de su publicación en el Boletín Oficial.)

Artículo 78 — Requisitos de los títulos y de los mercados. (Artículo derogado por art. 35 de la 

Ley N° 27.260 B.O. 22/7/2016. Vigencia: a partir del día siguiente al de su publicación en el Boletín 

Oficial.)

Artículo 79 — Calificaciones de riesgo. (Artículo derogado por art. 35 de la Ley N° 27.260 B.O. 

22/7/2016. Vigencia: a partir del día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial.)

Artículo 80 — Control de las inversiones. (Artículo derogado por art. 35 de la Ley N° 27.260 

B.O. 22/7/2016. Vigencia: a partir del día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial.)

Artículo 81 — Inversiones. Custodia. Enajenación y entrega de títulos. (Artículo derogado por 

art. 35 de la Ley N° 27.260 B.O. 22/7/2016. Vigencia: a partir del día siguiente al de su publicación 

en el Boletín Oficial.)

CAPÍTULO VI
fONDO DE juBILACIONES y pENSIONES

Artículo 82 — Fondo de Jubilaciones y Pensiones. El fondo de jubilaciones y pensiones es un 
patrimonio independiente y distinto del patrimonio de la administradora y que pertenece a los afi-
liados. La administradora no tiene derecho de propiedad alguno sobre él. Los bienes y derechos que 
componen el patrimonio del fondo de jubilaciones y pensiones serán inembargables y estarán sólo 
destinados a generar las prestaciones de acuerdo con las disposiciones de la presente ley.

Artículo 83 — Integración. El fondo de jubilaciones y pensiones se constituirá por:

a) La integración de los aportes destinados al Régimen de Capitalización, imposiciones voluntarias y 
depósitos convenidos.

b) La integración de los fondos correspondientes a los afiliados que hayan ejercido la opción de tras-
paso desde otra administradora.

c) La integración de los capitales complementarios y de recomposición establecidos en los artículos 
92 y 94.

d) La rentabilidad correspondiente a las inversiones efectuadas de acuerdo con las disposiciones del 
capítulo V del presente título.
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e) Las transferencias de fondos provenientes del encaje en las condiciones establecidas en el artículo 90.

f) (Inciso derogado por art. 5º del Decreto Nº 1495/2001 B.O. 23/11/2001 Vigencia: a partir del día 
siguiente al de su publicación).

g) Las integraciones del Estado nacional en las condiciones establecidas en los incisos a) y b) del 
artículo 124.

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 84 — Deducciones. Se deducirán del patrimonio del fondo los siguientes conceptos:
a) Las sumas correspondientes al pago de las comisiones a la administradora.

b) La transferencia de fondos a las compañías de seguros de retiro correspondientes a los afiliados 
que opten por la modalidad de renta vitalicia previsional.
c) El pago de las prestaciones que se rijan por las modalidades de los incisos b) y c) del artículo 100.

d) El pago de las sumas correspondientes a la transmisión hereditaria conforme a lo previsto por el 
artículo 54 de esta ley.

e) Las transferencias de los fondos correspondientes a los afiliados que hayan ejercido la opción de 
traspaso hacia otra administradora.

f) Las sumas correspondientes a la parte del saldo de las cuentas de capitalización individual que 
deban ser transferidas al SUSS en virtud de lo establecido en el artículo 126.

g) Los aportes mutuales previstos en el artículo 99; (Inciso sustituido por art. 7° de la Ley N° 26.222 
B.O. 8/3/2007)

Artículo 85 — Cuotas. Los derechos de copropiedad de cada uno de los afiliados o beneficiarios 
sobre el fondo de jubilaciones y pensiones respectivo serán representados por cuotas de igual valor 
y características. El valor de las cuotas se determinará en forma diaria sobre la base de la valoración 
establecida por esta ley y sus normas reglamentarias, de las inversiones representativas del respecti-
vo fondo de jubilaciones y pensiones neto de la comisión por rentabilidad en la gestión de los fondos 
establecida en el inciso d) del artículo 68 de la presente ley.

Al iniciar su funcionamiento una administradora deberá definir el valor inicial de la cuota del fondo 
de jubilaciones y pensiones que administre, el que se corresponderá a un múltiplo entero de PESOS 
DIEZ ($ 10).

El valor promedio para un mes calendario de la cuota de un fondo, se determinará dividiendo la suma 
del valor de la cuota de cada día del respectivo mes, por el número de días del mes en que se hayan 
determinado los respectivos valores.

(Artículo sustituido por art. 7º del Decreto Nº 1495/2001 B.O. 23/11/2001 Vigencia: a partir del día 
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siguiente al de su publicación).

Artículo 86 — Rentabilidad. Se define como rentabilidad del fondo al porcentaje de variación 
durante los últimos doce (12) meses del valor promedio de su respectiva cuota. El cálculo de este 
índice y todos los que de él deriven se realizará mensualmente.

La rentabilidad promedio del sistema se determinará calculando el promedio ponderado de la renta-
bilidad de cada fondo según el mecanismo que establezcan las normas reglamentarias.

Las administradoras serán responsables de que la rentabilidad del respectivo fondo no sea inferior a 
la rentabilidad mínima del sistema. Esta responsabilidad se determinará en forma mensual.

Se define como rentabilidad mínima del sistema al setenta por ciento (70 %) de la rentabilidad pro-
medio del sistema, o a la rentabilidad promedio del sistema menos dos (2) puntos porcentuales, de 
ambas la que fuese menor.

Los requisitos de rentabilidad mínima no serán de aplicación a las administradoras que cuenten con 
menos de doce (12) meses de funcionamiento.

Artículo 87 — Fondo de fluctuación. (Artículo derogado por art. 8º del Decreto Nº 1495/2001 
B.O. 23/11/2001. Vigencia: a partir del día siguiente al de su publicación).

Artículo 88 — Integración y aplicación del fondo de fluctuación. (Artículo derogado por art. 8º 
del Decreto Nº 1495/2001 B.O. 23/11/2001. Vigencia: a partir del día siguiente al de su publicación).

Artículo 89 — Encaje. Las Administradoras deberán integrar y mantener en todo momento, un 
activo que como mínimo deberá ser equivalente al UNO POR CIENTO (1%) del Fondo de Jubilaciones 
y Pensiones respectivo, el que se denominará encaje.
Este encaje nunca podrá ser inferior a PESOS UN MILLON QUINIENTOS MIL ($ 1.500.000) y tendrá 
por objeto responder a los requisitos de rentabilidad mínima a que se refiere el artículo 86. El cálculo 
del encaje se efectuará en forma semanal teniendo en cuenta el valor promedio del Fondo durante los 
QUINCE (15) días corridos anteriores a la fecha del cálculo. El monto del encaje deberá ser invertido 
en los mismos instrumentos autorizados para el Fondo y con iguales limitaciones.

El encaje es inembargable.

Los anticipos de prestaciones abonados por las Administradoras a sus afiliados durante el trámite de 
su beneficio, podrán ser computados como formando parte del encaje hasta una suma equivalente al 
DIEZ POR CIENTO (10%) de las exigencias establecidas en los párrafos precedentes.

El cómputo de los anticipos de prestaciones abonados por las Administradoras y todo déficit de en-
caje no originado en el proceso de aplicación establecido en el artículo 90, se regirá por las normas y 
plazos de integración, penalidades y reclamos que a tal efecto establezcan las normas reglamentarias.

Alternativamente, las Administradoras podrán sustituir parcial o totalmente la integración del en-
caje mediante la contratación de un aval bancario con una entidad financiera de primer nivel no 
vinculada a la Administradora. La SUPERINTENDENCIA DE ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE 
JUBILACIONES Y PENSIONES y el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA dictarán las 
normas necesarias para instrumentar esta alternativa.”

(Artículo sustituido por art. 9° del Decreto Nº 1495/2001 B.O. 23/11/2001. Vigencia: a partir del día 
siguiente al de su publicación).



Compendio de Leyes | SEGURIDAD SOCIAL

166

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 90 — Garantía de la rentabilidad mínima. Cuando la rentabilidad del Fondo fuere, en 
un mes dado, inferior a la rentabilidad mínima del sistema, la administradora deberá aplicar dentro 
del plazo de DIEZ (10) días de notificada por la SUPERINTENDENCIA DE ADMINISTRADORAS DE 
FONDOS DE JUBILACIONES Y PENSIONES el encaje y los recursos adicionales que sean necesarios 
a tal efecto. Se disolverá de pleno derecho la administradora que no hubiere cubierto la rentabilidad 
mínima del sistema o recompuesto el encaje dentro de los QUINCE (15) días siguientes al de su afec-
tación, debiendo liquidarse conforme lo establece el artículo 71.

Si aplicados totalmente los recursos aportados por la administradora no se pudiere completar la de-
ficiencia de rentabilidad del Fondo, el Estado complementará la diferencia.

(Artículo sustituido por art. 10 del Decreto Nº 1495/2001 B.O. 23/11/2001 Vigencia: a partir del día 
siguiente al de su publicación).

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

CAPÍTULO VII
fINANCIAmIENtO DE LAS pREStACIONES

Artículo 91— Financiamiento.Las prestaciones de jubilación ordinaria, retiro por invalidez y 
pensión por fallecimiento establecidas en esta ley para el régimen de capitalización se financiarán 
con el saldo de la cuenta de capitalización individual del afiliado, conforme al artículo 27 de esta Ley.

Respecto de la jubilación ordinaria y de la pensión por fallecimiento que de ella se derive, el saldo de 
la cuenta de capitalización individual estará constituido por el capital acumulado.

Respecto del retiro por invalidez y de la pensión por fallecimiento del afiliado en actividad, el saldo 
de la cuenta de capitalización individual estará constituido por el capital acumulado más el capital 
complementario que deba integrar la administradora según lo establecido en los artículos 92 y 93.

Artículo 92 — Capital complementario. A los efectos del retiro definitivo por invalidez y de 
la pensión por fallecimiento del afiliado en actividad, el capital complementario estará dado por la 
diferencia entre: 1) El capital técnico necesario determinado conforme al artículo 93, y 2) El capital 
acumulado en la cuenta de capitalización individual del afiliado a la fecha en que se ejecute el dicta-
men definitivo de invalidez o fecha de fallecimiento, según la prestación que corresponda. Cuando la 
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mencionada diferencia arroje un valor negativo, el capital complementario será nulo.
(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 93 — Capital técnico necesario. El capital técnico necesario se determinará conforme 
a las siguientes pautas:

a) A los efectos de retiro definitivo por invalidez, como el valor actual esperado de las prestaciones 
de referencia del causante y de sus beneficiarios a partir de la fecha en que se ejecute el dictamen 
definitivo de invalidez y hasta la extinción del derecho a pensión de cada uno de los beneficiarios 
acreditados, una vez deducidas las prestaciones a cargo del sistema de reparto mencionadas en el 
artículo 27.

b) A los efectos de la pensión por fallecimiento del afiliado en actividad, como el valor actual esperado 
de las prestaciones de referencia de los beneficiarios de pensión a partir de la fecha de fallecimiento 
del causante y hasta la extinción del derecho a pensión de cada uno de los beneficiarios acreditados, 
una vez deducidas las prestaciones a cargo del sistema de reparto mencionadas en el artículo 27.

El capital técnico necesario se calculará según las bases técnicas que establezcan conjuntamente la 
Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones y la Superintendencia 
de Seguros de la Nación y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 97 y 98.

Artículo 94 — Capital de recomposición. Se define como capital de recomposición al monto 
representativo de los aportes con destino al régimen de capitalización, que el afiliado con derecho a 
retiro transitorio por invalidez hubiera acumulado en su cuenta durante el período de percepción de 
la prestación en forma transitoria. Las normas reglamentarias determinarán la forma de cálculo del 
correspondiente capital.

Artículo 95 — Responsabilidad y obligaciones. La Administradora será exclusivamente res-
ponsable y estará obligada, con los aportes mutuales previstos en el artículo 99, a: (Párrafo sustituido 
por art. 8° de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007)

a) El pago del retiro transitorio por invalidez a los afiliados declarados inválidos una vez deducidas las 
prestaciones a cargo del sistema de reparto del artículo 27 mediante el dictamen transitorio, siempre que:

1. Los afiliados se encuentren efectuando regularmente sus aportes, de conformidad con lo que de-
terminen las normas reglamentarias.

2. Los afiliados que, según lo dispongan las normas reglamentarias, estuvieran cumpliendo en forma 
irregular con su obligación de aportar pero conservaran sus derechos;

b) La integración del correspondiente capital complementario, para los afiliados en actividad que ge-
neren pensiones por fallecimiento en las condiciones que establecen los apartados 1. y 2. del inciso a).

Artículo 96 — Otras obligaciones de la administradora. La Administradora estará también 
obligada frente a los afiliados comprendidos en el inciso a) del artículo precedente y con los aportes 
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mutuales previstos en el artículo 99, por los siguientes conceptos: (Párrafo sustituido por art. 9° de 
la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007)
a) La integración del correspondiente capital complementario cuando adquieran el derecho a perci-
bir el retiro definitivo por invalidez, conforme al dictamen definitivo;

b) La integración del correspondiente capital complementario, cuando con motivo de su muerte ge-
neren pensiones por fallecimiento.

c) La integración del capital de recomposición cuando no adquieran el derecho a retiro definitivo por 
invalidez, conforme al dictamen definitivo.

Una vez cumplidas por parte de la administradora las obligaciones del inciso b) del artículo 95 e 
incisos a) y b) de este artículo, no se podrán acreditar nuevos derechohabientes para los efectos del 
cálculo del capital complementario, sin perjuicio de que éstos mantengan su calidad de beneficiarios 
de pensión. La obligación establecida en el inciso c) deberá ser cumplida en la fecha en que el dic-
tamen definitivo que rechaza la invalidez quede firme o bien al concluir el plazo que establezcan las 
normas reglamentarias.

Artículo 97 — Ingreso base. Prestación de referencia del causante. Prestación del causante. 
Se entenderá por ingreso base el valor representativo del promedio mensual de las remuneraciones 
y/o rentas imponibles declaradas hasta cinco (5) años anteriores al mes en que ocurra el fallecimien-
to o se declare la invalidez transitoria de un afiliado. No se tendrán en cuenta en el cálculo preceden-
te los importes correspondientes al sueldo anual complementario ni los importes que en virtud de 
las normas establecidas en el segundo párrafo del artículo 9º excedan el máximo fijado en el primer 
párrafo del mismo artículo. Las normas reglamentarias establecerán el procedimiento de cálculo del 
ingreso base, el que una vez determinado deberá expresarse en cuotas del respectivo fondo de jubi-
laciones y pensiones, tomando el valor de la misma correspondiente al último día del mes anterior a 
la fecha de fallecimiento o de declaración de la invalidez transitoria.
A efectos del cálculo del capital técnico necesario establecido en el artículo 93 y del pago del retiro 
transitorio por invalidez, la prestación de referencia del causante o el haber de la prestación estable-
cida en el inciso a) del artículo 28, será equivalente a:

a) El setenta por ciento (70 %) del ingreso base en el caso de los afiliados que se encuadren en el 
apartado 1 del inciso a) del artículo 95 que fallezcan o tengan derecho a percibir retiro transitorio 
por invalidez;

b) El cincuenta por ciento (50 %) del ingreso base, en el caso de los afiliados que se encuadren en el 
apartado 2 del inciso a) del artículo 95 que fallezcan o tengan derecho a percibir retiro transitorio 
por invalidez.
(Artículo sustituido por art. 1º de la Ley Nº 24.347 B.O. 28/6/1994).

(Nota Infoleg: por art. 2° de la Ley 26.417 B.O. 16/10/2008, se establece que a fin de practicar la ac-
tualización de las remuneraciones a las que se refiere el artículo 24, inciso a) y las mencionadas en el 
artículo 97 de la ley 24.241 y sus modificaciones, se aplicará un índice combinado entre el previsto 
en el inciso b) del apartado I del artículo 5° de la ley 27.260 y su modificatorio y el índice establecido 
por la Remuneración Promedio de los Trabajadores Estables, texto según art. 3° de la Ley N° 27.426 
B.O. 28/12/2017. Vigencia: el día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial)
(Nota Infoleg: por art. 2° de la Resolución N° 6/2016 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 3/8/2016 
se establece que el índice para la actualización de las remuneraciones de los afiliados al SISTEMA 
INTEGRADO PREVISIONAL ARGENTINO (SIPA), que se aprueba por medio de la resolución de 
referencia también será de aplicación en lo pertinente a la actualización, para establecer el ingreso 
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base de los retiros por invalidez y de las pensiones por fallecimiento del afiliado en actividad, en los 
términos del artículo 97 de la presente Ley y su reglamentación.)

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 98 — Prestación de referencias de los beneficiarios de pensión. Haber de las pensio-
nes por fallecimiento. Serán de aplicación para la determinación de las prestaciones de referencia de 
los beneficiarios de pensión y del haber de las pensiones por fallecimiento, los porcentajes que en el 
presente artículo se detallan, los que se aplicarán de acuerdo con las siguientes normas:

1. Para la determinación de las prestaciones de referencia de los beneficiarios de pensión, estable-
cidas en el artículo 93, los porcentajes se aplicarán sobre la prestación de referencia del causante 
determinada en el artículo 97;

2. Para la determinación del haber de las pensiones por fallecimiento del afiliado en actividad, esta-
blecidas en el artículo 27, los porcentajes se aplicarán sobre la prestación de referencia del causante 
determinada en el artículo 97;

3. Para la determinación del haber de las pensiones por fallecimiento del beneficiario, establecidas en 
el segundo párrafo del artículo 27, los porcentajes se aplicarán sobre el importe de la prestación que 
se encontraba percibiendo el causante.

Los porcentajes a que se hace referencia serán:

a) El setenta por ciento (70%) para la viuda, viudo o conviviente, no existiendo hijos con derecho a 
pensión;

b) El cincuenta por ciento (50%) para la viuda, viudo o conviviente, cuando existan hijos con derecho 
a pensión;

c) El veinte por ciento (20%) para cada hijo.

Además de los porcentajes enunciados se deberán tener en cuenta las siguientes pautas:

I. Si no hubiera viuda, viudo o conviviente con derecho a pensión, el porcentaje de haber de la pen-
sión del o los hijos establecido en el inciso c) se incrementará distribuyéndose por partes iguales el 
porcentaje fijado en el inciso b).

II. La suma de las pensiones de todos los beneficiarios no podrá exceder el ciento por ciento (100%) 
de la prestación del causante. En caso de que así ocurriera, la pensión de cada uno de los beneficia-
rios deberá recalcularse, manteniéndose las mismas proporciones que les correspondieran de acuer-
do con los porcentajes antes señalados.
III. Si alguno de los derechohabitantes perdiera el derecho a la percepción del beneficio, se recalcu-
lará el beneficio de los otros derechohabitantes con exclusión de éste, de acuerdo a lo establecido en 
este inciso.(Párrafo incorporado por art. 1º de la Ley Nº 24.733 B.O. 11/12/1996).

Artículo 99 — Seguro colectivo de invalidez y fallecimiento. Financiamiento de las Prestacio-
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nes por Invalidez y Fallecimiento. Con el fin de garantizar el financiamiento íntegro de las obligacio-
nes establecidas en los artículos 95 y 96, cada Administradora deberá deducir del fondo de jubilacio-
nes y pensiones, previo al cálculo del valor de la cuota, los importes necesarios para el pago de las 
prestaciones de retiro transitorio por invalidez y de capitales complementarios y de recomposición, 
correspondientes al régimen de capitalización.

A los fines indicados en el párrafo anterior se formará para cada fondo de jubilaciones y pensiones un 
fondo de aportes mutuales que será parte integrante de aquél.

Las deducciones destinadas a este fondo deberán ser suficientes y resultar uniformes para todas 
las Administradoras. La reglamentación fijará los mecanismos para su cálculo y para las eventuales 
compensaciones de resultados que deban efectuarse entre distintas Administradoras, con el objeto 
de lograr la uniformidad del costo para todas las poblaciones comprendidas, así como los controles 
que deban realizarse respecto de la gestión en la administración de cada uno de los fondos de aportes 
mutuales.

El fondo de aportes mutuales estará expresado en cuotas del respectivo fondo de jubilaciones y pensiones.

(Artículo sustituido por art. 10 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007)

CAPÍTULO VIII
mODALIDAD DE LAS pREStACIONES

Artículo 100 — Jubilación ordinaria y retiro definitivo por invalidez. Los afiliados que cum-
plan los requisitos para la jubilación ordinaria y los beneficiarios declarados inválidos mediante dic-
tamen definitivo de invalidez, podrán disponer del saldo de su cuenta de capitalización individual a 
fin de acceder a su respectiva jubilación o retiro por invalidez, según corresponda, de acuerdo con 
las modalidades que se detallan en los incisos siguientes:

a) Renta vitalicia Previsional.

b) Retiro programado.

c) Retiro fraccionario.

La administradora verificará el cumplimiento de los requisitos, reconocerá la prestación y emitirá el 
correspondiente certificado.

Artículo 101 — Renta vitalicia Previsional. La renta vitalicia previsional es aquella modalidad 
de jubilación o retiro definitivo por invalidez que contrata un afiliado con una compañía de seguros 
de retiro, de acuerdo con las siguientes pautas:
a) El contrato será suscripto en forma directa por el afiliado con la compañía de seguros de retiro 
de su elección, conforme a los procedimientos que establezcan las normas reglamentarias. Una vez 
notificada la administradora por el afiliado y la correspondiente compañía, quedará obligada a tras-
pasar a ésta los fondos de la cuenta de capitalización individual del afiliado que correspondan, siendo 
obligación de la administradora el control de los requisitos establecidos en el inciso c);

b) A partir de la celebración del contrato de renta vitalicia previsional la compañía de seguros de re-
tiro será única responsable y estará obligada al pago de la prestación correspondiente al beneficiario 
desde el momento en que suscriba el contrato y hasta su fallecimiento, y a partir de éste al pago de 
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las eventuales pensiones por fallecimiento de los derechohabientes del causante al momento en que 
se suscribió el contrato. El haber de las pensiones se fijará en función de los porcentajes establecidos 
en el artículo 98, los que se aplicarán sobre el haber de la prestación del causante;

c) Para el cálculo del importe de la prestación a ser percibida bajo la modalidad de renta vitalicia 
previsional, deberá considerarse el total del saldo de la cuenta de capitalización del afiliado, salvo 
que éste opte por contratar una prestación no inferior al setenta por ciento (70%) de la respectiva 
base jubilatoria ni al importe equivalente a tres (3) veces la máxima prestación básica universal. En 
tal circunstancia el afiliado, una vez pagada la prima correspondiente, podrá disponer libremente del 
saldo excedente que quedare en la cuenta de capitalización el que no podrá exceder en quinientas 
(500) veces el importe de la máxima prestación básica universal, en el mes de cálculo;

d) Se entenderá por base jubilatoria el valor representativo del promedio mensual de las remunera-
ciones y/o rentas imponibles declaradas en los cinco (5) años anteriores al mes en que un afiliado 
opte por la prestación correspondiente.

Las normas reglamentarias establecerán el procedimiento del cálculo del mencionado importe.
(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 102 — Retiro programado. El retiro programado es aquella modalidad de jubilación o 
retiro definitivo por invalidez que acuerda el afiliado con una administradora, de conformidad con 
las siguientes pautas:

a) La cantidad de fondos a ser retirada mensualmente de la cuenta de capitalización individual, se 
fijará en un importe de poder adquisitivo constante durante el año y resultará de relacionar el saldo 
efectivo de la cuenta del afiliado a cada año, con el valor actuarial necesario para financiar las co-
rrespondientes prestaciones. El afiliado podrá optar por retirar una suma inferior a la que surja del 
cálculo mencionado anteriormente;

b) La Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones determinará la 
forma de cálculo y bases técnicas para la determinación del valor actuarial necesario, el que deberá 
contemplar en virtud de los derechohabientes del afiliado definidos en el artículo 53, el pago de las 
eventuales pensiones por fallecimiento que se pudieran generar. A tal efecto el haber de las pensiones 
se fijará en función de los porcentajes establecidos en el artículo 98, los que se aplicarán sobre el 
haber de la prestación del causante;
c) El afiliado que, en el momento de ejercer la modalidad de retiro programado, registre un saldo tal 
en su cuenta de capitalización individual que le permita financiar una prestación no inferior al seten-
ta por ciento (70%) de la respectiva base jubilatoria definida en el inciso d) del artículo 101 y a tres 
(3) veces el importe de la máxima prestación básica universal, podrá disponer libremente del saldo 
excedente, el que no podrá superar a quinientas (500) veces el importe de la máxima prestación bá-
sica universal en el mes de cálculo.
(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
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hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 103 — Retiro fraccionario. El retiro fraccionario es aquella modalidad de jubilación o 
retiro definitivo por invalidez que acuerda el afiliado con una administradora de conformidad con la 
siguientes pautas:

a) Sólo podrán optar por esta modalidad los afiliados cuyo haber inicial de la prestación, calculado 
según la modalidad establecida en el inciso b) del artículo 100, resulte inferior al cincuenta por ciento 
(50%) del equivalente a la máxima prestación básica universal;

b) La cantidad de fondos a retirar mensualmente de la cuenta de capitalización individual, será equi-
valente al cincuenta por (50%) del haber correspondiente a la máxima prestación básica universal 
vigente al momento de cada retiro;
c) La modalidad de retiro fraccionario se extinguirá cuando ocurra uno de los siguientes eventos:

1. Cuando se agote el saldo de la cuenta de capitalización individual.

2. Cuando se produzca el fallecimiento del beneficiario, oportunidad en la cual el saldo remanente de 
la cuenta será entregado a los derechohabientes del causante.

d) Los retiros fraccionarios no estarán sujetos a comisiones por parte de la administradora.

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que incorpora el artículo 103 bis pero cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una re-
solución judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada 
en vigencia de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran 
tenido efecto hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel 
en que quede firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente 
Judicial Nº 700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 104 — Retiro transitorio por invalidez. Los afiliados declarados inválidos comprendi-
dos en el inciso a) del artículo 95 percibirán el retiro transitorio por invalidez, el que será financiado 
por la administradora y se ajustará a lo dispuesto en el artículo 97.

Los afiliados que, habiendo sido declarados inválidos, no se encuentren comprendidos en los aparta-
dos 1. y 2. del inciso a) del artículo 95, tendrán derecho a recibir el retiro transitorio por invalidez, 
según la modalidad de retiros programados, no estando ésta alcanzada por las comisiones estableci-
das en el inciso d) del artículo 68, o bien podrán optar en caso de cumplir los requisitos establecidos 
en el inciso a) del artículo 103 por la modalidad establecida en dicho artículo.

Pensión por fallecimiento del afiliado en actividad o del beneficiario de jubilación o retiro por invali-
dez bajo la modalidad de retiro programado

Artículo 105 — Los derechohabientes de pensión por fallecimiento del afiliado en actividad o 
del beneficiario de jubilación o retiro por invalidez bajo la modalidad de retiro programado, podrán 
disponer del saldo de la respectiva cuenta de capitalización individual del causante con el objeto de 
constituir sus haberes de pensión. La administradora verificará el cumplimiento de dichos requisitos, 
reconocerá las prestaciones y emitirá los correspondientes certificados.

Las modalidades para hacer efectivas las pensiones serán una renta vitalicia previsional o un retiro 
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programado. Mientras no se haya ejercido opción, los beneficiarios quedarán sujetos a la modalidad 
de retiro programado.

1. La renta vitalicia previsional es aquella modalidad de pensión que los beneficiarios de común 
acuerdo contratan con una compañía de seguros de retiro, en la que ésta se obliga al pago de las co-
rrespondientes prestaciones, desde el momento en que se suscribe el contrato y hasta sus respectivos 
fallecimientos o cesación del derecho a pensión para los hijos.

Al optar por esta modalidad, el haber de las prestaciones que resulten deberán guardar entre ellas las 
mismas proporciones que las establecidas en el artículo 98.

El contrato de renta vitalicia será suscripto en forma directa por los beneficiarios con la compañía 
de seguros de retiro de su elección, conforme a las normas y procedimientos que a tal efecto se esta-
blezcan. Una vez notificada la administradora por la correspondiente compañía, quedará obligada a 
traspasar a ésta los fondos de la cuenta de capitalización individual del causante.

2. El retiro programado es aquella modalidad de pensión que obtienen los beneficiarios con cargo al 
saldo de la cuenta de capitalización individual del causante.

La cantidad de fondos a ser retirada mensualmente de la cuenta de capitalización individual se fijará 
en un importe de poder adquisitivo constante durante el año, y resultará de relacionar el saldo efec-
tivo de la cuenta del causante a cada año con el valor actuarial necesario para financiar las corres-
pondientes prestaciones.

La Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones determinará la for-
ma de cálculo y bases técnicas para la determinación del valor actuarial necesario, el que deberá 
contemplar en virtud de los derechohabiente definidos en el artículo 53, el pago de los correspon-
dientes haberes de las prestaciones, los que deberán guardar entre sí las mismas proporciones que 
las establecidas en el artículo 98.

En caso de no existir beneficiarios de pensión por fallecimiento, el saldo remanente de la cuenta de 
capitalización individual se abonará a los herederos del causante declarados judicialmente.

Pensión por fallecimiento de un beneficiario de jubilación o retiro por invalidez bajo la modalidad de 
renta vitalicia previsional

Artículo 106 — Producido el fallecimiento de un beneficiario de jubilación o retiro por invalidez 
bajo la modalidad de renta vitalicia previsional, los derechohabientes deberá comunicar el falleci-
miento del causante a la compañía de seguros de retiro que estuviera abonando la respectiva presta-
ción, con el fin de que ésta comience el pago de las pensiones por fallecimiento que correspondan.

Artículo 107 — Pensión por fallecimiento de un beneficiario de retiro transitorio por invali-
dez. Producido el fallecimiento de un beneficiario de retiro transitorio por invalidez, la administra-
dora pondrá a disposición de los derechohabientes el saldo de la cuenta de capitalización individual 
del causante y, en caso de corresponder en virtud de lo establecido en el inciso b) del artículo 96, el 
correspondiente capital complementario.

Las modalidades para el otorgamiento de las prestaciones de pensión son las mismas que las estable-
cidas en el artículo 105.

Artículo 108 — Otras características. Los contratos de renta vitalicia previsional establecidos 
en los artículos 101 y 105 deberán ajustarse a las pautas mínimas que dicten en forma conjunta la 
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Superintendencia de Seguros de la Nación y la Superintendencia de Administradoras de Fondos de 

Jubilaciones y Pensiones.

Dichas reglas deberán contemplar, entre otros aspectos los inherentes al tipo de rentas, expectativa 

de vida de los beneficiarios y el interés técnico. Las rentas vitalicias previsionales tendrán el carácter 

de irrevocables.

Todo beneficiario de jubilación o retiro definitivo por invalidez que se encuentre percibiendo su 

respectiva prestación bajo la modalidad establecida en el inciso b) del artículo 100 podrá optar por 

cambiar la modalidad establecida en el inciso a) del mismo artículo.

Las normas reglamentarias establecerán los correspondientes procedimientos a seguir en tal circunstancia.

Las disposiciones del párrafo anterior serán de aplicación para los beneficiarios de pensión por falle-

cimiento, en la medida que manifiesten entre sí común acuerdo por el cambio de modalidad.

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 

que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 

judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 

de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 

hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 

firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 

700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 109 — Ajuste por incorporación de derechohabientes. Si una vez integrado por parte 

de la administradora el correspondiente capital complementario y constituido de esta forma el saldo 

de la cuenta de capitalización individual de un afiliado fallecido, se presentare una persona que tenga 

derecho a percibir pensión por fallecimiento y cuya calidad de causahabiente no se hubiera acredi-

tado oportunamente, la administradora procederá a verificar su calidad de tal y, comprobada ésta, 

deberá incluirla como beneficiaria de pensión.

Asimismo, si una vez iniciado el pago de las pensiones se presentare un derechohabiente cuya cali-

dad de tal no se hubiese acreditado oportunamente, las pensiones por fallecimiento que se hubieren 

determinado inicialmente deberán recalcularse, con el objeto de que se incluyan todos los benefi-

ciarios. En estos casos, las nuevas pensiones que resulten serán determinadas en función del saldo 

remanente de la cuenta individual del causante, o de las reservas matemáticas que mantengan las 

compañías de seguro de retiro, en la forma que determinen las normas reglamentarias. Para ello 

deberán liquidarse nuevamente según la modalidad que corresponda, a la fecha en que el nuevo de-

rechohabiente reclame la prestación. Los derechos de los nuevos beneficiarios no son retroactivos.

CAPÍTULO IX
juBILACIóN ANtICIpADA y pOStERgADA

Artículo 110 — Jubilación anticipada. Los afiliados pertenecientes al régimen de capitaliza-
ción podrán jubilarse antes de cumplir la edad establecida en el artículo 47, si reúnen los siguientes 
requisitos:

a) Tener derecho a una jubilación igual o mayor al cincuenta por ciento (50%) de la respectiva base 
jubilatoria, a la que se refiere el inciso d) del artículo 101;
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b) Tener derecho a una jubilación igual o mayor a dos (2) veces el importe equivalente a la máxima 
prestación básica universal.

El afiliado que opte por jubilarse en forma anticipada no tendrá derecho a las prestaciones previstas 
en el Régimen de Reparto hasta que cumpla con los respectivos requisitos.

Artículo 111 — Jubilación postergada. Todo afiliado que, de común acuerdo con su empleador 
si desarrolla actividad en relación de dependencia, decida permanecer en actividad con posterioridad 
al cumplimiento de la edad establecida para acceder a la jubilación ordinaria podrá:

a) Postergar el inicio de la percepción de su jubilación ordinaria. En tal caso se diferirá hasta que 
cese en su actividad el pago de las prestaciones correspondientes al Régimen de Reparto; asimismo se 
suspenderán las obligaciones de las administradoras en lo referente a retiro por invalidez y pensión 
por fallecimiento del afiliado en actividad, y se mantendrá la obligación de declaración e ingreso de 
los aportes y contribuciones previsionales, establecidos en el artículo 11;

b) Acceder a la prestación de jubilación ordinaria. En tal caso se postergará hasta que cese en su 
actividad el pago de las prestaciones del Régimen de Reparto que pudieran corresponder y se man-
tendrá la obligación de declaración ingreso de los aportes y contribuciones previsionales destinados 
al financiamiento del Régimen de Reparto, según lo establecido en el artículo 18.

CAPÍTULO X
tRAtAmIENtO ImpOSItIvO

Artículo 112 — Tratamiento de los aportes y contribuciones obligatorios. La porción de la 

remuneración y renta destinada al pago de los aportes previsionales establecidos en el artículo 11, 

correspondientes a los trabajadores comprendidos en el SIJP, será deducible de la base imponible a 

considerar por los respectivos sujetos en el impuesto a las ganancias.

Las contribuciones previsionales establecidas en el artículo 11, a cargo de los empleadores constitui-

rán, para ellos, un gasto deductible en el impuesto a las ganancias.

Artículo 113 — Tratamiento de las imposiciones voluntarias y depósitos convenidos. (Ar-
tículo derogado por art. 17 de la Ley N° 26.425 B.O. 9/12/2008. Vigencia: a partir de la fecha de su 
publicación en el Boletín Oficial)

Artículo 114 — Tratamiento de la renta del fondo. Los incrementos que experimenten las 
cuotas de los fondos de jubilaciones y pensiones no constituirán renta a los efectos del impuesto a 
las ganancias.

Artículo 115 — Tratamiento de las prestaciones. Las jubilaciones, retiros por invalidez, pen-
siones por fallecimiento y demás prestaciones otorgadas conforme a esta ley estarán sujetas en cuan-
to corresponda al impuesto a las ganancias.

Artículo 116 — Tratamiento de las comisiones de la administradora. Las comisiones a las que 
tiene derecho la administradora están exentas del impuesto al valor agregado.

La parte de las comisiones destinadas al pago de las obligaciones establecidas en el artículo 99 de esta 
ley, no constituir retribución para la administradora a los efectos impositivos.
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CAPÍTULO XI
ORgANISmO DE SupERvISIóN y CONtROL: 

SupERINtENDENCIA DE ADmINIStRADORAS DE fONDOS 
DE juBILACIONES y pENSIONES

Artículo 117 — Creación. Misión. Tipo jurídico. Créase la Superintendencia de Administrado-
ras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones.

El control de todas las administradoras de fondos de jubilaciones y pensiones será ejercido por la 
Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones, con las funciones y 
atribuciones establecidas en la presente ley y su decreto reglamentario. La misión de la Superinten-
dencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones es supervisar el estricto cumpli-
miento, por parte de las entidades vinculadas a la operación del régimen de capitalización, de esta ley 
y de las normas reglamentarias que en su consecuencia se dicten; procurar prevenir sus eventuales 
incumplimientos y actuar con rapidez y eficiencia cuando estos incumplimientos se verifiquen, en 
salvaguarda exclusiva y excluyente de los intereses de las personas incorporadas al SIJP como apor-
tantes o beneficiarios al régimen de capitalización, procurando que la efectivización de la garantía 
estatal sea lo menos onerosa posible al erario público.

La Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones es una entidad au-
tárquica con autonomía funcional y financiera, en jurisdicción del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social de la Nación.

Artículo 118 — Deberes de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilacio-
nes y Pensiones. Son deberes de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones 
y Pensiones:

a) Ejercer las funciones que esta ley y su decreto reglamentario asigna a la autoridad de control;

b) Dictar las resoluciones de carácter general y particular en los casos previstos en esta ley, su decre-
to reglamentario y las que sean necesarias para su aplicación;

c) Fiscalizar juntamente con la ANSES el procedimiento de incorporación previsto en el artículo 130 
e esta ley, y las posteriores incorporaciones y traspasos que decidan las personas incorporadas al 
SIJP, en cuanto a los principios establecidos en los artículos 41, 42 y 43, segunda parte;

d) Autorizar el funcionamiento de las Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones, con-
forme a lo prescripto en el artículo 62 de la presente ley, y llevar un registro de estas entidades;

e) Considerar los planes de publicidad y promoción que presenten las administradoras, conforme lo 
normado por el artículo 64;

f) Fiscalizar la correcta y oportuna imputación de los aportes en las cuentas de capitalización indivi-
dual de los afiliados;

g) Recibir las denuncias de los afiliados, para las que regirá en lo pertinente lo establecido en el ar-
tículo 13, inciso a), apartado 3. Cuando de la denuncia efectuada se pudiera sospechar que se están 
evadiendo aportes y/o contribuciones previsionales deberá remitirse copia de la denuncia a la ANSES 
dentro de los cinco días siguientes;
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h) Fiscalizar el cumplimiento de los deberes de información al público y a los afiliados o beneficia-
rios, conforme lo prescripto por los artículos 65, 66 y restantes disposiciones de esta ley;

i) Verificar mediante inspecciones cuya frecuencia mínima determinará el decreto reglamentario, la 
exactitud y veracidad de la información que las administradoras deben brindar conforme lo normado 
por los artículos 65, 66 y restantes disposiciones de esta ley;

j) Fiscalizar el cumplimiento del régimen de comisiones fijado por cada administradora y considerar 
las modificaciones que al mismo soliciten introducirles las administradoras de acuerdo al procedi-
miento fijado en el artículo 70;

k) Proceder a la liquidación de las administraciones de fondos de jubilaciones y pensiones en los 
supuestos del artículo 72 de esta ley;

l) Fiscalizar las inversiones de los recursos de los fondos de jubilaciones y pensiones y la composición 
de la cartera de inversiones;

ll) Dictar las resoluciones referidas al tipo, medio y periodicidad de la información que las adminis-
tradoras deberán suministrar a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones 
y Pensiones;
m) Fiscalizar las habilitaciones de los directores, síndicos, representantes y gerentes que en tal ca-
rácter se incorporen a las administradoras, conforme lo normado por el artículo 60 de esta ley, lle-
vando un registro de antecedentes personales actualizado de los directores, síndicos, representantes 
y gerentes de las administradoras;

n) Fiscalizar la constitución y mantenimiento del capital de la entidad;
ñ) Determinar la rentabilidad y comisión promedio del sistema y fiscalizar la rentabilidad obtenida 
por cada administradora;

o) Fiscalizar la constitución, el mantenimiento, la operación y la aplicación del fondo de fluctuacio-
nes y del encaje, así como también la inversión de los recursos correspondientes al fondo de fluctua-
ciones y al encaje;

p) Fiscalizar la contratación del seguro colectivo de invalidez y fallecimiento por parte de las admi-
nistradoras en la forma prescripta por el artículo 99 y establecer, en forma conjunta con la Superin-
tendencia de Seguros de la Nación, las normas que regulen el contrato de seguro colectivo de invali-
dez y fallecimiento, así como también las que amparen la modalidad de renta vitalicia previsional y 
fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones que emanen de los mencionados contratos;

q) Fiscalizar el funcionamiento de las administradoras y el otorgamiento de las prestaciones a sus 
afiliados, velando por el fiel cumplimiento de esta ley, su reglamentación y las normas que en su 
consecuencia se dicten;

r) Recaudar los fondos a que se refiere el artículo 122 y disponer de ellos;
rr) Imponer a las administradoras las sanciones previstas cuando no cumplan con las disposiciones 
legales y reglamentarias, conforme el siguiente procedimiento:

1. Se labrará acta circunstanciada del incumplimiento verificado por la autoridad de control.

2. Se dará traslado de la misma por 30 días a la administradora para que efectúe su descargo y pro-
duzca las pruebas que estime necesarias para avalar el mismo.
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3. Vencido dicho plazo el superintendente de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones 
dictará resolución fundada, absolviendo a la administradora o aplicando la sanción si correspondiera.

4. La resolución que aplique una sanción a una administradora será recurrible ante la Cámara Na-
cional de Apelaciones en lo Comercial de la Capital Federal, o ante el juez federal con competencia 
en lo comercial, según sea el domicilio de la administradora en la Capital Federal o en el interior del 
país, dentro de los 15 días de notificada.

5. En caso de que la sanción fuera de multa, el recurso sólo será admisible si, junto con la primera 
presentación ante el órgano judicial, se acreditara el depósito del importe de la multa a la orden del 
tribunal o juzgado. La autoridad de control llevará un registro de las sanciones aplicadas;

s) Labrar acta de toda inspección que realice en una administradora o ante un tercero con quien 
ésta opere, cuya copia será entregada a la persona física o jurídica respecto de la cual se realizó la 
inspección;

t) Imponer sanciones a las administradoras mediante resolución fundada cuando no cumplan con las 
disposiciones legales o reglamentarias;

u) Publicar, en forma trimestral, un memoria que contendrá la información global y estadística que 
establezca el decreto reglamentario, referida a la evolución del régimen de capitalización, las autori-
zaciones otorgadas para funcionar como administradoras de fondos de jubilaciones y pensiones, las 
autorizaciones a administradoras revocadas, las sanciones aplicadas, y la indicación, referida a cada 
administradora de: capital social, nómina de directores, representantes, gerentes y síndicos, número 
de afiliados incorporados a cada una, esquema de comisiones, valor del fondo de jubilaciones y pen-
siones, encaje, composición de las inversiones de cada fondo y toda otra información que establezcan 
las normas reglamentarias.

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que modificó el presente artículo y cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

Artículo 119 — Facultades de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubila-
ciones y Pensiones. Para el cumplimiento de sus deberes, la Superintendencia de Administradoras 
de Fondos de Jubilaciones y Pensiones tendrá las siguientes facultades y atribuciones:

a) Ejercer las funciones que esta ley y su decreto reglamentario asigna a la autoridad de control;

b) Dictar las resoluciones de carácter general y particular en los casos previstos en esta ley, su decre-
to reglamentario y las que sean necesarias para su aplicación;
c) Adoptar las resoluciones necesarias para hacer efectiva la fiscalización respecto de cada adminis-
tradora de fondos de jubilaciones y pensiones, tomar las medidas y aplicar las sanciones previstas en 
esta ley y sus normas reglamentarias;

d) Examinar todos los elementos atinentes a las operaciones de las administradoras y en especial 
requerir la exhibición general de los libros de comercio y documentación complementaria, así como 
de su correspondencia, hacer compulsas, arqueos y verificaciones, tanto referidos a la administrado-
ra como al fondo de jubilaciones y pensiones que administra. Las administradoras están obligadas a 
mantener en el domicilio de su sede central o sucursales a disposición de la Superintendencia, todos 



Edición especial - CEDyCS

179

los elementos relacionados con sus operaciones y los del fondo que administran;

e) Requerir otras informaciones que juzgue necesarias para ejercer sus funciones. La Superintenden-
cia puede requerirles declaraciones juradas sobre hechos o datos determinados.Las obligaciones que 
surgen de este inciso y del anterior comprenden a los directores, síndicos, representantes y gerentes 
de las administradoras y de las entidades con las que esté vinculada con motivo de la administración 
del fondo;

f) Requerir a toda persona física o jurídica las informaciones que resulten necesarias para el cumpli-
miento de su misión, aun cuando estén sujetas al control de otros organismos estatales, nacionales, 
provinciales o municipales, conforme las leyes específicas, y a exhibir sus libros de comercio y do-
cumentación complementaria a inspectores de la Superintendencia, cuando ello sea necesario para 
determinar su situación frente al régimen de esta ley o bien establecer las condiciones en que operan 
con un administradora autorizada, no pudiéndosele oponer a la autoridad de control el deber de se-
creto o confidencialidad de la información;

g) Asistir a las asambleas de las administradoras;

h) Requerir órdenes de allanamientos y el debido e inmediato auxilio de la fuerza pública para el ejercicio 
de sus funciones; secuestrar los documentos e información contenida por cualquier medio para el cum-
plimiento de sus tareas de fiscalización, iniciar acciones judiciales y actuar en cualquier clase de juicios 
como actor o demandado, en juicio criminal como querellante y designar apoderados a estos efectos;

i) Dictar su propio reglamento interno, determinar su estructura organizativa y el régimen de atribu-
ción de funciones a sus funcionarios;

j) Nombrar, contratar, promover, separar y sancionar a su personal, y adoptar las demás medidas 
internas que correspondan a su funcionamiento;

k) Tendrá total facultad para el manejo de su patrimonio y para dictar su reglamento de compras y 
contrataciones.

Artículo 120 — Secreto de las actuaciones. Las actuaciones cumplidas en el ejercicio del con-
trol previsto en esta ley, son confidenciales. También son confidenciales los datos que no estén des-
tinados a la publicidad y las declaraciones juradas presentadas. Los funcionarios y empleados están 
obligados a conservar fuera del desempeño de sus funciones el secreto de las actuaciones. Su incum-
plimiento será considerado como falta grave.

Artículo 121 — Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensio-
nes. Estructura. La Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones 
estará a cargo de un funcionario designado por el Poder Ejecutivo nacional con el título de superin-
tendente de administradoras de fondos de jubilaciones y pensiones.

La Superintendencia estará dotada con la cantidad de funcionarios y empleados técnicos administra-
tivos necesarios para el cumplimiento de sus funciones.

No podrán integrar la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones 
los inhabilitados conforme con el artículo 60 de esta ley, sin perjuicio de las normas de incompatibi-
lidad vigentes. Tampoco podrán tener interés alguno en administradoras de fondos de jubilaciones y 
pensiones, salvo el propio como afiliado al SIJP, ni en las calificadoras de riesgo.

Las remuneraciones y beneficios que perciba el superintendente, los funcionarios y los empleados 
técnico.—administrativos de la Superintendencia no serán inferiores al promedio de las remunera-



Compendio de Leyes | SEGURIDAD SOCIAL

180

ciones y beneficios que perciban los directores, gerentes, personal superior y empleados del 50 % de 
las administradoras de fondos de jubilaciones y pensiones que mejor remuneren a su personal, con-
forme las equivalencias por categorías que determine por resolución la Superintendencia.

Artículo 122 — Financiamiento de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Ju-
bilaciones y Pensiones. Los gastos que demande el funcionamiento de la Superintendencia serán 
financiados con:

a) Aportes de las administradoras de fondos de jubilaciones y pensiones. Estos aportes se determina-
rán como un porcentaje a ser aplicado sobre el importe mensual que en concepto de aportes obliga-
torios perciban las respectivas administradoras;

b) La restitución de gastos con destino a las comisiones médicas que prevé el artículo 51 de la pre-
sente, conforme el procedimiento que determinen las normas reglamentarias;
c) Las multas aplicadas conforme a esta ley y sus normas reglamentarias;
d) Los bienes inmuebles, muebles y equipamiento técnico adecuado que deberá proveerle para su 
funcionamiento el Estado nacional.

El presupuesto de la Superintendencia no integrará el presupuesto nacional.

Artículo 123 — Responsabilidad del Superintendente. El superintendente será penalmente 
responsable por las acciones y omisiones indebidas en que incurriere en el ejercicio de sus obliga-
ciones y deberes.

Todo funcionario de la Superintendencia que en violación de los deberes a su cargo causare en per-
juicio a un fondo de jubilaciones y pensiones o a una administradora de los mismos, será penalmente 
responsable por dicho perjuicio.

CAPÍTULO XII
gARANtíAS DEL EStADO

Artículo 124 — Garantías. El Estado garantizará a los afiliados al SIJP pertenecientes al régimen de 
capitalización:
a) El cumplimiento de la garantía de rentabilidad mínima, sobre los fondos que los afiliados o bene-
ficiarios mantuvieran invertidos, cuando una administradora, agotados los mecanismos previstos en 
la ley, no pudiera cumplir con la mencionada obligación. Esta garantía se mantendrá vigente durante 
el período en el cual los afiliados o beneficiarios se traspasen a una nueva administradora de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 72;

b) La integración en las cuentas de capitalización individual de los correspondientes capitales com-
plementarios y de recomposición; así como también el pago de todo retiro transitorio por invalidez, 
en el caso de quiebra de una administradora e incumplimiento de la compañía de seguros de vida;

c) El pago de las jubilaciones, retiros por invalidez y pensiones por fallecimiento de los beneficiarios 
que hubieren optado por la modalidad de renta vitalicia previsional, en caso que por declaración de 
quiebra o liquidación por insolvencia, las compañías de seguros de retiro no dieren cumplimiento a 
las obligaciones emanadas de los contratos celebrados con los afiliados en las condiciones estableci-
das por esta ley. Esta circunstancia deberá ser certificada en forma conjunta por la Superintenden-
cia de Seguros de la Nación y la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y 
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Pensiones. La garantía a que se refiere este inciso será aplicable únicamente a las prestaciones que 
se hubieren financiado con fondos provenientes del régimen de capitalización y el monto máximo a 
garantizar mensualmente correspondiente al haber de la prestación de cada beneficiario será igual al 
importe dado por cinco (5) veces el equivalente a la máxima prestación básica universal.

Artículo 125 — Haber mínimo garantizado. El ESTADO NACIONAL garantizará a los beneficia-
rios del SISTEMA INTEGRADO DE JUBILACIONES Y PENSIONES del Régimen Previsional Público y a 
los del Régimen de Capitalización que perciban componente público, el haber mínimo establecido en el 
artículo 17 de la presente ley.

(Artículo incorporado por art. 11 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007)

(Nota Infoleg: por art. 8° de la Ley N° 26.417 B.O. 16/10/2008 se establece que el haber mínimo 

garantizado por el presente artículo y sus modificatorias se ajustará en a función de la movilidad pre-

vista en el artículo 32 de la mencionada ley) (Nota Infoleg: por art. 5° de la Resolución N° 298/2016 

de la Administración Nacional de la Seguridad Social B.O. 5/9/2016 se establece que el haber mínimo 

garantizado vigente a partir del mes de septiembre de 2016, establecido de conformidad con las pre-

visiones del artículo 8° de la Ley N° 26.417, será de PESOS CINCO MIL SEISCIENTOS SESENTA Y 

UNO CON DIECISEIS CENTAVOS ($ 5.661,16).)

Artículo 125 bIS. — El Estado nacional garantiza a los beneficiarios de la Prestación Básica 

Universal (PBU) que acrediten treinta (30) años o más de servicios con aportes efectivos, el pago de 

un suplemento dinerario hasta alcanzar un haber previsional equivalente al ochenta y dos por ciento 

(82%) del valor del Salario Mínimo Vital y Móvil, instituido por el artículo 116 de la Ley de Contrato 

de Trabajo 20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias vigente en cada período.

La presente garantía no resulta aplicable a los beneficiarios que hubiesen accedido a la Prestación 

Básica Universal por aplicación de la ley 24.476 modificada por el decreto 1.454 del 25 de noviembre 

de 2005, por el artículo 6º de la ley 25.994 o por la ley 26.970, todas ellas con las modificaciones 

introducidas por los artículos 20 a 22 de la ley 27.260.

(Artículo incorporado por art. 5° de la Ley N° 27.426 B.O. 28/12/2017. Vigencia: el día siguiente de 

su publicación en el Boletín Oficial)

(Nota Infoleg: por art. 1° de la Resolución N° 28/2018 de la Administración Nacional de Seguridad 

Social se establece el haber mínimo garantizado vigente a partir del mes de marzo de 2018, estableci-

do de conformidad con las previsiones del artículo 5º de la Ley Nº 27.426, será de PESOS SIETE MIL 

SEISCIENTOS SESENTA CON CUARENTA Y DOS CENTAVOS ($ 7.660,42.-). Por art. 4° se establece 

el importe de la Prestación Básica Universal (PBU) y de la Pensión Universal para el Adulto Mayor 

(PUAM) de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3º del Decreto 110/18 Reglamentario de la Ley Nº 

27.426, aplicable a partir del mes de marzo de 2018, en la suma de PESOS TRES MIL SEISCIENTOS 

DIECINUEVE CON SIETE CENTAVOS ($ 3.619,07.-) y PESOS SEIS MIL CIENTO VEINTIOCHO 

CON TREINTA Y CUATRO CENTAVOS ($ 6.128,34.-) respectivamente.)

Artículo 126 — Garantía de la prestación adicional por permanencia.El Estado garantiza a 

los afiliados que hubieran ejercido la opción del artículo 30 la percepción de la prestación adicional 

por permanencia.

Artículo 127 — Naturaleza de los créditos. En los casos en que la garantía estatal hubiere ope-
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rado, el Estado concurrirá en la quiebra de la compañía de seguros de retiro por el monto pagado y 

con privilegio general del mismo grado que los afiliados asegurados de acuerdo con el inciso a) del 

artículo 54 de la Ley Nº 20.091.

El crédito de los afiliados asegurados por la porción no garantizada por el Estado gozará del mismo 

privilegio enunciado en el párrafo anterior.

Los créditos de las administradoras contra una compañía de seguros de vida, que se originen en el 

contrato de seguro colectivo de invalidez y fallecimiento, gozarán de privilegio general de acuerdo 

con lo establecido en el artículo 270 de la Ley de Concursos.

CAPÍTULO XIII
DISpOSICIONES tRANSItORIAS DEL RÉgImEN DE 

CApItALIzACIóN

Artículo 128 — Gradualismo de edad. Jubilación ordinaria. A los efectos de cumplimentar el 
requisito de edad establecido en el artículo 47 para acceder a la jubilación ordinaria, se aplicará la 
siguiente escala:

(Ver cuadro C en pág. 331)

TÍTULO IV
vIgENCIA

Artículo 129 — Vigencia. Las disposiciones del presente libro entrarán en vigor en la fecha que 

fije el Poder Ejecutivo, la que no podrá ser establecida en un plazo menor a nueve (9) meses, ni ma-

yor a dieciocho (18) meses, contados a partir de la promulgación de esta ley.

Hasta la fecha aludida en el párrafo anterior, continuarán aplicándose las disposiciones legales vigen-

tes hasta ese momento, con las modificaciones introducidas por la presente ley.

Artículo 130 — Proceso de incorporación. Las normas reglamentarias deberán prever los pro-

cedimientos, plazos y modalidades que hagan factible la incorporación a este régimen de las personas 

que a la fecha de su entrada en vigor quedaren comprendidas en el mismo, así como los de quienes 

ejerzan la opción a que se refiere el artículo 30.

Artículo 131 — Financiamiento de la Superintendencia. Los gastos que demande el cumpli-

miento de las funciones de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pen-

siones durante el período que transcurra entre la promulgación de la presente y la fecha de entrada 

en vigor de este libro, se incluirán en un presupuesto transitorio y serán financiados con recursos 

provenientes de la ANSES.

TÍTULO V
pENALIDADES
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CAPÍTULO I
DELItOS CONtRA LA INtEgRACIóN DE LOS 

fONDOS AL SIStEmA INtEgRADO DE 
juBILACIONES y pENSIONES

Artículo 132 — Infracciones al deber de información. Será reprimido con prisión de 15 días a 

un año el empleador que, estando obligado por las disposiciones de esta ley, no diera cumplimiento 

a las obligaciones establecidas en los incisos a), b), e) o i) del artículo 12 y del artículo 43, segunda 

parte de la presente. El delito se configurará cuando el obligado no diera cumplimiento a los deberes 

aludidos dentro de los treinta (30) días de notificada la intimación respectiva en su domicilio real o 

en el asiento de sus negocios.

Artículo 133 — Infracción al deber de actuación como agente de retención o percepción, al 

deber de depósito y evasión de aportes y contribuciones. Las infracciones del empleador estable-

cidas en el acápite, serán reprimidas conforme lo prescrito por la Ley Nº 23.771, sus modificaciones 

y sustituciones y el Código Penal.

CAPÍTULO II
DELItOS CONtRA LA ADECuADA ImputACIóN 

DE LOS DEpóSItOS AL S.I.j.p.

Artículo 134 — Omisiones de transferencia de depósitos. Será reprimido con prisión de 2 a 6 

años el depositario de los aportes y contribuciones que estuviera obligado por esta ley a transferirlos 

a los administradores de los regímenes del SIJP y no transfiera total o parcialmente los mismos, en 

los plazos establecidos en esta ley y sus normas reglamentarias.

CAPÍTULO III
DELItOS CONtRA LA LIBERtAD DE ELECCIóN DE Afjp

Artículo 135 — Será reprimido con prisión de 6 meses a 2 años el que por imposición de requisi-

tos no contemplados en la presente ley y sus normas reglamentarias para la incorporación o traspaso 

a una administradora de fondos de jubilaciones y pensiones o valiéndose de cualquier otro medio, no 

admitiera la incorporación a una administradora o el traspaso a otra, de un trabajador obligatoria o 
voluntariamente incorporado al SIJP. La misma pena sufrirá quien incorporare a un trabajador una 
AFJP sin contar con la pertinente solicitud suscripta por el mismo o lo diera de baja de su registro de 
afiliados sin observar los requisitos de la presente ley y sus normas reglamentarias. Igual pena sufrirá 
quien, empleando medios publicitarios o denominaciones engañosas, o falseando o induciendo error 
sobre las prestaciones del SIJP o de una determinada administradora, o efectuando promesas de 
prestaciones complementarias inexistentes o prohibidas por esta ley o sus normas reglamentarias, 
o mediante promesas de pago en efectivo o de cualquier otro bien que no sean las prestaciones con-
templadas en esta ley, o mediante abuso de confianza, o de firma en blanco, o valiéndose de cualquier 
otro abuso, ardid o engaño, limitara de cualquier modo el derecho de elección del trabajador a elegir 
libremente la administradora de fondos de jubilaciones y pensiones a que desee incorporarse.

Será reprimido con prisión de 1 a 4 años, el que engañare a un trabajador que en forma obligatoria 
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deba incorporarse al SIJP, adhiriendo a un servicio que no sea establecido en la presente ley o ven-

diéndole cualquier otro servicio o producto.

CAPÍTULO IV
DELItOS CONtRA EL DEBER DE INfORmACIóN

Artículo 136 — Delitos contra el deber de suministrar información. Será reprimido con pri-
sión de 6 meses a 2 años el obligado por esta ley a suministrar información que una AFJP deba brindar 
al público, al afiliado, a la Administración Nacional de Seguridad Social y a la Superintendencia de 
Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones, conforme las prescripciones de los artículos 
65 y 66 de esta ley, y de toda otra disposición emanada de la misma, de su decreto reglamentario, de 
las resoluciones generales o particulares de los organismos de contralor, que omitiera hacerlo opor-
tunamente. El delito se configurará cuando el obligado no diera cumplimiento a los deberes aludidos 
dentro de los 5 días de notificada la intimación respectiva en su domicilio legal.

Artículo 137 — Información falsa. Será reprimido con prisión de 3 a 8 años de prisión, el obli-
gado por esta ley a suministrar la información que una AFJP deba brindar al público, al afiliado, a la 
Administración Nacional de Seguridad Social y a la Superintendencia de Administradoras de Fondos 
de Jubilaciones y Pensiones, conforme las prescripciones de los artículos 65 y 66 de esta ley y de toda 
otra disposición emanada de la misma, de su decreto reglamentario, de las resoluciones generales o 
particulares de los organismos de contralor, que brindara información falsa o engañosa con el pro-
pósito de aparentar una situación patrimonial, económica o financiera superior a la real, tanto de la 
administradora como del fondo que administra.

CAPÍTULO V
DELItOS CONtRA uN fONDO DE juBILACIONES y pENSIONES

Artículo 138 — Calificaciones. Perjuicio. Será reprimido con prisión de 4 a 10 años el respon-
sable de la calificación de entidades financieras, bancarias o de títulos valores y depósitos a plazo 
fijo, que por inobservancia de los deberes a su cargo, función o empleo, efectuare una calificación 
incorrecta causando perjuicio a un fondo de jubilaciones y pensiones incluidos los fondos transito-
rios y de fluctuaciones.

Artículo 139 — Autorizaciones, determinaciones, aprobaciones. Perjuicio. Será reprimido 
con prisión de 4 a 10 años el responsable de:

a) Autorizar a la oferta pública o admitir su cotización en mercados de títulos valores que puedan ser 
objeto de inversión por parte de los fondos de jubilaciones y pensiones;

b) Autorizar fondos comunes de inversiones que puedan ser objeto de inversión por parte de los fon-
dos de jubilaciones y pensiones;

c) Determinar los mercados que reúnan los requisitos enunciados en el artículo 78 de esta ley;

d) Aprobar las calificaciones efectuadas por las sociedades calificadoras de riesgo a que se refiere el 
artículo 79 de esta ley;
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e) Autorizar cajas de valores y bancos para el depósito y custodia de inversiones de fondos de jubi-
laciones y pensiones que, por inobservancia de los deberes a su cargo, función o empleo, emanados 
de las leyes, decretos o normas reglamentarias a las que deba ajustar su actividad, efectuare una 
autorización, admisión, determinación o aprobación indebida, causando perjuicio a un fondo de ju-
bilaciones y pensiones, incluidos los fondos transitorios y de fluctuaciones.

Artículo 140 — Inversiones. Depósito, custodia y control. Perjuicio. Será reprimido con pri-
sión de 4 a 10 años el responsable de efectuar las inversiones de un fondo de jubilaciones y pensio-
nes, incluidos los fondos transitorios y de fluctuaciones, o de depositarlos o custodiarlos, que por 
inobservancia de los deberes a su cargo, función o empleo, emanados de las leyes, decretos o normas 
reglamentarias a las que deba ajustarse su actividad, llevare a cabo las inversiones, depósitos o cus-
todia de un modo indebido, causando perjuicio a un fondo.

La misma pena se aplicará al responsable del control de las inversiones, depósitos o custodia, que por 
inobservancia de los deberes a su cargo, función o empleo, emanados de las leyes, decretos o normas 
reglamentarias a las que deba ajustar su actividad, efectuare el control indebidamente, causando 
perjuicio al fondo.

Artículo 141 — Figuras agravadas. Perjuicio a un fondo en beneficio propio o de un tercero.
Será reprimido con prisión de 5 a 15 años quien, incurriendo en los ilícitos tipificados en este capí-
tulo, causare un perjuicio a un fondo de jubilaciones y pensiones procurando un beneficio indebido 
para sí o para un tercero.

CAPÍTULO VI
DELItOS pOR INCumpLImIENtO DE LAS pREStACIONES

Artículo 142 — Incumplimiento de las prestaciones previsionales. Será reprimido con prisión 
de 4 a 10 años el obligado al cumplimiento de las prestaciones previsionales establecidas en esta ley 
que no efectivizara en forma oportuna e íntegra las prestaciones previsionales a las que se encuentre 
obligado, a quien resulte beneficiario de las mismas. El delito se configurará cuando el obligado no 
diera cumplimiento a los deberes aludidos dentro de los 5 días de notificada la intimación respectiva 
en su domicilio real o en el asiento de sus negocios.

CAPÍTULO VII
DISpOSICIONES COmuNES A LOS CApítuLOS I 

A vI DE EStE títuLO

Artículo 143 — Aplicación del Código Penal y leyes penales específicas. Las disposiciones del 
presente título serán aplicables siempre que la conducta no estuviese prevista con una pena mayor 
en el Código Penal u otras leyes penales.

Artículo 144 — Personas de existencia ideal. Cuando el delito se hubiera cometido a través de 
una persona de existencia ideal, pública o privada, la pena de prisión se aplicará a los funcionarios 
públicos, directores, gerentes, síndicos, miembros del consejo de vigilancia, administradores, manda-
tarios o representantes, que hubiesen intervenido en el hecho, o que por imprudencia, negligencia o 
inobservancia de los deberes a su cargo hubiesen dado lugar a que el hecho se produjera.

Artículo 145 — Funcionarios públicos. Las escalas penales se incrementarán en un tercio del 
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mínimo y del máximo para el funcionario público que participe de los delitos previstos en la presente 

ley cuando lo haga en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 146 — Inhabilitación a funcionarios públicos, escribanos y contadores. Los funcio-

narios públicos, escribanos y contadores, que en violación de las normas de actuación de su cargo 

o profesión, a sabiendas informen, den fe, autoricen o certifiquen actos jurídicos, balances, cuadros 

contables o documentación, para la comisión de los delitos previstos en este título, serán sanciona-

dos con la pena que corresponda al delito en que han participado y con inhabilitación especial por el 

doble tiempo de la condena.

Artículo 147 — Sanciones. Modalidad del deber de denuncia. El procedimiento para la apli-
cación de una sanción a imponer por los organismos de control pertinentes, no estará supeditado a 
la previa denuncia penal, ni será suspendido por la tramitación de la correspondiente causa penal.

Cuando la autoridad de control pertinente, de oficio o a instancia de un particular, tomare conocimien-
to de la presunta comisión de un delito previsto por este título, lo comunicará de inmediato al juez 
competente, solicitando las medidas judiciales de urgencia, en caso que lo estimare necesario para 
garantizar el éxito de la investigación. En el plazo de treinta días elevará un informe adjuntando los 
elementos probatorios que obraren en su poder y las conclusiones técnicas a las que hubiera arribado.
En los supuestos de denuncias formuladas directamente ante el juez, sin perjuicio de las medidas de 
urgencia, correrá vista por treinta días a la autoridad de control a los fines dispuestos en el párrafo 
anterior.

Artículo 148 — Caución real. En todos los casos de los delitos previstos en esta ley en que pro-
cediera la excarcelación o la eximición de prisión, éstas se concederán bajo caución real, la que cuan-
do exista perjuicio a un fondo de jubilaciones y pensiones, o a un afiliado, deberá guardar correlación 
y tener presente el monto en que, en principio, apareciere damnificado un fondo de jubilaciones o el 
afiliado con derecho a una prestación previsional.

Artículo 149 — Juez competente. Será competente la justicia federal para entender en los pro-
cesos por delitos tipificados en el presente título.

En la Capital Federal será competente la justicia nacional en lo penal económico.

Artículo 150 — Sanciones. La pena de prisión establecida por esta ley y las accesorias en su 
caso, serán impuestas sin perjuicio de las sanciones que están autorizados a aplicar los organismos 
de control.

CAPÍTULO VIII
OtRAS SANCIONES

Artículo 151 — Administración Nacional de la Seguridad Social. Sin perjuicio de las penas 

de prisión establecidas en este título la Administración Nacional de la Seguridad Social aplicará a los 

empleados infractores las multas establecidas en la Ley Nº 17.250, según su Resolución Nº 748/92 y 

con los procedimientos en ella establecidos.

Artículo 152 — Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pen-

siones. Sin perjuicio de las penas de prisión establecidas en este título, la Superintendencia de Ad-

ministradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones aplicará a las administradoras en caso de in-
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cumplimiento de sus obligaciones emanadas de esta ley y sus normas reglamentarias, las siguientes 

sanciones:

a) Apercibimiento, por una sola vez, a cada administradora y si la falta o incumplimiento fuere leve 

y no causara perjuicio;

b) Multa que se calculará en base a múltiplos de AMPO, siendo la mínima el múltiplo de 100 AMPO 

y la máxima de 100.000 AMPO. El importe máximo de la multa podrá elevarse hasta cinco veces 

el monto del perjuicio causado por el accionar ilícito al fondo de jubilaciones y pensiones, si fuera 

mayor. El monto de la multa se graduará conforme la gravedad de la falta. Los directores, administra-

dores, síndicos y gerentes, serán solidariamente responsables de las multas impuestas a las adminis-

tradoras cuando con sus actos y omisiones hubieran dado lugar a que el hecho se produjera;

c) Inhabilitación para el ejercicio de la dirección, administración, gerencia o sindicatura de adminis-

tradoras de fondos de jubilaciones y pensiones en forma permanente o transitoria;

d) Revocación de la autorización para funcionar de la administradora. La sanción será recurrible ante 

la Cámara Nacional en lo Penal Económico de la Capital Federal o ante la Cámara Federal de Ape-

laciones con competencia penal del interior del país, según fuese el domicilio de la administradora.

En caso de multa, la sanción será recurrible previo depósito de la multa a la orden del tribunal o 

juzgado.

Artículo 153 — Banco Central de la República Argentina. Sin perjuicio de las penas de prisión 

establecidas en este título el Banco Central de la República Argentina aplicará a las entidades finan-

cieras por él autorizadas, en caso de incumplimiento de sus obligaciones emanadas de esta ley y sus 

normas reglamentarias, las sanciones previstas en la Ley Nº 21.526 con los procedimientos que ella 

establece.

Artículo 154 — Comisión Nacional de Valores. Sin perjuicio de las penas de prisión estableci-

das en este título la Comisión Nacional de Valores aplicará a las personas físicas o jurídicas que, en 

cualquier carácter, intervengan en la oferta pública de títulos valores en caso de incumplimiento de 

sus obligaciones emanadas de esta ley y sus normas reglamentarias, y de las especificas a las que de-

ben adecuar su desenvolvimiento, las sanciones previstas en la Ley Nº 17.811 con los procedimientos 

que ella establece.

Sustitúyese el inciso b) del artículo 10 de la Ley Nº 17.811, por el siguiente:

b) Multa de mil (1.000) a cinco millones (5.000.000) de pesos, la que podrá elevarse hasta cinco 

veces el monto del beneficio obtenido o del perjuicio evitado como consecuencia del accionar ilícito 

si fuera mayor.

Artículo 155 — Superintendencia de Seguros de la Nación. Sin perjuicio de las penas de pri-

sión establecidas en este título la Superintendencia de Seguros de la Nación aplicará a las compañías 

de seguros, en caso de incumplimiento de sus obligaciones emanadas de esta ley y sus normas re-

glamentarias, las sanciones previstas en la Ley Nº 20.091 con los procedimientos que ella establece.
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Sustitúyese el primer párrafo de la segunda parte del artículo 31 (indisponibilidad de las inversiones) 

de la Ley Nº 20.091, por el siguiente:

Hasta tanto sean cumplidas las medidas de regularización y saneamiento, la autoridad de control 

establecerá sobre las inversiones, las medidas previstas en el artículo 86 de esta ley.

Sustitúyese el inciso c) del artículo 58 de la Ley Nº 20.091, por el siguiente:

c) Multa desde el 0,01 por ciento hasta el 0,1 por ciento del total de primas y recargos devengados 

.—neto de anulaciones en el ejercicio económico anterior, que no podrá ser inferior al 0,5 por ciento 

del capital mínimo requerido.

Sustitúyese el segundo y tercer párrafo del artículo 86 de la Ley Nº 20.091 por el siguiente:

Cuando la resolución disponga la suspensión o la revocación de la autorización para operar en se-

guros, el tribunal de alzada dispondrá, a pedido de la Superintendencia de Seguros de la Nación la 

administración o intervención judicial del asegurador, que no recaerá en la autoridad de control.

La Superintendencia de Seguros de la Nación podrá disponer sin audiencia de parte, la prohibición 

a la entidad aseguradora de realizar, respecto de sus inversiones, cualquier acto de disposición o los 

de administración que especificamente indique y de celebrar nuevos contratos de seguros en los 

siguientes casos:

a) Situación prevista en el artículo 31 de la Ley Nº 20.091, según el texto modificado por la presente Ley;

b) Disminución de la capacidad económica o financiera, o manifiesta desproporción entre ésta y los 

riesgos retenidos o déficit en cobertura de los compromisos asumidos con los asegurados;

c) Infracción a las normas sobre egresos e ingresos de sobre depósito en custodia de títulos públicos 

de renta y títulos valores en general;

d) Falta de presentación por el asegurador de los estados contables de publicidad, de situación pa-

trimonial, o de compromisos exigibles y siniestros liquidados a pagar en los plazos reglamentarios;

e) Irregularidades en la constitución o actuación de los órganos de administración y fiscalización o 

de las asambleas;

f) Irregularidades en la administración o contabilidad que impidan conocer la situación patrimonial 

de la entidad;

g) Dificultad de liquidez que haya determinado demora o incumplimiento de sus pagos.

Para hacer efectivas estas medidas, la Superintendencia de Seguros de la Nación ordenará su toma 

de razón a las entidades públicas .—nacionales, provinciales o municipales o privadas que estime 

pertinentes.

Las medidas podrán levantarse para cumplir obligaciones con asegurados, para reinversión del bien 

de que se trate en cuyo caso, subsistirán sobre el que entre en su reemplazo o, cuando se compruebe 

que el asegurador se halla en condiciones normales de funcionamiento.

Los recursos administrativos o judiciales que se interpongan contra la resolución que disponga algu-
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na de estas medidas serán al sólo efecto devolutivo.

Agrégase a continuación del primer párrafo del artículo 87 de la Ley Nº 20.091 lo siguiente:

Aún cuando no estén firmes.

LIBRO II
DISpOSICIONES COmpLEmENtARIAS y tRANSItORIAS

TÍTULO I
DISpOSICIONES COmpLEmENtARIAS

Artículo 156 — Aplicación supletoria. Las disposiciones de las Leyes Nros. 18.037 (t.o. 1976) 
y 18.038 (t.o. 1980) y sus complementarias, que no se opongan ni sean incompatibles con las de esta 
ley, continuarán aplicándose supletoriamente en los supuestos no previstos en la presente, de acuer-
do con las normas que sobre el particular dictará la autoridad de aplicación.

Artículo 157 — Regímenes especiales. Facúltase al Poder Ejecutivo Nacional para que, en el 
término de un año a partir de la publicación de esta ley, proponga un listado de actividades que, por 
implicar riesgos para el trabajador o agotamiento prematuro de su capacidad laboral, o por configurar 
situaciones especiales, merezcan ser objeto de tratamientos legislativos particulares. Hasta que el Po-
der Ejecutivo Nacional haga uso de la facultad mencionada y el Congreso de la Nación haya dictado la 
ley respectiva, continúan vigentes las disposiciones de la Ley Nº 24.175 y prorrogados los plazos allí 
establecidos. Asimismo continúan vigentes las normas contenidas en el Decreto Nº 1021/74.

Los trabajadores comprendidos en dichos regímenes especiales tendrán derecho a percibir el benefi-
cio ordinario cualquiera sea el régimen por el cual hayan optado, acreditando una edad y un número 
de años de aportes inferiores en ambos regímenes en no más de 10 años a los requeridos para acceder 
a la jubilación ordinaria por el régimen general.

Los empleadores estarán obligados a efectuar un depósito adicional en la cuenta de capitalización 
individual del afiliado de hasta un cinco por ciento (5%) del salario, a fin de permitir una mayor acu-
mulación de fondos en menor tiempo. Este depósito será asimilable a un depósito convenido.

El PODER EJECUTIVO NACIONAL deberá contar con un informe, de la SECRETARIA DE SEGURI-
DAD SOCIAL del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, con carácter previo, 
para cualquier aplicación de las facultades previstas en este artículo y en las leyes citadas. Dicho 
informe deberá proveer los elementos necesarios para el cálculo de los requisitos de edad, servicios 
prestados, aportes diferenciales y contribuciones patronales o subsidios requeridos para el adecuado 
financiamiento. (Párrafo sustituido por art. 12 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007)

TÍTULO II
DISpOSICIONES tRANSItORIAS. vIgENCIA

Modificación de la Ley Nº 18.037 (t.o. 1976)
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Artículo 158 — Modifícase la Ley Nº 18.037 (t.o. 1976), en la forma que a continuación se indica:
1. Agrégase al artículo 13 el siguiente párrafo:

Establécese el monto máximo de la remuneración sujeta a aportes y contribuciones, en sesenta (60) 
veces el valor del aporte medio previsional obligatorio (AMPO) definido en el artículo 21 de la Ley Nº 
24.241, el que se estimará en forma indicada en el artículo 160 de la citada ley.

2. Fíjanse las edades previstas en el inciso a) del artículo 28 en sesenta y dos (62) años para los varo-
nes y cincuenta y siete (57) para las mujeres.

3. Fíjase en veintidós (22) años el mínimo de servicios con aportes establecidos en el artículo 28 inciso b).

4. Fíjase en sesenta y siete (67) años la edad prevista en el inciso a) del artículo 31.

5) Sustitúyese los incisos 1, 2 y 3 del artículo 49 por los siguientes:

1. Si todos los servicios computados fueren en relación de dependencia, se promediarán las remune-
raciones actualizadas percibidas durante el período de diez (10) años inmediatamente anteriores a 
la cesación en el servicio.

A fin de practicar la actualización prevista en el párrafo anterior, la ANSES reglamentará la aplicación 
del índice salarial a utilizar.

Este índice deberá ser de carácter oficial, publicado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos 
(INDEC).
En caso de jubilación por invalidez, si el afiliado no acredita un mínimo de diez (10) años de servi-
cios, se promediarán las remuneraciones actualizadas percibidas durante todo el tiempo computado.

2. Al promedio obtenido de acuerdo con el inciso anterior se aplicará uno de los siguientes porcentajes:

a) Setenta por ciento (70%), si al momento de cesar en la actividad el afiliado no excediera de la edad 
mínima requerida por la presente ley para obtener jubilación ordinaria;

b) Setenta y ocho por ciento (78%), si a ese momento el afiliado no excediera de un (1) año dicha edad;

c) Ochenta por ciento (80%), si a ese momento el afiliado no excediera de dos (2) años dicha edad;

d) Ochenta y dos por ciento (82%), si a ese momento el afiliado no excediera de tres (3) años dicha 
edad. Los incrementos de porcentajes previstos precedentemente no serán aplicables en el caso de 
reajuste del haber o transformación de la prestación del jubilado que continuare en la actividad o 
volviere a la misma.
3. Si se computaren sucesiva o simultáneamente servicios en relación de dependencia y autónomos, 
el haber se establecerá sumando el que resulte para los servicios en relación de dependencia y el co-
rrespondiente a los servicios autónomos, ambos en proporción al tiempo computado para cada clase 
de servicios, con relación al mínimo requerido para obtener jubilación ordinaria.

6) (Inciso derogado por art. 11 pto. 1° de la Ley Nº 24.463 B.O. 30/3/1995 Vigencia: a partir del día 
de su publicación en el Boletín Oficial).

Modificación de la Ley Nº 18.038 (t.o. 1980)
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Artículo 159 — Modifícase la Ley Nº 18.038 (t.o 1980), en la forma que a continuación se indica:
a) Fíjase en veintidós (22) años el mínimo de servicios con aportes establecido en el artículo 16, inciso b).

b) En el artículo 37 sustitúyese la expresión “setenta por ciento (70%)” por “sesenta por ciento (60%)”.

Artículo 160 — Movilidad de las prestaciones. (Artículo derogado por art. 11 pto. 1° de la Ley 
Nº 24.463 B.O. 30/3/1995. Vigencia: a partir del día de su publicación en el Boletín Oficial).

Artículo 161 - Principio de ley aplicable. El derecho a las prestaciones se rige en lo sustancial, 
salvo disposición expresa en contrario: a) para las jubilaciones, por la ley vigente a la fecha de cese 
en la actividad o a la de solicitud, lo que ocurra primero, siempre que a esa fecha el peticionario 
fuera acreedor a la prestación, y b) para las pensiones, por la ley vigente a la fecha de la muerte del 
causante.

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, si a lo largo de la vida laboral, el solicitante cum-
pliera los extremos necesarios para la obtención del beneficio por un régimen diferente, podrá solici-
tar el amparo de dicha norma, en los términos del primer párrafo del artículo 82 de la Ley Nº 18.037.
(Artículo sustituido por art. 13 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007)

Vigencia de las Leyes Nros. 21.074 y 24.013

Artículo 162 — Esta ley no importa modificación de las disposiciones de las Leyes Nros. 21.074 
y 24.013.

Artículo 163 — Recomposición real de haberes. (Artículo vetado por art. 8° del Decreto N° 
2091/1993 B.O. 18/10/1993)
Artículo 164 — Forma de recomposición de los haberes. (Artículo vetado por art. 9° del Decre-
to N° 2091/1993 B.O. 18/10/1993)

Artículo 165 — Derogación de la Ley Nº 23.604. Derógase la Ley Nº 23.604. Lo dispuesto pre-
cedentemente no es aplicable en los casos en que a la fecha de entrada en vigor de la presente, el 
interesado hubiera ejercido en forma expresa ante el organismo previsional competente, el derecho 
acordado por la ley citada.

Artículo 166 — Aplicación de los bonos de consolidación de deudas previsionales. Los te-
nedores de bonos de consolidación de deudas previsionales, incluyendo los a emitirse en virtud de 
lo dispuesto en el artículo anterior, podrán cancelar a la par las obligaciones vencidas al 30 de junio 
de 1992 en concepto de cargas sociales, aportes o contribuciones que se calculen sobre la nómina 
salarial que se hallaren a cargo del tenedor y que se adeuden al Sistema Único de Seguridad Social o 
a las obras sociales del sector público.

Artículo 167 — Ratificación del Decreto Nº 2741/91. Ratificase el Decreto Nº 2741, del 26 de 
diciembre de 1991.

Artículo 168 — Derogación de las Leyes Nros. 18.037 y 18.038, sus complementarias y mo-
dificatorias. Deróganse las Leyes Nros. 18.037 y 18.038, sus complementarias y modificatorias, con 
excepción del artículo 82 y los artículos 80 y 81 que se sustituyen por el siguiente texto:

(Artículos 80 y 81, Ley Nº 18.037): Las cajas reconocedoras de servicios deberán transferir a la caja 
del organismo otorgante de la prestación, los aportes previsionales, contribuciones patronales, y las 
sustitutivas de estas últimas si las hubiera. Deben considerarse incluidos en la transferencia que se 
establece por la presente, los cargos que adeude el beneficiario, correspondientes a los servicios re-
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conocidos, a efectos de su amortización ante la caja otorgante. La transferencia deberá efectuarse en 
moneda de curso legal en forma mensual y de acuerdo al procedimiento que se determine en la regla-
mentación. Será organismo otorgante de la prestación cualquiera de los comprendidos en el sistema 
de reciprocidad, en cuyo régimen se acredite haber prestado mayor cantidad de años de servicio con 
aporte. En el caso de que existiese igual cantidad de años de servicio con aportes el afiliado podrá 
optar por el organismo otorgante. Queda derogada la Ley Nº 18.038, sus complementarias y modifi-
catorias, todo con la salvedad de lo que disponen los artículos 129,156 y 160 de la Ley del Sistema 
Integrado de Jubilaciones y Pensiones.

(Ver Decreto Nº 1306/2000 B.O. 3/1/2001, abrogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007, 
que incorporó el Libro II bis pero cuya entrada en vigencia se suspendió en virtud de una resolución 
judicial por Decreto Nº 438/01 B.O. 19/04/2001 —que estableció como fecha de entrada en vigencia 
de las disposiciones del Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, que no hubieran tenido efecto 
hasta el 16 de marzo de 2001 inclusive, el primer día del tercer mes siguiente a aquel en que quede 
firme la sentencia que, en su caso, revoque la medida cautelar dictada en el Expediente Judicial Nº 
700.027/2001 del registro de la Cámara Federal de la Seguridad Social—.)

LIBRO III
CONSEjO NACIONAL DE pREvISIóN SOCIAL

Artículo 169 — Creación y misión. Créase el Consejo Nacional de Previsión Social, el que ten-
drá por misión asegurar la participación de los trabajadores, empresarios y beneficiarios del Sistema 
Integrado de Jubilaciones y Pensiones en el desarrollo, supervisión y perfeccionamiento de dicho 
sistema.

Artículo 170 — Deberes. Son deberes del Consejo Nacional de Previsión Social:

a) Evaluar el cumplimiento de los objetivos de la fiscalización y regulación del Sistema Integrado de 

Jubilaciones y Pensiones por parte de la Administración Nacional de la Seguridad Social y de la Su-

perintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones;

b) Evaluar el desarrollo del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones;

c) Considerar las iniciativas y proyectos que le sometan los sectores que representa;

d) Proponer a las autoridades competentes normas tendientes a corregir desvíos del sistema y mejo-

rar su funcionamiento;

e) Todo otro cometido vinculado al cumplimiento de su misión.

Artículo 171 — Atribuciones y facultades. Para el cumplimiento de sus deberes, el Consejo 

Nacional de Previsión Social tendrá las siguientes facultades y atribuciones:

a) Requerir de los organismos de control del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones toda 

información que considere conveniente para el cumplimiento de su misión;

b) Denunciar ante las autoridades competentes todo incumplimiento de los deberes a su cargo por 

parte de los funcionarios y organismos de control del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones;
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c) Efectuar por sí o por intermedio de terceros, con sujeción a las normas de contratación vigentes 

para el sector público, los estudios técnicos tendientes a determinar la evolución del Sistema Inte-

grado de Jubilaciones y Pensiones;

d) Toda otra vinculada o que resulte necesaria para el cumplimiento de su misión y deberes.

Integración

Artículo 172 — El Consejo Nacional de Previsión Social estará integrado por tres (3) represen-

tantes de los trabajadores, tres (3) representantes de los empleadores y tres (3) representantes de 

los beneficiarios del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones, designados por el Ministerio de 

Trabajo y Seguridad Social de acuerdo con los procedimientos que la reglamentación determine.

El Consejo será presidido por el Ministro de Trabajo y Seguridad Social, actuando como vicepresiden-

te el secretario de Seguridad Social.

Gastos de funcionamiento

Artículo 173 — La Administración Nacional de la Seguridad Social pondrá a disposición del 

Consejo el personal que éste requiera para el cumplimiento de los cometidos asignados en el presente 

libro.

Los demás gastos que irrogue la constitución y funcionamiento del Consejo serán imputados a “Ren-

tas generales”.

LIBRO IV
COmpAñíAS DE SEguROS

CAPÍTULO I
COmpAñíAS DE SEguROS DE vIDA

Artículo 174 — Seguro colectivo de invalidez y fallecimiento. (Artículo derogado por art. 18 
de la Ley N° 26.222 B.O. 8/3/2007)

Artículo 175 — Entidades autorizadas. (Artículo derogado por art. 18 de la Ley N° 26.222 B.O. 
8/3/2007)

CAPÍTULO II
SEguRO DE REtIRO

Artículo 176 — Seguro de retiro. Se denomina seguro de retiro a toda cobertura sobre la vida 
que establezca, para el caso de supervivencia de las personas a partir de la fecha de retiro, el pago 
periódico de una renta vitalicia; y para el caso de muerte del asegurado anterior a dicha fecha, el pago 
total del fondo de las primas a los beneficiarios indicados en la póliza o a sus derecho habientes. La 
modalidad de renta vitalicia a que se refieren el artículo 101 y el apartado 1 del artículo 105 y deno-
minada renta vitalicia previsional queda comprendida dentro de la cobertura prevista en el presente 
artículo.
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Artículo 177 — Entidades autorizadas. El seguro del artículo anterior sólo podrá ser celebrado 
por las entidades aseguradoras que limiten en forma exclusiva su objeto a esta cobertura y a las pres-
taciones de pago periódico previstas en la Ley de Riesgos del Trabajo.
Tales entidades podrán operar en otros seguros de personas, que resulten complementarios de las 
coberturas de seguros de retiro, deberán estar autorizadas por la Superintendencia de Seguros de la 
Nación, y su razón social deberá contener la expresión “seguros de retiro”.

(Artículo sustituido por art. 49, disposición adicional segunda, de la Ley Nº 24.557 B.O. 4/10/1995).

Artículo 178 — Empresas en funcionamiento. Las entidades ya autorizadas para operar en el 
seguro de retiro a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley conforme la Resolución General 
Nº 19.106 de la Superintendencia de Seguros de la Nación conservarán la autorización conferida con 
los alcances con que les fue otorgada, que se considerará extendida a las modalidades contempladas 
en el presente capítulo y normas reglamentarias.

CAPÍTULO III
DISpOSICIONES COmuNES

Artículo 179 — Incumplimientos y sanciones. Ante el incumplimiento de cualquiera de las 
exigencias a las que se encuentran sometidas las empresas de seguros a las que se refiere el presente 
libro, la Superintendencia de Seguros de la Nación podrá ordenara la entidad de que se trate que se 
abstenga de celebrar nuevos contratos y emplazarla para que en el término de treinta (30) días regu-
larice su situación.

De subsistir la observación al cabo de ese tiempo, la Superintendencia de Seguros de la Nación orde-
nará a la entidad que licite públicamente dentro del plazo improrrogable de quince (15) días la cesión 
total de la cartera.

La Superintendencia de Seguros de la Nación fiscalizará el proceso de cesión y la adjudicación no 
podrá exceder de treinta (30) días a partir del llamado a licitación.
Si la entidad no acatara la orden de cesión o si ésta fuera infructuosa, la Superintendencia de Seguros 
de la Nación ordenará que se abone a los asegurados con derecho a percepción de rentas el ciento por 
ciento ( 100%) de la reserva matemática y a los que no se encuentren en tal situación, como mínimo, 
el ciento por ciento (100%) del valor de rescate, todo ello dentro del plazo y en las condiciones que 
fije. El incumplimiento de esta disposición dará lugar a la liquidación forzosa de la entidad asegura-
dora. En tal caso, dichos asegurados serán acreedores con privilegio especial sobre el producido de 
los bienes que integren las reservas y con la prelación resultante del orden anteriormente enunciado.

Artículo 180 — Inembargabilidad. Los bienes de las entidades de seguro de vida y de retiro 
serán inembargables en la medida de los compromisos de cualquier índole que tengan con sus asegu-
rados. Esta norma no será de aplicación en caso de tratarse de embargo dispuestos en favor de ase-
gurados en ejercicio de sus derechos derivados del contrato de seguro, y en los dispuestos por la Su-
perintendencia de Seguros de la Nación en ejercicio de las facultades conferidas por la Ley Nº 20.091.

Artículo 181 — Aprobación de planes. La Superintendencia de Seguros de la Nación estable-
cerá un sistema de aprobación automática de los planes de los seguros previstos en el presente libro 
a cuyos efectos definirá previamente las pautas mínimas que deberán satisfacer las bases técnicas y 
demás elementos técnicos.—contractuales de los planes presentados así como también las restantes 
condiciones que debe satisfacer el asegurador para acogerse al sistema de referencia. Para el caso 
de los seguros contemplados en los artículos 99, 101 y apartado 1 artículo 105, las pautas mínimas 
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a las que deberán sujetarse estos contratos serán dictadas en conjunto con la Superintendencia de 
Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones.

Artículo 182 — Tratamiento impositivo. Las entidades de seguros de retiro y de seguros de 
vida estarán sujetas al mismo tratamiento impositivo de las administradoras en las operaciones que 
tengan relación con la administración de inversiones correspondientes a obligaciones con sus asegu-
rados, a sus cobranzas de primas y al pago de beneficios.

En el cálculo de la base imponible del impuesto previsto en la Ley Nº 23.760 en su título I, no serán 
computados aquellos activos que respondan a la inversión de los compromisos técnicos con los ase-
gurados.

Los valores de rescate que perciba el asegurado no estarán sujetos al impuesto a las ganancias en la 
medida que se apliquen a la contratación de otro seguro de retiro.

LIBRO V
pREStACIONES NO CONtRIButIvAS

Artículo 183 — Edades para la obtención de prestaciones no contributivas. Fíjanse las si-
guientes edades para la obtención de las prestaciones no contributivas previstas en las normas legales 
que a continuación se indican, con la salvedad de lo que dispone el artículo siguiente:
(Ver cuadro D en pág. 331)

Artículo 184 — Escalas de edades. Las edades establecidas en el artículo anterior se aplicarán 
de acuerdo con la siguiente escala:
Edades que se incrementan de

(Ver cuadro E en pág. 331)

Artículo 185 — Para tener derecho a la prestación no contributiva establecida por las Leyes Nros 
16.516 y 20.733, es condición haber cumplido la edad de sesenta (60) años.

Sólo se podrá obtener una prestación fundada en las leyes citadas, aunque el titular hubiera sido 
acreedor a más de un premio de los previstos por dichas leyes.

Lo dispuesto en los párrafos precedentes es aplicable a las personas que obtuvieren uno de los pre-
mios aludidos en las leyes mencionadas a partir de la fecha de entrada en vigor de la presente.

Artículo 186 — Extensión a derechohabientes. En los supuestos en que las leyes de prestaciones 
no contributivas prevean que en caso de fallecimiento del titular, el derecho acordado se extenderá a 
los derechohabientes que enumeren el haber de la prestación de éstos se determinará de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 98.

Artículo 187 — Financiamiento de prestaciones no contributivas.. A partir de la promulga-
ción de la presente ley, el pago de las prestaciones no contributivas, acordadas o a acordar, se aten-
derá con fondos de “Rentas Generales”.
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LIBRO VI
NORmAS SOBRE EL fINANCIAmIENtO

Artículo 188 — En la medida en que aumente la recaudación de los recursos de la seguridad 
social el Poder Ejecutivo queda facultado para disminuir proporcionalmente la incidencia tributaria 
sobre el costo laboral, preservando un adecuado funcionamiento del sistema previsional.

Las contribuciones patronales destinadas al financiamiento de la Seguridad Social, podrán ser dismi-
nuidas por el Poder Ejecutivo nacional únicamente en la medida que fueran efectivamente compen-
sadas con incrementos en la recaudación del sistema, o con aportes del Tesoros que equiparen dicha 
reducción. (Párrafo incorporado por art. 13 de la Ley Nº 24.463 B.O. 30/3/1995 Vigencia: a partir del 
día de su publicación en el Boletín Oficial).

Artículo 189 — (Artículo vetado por art. 10 del Decreto N° 2091/1993 B.O. 18/10/1993)

Artículo 190 — Anualmente, de manera conjunta con la remisión al Honorable Congreso de la 
Nación del presupuesto general de la administración nacional, el Poder Ejecutivo enviará un informe 
detallado de la situación del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. Dicho informe deberá 
incluir el estado financiero del régimen previsional público, desagregado en las diversas prestaciones 
que lo componen, así como la situación del régimen de capitalización y de las administradoras de 
fondos de jubilaciones y pensiones. Asimismo, en el caso del régimen público deberán incluirse las 
proyecciones financieras de por lo menos cinco ejercicios presupuestarios.

Artículo 191 — A los efectos de la interpretación de la presente ley, debe estarse a lo siguiente:

a) Las normas que no fueran expresamente derogadas mantienen su plena vigencia;

b) Cumplida la condición establecida en el artículo 129 de la presente ley, las referencias que la 
legislación vigente haga a las Leyes Nros. 18.037 y 18.038, en cuanto al concepto de remuneración 
a aportes o contribuciones vinculadas a dicho concepto, debe entenderse como hechas, en lo perti-
nente, a lo prescripto en los artículos 6º y 11 de la presente;

c) Las referencias que la legislación vigente haga al concepto haberes de las prestaciones previsio-
nales, deben entenderse como hechas a la sumatoria total de los haberes que el beneficiario perciba 
tanto del régimen de reparto cuanto del régimen de capitalización;

d) Con la salvedad de lo prescripto en el artículo 129, esta ley entrará en vigencia al momento de su 
promulgación, con excepción de los artículos 158, 159 y 165, que entrarán a regir a los sesenta días 
de la promulgación.

Artículo 192 — Modifícase la Ley de Concurso (Ley Nº 19.551), t.o. 1984, en la siguiente forma:

1. Sustitúyese el primer párrafo del inciso 8, del artículo 11, por el siguiente:

8. Acompañar la documentación que acredita el pago de las remuneraciones y el cumplimiento de las 
disposiciones sobre recursos y la seguridad social del personal en relación de dependencia, actuali-
zado al momento de la prestación.

2. Incorpórase como segundo párrafo del inciso 8 del artículo 11 el siguiente:

El cumplimiento de la disposiciones sobre recursos de la seguridad social deberá ajustarse a las mo-
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dalidades y condiciones que establezca el Poder Ejecutivo en la pertinente reglamentación.

Artículo 193 — Los trabajadores que hubiesen prestado servicio bajo dependencia de un em-
pleador acogido a las disposiciones del artículo 12 y concordantes de la Ley Nº 24.013 podrán acredi-
tar los años trabajados con los mismos en los términos del inciso c) del artículo 19 de la presente Ley.

Artículo 194 — Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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LEy mOvILIDAD 
juBILAtORIA - 26.417

Movilidad de las Prestaciones del Régimen Previsional Público. 

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con 
Fuerza de Ley

mOvILIDAD DE LAS pREStACIONES DEL RÉgImEN 
pREvISIONAL púBLICO

CAPÍTULO I
DISpOSICIONES gENERALES

Artículo 1º — A partir de la vigencia de la presente ley, todas las prestaciones previsionales otor-
gadas en virtud de la Ley 24.241, de regímenes nacionales generales anteriores a la misma y sus modi-
ficatorias, de regímenes especiales derogados, o por las ex-cajas o institutos provinciales y municipales 
de previsión cuyos regímenes fueron transferidos a la Nación se ajustarán conforme lo establecido en el 
artículo 32 de la Ley 24.241 y sus modificatorias.

Los beneficios otorgados en virtud de la Ley 24.241 y sus modificatorias, o en las condiciones enun-
ciadas en el párrafo anterior, que se encontraran amparados por disposiciones especiales de reajuste 
dispuestos por sentencia judicial pasada en autoridad de cosa juzgada, se ajustarán a lo establecido en 
el artículo 32 de la Ley 24.241 y sus modificatorias, a partir de la vigencia de la presente ley, sin perjui-
cio del cumplimiento de la manda judicial por los períodos anteriores a la vigencia de la presente ley.

Artículo 2º  — A fin de practicar la actualización de las remuneraciones a las que se refiere el artí-
culo 24, inciso a) y las mencionadas en el artículo 97 de la ley 24.241 y sus modificaciones, se aplicará 
un índice combinado entre el previsto en el inciso b) del apartado I del artículo 5° de la ley 27.260 y 
su modificatorio y el índice establecido por la Remuneración Promedio de los Trabajadores Estables.

(Artículo sustituido por art. 3° de la Ley N° 27.426 B.O. 28/12/2017. Vigencia: el día siguiente de su 
publicación en el Boletín Oficial)

Artículo 3º — Las rentas de referencia que se establecen en el artículo 8º de la Ley 24.241 y sus 
modificatorias se ajustarán conforme la evolución del índice previsto en el artículo 32 de la mencionada 
ley, con la periodicidad que establezca el Poder Ejecutivo nacional.

Artículo 4º  — Sustitúyese el artículo 20 de la Ley 24.241 y sus modificatorias, por el siguiente:

Artículo 20: El monto del haber mensual de la Prestación Básica Universal se establece en la suma de 
PESOS TRESCIENTOS VEINTISEIS ($ 326).

Artículo 5º — Derógase el artículo 21 de la Ley 24.241 y sus modificatorias.

Artículo 6º — Sustitúyese el artículo 32 de la Ley 24.241 y sus modificatorias, por el siguiente:
Artículo 32: Movilidad de las prestaciones.
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Las prestaciones mencionadas en los incisos a), b), c), d), e) y f) del artículo 17 de la Ley 24.241 y 
sus modificatorias, serán móviles.

El índice de movilidad se obtendrá conforme la fórmula que se aprueba en el Anexo de la presente ley.

En ningún caso la aplicación de dicho índice podrá producir la disminución del haber que percibe el 
beneficiario.

Artículo 7º — Cuando el haber real del beneficio previsional resulte inferior al haber mínimo 
garantizado, la diferencia se liquidará como complemento, a fin de que, de la sumatoria de todos los 
componentes resulte un haber no inferior a aquél.

Artículo 8º — El haber mínimo garantizado por el artículo 125 de la Ley 24.241 y sus modifica-
torias se ajustará en a función de la movilidad prevista en el artículo 32 de la mencionada ley.

(Nota Infoleg: por art. 5° de la Resolución N° 176/2017 de la Administración Nacional de la Segu-
ridad Social B.O. 19/9/2017 se establece que el haber mínimo garantizado vigente a partir del mes 
de septiembre de 2017, establecido de conformidad con las previsiones del presente artículo, será 
de PESOS SIETE MIL DOSCIENTOS CUARENTA Y SEIS CON SESENTA Y CUATRO CENTAVOS ($ 
7.246,64).)

(Nota Infoleg: por art. 5° de la Resolución N° 34/2017 de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social B.O. 10/3/2017 se establece que el haber mínimo garantizado vigente a partir del mes de marzo 
de 2017, establecido de conformidad con las previsiones del presente artículo, será de PESOS SEIS 
MIL TRESCIENTOS NOVENTA Y CUATRO CON OCHENTA Y CINCO CENTAVOS ($ 6.394,85).)

(Nota Infoleg: por art. 5° de la Resolución N° 298/2016 de la Administración Nacional de la Seguri-
dad Social B.O. 5/9/2016 se establece que el haber mínimo garantizado vigente a partir del mes de 
septiembre de 2016, establecido de conformidad con las previsiones del presente artículo, será de 
PESOS CINCO MIL SEISCIENTOS SESENTA Y UNO CON DIECISEIS CENTAVOS ($ 5.661,16).)

Artículo 9º — El haber máximo se ajustará conforme la evolución del índice previsto en el artí-
culo 32 de la Ley 24.241 y sus modificatorias.

(Nota Infoleg: por art. 2° de la Resolución N° 28/2018 de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social B.O. 19/02/2018 se establece el haber máximo vigente a partir del mes de marzo de 2018 esta-
blecido de conformidad con las previsiones delpresente artículo, será de PESOS CINCUENTA Y SEIS 
MIL CIENTO VEINTIUNO CON SESENTA Y CINCO CENTAVOS ($ 56.121,65.).)

(Nota Infoleg: por art. 6° de la Resolución N° 176/2017 de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social B.O. 19/9/2017 se establece que el haber máximo vigente a partir del mes de septiembre de 
2017 establecido de conformidad con las previsiones del presente artículo, PESOS CINCUENTA Y 
TRES MIL NOVENTA CON VEINTE CENTAVOS ($ 53.090,20).)

(Nota Infoleg: por art. 6° de la Resolución N° 34/2017 de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social B.O. 10/3/2017 se establece que el haber máximo vigente a partir del mes de marzo de 2017 
establecido de conformidad con las previsiones del presente artículo, será de PESOS CUARENTA Y 
SEIS MIL OCHOCIENTOS CUARENTA Y NUEVE CON OCHENTA Y UNO CENTAVOS ($ 46.849,81).)
(Nota Infoleg: por art. 6° de la Resolución N° 298/2016 de la Administración Nacional de la Seguri-
dad Social B.O. 5/9/2016 se establece que el haber máximo vigente a partir del mes de septiembre 
de 2016 establecido de conformidad con las previsiones del presente artículo será de PESOS CUA-
RENTA Y UN MIL CUATROCIENTOS SETENTA Y CUATRO CON SESENTA Y NUEVE CENTAVOS ($ 
41.474,69).)
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Artículo 10 — Establécese que la base imponible máxima prevista en el primer párrafo del artí-
culo 9º de la Ley 24.241 y sus modificatorias, se ajustará conforme la evolución del índice previsto en 
el artículo 32 de la mencionada ley.

CAPÍTULO II
DISpOSICIONES COmpLEmENtARIAS

Artículo 11 — Sustitúyese el artículo 35 de la Ley 24.241 y sus modificatorias, por el siguiente:
Artículo 35: Las prestaciones previstas en el artículo 17 de la Ley 24.241 y sus modificatorias serán 
abonadas en forma coordinada con el haber de la jubilación ordinaria o con alguna de las prestaciones 
del artículo 27 otorgadas a través del Régimen de Capitalización. Las normas reglamentarias instru-
mentarán los mecanismos a fin de procurar la inmediatez y simultaneidad de los pagos respectivos.

Artículo 12 — Sustitúyese el inciso a) del artículo 24 de la Ley 24.241 y sus modificatorias, por 
el siguiente:

a) Si todos los servicios con aportes computados lo fueren en relación de dependencia, el haber será 
equivalente al UNO Y MEDIO POR CIENTO (1,5%) por cada año de servicio con aportes o fracción 
mayor de SEIS (6) meses, hasta un máximo de TREINTA Y CINCO

(35) años, calculado sobre el promedio de remuneraciones sujetas a aportes y contribuciones actua-
lizadas y percibidas durante el período de DIEZ (10) años inmediatamente anterior a la cesación del 
servicio. No se computarán los períodos en que el afiliado hubiere estado inactivo, y consecuente-
mente no hubiere percibido remuneraciones.

Facúltase a la Secretaría de Seguridad Social del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social a 
dictar las normas reglamentarias que establecerán los procedimientos de cálculo del correspondiente 
promedio.

Artículo 13 — Sustitúyense todas las referencias al Módulo Previsional (MOPRE) existentes en 
las disposiciones legales y reglamentarias vigentes, las que quedarán reemplazadas por una determi-
nada proporción del haber mínimo garantizado a que se refiere el artículo 125 de la Ley 24.241 y sus 
modificatorias, según el caso que se trate.

La reglamentación dispondrá la autoridad de aplicación responsable para determinar la equivalencia 
entre el valor del Módulo Previsional (MOPRE), y el del haber mínimo garantizado a la fecha de vi-
gencia de la presente ley.

CAPÍTULO III
DISpOSICIONES tRANSItORIAS

Artículo 14 — Las sumas que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se liquidaran 
en concepto de Suplemento por Movilidad, creado por el decreto 1199/04 y por los incrementos otor-
gados por el decreto 764/06, por el artículo 45 de la Ley 26.198 y por los decretos 1346/07 y 279/08, 
pasarán a integrar la Prestación Básica Universal en la medida necesaria para alcanzar el valor men-
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cionado en el artículo 4º y el remanente la Prestación Compensatoria y la Prestación Adicional por 
Permanencia, proporcionalmente y según corresponda.

Artículo 15 — El primer ajuste en base a lo establecido en el artículo 32 y concordantes de la 
Ley 24.241 y sus modificatorias se aplicará el 1º de marzo de 2009.

Artículo 16 — La reglamentación establecerá las fechas a partir de las cuales comenzarán a regir 
las distintas normas incluidas en la presente ley.

Artículo 17 — Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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LEy pROvINCIAL DE 
RÉgImEN juBILAtORIO 

ABOgADOS y 
pROCuRADORES DE LA 

pROvINCIA DE SANtA fE
10.727

Régimen previsional, cajas de previsión, abogados, procuradores, aportes previsionales, afiliados pre-
visionales, Seguridad social, Derecho civil

LA LEgISLAtuRA DE LA pROvINCIA SANCIONA 
CON fuERzA DE LEy:

TÍTULO I

CAPITULO I 
DENOmINACIóN y ámBItO DE ApLICACIóN

Artículo 1 - La Caja de Jubilaciones y Pensiones de Abogados y Procuradores, creada por ley Nro. 
3187, continuará funcionando con la denominación ” CAJA DE SEGURIDAD SOCIAL DE ABOGA-
DOS Y PROCURADORES DE LA PROVINCIA DE SANTA FE “, con personería jurídica y autonomía 
financiera y económica. Las disposiciones de la presente ley son de orden público y su aplicación 
estará a cargo de su Directorio.

CAPÍTULO II 
DE LOS AfILIADOS

Artículo 2 - Los abogados y procuradores inscriptos en la matrícula respectiva son automática y 
obligatoriamente afiliados a esta Caja mientras subsista la habilitación para el ejercicio profesional, 
aún cuando estuvieran afiliados a otros regímenes jubilatorios de previsión o seguridad social, cual-
quiera fuera su naturaleza y sin perjuicio de los dispuesto en el artículo 39 de la presente. La suspen-
sión temporal de la matrícula implicará la suspensión en la afiliación a la Caja por el mismo término.

Artículo 3 - Los Colegios Profesionales de abogados y procuradores de la Provincia y/o entidades 
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o instituciones u organismos que lleven el registro y control de la matrícula deberán comunicar a la 
Caja toda inscripción, alteración, suspensión o cancelación que se produzca en la misma, dentro de 
los treinta días de producida.

Dentro del mismo término, igual obligación corresponderá a los profesionales matriculados.

Asimismo, las entidades antes mencionadas, los organismos y agentes del Estado y las instituciones 
y/o personas públicas, semipúblicas y privadas están obligados a brindar cooperación y evacuar todos 
los informes que les solicite la Caja en cualquier asunto o gestión de interés para la misma.

CAPÍTULO III 
DE LOS RECuRSOS

Artículo 4 - El régimen instituido en la presente ley se financiará:

a) Con un aporte equivalente al uno por ciento ( 1% ) del haber mínimo de la jubilación ordinaria que 
abone la institución, en cada causa que se promueva por ante la Corte Suprema de Justicia, Cámara 
de Apelaciones, Juzgados de primera Instancia de Distrito y de Circuito, de Circuito de Ejecución, 
Tribunales Colegiados, Registro público de Comercio, Juzgados Comunales, Juzgados en lo Penal y 
Juzgados del Trabajo, Cámara Federal de Apelaciones y Juzgados Federales.

En cada incidente que se promueva dentro de la causa principal, el aporte será del treinta por ciento 
( 30% ) del establecido en el primer párrafo de este inciso.

En el orden administrativo nacional, provincial y municipal, el aporte será del cincuenta por ciento 
( 50% ) del que se fija en el primer párrafo de este inciso por cada gestión que se promueva dentro 
del ámbito territorial de la Provincia, con patrocinio o representación de abogados o procuradores.

Los aportes establecidos en el presente inciso serán efectuados al iniciarse la causa o en oportunidad 
de la primera intervención del profesional, siendo en todos los casos, responsabilidad del mismo b) 
Con un aporte equivalente al diez por ciento ( 10% ) del haber mínimo de la jubilación ordinaria por 
cada solicitud de inscripción en la matrícula de abogados o procuradores de la provincia. c) Con el 
veinte por ciento ( 20% ) de lo que recaude la provincia por publicaciones en el ” Boletín Oficial “. 
La oficina recaudadora ingresará diariamente lo que corresponda a esta Caja. d) Con un aporte a 
cargo de los profesionales del siete por ciento ( 7% ), calculado sobre toda suma que por concepto de 
honorarios perciban los abogados y procuradores dentro de la provincia, cualquiera sea el lugar y/o 
forma de pago.

e) Con una contribución del trece por ciento ( 13% ) a cargo del obligado al pago sobre toda suma que 
por concepto de honorarios perciban los abogados y procuradores.

El Banco de Santa Fe o la Institución que lo reemplace realizará la retención de los aporte y contri-
buciones que fijan este inciso y el d), al hacer efectivas las órdenes de pago que se libren, de acuer-
do a las constancias puestas por el Secretario del respectivo Juzgado. Los fondos retenidos serán 
depositados en la cuenta especial de la Caja. El Banco de Santa Fe o la Institución que lo reemplace 
responderá de los descuentos y retenciones que no hiciere estando obligado a ello por disposición 
expresa de esta ley.

f) Cuando los honorarios se devenguen en gestiones iniciadas en la Provincia por ante organismos 
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administrativos nacionales y tramitadas parcialmente fuera del territorio de la Provincia, los mismos 
generarán aporte reducidos en un cincuenta por ciento ( 50% ).

g) Con el importe de las multas que impongan las autoridades de la Caja y con las donaciones y lega-
dos que se hagan a la misma.

h) Con los intereses y beneficios procedentes de la inversión de los bienes de la Caja.

i) Con el dinero que exista en las cuentas judiciales -excluidas las Usuras Pupilares- de las casas, 
sucursales y agencia del Banco de Santa Fe o la Institución que lo reemplace y que estuvieren inmo-
vilizadas durante diez años.

El Banco de Santa Fe o la Institución que lo reemplace acreditará dichos fondos en el mes de enero 
de cada a^o, pasando una nómina la Caja.

La Caja está obligada a restituir de inmediato aquellos importes que por esta disposición se le hubie-
ren acreditado y que deban abonarse por orden judicial.

El Banco debitará en estos casos, de la cuenta especial de la Caja los importes que correspondan 
pagarse.

*Artículo 4 bIS - El Estado Provincial, Administración Pública centralizada o descentralizada, 
entidades autárquicas, empresas del Estado, sociedades del Estado y sociedades con participación 
estatal mayoritaria, cualquiera sea la forma jurídica bajo la que actúen, no pagarán ni el aporte ni la 
contribución establecidos en los incisos d) y e) del artículo precedente, por la actuación de los abo-
gados y procuradores que los representen o patrocinen.

Por cada afiliado que los haya representado o patrocinado en el año en causa judicial, el Estado Pro-
vincial y los entes referidos, pagarán única y anualmente a la Caja una suma equivalente al importe 
faltante para integrar el aporte previsto en el inciso a) del artículo 42.

El pago referido en el párrafo precedente se efectivizará por período vencido, cada mes de junio.

Artículo 5 - Exceptúase a los profesionales de la obligación de efectuar el aporte y la contribución 
establecidos en los incisos d) y e) del Artículo 4 Nro. en los siguientes casos:

a) Cuando el profesional sea el obligado al pago de sus honorarios en causa propia o actúe por dere-
cho propio.

b) Cuando el obligado al pago de sus honorarios sea ascendiente, descendiente, hermano o cónyuge 
del titular de los mismos.

Artículo 6 - El aporte correspondiente a honorarios extrajudiciales deberá ser depositado por 
los profesionales dentro del término de cinco días de haberlos percibidos, bajo la pena prevista en el 
artículo 62.

Artículo 7 - Los Jueces no darán curso a ninguna causa que requiera intervención profesional, 
ni podrán dar por terminado ningún expediente, disponer su archivo, aprobar transacciones, admitir 
desistimientos o cesiones, dar por cumplida la sentencia, ordenar el levantamiento de medidas pre-
cautorias, sustituir inhibiciones generales o cautelares sobre bienes registrables por medidas precau-
torias sobre bienes no registrables, disponer la inscripción de dominio o acto alguno de disposición, 
hacer entrega de fondos, valores o cualquier documento, mientras no conste el cumplimiento de las 
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exigencias del artículo 4 incisos a), d) y e).
En todas las causas y fueros, los magistrados están obligados a regular honorarios, aún de oficio, con 
noticia a la Caja.

Artículo 8 - El aporte mínimo obligatorio será el que resulte de la aplicación de la tasa de aportes 
que el Directorio determine anualmente, sobre la base de la relación de activos y pasivos y demás ele-
mentos técnicos pertinentes a tal fin, del haber de la jubilación ordinaria mínima que la Caja abone a 
abogados y procuradores, el cual si no fuere cubierto con aportes derivados de actuación profesional 
judicial o extrajudicial, deberá integrarse con fondos del propio peculio del afiliado.

La fijación de la periodicidad de la integración de los mínimos de aportes obligatorios será facultad 
del Directorio.

El aporte previsto en el artículo 4 inc. a) se computará a los fines de la integración del mínimo obligatorio.

Cuando no se cubriese el aporte mínimo, la Caja deberá intimar al afiliado en la forma y plazo que fije 
el Directorio para que ingrese el importe adecuado. Si no lo abonare en dicho plazo, la Caja deberá 
promover las acciones prevista en el artículo 13 para su cobro. En ambos casos, siempre que el costo 
operativo lo justificara.

* Artículo 9 - Los nuevos afiliados de la Caja se encuentran exentos de integrar con fondos del 
propio peculio, los mínimos de aportes anuales correspondientes a los tres primeros años de afilia-
ción, contados a partir de la fecha de primera inscripción en la matrícula en la Provincia.

Los afiliados podrán completar los mínimos de aportes referidos con fondos propios de acuerdo al 
monto del aporte mínimo anual obligatorio vigente a la fecha de pago con más los recargos corres-
pondientes, dentro del plazo de cinco años de dicha matriculación.

Si no los abonaren en el término precitado, no se computarán los períodos respectivos a los fines de 
la obtención de cualquiera de los beneficios previstos en esta ley, quedando a beneficio de la Caja, los 
aportes que correspondan al año que no se compute.

La intimación de pago a que se refiere el artículo anterior será plenamente eficaz y producirá todos 
sus efectos cuando fuere dirigida al domicilio legal constituido en la solicitud de afiliación o en el de-
nunciado con posterioridad en forma fehaciente, aún cuando la misma fuere devuelta por las oficinas 
de correos por causa no imputable a la Caja.

Dicha eficacia no será enervada por las notificaciones, intimaciones o comunicaciones de cualquier 
otra naturaleza que la Caja dirija al afiliado a cualquier otro domicilio, por motivos ajenos a la inti-
mación a que se refiere el artículo precedente.

* Artículo 10 - Los aportes mínimos anuales obligatorios o los saldos de los mismos que no fueren 
pagados dentro del término por el cual hayan sido intimados, se abonarán de acuerdo al monto del 
aporte mínimo anual obligatorio vigente a la fecha de pago.

Artículo 11 - A  los fines del cómputo de aportes para la integración de los mínimos establecidos 
en el artículo 8, se procederá conforme a las pautas que se consignan a continuación:

a) Se sumarán mensualmente los aportes y contribuciones previstos en los incisos a), d) y e) del artí-
culo 4 de esta ley y se determinará el porcentaje que el importe resultante represente en relación al 

haber jubilatorio mínimo que la Caja abone en dicho mes.
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b) Para cubrir el mínimo correspondiente a los períodos, la suma de los porcentuales mensuales que 

los integran no podrán ser inferior al porcentaje exigido para cada uno de aquellos.

c) El eventual porcentaje faltante para cubrir el mínimo del período respectivo, se aplicará sobre el 

importe de la jubilación ordinaria mínima del último mes del período que establezca el Directorio de 

conformidad a lo dispuesto en el segundo apartado del art. 8, la suma que así se determine, constitui-

rá el importe a cuyo pago será intimado el afiliado.

Artículo 12 - Los abogados y procuradores excluidos del ejercicio de la abogacía o la procuración 

por la Ley Orgánica de Tribunales, pagarán igualmente los aportes y contribuciones que establecen los 

incisos a), b), d) y e) del artículo 4, aunque no generen derecho al cómputo por no cubrir el mínimo.

Artículo 13 - La Caja tiene acción para perseguir el cobro de los aportes y contribuciones de los 

obligados a su pago y para subrogarse en los derechos del profesional contra el cliente o condenado 

en costas por la parte de honorarios que debe abonar en virtud de esta ley.

Igual acción tiene el profesional contra su mandante y/o el vencido en costas.

* Artículo 14 - Para los juicios que inicie la Caja por cobro de mínimos de aportes, contribucio-

nes, multas, intereses, de cualquier otra obligación impuesta por la presente ley, su reglamentación 

o reglamentos especiales y de cualquier otra suma adeudada a la Caja cualquiera fuera su concepto, 

procederá la vía de apremio y será título suficiente para la ejecución, el certificado, liquidación de 

deuda o cualquier otro documento expedido por la Caja. Al cobro judicial del aporte y contribución 

previstos en los incisos d) y e) del artículo 4 se le imprimirá el trámite establecido en el apartado an-

terior o el prescripto por el Código de Procedimiento Civiles y Comerciales para el juicio de apremio.

Salvo la exención dispuesta en el artículo 4 bis, la eximición de la obligación de pago de honorarios 

de los abogados y procuradores que desempeñaran actividad profesional en relación de dependencia 

con entes oficiales, con personas privadas o entidades de cualquier naturaleza, a favor de éstos, no 

implicará la exención de la obligación de efectuar los aportes y contribuciones previstas en los inci-

sos a), d), e), y f) del Artículo 4 cuyo cobro podrá ser ejecutado por el profesional interesado o por la 

Caja contra el obligado al pago de dichos conceptos.

La Caja y los profesionales que la representen estarán exentos de todo impuesto, tasa, estampilla, 

contribución y demás gravámenes, cualquiera sea su carácter o naturaleza en todas las causas que 

promovieran o en las que tomaren intervención, vinculadas con el ejercicio de funciones, obligacio-

nes y derechos emergentes de la presente ley, como de las reglamentaciones dictadas o a dictarse.

Artículo 15 - Los fondos y rentas que se obtengan por la aplicación de esta ley, serán de exclusiva 

propiedad de la Caja y con ellos se atenderán el pago de las prestaciones y los gastos de administra-

ción de la misma y demás actos a los que refiere el artículo 24 bajo la responsabilidad personal de los 

integrantes del Directorio, que se hará efectiva en su bienes.

Artículo 16 - La Caja debe mantener un nivel de reservas no inferior al monto equivalente a 

diez meses de egresos totales del sistema, salvo circunstancias excepcionales debidamente fundadas, 

revisables periódicamente por el Directorio sobre la base de cálculos técnicos y actuariales.
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CAPÍTULO IV 
DE LA ADmINIStRACIóN

Artículo 17 - La Caja será dirigida y administrada por un Directorio compuesto por seis miem-
bros, cuatro elegidos entre los afiliados activos y dos entre los jubilados.

* Artículo 18 - Dos de los miembros del Directorio serán elegidos de un padrón formado por los 
afiliados activos domiciliados en la zona compuesta por las circunscripciones judiciales uno, cuatro 
y cinco de la Provincia; otros dos de los miembros serán elegidos de un padrón formado por los afi-
liados activos domiciliados en la zona compuesta por las circunscripciones judiciales número dos y 
tres de la Provincia.

Los Directores representantes de los jubilados serán elegidos por éstos, uno por cada zona, de los 
padrones confeccionados de acuerdo a lo establecido en el apartado anterior.

Conjuntamente con cada director titular será elegido un director suplente, que podrá asistir a las 
sesiones con vos y sin voto.

A partir de la presente ley los directores durarán en sus funciones cuatro años pudiendo ser reelectos 
en forma continua por una sola vez; y se renovarán en sus cargos por mitades en forma coincidente 
con las elecciones de la Sindicatura.

Los Directores con mandato vigente a la fecha de promulgación de esta ley serán renovados de la 
siguiente forma: tres de ellos en ocasión de la primera elección de Síndicos que se realice y los tres 
restantes en la subsiguiente elección; a razón de un activo por cada zona de la Provincia y un pasivo 
correspondiente a una de las zonas, todos ellos determinados por sorteo.

Para ser director titular o suplente de los activos se requiere, como mínimo, diez años de antigüedad 
como afiliado a la Caja en pleno derecho de su condición de tal, figurar en el padrón respectivo y 
tener su domicilio en la zona por la que pretende ser elegido.

Artículo 19 - La elección de los directores se hará por votación directa y secreta de los activos y 
jubilados inscriptos en los padrones respectivos, entre los candidatos oficializados hasta treinta días 
corridos antes de la fecha del comicio. La oficialización deberá ser solicitada al Presidente de la Caja 
por nota suscripta por no menos de cincuenta electores activos y veinte por los jubilados.

Artículo 20 - Las elecciones se efectuarán en el mes de junio durante el horario de 8 a 12,30 hs. 
en los lugares que designe el Directorio.

La convocatoria se hará conocer sesenta días corridos como mínimo antes de la fecha del comicio, 
mediante aviso en el Boletín Oficial y de otros medios de publicidad de amplia difusión en las res-
pectivas zonas.

Artículo 21 - La elección se hará por simple mayoría de sufragios por cada candidato y será vá-
lida cualquiera fuera el número de votantes.

El escrutinio se efectuará inmediatamente de finalizado el comicio.

En el caso de ser oficializada una sola lista, en una o en otra zona, el Directorio la proclamará electa 
y no se realizará el acto eleccionario.
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Artículo 22 - En todo lo no previsto en forma expresa en la presente ley, con relación a la elec-
ción de Directores, se estará a la reglamentación que por resolución especial sancione el Directorio, 
quien, en última instancia y supletoriamente, aplicará la Ley Electoral Provincial.

Artículo 23 - Los Directores tomarán posesión de sus cargos el primer día hábil del mes de agos-
to. En la primera reunión de Directorio, éste designará de su seno al Presidente, Vicepresidente y 
Encargado de la Delegación Rosario que durarán un a^o en sus funciones, pudiendo ser reelectos. En 
la misma reunión se fijarán los días de sesión.

Para la elección de autoridades votan todos los miembros titulares del Directorio, requiriéndose un 
quorum mínimo de cinco directores.

En todas las demás resoluciones se necesitará la presencia de cuatro de sus miembros y ellas se 
adoptarán por simple mayoría de votos, definiendo la Presidencia en caso de empate, haciendo uso 
del doble voto.

Fracasada una sesión ordinaria por falta de quorum, la Presidencia está facultada para convocar a 
una extraordinaria en un término no mayor de quince días corridos. Fracasada ésta, se procederá en 
los mismos términos a una nueva convocatoria, la que se llevará a cabo con los directores que asis-
tieran, siendo válidas las resoluciones adoptadas por mayoría de los concurrentes.

Artículo 24 - El Directorio es la autoridad superior y representativa de la Caja, tiene a su cargo 
la aplicación de la presente ley y el cumplimiento de sus finalidades.

Son sus atribuciones y deberes:

a) Aplicar la ley, resolviendo los casos no previstos en todas las cuestiones que se originaren por su 
interpretación y la de sus reglamentaciones;

b) Recaudar en la forma que dispone la presente ley y demás normas que por vía reglamentaria se 
establezcan; los aportes, contribuciones, rentas y demás recursos de la Caja;

c) Determinar la inversión de los fondos de acuerdo a la presente ley y su reglamentación.

Con los fondos disponibles podrá adquirir bienes muebles o inmuebles o construirlos, realizar inver-
siones financieras en títulos y valores de la renta pública, y operaciones en instituciones bancarias 
oficiales o privadas reconocidas por el Banco Central de la República Argentina que operen en la 
Provincia;

d) Conceder o denegar las prestaciones y beneficios previstos en esta ley;

e) Disponer la creación de Delegaciones, Filiales y/o Agencias de la Caja, en otras zonas de la Provincia;

f) Aprobar la Memoria y Balance Anual; previa intervención de la Sindicatura.

g) Designar por concurso y remover empleados, fijando sus remuneraciones y aplicar sanciones, las 
que podrán ser apercibimientos, multas, suspensiones y las que establezca la presente ley y su regla-
mentación;

h) Dictar y reformar su reglamento interno;

i) Celebrar convenios de reciprocidad con otras Cajas y Organismos previsionales creados por ley; 
previo reconocimiento de la Sindicatura;
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j) Modificar los haberes de las prestaciones o beneficios, otorgar bonificaciones transitorias de carác-
ter general, atendiendo en cada oportunidad a la seguridad y estabilidad de la situación económica 
financiera de la Caja, con conocimiento de la Sindicatura;

k) En casos excepcionales disponer moratorias de aportes y contribuciones y sancionar su reglamen-
tación;

l) Confeccionar el presupuesto anual. Fijar los gastos de administración, los que no podrán exceder 
del trece por ciento ( 13% ) de los ingresos anuales;

m) Excluir de su seno a cualquiera de sus miembros que sin causa justificada faltare a dos sesiones 
consecutivas o tres alternadas, por cada ejercicio anual.

Artículo 25 - En caso de vacancia de algún cargo titular que no se pudiere cubrir conforme a esta 
ley, el Directorio deberá disponer se convoque a comicios extraordinarios para todos los cargos titu-
lares y suplentes vacantes, siempre que para el vencimiento del mandato faltaren seis o más meses y 
en tanto y en cuanto el Directorio no tenga quorum para seguir sesionando. Los electos completarán 
el período.

Artículo 26 - En caso de renuncia, fallecimiento o ausencia temporaria o definitiva de su titular, 
el suplente elegido con el mismo lo reemplazará con sus mismos deberes y atribuciones, siendo obli-
gación del titular la notificación de su ausencia a su suplente, a los efectos del reemplazo.

Artículo 27 - El presidente del Directorio representa a la Caja en todos sus actos y preside sus 
sesiones de acuerdo con el reglamento interno. Tiene además las obligaciones y facultades siguientes:

a) Ejecutar las decisiones del Directorio;

b) Vigilar el cumplimiento de la ley y disposiciones reglamentarias;

c) Es jefe administrativo del personal, pudiendo otorgar licencias extraordinarias de hasta ocho días 
en casos debidamente justificadas y aplicar medidas disciplinarias desde apercibimiento hasta sus-
pensión por quince días, sin goce de sueldo, con cargo de dar cuenta al Directorio;

d) Puede estar en juicio en representación de la Caja; e) Con autorización y facultades que determine 
el Directorio, otorgar poderes especiales o generales y revocarlos; f) Presentar anualmente al Directo-
rio la Memoria y Balance del ejercicio económico fenecido el 30 de junio, dentro de los noventa días 
corridos de esta fecha;

g) Convocar al Directorio a sesión extraordinaria, por sí o cuando lo soliciten dos (2) directores como 
mínimo, en todos los casos con expresión de causa;

h) Las demás funciones y facultades que fijen esta ley y el reglamento interno.

Artículo 28 - En caso de fallecimiento, renuncia, ausencia o cualquier otro impedimento del 
Presidente, el Vicepresidente ejercerá la Presidencia con las mismas facultades que el titular.

El reemplazo por fallecimiento o renuncia durará hasta la terminación del período.

Artículo 29 - El Director encargado de la Delegación Rosario ejerce todas las funciones que le 
asigne el Reglamento Interno, elaborado por el Directorio.

Artículo 30 - Son facultades y deberes de los directores titulares:
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a) Asistir a las sesiones y cooperar en el cumplimiento de los fines sociales de la Institución;

b) Controlar las actividades de la Caja y del personal administrativo;

c) Fiscalizar la marcha de la Institución, pudiendo examinar los libros y documentos, estados de 
cuenta, órdenes de pago, comprobantes y toda otra documentación y llevar al Directorio las sugeren-
cias que estimen convenientes;

d) Presentar y fundar proyectos e iniciativas;

e) Inspeccionar toda institución u organismo, cualquiera sea su naturaleza jurídica, donde se ejerza 
actividad profesional con percepción de honorarios, al solo efecto de verificar el cumplimiento de 
esta ley, debiendo informar de su gestión al Directorio.

f) Las demás funciones que fije esta ley, el Directorio o el Reglamento Interno.

Artículo 31 - Los miembros titulares del Directorio tendrán una remuneración, libre de gastos, 
cuyo importe será equivalente al cincuenta por ciento ( 50% ) del haber de la jubilación ordinaria 
mínima que abone la Caja.

El presidente y el Encargado de la Delegación Rosario percibirán una remuneración del ciento por 
ciento ( 100% ) y setenta y cinco por ciento ( 75% ), respectivamente, del haber de la jubilación ordi-
naria mínima que abone la Caja.

Los suplentes percibirán remuneración cuando ejerzan efectivamente la función de Director Titular.

Artículo 32 - La administración de la Caja será fiscalizada por una Sindicatura compuesta de: 
un Síndico Titular que será elegido de un padrón formado por los afiliados activos domiciliados en la 
zona compuesta por las circunscripciones judiciales números uno, cuatro y cinco. Un Síndico Titular 
que será elegido de un padrón formado por los afiliados activos domiciliados en la zona compuesta 
por las circunscripciones judiciales número dos y tres. Un Síndico Titular que será designado por el 
Poder Ejecutivo.

Conjuntamente con cada Síndico Titular se elegirá un Síndico Suplente que reemplazará al Titular en 
caso de vacancia o fallecimiento.

Artículo 33 - Los Síndicos elegidos por los afiliados activos durarán en sus funciones dos ( 2 ) 
años, pudiendo ser reelectos en forma continua por una sola vez, observándose en lo pertinente el 
procedimiento previsto por esta ley para la elección de los Directores.

Artículo 34 - La Sindicatura tendrá las siguientes facultades:

a) Examinar comprobantes, bienes y valores y sus respectivas registraciones.

b) Informar sobre la Memoria, Estados Contables y Ejecución del Presupuesto, formulando las obser-
vaciones pertinentes. c) Las demás atribuciones que establezca la reglamentación de la presente ley.

Las conclusiones deberán ser suscriptas por dos de sus miembros como mínimo.

Artículo 35 - Para ser miembro de la Sindicatura se requieren diez años de ejercicio profesional 
computables a los fines de la obtención del beneficio jubilatorio.
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CAPÍTULO V 
DE LAS pREStACIONES

* Artículo 36 - Establecense los siguientes beneficios:

a) Jubilación ordinaria;

b) Jubilación por edad avanzada;

c) Jubilación por invalidez;

d) Pensión;

e) Subsidio por sepelio;

f) Subsidio por incapacidad total temporal;

g) Préstamos a afiliados activos y pasivos, hasta un máximo del diez por ciento (10%) del total de las 
disponibilidades al cierre de cada ejercicio, por los montos y con las condiciones y requisitos que fije 
la reglamentación especial que dicte el Directorio.

La enumeración de prestaciones precedente reviste carácter taxativo.

[Modificaciones]

Artículo 37 - El derecho a las prestaciones se rige en lo sustancial, salvo disposición expresa en 
contrario, por la ley vigente a la fecha de solicitud del beneficio para las jubilaciones que reúnan los 
requisitos para su otorgamiento y a la muerte del causante para las pensiones.

* Artículo 37 bIS - Para poder acceder a las prestaciones que acuerda la presente ley es condi-
ción necesaria no adeudar suma alguna a la Caja a la echa de solicitud y haber dado cumplimiento 
a los requisitos respectivos. No habrá derecho al cobro de haberes por períodos previos a la fecha de 
cancelación de toda deuda con la Caja.

Artículo 38 - Las prestaciones revisten los siguientes caracteres:

a) Son personalísimas y sólo corresponden a los propios beneficiarios;

b) No pueden ser enajenadas ni afectadas a terceros por derecho alguno;

c) Son embargables solamente en la proporción de ley con excepción de las cuotas por alimentos y 
litis expensas;

d) Están sujetas a las deducciones provenientes de créditos en favor de la Caja, las que no podrán 
superar el veinte por ciento ( 20% ).

* Artículo39 - Las prestaciones y beneficios derivados de la presente ley son compatibles con los 
provenientes de otros regímenes, cualquiera fuera su naturaleza, sin perjuicio de los que establezcan 
los convenios de reciprocidad.

Hasta tanto se sancionen nuevas normas reguladoras de la reciprocidad jubilatoria para las Cajas de 



Edición especial - CEDyCS

213

Profesionales Universitarios del país, los afiliados podrán optar por la aplicación del convenio vigente, 
aun en el supuesto de reunir los requisitos y condiciones para acceder a la jubilación ordinaria por 
ante esta Caja.

La jubilación por edad avanzada es incompatible con el goce de cualquier otro beneficio, salvo cuan-
do la totalidad de los servicios reconocidos por este régimen no genere un reajuste del haber en el 
otro régimen.

* Artículo 39 bIS - Será considerado aportante regular a los fines del otorgamiento de la jubila-
ción por invalidez, de la pensión y del subsidio por incapacidad total temporal, el afiliado que hubiere 
integrado:

a) Los aportes mínimos anuales por un número de años igual o superior al cincuenta por ciento (50 
%) de todos los años con afiliación a la Caja y b) El mínimo anual de aportes correspondiente al año 
del inicio de la incapacidad o del fallecimiento, o al de alguno de los tres años inmediatos anteriores 
al mismo.

Será también considerado aportante regular el afiliado que acredite el mínimo de años de afiliación 
con aportes exigido como requisito de la jubilación ordinaria.

Para ser computados a los fines del cumplimiento de las exigencias del presente artículo, los aportes 
deberán haberse integrado en su totalidad, con los eventuales accesorios por falta de pago en térmi-
no, con anterioridad a la fecha de inicio de la incapacidad o del fallecimiento.

En todos los casos en que haya derecho a la jubilación por invalidez, a la pensión o al subsidio por 
incapacidad total temporal, para poder acceder a las prestaciones deberá cancelarse toda deuda con 
la Caja de acuerdo a lo previsto por el artículo 37 bis.

El Directorio establecerá por reglamento las condiciones de aplicación del presente artículo y las 
exigencias que regirán para los afiliados que tengan menos de cinco (5) años de afiliación a la Caja.

Artículo 40 - La notificación del otorgamiento de las jubilaciones producirá automáticamente 
la cancelación de la inscripción de la matrícula, salvo petición en contrario del interesado para las 
previstas en los incisos a) y b) del art.36, en cuyo caso no comenzarán a abonarse los haberes hasta 
la efectivización de la referida cancelación.

A sus efectos, el Directorio comunicará a quienes corresponda las las jubilaciones acordadas.

Hechos efectivos los referidos beneficios jubilatorios, queda prohibido a sus Titulares todo ejercicio 
profesional posterior.

Los Titulares de jubilación en suspenso tendrán la obligación de efectuar los aportes establecidos en 
el artículo 4, inc.d) y e), pero estarán exentos de la obligación de cubrir los mínimos legales.

Artículo 41 - Se considerará que violan la prohibición precedente los jubilados que concurran 
a los Tribunales, interesándose en asuntos que no son propios o colaboren con estudios jurídicos o 
asesoren jurídicamente a entidades públicas o privadas o evacúen consulta en forma habitual.

Comprobada la actuación profesional de un jubilado, el Directorio lo suspenderá en la percepción 
del beneficio.

Artículo 42 - El haber de las prestaciones por jubilación ordinaria, por edad avanzada y por in-
validez que abone la Caja, se bonificará en función de los aportes realizados y de la siguiente forma:
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a) El afiliado que acreditare, durante los mejores quince años, aportes que en cada año computable 
superen el ciento por ciento ( 100% ) del mínimo exigido en al año respectivo, tendrá derecho a un 
incremento de hasta el cincuenta por ciento ( 50% ) sobre el haber mínimo o básico mensual de la 
jubilación ordinaria vigente.

b) El afiliado que acreditare, durante los mejores quince años, aportes que en cada año computable, 
superen el doscientos por ciento ( 200% ) del mínimo exigido en el año respectivo, tendrá derecho a 
un incremento de hasta el ciento por ciento ( 100% ) sobre el haber mínimo o básico mensual de la 
jubilación ordinaria vigente. c) El afiliado que acreditare, durante los mejores quince años, aportes 
que en cada año computable superen el cuatrocientos por ciento( 400% ) del mínimo exigido en el 
año respectivo, tendrá derecho a un incremento de hasta el doscientos por ciento ( 200% ) sobre el 
haber mínimo o básico mensual de la jubilación ordinaria.

A los afectos de lo normado precedentemente, los faltantes de aportes de un período sólo podrán 
compensarse con los excedentes de otro u otros anteriores, cuando todos estén comprendidos en 
un mismo año calendario, pero no entre faltantes y excedentes de períodos correspondientes a años 
calendarios distintos. En los períodos anteriores a 1985, a los afectos de la determinación del haber 
definitivo por aplicación de las categorías establecidas precedentemente, el mínimo de aportes exigi-
do para cada a^o computable será del ciento cincuenta por ciento ( 150% ) del monto de la jubilación 
ordinaria vigente en el mes de diciembre del a^o respectivo.

* Artículo42 bIS - Los abogados y procuradores, con relación de dependencia o convencional 
de cualquier naturaleza con el estado provincial, Administración Pública centralizada o descentrali-
zada, entidades autárquicas, empresas del Estado y sociedades con participación estatal mayoritaria, 
cualquiera sea su forma jurídica, computarán como aportes válidos para obtener los beneficios pre-
visionales de la Caja los siguientes:

a) Para la obtención de la prestación previsional mínima: los derivados de su actuación privada, 
judicial o extrajudicial, aquellos que les efectuaren las contrapartes, y la proporción necesaria para 
cubrir el mínimo anual obligatorio establecido en el artículo 8 que aportare el Estado o los entes re-
feridos por aplicación del artículo 4 Bis.

b) Para la obtención de prestaciones previsionales bonificadas (Artículo 42): los derivados de su 
actuación privada, judicial o extrajudicial, aquellos que les efectuaren las contrapartes y los que in-
tegrare con fondos de su propio peculio.

* Artículo 43 - Los aportes necesarios para la obtención de prestaciones bonificadas del Artículo 
42 podrán ser cubiertos con los derivados del ejercicio efectivo en actuaciones judiciales o extrajudi-
ciales, o del propio peculio del afiliado, siempre que fueren realizados dentro de cada año calendario.

Artículo 44 - El haber de la prestación por pensión será equivalente al ochenta por ciento ( 80% 
) de la jubilación que percibía o le hubiera correspondido percibir al causante. La cuota parte de 
pensión de cada hijo se incrementará en un cinco por ciento del haber jubilatorio del causante, no 
pudiendo exceder el ciento por ciento de la prestación total.

Jubilación ordinaria

* Artículo 45 - Tendrán derecho a la jubilación ordinaria los afiliados que:

a) Hubieren cumplida sesenta (60) años de edad.

b) Acrediten treinta (30) años de servicios y afiliación con aportes.
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El Directorio podrá elevar la edad exigible para el otorgamiento de la jubilación ordinaria hasta un 
máximo de sesenta y cinco (65) años, en forma progresiva, cuando la situación económico-financiera 
de la Caja lo hiciere necesario, conforme el dictamen de estudios actuariales.

Jubilación por edad avanzada

Artículo 46 - Tendrán derecho a la jubilación por edad avanzada los afiliados que:

a) Hubieren cumplido setenta ( 70 ) años de edad.

b) Acrediten como mínimo quince ( 15 ) años de ejercicio de profesional en la forma y condiciones 
establecidas en la presente ley, de los cuales, por lo menos diez ( 10 ) deben corresponder al período 
inmediato anterior a la cancelación de la matrícula.

Artículo 47 - El haber mensual de la jubilación por edad avanzada será equivalente al cincuenta 
por ciento ( 50% ) del monto que le pudiera corresponder por aplicación del artículo 42, con más una 
bonificación de tres coma treinta y tres por ciento ( 3,33% ) por cada año completo de servicios con 
aportes que exceda de quince años.

Jubilación por invalidez

* Artículo 48 - Tendrán derecho a la jubilación por invalidez, -salvo lo previsto en el artículo 
siguiente- cualquiera fuere la edad y antigüedad en el servicio los afiliados aportantes regulares que 
se incapaciten física o intelectualmente en forma total para el desempeño de su profesión, siempre 
que la incapacidad tuviere su inicio o se hubiere producido con posterioridad a la fecha de afiliación 
a la Caja. La invalidez que produzca en la capacidad laborativa una disminución del sesenta y seis 
por ciento (66 %) o más, se considerará total.

Incumbe a los interesados aportar los elementos de juicio tendientes a acreditar la incapacidad invo-
cada y la fecha en que la misma se produjo.

Los dictámenes que emitan las Juntas Médicas que se constituyan a los fines de la determinación de 
la invalidez, deberán ser fundados e indicar, en su caso, el porcentaje de incapacidad del afiliado, el 
carácter transitorio o permanente de la misma y la fecha en que dicha incapacidad se inició o produ-
jo, así como la fecha en que la misma debe ser considerada total y permanente.-

Artículo 49 - No podrán acogerse a la jubilación por invalidez, ni dejar derecho a pensión, quie-
nes se encuentren gozando o con derecho a gozar de beneficio previsional en otro régimen, y no con-
taren con diez años como mínimo de afiliación con aportes, de los cuales cinco deben ser continuos 
e inmediatamente anteriores a la declaración de incapacidad.

Artículo 50 - La apreciación de la invalidez se efectuará por la Caja, previo dictamen técnico, 
mediante el procedimiento que arbitre la reglamentación y hasta tanto ésta se dicte, el que determine 
el Directorio en cada caso. A estos efectos podrá recabarse la colaboración de las autoridades sanita-
rias nacionales, provinciales y/o municipales.

Artículo 51 - La jubilación por invalidez se otorgará con carácter provisional, quedando la Caja 
facultada para concederla por tiempo determinado y sujeta a los reconocimientos médicos periódi-
cos que establezca. La negativa del beneficiario a someterse a las revisaciones que se dispongan dará 
lugar a la suspensión del beneficio.

El beneficio de jubilación por invalidez será definitivo cuando el titular tuviere cincuenta o más a^os 
de edad y hubiera percibido la prestación por lo menos durante diez a^os.
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Artículo 52 - Las solicitudes de jubilación por invalidez deberán ser resultas dentro del término 
perentorio de sesenta ( 60 ) días corridos, en un todo de conformidad con lo que establezca la Regla-
mentación o, en su defecto, la resolución especial que dicte el Directorio.

De la pensión

* Artículo 53 - En caso de muerte del jubilado o del afiliado con derecho a jubilación o del afilia-
do activo aportante regular, gozarán de pensión las siguientes personas:

1.- La viuda o el viudo.

Tendrá derecho a la pensión la conviviente o el conviviente, en el mismo grado y orden y con las 
mismas modalidades que la viuda o el viudo, en el supuesto que el causante se hallase separado de 
hecho y hubiese convivido públicamente en aparente matrimonio durante por lo menos cinco años 
inmediatamente anteriores al fallecimiento. El plazo de convivencia se reducirá a dos años cuando 
hubiese descendencia o el causante haya sido soltero, viudo, separado legalmente o divorciado.

El o la conviviente excluirá al cónyuge supérstite en el goce de la pensión, salvo que el causante hu-
biera estado contribuyente al pago de los alimentos, que éstos hubieran sido reclamados con derecho 
en vida o reservado el derecho en juicio o que el causante fuera culpable de la separación;

en estos tres casos el beneficio se otorgará al cónyuge y al conviviente por partes iguales.

El beneficio a pensión será gozado en concurrencia con:

a) El o la cónyuge divorciada respecto de quien, él o la causante estuviera contribuyendo al pago de 
los alimentos o con derecho al goce de los mismos, reconocido por resolución judicial, por partes 
iguales con conviviente y/o cónyuge supérstite.

b) Los hijos solteros hasta los dieciocho (18) años de edad.

Los nietos solteros huérfanos de padre y madre hasta los dieciocho (18) años de edad.

2.- Los hijos y nietos de ambos sexos, en las condiciones del inciso anterior.

3.- La viuda, el viudo, la conviviente o el conviviente, la divorciada o el divorciado, en las condiciones 
del inciso 1, en concurrencia con los padres incapacitados para el trabajo y a cargo del causante a 
la fecha de su deceso, siempre que éstos no gozaran de jubilación, pensión, retiro o prestación no 
contributiva, salvo que optaren por la pensión que acuerda la presente.

4.- Los padres en las condiciones del inciso precedente.

La precedente enumeración es taxativa. El órden establecido en el inciso 1 no es excluyente, pero sí 
el orden de prelación establecido en los incisos 1 al 4.

* Artículo 54 - Los límites de edad fijados por el inciso 1 puntos b y c del artículo 53, no rigen si 
los derechohabientes se encontraren incapacitados para el trabajo y a cargo del causante a la fecha 
de fallecimiento de éste, o incapacitados a la fecha en que cumplieran la edad de dieciocho (18) años.

Se entiende que el derechohabiente estuvo a cargo del causante cuando concurre en aquél un estado 
de necesidad revelado por la escasez o carencia de recursos personales y la falta de contribución 
importe un desequilibrio esencial en su economía particular.
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Artículo 55 - Tampoco regirán los límites de edad establecidos en en el art. 53, para los hijos 
y nietos de ambos sexos, en las condiciones fijadas en el mismo, que cursen regularmente estudios 
secundarios o superiores y no desempeñen actividades remuneradas ni gocen de jubilación, pensión, 
retiro o prestación no contributiva.

En esos casos la pensión se pagará hasta los veintiséis ( 26 ) años de edad, salvo que los estudios 
hayan finalizado antes.

Artículo 56 - La mitad del haber de la pensión corresponde a la viuda, el viudo, la conviviente, si 
concurren hijos o nietos del causante en las condiciones del artículo 53, la otra mitad se distribuirá 
entre éstos por partes iguales, con excepción de los nietos, quienes percibirán en conjunto la parte 
de la pensión a que hubiere tenido derecho el progenitor prefallecido.

A falta de hijos o nietos, la totalidad del haber de la pensión corresponde a la viuda, el viudo, la con-
viviente o el conviviente.

En caso de extinción del derecho a pensión de alguno de los copartícipes, su parte acrecerá propor-
cionalmente la de los restante beneficiarios, respetándose la distribución establecida en los párrafos 
precedentes.

Artículo 57 - Cuando se extinguiera el derecho a pensión de un causa-habiente y no existieran 
copartícipes, gozarán de esa prestación los parientes del jubilado o afiliado con derecho a pensión 
enumerados en el art. 53 que sigan en orden de prelación, que a la fecha de fallecimiento de éste 
reunieran los requisitos para obtener pensión, pero hubieran quedado excluidos por otro causa-ha-
biente, siempre que se encontraren incapacitados para el trabajo a la fecha de extinción de la pensión 
para el anterior titular.

Del subsidio por sepelio

Artículo 58 - A quien acredite haber tenido a su cargo los gastos de sepelio de un afiliado bene-
ficiario o jubilado que fallezca, se le otorgará un subsidio hasta cubrir los mismos con un máximo de 
tres haberes de la jubilación ordinaria mínima o básica vigente a la fecha del fallecimiento.

Ante cualquier contingencia, la Caja tomará a su cargo los gastos de sepelio hasta el límite anterior-
mente establecido.

Del Subsidio por incapacidad total temporal

* Artículo 58 bIS - Tendrán derecho al subsidio por incapacidad temporal, los afiliados aportan-
tes regulares que, cualquiera fuera la edad y antigüedad en el ejercicio de la profesión se incapaciten 
en forma total para el desempeño de la actividad por un lapso no inferior a noventa (90) días corridos.

A tales efectos serán exigibles los recaudos establecidos para la jubilación por invalidez en cuanto 
resulten de aplicación y conforme a la reglamentación que dicte el Directorio de la Caja.

El plazo máximo de goce del beneficio no podrá exceder de seis meses, contados a partir del nonagé-
simo primer día de producida la invalidez.

El importe del subsidio será de un ochenta por ciento (80 %) de la jubilación ordinaria que le pudiera 
corresponder al peticionante.
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CAPÍTULO VI
DISpOSICIONES gENERALES

Artículo 59 - La Caja tendrá su sede en la Capital de la Provincia y una delegación permanente 
en Rosario; además, el Directorio podrá establecer delegaciones o agencias en otras localidades.

Artículo 60 - Las rentas, intereses y bienes que obtuviere por cualquier título y los actos que 
otorgare la Caja, están exentos de todo impuesto, contribución, tasa y cualquier otra obligación fis-
cal, actual o futura, provincial o municipal.

Artículo 61 - Los abogados y procuradores inscriptos en la matrícula de la provincia, están obli-
gados a suministrar a esta Caja todas las informaciones que se les soliciten a los fines de esta ley y a 
acatar sus resoluciones bajo pena de multa de hasta diez veces el importe de la jubilación ordinaria 
mínima vigente al momento de la aplicación de la sanción, de conformidad con lo que disponga la 
Reglamentación.

Igual obligación incumbe a los beneficiarios y su incumplimiento autoriza al Directorio a aplicar igual 
multa que la mencionada en el apartado anterior y/o suspender el derecho a la percepción de los 
haberes por hasta sesenta días. La reincidencia duplicará la sanción.

Queda facultado el Directorio para solicitar la suspensión de la matrícula de todo abogado o procu-
rador cuando compruebe que ha eludido el pago de los aportes o el cumplimiento de toda otra carga 
u obligación que le imponga la presente ley o realizado maniobras dolosas para disminuir su aporte.

Artículo 62 - Los magistrados, secretarios y funcionarios de instituciones u organismo naciona-
les, provinciales o municipales serán responsables, al igual que los afiliados, por las contribuciones, 
aportes o cargas impuestas por esta ley, que no se hubieran efectuado como consecuencia de no 
haber exigido, controlado u observado su estricto cumplimiento.

Artículo 63 - Las resoluciones que dicte el Directorio serán recurribles.

Los interesados disconformes podrán solicitar su reconsideración dentro del término de veinte días 
de notificados. Rechazada la revocatoria podrán los interesados promover acción judicial dentro de 
los sesenta días corridos de notificada la resolución respectiva, siendo exclusivamente competentes 
los juzgados ordinarios de Primera Instancia en lo laboral o del fuero especial que en la materia se 
crearen en el futuro, de las ciudades de Santa Fe y Rosario, según corresponda por la zona del domi-
cilio del recurrente. Si transcurrieren sesenta días desde la fecha en que el recurso pasare a dictamen 
de los directores sin que la Caja lo resuelva, se tendrá el mismo por denegado.

En todo cuanto no esté previsto en esta ley en materia de procedimientos será de aplicación la ley 
5531 y sus modificatorias.

Artículo 64 - A los fines del cómputo de los plazos establecidos en esta ley, se considerarán sola-
mente los días hábiles judiciales, salvo disposición en contrario.

Artículo 65 - Los abogados y procuradores interesados están obligados a pedir regulación de 
honorarios en los juicios que tramiten, y en los casos previstos en el siguiente artículo, bajo pena de 
la multa contemplada en el artículo 62 de esta ley.

Artículo 66 - La Caja por intermedio del Presidente, de los Directores, de los inspectores y de los 
apoderados, está facultada para pedir regulación de honorarios, a fin de percibir los porcentajes que 
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fija la presente ley, en los casos siguientes:

a) En todos los juicios, luego de transcurridos los términos para la perención.

b) En los juicios sucesorios, al probarse las operaciones de inventario, avalúos y particiones, o cuan-
do con declaratoria de herederos se dé por terminado el procedimiento o se ordene la inscripción 
del dominio.

c) En todos los casos en que se hubieren dictado resoluciones y no se hubieren regulado honorarios.

d) Siempre que se crea fundadamente que las partes no tienen interés en continuar la tramitación.

Disposiciones transitorias

Artículo 67 - A partir de la vigencia de esta ley, el beneficio previsto en el artículo 13 de la ley 
4755, no podrá ser inferior al ochenta por ciento de la jubilación ordinaria mínima que abone la Caja.

Artículo 68 - Los haberes bonificados que resulten de la aplicación del artículo 42 se abonarán:

a) A partir del primero de enero del a^o posterior a la sanción de esta ley para los afiliados que a 
dicha fecha tuvieran setenta y cinco ( 75 ) o más a^os de edad.

b) A partir del primero de enero del segundo a^o posterior a la sanción de la presente ley para los 
afiliados que a dicha fecha tuvieran setenta y dos ( 72 ) o más a^os de edad.

c) A partir del primero de enero del tercer a^o posterior a la sanción de esta ley para los afiliados que 
a dicha fecha tuvieran sesenta y nueve ( 69 ) o más a^os de edad.

d) A partir del primero de enero del cuarto año posterior a la sanción de esta ley para los afiliados que 
a dicha fecha tuvieran sesenta y seis ( 66 ) o más años de edad.

e) A partir del primero de enero del quinto año posterior a la sanción de esta ley para los afiliados que 
a dicha fecha tuvieran sesenta y tres ( 63 ) o más años de edad.

f) A partir del primero de enero del sexto año posterior a la sanción de esta ley para los afiliados que 
a dicha fecha tuvieran sesenta ( 60 ) o más años de edad.

Artículo 69 - Los jubilados y pensionados en el goce efectivo del beneficio a la fecha de la sanción 
de esta ley, podrán ser incluidos en las categorías emergentes del artículo 42, con las modalidades 
que fije el Directorio y en la medida que las posibilidades económico-financieras de la Caja lo permi-
tan, conforme al comportamiento de las nuevas variables tenidas en cuenta en esta ley.

Artículo 70 - Los mandatos de todos los directores, vigentes a la fecha de sanción de la presente 
ley, caducarán el día 31 de julio de 1995, prorrogándose hasta dicha fecha los que vencieren con ante-
rioridad.

los nuevos directores serán elegidos conforme a los requisitos, condiciones y procedimientos previs-
tos en esta ley y asumirán el 1ro. de agosto de 1995.

Los directores con mandato vigente a la fecha de sanción de esta ley, podrán ser reelegidos por una 
sola vez más.

Artículo 71.- Esta ley entrará en vigencia a partir del primero de enero del año siguiente al de 
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su sanción.

Artículo 72 - Deróganse todas las leyes y disposiciones que se opongan a la presente ley.

Artículo 73 - Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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LEy pROvINCIAL RÉgImEN 
juBILAtORIO pROvINCIA 

DE SANtA fE - 6.915

CAPÍTULO I
INStItuCIóN DEL RÉgImEN - AfILIADOS

Artículo 1 - Institúyese con sujeción a las normas de la presente ley, el régimen de jubilaciones y 
pensiones para los funcionarios, empleados, obreros y demás agentes civiles de la Provincia de Santa 
Fe, como así para el personal de las instituciones u organismos incorporados o que se incorporen en el 
futuro, el que será administrado por la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de Santa Fe.

Artículo 2 - Son afiliados forzosos de la Caja, aunque la relación de empleo fuere transitoria o se 
estableciere mediante contrato a plazo:

a) Los integrantes de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial y todos sus funcionarios, Intenden-
tes y Presidentes de Comunas que ejercieran su mandato en Municipalidades y Comunas afiliadas 
a la Caja Provincial, y empleados y obreros que perciban retribuciones por sus servicios de la Pro-
vincia, sus organismos autárquicos o descentralizados y todos los que tengan relaciones laborales 
y remuneradas dependientes del Estado Provincial 0 de sociedades en las que la Provincia posea 
mayoría accionaria.
Los que hubieran optado por el régimen establecido en el artículo 2 bis, derogado por Ley N” 7230, 
tendrán derecho a solicitar el reconocimiento por dichos períodos, efectuando los aportes corres-
pondientes según la forma y modo que establezca la reglamentación (Modificado por la Ley Nº 7.230, 
publicada en el B.O. del 05/12/74).

b) El personal de la Asociación Mutualista de los Empleados Públicos de la Provincia, de la Coopera-
tiva del Personal de la Provincia de Santa Fe Ltda. y de la Sociedad Mutual de Empleados Públicos de 
la 2º Circunscripción;

c) El personal que desempeñe cargos en organismos oficiales intercomunales o integrados por la Pro-
vincia y una o más Comunas, cuyas remuneraciones se atiendan con fondos de dichos organismos;

d) El personal de las Comunas que no estuviere afiliado a Cajas Municipales de Jubilaciones y Pen-
siones. A los efectos de la presente ley, reconócese a los afiliados de las Comunas, los servicios que 
hubieran prestado en ellas, hasta la fecha de afiliación a esta Caja. Los servicios serán acreditados y 
los aportes integrados en la forma que determine la reglamentación de la presente, con más un inte-
rés del 6% anual, aplicable desde las fechas en que hubieren debido efectuarse;

e) El personal de los Colegios y Cajas Profesionales, creados y/o a crearse por ley de la Provincia. Los 
servicios prestados por dicho personal con anterioridad a su afiliación a esta Caja, serán reconocidos 
en la misma forma que dispone la segunda parte del inciso anterior;

f) El personal de los establecimientos privados de enseñanza, autorizados o incorporados según régi-
men del Decreto Ley 6427/68. Los servicios prestados por dicho personal con anterioridad a su afi-
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liación a esta Caja, serán reconocidos en la misma forma que dispone el inciso anterior. (Modificado 
por la Ley Nº 7.230, publicada en el B.O. del 05/12/74).

Artículo 2 bIS - (Derogado por la Ley Nº 8.055, publicada en el B.O. del 08/06/77).

CAPÍTULO II
fORmACIóN DEL fONDO DE LA CAjA

Artículo 3 - El fondo de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de Santa Fe, se for-
mará del siguiente modo:

1) Con el patrimonio actual de la Caja.

2) Con el aporte mensual de los afiliados en actividad, que contribuirán con el catorce con cincuenta 
(14,5) por ciento del total de sus remuneraciones.

3) Con lo percibido por aportes personales adicionales sobre las remuneraciones de los afiliados 
que se hallan acogido a la fecha de vigencia de esta ley al beneficio del cómputo privilegiado o al de 
condiciones especiales para los afiliados docentes al frente directo de alumnos que tengan a cargo la 
estructura del sistema educativo conforme a lo normado en el art. 10 de la Ley Federal de Educación 
Nº 24195 y/o el régimen que lo reemplace.

4) Con el importe de los sueldos correspondientes a períodos en que el agente estuviere afectado 
por suspensión en su empleo sin goce de sueldo, fundado en resolución definitiva, siempre que no 
se designe reemplazante, y de las multas que se impongan al personal afiliado, que no tengan otro 
destino por ley.

5) Con la contribución mensual igual al aporte personal del activo, sobre el monto del beneficio cu-
yos titulares no hubieren alcanzado la edad computable en el momento de acogerse a la jubilación 
ordinaria. Esta contribución no regirá cuando se acrediten treinta y cinco (35) años de aportes y 
contribuciones al patrimonio de la Caja. Tampoco contribuirán los inválidos ni los pensionados. ( 
Ley Nº 9163, del 16/02/83).

6) Con las donaciones y legados.

7) Con el 30% (treinta por ciento), hasta el cual se elevará el aporte personal de los funcionarios y 
empleados que obtengan licencias especiales mayores de treinta (30 días) con goce de sueldo, du-
rante el tiempo que ella dura, salvo que la licencia haya sido acordada por enfermedad o cuando deje 
reemplazante a su cargo, o en los casos especiales contemplados por el régimen de licencias.

8) Con el importe de las remuneraciones que correspondan a los funcionarios y empleados con licen-
cia sin goce de sueldo, salvo que éstos se destinen al pago de reemplazantes.

9) a) con una contribución a cargo del empleador del 17,20% (diecisiete con veinte por ciento) del 
total de las remuneraciones de sus afiliados.

b) con el monto que resulte de la financiación sustitutiva de los aportes patronales jubilatorios, 
equivalente al 25,45 % (veinticinco con cuarenta y cinco por ciento) de lo recaudado en concepto de 
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aportes personales calculados sobre la base del 11% (once por ciento). 

10)  Con los intereses y rentas provenientes de la inversión de su patrimonio. 

11) Con los fondos provenientes del impuesto a los billetes de lotería foráneas establecidos por Ley.

12)  Con los fondos provenientes de leyes provinciales y nacionales.

13) Con las sumas que ingresen por transferencias de aportes de conformidad con los convenios de 
reciprocidad jubilatoria.

14) Con el interés del 6% anual sobre los reconocimientos de servicios y cómputos privilegiados otor-
gados con anterioridad a la presente ley, aplicables a los montos de integración desde la fecha en que 
los mismos corresponden computarse. Periódicamente el Poder Ejecutivo podrá modificar la Tasa 
de Interés antes mencionada. (Modificado por la  Ley Nº 11.373, publicada en el B.O. del 12/01/96).

Artículo 3 - (Texto anterior) - El fondo de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de 
Santa Fe, se formará del siguiente modo:

1) Con el patrimonio actual de la Caja.

2) Con el aporte mensual de los afiliados en actividad, que contribuirán con el trece (13) por ciento 
del total de sus remuneraciones.

3) Con el adicional del cinco (5) por ciento de las remuneraciones de los afiliados que se acojan al 
Cómputo Privilegiado.

4) Con el importe de los sueldos correspondientes a períodos en que el agente estuviere afectado 
por suspensión en su empleo sin goce de sueldo, fundado en resolución definitiva, siempre que no 
se designe reemplazante, y de las multas que se impongan al personal afiliado, que no tengan otro 
destino por ley.

5) Con la contribución mensual igual al aporte personal del activo, sobre el monto del beneficio cuyos 
titulares no hubieren alcanzado la edad computable de sesenta (60) años los varones y cincuenta y 
cinco (55) las mujeres. Esta contribución no regirá cuando se acreditaren 30 años de aportes y con-
tribuciones al patrimonio de la Caja. Tampoco contribuirán los inválidos ni los pensionados.

6) Con las donaciones y legados.

7) Con el 30%, hasta el cual se elevará el aporte personal de los funcionarios y empleados que ob-
tengan licencias especiales mayores de 30 días con goce de sueldo, durante el tiempo que ella dure, 
salvo que la licencia haya sido acordada por enfermedad o para prestar el servicio de la conscripción 
militar o cuando deje reemplazante a su cargo o en los casos especiales contemplados por el régimen 
de licencias.

8) Con el importe de las remuneraciones que correspondan a los funcionarios y empleados con licen-
cia sin goce de sueldo, salvo que éstos se destinen al pago de reemplazantes.

9)  a) con una contribución a cargo del empleador del 12,20% (doce con veinte
centésimos por ciento) del total de las remuneraciones de sus afiliados.
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b) con el monto que resulte de la financiación sustitutiva de los aportes patronales jubilatorios imple-
mentada por el Gobierno Nacional, equivalente al 70,91% (setenta con noventa y un centésimos por 
ciento) de lo recaudado en concepto de aportes personales calculados sobre la base del 11% (once 
por ciento). 

10) Con los intereses y rentas provenientes de la inversión de su patrimonio.

11) Con los fondos provenientes del impuesto a los billetes de loterías foráneas establecidos por Ley.

12) Con los fondos provenientes de leyes provinciales y nacionales.

13) Con las sumas que ingresen por transferencias de aportes de conformidad con los convenios de 
reciprocidad jubilatoria.

14) Con los importes de los haberes jubilatorios en los casos del artículo 15.

15) Con el interés del 6% anual sobre los reconocimientos de servicios y cómputos privilegiados, 
aplicables a los montos de integración desde la fecha en que los mismos correspondan computarse.

16) Con el aporte adicional del cinco por ciento (5%) del total de las remuneraciones que perciba o 
hubiere percibido el afiliado que adhiera al beneficio establecido en el artículo 15.

Artículo 4 - A los efectos de lo dispuesto en el artículo 3 se observará el siguiente procedimiento:

1) En las planillas de sueldos que liquiden las oficinas encargadas al respecto deberán consignarse:

a) el nombre del empleado;

b) el cargo que desempeña;

c) el importe del sueldo asignado;

d) el descuento que corresponda a cada partida según el artículo 3;

e) el saldo liquido que debe abonarse. 

2) Las Contadurías de todas las reparticiones comprendidas en la ley, al liquidar las planillas de 
sueldos del personal, expresarán el monto total de los sueldos y la cantidad a que asciende el apor-
te de los empleados, y en las órdenes de pago deberán consignarse claramente una y otra suma, es 
decir, la que debe entregarse a la repartición y la que se retiene por descuentos de ley. En planillas 
aparte se detallarán los aportes con que contribuye el Poder Ejecutivo y demás organismos. Aquellas 
reparticiones no podrán liquidar sueldos sin practicar previamente los descuentos que establece el 
artículo 3.

Artículo 5 - Los descuentos y aportes patronales y personales establecidos en el artículo 3 se-
rán liquidados mensualmente en planillas de sueldos, depositándose su importe exclusivamente en 
efectivo. Las reparticiones dependientes o autárquicas enviarán mensualmente a la Caja un ejemplar 
duplicado de las planillas de sueldos y comunicarán el movimiento del respectivo personal. Al mismo 
tiempo los tesoreros o personas que cumplan funciones de tales bajo su responsabilidad personal, 
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enviarán las boletas de depósito hechas en el Banco Provincial a la orden de la Caja, por el importe 
de los descuentos con arreglo a la ley, según planillas detalladas.

Artículo 6 - Las empresas particulares que costeen sueldos del personal de la Provincia abonarán 
simultáneamente con el importe correspondiente a dichos sueldos las sumas necesarias para costear 
el aporte patronal, con las mismas obligaciones y responsabilidades del artículo anterior.

CAPÍTULO III
INvERSIóN DE LOS fONDOS

Artículo 7 - Todos los fondos de la Caja estarán depositados en el Banco Provincial de Santa Fe, 
en cuentas especiales, salvo las cantidades indispensables para pagos corrientes.

Artículo 8 - Con los fondos y rentas que se obtengan se atenderán exclusivamente los pagos de 
las jubilaciones y pensiones y demás beneficios que se otorguen; y los gastos de administración, que 
no podrán exceder el 5% de los recursos ordinarios de la Caja.
Mediante los recursos ordinarios autorizados precedentemente, será solventada para el personal de 
la Caja de Jubilaciones y pensiones de la Provincia, con efectiva prestación de servicios en el orga-
nismo, una asignación Mensual Complementaria por “Función Previsional”, cuya liquidación se hará 
operativa mediante la aplicación del coeficiente 1.00 sobre la base de cálculo, compuesto por el suel-
do nominal sujeto a aportes que a cada agente le corresponda de acuerdo a su categoría de revista. 
(Modificado por la Ley Nº 10.698, publicada en el B.O. 26/06/92).

Artículo 9 - Los fondos remanentes serán invertidos:

a) En el otorgamiento de los créditos y préstamos a los afiliados y en la efectivización de los servicios 
de previsión social previstos en la presente; 

b) En créditos hipotecarios de primer grado para la financiación de la vivienda propia por intermedio 
de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo, u otros organismos provinciales, o del que fuere 
creado al efecto por la Caja, de acuerdo con los convenios y reglamentos que se establezcan;

c) En la adquisición de títulos de rentas nacionales y provinciales u otros que tengan la garantía sub-
sidiaria de la Nación o de la Provincia. La adquisición o enajenación de títulos se hará por licitación, 
previa autorización del Ministerio de Bienestar Social.

CAPÍTULO IV
DE LOS BENEfICIOS y SuS mONtOS

Artículo 10 - Los beneficios que acuerda la presente ley son:

1) Jubilación ordinaria;

2) Jubilación por invalidez;

3) Jubilación por edad avanzada;
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4) Pensión.

Artículo 11 - Los montos de las prestaciones establecidas en el artículo anterior se determina-
rán en base al promedio de las remuneraciones actualizadas percibidas en los últimos ciento veinte 
meses (120) de servicios con aportes inmediatamente anteriores a la fecha de cesación del afiliado 
en toda actividad.

I - Jubilación ordinaria:

a) El haber de la jubilación ordinaria será el producto de sumar un dos por ciento (2%) de la suma 
dineraria resultante del promedio de remuneraciones establecidas conforme el párrafo anterior, por 
cada año de servicio con aportes prestados por el afiliado, y o computados por aplicación del cómputo 
diferenciado, hasta un máximo de un ochenta por ciento (80%) del referido promedio.

b) Establécese como haber máximo de la Jubilación Ordinaria el ochenta por ciento (80%) de la re-
muneración que percibe el presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia, con treinta 
(30) años de antigüedad. El haber mínimo lo determinará el P. E. de conformidad con las exigencias 
del Sistema.

II - Jubilación por invalidez:

El haber de la jubilación por invalidez será equivalente al de la jubilación ordinaria, con una base de 
cálculo de treinta (30) años de servicio.

III - Jubilación por edad avanzada:

El haber de la jubilación por edad avanzada será equivalente al noventa por ciento (90%) de la jubi-
lación ordinaria con una base de cálculo de treinta (30) años.

IV- Pensión: 

El haber de las pensiones será equivalente al setenta y cinco por ciento (75%) del haber de jubilación 
que gozaba o le hubiera correspondido al causante.

V- Para los casos de servicios prestados en el carácter que a continuación se enumeran, se conside-
rará sueldo mensual:

a) a jornal: el importe de veinticinco (25) jornales; 

b) por hora: el importe de doscientas (200) horas efectivas de trabajo; y

c) a destajo: se asimilarán a los prestados por día, tomándose como base para la reducción a días re-
muneración diaria que se abone por desempe¬ño de tareas iguales o similares o el tiempo estipulado 
para cada tarea.
En los casos de los tres incisos precedentes, se computará un día por cada jornada legal, aunque el 
tiempo de labor para el mismo o distintos empleadores exceda dicha jornada. No se computará mayor 
período de servicios por el tiempo calendario que resulta entre las fechas que se consideren; ni más 
de doce meses dentro de un año calendario.

VI- El monto de la jubilación, en el caso de servicios en relación de dependencia simultáneos con el 
mismo tipo de servicios o autónomos, se determinará de la siguiente forma:
Al sueldo o promedio de sueldos del cargo o cargos, por el que opte el afiliado se le adicionará el 
3,33% (tres con treinta y tres por ciento) del sueldo de los otros cargos, por cada año entero de si-
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multaneidad hasta un máximo de treinta, aplicándosele al total los porcentajes y reducciones que 
correspondan al beneficio obtenido. La simultaneidad, para ser considerada, debe haberse producido 
con el cargo o cargos por el que se opte, en cuyo caso, se considerará la totalidad de los servicios 
simultáneos. A los efectos de la bonificación por antigüedad, se tendrá en cuenta la computable en el 
régimen al que esté sometido el cargo o cargos por el cual se opte. 
A los efectos de la actualización de las remuneraciones previstas en el presente artículo, la Caja equi-
pará las remuneraciones percibidas con afiliación a otro régimen a las del cargo de mayor similitud 
- en su cuantía - de los comprendidos en esta ley, a la misma fecha en que se devengaron. Luego, las 
así equiparadas y las remuneraciones devengadas con afiliación a este régimen serán actualizadas, 
conforme a los montos que se perciban por dichos cargos a la fecha de la confección del cálculo res-
pectivo. A partir de dicho momento, la suma dineraria resultante del promedio de remuneraciones 
así calculadas, servirá de base para la aplicación de los porcentajes que correspondan a cada presta-
ción. (Modificado por la Ley Nº 11.373, publicada en el B.O. del 12/01/96).

Artículo 11 - (Texto anterior) - Los montos de los beneficios establecidos en el artículo anterior 
se determinarán en base al promedio de las remuneraciones actualizadas percibidas en los tres años 
más favorables continuos o discontinuos comprendidos en el período de diez años inmediatamente 
anteriores a la fecha de cesación del servicio.

I - Jubilación ordinaria:

a) El ochenta y dos por ciento (82%) del promedio referido, si al momento del cese el afiliado reuniera 
los requisitos del primer párrafo del artículo 14. Este porcentaje se incrementará en un dos por cien-
to (2%) por cada año de edad que exceda el de allí establecido, hasta un máximo de 100%.

b) El sesenta y siete por ciento (67%) del promedio referido, cuando en el momento del cese el afi-
liado reuniera los requisitos del tercer párrafo del artículo 14. Este porcentaje se incrementará en 
un tres (3%) por ciento por cada año que exceda los 53 o 55 para la mujer o varón respectivamente.

c) Establécese como haber máximo de la Jubilación Ordinaria el ochenta y dos por ciento (82%) 
de la remuneración que percibe el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia, con 
treinta años de antigüedad. El haber mínimo lo determinará el Poder Ejecutivo de conformidad con 
las exigencias del Sistema. 

II - Jubilación por invalidez: Será equivalente a la Jubilación Ordinaria establecida en el punto “a “ 
del apartado anterior.

lll - Jubilación por edad avanzada: Será igual al ochenta por ciento (80%) de la Jubilación  Ordinaria 
establecida en el punto “a” del apartado I más una bonificación del uno por ciento (1%) del haber por 
cada año completo de servicios que exceda de diez. 

IV - Pensión: Durante los seis primeros meses inmediatos posteriores al fallecimiento del causante, 
el haber de la pensión será igual al monto de la jubilación que gozaba o le hubiera correspondido al 
causante. Después de los seis meses inmediatos posteriores al fallecimiento del causante, el haber de 
la pensión será equivalente al 75% del que gozaba o le hubiera correspondido al causante. La cuarta 
parte de la pensión de cada hijo se incrementará en un 5% del haber jubilatorio del causante. No 
se podrán acumular incrementos por dos o más pensiones, liquidándose únicamente el que resulte 
más favorable al beneficiario. Su goce es incompatible con la percepción, por parte del progenitor 
sobreviviente, de asignación familia r por el mismo hijo, pudiendo aquél optar por el beneficio que 
resulte más favorable; es en cambio compatible con el incremento por escolaridad. El monto de la 
pensión, con más el incremento a que se refiere el párrafo anterior, no podrá exceder del 100% del 
haber jubilatorio del causante. Cuando hubieren varios derechohabientes y alguno de ellos falleciera 
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o perdiera el derecho a percibirla, la pensión se reajustará de acuerdo con los beneficiarios que que-
den en su goce.

V- Para los casos de servicios prestados en el carácter que a continuación se enumera, se considerará 
sueldo mensual: 

a) a jornal: el importe de 25 jornales; 

b) por hora: el importe de 200 horas electivas de trabajo; y

c) a destajo: se asimilarán a los prestados por día, tomándose como base para la reducción a días la 
remuneración diaria que se abona por desempeño de tareas iguales o similares o el tiempo estipulado 
para cada tarea.
En los casos de los tres incisos preceden tes, se computará un día por cada jornada legal, aunque el 
tiempo de labor para el mismo o distintos empleadores exceda dicha jornada. No se computará mayor 
período de servicios que el tiempo calendario que resulte entre las recitas que se consideren; ni más 
de doce meses dentro de un año calendario. 

VI - El monto de la jubilación en el caso de servicios en relación de dependencia simultáneos con el 
mismo tipo de servicios o autónomos, se determinará de la siguiente forma:
Al sueldo o promedio de sueldos del cargo o cargos, por el que opte el afiliado se le adicionará el 
3,33% del sueldo de los otros cargos, por cada año entero de simultaneidad hasta un máximo de 30, 
aplicándose al total los porcentajes y reducciones que correspondan al beneficio obtenido. La simul-
taneidad, para ser considerada, debe haberse producido con el cargo o cargos por el que se opte, en 
cuyo caso, se considerará la totalidad de los servicios simultáneos. A los efectos de la bonificación por 
antigüedad, se tendrá en cuenta la computable en el régimen a que está sometido el cargo o cargos 
por el cual se opte.

Artículo 12 - Los haberes de los beneficiarios serán móviles mediante coeficientes sectoriales 
aplicados por el Poder Ejecutivo en función de las variaciones de las remuneraciones del personal 
activo. (Modificado por la Ley Nº 9.079, publicada en el B.O. del 28/10/82).

Artículo 13 - En la reglamentación de la presente ley, el Poder Ejecutivo establecerá los sectores 
y los organismos o reparticiones que integrarán cada uno de ellos a los fines de la aplicaci6n del coe-
ficiente a que refiere el artículo anterior.

CAPÍTULO V
juBILACIóN ORDINARIA

Artículo 14 - Los afiliados mujeres y varones que acrediten (sesenta) 60 y sesenta y cinco (65) 
años de edad respectivamente, y treinta (30) años de servicios ambos computables, podrán obtener 
la Jubilación Ordinaria establecida en este artículo.
El afiliado podrá compensar el exceso de edad con la falta de servicios mínimos requeridos, a razón 
de tres (3) años de excedentes por uno (1) de servicio faltante y viceversa. En ningún caso se podrá 
utilizar este excedente para incrementar el haber.
Las edades establecidas en el presente artículo para obtener la Jubilación Ordinaria se aplicará de 
acuerdo a la siguiente escala:
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(Ver cuadro F en pág. 331)

(Modificado por la Ley Nº 11.363, publicada en el B.O. del 12/01/96).

Artículo 14 - (Texto anterior) - Los afiliados mujeres y varones que acrediten 55 y 60 años de 
edad respectivamente, y 30 años de servicios ambos computables, podrán obtener la Jubilación Or-
dinaria establecida en el punto “a” apartado I del artículo 11.
El afiliado podrá compensar el exceso de edad con la falta de servicios mínimos requeridos, en razón 
de dos años de edad excedentes por uno de servicio.
También podrán optar por la Jubilación Ordinaria los afiliados mujeres y varones que acreditaren 53 
y 55 años de edad respectivamente y 30 años de servicios, ambos computables exclusivamente en la 
Administración Pública Provincial en la forma que determine el Poder Ejecutivo.

Artículo 14 bIS - El afiliado afectado de ceguera total y permanente o el minusválido con una 
disminución mayor al 33% de su capacidad laborativa total, podrá gozar del beneficio de la jubilación 
ordinaria, acreditando 45 años de edad y 20 de servicios, con 10 años de afiliación al régimen de la 
presente ley, siempre que padeciere la incapacidad al tiempo de su ingreso a la Administración Públi-
ca de la Provincia. La invalidez física o intelectual deberá ser fehacientemente acreditada ante la au-
toridad sanitaria de la Provincia. (Modificado por la Ley Nº 10.240, publicada en el B.O. del 09/12/88).

Artículo 15 - (Derogado por la Ley Nº 11.373, publicada en el B.O. del 12.1.96).

Artículo 15 - (Texto anterior) - Podrán obtener el beneficio de jubilación ordinaria que establece 
d primer párrafo del artículo 14.
a) Los afiliados docentes de la enseñanza pre-primaria, primaria, media y superior, en todas sus mo-
dalidades, que acrediten veinticinco (25) años de servicios efectivos con desempeño directo al frente 
de alumnos y cincuenta años de edad.

b) Los afiliados docentes de la enseñanza especial y los que se hubieren desempeñado o desempeñen 
en escuelas ubicadas en zonas calificadas como inhóspitas o desfavorables, que acrediten veinte (20) 
años de servicios efectivos al frente de alumnos y cincuenta de edad.

Serán tenidos en cuenta a los fines del presente artículo los servicios docentes que hayan sido pres-
tados en el ámbito nacional, provincial, municipal y establecimientos privados incorpo¬rados a la 
enseñanza oficial debidamente reconocidos por los respectivos organismos previsionales.

CAPÍTULO VI
juBILACIóN pOR INvALIDEz

Artículo 16 - Tendrán derecho a la jubilación por invalidez, cualquiera sea su edad y antigüedad 
en el servicio, los afiliados que se incapaciten física e intelectualmente en forma total para el desem-
peño de cualquier actividad compatible con sus aptitudes profesionales, siempre que la incapacidad 
se hubiera producido durante la relación de trabajo, salvo el supuesto previsto en el artículo 73.
La incapacidad se considerará total cuando la disminución de la capacidad laborativa sea del sesenta 
y seis por ciento (66%), o más.
La posibilidad de sustituir la actividad habitual del afiliado por otra compatible con sus aptitudes 
profesionales, será razonablemente apreciada por la Caja,. teniendo en cuenta su edad, su especiali-
zación en la actividad, la jerarquía profesional que hubiera alcanzado y las conclusiones del dictamen 
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médico respecto al grado y naturaleza de la invalidez.
A los fines del presente artículo la Caja podrá disponer un informe ambiental que se practicará por 
el personal técnico que designe al efecto. (Modificado por la Ley Nº 11.373, publicada en el B.O. 
del12/01/96).

Artículo 16 - (Texto anterior) - Tendrán derecho a la jubilación por invalidez, cualquiera fuera 
su edad y antigüedad en el servicio, los afiliados que se incapaciten física o intelectualmente en forma 
total para el desempeño de cualquier actividad compatible con sus aptitudes profesionales, siempre 
que la incapacidad se hubiera producido durante la relación de trabajo, salvo el supuesto previsto en 
el artículo 73.
La invalidez que produzca en la capacidad laborativa tina disminución del 66% o más, se considerará total.
La posibilidad de sustituir la actividad habitual del afiliado por otra compatible con sus aptitudes 
profesionales, será razonablemente apreciada por la Caja, teniendo en cuenta su edad, su especiali-
zación en la actividad ejercida, la jerarquía profesional que hubiera alcanzado y las conclusiones del 
dictamen médico respecto al grado y naturaleza de la invalidez.

Artículo 17 - La invalidez total transitoria que sólo produzca una incapacidad verificada o pro-
bable que no exceda del tiempo en que el afiliado fuera acreedor a la percepción de remuneración, 
no da derecho a la jubilación por invalidez.

Artículo 18 - Ningún empleador podrá disponer el cese por incapacidad total de un agente, ni 
podrá acordarse jubilación por invalidez, sin el informe previo de la Junta Médica dependiente de la 
Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, que norma este artículo.

I- Se constituirán dos Juntas Médicas, una con sede en la ciudad de Santa Fe y otra en la ciudad de 
Rosario. En cada caso estarán integradas por tres (3) miembros: un representante de la Caja de Jubi-
laciones y Pensiones de la Provincia de Santa Fe, que la presidirá, y dos profesionales de la actividad 
independiente, de la especialidad que corresponda, designados por la Caja en base al padrón de los 
Colegios Médicos de la Primera y Segunda Circuns¬cripción respectivamente. La Caja contratara por 
tiempo determinado un médico representante y se hará cargo de los honorarios del mismo y de los 
restantes ‘profesionales especialistas que integran cada Junta Médica por cada acto médico.
El médico representante de la Caja se encargará de los recaudos previos recabando todos los infor-
mes y estudios pertinentes que serán evaluados en oportunidad de realizarse la Junta Médica.
Las Juntas Médicas se efectuarán en los consultorios habilitados por la Caja a tales efectos.

II- Con la solicitud del beneficio por invalidez, el afiliado deberá acompañar toda la prueba documen-
tal relativa a la dolencia invocada u ofrecer la que no se encontrase en su poder. Dicha documental 
será agregada a las actuaciones y la Caja requerirá a través de su médico representante el que deberá 
hacerse cargo de todos los recaudos previos, la remisión de su carpeta médica laboral al organismo 
que corresponda, pudiendo asimismo solicitar los anteceden¬tes médicos del peticionante que estu-
vieren en las obras sociales a las que estuvo adherido el mismo, como así también podrá pedir todo 
otro antece¬dente, informe y estudio que se le hubiere realizado a la fecha de la solicitud y para su 
posterior evaluación por la Junta Médica respectiva.
Además el solicitante designará en la primera presentación su médico particular, el que no integrará 
la Junta Médica, pero tendrá el derecho de asistir profesionalmente al peticionante y a realizar las 
observaciones que creyere necesarias.
Luego de ser escuchado, el referido profesional deberá retirarse mientras la Junta Médica delibere y 
produce el dictamen.

III - EI dictamen de la Junta Médica, que constará en acta deberá ser suscripto por todos sus inte-
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grantes y contener:

a) Nombre, apellido y nº de documento del solicitante;

b) Descripción de la dolencia o lesión; 

c) Manifestación de la existencia o inexistencia de la incapacidad, indicándose en caso afirmativo el 
porcentaje de la misma de acuerdo a los parámetros previstos en el art. 16 y en la tabla de valoración 
de lesiones psicofísica permanentes Vigentes o el que lo reemplace,

d) Puntualización de si la incapacidad, verificada es total o parcial; y es permanente o transitoria para 
las tareas que cumple el agente; y si es anterior o posterior a su ingreso;

e) Determinación de los antecedentes y fundamentos considerados para la emisión del dictamen;

f) Las disidencias que se produzcan; 

g) Lugar, fecha y firma de los médicos intervinientes. 
El dictamen de la Junta Médica es irrecurrible.

IV - Cuando el dictamen de Junta Médica sustente una resolución denegatoria de la prestación, el 
afiliado, al promover la vía recursoria de revocatoria por ante la Caja, deberá acompañar la totalidad 
de las pruebas en que fundamenta su queja o individualizarlas sino obrasen en su poder.
Declarada la admisibilidad formal del recurso, la Caja podrá disponer previo considerar el fondo de 
la cuestión, que la misma Junta Médica que hubiere dictaminado proceda a reexaminar el caso esta-
blecido en forma concreta y precisa si los nuevos elementos de juicio tienen entidad suficiente para 
modificar la opinión emitida con anterioridad o si por el contrario son ratificadas las conclusiones 
originales.
Si en virtud del examen médico se denegara la revocatoria y el interesado promoviera el recurso 
de apelación ante el Poder Ejecutivo, que sustanciará ante la Secretaría de Estado de Trabajo y Se-
guridad Social siendo de aplica¬ción los artículos 46 y 49 de esta ley, pudiendo, una vez declarada 
su admisibilidad formal, disponer la constitución de una Junta Médica de Apelaciones, de iguales 
características e integración que la establecida en este artículo, con profesionales que no hubieran 
intervenido en la anterior, la que procederá al examen del reclamante y emitirá dictamen fundado 
en los términos del apartado III, precedente ratificando o rectificando las conclusiones de la anterior.

V - La Caja de Jubilaciones y Pensiones implementará, dentro de los treinta (30) días de la vigencia 
de la presente, las disposiciones reglamentarias relacionadas con el nuevo sistema de evaluación de 
la incapacidad, sancionado por esta ley. (Modificado por la Ley Nº 11.373, publicada en el B.O. del 
12/01/96).

Artículo 18 - (Texto anterior) - No podrá acordarse jubilación por invalidez sin previo informe 
de la Junta Médica, a que refiere el reglamento del Personal de la Administración Pública a los fines 
de la determinación del grado de incapacidad, recurrible ante el Ministerio de Bienestar Social.

Artículo 19 - La jubilación por invalidez se otorgará con carácter provisional, quedando la Caja 
facultada para concederla por tiempo determinado y sujeta a los reconocimientos médicos periódicos 
que establezca.
La negativa del beneficiario a someterse a las revisaciones que se dispongan dará lugar a la suspen-
sión del beneficio.
El beneficio de jubilación por invalidez será definitivo cuando el titular tuviere cincuenta o más años 
de edad y hubiera percibido la prestación por lo menos durante diez años.
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Artículo 20 - Si el informe médico estableciera que ha desaparecido el estado de invalidez, el 
agente será sometido a revisación de la Junta Médica que refiere el artículo 18 y si ésta ratifica dicho 
informe, deberá ser reincorporado en el cargo que desempeñaba o en otro con tareas y remuneracio-
nes similares; a este efecto el ente encargado de reincorporarlo deberá arbitrar los medios para que 
ello sea posible.
El monto equivalente al haber de la prestación le será abonado por la caja hasta noventa días poste-
riores al dictamen de la Junta Médica o hasta la fecha de la reincorporación si ésta se produjera con 
anterioridad al vencimiento de dicho plazo. Si vencido el término mencionado la reincorporación no 
se hubiere producido, la remune¬ración equivalente al haber que le hubiera correspondido al titular, 
será abonada por el organismo obligado a reincorporarlo hasta que ésta se produzca.

Artículo 21 - Toda afección orgánica o funcional del beneficiario manifestada con anterioridad 
a su ingreso a la Administración Provincial, no podrá ser invocada como causa para obtener la jubi-
lación por invalidez.
Cuando tuviere acreditada la incapacidad a la fecha de la cesación de la actividad o dentro del lapso 
contemplado en el art. 23 y el afiliado estuviera prestando servicios ininterrumpidamente durante 
diez (10) años inmediatamente anteriores al cese, se presume que aquélla se produjo durante la rela-
ción de empleo. (Modificado por la Ley Nº 11.373, publicado en el B.O. del 12/01/96).

Artículo 21 - (Texto anterior) - Toda afección orgánica o funcional del beneficiario manifestada 
con anterioridad a su ingreso a la Administración Provincial, no podrá ser invocada como causa para 
obtener la jubilación por invalidez.

Artículo 22 - El goce de la jubilación por invalidez es incompatible con el desempeño de cual-
quier actividad en relación de dependencia, salvo los casos previstos en el artículo 62.
Se extinguirá el beneficio de jubilación por invalidez otorgado al beneficiario que reingresare a la 
actividad en relación de dependencia, por haberse rehabilitado profesionalmente. (Modificado por la 
Ley Nº 11.032, publicada en el B.O. del 07/10/93).

Artículo 22 bIS - (Derogado por la Ley Nº 8.523).

CAPÍTULO VII
juBILACIóN pOR EDAD AvANzADA

Artículo 23 - Tendrán derecho a la jubilación por edad avanzada los afiliados que:

a) Hubieran cumplido setenta (70) años de edad cualquiera fuera su sexo; 

b) Acrediten veinte (20) años de servicios computables con una prestación de por lo menos ocho (8) 
años durante el período de diez (10) inmediatamente anteriores al cese de la actividad.
La edad establecida en el presente art., para obtener la jubilación por edad avanzada, se aplicará de 
acuerdo con la siguiente escala:

(Ver cuadro G en pág. 331)

(Modificado por la Ley Nº 11.373, publicada en el B.O. del 12/01/96).

Artículo 23 - (Texto anterior) - Tendrán derecho a la jubilación por edad avanzada los afiliados que:
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a) Hubieran cumplido 65 años de edad cualquiera fuera su sexo; 

b) Acrediten 10 años de servicios computables con una prestación de Por lo menos 5 años durante el 
período de 8 inmediatamente anteriores al cese en la actividad.

CAPÍTULO VIII
pENSIONES

Artículo 24 - (Derogado por la Ley Nº 7.230, publicada en el B.O. del 05/12/74).

Artículo 25 - En caso de muerte del jubilado o del afiliado en actividad o con derecho a jubila-
ción, gozarán de pensión:

a) La viuda. 
b) El viudo. 
c) La conviviente. 
d) El conviviente. 
e) Los hijos solteros, las hijas solteras y las hijas viudas, siempre que no gozaran de jubilación, pen-
sión, retiro o prestación no contributiva, salvo que optaren por la pensión que acuerda la presente, 
todos ellos hasta los dieciocho (18) años de edad.

La limitación a la edad establecida en el inc. e) no rige si los derecho-habientes se encontraren inca-
pacitados para el trabajo a la fecha del fallecimiento del causante o incapacitados a la fecha en que 
cumplieran dieciocho (18) años de edad.
Se entiende que el derechohabiente estuvo a cargo del causante cuando concurra en aquél un estado 
de necesidad revelado por la escasez o carencia de recursos personales; y la falta de contribución 
importe un desequilibrio esencial en su economía particular. La autoridad de aplicación podrá esta-
blecer pautas objetivas para determi¬nar si el derechohabiente estuvo a cargo del causante.
En los supuestos de los incisos c) y d), se requerirá que el o la causante se hallase separado de hecho 
o legalmente, o haya sido soltero, viudo o divorciado y hubiera convivido públicamente en aparente 
matrimonio durante por lo menos cinco años inmediatamente anteriores al fallecimiento. El plazo de 
convivencia se reducirá a dos años cuando exista descendencia reconocida por ambos convivientes.
El o la conviviente excluirá al cónyuge supérstite cuando éste hubiera sido declarado culpable de la 
separación personal o del divorcio. En caso contrario, y cuando el o la causante hubiere estado con-
tribuyendo al pago de alimentos o éstos hubieran sido demandados judicialmente o el o la causante 
hubiera dado causa a la separación personal o al divorcio, la prestación se otorgará al cónyuge y al 
conviviente por partes iguales. (Modificado por la Ley Nº 11.373, publicada en el B.O. del 12/01/96).

Artículo 25 - (Texto anterior) - En caso de muerte del jubilado o del afiliado en actividad o con 
derecho a jubilación, gozarán de pensión:

1)La viuda o viudo incapacitado para el trabajo y a cargo de la causante a la fecha del deceso de ésta, 
en concurrencia con:

a) Los hijos e hijas solteros, hasta los 18 años de edad; 

b) Las hijas solteras que hubieran convivido con el causante en forma habitual y continuada durante 
los 10 años inmediatamente anteriores a su deceso, que a ese momento tuvieran cumplida la edad de 
50 años y se encontraran a su cargo, siempre que no desempeñaran actividad lucrativa alguna o no 
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gozaran de beneficio previsional o graciable, salvo, en este último caso, que optaren por la pensión 
que acuerda la presente;

c) Las hijas viudas o las hijas divorciadas o separadas de hecho por culpa exclusiva del marido, inca-
pacitadas para el trabajo y a cargo del causante a la fecha de su deceso , siempre que no gocen: 1 ) 
de prestación alimentaria ; 2) beneficio jubilatorio o pensión graciable, salvo en este último caso que 
opten por la pensión que acuerda la presente;

d) Las nietas y nietos solteros, huérfanos de padre y madre y a cargo del causante a
la fecha de su deceso, hasta los 18 años de edad;

2) Los hijos, y nietos de ambos sexos, en las condiciones del inciso anterior;

3) La viuda o el viudo en las condiciones del inciso 1) en concurrencia con los padres a cargo del 
causante a la fecha de su deceso, siempre que éstos no gocen del beneficio previsional o graciable, 
salvo que opten por la pensión que les acuerda la presente;

4) La viuda, o viudo incapacitado;

4bis) La mujer que a la fecha del fallecimiento del causante, hubiere convivido con éste, dándose el 
tratamiento de marido y mujer, durante un mínimo de 3 años inmediata¬mente anteriores a la fecha 
del deceso siempre que no existan impedimentos para el matrimonio, salvo el determinado por el ar-
tículo 9 inciso 5º (“el matrimonio anterior mientras subsista ‘) de la Ley de Matrimonio Civil Nº 2393.
La concubina Concurre con la viuda divorciada que fue declarada cónyuge inocente por sentencia ju-
dicial o que gozaba de pensión alimentaria en vida del causante; el monto de la pensión se repartirá, 
correspondiéndole un 60 por ciento a ésta y el 40 por ciento a aquélla.
La inexistencia de sentencia de divorcio, salvo trámite no permitido de la causa respectiva, será in-
terpretada como si los cónyuges vivían separados de hecho sin voluntad de unirse, con pérdida del 
derecho de pensión para la viuda salvo prueba en contrario;

5) Los padres en las condiciones del inciso precedente;

6) Los hermanos y hermanas solteros huérfanos de padre y madre a cargo del causante a la fecha de 
su deceso, hasta la edad de 18 años, siempre que no gocen de beneficio previsional o graciable, salvo 
que opten por la pensión de esta Ley.
El orden establecido en el inciso 1) no es excluyente lo es en cambio el orden de prelación estable-
cido en los incisos I a 6.

Artículo 26 - Tampoco regirán los límites de edad establecidos en el artículo 25 para los hijos que 
cursen regularmente estudios secundarios o superiores y no desempeñen actividad remunerada. En 
estos casos, la pensión se pagará hasta los veintiún (21) años de edad, salvo que los estudios hubieran 
finalizado antes.
La reglamentación establecerá los estudios y establecimientos educacionales a que se refiere este 
artículo, como también la forma y modo de acreditar la regularidad de aquéllos. (Modificado por la 
Ley Nº 11.373, publicada en el B.O. del 12/01/96).
Artículo 26 - (Texto anterior) - Los límites de edad fijados en los incisos 1 ) apartado a), d) y 
6) del artículo 25, no rigen si los derechohabientes se encontraren incapacitados para el trabajo y a 
cargo del causante a la fecha del fallecimiento de éste o incapacitados a la fecha en que cumplieran 
la edad de 18 años.
Tampoco regirán los límites de edad establecidos en el artículo 25 para los hijos, nietos y hermanos 
de ambos sexos en las condiciones fijadas en el mismo que cursen regularmente estudios secundarios 
o superiores y no desempeñen actividad remunerada. En estos casos, la pensión se pagará hasta los 
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21 años de edad, salvo que los estudios y establecimientos educacionales a que se refiere este artícu-
lo, como también la forma y modo de acreditar la regularidad de aquéllos.

Artículo 27 - (Derogado por la Ley Nº 11.373, publicada en el B.O. del 12/01/96).

Artículo 27 - (Texto anterior) - Se entiende que el derechohabiente estuvo a cargo del causante 
cuando concurre en aquél un estado de necesidad revelado por la escasez o carencia de recursos 
personales, o la falta de contribución importe un desequilibrio esencial en su economía particular.
La Caja podrá fijar pautas objetivas para establecer si el derechohabiente estuvo a cargo del causante.

Artículo 28 - En caso de concurrencia de beneficiarios la mitad del haber de la pensión corres-
ponde a la viuda o conviviente o al viudo o conviviente si concurren hijos, en las condiciones del 
artículo 25 inc. e), la otra mitad se distribuirá entre éstos por partes iguales.
En los casos de extinción del derecho a pensión de alguno de los copartícipes, su parte acrece pro-
porcionalmente a la de los restantes beneficiarios, respetándose la distribución establecida en los 
párrafos precedentes y el número de beneficiarios. (Modificado por la Ley Nº 11.373, publicada en el 
B.O. del 12/01/96).

Artículo 28 - (Texto anterior) - La mitad del haber de la pensión corresponde a la viuda o viudo 
si concurren hijos, nietos o padre del causante en las condiciones del artículo 25, la otra mitad se 
distribuirá entre éstos por partes iguales, con excepción de los nietos quienes percibirán en conjunto 
la parte de la pensión a que hubiera tenido derecho el progenitor desaparecido.
A falta de hijos, nietos y padres la totalidad del haber de la pensión corresponde a la viuda o al viudo.
En los casos de extinción del derecho a pensión de alguno de los copartícipes, su parte acrece pro-
porcionalmente a la de los restantes beneficiarios, respetándose la distribución establecida en los 
párrafos precedentes y el número de beneficiarios.

Artículo 29 - (Derogado por la Ley Nº 11.373, publicada en el B.O. del 12/01/96).

Artículo 29 - (Texto anterior) - Cuando se extinguiere el derecho a pensión de un derechoha-
biente y no existieren copartícipes, gozarán de este beneficio los parientes del causante en las condi-
ciones del artículo 25 que sigan en el orden de prelación, siempre que se encontraren incapacitados 
para el trabajo a la fecha de extinción para el anterior titular y no gocen de algún beneficio previsio-
nal o graciable salvo que en este último caso opten por el de pensión de esta ley.

Artículo 30 - No tendrán derecho a pensión:

a) El cónyuge que por su culpa estuviere divorciado o separado de hecho. 

b) El cónyuge divorciado o separado de hecho por mutuo consentimiento que no perciba alimentos.

c) Los derecho-habientes, en caso de indignidad para suceder o de desheredación, de acuerdo con las 
disposiciones del Código Civil. (Modificado por la Ley Nº 11.373, publicada en el B.O. del 12/01/96).

Artículo 30 - (Texto anterior) - No tendrán derecho a pensión:
a) El cónyuge que por su culpa o culpa de ambos estuvieren divorciados o separados de hecho al 
momento de la muerte del causante;

b) Los derechohabientes, en caso de indignidad para suceder o de desheredación, de acuerdo con las 
disposiciones del Código Civil.

Artículo 31 - El derecho a pensión se extingue:
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a) Por la muerte del beneficiario o su fallecimiento presunto judicialmente
declarado;

b) Por la/el viuda/o, la/el conviviente, beneficiarios de la pensión, desde que
vivieran en concubinato;

c) Para los hijos solteros, hijas solteras e hijas viudas beneficiarios de pensión desde que contrajeran 
matrimonio o vivieran con concubinato.

d) Para los beneficiarios cuyo derecho a pensión estuviere limitado hasta determinada edad, desde 
que cumplieren la edad establecida en el art. 25, salvo que se encontraren incapacitados para el tra-
bajo a la fecha de la muerte del beneficiario o al momento de cumplir dicha edad o en los supuestos 
previstos en el artículo 26;

e) Para los beneficiarios de pensión en razón de incapacidad para el trabajo, desde que tal incapaci-
dad desapareciere definitivamente, salvo de que a esa fecha tuvieren cincuenta (50) o más años de 
edad y hubieren gozado de la pensión por lo menos durante diez (10) años.
La/el viuda/o y la/el conviviente beneficiario de pensión conserva el derecho a la prestación al con-
traer matrimonio. El haber máximo, como también el límite de acumulación de la o de las pensiones 
otorgadas o a otorgar a que tenga derecho la/el viuda/o y la/el conviviente que contrajeran matrimo-
nio a partir de la vigencia de la presente ley, será equivalente a tres veces el haber mínimo de jubila-
ción que se abonare a los beneficiarios del régimen provincial de jubilaciones y pensiones.
La/el viuda/o y la/el conviviente, cuyo derecho a pensión se hubiera extinguido por aplicación de le-
yes anteriores podrán solicitar la rehabilitación de la prestación que se liquidará a partir de la fecha 
de la respectiva solicitud, según los términos de la presente.
El derecho acordado en el párrafo precedente no podrá ser ejercido si existieran causahabientes que 
hubieran acrecido su parte u obtenido el beneficio como consecuencia de la extinción de la presta-
ción para el beneficiario que contrajo matrimonio, salvo el supuesto de nulidad del derecho debida-
mente establecida y declarada en sede administrativa y/o judicial. (Modificado por la Ley Nº 11519, 
publicada en el B.O. del  22/12/97).

Artículo 31 - (Texto anterior) - El derecho a pensión se extingue: 

a) Por la muerte del beneficiario o su fallecimiento presunto judicialmente declarado; 

b) Por la viuda/o desde que contrajeran nuevo matrimonio;

c) Para los beneficiarios cuyo derecho a pensión estuviere limitado hasta determinada edad, desde 
que cumplieren la edad establecida en el art. 25 salvo que se encontraren incapacitados para el tra-
bajo a la fecha de la muerte del beneficiario o al momento de cumplir dicha edad o en los supuestos 
previstos en el artículo 26;

d) Para los beneficiarios de pensión en razón de incapacidad para el trabajo, desde que tal incapaci-
dad desapareciere definitivamente, salvo que a esa fecha tuvieren cincuenta (50) o más años de edad 
y hubieren gozado de la pensión por lo menos durante diez (10) años;
e) Para la/el conviviente desde que contrajera matrimonio o viviera en concubinato, o desempeñara 
tareas remuneradas en relación de dependencia.

Artículo 32 - Desaparecidas las causas de extinción del derecho a pensión, establecidas en el 
artículo anterior, recuperan el derecho a la misma, las personas comprendidas en el artículo 25 de la 
presente, salvo que tengan derecho a algún beneficio previsional como consecuencia de las causales 
de extinción.
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Artículo 33 - El derecho a pensión establecido por esta ley en favor de la viuda o viudo del cau-
sante, no tendrá lugar cuando hallándose enfermo uno de los cónyuges al celebrarse el matrimonio, 
muriese de esa enfermedad dentro de los treinta días siguientes, salvo que el matrimonio se hubiere 
celebrado para regularizar una situación de hecho.
La reglamentación determinará la forma y medios de acreditar tales circunstancias.

CAPÍTULO IX
CómputO pRIvILEgIADO

Artículo 34 - Tendrán derecho a un cómputo diferenciado en el cálculo de edad y servicios prestados:

a) Los docentes al frente directo de alumnos que tengan a cargo la estructura del sistema educativo 
conforme a lo normado en el art. 10 de la Ley Federal de Educación N1 24195. 

b) El personal que realice tareas consideradas insalubres;

c) El personal que preste servicios en establecimientos de reeducación y los docentes de estableci-
mientos especiales, como así también, los que se hayan desempeñado o se desempeñen en zonas 
calificadas como inhóspitas o desfavorables.

d) Los profesionales del arte de curar y personal afectado directamente a los servicios sanitarios de 
enfermedades mentales, infectocontagiosas, inmunológicas y a los servicios de radiología, radiotera-
pia, fisioterapia y laboratorio. 

e) El personal aeronavegante de la Provincia afectado a servicios de vuelo; 

f) El personal de vigilancia y custodia y los preceptores y celadores de menores internados en esta-
blecimientos provinciales de protección a la infancia y a la adolescencia en estado de abandono, o en 
peligro moral, o delincuente. 

g) Los que desempeñen habitualmente tareas determinantes de vejez prematura o agotamiento, en 
virtud de ser insalubres o penosas que el Poder Ejecutivo establezca, previa intervención de la Caja. 
(Modificado por la Ley Nº 11.373, publicada en el B.O. del 12/01/96).

Artículo 34 - (Texto anterior ) - Tendrán derecho a un cómputo privilegiado en el cálculo de 
edad y servicios prestados:

a) Los docentes al frente directo de alumnos de la enseñanza pre-primaria, primaria,
media y técnica, que no hayan optado por los beneficios que establece el artículo 15; 

b) El personal que realice tareas consideradas insalubres; 
c) El personal que preste servicios en establecimientos de reeducación y los docentes de estableci-
mientos especiales, como así también, los que se hayan desempeñado o se desempeñen en zonas 
calificadas como inhóspitas o desfavorables, que no hayan optado por lo establecido en el artículo 15;

d) Los médicos y personal afectado directamente a los servicios sanitarios de enfermedades menta-
les, infectocontagiosas y servicios de radiología y fisioterapia;
e) El personal aeronavegante de la Provincia afectado a servicios de vuelo;
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f) El personal de vigilancia y custodia y los preceptores y celadores de menores internados en esta-

blecimientos provinciales de protección a la infancia y a la adolescencia en estado de abandono, o en 

peligro moral, o delincuente.

Artículo 35 - Los afiliados comprendidos en el artículo anterior tendrán derecho al cómputo 

diferenciado que a continuación se establece y por el cual se deberán efectuar los aportes siguientes:

a) Cada siete (7) años de servicios, uno (1) más de edad y uno (1) más de servicios, debiéndose efec-

tuar aportes personales adicionales por el dos con cincuenta por ciento (2,50%) de las remuneracio-

nes para los incisos a), b) y f).

b) Cada cinco (5) años de servicios, uno (1) más de edad y uno (1) más de servicios, por la que se 

efectuarán aportes personales adicionales del tres por ciento (3%) de las remuneraciones para el 

inciso e).

c) Cada cuatro (4) años de servicios, uno (1) más de edad y uno (1) más de servicios, con aportes 

personales adicionales del orden del cuatro por ciento (4%) de las remuneraciones para el inciso c).

d) Cada tres (3) años de servicios, uno (1) más de edad y uno (1) más de servicio, en cuyo caso los 

aportes personales adicionales serán del cinco por ciento (5%) para el inciso d).

Los incisos a que refiere este artículo son los enumerados en el art. 34. (Modificado por la Ley Nº 

11.373, publicada en el B.O. del 12/01/96).

Artículo 35 - (Texto anterior) - Los afiliados comprendidos en el artículo anterior tendrán de-

recho a la siguiente computación:

1) Los incisos a), b) y f): por cada 5 años de servicios prestados, uno más de servicios y uno huís de edad;

2) Los del inciso e): por cada 4 años de servicios prestados, uno más de servicios y uno más de edad;

3) Los del inciso c): por cada 3 años de servicios prestados, uno más de servicios y uno más de edad;

4) Los del inciso d): por cada 2 años de servicios prestados, uno más de servicios y uno más de edad.

Los periodos de servicios inferiores a los indicados en el presente artículo, se computarán también 

privilegiadamente en proporción a los mismos.

Artículo 36 - El derecho al cómputo diferenciado por los servicios prestados hasta la vigencia de 

la presente ley, será considerado definitivamente adquirido por el afiliado.

A partir de la vigencia de la presente los aportes personales a que refiere el artículo anterior serán 

exigibles durante el desempeño de las actividades consideradas. (Modificado por la Ley Nº 11.373, 

publicada en el B.O. del 12/01/96).

Artículo 36 - (Texto anterior) - El derecho al cómputo privilegiado acordado por los servicios 

prestados hasta la vigencia de la presente ley, serán considerados definitivamente adquiridos por el 

afiliado, salvo que hayan optado u opten por la prestación que establece el artículo 15, en cuyo caso, 

las sumas que hubieran abonado en concepto de aporte adicional, les serán imputadas al pago del 

aporte establecido en el inciso 16 del artículo tercero, quedando todo excedente, si existiere y sea 

cual fuere su causa, ingresado definitivamente al fondo de la Caja que quedará exenta de su reintegro.
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CAPÍTULO X
pÉRDIDA DE LOS DERECHOS AL gOCE DE LOS BENEfICIOS

Artículo 37 - El goce de los beneficios se pierde solamente en la forma, tiempo y con las modali-
dades que establece esta Ley y el Código Penal (Modif. según L. 11.032, 07/ 10/93).

Artículo 38 - Si a la época de la pérdida del goce, el afiliado fuese jubilado o reuniese las condicio-
nes para serio, las personas indicadas en el artículo 25 gozarán del beneficio que acuerda el artículo 
19 del Código Penal.

CAPÍTULO XI
DE LA ADmINIStRACIóN DE LA CAjA

Artículo 39 - La Caja de Jubilaciones y Pensiones será dirigida y administrada por un Director, 
que será su representante legal, designado por el Poder Ejecutivo, el que no podrá desempeñar otra 
función pública.

Artículo 40 - Corresponde al Director de la Caja:

1) Vigilar el fiel cumplimiento de las disposiciones de la presente ley y sus normas reglamentarlas;

2) Dictar el reglamento interno de la Caja, con aprobación del Poder Ejecutivo;

3) Dictar las demás reglamentaciones que hagan al mejor funcionamiento de la Caja;

4) Conceder o denegar las jubilaciones, pensiones y demás beneficios que acuerda esta ley, formulan-
do por escrito sus resoluciones y exponiendo las disposiciones legales en que las funda;

5) Resolver las revisiones que se interpongan;

6) Requerir la remisión mensual del movimiento de Caja y comprobantes respectivos para su apro-
bación;

7) Practicar, por lo menos una vez al mes, un arqueo general de fondos y valores, dejando constancia 
de ello;

8) Rendir cuenta documentada al Poder Ejecutivo de la administración de los fondos de la Caja, pu-
blicando cada seis meses los balances generales;

9) Elevar al Poder Ejecutivo y publicar al finalizar el ejercicio económico, una memoria detallada de 
la situación de la Caja;

10) Formular anualmente su presupuesto de sueldos y otros gastos, que será atendido con los fondos 
de la Caja, elevarlos al Poder Ejecutivo para que éste lo someta a la Honorable Legislatura;

11) Proponer al Poder Ejecutivo el nombramiento, ascensos y remoción del   personal de la Caja, 
previo concurso o sumario administrativo en su caso;
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12) Ordenar inspecciones encargadas de comprobar las variantes que pudieran   haberse producido 
en las familias o en el estado civil de las personas que gocen de jubilación o pensión, como asimismo, 
tendientes a acreditar servicios y aportes a los fines de esta ley;

13) Establecer delegaciones zonales, de acuerdo con las posibilidades de la    Caja y las necesidades 
del servicio;

14) Proponer anualmente al Poder Ejecutivo, el monto mínimo de las jubilaciones y pensiones, quien 
lo fijará por decreto.

Artículo 41 - Cuando la Caja actúe como actora o demandada ante los Tribunales Judiciales, 
litigará en papel común sin cargo de reposición. En caso de resultar condenada en costas, no abonará 
honorarios a sus letrados.
Será representada en juicio por su Asesor Letrado Jefe o por sus Abogados Asesores con el patrocinio 
del Asesor Letrado Jefe.

Artículo 42 - Contra las resoluciones de la Caja podrá deducirse el recurso de revocatoria dentro 
del término de diez días hábiles, a contar de la notificación de la misma, si el domicilio denunciado en 
las actuaciones por el interesado fuere en la ciudad de Santa Fe; de veinte días hábiles si fuere dentro 
de la Provincia; de cuarenta días hábiles si fuere dentro de la República y de ochenta días hábiles si 
el domicilio denunciado estuviere en el extranjero.

Artículo 43 - El recurso de revocatoria deberá interponerse ante la Caja, debiendo ser fundado, 
explicando las razones de hecho y de derecho en que se basa, y ofrecerse en el mismo la prueba de 
que intente valerse.

Artículo 44 - Vencido el término establecido en el artículo 42 aun cuando el recurso hubiera sido 
interpuesto en término, no procederá la recepción de nuevos escritos ni aceptación de otras pruebas 
que las presentadas en término.

Artículo 45 - El recurrente podrá solicitar traslado de las actuaciones a fin de estudiar los ante-
cedentes y fundar su recurso. El traslado se concederá en todos los casos con entrega del expediente 
y por el término establecido para la presentación del recurso o por el tiempo que faltare para su 
vencimiento.

Artículo 46 - La Caja deberá dictar resolución dentro de los sesenta días de la presentación del 
recurso, y la notificará al recurrente con todos sus fundamentos.
Esta resolución quedará firme a los diez días de notificada, salvo que se interpusiera el recurso de 
apelación ante el Poder Ejecutivo.

Artículo 47 - El recurso de apelación deberá ser interpuesto ante la Caja, pudiendo instaurarse 
también subsidiariamente con el de revocatoria.

Artículo 48 - Si se dedujere el recurso de apelación subsidiariamente con el de revocatoria, en 
la resolución que se dicte sobre éste, se apreciará la procedencia formal de aquél, concediéndolo o 
denegándolo en su caso; concediendo el recurso será elevado al Poder Ejecutivo por intermedio del 
Ministerio respectivo con el expediente de las actuaciones administrativas que lo originaran.

Artículo 49 - El recurso de apelación concedido, se tramitará por el procedimiento establecido 
en las normas vigentes en materia de trámites administrativos en la Provincia.
La resolución del Poder Ejecutivo será recurrible por la vía contenciosa administrativa.
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Artículo 50 - El recurso de revisión procederá formalmente, sólo cuando habiéndose agotado la 
vía administrativa, se trate de acreditar hechos invocados y no probados con anterioridad a la reso-
lución recurrida. Este recurso podrá interponerse una sola vez.

Artículo 51 - Subsidiariamente se aplicarán las disposiciones del Código de Procedimientos en lo 
Civil y Comercial de la Provincia.

Artículo 52 - Para la verificación de los extremos legales, además de los justificativos oficiales 
que deberán presentar los interesados para acreditar sus derechos, el Director queda expresamente 
facultado para solicitar todos los informes que considere convenientes, todas las reparticiones de la 
Provincia y de los Municipios o Comunas, quedan obligados a prestar su cooperación cuando fueran 
requeridas al efecto por el Director.

CAPÍTULO XII
CámARA ASESORA DE pREvISIóN SOCIAL

Artículo 53 - Créase la Cámara Asesora de Previsión Social la que estará integrada por dos 
representantes del Poder Ejecutivo, dos por los agentes pasivos y dos por los activos, los que serán 
propuestos por las entidades que los agrupen mediante acto eleccionario a tales efectos y designados 
por el Poder Ejecutivo, en la forma que establezca la reglamentación que el mismo dicte.
Los miembros de la Cámara Asesora de Previsión Social, durarán cuatro años en sus funciones, o el 
plazo que restare a la finalización del mandato del titular del Poder Ejecutivo, si la designación no 
coincidiera con el inicio de éste.
No percibirán retribución alguna por parte de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de 
Santa Fe y los gastos que les demande su participación en la Cámara deberán ser sufragados por las 
entidades o Poder a quienes representen.
La participación como integrante de esta Cámara es compatible con cualquier
otra designación en la Administración Pública o goce de beneficio jubilatorio. (Modificado por la Ley 
Nº 11449, publicada en el B.O. del 07/01/97).

Artículo 54 - Corresponde a la Cámara Asesora de Previsión Social:

1) Considerar las iniciativas y proyectos que le sean sometidos por el Director de la Caja de Jubila-
ciones y Pensiones;

2) Considerar las iniciativas y proyectos que le sometan los sectores interesados de la comunidad 
que representan;

3) Informar al Director de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, los inconvenientes y 
anomalías advertidos en la aplicación de las leyes provinciales de previsión, y proponer a aquél las 
medidas tendientes a subsanarlos;

4) Hacer llegar al Director de la Caja de Jubilaciones y Pensiones, toda iniciativa concerniente al 
régimen provincial de previsión, que estime conveniente o necesario;

5) En los supuestos de los dos incisos anteriores, la Cámara Asesora podrá hacer conocer al Poder 
Ejecutivo o al Poder Legislativo las observaciones o iniciativas que formule, según corresponda.

Artículo 55 - En todos los casos a que se refiere el artículo anterior, las opiniones deberán con-
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signarse por escrito y expuestos sus fundamentos. En casos de disidencias, deberán acompañase las 
argumentaciones de cada uno de los miembros integrantes de la Cámara Asesora.

CAPÍTULO XIII
DISpOSICIONES gENERALES 

(TÍTULO SUSTITUIDO POR LA LEY Nº 7.230, PUBLICADA EN EL B.O. DEL 05/12/74).

Artículo 56 - Decláranse inembargables los bienes de la Caja de Jubilaciones y Pensiones.

Artículo 57 - Las sumas que en cualquier concepto hayan sido pagadas indebidamente por los 
agentes activos o pasivos de la Caja o viceversa, serán devueltas sin intereses.

Artículo 58 - Las sumas que deban ser abonadas a la Caja por cualquier concepto, deberán efec-
tivizarse con el 10% del haber mensual.

Artículo 59 - Los haberes aun no percibidos, como el derecho a cualquiera de los beneficios 
resultan inalienables. No podrán deducirse de los haberes las sumas que el beneficiario adeudare 
a otras instituciones salvo las autorizadas por ley y las adeudadas a la Asociación Mutualista de los 
Empleados Públicos de la Provincia, a la Cooperativa del Personal de la Provincia de Santa Fe Ltda., 
a la Sociedad Mutual de Empleados Públicos de la 2º Circunscripción, a la Caja Nacional de Ahorro 
Postal y a las Obras Sociales a que se encuentren afiliados; como así también, previa conformidad 
manifestada por escrito por su titular, las cuotas societarias correspondientes a las organizaciones 
de pasivos provinciales con personería jurídica vigente, y de los préstamos otorgados por la Caja de 
Previsión Social de los Agentes Civiles del Estado.
Los haberes de los beneficios que acuerda la Caja sólo podrán embargarse en la medida autorizada 
por el derecho común. (Modificado por la Ley Nº 10.534, publicada en el B.O. del 07/12/90).

Artículo 60 - Las prestaciones se abonarán a los beneficiarios:

a) Las jubilaciones ordinarias, por edad avanzada y por invalidez, desde el día en que hubieran deja-
do de percibir remuneraciones del empleador, excepto en los supuestos previstos en los párrafos 2º 
y 3º del artículo 73 de la presente;

b) La pensión, desde el día de la muerte del causante o de la declaración judicial de su fallecimiento 
presunto, excepto en el supuesto previsto en el artículo 29, en que se pagará a partir de la fecha de 
la solicitud.

Artículo 61 - El beneficio de la jubilación o pensión es vitalicio y su goce sólo se interrumpe o 
pierde en los casos previstos en la presente ley.
Artículo 61 bIS - A los jubilados que desempeñen cualquier actividad remunerada en relación 
de dependencia, se les suspenderá el goce del beneficio hasta que cesen en ella, salvo en los casos 
previstos por Ley 15.284 y en los artículos 62 y 63 de la presente Ley.
Al cesar tendrán derecho a reajuste o transformación mediante el cómputo de las nuevas actividades, 
excepto en los casos contemplados por la Ley 15.284 (Este artículo ha sido incorporado por las en-
miendas del Decreto Nº 4162/74 a la Ley Nº 7230, publicado en el B.O. del 05/12/74).

Artículo 62 - Percibirá la jubilación sin limitación alguna, el beneficiario que continúe o se rein-
tegre a la actividad en cargos docentes o de investigación en Universidades Nacionales, Provinciales o 
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privadas, autorizadas para funcionar por el Poder Ejecutivo o en facultades, escuelas, departamentos, 
institutos y demás establecimientos de nivel universitario que de ella dependieren.
Esta disposición comprende al jubilado que pasa a desempeñarse en cargos docentes o de investiga-
ción en Institutos de Nivel Terciario dependientes de Organismos Nacionales, Provinciales o privados 
debidamente autorizados por el Poder Ejecutivo.
Igual derecho tendrá el jubilado que ingrese o continúe en conjuntos orquestales o corales perma-
nentes, dependientes de la Nación, la Provincia, municipios o universidades nacionales, provinciales 
o privadas autorizadas para funcionar por el Poder Ejecutivo.
El Poder Ejecutivo podrá extender esa compatibilidad a los cargos docentes o de investigación cien-
tífica desempeñados en otros establecimientos o institutos oficiales de nivel universitario, científico 
o de investigación, como así también establecer, en los supuestos contemplados en este párrafo y en 
el anterior, límites de compatibilidad con reducción del haber de los beneficios.
La compatibilidad establecida en este artículo es aplicable a los docentes o investigadores que ejer-
zan una o más tareas. Cuando el docente o investigador obtuviere la jubilación en base al cargo en 
que hubiere continuado o se reintegrare, el cómputo se cerrará a la fecha de solicitud del beneficio.
Cuando cesare definitivamente, el docente o investigador comprendido en el presente artículo podrá 
obtener el reajuste, transformación o mejora mediante el cómputo de los servicios y remuneraciones 
correspondientes al cargo en que hubiere continuado o al que se reintegrare (Modificado por la Ley 
Nº 10.706, publicada en el B.O. del 09/12/91).

Artículo 63 - El Poder Ejecutivo podrá establecer anualmente límites de compatibilidad de la 
prestación de servicios en relación de dependencia con el goce de los beneficios acordados por esta 
ley con reducción de haberes de éstos.

Artículo 64 - Los jubilados que antes de la vigencia de esta ley se hayan reintegrado al servicio 
o estén en incompatibilidad por aplicación de la presente, deberán formular la denuncia dentro del 
término de un año a contar de la vigencia de esta ley.
En los casos que de conformidad con la presente ley existiese incompatibilidad total o limitada entre 
el goce de la prestación y el desempeño de la actividad, el jubilado que se reintegre al servicio, deberá 
denunciar esa circunstancia a la Caja, dentro del plazo de sesenta días corridos a partir de la fecha 
en que volvió a la actividad.
Igual obligación incumbe al empleador que conociere dicha circunstancia.

Artículo 65 - El beneficiario que omitiere formular la denuncia en el plazo establecido, carecerá 
del derecho a computar los nuevos servicios desempeñados y haberes percibidos hasta la fecha en 
que la Caja tome conocimiento de su reingreso.
El jubilado deberá, asimismo, reintegrar con intereses lo percibido indebidamente en concepto de 
haberes jubilatorios, en la siguiente forma:

I - Si continuare en actividad:

a) Con prestación reducida, el importe se le deducirá íntegramente;
b) Con prestación suspendida y el reingreso a un cargo con afiliación a esta
Caja, se le descontará de la remuneración activa en la proporción que legalmente corresponda. Si el 
reingreso fuere en otro orden, la Caja iniciará las acciones judiciales.

II - En el caso de haber cesado en la nueva actividad, se le formulará cargo a cubrir con el treinta por 
ciento (30%) de su haber pasivo mensual. (Modificado por la Ley Nº 8.600, publicada en el B.O. del 
15/04180).

Artículo 66 - Si se comprobase que el afiliado obtuvo algún beneficio, reconocimiento de servi-
cio o cómputo privilegiado, por medios ilícitos, la Caja dejará sin efecto el beneficio y el beneficiario 
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deberá devolver los haberes percibidos más el interés bancario vigente a la época de la devolución 
sobre saldo en el primer caso, y no tendrá derecho a reclamar las sumas que hubiese abonado a la 
Caja en los dos últimos. El reintegro deberá efectuarse de una sola vez o en la forma que se convenga 
con la Caja.
  
Artículo 67 - A los efectos de la jubilación no se computarán los servicios prestados antes de la 
edad de dieciocho años. Asimismo no se computará el tiempo de las licencias concedidas sin goce 
de sueldo.
A los fines de alcanzar los extremos exigidos para obtener los beneficios que acuerda esta ley, las 
fracciones de tiempo de seis meses o más, se considerarán como año entero.

Artículo 68 - Se abonará a los beneficiarios un sueldo anual complementario cuyo monto será 
calculado y pagado en igual forma y tiempo que el correspondiente al personal en actividad. (Modifi-
cado por la Ley Nº 9.445, publicada en el B. O. del 03/07/84).

Artículo 69 - No se acumularán en una misma persona dos o más beneficios de esta Caja, con 
excepción de:

a) La viuda, el viudo, la conviviente o el conviviente, quienes tendrán derecho al goce de su jubilación 
y de la pensión derivada de su cónyuge o conviviente. 

b) Los hijos, quienes podrán gozar de hasta dos pensiones derivadas de sus padres, con los límites 
fijados en el artículo 26 de la presente ley.
(Modificado por la Ley Nº  11.519, publicada en el B.O.: del 22/12/97).

Artículo 69 - (Texto anterior) - No se acumularán en una misma persona dos o más beneficios 
de esta Caja, con excepción de:

a) La viuda, o viudo incapacitado, quienes tendrán derecho al goce de su jubilación y de
la pensión derivada de su cónyuge; y

b) Los hijos o nietos quienes podrán gozar de hasta dos pensiones derivadas de sus padres o abuelos.

Artículo 70 - Se considerará remuneración a los fines de la presente ley, todo ingreso que per-
cibiere el afiliado en dinero o en especie susceptible de apreciación pecuniaria con motivo de su 
actividad personal, que revista el carácter de habitual y regular en retribución de servicios, el sueldo 
anual complementario y los gastos de representación.

Artículo 71 - No se considera remuneración las asignaciones familiares, viáticos, premio estimu-
lo, gratificación, incentivado, fallas de caja, las indemnizaciones que se abonen en caso de despido o 
por incapacidad total o parcial derivada de accidente de trabajo o enfermedad profesional y las asig-
naciones pagadas en concepto de becas, cualesquiera fueren las obligaciones impuestas al becario.
Tampoco se considerará remuneración los viáticos y las sumas que se abonen en concepto de gratifi-
caciones vinculadas con el cese de la relación laboral. Las sumas a que refiere este artículo no están 
sujetas a aportes.

Artículo 72 - Para determinar, incrementar o bonificar el haber jubilatorio sólo serán tenidos en 
cuenta los servicios probados en forma fehaciente, siendo insuficiente a esos fines la prueba testimo-
nial, la declaración jurada y la documental sin fecha cierta.
Tampoco será oponible a los efectos de este artículo la resolución administrativa o judicial fundada 
exclusivamente en prueba testimonial y/o declaración jurada y/o documental sin fecha cierta, en la 
cual la Caja no haya sido parte y hubiere manifestado su conformidad expresa previa verificación de 
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los extremos legales.
Cuando el haber jubilatorio por aplicación de este artículo resultare inferior al que actualmente 
cobran los afiliados, éstos continuarán percibiendo este último hasta tanto las diferencias sean ab-
sorbidas por los nuevos reajustes. Todo ello concordante con lo dispuesto sobre la materia en la Ley 
Nacional N” 18.037, y sin perjuicio de la aplicación del articulo 66 de la presente ley (Modificado por 
la Ley Nº 7.811, publicada en el B.O. del 26/01/76).

Artículo 73 - Para tener derecho a cualquiera de los beneficios que acuerda esta ley, el afiliado 
debe reunir los requisitos necesarios para su logro encontrándose en actividad, salvo en los casos que 
a continuación se indican:

1) Cuando acreditare diez años de servicios con aportes computables en cual¬quier régimen com-
prendido en el sistema de reciprocidad jubilatoria, tendrá derecho a la jubilación por invalidez si la 
incapacidad se produjere dentro de los dos años siguientes al cese.

2) La jubilación ordinaria o por edad avanzada se otorgará al afiliado, que reuniendo los restantes 
requisitos para el logro de esos beneficios, hubiera cesado en la actividad dentro de los dos años 
inmediatos anteriores a la fecha en que cumplió la edad requerida para la obtención de cada una de 
esas prestaciones.

Las disposiciones de los dos párrafos precedentes sólo se aplicarán a los afiliados que cesaren en la 
actividad con posterioridad a la vigencia de la presente ley.

Artículo 73 bIS - Cuando los agentes reuniesen los requisitos exigidos para alcanzar los bene-
ficios de la jubilación ordinaria establecidos en el párrafo primero del artículo 14 de la presente ley, 
el empleador podrá intimarlos en forma fehaciente, para que en el término de sesenta días corridos 
inicien los trámites pertinentes ante el organismo previsional correspondiente, extendiéndole los 
certificados de servicios y demás docu¬mentación necesaria a esos fines.
Iniciados los trámites en término, el agente mantendrá la estabilidad hasta que la Caja otorgue el 
beneficio y por el plazo máximo de un año. Obtenido el beneficio o vencido dicho plazo, la relación 
de empleo quedará extinguida sin derecho a la percepción de indemnización alguna. Si transcurrido 
los sesenta días concedidos en la intimación, no se hubieren iniciado los trámites pertinentes, cesa 
la estabilidad del agente y el empleador podrá disponer la extinción de la relación de empleo sin de-
recho a ningún tipo de indemnización.
Esta disposición se aplicará a todos los agentes de la administración pública provincial de los poderes 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial, incluyendo a los de los organismos autárquicos y descentralizados. 
(Incorporado por L. 9423, B.O. 15/02/84).

Artículo 74 - Para el dictado de la resolución acordando el beneficio jubilatorio, no se exigirá a 
los afiliados el cese de los servicios, el que será necesario para la percepción del beneficio. (Modifica-
do por la Ley Nº 8.618, publicada en el B.O. del  13/06/80).

Artículo 75 -
1) Los afiliados que renuncien a fin de acogerse a los beneficios de esta ley y mientras dure el trá-
mite de su jubilación, podrán continuar desempeñando sus tareas con percepción de los haberes 
correspondientes, una vez vencido el término de treinta días establecido en el artículo 5 inciso j) de 
la Ley 6385. En caso de optar el afiliado por continuar desempeñando sus tareas, deberá  
manifestarlo expresamente en la nota de renuncia y comunicarlo por escrito a la Habilitación corres-
pondiente dentro de los treinta días corridos a contar desde la fecha de su renuncia.

2) Una vez presentada la renuncia no podrá ser retirada por el agente, el que queda libre para gestio-
nar su jubilación por el trámite ordinario. 
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3) Formulada la opción prevista en el apartado 1) del presente, se dictará resolución ministerial que 
expresará la circunstancia de haber sido presentada la renuncia. 

4) La situación de revista, que se tendrá en cuenta a los efectos previstos en los artículos 14, 22 y 73 
apartado 2, será aquella en que se encuentre el agente al momento de presentar su renuncia, cual-
quiera sea la que tenga cuando se le acuerde el beneficio jubilatorio.

5) La Caja dará curso al expediente jubilatorio con la sola presentación de la documentación per-
tinente, pero para conceder el beneficio será necesaria la previa aceptación de la renuncia. A ese 
efecto la Caja comunicará a la Contaduría respectiva que el trámite se encuentra completo a efectos 
de que se proceda a la aceptación de la misma.

6) Quienes se acojan al beneficio de este artículo, deberán efectuar los aportes por los servicios que 
presten con posterioridad a la fecha de presentación de la renuncia y en forma ininterrumpida y no 
dará derecho a reclamar a la Caja la devolución de suma alguna por los aportes realizados, ni por 
parte de los afiliados ni de los empleadores.

7) En el caso de que el afiliado en las condiciones del apartado 1) con su conducta provoque situacio-
nes que den motivo a su cesantía o exoneración podrá el empleador disponer la misma perdiendo el 
agente todos los beneficios que se le acuerden por el presente artículo.

Artículo 76 - Será organismo otorgante de la prestación cualquiera de los compren¬didos en el 
sistema de reciprocidad, en cuyo régimen se acredite haber prestado la mayor cantidad de años de 
servicios con aportes. En el caso en que existiese igual cantidad de años de servicios con aportes, el 
afiliado podrá optar por el organismo otorgante. (Modificado por la Ley Nº 11.373, publicada en el 
B.O. del 12/01/96).

Artículo 76 - (Texto anterior) - A los fines de la determinación de la Caja otorgante de los benefi-
cios, la Provincia de Santa Fe adhiere a las normas contenidas en el artículo 80 de la Ley 18.037 (t.o.).
Resultará nula toda disposición que contravenga el principio de Caja Otorgante, el que reviste el 
carácter de orden público.

Artículo 77 - Los beneficiarios de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, sólo po-
drán percibir los haberes correspondientes a los períodos en que permanezcan fuera del país si cuen-
tan con autorización concedida por el mencionado organismo, con arreglo a la reglamentación que 
dicte el Poder Ejecutivo.

Artículo 78 - El haber de los beneficios ya otorgados o que corresponda otorgarse a las personas que 
hubieran cesado antes de la vigencia de la presente ley, se calculará de conformidad con las leyes vigentes 
hasta la fecha de sanción de esta ley.
A partir de la vigencia de la presente, estos haberes gozarán de la movilidad establecida en el artículo 12.
El Poder Ejecutivo queda facultado para reajustar periódicamente los haberes a que refiere el párrafo 
1 para adecuarlos a las escalas y porcentajes de esta ley.

Artículo 79 - Las opciones de cargos realizadas a la fecha de vigencia de la presente ley y/o las 
que se formulen en el futuro, serán definitivas e irrevocables.

Artículo 80 - Los organismos competentes, comunicarán a la Caja, en el término de diez días 
por riguroso número de orden y a medida que se produzcan, los nombramientos, cesantías, exo-
neraciones, permutas, licencias, suspensiones sin goce de sueldo, multas y reducciones de sueldos 
impuestas a los empleados, así como los decretos sobre creación o supresión de cargos, designacio-
nes de empleados que desempeñen comisiones accidentales o por tiempo fijo y las leyes, decretos y 
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resoluciones que tengan atinencia con esta ley.

Artículo 81 - El Estado Provincial no podrá transferir a Rentas Generales, ni dar otro destino que 
no fuera el específico, a los excedentes eventuales que podrían generarse por aplicación de la presen-
te. Asimismo, deberá cubrir con fondos provenientes de Rentas Generales los déficit que anualmente 
pudieran resultar del cumplimiento de la presente ley. En tal caso y como excepción a lo establecido 
en el primer párrafo, dichos fondos deberán ser reintegrados a Rentas Generales por el Organismo 
Provisional cuando sea revertida la situación deficitaria. (Modificado por la Ley Nº 11.373, publicada 
en el B.O. del 12/01/96).

Artículo 81 - (Texto anterior) - El Poder Ejecutivo deberá cubrir con fondos provenientes de 
Rentas Generales los déficit que anualmente pueden resultar del cumplimiento de esta ley, sin cargo 
de devolución.

Artículo 82 - El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente ley, dentro del término de no-
venta días a contar de su publicación.

Artículo 83 - Autorízase al Poder Ejecutivo a introducir en el presupuesto vigente, las modifica-
ciones necesarias para el cumplimiento de la presente ley.
Los gastos que demande el cumplimiento de las modificaciones introducid as por la presente ley, 
serán atendidos con los recursos provenientes de Rentas Generales, quedando el Poder Ejecutivo 
facultado para modificar el presupuesto vigente (Modif. Según L. 7230, B.O. 05/12/74).

Artículo 84 - Derogado por la  Ley Nº 7.230, publicada en el B.O. del 05/12/74. 

Artículo 85 - Derogado por la Ley Nº 7.230, publicada en el B.O. del  05/12/74. 

Artículo 86 - Derogado por la Ley Nº 7.230, publicada en el B.O. del 05/12/74. 

Artículo 87 - Derogado por la Ley Nº 7.230, publicada en el B.O. del 05712/74.

CAPÍTULO XIV
DISpOSICIONES ESpECIALES 

(CAPÍTULO INCORPORADO POR LA LEY Nº 7.230 CON LAS ENMIENDAS DEL DECRETO Nº 
4162/74)

Artículo 88 - En el plazo de 120 días a contar de la vigencia de la presente Ley, los afiliados de 
la Caja de Jubilaciones y Pensiones en actividad en la Provincia, podrán optar por los beneficios que 
acordó la Ley 4800, en su texto original, en lo que refiere a las condiciones y requisitos establecidos 
en el artículo 25 para la obtención de la jubilación ordinaria y en el artículo 32 primer párrafo para 
alcanzar la jubilación por retiro.

Artículo 89 - Para tener derecho a los beneficios establecidos en el artículo anterior, el afiliado 
deberá alcanzar los requisitos exigidos por la Ley 4800 dentro del nuevo plazo que se acuerda para 
formular la opción, incluyéndose también los afiliados comprendidos en el artículo 92 de dicha nor-
ma legal (Modificado por la Ley Nº 7.546, publicada en el B.O. del 10/10/75).

Artículo 90 - El afiliado que hubiera optado de acuerdo con los artículos 88 y 89, conservará sus 
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derechos hasta el 13 de diciembre de 1984, plazo dentro del cual deberá renunciar o cesar en la Provincia.
Transcurrido dicho lapso sin que se hubiere operado la renuncia o el cese, caducan los derechos y 
efectos de la opción.
En el término establecido en el presente artículo, el empleador podrá disponer la cesación en el ser-
vicio de los optantes, con derecho a los beneficios establecidos en el artículo 88, sin derecho para 
éstos a reclamar indemnización alguna (Modificado por la Ley Nº 8.349, publicada en el B.O. del 
07/12178).

Artículo 90 bIS - Los afiliados que por aplicación de la Ley 7230 hubieran optado por el régimen 
jubilatorio de la Ley 4800, sólo podrán cesar en sus cargos cuando el Poder Ejecutivo les acepte la 
renuncia.
Si mediara abandono del cargo, el cómputo de edad y servicios se hará hasta el momento del cese 
efectivo, y el afiliado recién obtendrá la jubilación y percibirá los haberes a partir del vencimiento del 
término prescripto por la Ley 8349. (Modificado por la Ley Nº 7.994, del 18/03/77).

Artículo 91 - En los casos previstos en el articulo anterior, el cómputo de edad y servicios deberá 
extenderse hasta la fecha del cese efectivo.

Artículo 92 - El afiliado que fuera dejado cesante sin causa dentro de los 120 días a contar desde 
la vigencia de la presente Ley, gozará del beneficio establecido en el artículo 32, 2º párrafo de la Ley 
4800, sin derecho para éstos a reclamar indemnización alguna.

Artículo 93 - Derogado con retroactividad a la fecha de sanción por la Ley Nº 7.853.

Artículo 94 - En los casos de los artículos 88 y 93 de la presente, el monto de los beneficios se 
determinará de acuerdo a lo establecido por la Ley 4800, texto original, sin las escalas de reducción 
del artículo 26 de la citada Ley, y rigiendo el máximo y mínimo establecido por el artículo 11 inciso 
I de esta Ley.

Artículo 95 - Derogado con retroactividad a la fecha de su sanción, por la Ley Nº 7.853.

Art. nuevo - Los que gozaren de beneficios ya acordados o en trámite, por aplicación de normas lega-
les anteriores, tendrán derecho a optar, dentro del plazo de ciento veinte (120) días desde la entrada 
en vigencia de la presente ley y al sólo efecto del monto de los beneficios, por las normas de la Ley 
4800, texto original, sin las escalas de reducción del art. 26 de la citada Ley, rigiendo para el caso el 
máximo y mínimo establecidos por el articulo 11, inc. I, del Decreto-Ley 6915/73 y sus modificato-
rias. (Modificado por la Ley Nº 7.421, publicada en el B.O. del 12/08/75).

Artículo 96 - El empleador que, conociendo que el beneficiario se halla en infracción no denun-
ciara esa circunstancia a la Caja, será pasible de una multa equivalente a cinco (5) veces lo percibido 
indebidamente en haberes pasivos por el beneficiario.
Si el empleador no exhibiera la declaración jurada que refiere el inciso 5) del artículo 97 o no practi-
care las retenciones en concepto de aportes, hace presumir, cuando el trabajador fuere beneficiario, 
que aquél conocía esta circunstancia (Incorporado mediante la Ley Nº 8.600, publicada en el B.O. 
del 15/04/80).

Artículo 97 - Los empleadores tienen los siguientes deberes para con la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones de la Provincia:

1) Denunciar dentro del plazo de treinta (30) días, a contar desde la iniciación de la relación laboral, 
a los agentes comprendidos en el régimen;
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2) Dar cuenta de las bajas que se produzcan en su personal, cuando éste fuere beneficiario de esta Caja;

3) Suministrar informe y exhibir los comprobantes y justificativos que la Caja le requiera en ejercicio 
de sus atribuciones, y permitir las inspecciones, comprobaciones y compulsas que ella ordene en los 
libros, anotaciones, papeles y documentos del empleador;

4) Otorgar a los afiliados y beneficiarios o a sus causa-habientes cuando éstos lo soliciten y en todos 
los casos a la extinción de la relación laboral, la certificación de los servicios prestados, remune-
raciones percibidas y aportes retenidos, como así también toda otra documental necesaria para el 
reconocimiento de servicios u otorgamiento de cualquier prestación o reajuste;

5) Requerir de los trabajadores comprendidos en el presente régimen, dentro de los treinta (30) días 
de comenzada la relación laboral, la presentación de una declaración jurada por escrito sobre su 
condición de beneficiario individualizando la prestación;

6) Denunciar todo hecho concerniente a los afiliados o beneficiarios que afecte su situación de revis-
ta previsional. (Incorporado por L. 8600, B.O. 15104/80).

Artículo 98 - Los afiliados están obligados a:

1)Suministrar los informes requeridos por la Caja, referentes a su situación frente a las leyes previ-
sionales;

2)Comunicar a la Caja toda situación que afecte total o parcialmente el derecho a la percepción de 
los beneficios;

3)Denunciar ante la Caja todo hecho o circunstancia que configure incumplimiento por parte del 
empleador de las obligaciones establecidas en el presente régimen.
(Incorporado mediante la Ley Nº 8.600, publicada en el B.O. del 15/04/80).

Artículo 99 - Los beneficiarios están sujetos, sin perjuicio de las establecidas por otras disposi-
ciones legales o reglamentarias, a las siguientes obligaciones:

1) Suministrar los informes requeridos por la Caja, referentes a su situación frente al sistema previsional;

2) Comunicar a la Caja toda situación prevista por las disposiciones legales o reglamentarias, que 
afecten o puedan afectar al derecho a la percepción total o parcial de los beneficios que gozan.
(Incorporado mediante la Ley Nº 8.600, publicada en el B.O. del 15/04/80).

Artículo 100 - Inscríbase en el Registro General de Leyes, comuníquese, publíquese y archívese.  
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LEy REtIROS y pENSIONES 
DEL pERSONAL pOLICIAL 
y pENItENCIARIO DE LA 
pROvINCIA DE SANtA fE 

11.530
BOLEtIN OfICIAL, 6 DE ENERO DE 1998

Artículo 1 - El personal policial de la Polícia de la Provincia, el personal de la Dirección General 
del Servicio Penitenciario de la Provincia y el perteneciente al Instituto Autárquico Provincial de 
Industrias Penitenciarias, se regirá, en materia de Retiros y Pensiones, por las disposiciones de la pre-
sente ley, y será afiliado a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de Santa Fe. El personal 
sin estado policial o penitenciario se regirá, en materia jubilatoria, por las disposiciones vigentes para 
el personal de la Administración Pública Provincial.

Administración del Régimen

Artículo 2 - La aplicación de esta ley y la Administración de los recursos y erogaciones previstos 
en la misma estará a cargo de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de Santa Fe. Las 
registraciones contables derivadas de la aplicación de la presente y las demás acciones de su admi-
nistración, deberán realizarse en forma independiente de los demás regímenes previsionales que ad-
ministre la mencionada Caja, la que, en sus informes y publicaciones específicos, deberá identificar 
el resultado de este régimen previsional en forma expresa.

Aportes, Contribuciones y Otros Recursos

Artículo 3 - Los aportes, contribuciones y otros recursos que se efectuarán a la Caja de Jubilacio-
nes y Pensiones de la Provincia de Santa Fe, con destino a esta ley, serán los siguientes:

A - APORTES: El personal efectuará los siguientes aportes: 1. El dieciséis con cicuenta por ciento 
(16,50%) del total de sus remuneraciones mensuales. 2. El importe de las remuneraciones corres-
pondientes a los períodos en que el personal sufriera disminución de los mismos, por las causas y 
en las proporciones previstas en las leyes aplicables, y siempre que exista resolución definitiva. 3. El 
dieciséis con cincuenta por ciento (16,50%) correspondiente al personal que pase a la situación de 
retiro, calculado sobre el monto del haber respectivo, hasta tanto no hubieren alcanzado la edad de 
sesenta (60) años las mujeres y sesenta y cinco (65) años los varones. Esta obligación no regirá cuan-
do acreditaren treinta (30) años de aportes. Tampoco contribuirán los pensionados y los retirados 
por incapacidad total y permanente. 4. El importe del cincuenta por ciento (50%) de los aumentos 
de las remuneraciones o haberes del personal en actividad, retirado o pensionado, cualquiera sea la 
causa de los mismos, sin perjucio del descuento que sobre el sueldo o haber anterior corresponda por 
aplicación de lo establecido en los incisos 1 y 3. Este aporte se efectuará en su totalidad, por única 
vez, en el primer mes en que se haga efectivo el incremento.

B - CONTRIBUCIONES: El Poder Ejecutivo contribuirá con: 1. El veintiuno por ciento (21%) del mon-
to de las remuneraciones mensuales del personal mencionado en el artículo 1. 2. El veintiuno por 
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ciento (21%), calculado sobre el monto del haber respectivo, correspondiente al personal que pase 
a situación de retiro, hasta tanto no hubieren alcanzado la edad de sesenta (60) años las mujeres y 
sesenta y cinco

(65) años los varones, con las excepciones previstas en el apartado “ A “, inciso 3 del presente ar-
tículo. 3. El importe de los haberes del personal que se halle en uso de licencia sin goce de sueldo 
o el de la diferencia resultante, si la licencia fuere con goce parcial del mismo. C-Otros Recursos: 
Serán además recursos propios de esta ley, los que se detallan a continuación, cuyas modalidades de 
aplicación, percepción y administración serán reglamentadas por el Poder Ejecutivo: 1. El diez por 
ciento (10%) sobre el importe total de las multas que por cualquier concepto aplique la Policía de 
la Provincia. 2. Los intereses y rentas provenientes de la inversión de los fondos correspondientes 
a la presente ley. 3. Las sumas que ingresen por transferencias de aportes, de conformidad con los 
pertinentes convenios de reciprocidad jubilatoria. 4. Las sumas que se recauden en todo el territorio 
provincial por el cobro de los servicios administrativos, expresados en cuotas fijas y enunciados en 
Módulos Tributarios (M.T.), conforme al Código Fiscal de la Provincia y Ley Impositiva Anual, que se 
detallan a continuación:

a) Constancia de extravío: cien (100) M.T.

b) Certificación de Guía de Transferencia, Certificados de Guía de Removido para los movimientos de 
hacienda y Certificados de Remanente para documentar la hacienda no comercializada: cien (100) M.T.

c) Registro, tenencia y portación de Armas: trescientos (300) M.T.

d) Verificación de automotores, motocicletas y ciclomotores, por patentamiento o transferencia: tres-
cientos (300) M.T.

e) Actas y/o certificaciones de siniestros extendidas por denuncias o constataciones de los mismos: 
cien 100 M.T.

f) Planillas de Control de Abasto y Venta de Cueros: trescientos (300) M.T.

g) La tasa retributiva de servicios por habilitación, fijada en: siete mil (7.000) M.T., y por inspección 
anual establecida en: tres mil quinientos (3.500) M.T., respecto de las Agencias de Vigilancia y Segu-
ridad que funcionen en el ámbito de la Provincia.

h) Servicios de alarmas. (300) M.T. Quedan expresamente exceptuados del pago de los servicios 
administrativos, mencionados en el presente apartado, quienes perciban beneficios mínimos y las 
personas sin ocupación laboral verificada. Estas situaciones se acreditarán con la presentación del 
recibo de la prestación o con certificación extendida por la Secretaría de Estado de Trabajo y Seguri-
dad Social o por las Municipalidades y Comunas de la Provincia, según sea el caso.

Artículo 4 - En los ejercicios presupuestarios en los que las erogaciones superen a los recursos 
del sistema previsional regido por la presente ley el Estado provincial aportará los fondos adiciona-
les necesarios para cubrir el total de ese déficit, a través de las partidas anualmente previstas en el 
Presupuesto provincial, provenientes de Rentas Generales, de leyes especiales nacionales o provin-
ciales. El Estado Provincial no podrá transferir a Rentas Generales ni dar otro destino que no fuere el 
específico, a los excedentes que eventualmente pudieran generarse por aplicación de la presente ley. 
Como excepción a lo establecido, cuando sea revertida la situación deficitaria, el excedente de dichos 
fondos débera ser reintegrado a Rentas Generales por el Organismo Previsional, hasta el importe que 
el Tesoro Provincial hubiera aportado en concepto de Aportes para Cubrir Déficit.

Artículo 5 - A los efectos dispuestos en el artículo 3, apartados “ A “ y “ B “ , se observará el 
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siguiente procedimiento.

1) En las planillas de remuneraciones mensuales ,deberá consignarse: a) Nombre y apellido del personal;

b) Grado que posea;

c) Importe de las remuneraciones mensuales asignadas;

d) Descuento que corresponada a cada partida, según el artículo 3, apartado “ A “ , y;

e) Saldo líquido que deba abonarse.

2) Al liquidarse las planillas del personal, éstas expresarán el monto total del sueldo mensual y la 
cantidad a que asciende el aporte del respectivo personal, y en las órdenes de pago se, consignará 
claramente una y otra suma, es decir, la que deba entregarse a la Repartición Policial y la que se 
retiene por descuento de Ley. En
 
planillas aparte se detallarán los importes con que contribuye el Poder Ejecutivo. No podrán liqui-
darse las remuneraciones mensuales sin practicar previamente el o los descuentos establecidos por 
el artículo 3 apartado “ A “ .

Artículo 6 - Deberá comunicarse a la Caja, por riguroso orden y dentro de cada año calendario y 
a medida que se vayan produciendo, toda resolución tomada por las instituciones policial y peniten-
ciaria, que afecte el haber mensual del personal o tenga atingencia con la presente Ley.

Artículo 7 - Los aportes y contribuciones detalladas en el artículo 3, apartados “A“ y “ B “ , serán 
liquidados mensualmente en las planillas correspondientes, y sus respectivos importes depositados 
en el Banco de Santa Fe S.A. o el que en el futuro lo reemplace. Las reparticiones policial y peniten-
ciaria enviarán mensualmente a la Caja un ejemplar duplicado de aquéllas, y comunicará el movi-
miento del respectivo personal. Al mismo tiempo, los habilitados o quienes cumplan sus funciones, 
bajo su responsabilidad personal, remitirán las boletas de los depósitos efectuados a la orden de la 
Caja, por los importes de los descuentos de acuerdo a la Ley, según planillas detalladas.

Cómputo de tiempo -Servicios comprendidos

Artículo 8 - Para establecer los años de servicios, se tendrán en cuenta los siguientes:

1) Los prestados por el personal policial o penitenciario desde su ingreso hasta la fecha del decreto 
de retiro o baja, o a la que el mismo establezca o hasta la fecha en que se percibió haber mensual, en 
el supuesto de que ésta sea posterior a áquella, en la forma y con arreglo a las disposiciones que para 
este cómputo establezca la ley del personal pertinente.

2) Los prestados en los organismos de seguridad de la Nación o de otras Provincias.

3) El tiempo correspondiente al período del servicio militar obligatorio o voluntario, si a la fecha 
de su incorporación el agente revistaba como personal policial o penitenciario. Se computará como 
remuneración correspondiente al período de servicio militar obligatorio o voluntario, la del grado del 
afiliado durante dicho período.

4) Los prestados por los alumnos de los Cursos de formación de Oficiales, Suboficiales y Agentes.
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Otros Servicios

Artículo 9 - Los servicios no comprendidos en el artículo anterior, se computarán una vez al-
canzado un mínimo de veinte (20) años de servicios policiales o penitenciarios, y en la proporción 
de cero coma ochocientos treinta y tres (0,833) por cada año, despreciándose las fracciones de días.

Servicios Simultáneos

ArtIculo 10 - En caso de simultaneidad de servicios no se acumularán los tiempos a los fines del 
cómputo de antigüedad. En este caso se considerarán los servicios en las instituciones comprendidas 
en esta Ley.

Prestaciones

Artículo 11 - Las prestaciones que esta Ley otorga al personal con estado policial o penitenciario son:

a) Retiro Voluntario.

b) Retiro Obligatorio.

c) Pensión. El personal podrá pasar de la situación de actividad a la de retiro, a su solicitud o por 
imposición de la presente ley o la del personal respectiva.

Retiro Voluntario

Artículo 12 - Se denomina “ retiro voluntario “ el pase del personal en actividad a situación de 
retiro a su solicitud.

Retiro Obligatorio

Artículo 13 - Se denomina “ retiro obligatorio “ el pase del personal en actividad a situación de 
retiro por imposición de la presente ley o la del Personal respectiva. El retiro obligatorio obedecerá 
a las siguientes causales:

a) por el límite de años de servicio y/o de edad.

b) por incapacidad total y permanente para continuar en el desempeño de sus funciones; y

c) Las restantes razones de servicio contempladas en los arts. 15 y 16.

Disposiciones Comunes

Artículo 14 - Los pases a situación de retiro serán dispuestos por el Poder Ejecutivo, previa ele-
vación de los mismos por el Jefe de la Institución, pudiendo aquél suspenderlos, con la única excep-
ción del personal que se encontrare incapacitado para el servicio, en los siguientes casos:

1) Si se encontrara vigente el estado de sitio o fuere inminente su implantación;

2) Si el personal se encontrare bajo proceso judicial; y

3) Si el personal se encontrare comprometido en sumario administrativo que pudiere dar lugar a su 
destitución.
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De las distintas situaciones de Retiro Obligatorio

Artículo 15 - El personal en actividad será pasado a “ retiro obligatorio “ en las siguientes situaciones:

1) Cuando se encuentre bajo prisión preventiva sin excarcelación y alcanzare dos años en esa situa-
ción sin haber obtenido sobreseimiento definitivo o absolución.

2) Cuando sea condenado con sentencia firme por delito doloso.

3) Cuando sea dado de baja por destitución y fuere reintegrado al servicio y, simultáneamente, deba 
ser pasado a retiro, en la forma y modo que establece la ley de personal respectiva.

4) Cuando ocupare, como Oficial Superior, el cargo de Jefe O Subjefe de Policía de la Provincia y 
cesare en el mismo, salvo cuando el Subjefe fuere designado Jefe de Policía. De igual forma y en los 
mismos supuestos se procederá para los cargos de Director y Subdirector del Servicio Penitenciario 
de la Provincia y Director del Instituto Autárquico Provincial de industrias Penitenciarias. Si fuere 
designado Ministro de Gobierno, Justicia y Culto, o Subsecretario de alguna de las Subsecretarías de 
dicho Ministerio, deberá pasar a retiro, previo asumir el cargo político. En todos los casos y a todos 
los efectos se computará a los mismos, a los fines del retiro obligatorio, el máximo de bonificación 
por años de servicio, que establece el art 18 de la presente.

5) Cuando sea declarado incapacitado en forma total y permanente para el desempeño de funciones 
de seguridad, conforme lo establece la ley del personal pertinente, esta ley y su reglamentación.

6) Cuando sea considerado por las respectivas juntas de calificaciones como “ inepto para las funcio-
nes policiales o penitenciarias “ .

7) Cuando sea considerado por esas mismas juntas como “ inepto para las funciones del grado “ .

8) Cuando el titular de la Institución así lo solicite al Poder Ejecutivo. repecto al que haya cumplido 
treinta (30) años de servicios policiales o penitenciarios.

Artículo 16 - El otorgamiento del retiro obligatorio será facultativo para el Poder Ejecutivo cuan-
do el agente cumpla las siguientes edades físicas, con excepción del personal femenino, para el que la 
edad exgida será de dos años menos en todos los casos. A-PERSONAL SUPERIOR Cuerpos Seguridad 
Profesional Técnico Oficiales Superiores 60 60 60 Oficiales Jefes 56 58 58 Oficiales Subalternos 52 
54 54 B-PERSONAL SUBALTERNO Cuerpos Seguridad Técnico Servicios Axuiliares Suboficiales Su-
periores 54 58 Suboficiales Subalternos 52 54 54 Tropa 50 52 52 Exceptúase del cumplimiento de lo 
dispuesto en los incisos A) y B) de este artículo al escalafón Músicos del Cuerpo Técnico, compuesto 
por el persnal superior y subalterno de la Policía de la Provincia, cuya edad requerida para el retiro 
será de sesenta (60) años.

Haber de Retiro

Artículo 17 - El retiro voluntario y el obligatorio podrán ser con derecho a haber o sin él. El retiro 
voluntario será con derecho a haber tanto para el personal policial y penitenciario perteneciente al 
cuerpo de seguridad como al profesional, técnico y de servicios auxiliares que acrediten veintinco 
(25) años de servicios policiales o penitenciarios según corresponda. El retiro obligatorio será con 
derecho a haber para el personal que acredite como mínimo veinte (20) años de servicios policiales 
o penitenciarios. En ambos casos el último cese debe haberse producido en la repartición policial o 
penitenciaria de la Provincia, con las excepciones previstas en el artículo 21 de esta Ley.

Artículo 18 - El haber de retiro será determinado de acuerdo a los porcentajes que fija la escala 
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siguiente, calculados sobre el promedio de las remuneraciones mensuales, percibidas y actualizadas 
en los últimos doce (12) meses consecutivos de servicios policiales o penitenciarios, con las excep-
ciones previstas en el artículo 21 de esta ley: Personal Superior y Subalterno Antigüedad Seguridad 
Profesional, Técnico y Servicios Auxiliares 20 años 60% 55% 21 años 62% 57% 22 años 64% 59% 23 
años 66% 62% 24 años 68% 64% 25 años 71% 66% 26 años 74% 69% 27 años 77% 72% 28 años 80% 75% 
29 años 83% 80% 30 años 85% 85% El haber se bonificará con el uno por ciento (1%) del monto por 
cada año de servicio efectivo que exceda de treinta (30) años, hasta un máximo del ciento por ciento 
(100%). A los fines de la determinación del haber de retiro o pensión, no se computará el sueldo anual 
complementario. El haber máximo y mínimo se regirá conforme lo establecido por la Ley 6915.

Artículo 19 - En el caso de servicios simultáneos, a las remuneraciones actualizadas se le adicio-
nará el tres con treinta y tres por ciento (3,33%) del sueldo de los otros cargos, por cada año entero 
de simultaneidad, hasta un máximo del ciento por ciento(100%), y al total obtenido se le aplicará lo 
dispuesto por el artículo 18 de la presente Ley. Es requisito indispensable para la aplicación de este 
artículo que la simultaneidad se haya producido en los doce (12) meses de desempeño a los que se 
refiere el Artículo 18.

Artículo 20 - El haber de retiro se abonará desde el día posterior al decreto de pase a retiro o 
baja, de la fecha en que se percibió remuneración en el supuesto de que ésta sea posterior a aquella.

Artículo 21- En caso de incapacidad total y permanente para el desempeño de las funciones 
específicas del grado, el haber de retiro se determinará de acuerdo a la escala del artículo 18 y en la 
siguiente forma:

a) Si la incapacidad fuere producida por un hecho ajeno al servicio, se calculará sobre la remunera-
ción mensual del último grado alcanzado;

b) Si la incapacidad fuere producida en un acto de servicio, en base a la remuneración mensual del 
grado inmediato superior; y

c) Si la incapacidad fuere producida como consecuencia del cumplimiento de los deberes de defender 
contra las vías de hecho, o en actos de arrojo, la vida, la libertad y la propiedad de las personas, se 
lo promoverá al grado inmediato superior y el haber se calculará en base a la remuneración mensual 
del grado siguiente al fuere ascendido. En caso de no existir en el escalafón, el grado base para la 
determinación del haber de retiro en los supuestos previstos por los incisos b) y c) de este artículo, 
el haber que resulte del último grado del escalafón será incrementado en un quince por ciento (15%) 
del haber de ese grado, por cada grado faltante. En todos los casos previstos por este artículo, no se 
requerirá el cumplimiento de los mínimos exigidos por los artículos 17 y 18 de esta ley y se conside-
rará como si el afiliado hubiera acreditado, en el supuesto del inc. a) del presente, veinticinco (25) 
años y en los casos de los inc. b) y c), treinta (30) años de servicios, ambos computables, salvo que 
computara mayor antigüedad.

Artículo 22 - La incapacidad para el desempeño de las funciones específicas del grado se deter-
minará, teniendo en cuenta la especialidad de los servicios policiales y penitenciarios, conforme a lo 
dispuesto en el CAPÍTULO VI, JUBILACIÓN POR INVALIDEZ, de la Ley 6915, por las juntas Médicas 
creadas a ese efecto.

Derecho a Pensión

Artículo 23 - En caso de muerte del personal en actividad, retirado con haber o con derecho a 
haber de retiro, gozarán de pensión:
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a) La viuda

b) El viudo C) La conviviente

d) El conviviente

e) Los hijos solteros, las hijas solteras y las hijas viudas, siempre que no gozaran de jubilación, pen-
sión, retiro o prestación no contributiva, salvo que optaren por la pensión que acuerda la presente, 
todos ellos hasta los dieciocho (18) años de edad. En los supuestos de los incisos c) y d), se requerirá 
que él o la causante se hallase separado de hecho o legalmente, o haya sido soltero, viudo o divorcia-
do y hubiera convivido públicamente en aparente matrimonio durante por lo menos cinco (5) años 
inmediatamente anteriores al fallecimiento. El plazo de convivencia se reducirá a dos años cuando 
exista descendencia reconocida por ambos convivientes. El o la conviviente excluirá al cónyuge 
supérstite cuando éste hubiere sido declarado culpable de la separación personal o del divorcio. En 
caso contrario, y cuando el o la causante hubiere estado contribuyendo al pago de alimentos o éstos 
hubieran sido demandados judicialmente, o el o la causante hubiera dado causa a la separación per-
sonal o al divorcio, la prestación se otorgará al cónyuge y al conviviente en partes iguales.

Excepciones a los limites de edad

Artículo 24 - Los límites de edad fijados en el inciso e) del artículo 23 no rigen si los hijos de 
ambos sexos en las condiciones allí establecidas se encontraren incapacitados para el trabajo y a 
cargo del causante a la fecha de su fallecimiento, o incapacitados a la fecha en que cumplieran la 
edad de dieciocho (18) años. Tampoco regirán los límites de edad establecidos por el artículo 23, para 
los derecho-habientes, cuando aquellos cursen regularmente estudios secundarios o superiores y no 
desempeñen actividad remunerada. En estos casos el haber de pensión se abonará hasta los veintiún 
(21) años de edad, salvo que los estudios hubieran finalizado antes. La reglamentación establecerá 
los estudios y establecimientos educacionales a que se refiere este artículo, como también la forma y 
modo de acreditar la regularidad de aquellos.

Artículo 25 - Se entiende que el derecho habiente estuvo a cargo del causante cuando concurren 
en aquél un estado de necesidad revelado por la escasez o carencia de recursos personales, y la falta 
de contribucción importe un desequilibrio esencial en su economía particular. La Caja podrá fijar 
pautas objetivas para establecer si el derecho habiente estuvo a cargo del causante.

Haber de Pension

Artículo 26 - El haber de pensión será equivalente al setenta y cinco (75%) del haber de retiro 
que gozaba o le hubiera correspondido al causante.

Artículo 27 - Los que fallecieran revistando en actividad dejarán derecho a pensión, a cuyos 
efectos el haber de ésta se calcurá conforme con lo dispuesto en el artículo precedente y las modali-
dades previstas en el artículo 21 en cuanto fueren operativas.

Distribución del Haber

Artículo 28 - La mitad del haber de pensión corresponde a la viuda, el viudo, la conviviente o el 
conviviente si concurren hijos del causante en las condiciones del artículo 23; la otra mitad se distri-
buirá entre éstos en partes iguales. Cuando concurran la/el cónyuge con la/el conviviente y los hijos 
del causante, corresponderá la mitad del haber de la pensión a a éstos, por partes iguales, y la otra 
mitad en igual forma corresponderá al cónyuge y conviviente. A falta de hijos del causante, la totali-
dad del haber corresponderá al cónyuge y/o conviviente. En casos de extinción del derecho a pensión 
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de alguno de los copartícipes, su parte acrece proporcionalmente a la de los restantes beneficiarios 
respetándose la distribución establecida en el presente, y el número de beneficiarios.

Percepción de Haber de Pensión

Artículo 29 - Los haberes de pensión se abonarán desde el día posterior a la muerte del causante 
o de la declaración judicial de su fallecimiento presunto.

Personas sin derecho a pensión

Artículo 30 - No tendrán derecho a pensión:

a) El cónyuge que, por su culpa, estuviere divorciado o separado de hecho.

b) El cónyuge divorciado o separado de hecho, por mutuo consentimiento, y que no perciba alimentos.

c) Los derechos-habientes, en caso de indignidad para suceder o de desheredación, de acuerdo con 
las disposiciones del Código Civil.

Extinción del derecho a pensión

Artículo 31 - El derecho a pensión se extingue:

a) Por la muerte del beneficiario o su fallecimiento presunto judicialmente declarado.

b) Para la/el viuda/o, la/el conviviente, beneficiarios de pensión, desde que vivieran en concubinato.

c) Para los hijos solteros, hijas solteras e hijas viudas, beneficiarios de pensión desde que contrajeran 
matrimonio, o vivieran en concubinato.

d) Para los beneficiarios cuyo derecho a pensión estuviere limitado hasta determinada edad, desde 
que cumplieren las edades establecidas por la presente, salvo lo dispuesto en el artículo 24.

e) Para los beneficiarios de pensión en razón de incapacidad para el trabajo, desde que tal incapa-
cidad desapareciere definitivamente , salvo que a esa fecha tuvieren cincuenta (50) o más años de 
edad y hubieren gozado de la pensión por lo menos durante diez (10) años. La/el viuda/o y la/el con-
viviente, beneficiarios de pensión, conservan el derecho a la prestación al contraer matrimonio. El 
haber máximo, como también el límite de acumulación de la o las pensiones otorgadas o a otorgar, a 
que tenga derecho la/el viuda/o y la/el coviviente que contrajeran matrimonio a partir de la vigencia 
de la presente ley, será equivalente a tres veces el haber mínimo de jubilación que se abonare a los 
beneficiarios del régimen provincial de jubilaciones y pensiones. La/el viuda/o y la/el conviviente, 
cuyo derecho a pensión se hubiera extinguido por aplicación de leyes anteriores, podrán solicitar la 
rehabilitación de la prestación, que se liquidará a partir de la fecha de la respectiva solicitud, según 
los términos de la presente. El derecho acordado en el párrafo precedente no podrá ser ejercido si 
existieran causahabientes que hubieran acrecido su parte u obtenido el beneficio como consecuencia 
de la extinción de la prestación para el beneficiario que contrajo matrimonio, salvo el supuesto de 
nulidad del derecho debidamente establecida y declarada en sede administrativa y/o judicial.

DISPOSICIONES GENERALES

Obligaciones de los Afiliados Retirados-Pensionados

Artículo 32 - Los afiliados están sujetos a las siguientes obligaciones, sin perjuicio de las estable-
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cidas por otras disposiciones legales o reglamentarias:

a) Suministrar los informes que requiera la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia.

b) Al tomar posesión del cargo deberán llenar una ficha individual , consignando los datos que deter-
mina la Caja, la que será actualizada cada vez que ésta lo considere necesario.

c) Someterse a un examen médico, antes de la toma de posesión del cargo, en la forma y modo que 
establezca la reglamentación.

d) Cumplidos los requisitos de los incisos b) y c), la Caja entregará a cada empleado una cédula de 
afiliación que servirá para identificarlo durante toda su carrera administrativa.

Artículo 33 - Los retirados y pensionados del presente régimen están sujetos a las siguientes 
obligaciones, sin perjuicio de las establecidas por otras disposiciones legales o reglamentarias:

a) Suministrar los informes requeridos por la autoridad de aplicación, referente a su situación frente 
a las leyes de previsión

b) Comunicar a la Caja toda situación prevista por las disposiciones legales, que afecte o pueda afec-
tar el derecho a la percepción total o parcial del beneficio que gozan.

Recursos Administrativos

Artículo 34 - Contra las resoluciones de la Caja los interesados podrán interponer los recursos 
previstos en la Ley 6.915.

Carácter de las Prestaciones

Artículo 35 - Las prestaciones que esta Ley establece revisten los siguientes caracteres:

a) Son personalísimas y sólo corresponden a los propios titulares;

b) No pueden ser enajenadas o afectadas a terceros por derecho alguno;

c) Son embargables en la medida que establecen las leyes en vigencia, y sujetas a retenciones por 
alimentos y litis expensas;

d) Están sujetas a retenciones por cargos provenientes de créditos a favor de los organismos de previ-
sión como también a favor del Fisco, por la percepción indebida de haberes de pensiones graciables o 
a la vejez, y las sumas que el prestatario adeude a otras instituciones cuando las leyes así lo autoricen 
expresamente. Estas retenciones no podrán exceder del veinte por ciento (20%) del haber mensual 
de la prestación; y

e) Sólo se extinguen por causas previstas en las leyes vigentes.

Artículo 36 - No se podrá obtener reajuste del haber en base a servicios o remuneraciones que 
se computaren exclusivamente mediante prueba testimonial o declaración jurada.

Movilidad de las Prestaciones

Artículo 37 - Los haberes de los retiros y pensiones serán móviles, conforme lo dispuesto por la 
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Ley 6.915.

Haber Anual Complementario

Artículo 38 - Se abonará a los titulares de las prestaciones, otorgadas por la presente Ley, un 
sueldo anual complementario cuyo monto será calculado y pagado en igual forma y tiempo que el 
correspondiente al personal en actividad.

Acumulación de Prestaciones

Artículo 39 - No se acumularán en una misma persona dos o más prestaciones de las que acuerde 
la Caja de Jubilaciones y pensiones de la Provincia en su carácter de administradora de lo dispuesto 
por la presente ley, con excepción de:

1) La viuda, el viudo, la conviviente o el conviviente, quienes tendrán derecho al goce del haber de 
retiro y de la pensión derivada del fallecimiento de su cónyuge, o conviviente.

2) Los hijos, quienes podrán gozar de hasta dos pensiones derivadas de sus padres, en las condiciones 
establecidas en los artículos 23 y 24.

Servicios sin Aportes-Aportes de alumnos

Artículo 40 - Los alumnos de los cursos de formación de oficiales, suboficiales y agentes que 
no hubiesen efectuado aportes por las remuneraciones percibidas - cualquiera haya sido su deno-
minación- durante el tiempo que revistaron como tales y a los fines de poder computar dicho lapso 
como servicios policiales o penitenciarios para el retiro, deberán ingresar a la Caja los aportes que 
se calcularán de acuerdo con los porcentajes vigentes a dicha época y teniendo en cuenta la referida 
remuneración, con más el interés del doce por ciento (12%) anual, desde la fecha en que hubieran 
debido efectuarse y hasta su efectivo ingreso. La contribución respectiva del Poder Ejecutivo se cal-
culará sobre las mismas bases.

Artículo 41 - Las contribuciones y aportes por los servicios computables prestados en Muni-
cipalidades y Comunas antes de la afilición al régimen Provincial, estarán a cargo del afiliado y se 
calcularán de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior.

Incompatibilidad

Artículo 42 - La incompatibilidad entre la actividad desempeñada y la percepción del haber de 
retiro, se ajustará a lo establecido en los arts. 61 bis, 62 y concordantes de la Ley 6915.
 
Destitución y Condena

Artículo 43 - La destitución no importa la pérdida del derecho al haber de retiro que acuerda la 
presente ley, cuando se hayan reunido los requisitos legales para obtenerlo.

Artículo 44 - En caso de condena por sentencia penal definitiva e inhabilitación absoluta, sea 
como pena principal o accesoria, los derechos habientes del condenado quedarán subrogados en los 
derechos de éste para gestionar y percibir, mientras subsista la pena, el haber de que fuere titular o 
al que tuviere derecho, en el orden y proporción establecidos en el presente régimen.

Opción

Artículo 45 - Podrán optar por los beneficios de la Leyes 6830, 6939, modificadas por la Ley 
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11.373, el personal en actividad con derecho a haber de retiro, que a la fecha de entrada en vigencia 
de esta ley se encuentre en condiciones y haya iniciado el trámite pertinente ante la Caja y quienes 
dentro del plazo de trescientos sesenta y cinco días (365) días corridos, inmediatos posteriores a la 
misma fecha, cumplan con el requisito de servicios mínimos requeridos e inicien el trámite corres-
pondiente. La opción quedará perfeccionada acreditando los extremos legales e iniciando el trámite 
ante la Caja. El Poder Ejecutivo dispondrá, conforme a las necesidades operativas de las fuerzas 
policiales y penitenciarias, los actos administrativos de cesación en el servicio. En todos los casos el 
derecho a opción será integral y definitivo, no admitiéndose en consecuencia opciones parciales, no 
pudiendo revocarse. Los derechos habientes tendrán las mismas facultades de opción previstas para 
el personal en actividad con derecho a haber.

Artículo 46 - El beneficio obtenido con anterioridad a la vigencia de la presente ley es un derecho 
definitivamente adquirido.

Artículo 47 - Para la tramitación de las prestaciones correspondientes al haber de retiro, no se 
exigirá a los afiliados la previa presentación de las constancias que acrediten la cesación en el servi-
cio, pero éstas serán indispensables para el dictado de la respectiva resolución. La Caja dará curso 
a las solicitudes de reconocimiento de servicio en cualquier momento en que sean presentadas, sin 
exigir que se justifique previamente la iniciación del trámite jubilatorio ante organismo previsional 
respectivo, pero si antes del dictado de la resolución.

Artículo 48 - El derecho a la prestación podrá ejercerse de acuerdo al siguiente trámite:

1) El personal en actividad con derecho a haber que renuncie a fin de acogerse a los beneficios de 
esta ley y mientras dure el trámite de su retiro, podrá continuar desempeñando sus funciones con 
percepción de los haberes correspondientes, una vez vencido el término de treinta (30) días estable-
cido en el art. 28, inc. m) de la Ley del Personal Policial. En caso de optar el afiliado por continuar 
desempeñando sus tareas, deberá manifestarlo expresamente en la nota de renuncia y comunicarlo 
por escrito a la Habilitación correspondiente dentro de los treinta (30) días corridos a contar desde 
la fecha de su renuncia.

2) Una vez presentada la solicitud de renuncia, no podrá ser retirada por el afiliado, el que queda 
facultado para gestionar su retiro.

3) Formulada la opción prevista en el apartado 1) del presente, se dictará resolución por el jefe de 
Policía de la Provincia o jefe de Unidad Regional, Director del Servicio Penitenciario de la Provincia 
o Director del Instituto Autárquico Provincial de Industrias Penitenciarias, según corresponda, que 
expresará la circunstancia de haber sido presentada la renuncia.

4) La caja dará curso al expediente de retiro con sola presentación de la documentación pertinente, 
pero para conceder el beneficio será necesaria la previa aceptación de la renuncia. A ese efecto, la 
Caja comunicará a la contaduría respectiva que el trámite se encuentra completo a efectos de que se 
proceda a la aceptación de la misma.

5) En el caso de que el afiliado en las condiciones del apartado 1) con su conducta provoque situaci-
noes que den motivo a su cesantía o exoneración, podrá el empleador disponer la misma, perdiendo 
el afiliado todos los beneficios que se acuerden por el presente artículo.

Artículo 49 - Autorízase al Poder Ejecutivo a introducir, en el presupuesto correspondiente, las 
modificaciones que se originen como consecuencia de la aplicación de la presente Ley.

Artículo 50 - Facúltase al Poder Ejecutivo a reglamentar la presente ley dentro del término se-
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senta (60) días a contar de su publicación.

Artículo 51 - Esta ley comenzará a regir a partir del primer día del mes siguiente al de su publicación.

Artículo 52 - Deróganse la Leyes 6830, 6939, sus modifiacatorias, el artículo 11 de la Ley 11.373, 
y toda otra disposición que se oponga a la presente. En los aspectos no previstos expresamente por 
la presente ley serán de aplicación las disposiciones de la ley Nro. 6915.

Artículo 53 - Comuníquese al Poder Ejecutivo
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RESOLuCION 363/81 (SSS)
RESOLUCION 363/81 (SSS)

BuENOS AIRES, 30 DE NOvIEmBRE DE 1981

VISTO:

El art. 56 de la ley 18.038 (t.o.1980), modificado por su similar 22.476 y

CONSIDERANDO:

Que la norma legal citada en primer término prevé la concertación de convenios a celebrarse entre 
los gobiernos provinciales y la ex - Secretaría del Estado de Seguridad Social (hoy Ministerio de Ac-
ción Social) con el objeto de establecer el cómputo recíproco a los fines jubilatorios de los servicios 
no simultáneos comprendidos en las cajas nacionales de previsión, en el Instituto Municipal de Pre-
visión Social de la ciudad de Buenos Aires y en las cajas provinciales para profesionales, y de éstas 
entre sí, con sujeción a las normas que se determinen en dichos convenios.

Que a raíz de la sanción de la disposición legal comentada, la ex - Secretaría del Estado de Seguridad 
Social promovió la integración de un grupo de trabajo con funcionarios de la misma, quienes en tarea 
conjunta con representantes de la Coordinadora de Cajas Profesionales de la República Argentina, 
elaboraron un proyecto de convenio de reciprocidad que fue elevado a dicha ex - Secretaría de Es-
tado mediante acta suscripta el 29 de Diciembre de 1980 por los directores nacionales de las cajas 
nacionales de previsión y representantes de cajas de previsión y seguridad social para profesionales 
de distintas provincias.

Que ha dicho anteproyecto se le dio el carácter de carta intención, haciendo depender su validez y 
vigencia de la ratificación por parte de la ex – Secretaría de Estado de Seguridad Social y de los go-
biernos provinciales, por ser los habilitados por la ley para su firma.

Que el referido convenio, con algunos ajustes aclaratorios introducidos por la mencionada ex – Se-
cretaría de Estado, fue sometido por intermedio del Ministerio de Interior a la consideración de los 
gobiernos provinciales.

Que las provincias del Chaco y Tucumán mediante leyes 2.598 y 5.288, respectivamente, y las de 
Buenos Aires, Córdoba, Entre Ríos, La Pampa, San Luis y Santa Fé por decretos 540/81, 1008/81, 
1383/81, 1557/81, 1034/81 y 0888/81, también respectivamente, han prestado conformidad y ratifi-
cado el convenio de referencia, con las modificaciones formales a que se ha hecho mención, dentro 
del plazo fijado por el art. 56 de la ley 18.038 (t.o. 1980), ampliado por la ley 22.476.

Que la circunstancia apuntada hace necesaria la suscripción del convenio a que alude el art. 56 de 
la ley 18.038 (t.o. 1980), siendo suficiente para la integración del acto, el dictado por parte del Mi-
nisterio de Acción Social de una resolución ratificando el convenio de que se trata y teniendo a los 
gobiernos de las mencionadas provincias por adheridos al mismo.

Por ello y en ejercicio de las facultades conferidas por los arts. 56 de la ley 18.038 (t.o. 1980) y 2º, 
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inciso e), punto 3 de la resolución del Ministerio de Acción Social, 1775/81, el Subsecretario de Se-
guridad Social.

RESUELVE:

Artículo 1º - Ratifícase el convenio de reciprocidad suscripto el 29 de Diciembre de 1980 entre 
los directores nacionales de las Cajas Nacionales de previsión de la Industria, Comercio y Actividades 
Civiles, para el personal del Estado y Servicios Públicos y para Trabajadores Autónomos, por una par-
te, y por la otra, representantes de cajas de previsión y seguridad social de distintas provincias, con 
las modificaciones introducidas por la ex – Secretaría de Estado de Seguridad Social, y cuyo texto se 
transcribe a continuación:
 
Artículo 1º - Las Cajas de Previsión Social para Abogados de la Provincia de Buenos Aires, de 
Previsión Social del Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires, de Previsión Social para 
Profesionales de la Ingeniería de la Provincia de Buenos Aires, de Previsión y Seguro Médico de la 
Provincia de Buenos Aires, de Seguridad Social para odontólogos de la Provincia de Buenos Aires, de 
Previsión Social para Procuradores de la Provincia de Buenos Aires, de Previsión Social para Martille-
ros y Corredores Públicos de la Provincia de Buenos Aires, de Jubilaciones, Pensiones y Subsidios de 
Abogados y Procuradores de la Provincia de Córdoba, Notarial de Jubilaciones, Pensiones y Subsidios 
Mutuales de la Provincia de Córdoba, de Previsión y Seguridad Social para Profesionales de la Inge-
niería de la Provincia de Córdoba, de previsión Social de Médicos, Bioquímicos, Odontólogos, Farma-
céuticos, Médicos Veterinarios y Obstetras de la Provincia de Córdoba, de Jubilaciones y Pensiones 
de Abogados y Procuradores de la Provincia de Santa Fé, Notarial de Acción Social de los Profesio-
nales de la Ingeniería de la provincia de Santa Fé (1ra. Y 2da. Circunscripciones), de Previsión para 
Profesionales del Arte de Curar de la Provincia de Santa Fé, de Jubilaciones, Pensiones y Subsidios 
para Abogados y Procuradores de la Provincia de Tucumán, Notarial de Jubilaciones, Pensiones y 
Subsidios Mutuales de la Provincia de Tucumán, de Jubilaciones y Pensiones de Abogados y Procu-
radores de la Provincia de Mendoza, de Jubilaciones y Pensiones de Escribanos de la Provincia de 
Mendoza, Notarial de Acción Social de la Provincia de Entre Ríos, de Previsión Social para Profesio-
nales de la Ingeniería de la Provincia de Entre Ríos, Forense de la Provincia del Chaco, Notarial de la 
Provincia del Chaco, de Seguridad Social para Abogados de la Provincia de Salta, Forense de Aboga-
dos y Procuradores de la Provincia de La Pampa, Forense de la Provincia de Río Negro, y de Previsión 
Social para Escribanos de la Provincia de San Luis, como cualquier otra de la misma naturaleza que 
se crease con posterioridad - por una parte - y por la otra las cajas o institutos nacionales, provincia-
les o municipales de previsión, adheridos o que se adhirieren en el futuro al sistema de reciprocidad 
jubilatoria establecido por el decreto – ley 9316/46 o que lo sustituyere, computarán recíprocamente 
dentro de su órbita de aplicación y al solo efecto de la determinación de antigüedad, los servicios no 
simultáneos reconocidos por cada una de ellas, a fin de acceder sus afiliados y derechohabientes a 
los beneficios de jubilación ordinaria invalidez o su equivalente, o pensión derivada de las mismas.

Artículo 2º - El presente convenio sólo podrá ser invocado por las personas que ingresen a partir 
del 1º de Enero de 1981, inclusive, a cualquiera de las actividades comprendidas en los regímenes a 
que se refiere el presente convenio, o que a dicha fecha:

a) Se encuentren en actividad, conforme lo determina el respectivo régimen, en cualquiera de los 
comprendidos en el mismo;

b) No estuvieran gozando de jubilación o pensión en cualquiera de los regímenes comprendidos en 
este convenio;

c) No estando en ninguno de los supuestos anteriores, si reingresaren a la actividad después del 
comienzo de la vigencia del presente convenio, siempre que computaren TRES (3) o más años de 
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nuevos servicios.

d) Acrediten el carácter de causahabientes de las personas en condiciones de invocarlo.

Artículo 3º - Alos fines de este convenio, se denomina caja participante a la que interviene en el 
reconocimiento de servicios y pago parcial del beneficio; y caja otorgante de la prestación, a opción 
del afiliado, a cualquiera de las participantes en cuyo régimen acredite como mínimo DIEZ (10) años 
continuos o discontinuos con aportes.

Si el afiliado no acreditare en el régimen de ninguna caja el mínimo fijado en el párrafo anterior, será 
otorgante de la prestación aquélla a la que corresponda el mayor tiempo con aportes. Si se acreditare 
igual tiempo con aportes en el régimen de dos o más cajas, podrá optar por solicitar el beneficio en 
cualquiera de ellas.

Para establecer el tiempo mínimo o mayor con aportes al que se refieren los párrafos precedentes, el 
acreditado en las Cajas Nacionales de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles y para 
el personal del Estado y Servicios Públicos, se sumará como si perteneciere a una misma caja. En tal 
supuesto será caja otorgante de la prestación aquélla de las mencionadas en que se acreditare mayor 
tiempo o la que eligiere el afiliado si los períodos acreditados en ambas fueren iguales.
 
No se considerará tiempo con aportes el correspondiente a los períodos anteriores a la vigencia dl 
régimen respectivo, salvo que fuere susceptible de reconocimiento mediante la formulación de cargo.

Artículo 4º - El derecho a las prestaciones establecidas en este convenio se rige para las jubilacio-
nes por la ley vigente a la fecha de solicitud interpuesta ante la caja otorgante del beneficio, siempre 
que a dicha fecha el peticionario reuniere los requisitos exigidos para su logro, y para las pensiones 
por la ley vigente a la fecha de fallecimiento del causante.

Artículo 5º - Las cajas participantes reconocerán los servicios comprendidos en su ámbito y esta-
blecerán el teórico haber total de jubilación o pensión con arreglo a su régimen y al tipo de prestación 
que correspondiere.

Asimismo, informarán a la caja otorgante de la prestación los requisitos exigidos por sus respectivas 
legislaciones para el tipo de prestaciones de que se trate.

Los servicios anteriores a la fecha de vigencia de los respectivos regímenes, reconocidos por las cajas 
participantes, serán computados para totalizar la antigüedad en el servicio exigida por el art. 6º del 
presente convenio pero no serán considerados para establecer el haber proporcional, salvo que se 
hubieran dado lugar a la formulación de cargos en el momento de producirse su reconocimiento.

El teórico haber total de la prestación no incluye las bonificaciones o adicionales que por cualquier 
concepto las cajas participantes abonaren a sus beneficiarios propios.

Artículo 6º - La caja otorgante determinará la edad necesaria para acceder a la jubilación ordina-
ria, prorrateando la requerida por cada caja participante en función de los períodos de servicios reco-
nocidos por ellas. A estos efectos, se excluirá el tiempo de servicios que exceda del mínimo requerido 
para obtener el beneficio, deduciéndoselo del computado en el régimen que exija mayor edad.

Si los regímenes participantes requieran distinta antigüedad en el servicio para la jubilación ordina-
ria, se establecerá proporcionalmente la misma, excluyéndose el tiempo de servicios en exceso del 
régimen que exija mayor antigüedad.

El reconocimiento de las tareas comprendidas en el régimen de jubilaciones y pensiones para traba-
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jadores autónomos queda condicionado al cumplimiento del requisito de antigüedad en la afiliación 
previsto en el art. 16, inc. c) de la ley 18.038 (t.o. 1980), el que será exigible en proporción al tiempo 
de servicios que se pretenda acreditar.

Artículo 7º - La caja otorgante determinará el derecho del presentante con arreglo a su propio 
régimen, computando los servicios reconocidos por la o las cajas participantes y la edad necesaria, 
conforme a lo que dispone el art. 5º y establecerá el haber correspondiente de acuerdo a las siguien-
tes normas:

a) Proporcionará el haber teórico de la prestación informado por las cajas participantes, en relación 
al tiempo de servicios reconocidos por cada una de ellas y en función de la antigüedad en el servicio 
necesario para el logro de la jubilación ordinaria, no rigiendo al respecto los haberes mínimos. En 
consecuencia los años de servicios sucesivos que excedan de los necesarios para obtener el beneficio, 
se deducirán proporcionalmente de cada régimen.

Los servicios simultáneos acrecerán la prorrata a cargo de las cajas participantes, cuando alcanzaren 
a un período mínimo de CINCO (5) años continuos con aportes;

b) El haber total inicial de la prestación, será la suma de los haberes proporcionales de cada régimen, 
resultante del procedimiento indicado en el apartado anterior.

El derecho a asignaciones familiares o subsidios se regirá de acuerdo con las normas de la caja otor-
gante de la prestación y estará a cargo exclusivo de la misma.

Artículo 8º - La movilidad que en el futuro corresponda al haber de la prestación lo será en fun-
ción de los incrementos que cada uno de los regímenes participantes otorgue a los beneficiarios pro-
pios a partir de la fecha de su vigencia, con arreglo al porcentaje con que cada uno de ellos concurre.
 
Artículo 9º - El acto administrativo que acuerde el beneficio será dictado por la caja otorgante de 
la prestación con arreglo a sus propias normas. Dicho acto deberá precisar:

a) El porcentaje y el haber que en función del mismo corresponde abonar a cada caja participante;

b) El haber inicial total de la prestación.
La resolución deberá ser notificada al titular de la prestación y a cada una de las cajas participantes.

Artículo 10º - Cada caja participante transferirá mensualmente a la otorgante de la prestación 
el monto del haber proporcional que le corresponda pagar más los incrementos que resultaren por la 
movilidad. Las cajas comprendidas en este convenio podrán establecer, entre sí, un régimen periódi-
co de compensación y transferencia de saldos.

Artículo 11 - Las relaciones entre los beneficiarios y la caja otorgante de la prestación se regirán 
por las leyes y los procedimientos administrativos y judiciales vigentes en ésta.

Sólo será aplicable la ley y los procedimientos administrativos y judiciales de la caja participante, 
cuando se trate de cuestiones derivadas:

a) Del reconocimiento de los servicios comprendidos en ellas;

b) De la determinación del haber teórico de la prestación;

c) De la movilidad del haber con que se participa;
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d) Del cumplimiento de sus obligaciones de pago.

La cancelación de la matrícula profesional en todas las jurisdicciones del país, será requisito indis-
pensable para acceder al goce las prestaciones establecidas en el presente convenio, cualquiera fuese 
la caja otorgante del beneficio.

Cuando la cesación de la actividad e relación de dependencia fuere condición necesaria para el logro 
de la prestación la aplicación del presente régimen quedará condicionada a dicho cese.

Las cajas cuyos regímenes legales permitieran la compatibilidad total o parcial entre la percepción 
de la prestación y la continuación o reingreso en tareas en relación de dependencia o autónomas, 
con excepción de lo previsto respecto a estas ultimas en el tercer párrafo de este artículo, abonarán 
la proporción de los haberes que les corresponda.

Artículo 12 - Las cajas participantes que concurran al pago de la prestación acordada, responde-
rán exclusivamente por el haber proporcionado con que participaren en la formación del haber total; 
sin responsabilidad alguna por los montos parciales a cargo de los otros organismos.

Artículo 13 - Cuando prescindiendo de lo establecido en el presente convenio el afiliado reuniera 
en una o mas de una caja comprendida en este régimen, los requisitos para acceder al beneficio, éste 
será acordado por cada una de ellas con arreglo a su propio régimen.

Artículo 14 - Las controversias que pudieran suscitarse por la interpretación y aplicación del 
presente convenio entre las cajas intervinientes, serán resueltas por la Comisión Nacional de Previ-
sión Social.
Contra la resolución que se dictare podrá interponerse el recurso previsto por el art. 14 de la ley 
14.236.

Artículo 15 - Este convenio podrá ser denunciado por el Ministerio de Acción Social o cada go-
bierno provincial y tendrá efecto a partir de los SEIS (6) meses de comunicada la decisión fehacien-
temente a la otra parte.

La denuncia del convenio por un gobierno provincial producirá efectos en relación a las cajas o ins-
titutos de previsión o seguridad para profesionales existentes en su ámbito territorial.
 
Dicha denuncia no afectará los beneficios en curso de pago ni los casos en que el cese de actividades 
del afiliado, la solicitud del beneficio o el deceso del causante hubieran tenido lugar antes del cum-
plimiento de dicho plazo.

Artículo 16 - Las disposiciones del presente convenio no enervarán la aplicación de los regíme-
nes de reciprocidad jubilatoria instituídos entre las cajas de seguridad social para profesionales que 
celebraron el convenio suscripto el día 9 de Octubre de 1980 y el estatuido por la ley 8.188 de la 
Provincia de Buenos Aires.

Artículo 17 - Las cajas de previsión o de seguridad social para profesionales que a la fecha de 
vigencia del presente se encontraran adheridas al régimen del decreto-ley 9.316/46, quedarán des-
vinculadas del mismo y sometidas al estatuido en este convenio.

Artículo 18 - El presente convenio regirá a partir del día 1º de Julio de 1981.

Artículo 2º - Tiénese a los gobiernos de las provincias de Buenos Aires, Córdoba, Chaco, Entre 
Ríos, La Pampa, San Luis, Santa Fé y Tucumán por adheridos al convenio que se ratifica por el artí-
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culo anterior.

Artículo 3º - Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro 
Oficial y archívese.
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DECREtO LEy Nº 9316/1946
DECRETO LEY Nº 9316/1946

RÉGIMEN DE RECONOCIMIENTO Y RECIPROCIDAD PARA EL CÓMPUTO DE SERVICIOS PRES-
TADOS EN DISTINTAS CAJAS.

B.O.: 09/04/1946

RÉgImEN DE RECIpROCIDAD juBILAtORIA
INStItuyE EL RÉgImEN DE RECIpROCIDAD

Buenos Aires, 02/04/1946

Artículo 1 - Decláranse computables para la obtención de las distintas prestaciones establecidas 
en los regímenes de cada una de las secciones del Instituto Nacional de Previsión Social y de la Caja 
Municipal de Previsión Social de la Ciudad de Buenos Aires, los servicios prestados sucesiva o simul-
táneamente, bajo el régimen de una o de diversas Secciones o Cajas, previo reconocimiento de los 
mismos por la Sección o Caja a que corresponda.

Artículo 2 - En el caso de servicios simultáneos comprendidos en el régimen de una Sección o 
Caja o de diversas Secciones o Cajas, no se acumularán los tiempos de servicios, pero sí las remune-
raciones cobradas a los efectos de la determinación del sueldo promedio de jubilación, entendiéndo-
se por tal, el que sirve de base, dentro de cada régimen, para el cálculo del monto de la prestación.

Artículo 3 - A los efectos del presente Decreto-Ley se tomarán en cuenta los servicios y las remu-
neraciones por las cuales se hayan satisfecho, en el momento de percibirlas, los aportes fijados en el 
régimen de la Sección o Caja a la que corresponden dichos servicios.

Los interesados podrán obtener, sin embargo, el cómputo de tales servicios, previa solicitud de for-
mulación de cargo por la totalidad de los aportes personales y los del empleador cuando estos tampo-
co se hubieran efectuado, capitalizados anualmente, con la tasa de interés del 4 % anual.

Tampoco se computarán los servicios por los cuales se hayan retirado los aportes, excepto en el caso 
de que el afiliado los reintegre, capitalizados anualmente al 4 % de interés anual.

Artículo 4 - Las bonificaciones de tiempo en los casos de servicios comprendidos en distintos 
regímenes de previsión, se limitarán a las establecidas en las Leyes que actualmente rigen las Sec-
ciones del Instituto Nacional de Previsión Social y ordenanzas relacionadas con la Caja Municipal de 
Previsión Social de la Ciudad de Buenos Aires.

Artículo 5 - Serán computables los servicios que hubiesen originado el otorgamiento de una ju-
bilación provisional por invalidez.

Artículo 6 - Derogado por Ley 18.037

Artículo 7 - La Sección o Caja otorgante de la prestación en el caso de servicios comprendidos 
en distintos regímenes de previsión aplicará las disposiciones orgánicas que la rijan, a los efectos de 
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la determinación del monto de la prestación, considerando
 
todos los servicios y la totalidad de las remuneraciones percibidas, como prestadas y devengadas bajo 
su propio régimen.

Artículo 8 - Las Secciones o Cajas que hayan reconocido servicios transferirán a la Sección o 
Caja otorgante de la prestación, a su requerimiento, los aportes ingresados en ellas en relación al afi-
liado causante de la prestación, capitalizados anualmente, con la tasa de interés del 4 % anual, duran-
te el período que permanecieron en su fondo. La transferencia de aportes comprenderá la totalidad 
de los efectuados por el afiliado y sus empleadores. Igualmente transferirán los del Estado, cuando 
consistan en un porcentaje de la remuneración del afiliado.

También transferirán los cargos pendientes de pago que adeude el beneficiario, para que prosiga su 
amortización ante la Sección o Caja otorgante de la prestación.

Artículo 9 - Las Secciones o Cajas cuyos regímenes fijen aportes adicionales o globales destina-
dos a cubrir el cargo por antigüedad sin aportes del afiliado, transferirán a la sección o caja otorgante 
de la petición el importe total del cargo correspondiente a la antigüedad reconocida, calculado de 
conformidad con las disposiciones de la propia Ley, y en ausencia de tales disposiciones de acuerdo 
con la siguiente escala:

a) 8 % sobre las remuneraciones percibidas durante los cinco años inmediatos a la fecha en que se 
solicita la prestación;

b) 10 % sobre las remuneraciones percibidas entre los cinco y los quince años precedentes;

c) 12 % sobre las remuneraciones percibidas entre los quince años y los veinticinco años precedentes;

d) 14 % sobre las remuneraciones percibidas con anterioridad a las establecidas en el inciso anterior.

Artículo 10 - Las Secciones o Cajas cuyos regímenes establezcan aportes adicionales, o globales 
destinados a cubrir el cargo por antigüedad del afiliado, sin aportes del empleador, transferirán a la 
Sección o Caja otorgante de la prestación, el importe total correspondiente a la antigüedad recono-
cida, calculado de conformidad con las disposiciones de la propia Ley, y en ausencia de tales dispo-
siciones de conformidad con la siguiente escala:

a) 12 % sobre las remuneraciones percibidas durante los cinco años inmediatos a la fecha en que se 
solicita la prestación;

b) 14 % sobre las remuneraciones percibidas entre los cinco y los quince años precedentes;

c) 16 % sobre las remuneraciones percibidas entre los quince y los veinticinco años precedentes;

d) 18 % sobre las remuneraciones percibidas con anterioridad a las establecidas en el inciso anterior.

Artículo 11 - Los afiliados que están prestando servicios y se hallen simultáneamente en el goce 
de alguna de las siguientes prestaciones:

a) Jubilación por cesantía;

b) Jubilación por retiro voluntario;

c) Jubilación por invalidez parcial;
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d) Jubilación ordinaria, íntegra o reducida.

Podrán solicitar a la Sección o Caja otorgante de la prestación el reajuste de la prestación que reci-
ban, considerando las remuneraciones percibidas antes y después de
 
entrar al goce de la prestación, que no hubieran sido tomadas en cuenta para el otorgamiento de la 
misma. Se requerirá en todos los casos a que se refiere este artículo, que se haya hecho efectivo el 
pago de los aportes en la oportunidad del cobro de dichas remuneraciones, y que no se haya obtenido 
devolución de aportes u otro subsidio con invocación de los servicios que los devengaron, ni formu-
lado opción alguna.

En estos casos, y a los efectos de determinar el sueldo promedio de jubilación se considerará como 
sueldo el importe cobrado por algunas de las prestaciones aludidas a partir de la fecha en que entró 
el beneficiario al goce de la misma, importe al que se sumarán las restantes remuneraciones que sean 
objeto de la acumulación.

Artículo 12 - El pago de la nueva prestación a que se refiere el artículo anterior sólo será exigible 
a partir de la fecha en que el Directorio del Instituto otorgue la prestación reajustada.

Artículo 13 - Podrán volver al servicio, los jubilados por cesantía, retiro involuntario o invalidez.

En caso de que la suma total que resulte acumulando jubilación y remuneraciones, exceda al importe 
de la remuneración promedio percibido en los doce meses que precedieron a la cesantía, al retiro o a 
la invalidez parcial, el beneficio se reducirá en el monto que exceda al mencionado promedio.

Artículo 14 - Los afiliados a que alude el artículo anterior que alcancen el número de años de ser-
vicio y la edad requerida para obtener jubilación ordinaria o reducida, podrán solicitar la prestación 
que corresponda en cuyo caso se computará a los efectos de la determinación del sueldo promedio 
de jubilación los importes cobrados por concepto de alguna de las prestaciones aludidas, importe al 
que se sumarán las restantes remuneraciones que sean objeto de la acumulación.

Artículo 15 - Los afiliados jubilados de acuerdo con las disposiciones del artículo 2 del presente 
Decreto Ley que obtengan una prestación consistente en jubilación ordinaria íntegra o reducida, y 
que vuelvan al servicio como empleados, en actividades comprendidas dentro de los regímenes de 
previsión vinculados al Instituto Nacional de Previsión Social, deberán optar entre el cobro del suel-
do, o de la prestación ante la Sección o Caja otorgante de ésta. Si optan por el sueldo, se suspenderá 
el pago de la jubilación hasta que vuelvan a la pasividad.

Las sumas percibidas en concepto de sueldos durante este período no darán derecho a reajuste de 
jubilación. Cuando el afiliado deja el servicio volverá al goce de la prestación.

Artículo 16 - Los beneficios del presente Decreto-ley se extienden a los Derecho habientes de 
quienes hubieren fallecido con anterioridad a la sanción del presente Decreto Ley y que, de encon-
trarse en actividad, estarían en condiciones de solicitar alguna prestación, así como a los derecho-ha-
bientes de los afiliados que fallecieron con posterioridad a la fecha de la sanción. (Texto s/Ley 20.730)

Artículo 17 - En cuanto atañe a las prestaciones acordadas hasta el presente, deben tenerse por 
aprobados los procedimientos seguidos en cada caso por la Sección o Caja otorgante de la prestación, 
sin perjuicio del reajuste que podrán solicitar dentro del plazo de un año los afiliados que se hallen 
en las condiciones del artículo 11.



Compendio de Leyes | SEGURIDAD SOCIAL

278

Artículo 18 - En el caso de préstamos hipotecarios o personales que se hubieran otorgado, o se 
otorgaren de acuerdo a las Leyes en vigor, no se hará transferencia alguna, sin perjuicio de la afecta-
ción de los aportes y derechos jubilatorios del prestatario en todas las Secciones del Instituto, en la 
forma que se establecerá en las respectivas disposiciones reglamentarias.

Artículo 19 - Los cargos personales pendientes de pago serán cobrados en los plazos y formas es-
tablecidos en el régimen de previsión de la caja otorgante, y en ausencia de disposiciones al respecto, 
mediante un descuento adicional sobre los sueldos y remuneraciones o prestaciones acordadas, que 
no podrá exceder del 20 % del importe mensual de los mismos. (Texto s/Ley 17.375)

Artículo 20 - El Directorio del Instituto Nacional de Previsión Social podrá admitir la incorpora-
ción, al régimen del presente Decreto Ley, de Cajas o Institutos de previsión análogos, provinciales 
o municipales, siempre que las respectivas autoridades acepten, por Ley u ordenanza, según corres-
ponda, el sistema de reciprocidad establecido, pero en tales casos los afiliados que computen servi-
cios de la especie deberán ingresar la diferencia entre el monto total de los aportes más sus intereses 
transferidos y la suma que resulte por aplicación de la siguiente escala:

a) 20 % sobre las remuneraciones percibidas durante los cinco años precedentes a la fecha en que se 
solicita la prestación;

b) 24 % sobre las remuneraciones percibidas entre los cinco y los quince años precedentes;

c) 28 % sobre las remuneraciones percibidas entre los quince y los veinticinco años precedentes;

d) 32 % sobre las remuneraciones percibidas con anterioridad a las establecidas en el inciso c).
En los convenios de incorporación se establecerá expresamente si el pago de las diferencias que resul-
ten estará a cargo del afiliado, de la provincia o de la municipalidad en que se prestaron los servicios.

Artículo 21 - Es incompatible el goce de prestaciones provenientes de los regímenes nacionales, 
provinciales y/o comunales de previsión y el ejercicio de cargos públicos, aunque fueran electivos.
Esta regla admite como única excepción la compatibilidad en la percepción de haberes hasta la suma 
acumulada de tres mil pesos líquidos ($ 3.000) moneda nacional, o de la que en su reemplazo perió-
dicamente determine el Poder Ejecutivo en función del nivel general de los sueldos y salarios. El pago 
se efectuará, en primer término, con fondos del presupuesto respectivo, complementándose, si fuere 
necesario, con la prestación acordada por el Instituto Nacional de Previsión Social y/o instituciones 
similares, ya sean provinciales y/o municipales. (Texto s/Ley 13.971)
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LEy CámARA NACIONAL 
DE ApELACIONES DE LA 

SEguRIDAD SOCIAL - 23.473
Créase la Cámara Nacional de Apelaciones de la Seguridad Social.

El senado y cámara de diputados de la nacion reunidos en congreso, etc., sancionan con fuerza de ley:

Artículo 1º - Créase la Cámara Nacional de Apelaciones de la Seguridad social, que integrará el 
Poder Judicial de la Nación; tendrá su sede en la Capital Federal, actuará dividida en tres salas de tres 
jueces cada una y a la que le serán aplicables las disposiciones del decreto ley 1285/58.

Artículo 2º - La Cámara Nacional o Apelaciones de la Seguridad Social tendrá un secretario ge-
neral y un secretario para cada sala. El personal administrativo, técnico y de servicio será nombrado 
por la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Artículo 3º - Sustitúyese el tercer párrafo del artículo 31 de decreto - ley 1285/58 por el siguiente:

Las cámaras nacionales de apelaciones en lo Civil; en lo Comercial; el lo Criminal y Correccional; del 
Trabajo; de la Seguridad Social; y en lo especial Civil y Comercial y en lo Penal y Económico de la Ca-
pital Federal, se integraran por sorteo entre los demás miembros de ellas; luego, del mismo modo con 
los jueces de las otras Cámaras nacionales de apelaciones en el orden establecido en esta ley, salvo el 
caso de la de Trabajo, que se integrará en primer término con los de la Cámara de la Seguridad Social 
y viceversa; y, por último, siempre por sorteo, con los jueces de primera instancia que dependan de 
la Cámara que deba integrarse.

Artículo 4º - Inclúyese como inciso j) del punto 1 del artículo 32 del decreto - ley 1285/58 al 
siguiente:

j) De la seguridad social

Artículo 5º - Créase dos fiscalías de cámaras, cuyos titulares ejercerán el ministerio público, 
remplazándose mutuamente en caso de licencia, excusación, impedimento o vacante. Vacantes am-
bos cargos o impedidos los funcionarios actuarán como fiscales de cámara el procurador general o el 
subprocurador general del trabajo.

Artículo 6º - Corresponde a los fiscales de cámaras:

a) Intervenir en todos los asuntos que interesen a la persona y bienes de menores, incapaces y ausen-
tes entablando en su defensa acciones y recursos;

b) Ser parte en materia de competencias;

c) Evacuar las vistas conferidas por cámara;

d) Intervenir en los asuntos relativos a la superintendencia de la cámara;

e) Dictaminar en los asuntos sometidos a plenario;
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f) Velar por la uniformidad de la jurisprudencia;

g) Solicitar la revisión de jurisprudencia plenaria;

h) Participar de los acuerdos de la cámara con voz pero sin voto

El ministerio público podrá declinar su intervención en las vistas que versen sobre cuestiones de 
hecho y pruebas de cuya valoración dependa la solución del litigio, o sobre, cuestiones procesales en 
las que no se controviertan la validez o regularidad de los procedimientos.

Artículo 7º - La cámara distribuirá las tareas que han de desempeñar ambos funcionarios y 
anualmente determinará cuál de los fiscales intervendrá en los asuntos de superintendencia, asistirá 
a los acuerdos y dictaminará en las causas sometidas a plenario.

Artículo 8º - Inclúyese como artículo 39 bis del decreto - ley 1285/58 el siguiente:

La Cámara Nacional de Apelaciones de la Seguridad Social conocerá:

a) En los recursos de apelación interpuestos contra resoluciones o actos administrativos dictados 
por las cajas nacionales de previsión o por las cajas complementarias instituidas por ley que afecten 
derechos de los afiliados, beneficiarios, peticionarios de prestaciones o de afiliación, empleadores y, 
en general, de cualquier persona que fuera afectada en su interés legitimo;

b) En los recursos de apelación interpuestos contra resoluciones de la Comisión Nacional de Previ-
sión Social, que denieguen total o parcialmente impugnaciones de deudas establecidas por la Direc-
ción Nacional de Recaudación Previsional, conforme el artículo 14 de la ley 18.820;

c) En los recursos de apelación interpuestos contra resoluciones de las cajas nacionales de subsidios 
familiares creadas por los artículos: 5° del decreto - ley 7.913/57; 8° del decreto - ley 7914/57 y 1° del 
decreto - ley 3.256/63, ratificado por ley N°18.887;

d) En los recursos de apelación interpuestos contra resoluciones del Instituto Municipal de Previsión 
Social, dictadas conforme al inciso a) del artículo 5° de la ordenanza municipal 33.667;

e) En los recursos de apelación interpuestos contra resoluciones de la Comisión Nacional de Previ-
sión Social, al decidir conflictos suscitados con motivo de la aplicación del régimen de reciprocidad 
instituido por el decreto - ley 9.316/46;

f) En los recursos de queja por apelación denegada y en los pedidos de pronto despacho de conformi-
dad con el artículo 28 de la ley 19.549.

En competencia atribuida por la presente a la Cámara Nacional de Apelaciones de la Seguridad So-
cial no excluye la de los respectivos tribunales competentes, para conocer en procesos ordinarios o 
especiales contra los organismos nacionales de previsión social, las cajas de subsidios familiares o el 
Instituto Municipal de Previsión Social.

Artículo 9º - Los recursos enumerados en el artículo anterior deberán presentarse con firma de 
letrado y con expresión de agravios ante el mismo organismo que dictó la medida y dentro de los 
treinta días de notificada si el interesado se domiciliare en la Capital Federal, y de noventa días si se 
domiciliare en el interior del país o en el extranjero.

Si el interesado se domiciliare en el interior del país, podrá optar por presentar el recurso ante el juez 
federal de su domicilio, quien remitirá las actuaciones a la Cámara.
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Artículo 10 - El organismo cuya decisión hubiese sido recurrida enviará las actuaciones adminis-
trativas dentro de los 10 días de interpuesto el recurso, o dentro de los cinco días de serle requerido 
por el tribunal en el supuesto que la interposición se hubiere hecho ante el juez federal.

Artículo 11 - Interpuesto el recurso de apelación y previa vista al ministerio público si la estima-
re necesaria, la Cámara Nacional de Apelaciones de la Seguridad Social resolverá en cada caso sobre 
la procedencia del recurso, de acuerdo a las constancias del expediente, sin perjuicio de las medidas 
que de oficio y para mejor proveer dispusiere.

El control judicial recaerá sobre los hechos de la causa y el derecho aplicable. En el supuesto en que 
las cajas nacionales de previsión social no hubieran sustanciado total o parcial mente la prueba ofre-
cida por la parte, la alzada judicial deberá disponer su producción.

La sentencia de la Cámara contendrá la decisión de lo que ha sido materia de recurso; dispondrá 
sobre las costas; regulara los honorarios de los profesionales intervinientes; y si prosperare la opera-
ción; fijará un plazo para el cumplimiento de la sentencia, con sanciones pecuniarias, compulsivas y 
progresivas a cargo de los respectivos organismos, para el supuesto incumplimiento del fallo dentro 
del plazo fijado.

Al resolver en los recursos de queja y pedidos de pronto despacho, según las circunstancias del caso, 
podrá disponer las costas a cargo de los organismos responsables de la mora administrativa.

Artículo 12 - Los jueces que se designen para integrar la Cámara que se crea por esta ley no 
prestarán juramento, ni el personal de esa Cámara entrará en funciones, hasta tanto los derechos y 
demás locales estén instalados y en condiciones de permitir el funcionamiento del tribunal.

Artículo 13 - El cambio de competencia establecido por el artículo 8° no afectará las causas en 
trámite.

La Cámara conocerá también en aquellos recursos interpuestos con anterioridad a la vigencia de la 
ley en que las actuaciones no hubiesen sido elevadas aun al tribunal entonces competente.

Artículo 14 - Las causas que se tramiten ante la Cámara Nacional de Apelaciones de la Seguri-
dad Social se regirán por la presente ley y supletoriamente por la disposiciones de la ley 18.345 del 
Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

Artículo 15 - Deróganse los artículos 13 y 14 de la ley 14.236; el artículo 8° de la ley 15.223; el 
artículo 55 del decreto - ley 3.256/65, ratificado por ley 16.887; el artículo 1° de la ley 18.499; los 
párrafos 1° y 3° del artículo 15 de la ley 18.820; el artículo 29 de la ley 19.346; la segunda parte del 
artículo 22 de la ley 21.205; las leyes 18.477 y 19.038 y 1° y 2° párrafos del artículo 23 de la ley de 
facto 22.804.

Artículo 16 - Los gastos que demande la aplicación de la presente ley serán imputados a “Rentas 
Generales”.

Artículo 17 - Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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pREvISION SOCIAL 
 20.606

Reapertura del procedimiento en expedientes de jubilaciones, pensiones y reconocimientos de servicios.

Por cuanto:

El senado y cámara de diputados de la nación argentina reunidos en congreso, etc., sancionan con 
fuerza de Ley:

Artículo 1º — Procederá la reapertura del procedimiento en los expedientes de jubilaciones, 
pensiones y reconocimiento de servicios tramitados ante las cajas nacionales de previsión, en los que 
hubiere recaído resolución judicial o administrativa firmes, cuando el interesado ofreciere nuevos 
elementos de juicio, admitiéndose todo medio de prueba tendiente a comprobar hechos relacionados 
con los requisitos que la ley previsional exige.

Artículo 2º — El pedido de reapertura del procedimiento deberá formularse, en todos los casos, 
ante la caja nacional de previsión respectiva. Esta resolverá si admite la petición en el término de 30 
días hábiles. La no admisión de la reapertura administrativa o la no resolución en el plazo fijado dará 
derecho al peticionante a recurrir ante quien corresponda como si se tratare de beneficio denegado.

Artículo 3º — La admisión de la reapertura del procedimiento no podrá afectar derechos ya de-
clarados e incorporados definitivamente al patrimonio.

Artículo 4º — Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, en Buenos Aires a los veintinueve días del mes 
de noviembre del año mil novecientos setenta y tres.
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DESREguLACIóN 
ECONómICA DECREtO 

2284/91

CAPÍTULO VI
SIStEmA úNICO DE LA SEguRIDAD SOCIAL

Artículo  85 — Créase el Sistema Unico de la Seguridad Social (SUSS) Dependiente del MINIS-

TERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL DE LA NACION, que tendrá a su cargo todas las funcio-

nes y objetivos que hasta hoy competen a la CAJA DE SUBSIDIOS FAMILIARES PARA EMPLEADOS 

DE COMERCIO, a la CAJA DE SUBSIDIOS FAMILIARES PARA EL PERSONAL DE LA INDUSTRIA, 

a la CAJA DE ASIGNACIONES FAMILIARES PARA EL PERSONAL DE LA ESTIBA, ACTIVIDADES 

MARITIMAS FLUVIALES Y DE LA INDUSTRIA NAVAL, y al INSTITUTO NACIONAL DE PREVISION 

SOCIAL, así como el sistema de prestaciones que se pudiera establecer para los trabajadores desem-

pleados.

Artículo 86  — Institúyese la Contribución Unificada de la Seguridad Social (CUSS) cuya percep-

ción y fiscalización estará a cargo del Sistema Unico de la Seguridad Social.

Son aplicables a la CUSS, las normas sobre percepción, fiscalización y ejecución judicial que rigen 

para los aportes y contribuciones con destino al Régimen Nacional de Jubilaciones y Pensiones.

El soporte de información de la CUSS tendrá el carácter de Declaración Jurada del empleador.

Artículo 87 — La CUSS comprende los siguientes aportes y contribuciones:

a) Los aportes y contribuciones cargo de los trabajadores en relación de dependencia y de los emplea-

dores, con destino al Régimen Nacional de Jubilaciones y Pensiones.

b) Los aportes y contribuciones a cargo de los trabajadores en relación de dependencia y de los em-

pleadores con destino al INSTITUTO NACIONAL DE SERVICIOS SOCIALES PARA JUBILADOS Y 

PENSIONADOS.

c) Los aportes y contribuciones a cargo de los trabajadores en relación de dependencia y de los em-

pleadores con destino a la ADMINISTRACION NACIONAL DEL SEGURO DE SALUD.

d) Los aportes y contribuciones a cargo de los trabajadores en relación de dependencia y de los 

empleadores que pudieren establecerse con destino a la constitución del FONDO NACIONAL DE 

EMPLEO.

e) Los aportes y contribuciones a cargo de los trabajadores en relación de dependencia y de los em-

pleadores con destino al Régimen Nacional de Obras Sociales. El SUSS acreditará los fondos correspon-

dientes a cada Obra Social mensualmente en las condiciones que determinen las normas de aplicación.
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f) Las contribuciones de los empleadores, con destino a las CAJAS DE SUBSIDIOS Y ASIGNACIONES 
FAMILIARES.

Quedan excluidos de la CUSS, las retenciones sustitutivas de las obligaciones mencionadas prece-
dentemente, fijadas por o en virtud de convenios de corresponsabilidad gremial cuya percepción, 
fiscalización y ejecución judicial estarán a cargo del SUSS de acuerdo a las normas que establezca la 
SECRETARIA DE SEGURIDAD SOCIAL.

(Nota Infoleg: Fíjase, con alcance general una alícuota única del DIECISEIS POR CIENTO (16%) para 
las contribuciones patronales sobre la nómina salarial con destino a los subsistemas de la seguridad 
social regidas por las Leyes Nros. 19.032 (INSSJP), 24.013 (Fondo Nacional de Empleo), 24.241 (Sis-
tema Integrado de Jubilaciones y Pensiones) y 24.714 (Régimen de Asignaciones Familiares) perte-
necientes al sector privado. Así también, será de aplicación a las entidades y organismos comprendi-
dos en el artículo 1° de la Ley N° 22.016 y sus modificatorias. Esta alícuota sustituye las vigentes para 
los regímenes del Sistema Unico de la Seguridad Social (SUSS), previstos en los incisos a), b), d) y f), 
del artículo 87 del Decreto N° 2284 de fecha 31 de octubre de 1991, conservando plena aplicación 
las correspondientes a los regímenes enunciados en los incisos c) y e) del precitado artículo, por art. 
2° del Decreto N° 814/2001 B.O. 22/6/2001. Vigencia: a partir del 1° de julio de 2001, resultando de 
aplicación para las contribuciones patronales que se devenguen desde esa fecha.)

Artículo 88 — La CUSS será equivalente a la suma de los importes que en virtud de las dispo-
siciones legales vigentes corresponda ingresar a cada empleador por los conceptos indicados en los 
incisos a), b), c), d), e) y f) del Artículo anterior.

Artículo 89 — Las sumas abonadas el personal en concepto de asignaciones familiares de acuer-
do con la ley 18.017 y sus modificatorias, serán deducibles de los importes que los empleadores 
deban ingresar en concepto de la CUSS.

El reintegro de las sumas abonadas al personal en concepto de subsidios y asignaciones familiares 
que eventualmente hubieran sido deducidos en la oportunidad prevista en el párrafo anterior, así 
como el de la diferencia que excediera al monto total de la CUSS, podrá reclamarse ante el SUSS, en 
la forma que la respectiva norma lo determine.

Lo dispuesto en el artículo no es aplicable a los reintegros pendientes a la fecha de vigencia del pre-
sente decreto.

(Vigencia restituida por art. 1° del Decreto N° 1604/2001 B.O. 6/12/2001, con excepción de las nor-
mas correspondientes a las prestaciones a las que refiere el tercer párrafo del artículo 26 del Decreto 
Nº 1382/01, cuya vigencia se regirá por las pautas en él establecidas.).

Artículo 90 — Las sumas ingresadas en concepto de CUSS, así como sus accesorios en calidad 
de recargos, intereses, actualización y multas, serán registrados y distribuidos en la proporción que 
corresponda a cada uno de los regímenes, organismos o fondos enumerados en el Artículo respectivo 
del presente, previo débito de los importes deducidos por los empleadores en carácter de subsidios y 
asignaciones familiares abonadas al personal, en la forma y plazos que establezca la reglamentación.

Artículo 91 — Disuélvense la CAJA DE SUBSIDIOS FAMILIARES PARA EMPLEADOS DE CO-
MERCIO, LA CAJA DE SUBSIDIOS FAMILIARES PARA EL PERSONAL DE LA INDUSTRIA, LA CAJA 
DE ASIGNACIONES FAMILIARES PARA EL PERSONAL DE LA ESTIBA, ACTIVIDADES MARITIMAS 
FLUVIALES Y DE LA INDUSTRIA NAVAL.

Artículo 92 — Las funciones que hasta la fecha del presente Decreto tenían a su cargo las men-
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cionadas Cajas, serán desempeñadas por el MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL DE 
LA NACION.

Artículo 93 — Cesan en sus funciones: a) el Presidente, los miembros titulares y suplentes de 
la comisión asesora y de la sindicatura de la CAJA DE SUBSIDIOS FAMILIARES PARA EMPLEADOS 
DE COMERCIO, b) el Presidente, los miembros titulares y suplentes de la comisión asesora y de la 
sindicatura de la CAJA DE SUBSIDIOS FAMILIARES PARA EL PERSONAL DE LA INDUSTRIA y c) 
el Presidente, los miembros titulares y suplentes del Directorio y de la sindicatura de la CAJA DE 
ASIGNACIONES FAMILIARES PARA EL PERSONAL DE LA ESTIBA, ACTIVIDADES MARITIMAS 
FLUVIALES Y DE LA INDUSTRIA NAVAL.

El MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL designará a los funcionarios que tendrán a 
su cargo la conducción, la administración y el contralor del Régimen de Subsidios y Asignaciones 
Familiares.

Artículo 94 — Los bienes muebles, inmuebles, fondos y créditos de las Cajas de Subsidios y de 
Asignaciones Familiares disueltas, se transfieren al ESTADO NACIONAL que los administrará a tra-
vés del MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL. El producido de la venta o liquidación 
de los bienes que resulten prescindibles engrosará una cuenta presupuestaria especial que se creará 
al efecto en jurisdicción del MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.

Artículo 95 — Los bienes muebles o inmuebles que pudieren corresponder en el futuro a las 
CAJAS DE SUBSIDIOS Y ASIGNACIONES FAMILIARES, serán transferidas al MINISTERIO DE TRA-
BAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.

Los aportes y contribuciones que pudieren corresponder en el futuro a las CAJAS DE SUBSIDIOS Y 
ASIGNACIONES FAMILIARES serán transferidos a una cuenta especial presupuestaria en jurisdic-
ción del MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.

Artículo 96 — Disuélvese el INSTITUTO NACIONAL DE PREVISION SOCIAL. Se suprimen, en 
consecuencia, los cargos de Presidente, Vicepresidente, Directores y Síndicos.

Dése por terminada la intervención del INSTITUTO NACIONAL DE PREVISION SOCIAL.

Artículo 97 — Los bienes muebles, inmuebles, fondos y créditos del INSTITUTO NACIONAL DE 
PREVISION SOCIAL se transfieren al ESTADO NACIONAL que los administrará a través del MINIS-
TERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL. El producido de la venta o liquidación de los bienes 
que resulten prescindibles engrosará la cuenta presupuestaria especial en jurisdicción del MINISTE-
RIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.

Artículo 98 — Los bienes muebles e inmuebles que pudieren corresponder en el futuro al INS-
TITUTO NACIONAL DE PREVISION SOCIAL, serán transferidos al MINISTERIO DE TRABAJO Y 
SEGURIDAD SOCIAL.

Los aportes y contribuciones que pudieren corresponder en el futuro al INSTITUTO NACIONAL DE 
PREVISION SOCIAL serán transferidos a una cuenta especial presupuestaria en jurisdicción del MI-
NISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.

Artículo 99 — Las funciones que hasta la fecha del presente Decreto tenía a su cargo el men-
cionado Instituto, serán desempeñadas por el MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL, a 
través de la SECRETARIA DE SEGURIDAD SOCIAL.

Artículo 100  — El personal perteneciente a las CAJAS DE ASIGNACIONES Y SUBSIDIOS FAMI-
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LIARES y del INSTITUTO NACIONAL DE PREVISION SOCIAL, mantendrá las mismas condiciones 
laborales y se regirá por la normativa legal y convencional vigente.

El personal perteneciente al SUSS podrá ser reasignado en función de las modificaciones que se 
produzcan, pudiendo acogerse en su caso, al sistema de retiro voluntario establecido en el presente 
Decreto.

Artículo 101 — Los derechos y obligaciones, tanto de los trabajadores como de los empleadores, 
respecto a las CAJAS DE ASIGNACIONES Y SUBSIDIOS FAMILIARES así como con el INSTITUTO 
NACIONAL DE PREVISION SOCIAL, subsistirán para con el SUSS, sin perjuicio de lo dispuesto en 
el presente Decreto.

Artículo 102 — El ejercicio de las funciones que las leyes atribuyen a las CAJAS DE SUBSIDIOS 
Y ASIGNACIONES FAMILIARES y al INSTITUTO NACIONAL DE PREVISION SOCIAL, serán desa-
rrolladas a través del SUSS.

Artículo 103 — En un plazo de NOVENTA (90) días corridos a partir del presente decreto, el 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL elevará al PODER EJECUTIVO NACIONAL su 
nueva estructura orgánico funcional, la cual deberá contemplar las disposiciones que establece el 
presente decreto.
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LEy pROvINCIAL 
RECuRSO CONtENCIOSO 
ADmINIStRAtIvO 11.330

La legislatura de la provincia sanciona con fuerza de ley:

Artículo 1 - Ley aplicable. 
El recurso contencioso administrativo previsto en el artículo 93 inciso 2), de la Constitución de la 
Provincia se ejerce de conformidad con las disposiciones de esta ley. Supletoriamente se rige por las 
normas del Código Procesal Civil y Comercial, en cuanto fueren aplicables en la materia.

Artículo 2 - Competencia de la Corte Suprema de Justicia y de las Cámaras de lo Conten-
cioso Administrativo. La competencia de la Corte Suprema de Justicia, cuando el recurrente sea un 
Municipio o Comuna de acuerdo al artículo 35, es exclusiva e improrrogable. La de las Cámaras de los 
Contencioso Administrativo, en los casos y modos que establece esta ley, es originaria e improrroga-
ble aún entre las propias Cámaras. Tanto la Corte Suprema como las Cámaras pueden encomendar a 
otros Tribunales la realización de diligencias en las causas en que intervengan.

La Corte Suprema de Justicia resuelve con carácter definitivo las cuestiones de competencia que se 
susciten entre ella y las Cámaras o los Tribunales Ordinarios, entre las Cámaras, y entre estas y los 
Tribunales Ordinarios, de Oficio o a petición de parte. Cualquiera de estas puede requerir la inmedia-
ta avocación de la Corte, la que a ese efecto dispone las medidas que estime necesarias para resolver 
la cuestión.

Artículo 3 - Actos impugnables. 
El recurso se admite contra los actos de la administración pública regidos por el ordenamiento jurí-
dico administrativo que se pretendan lesivos, de un modo directo y actual, de un derecho subjetivo o 
de un interés legítimo emergente de ese ordenamiento, ya sean dichos actos definitivos o de trámite, 
si éstos deciden directa o indirectamente el fondo del asunto poniéndole término o impidiendo su 
continuación.

Artículo 4 - Fundamento y finalidad. 
El recurso se fundará en un vicio de ilegitimidad del acto administrativo, que haya influido o podido 
influir en su emisión o contenido, y se propondrá la reparación de los efectos del vicio mediante la 
anulación total o parcial del acto impugnado, y en su caso, la adopción de las medidas pertinentes 
para la reintegración del recurrente en la situación jurídica vulnerada.

Artículo 5 - Actos de la Administración Pública. 
Se entiende por actos de la Administración Pública los de carácter general o individual dictados en 
función administrativa por el Gobernador de la Provincia, los Intendentes y Concejos Municipales y 
las Comisiones Comunales, originarios de esas autoridades o de otras inferiores a ellas sometidos a 
su revisión por vía de recurso.

No se admite el recurso contra actos dictados en función administrativa interna por los Poderes Le-
gislativo y Judicial, salvo lo que dispongan leyes especiales en el caso del primero.
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Los actos de carácter reglamentario no son impugnables, excepto que por sí mismos y sin necesidad 
de aplicación individual produzcan sus efectos en relación al recurrente.

Artículo 6 - Actos excluidos. 
No corresponden a la jurisdicción contencioso administrativa:

a) Los actos que comporten el ejercicio del poder político del Estado;

b) Los actos que se relacionen con derechos o intereses que tutela el derecho privado, atribuidos a 
la jurisdicción ordinaria;

c) Los actos discrecionales, en cuanto deban reputarse tales;

d) Los actos que resuelven sobre reclamos de agentes estatales, en materia de accidentes de trabajo;

e) Los actos que sean reproducción, confirmación o ejecución de otros anteriores ya consentidos por 
el interesado.

Artículo 7 - Reclamación administrativa. 
No se puede ejercer el recurso sin previamente agotar la vía administrativa mediante los recursos 
reglamentados en sede administrativa; y sólo se podrán juzgar y resolver las pretensiones propuestas 
y resueltas expresa o presuntamente en la reclamación administrativa previa.

Artículo 8 - Requisito impositivo. 
Cuando la resolución administrativa que origine el recurso ordenase el pago de contribuciones fisca-
les no puede promoverse aquel sin satisfacérselas previamente, recaudo que no rige respecto a sumas 
accesoriamente debidas por recargos, multas o intereses.
 
Si durante la sustanciación del recurso vencieren plazos de un convenio de pago de la obligación tri-
butaria, el recurrente deberá acreditar su cumplimiento dentro de los diez días de los vencimientos 
respectivos, so pena de tenerlo por desistido el recurso.

Artículo 9 - Plazo del recurso. 
El recurso debe interponerse dentro del plazo de treinta días contados desde la notificación o pu-
blicación oficial de la resolución denegatoria del derecho o interés legítimo postulado, o desde el 
conocimiento pleno de la resolución que el interesado exteriorizara en el expediente administrativo.

Se entiende que existe denegación presunta si la autoridad administrativa no se expidiese dentro de 
los sesenta días de hallarse en condiciones de resolver en definitiva, o si paralizase injustificadamente 
el trámite durante más de treinta días, agotados los recursos que la dilación acordase quedando en 
ambos casos expedita la vía jurisdiccional desde la expiración del plazo respectivo.

Artículo 10 - Contenido del recurso. 
En el escrito de interposición del recurso se consignará una relación, ordenada y sintética, de los 
hechos y del derecho en que se funda y de las pretensiones que se deduzcan, en términos claros y 
precisos, con mención expresa del o de los expedientes administrativos que corresponda.

Se acreditará, en su caso, la personería del recurrente y se demostrará la concurrencia de los requi-
sitos de admisibilidad del recurso, a tenor de lo dispuesto en la presente ley.

Asimismo, se acompañarán testimonio del acto impugnado y todos los documentos que se vinculan 
directamente con la cuestión que se plantea o se designará el lugar donde se encuentren.
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Artículo 11 - Acumulación de pretensiones y de autos. 
El recurrente puede acumular en su recurso las pretensiones que no sean incompatibles entre sí y se 
deduzcan en relación con un mismo acto, o con varios cuando unos sean reproducción, confirmación 
o ejecución de otros o existiese entre ellos cualquier conexión directa; pero si el Tribunal no estimare 
pertinente la acumulación, ordenará a la parte que deduzca por separado los recursos en el plazo de 
quince días, con apercibimiento de tenerse por caducado el recurso respecto del cual no se cumpliese 
lo ordenado.

Si, antes de llamarse los autos para sentencia, se dictare una decisión administrativa que guardare 
la conexión prevista en el párrafo anterior, el recurrente podrá solicitar la ampliación del recurso a 
dicha decisión dentro
 
del plazo del artículo 9, a cuyo efecto se suspenderá el trámite hasta la remisión del expediente admi-
nistrativo respectivo, el que se reanudara al recibirse éste o vencer el plazo para hacerlo.

El recurso puede ser también propuesto por varios interesados, siempre que impugnen el mismo acto 
o actos idénticos y por los mismo motivos.

Interpuestos varios recursos con ocasión de actos en los que concurra la conexión antes mencionada, 
el Tribunal podrá, en cualquier momento procesal, previa audiencia de las partes, disponer la acumu-
lación de autos de oficio o a instancia de alguna de ellas.

ARTÍCULO 12 - Admisibilidad del recurso. 
Presentado el recurso, el Presidente de la Corte Suprema de Justicia o el de la Cámara verifica, oyen-
do previamente al Procurador General o al Fiscal de Cámara, si, manifiestamente, ha sido deducido 
en término, corresponde a la competencia del Tribunal, se ajusta a las formas legales y concurren 
las demás condiciones de admisibilidad prescriptas por esta ley, y según sea el caso lo declara o no 
admisible.

De la resolución adversa el recurrente puede pedir, dentro de cinco días, revocatoria ante el Tribunal, 
oportunidad en que también puede subsanar los defectos u omisiones susceptibles de reparación 
dentro de dicho lapso.

Artículo 13 - Expedientes administrativos. 
La Corte Suprema de Justicia o la Cámara, de oficio o a petición de parte, pueden solicitar de la auto-
ridad administrativa correspondiente la remisión de las actuaciones y antecedentes a que se refiere 
el recurso en el plazo improrrogable de diez días.

La autoridad requerida, si considera indispensable no desprenderse del expediente, por no estar 
concluido el trámite, puede, dentro del mismo plazo, proponer con expresión de fundamentos, la 
remisión de copia autorizada de las partes pertinentes, dentro del plazo que se le señale, y sin más 
trámite.

Si requerido, en cualquier caso, el envío del expediente, éste no fuera remitido en el plazo fijado, el 
Tribunal, procederá de inmediato y sin más trámite a entender en el recurso tomando como base 
la exposición del recurrente, sin perjuicio del derecho de la recurrida de producir como prueba el 
mismo expediente.

Artículo 14 - Tutela cautelar.
En los casos en que el recurso parezca fundado de tal modo que en principio pueda considerarse 
como jurídicamente aceptable la posición sustancial del recurrente y de modo justificado y

razonable pueda considerarse que exista peligro por la demora del proceso, el Tribunal podrá adop-
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tar, ponderando debidamente los intereses en juego en el caso concreto, medidas urgentes que sean 
idóneas o necesarias y posibles jurídicamente, para asegurar provisionalmente los efectos de la sen-
tencia definitiva. Podrá incluso dirigir mandamientos a la autoridad administrativa, para, entre otros 
fines, conservar o restablecer una situación tendiente a prevenir un daño inminente o para hacer 
cesar un trastorno manifiestamente ilegal; y ordenar, en su caso, una provisión, justa y razonable, 
al titular de un derecho, ante la presencia de una obligación pública cuya existencia no resultare 
seriamente cuestionable.

Todo ello sin perjuicio de las medidas cautelares previstas en el Código Procesal Civil y Comercial y 
que fueren conducentes o se estimaren pertinentes a criterio del Tribunal.

El recurrente puede pedir que se decrete la suspensión de la ejecución de la medida administrativa 
impugnada, que procederá si “ prima facie” apareciese verosímil la ilegitimidad de la resolución cues-
tionada, o cuando su cumplimiento hubiese de ocasionar perjuicios graves o de reparación difícil o 
imposible si llegase a prosperar el recurso.

Artículo 15 - Trámite de la cautelar. Inexigibilidad de caución.

El Tribunal resolverá la solicitud correspondiente en el término de cinco días, previa vista por igual 
plazo a la recurrida.

Al disponerse la medida cautelar, podrá exigirse que se preste caución bastante para responder por 
los daños y perjuicios que pudieran resultar a los intereses públicos o de terceros.

La caución no se exigirá a los funcionarios, empleados, jubilados y pensionados en las causas vincu-
ladas con sus derechos como tales.

En cualquier estadio del proceso, si la autoridad administrativa estimase que la medida cautelar 
produce grave daño para el interés público o que es urgente el cumplimiento de la decisión, podrá 
solicitar al Tribunal que la deje sin efecto, ofreciendo responder por los daños y perjuicios que cau-
sare la ejecución en el supuesto de prosperar el recurso. El Tribunal, previo traslado por cinco días al 
recurrente, dispondrá el cese, salvo que los motivos aducidos fueren irrazonables.

Contra el pronunciamiento que resuelva sobre dicho cese, las partes podrán apelar ante la Corte 
Suprema.

Del respectivo escrito interponiendo la impugnación, que deberá fundarse, se ordenará traslado por 
igual término a la contraparte, vencido el cual, sin mas trámite y de inmediato, se elevarán las ac-
tuaciones a la Corte Suprema. Esta resolverá dentro de los diez días contados a partir de la fecha de 
ingreso de aquellas. En ningún caso se paralizará el trámite del proceso principal.

Artículo 16 - Emplazamiento. Admitido el recurso, se dispondrá el emplazamiento de la autori-
dad administrativa, a cuyo efecto se le fijará el plazo de diez días; y si no compareciere en término se 
le declarará rebelde a solicitud de parte y se proseguirá el juicio sin darle representación. El auto de 
rebeldía se notificará por cédula.

Artículo 17 - Terceros coadyuvantes. Puede intervenir en la causa como parte coadyuvante de la 
autoridad administrativa la persona que tenga interés directo en el mantenimiento del acto objeto del 
recurso. A este efecto, salvo presentación espontánea, será citada a estar a derecho dentro del plazo 
que prudencialmente fije el Tribunal.

Vencido dicho plazo sin que mediare presentación, la intervención de coadyuvantes podrá producir-
se en cualquier estado de la causa, pero su intervención no retrotraerá el curso del procedimiento, ni 
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interrumpirá la tramitación de aquella.

Artículo 18 - Contestación del recurso. Comparecida la recurrida o, en su caso, notificada la 
rebeldía, se le correrá traslado por el término de veinte días para contestar el recurso y, a los coadyu-
vantes que hubieran comparecido, sucesivamente y por el término de cinco días.

En el escrito de contestación se observarán los requisitos exigidos para el escrito de interposición del 
recurso y se opondrán todas las defensas que no tengan el carácter de defensas previas.

Se acompañarán, asimismo, los documentos que se vinculen directamente con la cuestión que se 
plantea, o, en su caso, se indicará el lugar donde se encuentren.

Si fueran individualizables terceros, con nombre y domicilio conocidos, que pudieran tener interés 
directo en la conservación del acto impugnado, la Administración Pública deberá denunciarlos al 
contestar el recurso, a fin de hacerles llegar noticia de la promoción de éste.

Artículo 19 - Defensas previas. La recurrida y el o los coadyuvantes pueden alegar, dentro de 
los cinco días siguientes al traslado para la contestación, los motivos que, con arreglo a lo dispuesto 
en el artículo 12, obstan a la admisibilidad del recurso, sin perjuicio de que tales motivos puedan, 
asimismo, ser alegados en la contestación de aquel. Las defensas previas suspenden el procedimiento 
en lo principal y de ellas se corre traslado por cinco días al
 
recurrente y, evacuado, o vencido el plazo para hacerlo, el Tribunal procederá a resolver dentro de 
los cinco días siguientes. En sus escritos las partes pueden pedir la apertura a prueba por el término 
de diez días y, clausurado éste, se reservarán los autos en Secretaría por diez días dentro de cuyo 
término podrán las partes informar por escrito sobre el mérito de la prueba producida, tras lo cual, 
llamados los autos del incidente, el Tribunal procederá a resolver dentro de los diez días siguientes y 
dará a la causa el destino que corresponda según estime o desestime las defensas alegadas. Resuelta 
la procedencia de las alegaciones previas se declarará inadmisible el recurso, y se ordenará la devo-
lución del expediente administrativo, y si, por el contrario, fueren desestimadas, se dispondrá que la 
recurrida, en su caso, lo conteste en el plazo de quince días.

Artículo 20 - Prueba. Contestado el recurso, o vencido el plazo para hacerlo, se abrirá el juicio a 
prueba por el término de treinta días, providencia que será dejada sin efecto si las partes concorda-
ran en ello. La prueba será ofrecida dentro del plazo de diez días de abierta la causa de ese efecto. El 
Tribunal para mejor proveer, puede disponer la práctica de cuantas diligencias de prueba considere 
necesarias o la ampliación de las ya producidas.

Artículo 21 - Alegato sobre la prueba . Vencido, en su caso, el término de prueba y agregada la 
producida, se correrá traslado a las partes por su orden para alegar sobre el mérito de la causa, por 
el término de diez días.

Artículo 22 - Subsanación de vicios. El Tribunal subsana de oficio, si no hubiesen sido objeto de 
recurso por las partes, los vicios de procedimiento que advirtiere y que por su naturaleza pudieren 
determinar la nulidad de la sentencia o de trámites anteriores a ella.

Artículo 23 - Sentencia . Evacuados los alegatos, o vencido el término para hacerlo, se llamarán 
los autos para resolver y se pasará el asunto a estudio de cada miembro del Tribunal por el término 
de diez días.

Concluido el estudio, se señalará fecha, con plazo no mayor de quince días, para el acuerdo de fallo, 
en el que previamente se fijarán el orden de la votación y las cuestiones sobre que habrá de recaer la 
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sentencia y respecto de las cuales cada miembro fundará su voto.

El fallo se pronunciará sobre: a) la admisibilidad o no del recurso; b) la procedencia o no de éste; 
anulará, en su caso, total o parcialmente, el acto impugnado y, reconociendo la situación jurídica in-
dividualizada adoptará las medidas conducentes al pleno restablecimiento de la misma; c) las costas 
del recurso.

Las partes podrán solicitar la aclaración del fallo según lo previsto en el Código Procesal Civil y Co-
mercial. La solicitud suspende el plazo para deducir recursos contra la sentencia.

Artículo 24 - Costas - Beneficio de pobreza. 
La parte vencida será siempre condenada en costas, aunque no lo pidieran las partes, salvo en el caso 
de allanamiento oportuno de la Administración Pública previsto por esta ley; y cuando, a juicio del 
Tribunal, haya habido razón bastante para litigar, en cuyo caso se deberán expresar los motivos de 
la exención.

En los supuestos de plus petición y resultado parcialmente favorable rigen las normas del Código 
Procesal Civil y Comercial.

El recurrente que invoque el beneficio de pobreza acompañará testimonio de la declaración correspon-
diente, que gestionará ante la justicia ordinaria de acuerdo con lo dispuesto en el mencionado Código.

Gozan del beneficio de pobreza los funcionarios, empleados, jubilados y pensionados en las causas 
vinculadas con sus derechos como tales.

Artículo 25 - Efectos de la sentencia. 
La sentencia sólo surte efecto entre las partes en litigio y también “erga omnes” si resuelve sobre un vi-
cio de ilegitimidad que por su naturaleza objetiva puede aprovechar o perjudicar a terceros interesados.

Artículo 26 - Allanamiento al recurso. 
La recurrida puede allanarse al recurso y, producido el allanamiento, el Tribunal, sin más trámite 
,dicta sentencia de conformidad a las pretensiones del recurrente, salvo si ello supusiere lesión del 
orden público, en cuyo caso, luego de tramitada la causa, dictará la sentencia que estime arreglada 
a Derecho.

El oportuno allanamiento de la Administración Pública la exime de la condena en costas, excepto si 
el recurso reprodujera en sustancia lo pedido en la reclamación administrativa denegada y esa dene-
gación fundase el recurso.

El representante de la Administración Pública no podrá allanarse al recurso sin especial autorización 
de esta.

Artículo 27 - Desistimiento. 
En cualquier estado de la causa, anterior a la sentencia el recurrente puede desistir del recurso y 
la Administración Pública de sus excepciones. El Tribunal lo admitirá, previa vista a la contraria, 
declarará terminado el procedimiento y dispondrá el archivo de las actuaciones y la devolución del 
expediente administrativo. Las costas serán a cargo de la parte que desista.

El representante de la Administración Pública no puede desistir sin especial autorización de esta.

Artículo 28 - Transacción. 
Las partes pueden transigir el juicio, conforme a Derecho, y en tal caso, aprobada que sea la transac-
ción, se procederá de acuerdo con lo dispuesto en el artículo anterior.



Edición especial - CEDyCS

299

El representante de la Administración Pública no puede transigir sin especial autorización de esta.

Artículo 29 - Satisfacción extraprocesal de las pretensiones. 
Si, interpuesto recurso contencioso administrativo, la Administración Pública reconociese totalmen-
te en sede administrativa las pretensiones del recurrente, cualquiera de las partes puede ponerlo 
en conocimiento del Tribunal, el cual previa comprobación del reconocimiento, resolverá declarar 
terminado el procedimiento y ordenará el archivo del recurso y la devolución del expediente admi-
nistrativo. Las costas serán a cargo de la recurrida.

Artículo 30 - Caducidad de instancia. 
Caduca la instancia cuando el procedimiento se hubiese paralizado por un plazo mayor de tres me-
ses sin que el recurrente, pudiendo hacerlo, haya instado su curso, salvo que los autos pendieren de 
resolución.

La caducidad puede declararse de oficio, previa vista fiscal, y la resolución admita el recurso de 
reposición ante el Tribunal. Alegada por la parte, se correrá vista al recurrente por cinco días y se 
resolverá dentro de los diez días siguientes. Las costas serán a cargo del recurrente.

Artículo 31 - Recurso de nulidad. 
Contra la sentencia definitiva procede el recurso de nulidad:

a) Cuando sin haberlo consentido las partes, en el procedimiento se hubiesen omitido trámites subs-
tanciales, susceptibles de influir sobre el resultado del fallo, o se hubiera incurrido en defectos de los 
que por expresa disposición de Derecho anulan las actuaciones; y

b) Cuando la sentencia ofrezca defectos de forma esenciales o no decida sobre cuestiones oportuna-
mente propuestas, o resuelva sobre cuestiones que no lo fueron, o se contradiga en su parte disposi-
tiva, o resulte contradictoria entre esta y los fundamentos del fallo.
 
Del escrito deduciendo el recurso se correrá traslado por cinco días a la parte contraria y vencido este 
término, el Tribunal dictará resolución dentro de diez días.

Cuando la nulidad consistiese en vicios del procedimiento se mandará reponer los autos al estado que 
tenían al producirse la nulidad; y si esta se limitase a la sentencia, el Tribunal dictará nuevos fallos, 
dentro de los diez días siguientes.

El recurso se interpondrá dentro del plazo de cinco días.

Artículo 32 - Recurso de revisión. 
Contra la sentencia definitiva procede, asimismo, el recurso de revisión en los siguientes casos:

a) Cuando se dictasen sentencias contrarias entre sí, respecto a los mismos litigantes, u otros distin-
tos en igual situación, acerca del mismo objeto y en virtud de idénticos fundamentos;

b) Cuando después de pronunciada la sentencia se recobraren o descubrieren documentos decisivos 
que la parte ignoraba que existiesen, o que no pudo presentarlos por fuerza mayor o por obra de la 
parte en cuyo favor se hubiera dictado el fallo;

c) Cuando hubiese recaído la sentencia en virtud de documentos que al tiempo de dictarse aquella 
ignoraba una de las partes haber sido reconocidos y declarados falsos o cuya falsedad se reconociere 
o declarare después;



Compendio de Leyes | SEGURIDAD SOCIAL

300

d) Cuando, habiéndose dictado la sentencia sólo en virtud de prueba testimonial, fueren los testigos 
condenados por falso testimonio dado en las declaraciones constitutivas de aquellas; y

e) Cuando la sentencia se hubiese dictado mediante cohecho, prevaricato o violencia u otra maqui-
nación fraudulenta.

Del escrito interponiendo el recurso, se corre vista por diez días al Procurador General o al Fiscal de 
Cámara y, evacuada, se ordenará traslado por igual término a la otra parte, vencido el cual se abrirá 
la causa a prueba por diez días. Clausurado el período de prueba, el Tribunal llamará los autos y re-
solverá dentro de los treinta días siguientes.

El recurso de revisión se interpone dentro del término de cinco días, excepto en los casos b), c) y d), 
cuyo término será de ciento ochenta días desde conocido el hecho.

Artículo 33 - Ejecución de sentencia. 
Notificada la sentencia que la condene, la autoridad administrativa debe cumplirla dentro del plazo 
de treinta días, salvo que aquella señale un término distinto.

Incumplida la sentencia, se procederá a su ejecución a cuyo efecto el Tribunal, a petición de parte, 
adoptará las medidas que procedan en Derecho, inclusive las sanciones pecuniarias previstas en el 
artículo 263 del Código Procesal Civil y Comercial.

No puede trabarse embargo sobre bienes afectados al uso público o a un servicio público, ni sobre 
contribuciones fiscales afectadas por ley a servicios públicos.

No podrá promoverse por la vía de apremio para la ejecución de sentencia sino después de los treinta 
días posteriores a la intimación de pago.

Artículo 34 - Suspensión, sustitución e inejecución de sentencia. 
La autoridad administrativa, dentro de los diez días de serle notificada una sentencia condenatoria, 
podrá solicitar al Tribunal la suspensión temporaria de su ejecución, o la sustitución de la forma o 
modo de su cumplimiento o la dispensa absoluta de su ejecución por graves motivos de interés u or-
den público, ofreciendo satisfacer la indemnización de los daños y perjuicios que ocasionare.

La suspensión, sustitución o inejecución puede disponerse, sin perjuicio de otros motivos de análoga 
gravedad, cuando:

a) Créase un peligro de trastorno grave del orden público;

b) Determinase la supresión o suspensión de un servicio público;

c) Causare la privación del uso colectivo de un bien afectado a ese uso;

d) Trabase la percepción de contribuciones fiscales; y,

e) Por la magnitud del monto de la condena, provocase grave detrimento al tesoro público.

El Tribunal apreciará prudencialmente los motivos aducidos y el carácter extraordinario que revisten 
y, su caso, determinará la indemnización correspondiente y la forma y oportunidad de su pago.

La omisión de este determinará la caducidad de la modalidad de cumplimiento acordada.
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El Tribunal correrá vista por cinco días de la solicitud al recurrente y podrá, de oficio o a petición de 
parte, abrir a prueba el incidente por diez días, sin perjuicio, a su vez, para mejor proveer, de ordenar 
o ampliar la prueba que juzgue necesaria, y resolverá dentro de los diez días siguientes.
 

Artículo 35 - Actos impugnables por Municipios y Comunas. 
Se admitirá el recurso contencioso administrativo contra los actos del Poder Ejecutivo de la Provincia 
que invadan ilegalmente la esfera de atribuciones de los Municipios y Comunas o desconozcan sus 
potestades o vulneren los derechos o intereses legítimos que el ordenamiento jurídico les reconoce.

La reclamación previa efectuada por un Municipio o Comuna ante el Poder Ejecutivo debe ser resuel-
ta por éste, previo dictamen del Fiscal de Estado, dentro de los treinta días de presentada. Vencido 
dicho plazo los entes territoriales podrán recurrir directamente ante la Corte Suprema de Justicia si 
no se la hubiese resuelto.

Artículo 36 - Avocación de la Corte Suprema. 
Dentro de los cinco días notificado el llamamiento de autos por la Cámara para sentencia definitiva, 
cualquiera de las partes puede solicitar a la Corte Suprema de Justicia se avoque al conocimiento del 
recurso por existir interés institucional suficiente o trascendente. A este efecto, se deberá fundar por 
escrito la pretensión ante la Cámara que entiende en el asunto y se acompañará copia de las actua-
ciones que considere relevantes para acreditar dicho interés.

La Cámara, luego de presentado el escrito, no podrá dictar válidamente sentencia hasta tanto medie 
pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia sobre el avocamiento solicitado.

Aquella debe eleva a la Corte Suprema de inmediato y sin otro trámite el escrito y las copias indica-
das. Radicadas las actuaciones ante la Corte, ésta debe pronunciarse sobre la avocación dentro de los 
treinta días contados a partir de la fecha de ingreso de aquellos.

Del pedido de avocación, y como único trámite, se correrá vista al Procurador General por cinco 
días para que dictamine sobre la existencia del interés invocado. La providencia lleva implícita la de 
“autos para resolver”.

La Corte, según su sana discreción y con la sola invocación de esta norma, puede rechazar el avo-
camiento por falta de interés institucional suficiente o cuando la cuestión planteada resultare insus-
tancial o carente de trascendencia. Caso contrario debe requerir de inmediato y sin otro trámite la 
elevación inmediata de las actuaciones para su resolución definitiva. Tiene, para resolver los mismos 
plazos que los previstos en el artículo 23.

Artículo 37 - Recurso de inconstitucionalidad y de casación. 
Contra las sentencias que dicten las Cámaras proceden el recurso de inconstitucionalidad, en los 
casos previstos en la Ley reglamentaria del mismo, y el de casación, que solamente podrá fundarse 
en inobservancia o grave error en la aplicación de las normas de Derecho o de la doctrina legal y en 
caso de sentencias contradictorias de las Cámaras.

La interposición, tramitación y decisión del recurso de casación se rige, en lo pertinente, por la ley 
reglamentaria del recurso de inconstitucionalidad.

Sin perjuicio de ello:

a) En el escrito se expresarán concretamente las normas de derecho o la doctrina legal violada o que 
se hubieran aplicado con grave error; los fallos contradictorios y la doctrina opuesta indicándose, 
la interpretación o aplicación que corresponden a juicio del recurrente. No basta para cumplir este 



Compendio de Leyes | SEGURIDAD SOCIAL

302

requisito la remisión a otros escritos del pleito;

b) Cuando la Corte estimare que la sentencia recurrida ha incurrido en inobservancia o grave error en 
la aplicación de las normas de Derecho de la doctrina legal, el pronunciamiento deberá comprender :

1) Declaración de la inobservancia o del grave error

2) Declaración de las normas o doctrina aplicable al caso

3) Resolución de éste con arreglo a las normas o doctrina cuya aplicación se declara.

En caso de sentencias contradictorias si la Corte hace lugar al recurso, debe declarar cual es la doc-
trina o norma jurídica que rige la cuestión debatida.

No puede deducirse el recurso cuando la sentencia aplicase las normas de derecho que ya hubieran 
sido materia de pronunciamiento por vía de casación del Tribunal, salvo que los argumentos no fue-
ran intrascendentes, baladíes o insustanciales.

Los recursos mencionados no son excluyentes; en su caso se tramitarán y decidirán conjuntamente. 
La decisión que en ello se dicte, agota las instancias jurisdiccionales en el ámbito provincial.

Artículo 38 - Vigencia de la ley. 
La presente ley reglamentaria del recurso contencioso administrativo entrará en vigor a partir de los 
sesenta días corridos a partir de su publicación oficial.

Los recursos pendientes serán tramitados y fallados con arreglo a la ley anterior.

Las causas a tramitarse ante las Cámaras de lo Contencioso Administrativo serán las que se inicien 
a partir de que éstas se instalen ; sólo por acuerdo de partes podrán derivarse las que hasta esa fecha 
se encuentren en sede de la Corte Suprema de Justicia de la Provincia.

Hasta tanto se creen e instalen dichas Cámaras, los recursos se interpondrán ante la Corte Suprema, 
la que los tramitará y decidirá de conformidad a esta ley. A tales efectos la Corte Suprema dispondrá 
en su caso, que normas no se aplican.

La Corte Suprema de Justicia determinará el fiscal que deberá intervenir en el recurso contencioso 
administrativo que se tramita ante las Cámaras de lo Contencioso Administrativo.

Queda derogada la Ley Nº 4106 y toda disposición que se oponga a la presente.

Decláranse inaplicables a este recurso los plazos establecidos por le artículo 5º de la ley Nº 7234 mo-
dificado por la Ley Nº 9040.

Artículo 39 - Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
Con la exposición de motivos, que se publicará juntamente con esta Ley.
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CONtRIBuCIONES 
pAtRONALES - DECREtO 

814/2001
NORmAtIvA ApLICABLE A AquELLAS quE SE DEvENguEN A 

pARtIR DEL 1° DE juLIO DE 2001.

Bs. As., 20/6/2001

VISTO las Leyes Nros. 19.032, 20.744, 23.660, 23.661, 24.013 24.241. 24.700, 24.714, 25.250, 
25.413 y 25.414; y los Decretos Nros. 2609 de fecha 22 de diciembre de 1993, 385 de fecha 16 de 
marzo de 1994, 476 de fecha 28 de marzo de 1994, 859 de fecha 3 de junio de 1994, 1141 de fecha 
14 de julio de 1994. 1791 de fecha 12 de octubre de 1994, 306 de fecha 1° de marzo de 1995, 372 de 
fecha 20 de marzo de 1995, 292 de fecha 14 de agosto de 1995, 492 de fecha 22 de setiembre de 1995 
y 1520 de fecha 24 de diciembre de 1998, y

CONSIDERANDO:

Que es objetivo prioritario de la política económica nacional establecer las bases para el crecimiento 
sostenido, la competitividad y el aumento del empleo.

Que para alcanzar tal objetivo, resulta particularmente necesario instrumentar medidas que tiendan 
a la reducción del nivel de los costos de producción.

Que en tal sentido la política tributaria constituye un factor fundamental de política económica, sien-
do una de las metas del Gobierno Nacional disminuir la presión sobre la nómina salarial.

Que dicha disminución de las contribuciones sobre la nómina salarial debe ser considerada como un 
paso hacia la mayor productividad de la economía en general y de los sectores de la producción que 
cuentan con Planes de Competitividad y Generación de Empleo, en particular.

Que a lo largo de los últimos años se han producido sucesivas modificaciones en materia de reducción 
de las contribuciones patronales, quedando ellas plasmadas en las normativas citadas en el Visto.

Que es menester ordenar las reducciones establecidas en dichas normas, para simplificar los encua-
dramientos, las liquidaciones y las tareas de control y fiscalización sobre las contribuciones patrona-
les, siendo conveniente, como instancia superadora, adoptar una modalidad de alícuota única para la 
casi totalidad de las mencionadas contribuciones.

Que a los mismos fines, y para facilitar el cumplimiento global de las obligaciones tributarias, es par-
ticularmente apropiado dar a las contribuciones patronales el carácter de crédito fiscal del Impuesto 
al Valor Agregado, en determinados casos.

Que el Gobierno Nacional y el sector privado han puesto en marcha una serie de Planes de Com-
petitividad y Generación de Empleo Sectoriales, a los que se irán incorporando durante el presente 
ejercicio nuevas ramas de la actividad económica siendo menester reforzar estas políticas que mar-
can la tónica y el rumbo adoptado por el Gobierno Nacional para reencauzar la economía hacia el 
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crecimiento y la productividad.

Que, en dicho marco, resulta razonable establecer una distinción en la utilización de las contribu-
ciones patronales como generadoras de crédito fiscal, diferenciando las empresas comprendidas en 
sectores alcanzados por los Planes de Competitividad y Generación de Empleo, de las pertenecientes 
a sectores que aún no han ingresado en este tipo de planes.

Que por un principio de equidad, el reconocimiento del carácter de crédito fiscal del Impuesto al Va-
lor Agregado deberá ser de variada intensidad en las distintas áreas y regiones del país, tomando en 
cuenta los criterios básicos ya probados con éxito para la reducción de las contribuciones patronales 
que por esta norma se derogan.

Que las cajas de alimentos o vales alimentarios integran el menú de beneficios sociales que apuntan 
a cubrir las necesidades de la familia.

Que por el artículo 4° de la Ley N° 24.700 los montos abonados a través de dichos beneficios están 
sujetos a una contribución específica, destinada al sistema de asignaciones familiares.

Que, a fin de armonizar los diferentes regímenes de contribuciones destinados al financiamiento de 
la seguridad social, es preciso otorgar a la contribución mencionada en el considerando anterior un 
tratamiento análogo al de las contribuciones patronales abarcadas en la norma que se dicta.

Que a iguales fines es menester armonizar el tratamiento impositivo de la Ley N° 25.413 para ac-
tividades productivas y de servicios con características asimilables, a fin de evitar distorsiones que 
afecten el desenvolvimiento económico.

Que la DIRECCION GENERAL DE ASUNTOS JURIDICOS del MINISTERIO DE ECONOMIA ha toma-
do la intervención que le compete.

Que el presente se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 99, incisos 1 y 2 de la 
Constitución Nacional y el artículo 1° de la Ley N° 25.414.

Por ello,

EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA

DECRETA:

Artículo 1º — Déjase sin efecto toda norma que contemple exenciones o reducciones de las 
alícuotas aplicables a las contribuciones patronales, con la única excepción de la establecida en el 
Artículo 2° de la Ley N° 25.250. En particular deróganse, en su parte pertinente, los Decretos Nros. 
2609 de fecha 22 de diciembre de 1993, 385 de fecha 16 de marzo de 1994, 476 de fecha 28 de marzo 
de 1994, 859 de fecha 3 de junio de 1994, 1141 de fecha 14 de julio de 1994, 1791 de fecha 12 de oc-
tubre de 1994, 306 de fecha 1° de marzo de 1995, 372 de fecha 20 de marzo de 1995, 292 de fecha 14 
de agosto de 1995, 492 de fecha 22 de setiembre de 1995 y 1520 de fecha 24 de diciembre de 1998.

Artículo 2º — Establécense las alícuotas que se describen a continuación correspondientes a las 
contribuciones patronales sobre la nómina salarial con destino a los subsistemas de Seguridad Social 
regidos por las leyes 19.032 (INSSJP), 24.013 (Fondo Nacional de Empleo), 24.241 (Sistema Integra-
do de Jubilaciones y Pensiones), y 24.714 (Régimen de Asignaciones Familiares), a saber:

a) 21% para los empleadores cuya actividad principal sea la locación y prestación de servicios con 
excepción de los comprendidos en las leyes 23.551, 23.660, 23.661 y 24.467.
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b) 17% para los restantes empleadores no incluidos en el inciso anterior. Asimismo será de aplicación 
a las entidades y organismos comprendidos en el artículo 1° de la ley 22.016 y sus modificatorias.

Las alícuotas fijadas sustituyen las vigentes para los regímenes del Sistema Unico de la Seguridad 
Social (SUSS), previstos en los incisos a), b), d) y f), del artículo 87 del Decreto N° 2284 de fecha 31 
de octubre de 1991, conservando plena aplicación las correspondientes a los regímenes enunciados 
en los incisos c) y e) del precitado artículo.

(Artículo sustituido por art. 9° de la Ley N° 25.453 B.O. 31/07/2001)

(Alícuotas incrementadas en UN (1) punto porcentual destinado al financiamiento del INSTITUTO 
NACIONAL DE SERVICIOS SOCIALES PARA JUBILADOS Y PENSIONADOS por art. 80 de la Ley N° 
25.565 B.O. 21/03/2002)

(Nota Infoleg: por art. 1° del Decreto N° 258/2017 B.O. 19/4/2017 se suspende desde el 1° de enero 
de 2017 hasta el 31 de diciembre de 2017 inclusive, la aplicación de las disposiciones contenidas en 
el presente Decreto y sus modificatorios, respecto de los empleadores titulares de establecimientos 
educativos de gestión privada que se encontraren incorporados a la enseñanza oficial conforme las 
disposiciones de las Leyes Nros. 13.047 y 24.049. Suspensiones anteriores: art. 1° del Decreto N° 
275/2016 B.O. 2/2/2016; art. 1° del Decreto N° 154/2015 B.O. 24/02/2015; art. 1° del Decreto N° 
351/2014 B.O. 31/03/2014; art. 1° del Decreto N° 249/2013 B.O. 12/3/2013; art. 1° del Decreto N° 
201/2012 B.O. 10/02/2012; art. 1° del Decreto N° 160/2011 B.O. 24/2/2011; art. 1° del Decreto Nº 
108/2009 B.O. 17/02/2009; art. 1° del Decreto N° 151/2007 B.O. 27/2/2007)
(Nota Infoleg: Por art. 1° del Decreto N° 986/2005 B.O. 24/8/2005 se suspende desde el 1° de enero de 
2005 hasta el 31 de diciembre de 2006 inclusive, la aplicación de las disposiciones contenidas en el 
presente Decreto, modificado por la Ley N° 25.453, respecto de los empleadores titulares de estable-
cimientos educacionales de gestión privada que se encontraren incorporados a la enseñanza oficial 
conforme las disposiciones de las Leyes N° 13.047 y N° 24.049.

Por art. 2° se establece que a partir del 1° de enero de 2005 y hasta el 31 de diciembre de 2005 inclu-
sive, las reducciones de las contribuciones patronales de que gozaban los titulares de Instituciones 
Universitarias Privadas al 31 de diciembre de 2004 por aplicación del Decreto N° 1806/2004, serán 
disminuidas en un CINCUENTA POR CIENTO (50%). Y por art. 3° del mismo decreto se establece 
que a partir del 1° de enero de 2006 los titulares de Instituciones Universitarias Privadas quedarán 
incorporados en forma plena a las normas contenidas en el presente Decreto (814/2001).

(Nota Infoleg: Por art. 1° del Decreto N° 1806/2004 B.O. 14/12/2004, se suspende desde el 1° de enero 
hasta el 31 de diciembre de 2004 inclusive, la aplicación de las disposiciones del presente Decreto, 
modificado por la Ley N° 25.453, respecto de los empleadores titulares de establecimientos educa-
cionales privados cuyas actividades resulten comprendidas en la Ley N° 24.195 y sus modificaciones 
y en la Ley N° 24.521 y sus modificatorios).

(Nota Infoleg: Por art. 1º del Decreto N°1034/2001 B.O. 17/8/2001, se suspende hasta el 31 de diciem-
bre de 2001, inclusive, la aplicación de las disposiciones del presente Decreto, modificado por la Ley 
N° 25.453, respecto de los empleadores titulares de establecimientos educacionales privados cuyas 
actividades resulten comprendidas en la Ley N° 24.195 y sus modificaciones y en la Ley N° 24.521 
y sus modificaciones. Por art. 1° del Decreto N° 284/2002 B.O. 13/02/2002, se da por prorrogada la 
vigencia del art. 1° del decreto de referencia, desde el 1° de enero hasta el 1° de diciembre de 2002, 
ambas fechas inclusive y por art. 1° del Decreto N° 539/2003 B.O. 12/03/2003, se prorroga, desde el 
1° de enero hasta el 31 de diciembre de 2003, ambas fechas inclusive)

Artículo 3º — (Artículo derogado por art. 2° del Decreto N° 491/2004 B.O. 22/4/2004)
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(Nota Infoleg: la derogacion dispuesta comenzará a regir para los aportes y contribuciones que se 
devenguen a partir del primer día del mes subsiguiente al de la fecha de su publicación en el Boletín 
Oficial. No obstante, a los efectos del cálculo de la contribución a cargo de los empleadores indicada 
en el inciso b) del Artículo 10 de la Ley N° 24.241 y sus modificaciones y en el Artículo 2° del Decreto 
N° 814 de fecha 20 de junio de 2001 y sus modificaciones, las disposiciones previstas en el Artículo 
1° del presente decreto tendrán vigencia para las contribuciones que se devenguen a partir del 1 de 
octubre de 2005, inclusive, siendo de aplicación hasta dicha fecha las bases imponibles máximas que 
se indican a continuación: a) contribuciones que se devenguen hasta el 30 de setiembre de 2004, 
inclusive: PESOS SEIS MIL ($ 6.000), b) contribuciones que se devenguen a partir del 1° de octubre 
de 2004 y hasta el 31 de marzo de 2005, inclusive: PESOS OCHO MIL ($ 8.000), y c) contribuciones 
que se devenguen a partir del 1° de abril de 2005 y hasta el 30 de setiembre de 2005, inclusive: PE-
SOS DIEZ MIL ($ 10.000)).

Artículo 4º — De la contribución patronal definida en el artículo 2° del presente decreto y en el 
artículo 4° de la Ley N° 24.700, efectivamente abonada, los contribuyentes y responsables podrán 
computar, como crédito fiscal del Impuesto al Valor Agregado, el monto que resulta de aplicar a las 
mismas bases imponibles los puntos porcentuales que para cada supuesto se indican en el Anexo I 
que forma parte integrante del presente decreto.

En el caso de los exportadores, las contribuciones que resulten computables como crédito fiscal del 
Impuesto al Valor Agregado, de acuerdo a lo previsto en el párrafo anterior, tendrán el carácter de 
impuesto facturado a los fines de la aplicación del artículo 43 de la ley del tributo, texto ordenado en 
1997 y sus modificaciones.”

(Artículo sustituido por art. 1° del Decreto N° 984/2001 B.O. 06/08/2001)

Artículo 5º — (Artículo derogado por art. 2° del Decreto N° 491/2004 B.O. 22/4/2004)

(Nota Infoleg: la derogacion dispuesta comenzará a regir para los aportes y contribuciones que se 
devenguen a partir del primer día del mes subsiguiente al de la fecha de su publicación en el Boletín 
Oficial. No obstante, a los efectos del cálculo de la contribución a cargo de los empleadores indicada 
en el inciso b) del Artículo 10 de la Ley N° 24.241 y sus modificaciones y en el Artículo 2° del Decreto 
N° 814 de fecha 20 de junio de 2001 y sus modificaciones, las disposiciones previstas en el Artículo 
1° del presente decreto tendrán vigencia para las contribuciones que se devenguen a partir del 1 de 
octubre de 2005, inclusive, siendo de aplicación hasta dicha fecha las bases imponibles máximas que 
se indican a continuación: a) contribuciones que se devenguen hasta el 30 de setiembre de 2004, 
inclusive: PESOS SEIS MIL ($ 6.000), b) contribuciones que se devenguen a partir del 1° de octubre 
de 2004 y hasta el 31 de marzo de 2005, inclusive: PESOS OCHO MIL ($ 8.000), y c) contribuciones 
que se devenguen a partir del 1° de abril de 2005 y hasta el 30 de setiembre de 2005, inclusive: PE-
SOS DIEZ MIL ($ 10.000)).

Artículo 6º — Sustitúyese el inciso b) del artículo 7° de la Reglamentación aprobada por el De-
creto N° 380 de fecha 29 de marzo de 2001, el que queda redactado de la siguiente manera:

“b) Empresas que operen sistemas de tarjetas de crédito y/o compra, y las empresas especializadas 
en el servicio de vales de almuerzo y tarjetas de transporte, vales alimentarios o cajas de alimentos, 
únicamente, para los créditos originados en los pagos realizados por los usuarios y para los débitos 
provenientes de los pagos a los establecimientos adheridos”.

Artículo 7º — El MINISTERIO DE ECONOMIA y el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y FOR-
MACION DE RECURSOS HUMANOS en lo que fuere materia de su competencia, serán las Autorida-
des de Aplicación del presente Decreto, quedando facultados para dictar las normas interpretativas y 
complementarias correspondientes.
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Artículo 8º — El presente comenzará a regir a partir del 1° de julio de 2001, resultando de apli-
cación para las contribuciones patronales que se devenguen desde esa fecha.

Artículo 9º — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.
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A.f.I.p - RESOLuCIóN 
gENERAL 79/98

VISTO la Resolución N° 877 (D.E. ANSeS) del 14 de agosto de 1.992 y las Resoluciones Generales 
Nros. 4.032 (DGI) y 4.296 (DGI), y

CONSIDERANDO:

Que mediante las normas citadas en el visto se reglamenta lo dispuesto por los artículos 10 a 15 de 
la Ley N° 18.820 y sus modificaciones y el artículo 11 de la Ley N° 21.864, modificada por la Ley N° 
23.659, relativas a los recursos de la seguridad social, en lo atinente a la determinación de deudas y 
su impugnación.
Que mediante la Resolución N° 1.287/97 de fecha 26 de noviembre de 1.997 la Administración Nacio-
nal de la Seguridad Social ha adecuado las normas de la Resolución N° 877/92, a los fines de hacerla 
aplicativa a los regímenes cuya administración le compete.
Que, en consecuencia, resulta necesario instrumentar el procedimiento que debe aplicarse para la 
determinación de la deuda e imposición de sanciones en relación a los recursos de la seguridad so-
cial, sustituyendo las prescripciones de la Resolución N° 877/92 (D.E. ANSeS).
Que han tomado la intervención que les compete las Direcciones de Legislación, de Programas y Nor-
mas de Fiscalización, de Programas y Normas de Recaudación, de Asesoría Legal y de Legal y Técnica 
de los Recursos de la Seguridad Social.
Que la presente se dicta en uso de las facultades conferidas por el artículo 7 del Decreto N° 618 de 
fecha 10 de julio de 1.997.

Por ello,

EL ADMINISTRADOR FEDERAL DE LA ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS

RESUELVE:

Artículo 1º - Las intimaciones de deudas determinadas, de multas correspondientes a las infrac-
ciones constatadas, con relación a los recursos de la seguridad social, y las respectivas impugnacio-
nes que los contribuyentes y responsables planteen, deberán cumplir con los procedimientos, formas 
y condiciones contenidos en el Anexo de la presente.

(Artículo sustituido por art. 1° de la Resolución General N° 3329/2012 de la AFIP B.O. 11/5/2012. Vi-
gencia: a partir del primer día del segundo mes inmediato siguiente al de su publicación en el Boletín 
Oficial y serán de aplicación respecto de: a) Las deudas determinadas y las infracciones constatadas 
que se notifiquen a partir de esa fecha, y b) las etapas procesales no cumplidas, en aquellos casos 
en que las notificaciones por los conceptos mencionados se hayan producido con anterioridad a su 
fecha de vigencia)

Artículo 2º - La presente resolución general regirá a partir del día siguiente al de su publicación 
oficial y será aplicable a las deudas determinadas y a las multas fijadas que se notifiquen a partir de su 
vigencia y a las etapas procesales no cumplidas, en los casos en que las notificaciones por los concep-
tos mencionados se hubieran producido con anterioridad a la fecha indicada en el párrafo anterior.

Artículo 3º - A partir de la vigencia de la presente, sustitúyense las Resoluciones Generales Nros. 
4.032 (DGI) y 4.296 (DGI), continuando en vigor los formularios de declaración jurada Nros. 802, 



Compendio de Leyes | SEGURIDAD SOCIAL

312

803, 806, 808, 809, 814 y 815, aprobados por la primera de las resoluciones generales precedente-
mente mencionadas.
Art. 4°- Apruébanse los Anexos I y II que forman parte integrante de esta resolución general.
Art. 5°- Regístrese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. - Carlos 
A. Silvani. 
(Anexo I y II derogados por art. 1° inc. c) Resolución General N° 3329/2012 de la AFIP B.O. 11/5/2012. 
Vigencia: a partir del primer día del segundo mes inmediato siguiente al de su publicación en el Bo-
letín Oficial)

ANEXO RESOLuCION gENERAL Nº 79, Su mODIfICAtORIA 
y COmpLEmENtARIA

(Anexo incorporado por art. 1° inc. d) de la Resolución General N° 3329/2012 de la AFIP B.O. 
11/5/2012. Vigencia: a partir del primer día del segundo mes inmediato siguiente al de su publicación 
en el Boletín Oficial y serán de aplicación respecto de: a) Las deudas determinadas y las infraccio-
nes constatadas que se notifiquen a partir de esa fecha, y b) las etapas procesales no cumplidas, en 
aquellos casos en que las notificaciones por los conceptos mencionados se hayan producido con 
anterioridad a su fecha de vigencia)

 (ARtíCuLO 1º)

1. DETERMINACION DE LA DEUDA

1.1. Determinaciones de deudas de los recursos de la Seguridad Social. Se realizarán en forma global, 
detallándose en un anexo la cantidad total de los trabajadores dependientes involucrados en dicha 
determinación, individualizados cada uno de ellos con su respectivo Código Unico de Identificación
Laboral (C.U.I.L.), la remuneración imponible utilizada como base de cálculo de la deuda y el con-
cepto en virtud del cual se determinó la misma. Dicho anexo será notificado a los empleadores jun-
tamente con el acta de inspección.

A los fines previstos en el párrafo anterior, cuando exista personal no registrado, se asignará de oficio 
a cada uno de esos empleados el Código Unico de Identificación Laboral (C.U.I.L.), el que será noti-
ficado al empleador.

Las determinaciones que se realicen mediante Indicadores Mínimos de Trabajadores (IMT), de acuer-
do con lo establecido por la Resolución General Nº 2927 y sus modificatorias, cuando no fuere posible 
identificar al personal efectivamente ocupado, se confeccionarán sin identificación de los Códigos 
Unicos de Identificación Laboral (C.U.I.L.) de los trabajadores involucrados.

En el caso que la deuda se intime al deudor solidario, en virtud de algunos de los supuestos previstos 
en la legislación vigente, se dejará expresa constancia de tal encuadramiento en el acta de inspección.

1.2. Multas previstas en la Resolución General Nº 1566, texto sustituido en 2010 y sus modificacio-
nes. Constatado el incumplimiento se labrará el acta de infracción o se emitirá la intimación feha-
ciente, según corresponda, en las cuales se detallarán la infracción cometida, la base de cálculo de la 
sanción y el porcentaje aplicado.

1.3. Determinaciones de deudas intimadas por las obras sociales de acuerdo con la facultad conferida 
por la Resolución Conjunta Nº 202/95 del Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos y Nº 
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202/95 del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Se realizarán de conformidad con lo dispuesto 
en el punto 1.1.

1.4. Esta Administración Federal podrá efectuar la determinación de deudas de los recursos de la se-
guridad social mediante la utilización del “Sistema de Cálculo de Obligaciones de la Seguridad Social 
(SiCOSS) - Módulo de Actas de Inspección”.

1.4.1. El mencionado sistema está desarrollado como un módulo del “Sistema Integrado de Apli-
caciones” (S.I.Ap.), operando del mismo modo que la declaración jurada rectificativa por novedad 
—Resolución General N° 1.915—.

1.4.2. El referido Módulo permite:

1.4.2.1. Imprimir el formulario F.8016 “Ajuste por empleado/período. Primera visita”;

1.4.2.2. Generar en soporte óptico/magnético los archivos de texto obtenidos de la exportación de 
datos de cada período ajustado.

1.4.2.3. Imprimir el o los formularios F.8016 “Ajustes por Empleado/período. Segunda visita”;

1.4.2.4. Imprimir el formulario F.8487 “Formulario de Acta de Inspección”, correspondiente al acta 
de inspección determinativa del capital adeudado en concepto de aportes y contribuciones.

1.4.2.5. Imprimir la “Boleta de Intereses” correspondiente a los intereses resarcitorios que el sistema 
calculó automáticamente a la fecha de notificación del acta de inspección.

(Punto 1.4 incorporado por art. 1° inc. a) de la Resolución General N° 3780/2015 de la AFIP B.O. 
29/6/2015. Vigencia: a partir del día de su publicación oficial y será aplicable a las determinaciones e 
intimaciones de deuda que se efectúen a partir de dicha fecha, de acuerdo con el procedimiento que 
se establece en la misma)

2. CONFORMIDAD CON LA DETERMINACION

En los casos descriptos en los puntos 1.1., 1.3. y 1.4., los empleadores que conformen total o par-
cialmente las determinaciones de deuda practicadas deberán presentar las declaraciones juradas 
originales o rectificativas, según corresponda, cumpliendo las normas que al efecto establece la Reso-
lución General N° 3.834 (DGI), texto sustituido por la Resolución General N° 712, sus modificatorias 
y complementarias.

De verificarse el incumplimiento a lo indicado en el párrafo precedente, una vez firme la pertinente 
determinación de deuda, este Organismo podrá imputar los importes pagados a los conceptos y pe-
ríodos que correspondan, en forma nominativa de acuerdo con la información que posea al respecto 
a fin de su posterior transferencia a los subsistemas de la seguridad social.

Cuando se hubiere aplicado el procedimiento previsto en el punto 1.4., de no cumplir el impugnante 
con lo previsto en el primer párrafo, esta Administración Federal generará un formulario F.991 por 
cada período que esté contenido en el acta de inspección, que suplirá la falta de presentación de la o 
las declaraciones juradas determinativas —formulario F.931, original o rectificativo—.

(Punto 2 sustituido por art. 1° inc. b) de la Resolución General N° 3780/2015 de la AFIP B.O. 
29/6/2015. Vigencia: a partir del día de su publicación oficial y será aplicable a las determinaciones e 
intimaciones de deuda que se efectúen a partir de dicha fecha, de acuerdo con el procedimiento que 
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se establece en la misma)

3. IMPUGNACIONES 

3.1. Dependencia receptora. La impugnación de la deuda determinada o de la infracción constatada 
deberá presentarse en la dependencia en la cual el contribuyente se encuentre inscripto, dentro de 
los QUINCE (15) días hábiles administrativos, contados a partir del día siguiente, inclusive, al de la 
notificación del acta de inspección determinativa de deuda, del acta de constatación de la infracción 
o de la intimación de la deuda. 

Si el contribuyente impugnara solamente la liquidación de la actualización o los intereses, la impug-
nación se interpondrá ante la dependencia citada, dentro de los CINCO (5) días hábiles administra-
tivos, contados en la forma indicada en el párrafo anterior.

3.1.1. Cuando se trate de la impugnación de una determinación de deuda efectuada conforme al pun-
to 1.3, la misma deberá presentarse dentro de los mismos plazos ante la obra social que la determine, 
debiéndose cumplir con todas las formalidades que se establecen en los puntos siguientes.

En estos supuestos la obra social respectiva tendrá a su cargo los procedimientos que se indican hasta 
el punto 7.4.2, inclusive.

3.2. Formalidad de la presentación. En el escrito impugnatorio, que deberá estar debidamente sus-
cripto por el responsable o representante legal, el presentante deberá acreditar debidamente su per-
sonería e identificar los números de actas, órdenes de intervención, conceptos y períodos fiscales
impugnados. Asimismo, deberá efectuar una crítica concreta y razonada del contenido del acta o de 
la intimación que se impugne, ofreciendo toda la prueba de la que intente valerse, acompañando la 
prueba documental que estuviere en su poder.

3.2.1. Cuando se impugne parcialmente la deuda, deberá cumplirse previamente con lo establecido 
en el punto 2 respecto de la parte conformada —presentación de las declaraciones juradas F. 931 
originales o rectificativas—.

Asimismo, para acreditar dicha conformidad, deberá agregarse al correspondiente escrito de impug-
nación, una copia del talón de “acuse de recibo de DDJJ” que emite el sistema una vez aceptada la 
presentación de la declaración jurada, correspondiente a la deuda conformada.

3.3. Tareas posteriores a la presentación. Presentada la impugnación, la dependencia receptora pro-
cederá a dejar constancia de la fecha y hora de recepción en el original y copia, si la hubiere, indican-
do el cargo pertinente, insertando el sello fechador y consignando el apellido y nombres del agente 
interviniente, seguido de su firma y número de legajo.

De acompañarse documentación en fotocopias, éstas deberán estar suscriptas por el contribuyenteo 
responsable o su representante legal. El agente interviniente deberá certificar la autenticidad de la 
copia, dejando constancia de que se han exhibido los originales respectivos.

En el supuesto de que el escrito de impugnación fuere enviado por vía postal o telegráfica, se consi-
derará presentado en la fecha de su imposición en la oficina de correos, agregándose en tal caso el 
sobre, sin destruir su sello postal.

En caso de duda deberá estarse a la fecha consignada en el escrito y, en su defecto, se considerará 
que la presentación se hizo en término.

Se reputará, asimismo, presentado en término el escrito que se recibiera en la oficina correspondien-
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te dentro de las DOS (2) primeras horas del día siguiente al del vencimiento del plazo para impugnar.

4. CONTROL DEL CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS FORMALES

4.1. Recepcionado el escrito de impugnación, éste deberá remitirse a la dependencia encargada de su 
sustanciación, la que verificará el cumplimiento de los siguientes requisitos:

4.1.1. Temporaneidad de la presentación. Haber observado los plazos estipulados en el artículo 11 
de la Ley Nº 18.820 y sus modificaciones y, en su caso, el artículo 11 de la Ley Nº 21.864, modificada 
por la Ley Nº 23.659.

4.1.2. Acreditación de la personería. Haber dado cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 31 y 32 
del Reglamento de la Ley de Procedimientos Administrativos, aprobado por el Decreto Nº 1759/72, 
texto ordenado en 1991, en el mismo acto de la presentación del escrito impugnatorio,
acompañando la documentación que acredite la personería invocada.

Será aplicable el supuesto previsto en el artículo 48 del Código Procesal Civil y Comercial de la Na-
ción —de aplicación supletoria según el artículo 106 del Reglamento citado en el párrafo anterior— 
en la medida en que se hubieran invocado razones que lo justifiquen.

Se considerará suficiente el poder para asuntos judiciales o el Formulario F. 3283/F o F. 3283/J, según 
corresponda.

4.1.3. De corresponder, haber cumplido los requisitos detallados en el punto 3.2.1.

4.2. Impugnación de actas rectificatorias. No se sustanciará la impugnación que se deduzca contra un 
acta rectificatoria que hubiera sido labrada como resultado de la disconformidad planteada respecto 
del acta original y en la que se invoquen causales no esgrimidas en ocasión de impugnarse el acta ori-
ginal, habiendo tenido la oportunidad de hacerlo. A tal fin se requerirán los antecedentes pertinentes 
al área que intervino en la tramitación del escrito impugnatorio original.

4.3. Incumplimientos. En caso de falta de cumplimiento de cualquiera de los requisitos formales 
detallados en el punto 4.1, el área competente en esta instancia del proceso dispondrá, en la primera 
providencia que emita, todas las intimaciones que correspondiera efectuar. Asimismo deberá:

4.3.1. En el caso de inobservancia del requisito indicado en el punto 4.1.1: evaluar si corresponde 
tomar la impugnación presentada extemporáneamente como denuncia de ilegitimidad y sustanciarla 
de acuerdo con lo previsto en el apartado 6) del inciso e) del artículo 1º de la Ley Nº 19.549 y sus 
modificaciones.

De no considerarse procedente la denuncia de ilegitimidad, el juez administrativo dictará una provi-
dencia desestimando “in limine” la presentación.

Serán irrecurribles tanto la providencia indicada en el párrafo precedente, como, en su caso, la reso-
lución que se dicte desestimando la presentación que fuera tramitada como denuncia de ilegitimidad.

4.3.2. En el supuesto de incumplimiento de lo establecido en el punto 4.1.2: intimar la acreditación 
de la personería, en los términos de los artículos 31 a 33 del Reglamento de la Ley de Procedimientos 
Administrativos, aprobado por el Decreto Nº 1759/72, texto ordenado en 1991, bajo apercibimiento 
de declarar desierta la impugnación, salvo que del legajo del contribuyente surja que el firmante del 
escrito impugnatorio reviste el carácter de titular o representante legal del recurrente.

4.3.3. De corresponder: intimar el cumplimiento de lo requerido en el punto 3.2.1. 
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4.3.4. Si el impugnante no subsanare la falta de acreditación de personería, no cumpliere con los 
requisitos previstos en el punto 3.2.1 o se verificara el supuesto a que se refiere el punto 4.2, el juez 
administrativo competente dictará una providencia desestimando “in limine” la presentación, la que 
será irrecurrible.

5. DEL ACTA RECTIFICATORIA

El procedimiento previsto en el punto 4 no se aplicará cuando el juez administrativo competente re-
suelva, sin sustanciación, que es procedente labrar acta rectificatoria o dejar sin efecto la intimación, 
por existir errores aritméticos o materiales en la determinación de la deuda.

La rectificación de la determinación de la deuda en la forma prevista en el párrafo anterior, sólo re-
sultará procedente si con ella se subsanan la totalidad de las observaciones que, en su caso, hubiera 
efectuado el obligado y se produce el cese de la controversia. Caso contrario, deberá tramitarse la 
impugnación conforme a las disposiciones del presente anexo.

6. PLANTEO DE INCONSTITUCIONALIDAD Y COMPOSICION DE COEFICIENTES 

Las impugnaciones en cuyos escritos se plantee la inconstitucionalidad de leyes, decretos o resolu-
ciones, en que se sustenta la determinación de la deuda o se invoquen argumentos que encuadren en 
la temática jurídica precitada, así como, aquellos en los que se cuestione la composición y aplicación 
de coeficientes de actualización e intereses, deberán concluirse, previa emisión del dictamen jurídico 
y verificación del cumplimiento de los requisitos citados en el punto 4.1, con el dictado de la perti-
nente resolución por parte del juez administrativo competente, la que será apelable ante la Cámara 
Federal de la Seguridad Social de acuerdo con el procedimiento previsto en el punto 10. 

7. TRAMITACION DE LAS IMPUGNACIONES

7.1. Las impugnaciones de deuda que hubieran cumplido con los recaudos formales establecidos en 
el punto 4.1, o aquellas a las que se les hubiera otorgado el carácter de denuncia de ilegitimidad y no 
se fundasen en las causales previstas en el punto 6, deberán tramitarse extremándose el cumplimien-
to de los requisitos de celeridad, economía, sencillez y eficacia durante su sustanciación.

La parte interesada, su apoderado o letrado patrocinante, podrán tomar vista del expediente durante 
todo su trámite, con excepción de las actuaciones, diligencias, informes o dictámenes que, a pedido 
del órgano competente y previo asesoramiento del servicio jurídico correspondiente, fueren decla-
rados reservados o secretos mediante decisión fundada del Director General de los Recursos de la 
Seguridad Social.

El pedido de vista podrá hacerse verbalmente y se otorgará, sin necesidad de resolución expresa al 
efecto, en la dependencia en la que se encuentre el expediente, aunque no sea la Mesa de Entradas 
o Receptoría.

Si el peticionante solicitare la fijación de un plazo para la vista, el mismo se dispondrá por escrito 
rigiendo a su respecto lo establecido por el artículo 1º, inc. e), Apartados 4 y 5, de la Ley de Procedi-
mientos Administrativos.

El día de vista comprende el horario de funcionamiento de la dependencia en la que se encuentre el 
expediente, sin límites dentro de dicho horario.

A pedido del interesado, y a su cargo, se le facilitarán fotocopias de las piezas que el mismo indique.

Si a los fines de interponer un recurso administrativo, la parte interesada necesitare tomar vista 
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de las actuaciones, quedará suspendido el plazo para recurrir durante el tiempo que se conceda al 
efecto, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 1º, inciso e), Apartados 4 y 5, de la Ley de Pro-
cedimientos Administrativos. La mera presentación de un pedido de vista, suspende el curso de los 
plazos, sin perjuicio de la suspensión que cause el otorgamiento de la vista.

7.2. Prueba.

7.2.1. La denegatoria de apertura a prueba o la desestimación “in limine” de parte de la prueba 
ofrecida, será dispuesta, previa fundamentación por el área interviniente, mandándose producir la 
restante, si la hubiera, y/o las medidas para mejor proveer que se consideren necesarias.

No serán admitidas las pruebas que fueran manifiestamente improcedentes o superfluas o meramen-
te dilatorias. La objeción que al respecto pudiera manifestar el impugnante se tendrá presente para 
su debida valoración por la Cámara Federal de la Seguridad Social, en la etapa procesal oportuna.

La providencia de rechazo total o parcial de la prueba ofrecida será notificada al impugnante.

La providencia de apertura a prueba, en los casos en que fuera procedente, será notificada al recu-
rrente fijándose en TREINTA (30) días el plazo para su producción. En el mismo acto se notificará 
—si correspondiere— las fechas de las audiencias.

7.2.2. Concentración de diligencias. El área interviniente dispondrá, en una única providencia, la 
producción de la prueba admitida y requerirá, en su caso, las medidas para mejor proveer que corres-
pondan y se ajusten a los fundamentos de la disconformidad expresada por el administrado.

Se deberá dar estricto cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 5º, incisos b) y c), del Reglamento 
de la Ley de Procedimientos Administrativos, aprobado por el Decreto Nº 1759/72, texto ordenado 
en 1991.

7.2.3. Carga de la prueba. Incumbirá la carga de la prueba a la parte que la ofrezca.

7.2.4. Prueba pericial. En el escrito impugnatorio se podrá ofrecer prueba pericial, indicándose los 
puntos de pericia y denunciándose el nombre y domicilio de la persona que producirá el pertinente 
informe.

Abierta la causa a prueba, el área interviniente notificará al perito propuesto, en el domicilio denun-
ciado por el interesado, la parte pertinente del auto de apertura a prueba a los efectos de que, dentro 
del término de CINCO (5) días contados desde su notificación, acepte el cargo ante dicha área. El 
proponente podrá, dentro del mismo plazo, agregar una constancia de dicha aceptación, autenticada 
por oficial público o autoridad competente. En caso de incumplimiento, se dará por perdido el dere-
cho a la producción de dicha prueba, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 56 del Reglamento 
de la
Ley de Procedimientos Administrativos, aprobado por el Decreto Nº 1759/72, texto ordenado en 
1991.

7.2.5. Prueba informativa y testimonial. Regirá lo dispuesto por los artículos 48 a 53 del Reglamento 
de la Ley de Procedimientos Administrativos, aprobado por el Decreto Nº 1759/72, texto ordenado 
en 1991.

7.2.6. Clausura del período de prueba. Alegato. Vencido el plazo de prueba, el área interviniente 
deberá certificar dicha circunstancia con indicación de la producida, dejando constancia de la no 
rendida por morosidad procesal del impugnante, de la denegada y de la desistida.
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Asimismo, se dará vista de oficio por DIEZ (10) días a la parte interesada a efectos de que, si lo cre-
yere conveniente, presente un escrito acerca de lo actuado y, en su caso, para que alegue sobre la 
prueba que hubiere producido. En todos los casos, las actuaciones deberán permanecer, durante la 
vista, en el área en que ésta se haya dispuesto.

7.3. Informe de sustanciación. Dictamen.

7.3.1. El área interviniente en los trámites indicados en los puntos 7.1 y 7.2 elaborará un informe 
que contenga:

a) Cumplimiento de requisitos formales.

b) Cita del acta o intimación impugnada.

c) Resumen del fundamento de la impugnación.

d) Prueba ofrecida.

7.3.2. Con el informe indicado en el punto anterior, el expediente será remitido al área que tenga a 
su cargo la emisión del dictamen jurídico y de elaborar el proyecto de resolución de la impugnación, 
debiéndose observar, en lo pertinente, lo establecido por el artículo 5º, inciso c), del Reglamento de 
la Ley de Procedimientos Administrativos, aprobado por el Decreto Nº 1759/72, texto ordenado en 
1991.

Cuando el área interviniente en los trámites indicados en los puntos 7.1 y 7.2 sea la misma que tenga 
a su cargo la emisión del dictamen aludido en el párrafo anterior, no corresponderá la elaboración 
del informe.

7.4. Conclusión del proceso.

7.4.1. Cese de controversia previo al dictado de la resolución que dirime la impugnación.

7.4.1.1. Pago total. Cuando mediare pago total de la deuda impugnada, se intimará al administrado 
para que en un plazo perentorio de TRES (3) días manifieste si el mismo tiene carácter de puro y 
simple o si se sujeta a las resultas de la impugnación. Ello, bajo apercibimiento de considerarlo —en 
caso de silencio— con los efectos liberatorios previstos en los artículos 724, 725 y concordantes del 
Código Civil.

7.4.1.2. Pago parcial. Cuando con posterioridad a la presentación de la impugnación mediarapago 
parcial de las sumas reclamadas, se intimará al administrado a efectos de que manifieste, dentro 
del plazo perentorio mencionado en el punto anterior, si el pago es puro y simple, o a resultas de 
la impugnación, bajo apercibimiento de considerarlo —en caso de silencio— en el primer carácter, 
teniéndose por desistida la impugnación deducida con relación a los importes de deuda que hubiere 
cancelado (cfr. Arts. 718, 721 y concordantes del Código Civil).

7.4.1.3. Desistimiento expreso. Si el recurrente desistiera expresamente de la impugnación, las ac-
tuaciones se archivarán sin más trámite.

7.4.1.4. En los supuestos previstos en los puntos 7.4.1.1 a 7.4.1.3, serán de aplicación las disposi-
ciones del punto 2. (Punto sustituido por art. 1° inc. c) de la Resolución General N° 3780/2015 de 
la AFIP B.O. 29/6/2015. Vigencia: a partir del día de su publicación oficial y será aplicable a las de-
terminaciones e intimaciones de deuda que se efectúen a partir de dicha fecha, de acuerdo con el 
procedimiento que se establece en la misma)
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7.4.2. Resolución administrativa. El procedimiento concluirá con la elaboración del informe —cuan-
do corresponda— y el dictamen, ambos referidos en el punto 7.3, y finalmente el dictado de la 
resolución que, dirimiendo la impugnación planteada, emita el juez administrativo competente. La 
citada resolución se notificará con las formalidades indicadas en el punto 8 y se hará constar que es 
susceptible de ser revisada, a opción del impugnante, por medio del procedimiento indicado en los 
puntos 7.4.3.1 y siguientes o por vía del recurso de apelación ante la Cámara Federal de la Seguridad 
Social, de acuerdo con lo previsto en el punto 10.4. En el supuesto que el recurrente optare por el 
recurso judicial, el plazo para deducirlo comenzará a computarse a partir de la notificación de la 
resolución correspondiente.

7.4.2.1. Las resoluciones que dicten las obras sociales de conformidad con lo indicado en el punto 
3.1.1, serán susceptibles de la revisión estipulada en los puntos 7.4.3.1 y siguientes. La petición de 
revisión deberá presentarse ante la Dirección de Contencioso de los Recursos de la Seguridad Social 
de la Subdirección General de Técnico Legal de los Recursos de la Seguridad Social o ante la de-
pendencia de este Organismo en la que el contribuyente y/o responsable se encuentre inscripto. La 
resolución del recurso de revisión es requisito para acceder a la apelación ante la Cámara Federal de 
la Seguridad Social.

7.4.3. Resolución definitiva en sede administrativa. 

7.4.3.1. La resolución indicada en el punto 7.4.2 será revisable, a petición del contribuyente, dentro 
de los DIEZ (10) días de notificada la misma, ante la dependencia de este Organismo que, según el 
caso, se indica a continuación:

a) Contribuyentes y responsables que se encuentran en el ámbito de la Subdirección General de 
Operaciones Impositivas Metropolitanas de la Dirección General Impositiva: en la dependencia en la 
que se encuentren inscriptos o en la División Jurídica interviniente que se indique en la notificación 
de la mencionada resolución.

b) Resto de contribuyentes: en la dependencia en la cual se encuentran inscriptos. 

En el supuesto que la petición de revisión se efectúe en forma extemporánea, será de aplicación, en 
lo pertinente, el trámite previsto en el punto 4.3.1. La tramitación como denuncia de ilegitimidad de 
la solicitud de revisión presentada extemporáneamente no interrumpe ni suspende el
plazo para apelar establecido en el punto 10.4.

7.4.3.2. La petición aludida en el punto anterior se basará exclusivamente en los hechos probados 
en la impugnación y en la interpretación del derecho aplicable al caso, a la luz de la jurisprudencia 
administrativa y judicial vigente en la materia, no pudiendo alegarse hechos no invocados originaria-
mente ni ofrecerse nuevos medios de prueba.

7.4.3.3. El contribuyente deberá consentir expresamente la parte del acto que no sea motivo de agra-
vios, según lo establecido en el punto 9.

7.4.3.4. El juez administrativo competente en esta instancia dictará, previo dictamen jurídico y sin 
sustanciación, la resolución definitiva, la que pondrá fin a la instancia administrativa sobre la base 
de las constancias del expediente.

7.4.3.5. La resolución indicada en el punto anterior será apelable ante la Cámara Federal de la Segu-
ridad Social y se notificará con las formalidades previstas en el punto 8, haciéndole saber al contribu-
yente que, en caso de interponer recurso judicial, deberá proceder de conformidad con lo dispuesto 
en los puntos 9 y 10 de la presente.
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7.4.3.6. En el supuesto de que la resolución que resuelve la impugnación o la solicitud de revisión 
hiciera lugar parcialmente a la misma, se podrá reliquidar la deuda en esos términos, notificándosela 
al contribuyente o responsable mediante una nueva acta, en la que se dejará constancia que la misma 
no es susceptible de ser impugnada en los términos del punto 3.

8. NOTIFICACIONES

8.1. Las notificaciones que deban cursarse, en tanto no se trate de los casos previstos en el artículo 
41, incisos a) y b), del Reglamento de la Ley de Procedimientos Administrativos, aprobado por el 
Decreto Nº 1759/72, texto ordenado en 1991, se efectuarán por alguna de las modalidades previstas 
en el artículo 100 de la Ley Nº 11.683, texto ordenado en 1998 y sus modificaciones, en el domicilio 
fiscal del impugnante.

8.2. Toda intimación notificada dispondrá un plazo de DIEZ (10) días para su cumplimiento y deberá 
contener el respectivo apercibimiento bajo el que se cursa.

8.3. La notificación de cualquiera de las resoluciones previstas en este procedimiento deberá, asi-
mismo, observar lo dispuesto por el artículo 40, primer párrafo, y por el artículo 43 del Reglamento 
citado en el punto 8.1, haciéndose constar la vía por la que es susceptible de ser revisada la resolu-
ción de que se trate.

9. CONFORMIDAD CON LA RESOLUCION

Los contribuyentes podrán prestar su conformidad total o parcial con las resoluciones que se dicten 
de conformidad con lo indicado en los puntos 7.4.2 y 7.4.3, en cuyo caso deberá observarse el proce-
dimiento dispuesto en el punto 2.

10. APELACION ANTE LA CAMARA FEDERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL

10.1. Liquidación de la deuda. Para el cumplimiento del requisito previsto en el artículo 15 de la Ley 
Nº 18.820 y sus modificaciones, el contribuyente podrá solicitar que se practique la liquidación de 
la deuda, dentro de los DIEZ (10) días de notificado de la resolución respectiva, en el caso de domi-
ciliarse en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y dentro de los QUINCE (15) días, de domiciliarse 
en el resto del país.

La solicitud de liquidación no interrumpe ni suspende el plazo para apelar establecido en el punto 10.4.

De no efectuarse tal solicitud, el apelante deberá practicar la liquidación y proceder al pago del mon-
to resultante.

Si la liquidación del apelante no fuera conformada por este Organismo, se le notificará tal circunstan-
cia acompañándose una nueva liquidación para su pago.

10.2. Impugnación de la liquidación. Las liquidaciones que se practiquen en cumplimiento de lo dis-
puesto en el punto anterior podrán impugnarse dentro de los CINCO (5) días contados desde la fecha 
de su notificación, quedando resuelta la disconformidad por el área competente, con el alcance de 
cosa juzgada en sede administrativa.

Se procederá a notificar al impugnante, acompañándose, de corresponder, una nueva liquidación 
para su pago.

10.3. Pago previo. Artículo 15 de la Ley Nº 18.820 y sus modificaciones.
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10.3.1. La obligación de ingreso establecida por el artículo 15 de la Ley Nº 18.820 y sus modifica-
ciones, como condición previa para acceder al recurso de apelación ante la Cámara Federal de la 
Seguridad Social, deberá efectivizarse mediante transferencia electrónica de fondos, utilizando el 
Volante Electrónico de Pagos (VEP) dispuesto por la Resolución General Nº 1778, sus modificatorias 
y complementarias.

10.3.2. La confección del respectivo volante de pago se efectuará considerando lo que, para cada 
ítem, se indica a continuación:

a) Contribuyente y/o responsable: será nominativo, es decir, con identificación del titular del depósito.

b) Impuesto, concepto y subconcepto: se utilizarán los códigos “499/019/019”.

c) Período fiscal: se informará el que corresponda a la deuda objeto de la determinación impugnada.

Si ésta comprendiera más de un período se indicará el más reciente.

10.4. Presentación de la apelación. El recurso de apelación ante la Cámara Federal de la Seguridad 
Social deberá ser presentado dentro de los TREINTA (30) días de notificada la resolución que resuel-
ve la impugnación o la revisión, según el caso, si el recurrente se domicilia en la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires o dentro de los CUARENTA Y CINCO (45) días si se domicilia en cualquier locali-
dad del resto del país, de conformidad con lo establecido por el artículo 9º de la Ley Nº 23.473 y sus 
modificaciones, en la dependencia de esta Administración Federal que, según el caso, se indica a 
continuación:

a) Apelación de la resolución administrativa —punto 7.4.2—:

1. Contribuyentes y responsables que se encuentren en el ámbito de la Subdirección General de 
Operaciones Impositivas Metropolitanas de la Dirección General Impositiva: en la dependencia en 
la cual estén inscriptos o en la División Jurídica interviniente que se indique en la notificación de la 
mencionada resolución.

2. Resto de contribuyentes: en la dependencia en la cual se encuentren inscriptos.

b) Apelación de la resolución definitiva —punto 7.4.3—:

1. Contribuyentes y responsables que se encuentren en el ámbito de la Subdirección General de 
Operaciones Impositivas Metropolitanas de la Dirección General Impositiva: en la Dirección de Con-
tencioso de los Recursos de la Seguridad Social.

2. Resto de contribuyentes: en la dependencia en la cual se encuentren inscriptos o en la Dirección 
de Contencioso de los Recursos de la Seguridad Social.

A los fines de la determinación del plazo previsto en este punto se considerará la ubicación del do-
micilio fiscal del apelante.

10.5. Elevación a la Cámara Federal de la Seguridad Social. Presentada la apelación, en todos los 
casos, se procederá a la elevación del expediente ante la Cámara Federal de la Seguridad Social para 
su sustanciación. En la nota de elevación, se dejará constancia si se procedió o no a la cancelación 
total o parcial, en tiempo y forma, del importe que conste en la liquidación de la deuda impugnada.

Lo indicado en este punto no será de aplicación respecto de las presentaciones encuadradas por 
el contribuyente o responsable como recurso de apelación ante la Cámara Federal de la Seguridad 
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Social, cuando las actuaciones no hubieran tramitado como impugnación en los términos del presen-
te Anexo. Dichas presentaciones deberán ser rechazadas mediante una providencia simple. (Punto 
sustituido por art. 1° de la Resolución General N° 3829/2016 de la AFIP B.O. 19/2/2016. Vigencia: a 
partir del día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial.)

10.6. Sentencia a favor del Fisco. En el supuesto que la Cámara Federal de la Seguridad Social con-
firme la deuda determinada por esta Administración Federal, los fondos depositados de conformidad 
con lo previsto en el punto 10.3 serán transferidos a los subsistemas de la seguridad social, a cuyo 
fin el responsable deberá efectuar la reimputación de los mismos presentando el formulario de decla-
ración jurada F. 399 o una nota —en los términos de la Resolución General Nº 1128— con el detalle 
de los conceptos y períodos a los que corresponda sean imputados los fondos, en ambos supuestos 
dentro de los QUINCE (15) días de notificada la sentencia. Transcurrido dicho plazo sin que el con-
tribuyente realice la correspondiente reimputación, este Organismo procederá a efectuarla de oficio 
de acuerdo con lo resuelto en sede judicial.

Una vez firme la pertinente determinación de deuda, por haber sido consentida o hallarse ejecuto-
riada, esta Administración Federal determinará la obligación omitida en forma nominativa sobre la 
base de la información que posea al respecto, la que suplirá a la declaración jurada omitida o la que 
hubiere sido presentada en defecto.

10.6.1. En caso de haberse aplicado el procedimiento previsto en el punto 1.4., los fondos deposita-
dos de conformidad con lo indicado en el punto 10.3., serán transferidos a los distintos subsistemas 
de la seguridad social, a través de la generación del formulario F.991, no siendo de aplicación en este 
supuesto lo indicado en el segundo párrafo del punto 10.6. (Punto incorporado por art. 1° inc. d) de 
la Resolución General N° 3780/2015 de la AFIP B.O. 29/6/2015. Vigencia: a partir del día de su publi-
cación oficial y será aplicable a las determinaciones e intimaciones de deuda que se efectúen a partir 
de dicha fecha, de acuerdo con el procedimiento que se establece en la misma)

10.7. Sentencia a favor del contribuyente. Cuando el recurso presentado ante la Cámara Federal de la 
Seguridad Social fuere favorable al contribuyente, éste podrá utilizar los fondos depositados de con-
formidad con lo previsto en el punto 10.3 para la cancelación de otras obligaciones de la seguridad 
social, a cuyo fin deberá presentar el formulario de declaración jurada F. 399. Cuando el responsable 
no solicitare la imputación referida precedentemente, este Organismo dispondrá la devolución de los 
fondos aludidos en el plazo establecido en la sentencia.

10.7.1. En caso de haberse aplicado el procedimiento previsto en el punto 1.4., además, esta Admi-
nistración Federal procederá a anular el o los formularios F.991 que se hubieren generado con motivo 
de las deudas que originaron la sentencia. (Punto incorporado por art. 1° inc. e) de la Resolución 
General N° 3780/2015 de la AFIP B.O. 29/6/2015. Vigencia: a partir del día de su publicación oficial y 
será aplicable a las determinaciones e intimaciones de deuda que se efectúen a partir de dicha fecha, 
de acuerdo con el procedimiento que se establece en la misma)
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LEy SOLIDARIDAD 
pREvISIONAL - 24.463

Reformas al Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. Reforma a la Legislación Previsional. 
Movilidad de las prestaciones. Mejora de los haberes mínimos. Haberes máximo. Orden público. De-
rogación. Reforma al Procedimiento Judicial de la Seguridad Social. Otras Disposiciones.

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc., sancionan con 
fuerza de Ley:

TÍTULO I
DE LAS REfORmAS AL SIStEmA INtEgRADO DE juBILACIO-

NES y pENSIONES

CAPÍTULO I
REfORmAS A LA LEgISLACION pREvISIONAL

Artículo 1º —

1. Los sistemas públicos de previsión de carácter nacional son sistemas de reparto asistido, basados 
en el principio de solidaridad.

2. Las prestaciones otorgadas o a otorgarse por dichos sistemas serán financiadas con los recursos 
enumerados en el artículo 18 de la Ley 24.241, y quedan sometidas a las normas que sobre haberes 
mínimos y máximos, incompatibilidades, y movilidad establece la Ley 24.241.

3. El Estado nacional garantiza el otorgamiento y pago de las prestaciones de dichos sistemas, hasta 
el monto de los créditos presupuestarios expresamente comprometidos para su financiamiento por 
la respectiva Ley de Presupuesto.

El monto de los créditos presupuestarios anuales destinados al financiamiento del régimen previsio-
nal público no podrá ser inferior a lo asignado en la Ley de Presupuesto 24.447.

4. Los recursos de dichos sistemas son inembargables.

Artículo 2º — Modificase el artículo 16 de la Ley 24.241, el que queda redactado de la siguiente forma:

Artículo 16º - Naturaleza del Régimen y Garantía del Estado

1. El régimen previsional público es un régimen de reparto asistido, basado en el principio de solidaridad.

Sus prestaciones serán financiadas con los recursos enumerados en el artículo 18 de esta Ley.
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2. El Estado Nacional garantiza el otorgamiento y pago de las prestaciones establecidas en este Capí-
tulo, hasta el monto de los créditos presupuestarios expresamente comprometidos para su financia-
miento por la respectiva Ley de Presupuesto.

Artículo 3º — Modificase el artículo 17 de la Ley 24.241, al que se incorporan los siguientes párrafos:

“f) Prestación por edad avanzada.

La Ley de Presupuesto determinará el importe mínimo y máximo de las prestaciones a cargo del 
régimen previsional público.

Ningún beneficiario tendrá derecho a recibir prestaciones por encima del tope máximo legalmente 
determinado”.

Artículo 4º — Modificase el artículo 18 de la Ley 24.241 el que queda redactado de la siguiente forma:

Artículo 18º — Financiamiento.

Las prestaciones del régimen previsional público serán financiadas exclusivamente con los siguientes 
recursos:

a) Los aportes personales de los afiliados comprendidos en el régimen previsional público;

b) Las contribuciones a cargo de los empleadores, establecidas en el artículo 11 de esta Ley;

c) Dieciséis (16) puntos de los veintisiete (27) correspondientes a los aportes de los trabajadores 
autónomos;

d) La recaudación del Impuesto sobre los Bienes Personales no incorporados al Proceso Económico 
o aquel que lo sustituya en el futuro, y otros tributos de afectación específica al sistema jubilatorio;

e)Los recursos adicionales que anualmente fije el Congreso de la Nación en la Ley de Presupuesto;

f) Intereses, multas y recargos;

g) Rentas provenientes de inversiones;

h) Todo otro recurso que legalmente corresponda ingresar al régimen previsional público;

Artículo 5º — Modificase el artículo 32 de la Ley 24.241 el que queda redactado de la siguiente forma:

Artículo 32º — Movilidad de las Prestaciones.

Las prestaciones del Régimen Previsional Público tendrán la movilidad que anualmente determine la 
Ley de presupuesto conforme al cálculo de recursos respectivo.

Artículo 6º — Sustitúyase el artículo 34 de la Ley 24.241 por el siguiente:

Artículo 34º  —

1. los beneficiarios de prestaciones del Régimen Previsional Público podrán reingresar a la actividad 
remunerada tanto en relación de dependencia como en carácter de autónomos.
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2. El reingreso tiene la obligación de efectuar los aportes que en cada caso correspondan, los que 
serán destinados al fondo Nacional de Empleo.

3. Los nuevos aportes no darán derecho a reajustes o mejoras en las prestaciones originarias.

4. Los beneficiarios de prestaciones previsionales que hubieren accedido a tales beneficios ampara-
dos en los regímenes especiales para quienes presten servicios en tareas penosas, riesgosas o insalu-
bres, determinantes de vejes o agotamiento prematuro no podrán reingresar a la actividad ejerciendo 
algunas de las tareas que hubieran dado origen al beneficio previsional. Si así lo hicieren, se le sus-
penderá el pago de los haberes correspondientes al beneficio previsional otorgado.

5. El goce de la prestación del retiro por invalidez es incompatible con el desempeño de cualquier 
actividad en relación de dependencia.

6. Sin perjuicio de las demás obligaciones establecidas en el artículo 12 de la presente ley, el emplea-
dor deberá comunicar la situación a que se refiere el apartado 1 de este artículo a la autoridad de 
aplicación, en el plazo y con las modalidades que la misma establezca. La omisión de esta obligación 
hará posible al empleador de una multa equivalente a diez (10) veces lo percibido por el beneficiario 
en concepto de haberes previsionales.

Artículo 7º — Movilidad de las prestaciones.

1. La movilidad de las prestaciones de los sistemas públicos de previsión de carácter nacional, por 
períodos anteriores a la promulgación de la presente ley se regirán por los siguientes criterios:

a) Las prestaciones correspondientes a períodos anteriores al 1º de abril de 1991 se ajustarán según 
el índice definido en el anexo 1 de esta Ley;

b) Las prestaciones correspondientes a períodos comprendidos entre el 1º de abril de 1991 y la fecha 
de promulgación de la presente ley se ajustarán según las disposiciones oportunamente aprobadas 
por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación y por organismos de su dependencia.

2. A partir de la vigencia de la presente ley todas las prestaciones de los sistemas públicos de pre-
visión de carácter nacional tendrán la movilidad que anualmente determine la Ley de Presupuesto. 
Dicha movilidad podrá ser distribuida en forma diferenciada a fin de incrementar las prestaciones 
mínimas.

En ningún caso esta movilidad podrá consistir en una determinada proporción entre el haber de re-
tiro y las remuneraciones de los activos.

Artículo 7º bIS — No se entenderán como movilidades las reliquidaciones por rectificación que 
deban efectuarse en el haber de prestación de las jubilaciones y pensiones, cuya causa fueren errores 
materiales y/u omisiones producidos por la ANSeS o la repartición de origen.

(Artículo incorporado por art. 1° de la Ley N°25.372 B.O. 2/1/2001)

Artículo 8º — Mejora de los haberes mínimos.

Las futuras leyes de presupuesto destinarán preferentemente los mayores recursos que se asignen 
anualmente en las mismas, así como los eventuales excedentes del régimen previsional público, a 
mejorar las prestaciones de los beneficiarios que carezcan de otros ingresos y perciban prestaciones 
previsionales inferiores a los cuatrocientos cincuenta pesos ($ 450).
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Artículo 9º — Haberes máximos.

1. ( Nota Infoleg: por art. 4º del Decreto N° 1199/2004 B.O. 14/9/2004, se deroga, a partir del primer 
día del tercer mes posterior a la vigencia del citado Decreto, el presente inciso, quedando unificado 
el haber máximo de las prestaciones otorgadas o a otorgar en virtud de leyes generales anteriores a la 
Ley Nº 24.241, en lo dispuesto por el inciso 3 del referido artículo, hasta tanto la Ley de Presupuesto 
determine el importe máximo a que se refiere el artículo 17 de la Ley Nº 24.241 y sus modificaciones)

2. Los haberes previsionales mensuales correspondientes a las prestaciones otorgadas en virtud de 
leyes anteriores a la ley 24.241 que no tuvieren otro haber máximo menor, en la suma equivalente al 
OCHENTA Y DOS POR CIENTO (82%) del monto máximo de la remuneración sujeta a aportes y con-
tribuciones, prevista en el segundo párrafo del artículo 13 de la ley 18.037, modificado por el artículo 
158 apartado 1 de ley 24.241, estarán sujetos a las siguientes escalas de deducciones.

- De $3.100 a $5.000: 20% sobre el excedente de $3.100

- De $5.001 a $7.000: $380 más el 35% del excedente de $5.000

- De $7.001 a $9.000: $1.080 más el 50% del excedente de $7.000

- A partir de $9.001: $2.080 más el 70% del excedente de $9.000

Las escalas de deducciones establecidas precedentemente serán de aplicación también a los bene-
ficios previsionales de las Ex Cajas Previsionales Provinciales transferidas a la ADMINISTRACION 
NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

(Inciso sustituido por art. 25 de la Ley N° 25.239 B.O.31/12/1999)

3. Hasta tanto la Ley de Presupuesto cumpla con lo establecido en el artículo 17 de la Ley 24.241, el 
monto del haber máximo del Régimen Previsional Público que regula la referida ley y correspondien-
te a las prestaciones que se otorguen después de la sanción de la presente no podrá superar los tres 
mil cien pesos ($ 3.100).

Artículo 10 — Orden público.

1. La presente Ley es federal y de orden público.

2. No se aplicará retroactivamente respecto de haberes correspondientes a períodos anteriores a su 
entrada en vigencia.

Artículo 11 — Derogación.

1. Deróganse los artículos 125, 158 inc. 6), y 160 de la Ley 24.241 así como toda otra disposición que 
se oponga a la presente ley.

2. Deróganse el Decreto 2302/94 a partir de la promulgación de la presente ley.

Artículo 12 — Cuando de acuerdo con lo establecido por el pacto fiscal (Ley 24.307) para la pro-
ducción y el empleo, se transfieran Cajas de Previsión Social Provincial al Régimen Previsional Público 
Nacional, y los primeros registraren déficit operativo, deberá habilitarse el correspondiente crédito presu-
puestario sin que afecten los recursos que la presente Ley asigna al Sistema Previsional Público Nacional.
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Artículo 13 — Incorpórase como segundo párrafo del artículo 188 de la Ley 24.241, el siguiente 
texto:

“Las contribuciones patronales destinadas al financiamiento de la Seguridad Social, podrán ser dis-
minuidas por el Poder Ejecutivo nacional únicamente en la medida que fueran efectivamente com-
pensadas con incrementos en la recaudación del sistema, o con aportes del Tesoro que equiparen 
dicha reducción.”

CAPÍTULO II
REfORmA AL pROCEDImIENtO juDICIAL DE 

LA SEguRIDAD SOCIAL

Artículo 14 — El procedimiento de impugnación judicial de los actos administrativos de la Admi-
nistración Nacional de Seguridad Social, se regirá por las disposiciones del presente Capítulo.

Artículo 15 — Las resoluciones de la Administración nacional de la Seguridad Social podrán ser 
impugnadas ante los Juzgados Federales de Primera Instancia de la Seguridad Social de la Capital Fe-
deral, y ante los juzgados federales con asiento en las provincias, dentro del plazo de caducidad pre-
visto en el art. 25, inc. a) de la ley 19.549, mediante demanda de conocimiento pleno, que tramitará 
por las reglas del proceso sumario previsto en el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, con 
las modificaciones introducidas en la presente ley. La Administración Nacional de la Seguridad Social 
actuará como parte demandada. Para la habilitación de la instancia no será necesaria la interposición 
de recurso alguno en sede administrativa.

(Artículo sustituido por art. 3° de la Ley N° 24.655 B.O. 15/7/1996)

Artículo 16 — (Artículo derogado por art. 1° de la Ley N° 26.153 B.O. 26/10/2006. Vigencia: 
entrará en vigencia en forma conjunta con la Ley de Presupuesto General de Gastos y Cálculo de 
Recursos de la Administración Nacional correspondiente al ejercicio 2007.)

Artículo 17 — (Artículo derogado por art. 1° de la Ley N° 26.153 B.O. 26/10/2006. Vigencia: 
entrará en vigencia en forma conjunta con la Ley de Presupuesto General de Gastos y Cálculo de 
Recursos de la Administración Nacional correspondiente al ejercicio 2007.)

Artículo 18  — La Cámara Nacional de Apelaciones de la Seguridad Social, creada por Ley 23.473, 
se transformará en Cámara Federal de la Seguridad Social y conocerá en la materia enumerada en 
el artículo 39 bis del Decreto-Ley 1.285/58, con la salvedad de que en lo concerniente al inciso a) 
de dicho artículo intervendrá en grado de apelación contra las sentencias dictadas por los juzgados 
mencionados en el artículo 15.

Artículo 19 — (Artículo derogado por art. 1° de la Ley N° 26.025 B.O. 22/4/2005, sin perjuicio de 
la validez de los recursos interpuestos con arreglo a dicha norma hasta la fecha de publicación de la 
Ley de referencia).

Artículo 20 — (Artículo derogado por art. 1° de la Ley N° 26.153 B.O. 26/10/2006. Vigencia: 
entrará en vigencia en forma conjunta con la Ley de Presupuesto General de Gastos y Cálculo de 
Recursos de la Administración Nacional correspondiente al ejercicio 2007.)

Artículo 21 — En todos los casos las costas serán por su orden.
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Artículo 22 — Las sentencias condenatorias contra la Administración Nacional de la Seguridad 
Social serán cumplidas dentro del plazo de CIENTO VEINTE (120) días hábiles, contado a partir de 
la recepción efectiva del expediente administrativo correspondiente.

Si durante la ejecución presupuestaria, se agotara la partida asignada para el cumplimiento de dichas 
sentencias, el Jefe de Gabinete de Ministros podrá disponer ampliaciones o reestructuraciones pre-
supuestarias con el objeto de asegurar el pago en el plazo indicado.

(Artículo sustituido por art. 2° de la Ley N° 26.153 B.O. 26/10/2006. Vigencia: entrará en vigencia en 
forma conjunta con la Ley de Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos de la Adminis-
tración Nacional correspondiente al ejercicio 2007.)

Artículo 23 — (Artículo derogado por art. 1° de la Ley N° 26.153 B.O. 26/10/2006. Vigencia: 
entrará en vigencia en forma conjunta con la Ley de Presupuesto General de Gastos y Cálculo de 
Recursos de la Administración Nacional correspondiente al ejercicio 2007.)

Artículo 24 — Las normas previstas en el presente Capítulo serán de aplicación inmediata a las 
causas en trámite. Las que estuvieren radicadas ante la Cámara Nacional de Apelaciones de la Segu-
ridad Social, pendientes de sentencia, serán convertidas al procedimiento previsto en la presente ley, 
notificando a los recurrentes para que adecuen su presentación al nuevo procedimiento, solicitando 
lo que en derecho corresponda. En estos casos, y por única vez, la Administración Nacional de Segu-
ridad Social tendrá un plazo de seis (6) meses para contestar demanda y ofrecer pruebas, contados 
a partir de su notificación.

Artículo 25 — Las sentencias dictadas o que se dicten en esta materia contra la Administración 
Nacional de la Seguridad Social o el Estado nacional hasta el 31 de diciembre de 1995, que la conde-
nen al pago de sumas de dinero, serán cumplidas recién a partir del 1 de enero de 1996, de acuerdo 
al procedimiento previsto en la presente ley.

Artículo 26 — Modificase el artículo 39 bis del Decreto - Ley 285/58 que quedará redactado de 
la siguiente forma:

Artículo 39 bIS — “La cámara Federal de la Seguridad Social conocerá”:

a) En los recursos de aplicación interpuestos en contra de las sentencias dictadas en las causas 
sustanciadas con motivo de impugnaciones judiciales contra resoluciones o actos administrativos 
que afecten pretenciones de los afiliados, beneficiarios, peticionarios de prestaciones o de afiliación 
empleadores y, en general, de cualquier persona que alegare la afectación de su derecho respecto del 
régimen de reparto del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones;

b) En los recursos interpuestos contra resoluciones que dicte la Dirección General Impositiva que 
denieguen total o parcialmente impugnaciones de deuda determinadas por el citado organismo en 
ejercicio de las funciones asignadas por el Decreto Nº 507/93, siempre que en el plazo de su interpo-
sición se hubiere depositado el importe resultante de la resolución impugnada;

c) En los recursos interpuestos contra resoluciones de los entes que administran los subsidios familiares;

d) En los recursos de apelación interpuestos contra resoluciones de la Comisión Nacional de Previ-
sión Social, al decidir conflictos suscitados con motivo de la aplicación del régimen de reciprocidad 
instituido por el Decreto Nº 9316/46;
e) En los recursos de queja por apelación denegada y en los pedidos de pronto despacho de confor-
midad con el artículo 28 de la Ley 19.549.”
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Artículo 27 — Modificase el artículo 9º de la ley 23.473, que quedará redactado de la siguiente forma:
Artículo 9º — Los recursos contenciosos - administrativos enumerados en los incisos b), c), y d), del 
artículo 39 bis del Decreto Ley 1285/58 deberán presentarse con firma de letrado y con expresión 
de agravios ante el mismo organismo administrativo que dictó la medida y dentro de los treinta (30) 
días de notificada si el interesado se domiciliare en la Capital Federal y de noventa (90) días si se 
domiciliare en el interior del país o en el extranjero. Si el interesado se domiciliare en el interior del 
país, podrá optar por presentar el recurso ante el Juez Federal de su domicilio, quien remitirá las 
actuaciones a la Cámara.

Artículo 28 — Modificase el artículo 11 de la ley 23.473, que quedará redactado de la siguiente forma:

Artículo 11 — Interpuesto el recurso contencioso - administrativo y previa vista al ministerio 
público si la estimare necesaria, la Cámara Federal de la Seguridad Social resolverá en cada caso 
sobre la procedencia del recurso, de acuerdo a las constancias del expediente, sin perjuicio de las 
medidas que de oficio y para mejor proveer dispusiere. El control judicial recaerá sobre los hechos 
de las causas y el derecho aplicable.

Artículo 29 — Derógase el artículo 14 de la Ley 23.473.

TÍTULO II
OtRAS DISpOSICIONES

Artículo 30 — Modificase el artículo 33 de la Ley 24.073 que quedará redactado de la siguiente forma:

Artículo 33 — Los créditos fiscales a que se refiere el presente Título se considerarán deudas del 
Estado nacional al 31 de marzo de 1991, una vez conformado su importe por la Dirección General 
Impositiva, a partir del ejercicio fiscal en el que hubieran correspondido su deducción de ganancias 
sujetas a impuesto y hasta el importe imputable a cada ejercicio.

Tales deudas serán abonadas mediante la entrega de los Bonos de Consolidación en Moneda Nacional 
a dieciséis (16) años, creados por la Ley 23.982, siendo de aplicación dicha norma legal y su regla-
mentación en cuanto no se oponga a lo previsto en este Título.

Vencido el plazo que establezca la Dirección y que no será menor de ciento ochenta (180) días los 
créditos se considerarán de oficio controvertidos y los reclamos correspondientes se deberán realizar 
según los procedimientos de la mencionada Ley 23.982.

La modificación del artículo 33 de la Ley 24.073 dispuesta en el primer párrafo del presente artículo 
no será de aplicación a los contribuyentes que —al tiempo se sancionarse la presente ley— ya se 
hubiesen recibido los Bonos de Consolidación en el marco de los artículos 31 a 33 de la Ley 24.073.

Artículo 31 — Sustitúyese el inciso a) del punto 1 del artículo 4º del Decreto Nº 879 del tres de 
junio de 1992 ratificado por el artículo 29 de la Ley 24.307, con efectos retroactivos al primero de 
junio de 1994, por el siguiente texto:
a) El veinte por ciento (20%) al Sistema de Seguridad Social, para ser destinado a la atención de la 
obligaciones previsionales nacionales.

Asimismo y como consecuencia de lo dispuesto precedentemente, déjase sin efecto el inciso b) del 
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artículo 1º del Decreto Nº 1985 de fecha 26 de octubre de 1992.

Artículo 32 — (Artículo vetado por art. 1° del Decreto N°417/1995 B.O. 30/3/1995)

Artículo 33 — Excepto lo dispuesto en el artículo 32, la presente ley entrará en vigencia el día de 
su publicación en el Boletín Oficial.

Artículo 34 — Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.
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LEy juStICIA fEDERAL DE 
pRImERA INStANCIA DE 
LA SEguRIDAD SOCIAL

24.655
CRÉASE LA JUSTICIA FEDERAL DE PRIMERA INSTANCIA DE LA SEGURIDAD SOCIAL. 

INTEGRACIÓN. COMPETENCIA.

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc., sancionan con 
fuerza de Ley:

Artículo 1º — Créase la Justicia Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social, que en la Ca-
pital Federal estará integrada por diez (10) Juzgados Federales de Primera Instancia de la Seguridad So-
cial, con la dotación del personal que se indica en el Anexo I que forma parte integrante de la presente.

Artículo 2º — Los juzgados creados por la presente, serán competentes en:

a) Las causas enunciadas en el artículo 15 de la Ley Nº 24.463.

b) Las demandas que versen sobre la aplicación del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones 
establecido por la Ley Nº 24.241 y sus modificatorias.

c) Las demandas que versen sobre la aplicación de los regímenes de retiros, jubilaciones y pensiones 
de las Fuerzas Armadas y de Seguridad.

d) El amparo por mora previsto en el artículo 28 de la Ley Nº 19.549, modificada por la Ley Nº 21.686, 
en materia de seguridad social.

e) Las ejecuciones de créditos de la Seguridad Social perseguidas por la Dirección General Impositiva 
en ejercicio de las funciones asignadas por el Decreto Nº 507/93.

f) Las causas actualmente asignadas a la Justicia Nacional de Primera Instancia del Trabajo por el 
artículo 24 de la Ley Nº 23.660.

Artículo 3º — Sustitúyese el artículo 15 de la ley Nº 24.463, por el siguiente:
“Artículo 15. — Las resoluciones de la Administración Nacional de Seguridad Social podrán ser 
impugnadas ante los Juzgados Federales de Primera Instancia de la Seguridad Social de la Capital 
Federal, y ante los juzgados federales con asiento en las provincias, dentro del plazo de caducidad 
previsto en el artículo 25, inc. a) de la Ley Nº 19.549, mediante demanda de conocimiento pleno, que 
tramitará por las reglas del proceso sumario previsto en el Código Procesal Civil y Comercial de la 
Nación, con las modificaciones introducidas en la presente ley. La Administración Nacional de la Se-
guridad Social actuará como parte demandada. Para la habilitación de la instancia no será necesaria 
la interposición de recurso alguno en sede administrativa”.
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Artículo 4º — Sustitúyese el artículo 39 bis, inciso a), del Decreto Ley Nº 1285/58, modificado por 
el artículo 26 de la Ley Nº 24.463, el que quedará redactado de la siguiente forma:

“a) En los recursos de apelación interpuestos en contra de las sentencias dictadas por los Juzgados 
Federales de Primera Instancia de la Seguridad Social de la Capital Federal”.

Artículo 5º — A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 1º de la presente, transfié-
rense a la Justicia Federal de la Seguridad Social de la Capital Federal, los Juzgados Nacionales de 
Primera Instancia del Trabajo creados por el artículo 1º de la Ley Nº 23.640 no instalados a la fecha 
de sanción de la presente.

Artículo 6º — Créase el Ministerio Público de Primera Instancia que actuará ante los Juzgados 
Federales de Primera Instancia de la Seguridad Social de la Capital Federal, con la dotación de per-
sonal que se indica en el Anexo II, que forma parte integrante de la presente, y con las siguientes 
atribuciones:

a) Velar por la observancia de las leyes, decretos, reglamentos y demás disposiciones que deban apli-
carse por la Justicia Federal de la Seguridad Social, pedir el remedio de los abusos que notare y, en 
general, defender imparcialmente el orden jurídico y el interés social.

b) Intervenir en todo asunto judicial que interese a la persona o bienes de los menores de edad, otros 
incapaces o ausentes, o que estén afectados sus derechos, y entablar en su defensa las acciones o 
recursos admisibles, juntamente con sus representantes o en forma independiente.

c) Ser parte necesaria en todas las causas de la seguridad social y en las cuestiones de competencia.

d) Velar por la uniformidad de la jurisprudencia, para lo cual deberá entablar los recursos que co-
rrespondieren.

e) Evacuar las vistas conferidas por los jueces o por la Cámara.

f) Pedir las medidas tendientes a prevenir o remediar colusiones de las partes.

g) Promover por sí o por intermedio de la autoridad que corresponda, la aplicación y ejecución de las 
sanciones por inobservancia de las leyes de fondo y las procesales.

h) Intervenir en todos los demás casos previstos por las leyes.

A los efectos de dar cumplimento a lo dispuesto en el primer párrafo del presente artículo, transfié-
rense dos (2) de las Fiscalías creadas por la Ley Nº 24.472 las que serán determinadas por la Cámara 
Nacional de Apelaciones del trabajo.

Artículo 7º — Las causas cuyo objeto esté comprendido en las disposiciones del artículo 2º de la 
presente, que se encuentren radicadas en trámite ante la Justicia Nacional en lo Contencioso Admi-
nistrativo Federal u otros fueros, pasarán de inmediato a los Juzgados Federales de Primera Instancia 
de la Seguridad Social, distribuyéndose según lo establezca la Cámara del fuero. De la misma forma 
se procederá respecto de las ejecuciones de sentencias de la Cámara Federal de la Seguridad Social 
que a la fecha de instalación de los juzgados creados por el artículo 1º de la presente, se encuentren 
en trámite ante juzgados de otros fueros.

Artículo 8º — Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.
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